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Certifico que el texto de los documen- 
tos oficiales que contiene la presente Re- 
copilación, está en perfecta conformidad 
con los orijinales que existen en el Ar- 
chivo del Ministerio de Relaciones Este- 
rieres, Culto i Colonización. 

Santiago, 17 de julio de 1896. 



Eduardo Phillips, 

Sub-Secretario. 
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DOS PALABRAS 



En la primera edioion 4© eita publiqftoJQn, ÚU 
oiembrt de 1891, deeíamos; 

9 

«El creciente desarrollo que en log últimos añop 
ha alcanzado el ramo de Colonigaclon cojnp aer. 

< 

vicio de la adminietmcioii pública, ha dado gríjen 
a- un coDaiderabJe »úmero de Leyes i Decretos 
Supremos que rolan en los arghivos nacionaleg o 
en las publicaciones oficialeg i cuyo estudio g coq^ 
sulta impone una difícil tarea. 

Con el propósito de facilitarla, hemog §mpr§n- 
dido^ el presente trjibajo de Pí^oopü^pípn d.e to^ftS 
las disposiciones relativas a él, clasiiBcándolas por 
materias i localidades 1 conservando, en cuanto 
ha sido posible, el orden cronolójico de km fechas. 

Hemos incluido únioamente las de carácter je- 
neral i omitido laa raerámente particulares; salvo 
que importen la creación u organización de una 
oficina o comisión pública. 
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Corren insertas varias que solo tienen interés 
temporal o de actualidad i algunas que han sido 
modificadas o derogadas por otras posteriores; 
pero quQ no carecen de cierta importancia histó- 
rica i manifiestan los esfuerzos hechos en pro de 
la colonización nacional por la administración 
pública. Asimismo hemos incluido algunas otras, 
que aun cuando no pertenecen propiamente a este 
ramo, se rozan mui directamente con il. 

La Recopilación abraza el período trascurrido 
desde nuestra emancipación política hasta la fecha 
i termina con una reseña bibliográfica de las obras 
i publicaciones sobre colonización nacional.> 

Hoi debemos agregar que, completada la publi- 
cación con las disposiciones posteriormente dicta- 
das hasta la fecha, se halla ilustrada con el texto 
de diversas piezas oficiales, notas, circulares, vis- 
tas fiscales i sentencias judiciales que fijan la 
aplicación de los preceptos legales; ademas hemos 
incluido los mensajes, proyectos i mociones sobre 
la materia que penden ante el Congreso Na- 
cional. 

Las disposiciones dictadas en el presente año 
forman el título II del Capítulo I TI. 

Santiago, junio 14 de 1896. 

Julio Zenteno Barros. 
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CAPITULO I 



Disposiciones jenerales 



TÍTULO I 
Ministerio de Colonización i oficinas de su dependencia 

Pajina 

1. Rewganuaeiuii de loé Ministerios. — Se fija su número, pre^ 

cadencia i atribucionss. Leí de 21 de junio de 1887 3 

2. Llamo de Cn/nnizacion, — Se anexa este ramo al Ministerio 

de Relaciones Esteriores i Culto. Leí de 22 de noviembre 

de 1888 15 

3. Sección de Colonización. — Se ordena forme parte de la 

Sección Consular i del Culto. Decreto de 4 de diciembre 

de 1888 15 

4. Rf'glomefUo del Ministerio de Rtlacicnes Esteriores i Culto, 

— Se dicta el Beglamento respectivo. Decreto do 7 de 
mayo de 1889 16 

OFICINAS 

5. Oñcina Ji^neral de Inmigración, — Se da este carácter a la 

Sociedad Nacional de Agricultura. Decreto de 15 de 
abril de 1872 i 17 

i; 
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6. Oficina Jeneral de Inmigración, — Se encarga a la Sociedad 

Nacional de Agricultura correr con la instalación de co- 
lonos. Decreto de 16 de diciembre de 1882 18 

7. Ájente Jeneral de Colonización en Europa, — Se crea el 

cargo i se nombra a don Francisco de Borja Echeverría 
con el sueldo de tres mil pesos anuales. -Decreto de 10 de 
octubre de 1882 20 

8. Ajenie Jeneral de Colonización en Europa, — Se establece 

la forma cómo deben cubrii^e sus jiros. Decreto de 31 

de diciembre de 1888 21 

9. Comieron de Títulos de Merced a Indíjenoi. — Se organiza 

dicha Comisión i se designa el personal que debe formar- 
la. Decreto de 26 de diciembre de 1883 21 

10. Comisión de Jnjeniews de Angol — Se reglamenta el servi- 

cio de la oficina. Decreto de 7 de agosto de 1886 22 

11, Inspector Jeneral de Colonización^ — Se crea el cargo i se 

nombra a don Martin Drouilly para que lo sirva. Decreto 

de 29 de marzo de 1883 * 24 

13. Inspector Jeueral de Colonización, Se ordena subrogue a 
la Sociedad Nacional de Agricultura en las funciones de 
Oficina Jeneral de Inmigración. Decreto de 11 do diciem- 
.bredel888 86 

13, Oficina de Tierras i Colonización, — So dicta su Reglamento. 

Decreto de 28 de diciembre de 1889 25 

14, Ofldna de Tierras i Colonización, — Se ordena instalarla en 

el edificio del cuartel de Traiguén. Decreto de 4 de 
enero de 1889 ; , 30 

jrJ, Oficina de Tiaras i Colonización. — Se fijan los viáticos que 
deberán gozar ahgunos de sus empleados. Decreto de JO 
de febrero de 1894 31 

1 6. Oficina de Tierras i Golonitacion, — Se ordena <iue la Comi- 
^ ' gion Topográfica se dedique preferentemente al estaca • . 

miento definitivo de los, caminos piiblicos i vecinales al . . 
Burdél Bio-Bio. Decreto de 13.de junio de 1894.,.,. 31 

1% Oficina de Tiems i Colonizacion.^-^Se declara que esta ofi- 
cina comprenderá bajo su acción los territorios que se 
encuentran al sur de la provincia de Cautin. Decreto de 
12 de setiembre de 1804 32 

18- Oficina de Titiras i Colonización, — Se designa el personal de 
injeniefos en cótiformidad a las modíficaaloues bec^ii'S ppv- 
la Les de Presupuestos. Decreto de 7 de febrera de 1895. 32 



INDICB Tí 
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19. Oflcina de Tierras i Oólonhacion, — Se deroga el decreto 

núm. 1,041, de 12 de setiembre de 1894, en lo relativo a 
Magallanes. Decreto de 5 de marzo de 1895 S4 

20. Oficina de Tierras i Gólonizaeion. — Se deroga el decreto 

núm. 1,041, de 12 de setiembre de 1891, en lo relativo a 
las provincias de Llanquihue i Chiloé. Decreto de 26 de 
marzo de 1895. 34 

21. Ajenie de Colonización para la Isla de Pascua. — Se nombra 

al capitán don Pedro Pablo Toro i se le fija un viático. 

Decreto de 29 de enero de 1889 35 

N'ota. — Se insertan los decretos de 26 de setiembre de 
1890 i de 24 de junio de 1895 .. 36 

22. Oficinas de Inmijracion. — Se dicta el Reglamento respectivo 

i se determinan las obligaciones de la Ajencia Jeneral de 
Colonización e Inmigración i de la Sociedad de Fomento 

Fabril. Decreto de 15 de octubre de 1895 36 

Nota, — Comunicaciones de esta Sociedad i de la Ajencia de 
Colonización sobre el servicio de inmigración 39 

23. Inspección de las Colonias de Llanquihue i Chiloé, — Se ordena 

la entrega de fondos al jefe de la Sección de Colonización, 
don Guillermo Pérez de Arce, a fin de que practique una 
visita con el objeto indicado. Decreto de 26 de diciembre 
de 1895 ^ 62 

TÍTULO II 

División administrativa i marítima del Territorio con relación 

a la Colonización 

24. Creación de praoincias, — Se divide la Bepública en ocho 

provincias i 86 fijan sus límites^ Leí de 30 de agosto 

de 1826......... 65 

25. Árauoo.' — Se crea la provincia de esté nombro. Leí de 2 de 

julio de 1862 56 

26. Áruuco. — Se determina el territorio i capital de la provin- 

cia. Decreto de 7 do diciembre de 1852 57 

27. Arauco.—SQ declara que la isla de Santa María forma parte 

de Arauco en la provincia de este nombre. Decreto de 22 

de febrero de 1854 !.... 68 
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28. Arcttico. — Se modifican los límites de las provincias de Con 

cepcion i Arauco. Decreto do 25 de febrero de 1854 59 

29. Arauco. íSe eríjen en territorios de coloniaaeion los d^psw • 

tamentos de Angol, Lebu e Imperial; deja Amuco de ser 
territorio de indijenas i so fija en Angol la capital de la 
provincia. Lei de 15 de julio de 1869 59 

30. Arauco. — Se divide en las provincias de Arauco i Bio-Bío 

i el territorio de colonización de AngoL Lei de 13 de 
octubre de 1875 61 

31. Chifofi.—Se autoriza al Presidente de la República para 

variar la división de los departamentos de la provincia de 

de Cbiloé Lei de 24 de octubre de 1854 ^ 64 

32. Chiloé. — Se determinan los departamentos i limites respec- 

tivos de la provincia de Chiloó. Decreto de 28 de febrero 

de 1855 65 

33. Chühé. — Se determina el limite norte del departamento de 

Carelmapu. Decreto de 9 de julio de 1855 66 

34. Llanquihw. — Se crea la provincia de este nombre i se fijan 

sus límites. Lei de 22 de octubre de 1861 67 

35. LXanquihuti. — ñQ determinan los límites de los departamen 

tos de Llanquibue, Osorno i Carelmapu. Decreto de 3 de 
octubre do 1863 68 

36. Llanqnikne. — Se declara que la parte del territorio com 

prendido entre los grados cuarenta i dos i cuarenta i siete 
de latitud sur, que no hubiere sido asignado a Chiloé, 
corresponde a la provincia de Llanquihue. Decreto de 2G 
de noviembre de 1894 69 

37. MaJIeco i ' a/zíiw.—Se crean las provincias de estos nombres 

i se fijan sus límites. Lei de 12 de marzo de 1887 70 

38. Miilleco. — Se crea el departamento de Mariluan i se fijan 

sus límites. Lei de 20 de noviembre de 1893 74 

:39. Cautifi. — Se declara que la Isla de Doua Inés forma parte 
del departamento de Imperial de la provincia de Cautín. 
Decreto de 6 de diciembre de 1894 76 

40. Cauiik. — Se agrega al departamento de Imperial la subde- 

legación de Tirúa Lei de 16 de febrero de 1895 76 

41. Tierra del Fu^go. — Nota del Perito señor Barros Arana en 

que da cuenta de la .demarcación de la línea divisoria con 
la República Arjentina. Oficio de 10 de octubre de 1895. '■ 11 
Nota — Artículo respectivo del tratado de límites entre 
Chile i la Arjentini^ , , 79 
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DIVISIÓN MARÍTIMA 

Pajina 

42. División marüima del ttrritorio. — Se divide en diez gober- 

naciones i se fijan sus límites^ Leí do 30 de agosto de 

1848 79 

43. Subdehgacion marítima de Lebu. — Se crea la subdelegaciou 

de este nombre dentro de la Gobernación de Concepción. 
Decreto de 26 de octubre de 1868 81 

44. Chbemaeion marÜima dé Lebu» — Se fijan sus límites. — De- 

creto de 16 de marzo de 1878 82 

45. Subdelegaeion mariltma de lito Bueno, — Se crea la subdele- 

gaciou de este nombre dentro de la gobernación de Val- 
divia. Decreto de 26 de octubre de 1875 82 

46. Subdelegaeion marítima de Valdivia. — Se crea la subdelega- 

clon de este nombre dentro de la gobernación de Valdivia. 
Decreto de 4 de mayo de 1882 83 

47. Oobernacion marítima de Llanquihut, — Se erije en una 

nueva gobernación marítima el mar, costas e islas com- 
prendidas dentro del territorio de este nombre. Lei de 
l.<> de octubre de 1859 83 

48. Gobemaeian fnarUima de ÍAanquihun, — Se fijan sus límites. 

Lei de 23 de setiembre de 1862 84 

49. Subdelegaeion marÜima de Galbuco, — Se crea la subdelega- 

clon de este nombre dentro de la gobernación de Llan- 
quihue. Decreto de 5 de julio de 1873 85 

50. ¿ubdelegaeion marítima de loa Guailecas. — Se crea la subde- 

legaeion de este nombre dentro de la gobernación de 
Ghiloé. Decreto de 21 de agosto de 1864 85 

51. Subdelegaeion marítima de hla dp Pascua. — Se crea la 

subdelegaeion de este nombre dependiente de la gober- 
nación de Valparaíso. Decreto de 29 de noviembre de 
1890 86 

TITULO III 

Bienes fiscales, Civilización de Indíjenas, Inmigración, Misio- 
nes de Infieles i Poblaciones. 

52. Inventario de bienes fiscales, — ^e ordena lo formen los teso- 

«oros fiscales en sus respectivos departamentos. Decreto 

de 14 de abril de 1877 87 
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53. Inventario de bienes fiÉatíes. — Se ordena a los tesoreros fis- 

cales, intendeutes i contador mayor diversas reglas rela- 
tivas a los bie&es fiscales que se dieren en arrendamiento. 
Decrete do 18 de agosto de 1877 r..... 89 

54. Inventario de bienes ñseales* — Se ordena remitan los tesore- 

ros al Ministerio de Hacienda la nómina do las propieda- 
des que posea ol Estado en los respectivos departamentos. 
Decreto de 15 de agosto de 1693 90 

55. ObligaeióTusé pecuniarias nontra el íisco, — Se ordena trasm« 

bir oportunamente a la Oficina de Contabilidad todo con- 
trato que imponga al Fisco obligaciones pecuniarias. De- 
creto de 81 de mareo de 1884 91 

66. Deudas a Javor del fisco per venta de terrmos.-^St ordena 
hacer figurar estos créditos en el balance de la Hacienda 
Públioa. Decreto do O de octubre de 1889 91 

57. Juntas de Almoneda. — Se establecen en las capitales de 
provincia donde no haya Tesorerías princi[)al0S^ Juntas 
de Hacienda i de Almoneda. Decreto de 3 de julio 
de 1852 92 

88. Inslrumenéós públicos en que sea parte o tenga interés él Fisco, 
-^Se declara deben otorgarse ante el Notario de Hacienda. 
Decreto de 29 de mayo de 1863 /...... 93 

59. Instrumentos públicos en que sea parte o tenga interés et Fisco. 

^■^Se declara deben otorgarse ante el Notario de Hacienda 
las escrituras en que el Fisco tenga interés directo o indi- 
recto. Decreto de 15 de marzo de 1887 ., 93 

60. Derechos en pleitos o negocios concernientes a la Hacienda 

Pública, — Se declara que los notarios públicos no tienen 
derecho para cobrar al Fisco emolumentos por las dili* 
jencias que practiquen en negocios concernientes a la Ha- 
cienda Pública. Decreto de 31 do mayo de 1882 94 

i^í>fa.— Sentencia núm. 1,829 del año 1892 95 

61. Martilieros de Hacienda. — Se determina el rol que desem- 

peñan en la venta de bienes fiscales inmuebles. Decreto 

de 2 de octubre de 1886 95 

éi. kfartüUfrói He Hacienda, — Se determina so haga por dichos 
funcionarios la venta de bienes fiscales muebles. Decreto 
de 21 do noviembre de 1891 96 

63. Uso i goce de bienes ñscáles. — Se reglamenta la tramitación 
de las solicitudes que se presentan para obtener el uso i 
goce de dichos bienes. Decreto de 2 de noviembre de 1885. 96 
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64. Arnndamiéniú % mo dé térrenoé baldíos, — Se regíamentaii 

las concesiones que se otorguen para au arrendamiento o . 
UPO. Decreto de 22 de agosto de 1888.. 99 

65. Airendamiento i n^o de t^itrenos baldíoi,-^^ ^li^nenta kt 

tramitación de las solicitudes en qué se pida el arrenda 
miento o uso de dichos bienes. Decreto de 14 de (ebrefo , 

de 1893 ...:. loo 

ft6. Airendamiento i uso de terrenos baldíos. — Se declara que el . 
decreto anterior no se refiere a los terrenos de colonización. 
Decreto de 9 de junio de 1893 102 

67. AnrHdamiento i uso de tf^r renos bcddíos,~^Se orden^k indicar 

en la respectiva solicitud el domicilio i la profesión u oñoio . 

del interesado. Decreto de 4 de setiembre de 1885.. 102 

68. Domicilio de personas o empresas pariiculajes a quienes el 

í^iscú oUrgue algún permiso o tontesiún.-^^ escableeo 
deben considerarse domiciliados en el pais para la resolu- 
ción de las cuestiones que se susciten con motivo de la. 
obra para la cual se otorga el permisD o la ooncesion. Lei 
de 28 de agosto de 1886 103 

69. Contratos en representación del Fisco. — 3e reglamenta como 

deben proceder los funcionarios públicos que intervengan 
representando al Fisco. Decreto de 14 de mar£o de 1895. 104 



CIVILIZAOION DE INDÍJBNAS 

fO. Pueblos de indios. — Se ordena que los indios pasen Afdeidir 
en villas que se fundarán con este objeto. Senado-Consulto 
do \^ de julio de 1813 104 

71. Contribución de indios. — Se ordena que Iqs subdelegados 

pretéritos entreguen las que hubieren recaudado i rindan 
cuenta de los fondos percibidos. Decreto de 14 de abril 
de 1814. 107 

72. Contribución de indios. — Se declara libres para los actos de 

la vida social, como todos los ciudadanos chilenos, a los 
indíjenas; se suprime el empleo de protector i la contri- 
bución personal. Bando de 4 de marzo de 1S19 108 

73. PropiediXdes de iniíjenas i terrenos sobrantes del Estado. — Se 

ordena medir, tasar i vender los terrenos sobrantes del 
Estado i se reconoce la propiedad de los poseídos por los 
indíjeuAS. Senado-Consulto do 10 de junio de 1823 109 
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74. Teirenos sobrantes del Estado. — Se ordena llevar a efecto su 

enajenación. Decreto de 28 de junio de 1830 110 

75. Repoblación d^. ciudades i extensión de ¡a frontera arattcana. 

— Se ordena la celebración de un parlamento jeneral i se 
decretan fondos con este objeto. Senado-Consulto de 25 

de octubre de 1823 111 

7é. Ca^as para eaciqítes. — Se votan fondos para construcción 

de casas para caciques. Decreto de 7 de setiembre de 1 848. 112 

77. Contratos sobre propiedades, — Se prescriben las formalidades 

para su otorgamiento sobre terrenos de iudijenas ubi- 
cados en Arauco i Nacimiento. Decreto de 14 de marzo 
de 1853 112 

78. Contratos sobre propiedades, — Se hacen estensivas las dis- 

posiciones del decreto anterior a la enajenación de terre- 
nos ubicados en territorio indijena, sean o no indijenas 
los interesados en el contrato. Decreto de 10 de marzo 
de 1854 114 

79. dmtrodos sobre propiedadf.s. — Se proroga el plazo para ano- 

tar los títulos de los que por compra a indijenas se ad- 
quieran en Arauco o >1 acimiento. Decreto de 15 de enero 
de 1856 115 

80. Contratos sobre propiedades. — Se prescriben las formalida- 

des para su otorgamienio sobre terrenos de indijenas ubi 

cados en Valdivia. Decreto de 4 de diciembre de 1855... 116 

81. Contratos sobre propiedades. — Se prescriben las formalidades 

para su otorgamiento sobre terrenos de indijenas ubicados 

en Llanquihue. Decreto de 9 de julio de 1856 118 

82. Terrenos de indijenas. — Se declara no ser necesaria la inter- 

vención del Intendente ni la consulta al Gobierno en las 
enajenaciones que se hicieren en subasta pública por eje- 
cución o por pertenecer dichos terrenos a menores, cuando 
excedan de mil cuadras. Decreto de 17 de abril de 1856. 119 

83. Poderes para litigar. — Se ordena se otorguen con las for- 

malidades prescritas en el decreto de 14 de marzo de 1853. 
I^ccreto de 5 de junio de 1856 120 

84. Poderes para vender. — So ordena no tengan valor si no son 

visados por el Intendente los que otorguen los indijenas 
para la venta, empeño o arriendo de sus terrenos por mas 
de cinco años. Decreto de 23 de marzo de 1857 121 

85. Oéorgamimto de escrituras. — Se prohibe a los escribanos de 

Arauco i Nacimiento otorgar las escrituras a que se re- 
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fieren los decretos de 14 do marzo de 1853 i 5 de junio 
de 1856. Decreto de 16 de octubre de 1863 122 

86. Otorgamiento de escrituras. — Se reglamenta como deben 

otorgarse las de adquisición que haga el Estado en terri- 
torio de indíjenas. Decreto de 11 de febrero de 1868...... 123 

87. Otorgamiento de escritwas. — Se establecen formalidades 

para las que otorguen los escribanos de Nacimiento, An 

gol^ Lebu e Imperial sobre terrenos de indíjenas. Decreto 

de 6 de julio de 18"'2 123 

88. Otorgamiento de escrituras, — Se prohibe a los escríbanos de 

la provincia de árauco otorgar, en ciertos casos, las de los 
indíjenas sin la concurrencia del protector. Decreto de 2 
de marzo de 1873 126 

89. Otorgamiento de escrituras, — Se establece que para otorgar 

las que versen sobre contratos o poderes de los indíjenas, 
se rinda información judicial para acreditar U existencia 
del derecho que éstos tengan sobre el terreno matería 
del contrato, la que se pondrá en conocimiento del ájente 
fiscal Decreto de 30 de noviembre de 1876 126 

90. Enajenación de terrenos del Estado^ fundación de 'poblaciones 

en territorio indijena i deslinde de propiedades, — Se autorí- 
za al Presidente de la Eepública para enajenar los terrenos 
del Estado i los que adquiera en lo sucesivo^ deslindar los 
de indíjenas i fundar poblaciones, i se prohibe ^ los par- 
ticulares adquirirlos dentro de ciertos límites. Lei de 4 
de diciembre de 1866 128 

91. Enajenacim de terrenos litijiosos, — 6e ordena su enajenación 

i se prohibe a los particulares adquirirlos dentro de ciertos 
límites. Lei de 4 de agosto de 1874 131 

92. Adquisición de terrenos en territorio de indíjenas, — Se prohibe 

a los particulares adquirirlos dentro de ciertos límites. 

Lei de 9 de noviembre de 1S77 134 

93 Adquisición de ten enes en territorio de indíjenas, — Se hace 
estensiva la prohibición de la lei anterior a otros contra- 
tos durante el plazo i dentro del área que se espresan. 
Lei de 20 de enero de 1883 135 

94. Adquisición de terrenos en territorio de indíjenas. — Se pro- 
roga por diez años la prohibición de la lei anterior, se 
hace estensiva a Valdivia, Llanqulhue, Chiloé i Magalla- 
nes i se prohibe a los notarios estender ciertas escrituras. 
Lei de 11 de enero de 1893 136 
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95. Juicio sobre Uirenes ubicados en territorio in'Ifjena. — Se orde 

na que los ajenies fiscales en las provincias do -A rauco i 
Valdivia, se hagan parte en los juicios relativos a terrenos 
situados en territorio indíjena, i que entablen los reclamos 
correspondientes por los derechos del Fisco. Decreto de 
25 de octubre de 1867 137 

96. Representación fiscal en juicios pohre terrenos de mdíjfnas, — Se 

radica la representación fiscal en el secretario de la Comi- 
sión de Injenieros cuando por implicancia, recusación u 
oposición con los intereses de los indíjcnas no pueda el 
protector asumirla o continuarla. Decreto de IG do octu- 
bredel873 137 

97. Subrogación del protector, — Se ordena reemplace el secreta- 

rio do la Comisión de Injenieros do Arauco, al protector 
en los casos de implicancia. Decreto de 1.° de mayo de 
1875. 139 

93. Protocolos nf« escritura» de terrenos de iridlj^nan i esptidtent^s 
de informaciones de posesión sumaría. — Se ordena se archi- 
ven en las respectivas notarías los que existieren en las 
Intendencias o Gobernaciones. Decreto de 28 de junio do 
1878 139 

99. Juicios solre propiedades de indíjenas, — Se ordena los repre- 
sente i defiendan los promotores fiscales; i caso de incom- 
patibilidad de intereses entró el Fisco i los indíjenas, 
sustituirá al protector el procurador de la Municipalidad 
respectiva. Decreto de 10 de noviembre de 1884 1 10 

Nota.— Sciiicncias [números 1,84?, año 1886; 229, año 1887; 22, 2,392, año 
1892; 2,637, 2,643, 2,653, 2,458, año 1894; i 1,7?7, 2,875, 2,887, 3,059 i otra 
sin número d<-l año 1895. 

INxMIGRá.CION 

100. Concesiones a inmirfrantes, — Se acuerdan en favor de los que 

establezcan alguna industria o de los que se dediquen a 

la agricultura. Senado -Consulto de 10 de abril de 1824.. 203 

101. CoUnuas de naturales i estran jeras. — Se autoriza al Presidente 

de la República para establecerlas en seis mil cuadras do 
terrenos baldíos. Leide 18 de noviembre de 1845 204 

102. Coloiias de naturalrs i estranj^ros. — Se autoriza al Presidente 

de la Eepública para disponer de todos los terrenos bal- 
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dios que fuere menester para establecerlas. Leí de 9 de 
enero do 1851 205 

103. Naturalización de colonos. — ^'e determina la autoridad ante 
quien debe hacerse la declaración de que trata el artículo 
5.° de la lei de 18 de noviembre de 1845. Decreto de 18 
de julio de 1856 206 

104 Eáíudio sobre Chile. — Se encarga al Jefe de Sección de Fe- 
rrocarriles, ctc , lo redacte para el uso de los inmigrantes. 
Decreto de 12 de setiembre de 1888 207 

105. Franquicias a vaporjs con inmigrantes. — So acuerdan a los 

vapores de que os consignatario dun Emilio Lhoste. De- 
creto de 31 de diciembre de 1889 207 

106. litulod de posesión definitiva.— '¿e determinan los requisi- 

tos para conferir títulos de posesión definitiva a los colo- 
nos establecidos en la Kepública. Decreto de I.'* de 
octubre de 1891 208 

107. Eituiio sobre Colonización, Inmigración i Tierras Fittcalts, — 

Se nombra una comisión a fin de que presente un preyecto 
refej:ent3 a estos servicios. Decreto de 16 de enero de 
1892 209 

108. Flete de máquinas i herramientas de inmigrantes — Se des- 

tina con esto objeto el 25 por ciento de la suma consultada 
en el presupuesto para la inmigración libre. Decreto de 
22 de setiembre de 1893 213 

MISIONAS DE INFIELES 

109. Misioneros en Chillan. — Se establece el Convento de Fran- 

ciscanos Recoletos. Decreto de 11 de enero de 1832 211 

110. Midoneros en Concepción, Valdivia i Chiloé, — Se comisiona 

al padre franciscano frai Zenon Badia para que traiga 
veinticuatro relijiosos de la Orden Seráfica para el Co- 
lejio de Chillan. Decreto de 19 de noviembre de 1835.... 213 

111. Iglesia misional de A rauco. — Se ordena su reconstrucción. 

Decreto de 5 de mayo de 1847 , 215 

112. Misiones de infieles. — Seles ordena presentar una Memoria 

anual de sus trabajos. Decreto de 20 de mayo de 1847... 216 

113. Misioncroi de infieles. — Se ordena aprendan el idioma indi- 

jena. Decreto de 20 de mayo de 1847 216 

114. Escuelas Misionales, — Se reglamentan sus dotaciones. De« 

creto de 20 de mayo de 1847 217 
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115. Escuela Misional m Tacapü, — Se establece. Decreto de 7 de 

julio de 1847 219 

116. Sociedad Evanjélica. — Se aprueban las bases para su insta- 

lación. Decreto de 24 de abril de 1849 220 

117. Misiones en Concepción i Valdivia» — Se fíjan sus límites. 

Decreto de 20 de agosto de 1850 222 

118. Convento de Misioneros Capuchinos, — Se autoriza su funda- 

ción. Decreto de 15 de enero de 1852 223 

119. Fondos i licencia al vice-Prefeclo Jeneral de Misione», — Se 

le concede licencia i fondos para traer dos sacerdotes para 

el Colejio de Castro. Decreto de 22 de julio de 1854 224 

120. Licencia al vice-Prefecto Jeneral de Misiones, — Se ordena 

pagar sueldo al suplente i los gastos que demande su viaje. 
Decreto de 14 de agosto de 1854 224 

121. Sínodo de Misioneros Recoletos, — Se ordena su abono por 

el ramo de Cruzada. Decreto de 15 de julio de 1857 225 

112. Misiones en Tolten, — Se establece una Misión en Tolten. 

Decreto de 7 de julio de 1860 226 

123. Misiones en Mulchen. — Se establece una Misión en Mulcl\en. 

Decreto de 2 de junio de 1862 226 

124. Sínodo de Misioneros Capuchinos, — Se ordena su abono por 

el ramo de Cruzada. Decreto de 20 de diciembre de 1862. 227 

125. Misioneros de Uanquihue, — Se aumenta la asignación para 

manutención de los niños indíjenas que asistan a sus es- 
cuelas. Decreto de 27 de marzo de 1868 228 

126. Misiones en CollipuÜi, — Se establece una Misión en CoUi- 

pulli. Decreto de 20 de enero de 1870 228 

127. Misioneros de Propaganda Fide, — Se autoriza el estableci- 

miento en los Anjeles de un convento de esta orden. De 
cretode 17 de abril de 1877 229 

128. Misioneros Salesianos, — Se concede a los misioneros salesia- 

nos establecidos en Punta Arenas el uso i goce de la isla 
Dawson. Decreto de 11 de junio de 1890 230 

129. Construcciones o reparaciones de Iglesias, — Se reglamenta la 

tramitación de las solicitudes respectivas. Decreto de 22 

de setiembre de 1893 231 

130. Misioneros Franciscanos de Nueva Imperial — Se les concede 

el uso i goce de cuatro hectáreas de terrenos. Decreto de 

26 de noviembre de 1895 232 

131. Misioneros franciscanos de Carahue. — Se les concede el uso i 

goce de media hectárea de terreno para casa misional i 
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colejio de niños indíjenas. Decreto de 26 de diciembre de 

1895 233 



POBLACIONES 

132. Aperturut de calles i ensanché de poblaciones, — Se dicta la or- 

denanza respectiva. Decreto de 4 de enero de 1844 234 

133. Distribución i adquisición de sitios fiscales, — Se dicta el re- 

glamento respectivo para la distribución i adquisición de 
sitios fiscales en las poblaciones de los territorios de colo- 
nización. Decreto de 24 de abril de 1885 236 

134. Fundación de poblaciones. — Se dictan las reglas a que debe 

sujetarse la fundación de poblaciones en territorios in- 
dijena. Decreto de 12 de marzo de 1894 288 

TITULO IV 

Aguas, Bosques, Canoiinos, Caza o Pesca, Luces o Faros, 

Marcas i Muelles 

• 

185. Medida de los regadores. — Se fijarla medida de los regado- 
res. Senado-Consulto de 18 de noviembre de 1819 241 

136. AgTMs de rios que dividen departamentos o provincias, — Se 

dicta la ordenanza que reglamenta el uso de las aguas do 
los ríos que dividen departamentos o provincias. Decreto 
de 3 de enero de 1872 242 

137. Aguas de rios que dividen departamentos o provincias» — Cir- 

cular del Ministerío del Interior relativa a la vijencia de 
la ordenanza de 3 de enero de 1872. Circular de 1.* de 

octubre de 1886 246 

Nota. — Informe del Fiscal de la Excma. Corte Suprema 
en que se declara vijente la ordenanza de 3 de enero de 
1872 246 

138. Juicios sobre aguas. — Se reglamentan las citaciones de los 

interesados en los juicios sobre reparticiones de aguas o 
sobre derechos preferentes a ellas. Lei de 26 de agosto de 
1887 249 

139. Aguadas de propiedad AscaX. — Se reglamentan las concesio* 

nes para usar de las aguadas de propiedad fiscal. Decreto 

de 22 de setiembre de 1893 , 249 
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Ao/a. — Sent^^ncia de la Corte do Apelaciones de la Serena 
i del Consejo de listado dirimiendo contiendas de com 
potencia sobre aguas; vista del Fiscal de la Excma. Corto I 

Suprema sobre utilización de las aguas para estableci- 
mientos industriales i sentencia ndm. 2,61 4j año 1894... 251 

BOSQUES 

140. Bosques.-^Se deroga la disposición de la Ordenanza de 

Minas que autorizan su denuncio. Lei de 15 de julio de 

1871 272 

141. Bosques. — Se autoriza la corta de los denunciados solo du- 

rante tres años, se prohibe cortarlos en las cercanías de 
las aguadas i se autoriza al Presidente de la República 
para reglamentar su esplotacion Lei do 13 de julio de 
1872 272 

142. Bosques. — Se dicta el reglamento para su esplotacion. De 

creto de 13 do mayo de 1873 273 

143. Boiqaes fiscales, — Se ordena dejar una reserva en la Cordi 

llera de los Andes i de la costa. Decreto de IG de enero 

de 1879 -276 

CAMINOS 

144. Caminos^ canales^ puentes i calzadas. — Se reglamenta su con- 

servación i fomento. Lei de 17 do diciembre de 1812 277 

145. Materiales para ¡a compostura de caminos. — Se declara no 

debe abonarse a los propietarios de los fundos el valor de 
)a tierra, ripio, piedras, etc., empleados en la compostura 
de caminos. Decreto de 17 de diciembre de 1846 282 

146. Tránsito por los caminos. — Se establecen diversas reglas 

relativas al tránsito de las carretas por los caminos Deere • 

to de 16 de abril de 1847 283 

147. Camin^rw.— Se dicta el reglamento de camineros. Decreto 

de 19 do julio de 1853 2S4 

148. Apertura i reparación de caminos. — So reglamenta la inver- 

sión de los fondos que se destinen para este objeto. De- 
creto do £3 de diciembre de 1871 288 

149. Reparación de caminos. -Se dictan las reglas a que debe su- 

jetarse la inversión de fondos fiscales desainados a la re- 
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paracion de caminos i los trabajos mismos de esta repa- 
ración. Decreto de 7 de mayo de 1878 290 

150. fondos para camino!. — Se reglamenta la inversión do fondos 

en los trabajos do caminos. Decreto de 30 de marzo 

de 1889 206 

151. Alensura^ fijación i qaUometraje de los cami^ws, — Se ordena 

practicarlos por la Dirección de Obras Públicas. Decreto 

de 10 de abril de 1889 298 

152. Repcu'acicn de caminos. — Se reglamenta la reparación radi- 

cal de los caminos. Decreto de 10 de abril de 1889 300 

153. Trabajos do camino >, — Circular a los Intendentes i Gober- 

nadores. Circular de 10 de abril de 1889 ., 302 

154. Fondos para caminos. — Se faculta a los Intendentes para 

delegar en los respectivos Gobernadore.") las autorizaciones 
para jirar contra las tesorerías por los fondos destinados 

a caminos. Decreto do 31 de julio de 1889 308 

Nota. — Sentencia núm. 2,514 del año 1895 309 

155. Pasajes de ríos. — Se autoriza al Presidente de la República 

para que establezca lanchas para el pasaje de los rios. Lei 

de 23 de agosto do 1877 311 

CAZA O PESCA 

156. Focas o Lobos marinos ^ Nutrías i Chungungos. — Se dicta la 

Ordenanza que reglamenta su caza o pesca en las costas, 
islas i mares territoriales de Chile. Decreto de 17 de 
agosto de 1892 312 

LUCES O FAROS 

157. Luces O Jaros paralas costas de Chile. — So comisiona a ca- 

pitán de fragata don Ramón Serrano Montaner para que 
haga los estudios respectivos. Decreto de 12 do enero 
de 1892 3[4 

158. Zuces o faros para leu costas de Chile, — Se nombra con el 

objeto que indica el decreto anterior una comisión de 
marinos. Decreto de 5 de julio de 1893 315 

MARCAS 

159. Marcas de barras de cohre. — Se ordena lleven la do la res- 

pectiva fundición para poder ser esportadas. Decreto de 

21 de mayo de 1839... 3ig 
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160. Marcas de barras de cobre. — Se ordena la renovación de las 

marcas adoptadas. Decreto de 15 de setiembre de 1851... 316 

161. Marcas de sacos de harina. — Se ordena que los dueños de 

molinos marquen los sacos con harina que salgan de sus 
establecimientos. Decreto de 2 de junio de 1850 317 

162. Marcas de fábrica i de comercio. — Se establece i reglamenta 

un rejistro para la inscripción de marcas de fábricas i de 
comercio nacionales i estranjeros. Leide 12 de noviembre 
de 1874 :.. 318 

163. Marcas de animxles. — Se establece un rejistro de marcación 

de animales. Lei de 12 de noviembre de 1874 320 

164. Marcas de animales — Se dicta el Reglamento para el rejis- 

tro de marcación de animales. Decreto de 17 de noviem- 
bre de 1874 321 

165. Marcan de animdes — Se determina el número que corres- 

ponde a los departamentos de Cañete i Mulchen. Decreto 

de 14 de mayo de 1878 326 

MUELLES 

166. Muelles. — Se permite su construcción a los particulares en 

los puertos de la República Decreto de 27 de marzo de 

1851 327 

167. Muelles. — Se reglamenta la tramitación do las solicitudes 

para obtener permiso para su construcción. Decreto de 5 

de julio de 1883 328 

167 bis. Muelles. — Se modifica el decreto anterior. Decreto de 

17 de octubre de 1893 , 330 

TÍTULO V 
Empleados Públicos i Festividades Nacionales 

168. Acusación de impresos. — Se ordena a los empleados públicos 

acusar los impresos en que se ataque su conducta funcio- 
naría. Decreto do 14 de junio de 1830 333 

169. Ceces. — Se determinan los datos que deben contener los 

Ceces que espidcan las tesorerías fiscales para empleados 
que deban pagarse por otras oficinas. Decreto de 19 de 
agosto de 1872... 334 
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170. Fianzas.'^Se declara que las fianzas otorgadas por emplea- 

dos públicos se estienden a las comisiones que se les con- 
fieran en razón del empleo. Decreto de 1.° de agosto de 
1825 ^ : 335 

171. Fiamas, — Se ordena espresar en las escrituras de fianzas 

otorgadas por empleados públicos se estiendan éstas a las 
comisiones que se les confieran en razón del empleo. 
Decreto de 15 de mayo de 1877 335 

172. Fianzas. Se determina la oficina a quien corresponde can- 

celar las fianzas que fueron calificadas por oficinas supri- 
midas. Decreto de 8 de noviembre de 1887 336 

173. Fianzas. —Se ordena las rindan los empleados ausiliares en 

loe casos que la leí les exije a los de planta.* Decreto de 

22 de agosto de 1894 336 

174. Oastos de escritorio. — Se ordena rindan los jefes de oficina 

cuenta detallada de las asignaciones para gastos de escri- 
torio. Decreto de 20 denoviembre de 1876 338 

175. Incompaiilnlidades — Se establecen incompatibilidades pora 

los empleados públicos en razón de su jiro. Det reto de 

23 de julio de 1825 338 

176. Ineompaiibilidaies '^Se establecen incompatibilidades para 

los empleados públicos en razón de parentesco. Lei de 

31 de diciembre de 1889 339 

Nota. — Yis'as del Fiscal de la Ezcma. Corte Suprema re- 
lativas a esta lei. Decreto de 28 de abril de 1878 340 

ni. Jubilación. — Se reglamentan las concesiones de jubilación . 
• a favor de empleados públicos. Lei de 20 de agosto de 

1857 340 

178. JtMacion, — Se modifican algunas disposiciones de la lei 

anterior. Lei de 3 do setiembre de 1863 • 349 

179. Jubilación. — Se reglamenta la tramitación i despacho de las 

solicitudes de jubilación. Decreto de 6 de junio de 1878. 350 

180. Jubilación. — Se fija el modo de reemplazar a los médicos 

que formen la comisión encargada de reconocer a los em- 
pleados que solicitan jubilación. Decreto de 11 de no- 
viembre de 1880 352 

81. Jabilacion. — Se ordena depositen previamente en arcas fis- 
cales los empleados que soliciten jubilación, el valor del 
reconocimiento profesional. Decreto de 4 de octubre de 

1881 ^ 353 

iV^o^a.— Decreto de 20 de octubre de 1 892 Iv 354 
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182. Licfincias, — Se reglamenta la concesión de licencias de los 

empleados públicos Lci de 10 de setiembre de 1869 355 

183. Licencias. — Se reglamenta la manera de usar del mes de 

vacaciones que acuerda la lei. Decreto de 15 de abril de 

1882 356 

184. Licencias. — Se determina la autoridad a quien deben diri- 

jirse los jefes de oficina que soliciten autorización para 

usar del mes de licencia. Decreto de 13 de octubre de 1882. 357 

Noia. — Decreto de 7 de setiembre de 1894 355 

185. — Remoción. — Se ordena mantener en reserva los informes 
que obraren en los espedientes sobre remoción de em- 
pleados subalternos, Decreto de 7 de setiembre de 1872... 3ó8 

186. Sueldos. — Se establece que ningún empleado civil pueda go- 

zar de dos o mas sueldos. Decreto de 19 de noviembre 

de 1818 359 

Nota. — Vista del Fiscal de la Excma. Corte Suprema sobre 
acumulación i reserva de empleos públicos 359 

187. Sueldos. — Se establece no se pague sueldo igual o mayor, al 

del Jefe del Estado, a ningún empleado público Senado- 
Consulto do 6 de noviembre do 1823 365 

188. Sueldos, — Se determina la fecha desde que devengan suel- 

dos los empleados que necesitan trasladarse del lugar 
donde residan. Decrete de 21 de junio de 1881 366 

189. Varías disposiciones. — Relativas a nombramientos, licencias, 

interinatos, reemplazos, suplencias, anticipos i gastos do 
viaje de empleados público?. Decreto de 22 de febrero de 
1889 ' , -366 

FE.STIVIDADEg NACIONAI.ES 

190. Dias feriados. — Se determinan los dias feriados para los 

empleados públicos. Decreto de 14 de agosto de 1824. ... 374 
Nota. — Indulto Apostólico que redujo los dias festivos i 
suprimió las festividades de medio precepto 374 

191. Dias feriados. — Se suprime el del dia 12 de febrero que 

determinó el Senado-Consulto de 5 do febrero de 1821. 
Decreto de 8 de febrero do 1837 376 

192. Funciones públicas. — Se reglamenta el ceremonial para la 

asistencia a las funciones públicas a que concurra el Pre- 
sidente de la República. Decreto de 6 de setiembre de 
1853 376 
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193. Funciones piMka», — ^e' reglamenta el ceremonial para la 
asistencia alas funciones piblicas en provincias. Decreto 
do H de setiembre de 1889 378 



CAPITULO II 



Disposiciones particulares 

TITULO I 
Colonización de Bio-Bio 

(laja— NACIMIENTO— MULCHEN) 

194. Süios pañi cAonos, — Se aprueba un acuerdo de la Munici- 

palidad que destina sitios para familias alemanas. Decreto 

de 14 do marzo de 1853 383 

195. Deslinde de propiedades» — Se ordena la fijación de linderos 

en las propiedades adquiridas en territorio iadíjena en 
Arauco o Nacimiento. Decreto de 18 de octubre de 1855 383 

196. Colonia de Humsdn, — Se dicta el Reglamento para su fun- 

dación i gobierno. Decreto de 7 de enero de 1859 385 

197. Población CachapoaL — Se autoriza su fundación a ori- 

llas del Laja, en terrenos de la sucesión do don Laureano 
Almendras. Decreto de 24 do enero de 1867 389 

198. Deslindes de propiedades ubicadas en Arauco i Valdivia, — 

Se ordena el deslinde i se fija plazo para practicarlo. De- 
creto de 13 de junio de 18G8 389 

199. Villa de SaUta Bárbara. — Se concede el título de villa a la 

población de este nombre. Decreto de 2 de enero de 1571. 390 

200. Terrenos fiscales. — So ordena la formación de sus planos i la 

remisión do datos judiciales sobre terrenos fiscales ubica- 
dos en Arauco. Decreto de 15 de abril de 1872 391 

Nota, — Circular del Ministerio de Colonización de 10 de 
mayo de 1867 392 
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201. Colonias de Santa Bárbara i Nacimiento, — Se fijan las bases 

para colonizar terrenos ubicados en estas localidades. 
Decreto de 5 de agosto de 1873 393 

202. Colonias de Santa Bárbara i Nacimiento, — Se'acepta la pro- 

puesta de don B. Sánchez i C* Decreto de 13 de octubre 

de 1873 395 

Nota. — Antecedentes i sentencias judiciales relativas a este 
contrato 397 

203. Villa de Antuco, —Se concede el título de villa a la pobla - 

cion de este nombre. Decreto de 3 de julio de 1874 413 

204. ViUa de Quilleco. — Se concede el título de villa a la pobla- 

ción de este nombre. Decreto de 26 de julio de 1875 413 

205. Cesión de fúñelos fiscales, — ^El Fisco cede a la Municipalidad 

el fundo Mesamávida i otros. Lei de 24 de agosto de 1877 414 

206. Cesión de fundos fiscales, — Se prorroga el plazo fijado en la 

lei anterior. Lei de 2 de setiembre de 1880 415 

207. Arrendamiento de talajes en Alto Bio-Bio. — Se ordena el 

arrendamiento de los talajes de los valles del Alto Bio- 
Bio i se fijan las bases para el remate. Decreto de 28 de 
setiembre de 1887 415 

208. Arrendamiento de talajes en él Alto Bio- Bio. — Se modifican 

las bases del decreto anterior i se señala nuevo dia para 

el remate. Decreto de 20 de octubre de 1887 417 

209. Arrendamiento de talajps en el Alto Bio-Bio. — Se fijan las 

bases para el arrendamiento por seis años i se señala dia 

para el remate. Decreto de 10 de setiembre de 1889 418 

210. Cementerio en Quenco, — Se autoriza la apertura de un ce- 

menterio en la subdelegacion de Quenco. Decreto de 12 
dejuliodel894 420 

NACIMIENTO 

211. Nantgaeion por vapor en el rio Bio- Bio, — Se concede a don 

Garlos Mintam una prórroga de dos años para establecerla. 
Decreto de 23 de febrero de 1855 421 

212. Navegación por vapor en el rio Bio -Bio, — Se aprueba un prés- 

tamo de dinero hecho al concesionario del privilejio. Lei 

de 14 de octubre de 1857 422 

213. Navegación por vctpor en el rio Bio-Bio, — Se autoriza al Pre- 

sidente de la República para que subvencione a la empresa 

que la establezca. Lei de 3 de setiembre de 1868 422 
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214. Navegación por vapor en el rio Bio^-Bio, — Se autoriza al Pre- 
sidente de la República para que subvencione a la empre- 
sa que la establezca. Lei de 10 de diciembre de 1873 423 

315. Exension de contribueion territorial, — Se concede en favor 
de los fundos del departamento i por los años de 1859 a 
1861. Lei de 7 de setiembre de 1860 424 

216. Defensa de las propiedades ultra-Bio-Bio. — Se autoriza al 
Presidente de la República para que invierta una suma 
de dinero con tal objeto. Lei de 30 de octubre de 1861... 424 

217j Exención a colonos de ultra Bio-Bio. — Se les exime del 
impuesto sobre la renta como agricultores. Decreto de 12 
de julio de 1866 425 

218. Temtorío de Colonización. — Se erije en Nacimiento i se dic- 

ta el 'Reglamento para su gobierno. Decreto de 9 de abril 

de 1868 426 

219. Contrato sobre inmigración, — Se aprueban las bases presen- 

tadas por don Alfredo L. Poppe para traer colonos. De- 
creto de 9 do mayo de 1868 428 

220. Ci8Íon de fundo fiscal,— -lEi Fisco cede a la Municipalidad el 

denominado iPotrerb de las Animas]^. Lei de 2 de julio 

de 1886 430 

MÜLCHEN 

221. Colonia o reserva de MftnqucHpe, — Se acepta la propuesta 

del cacique Nicolás Manquelipe para fundar una colonia 

de indljenas. Decreto de 10 de octubre de 1873 430 

Nota, — Escrituras de constitución i notas del protector, pro- 
motor e injeniero de Bio-Bio que manifiestan el estado 
de la colonia 432 

222. Ciudad de Mulclien, — Se concede el título de ciudad a la 

villa de este nombre. Decreto de 30 de noviembre de 

1875 448 

223. Cenon de fundos fiscales, — £1 Fisco cede a la Municipalidad 

el dominio de los que se esprosan. Lei de 24 de agosto de 

1882 449 

224. Cementerio de Rocalhue. — Se autoriza la apertura de un 

cementerio ñscal en Santo Domingo de Rocalbue. Deere- 
¡ tode 20deenerode 1888 450 
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225. Hospedo je de co'onOi, — Se ordena construir, para hospedaje 

provisorio de colonos, casas en Malleco. Decreto do 16 de 
mayo de 1868 451 

226. Cesión de fundo ñscaK — El Fisco cede a la Municipalidad 

los terrenos que ocupaba el antiguo cementerio. Lei de 2 

de diciembre de 1875 452 

227. Cesión de fundas fisc ¡les. — El Fisco cede a la Municipalidad 

cuatro hijuelas divei'sas. Lei de 31 do julio de 1877 452 

228. Población de Caillin. — Se autoriza su fundación a inmedia- 

ciones de la estación de «La Vina». Decreto de 8 de julio 
. de 1887 453 

229. Padrón de p-opiedades fiscales. — Se ordena formar un padrón 

estadístico de la propiedad territorial en las provincias de 
Malleco i Cautin. Decreto do 12 do abril de 1888 453 

230. Cesión de sitios úsenles, — El Fiscc cede a favor de las muni 

cipalidades de Traiguén, Temuco, Angol, Cañete, Victo 
ria i Nueva Imperial los que estuviesen vacantes i los que 
hubieren de volver a él Lei de 1.'' do febrero de 1893.... 455 

231. Cesión de sitios fiscales. — Se reserva de la cesión los que se 

indican. Decreto de 27 de marzo de 1893 456 

232. Población Üuechereguas. — Se aprueba el plano para la fun- 

dación de la población de este nombre. Decreto de 26 de 
octubre de 1894 457 

COLLIPÜLLI 

233. Colonia de indíjenas. — Se ordena su fundación i se dicta el 

Reglamento para su gobierno Decreto de 29 de octubre 

de 1873 .* 458 

234. Villa de CoUípidfi. — Se concede el título de villa a la po- 

blación do CoUipuUi. Decreto de 22 de agosto de 1874... 460 

235. Ferrocarril de CoVipnlli a yanta Jiüia. — Se concede permi- 

so a don Enrique S. Bunster para construir un ferrocarril 

a vapor. Lei de 20 de enero de 1888 460 
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236. Fenocmrü de GMipuLli a Santa Julia, pasando por Curaco. — 

Se concede permiso a don Gregorio Urrutia para cons- 
truir un ferrocarril a vapor. Lei de 18 de enero de 1890. 462 

TRAIGÜEX 

237. Colonias de indijenas, — Se ordena la fundación de una en 

Traiguén i otra en Ti rúa, i se dicta el Eeglamcnto para 
su gobierno. I ccreto do 14 de octubre de 18S0 

238. Ferrocarril dt Traiguén o Trigal, — Se concede a don José 

Bunstcr permiso para construir un ferrocarril a vapor. 

Lei de 20 de enero de 1888 465 

239. Sitios fiscales, — Se reservan para construcciones fiscales loa 

que se indican del plano de Traiguén. Decreto de 13 de 
mayo de 1893 406 

240. Hospital veterinario. — Se concede a don Carlos Dumont la 

calidad de colono con la obligación de instalar un hospi- 
tal veterinario. Decreto de 2S do agosto do 1893 466 

MARILUAN 

241. Silios fiscahs, — So reservan para construcciones fiscales los 

que se indican del plano de Victoria. Decreto de 5 de 

abril de 1893 408 

242. Población Cu^í cautín. — Se aprueban los planos para la fun 

dación de la población de este nombre. Decreto de 27 de 
marzo de 1894 468 

243. Población Ferquenco. — So aprueban los planos para la fun- 

dación de la población de este nombre. Decreto de 29 de 
marzo de 1894 469 

244. Población Quillen. — Se aprueban los planos para la funda- 

ción de la población de este nombre. Decreto de 12 do 

abril de 1894 .". 469 

245. Camino de Ferquenco a Goloarino i Quillen. — Se aprueba 

el plano respectivo. Decreto de 20 de setiembre de 1894. 470 

246. Conmino de Ptdahuequ i al Or enle. — Se ordena su construc- 

ción por la ' ireccion de Obras Públicas. Decreto de 29 

de octubre de 1895 470 
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247. Citidad d$ Temuco, — Se aprueban los planos para su ensan- 

che. Decreto de 13 de mayo de 1890 473 

248. Ciudad de Temuco, — Se aprueban los planos para su ensan- 

che. Decreto de 1.' de junio de 1892 474 

249. Ciudad de Temuco, — Se modifican los planos a que se refie- 

re eldecreto anterior. Decreto de 22 de diciembre de 1894. 474 

250. Ciitdad de Temuco,Se modifican nuevamente los planos. 

Decreto de 30 de julio de 1895 475 

251. Oesúm de sitios fiscales. — Se conceden en Temuco a las Her- 

manas de la Providencia. Decreto de 11 de junio de 1892 476 

252. Cesión de sitios fif*cales. — ^Aclaración del decreto anterior. 

Decreto de 20 de marzo de 1893 . 477 

253. Cesión de sitios fiscales, — Se modifica el articulo 2.® del de- 

creto de 11 de junio de 1892. Decreto de 15 de setiembre 

de 1893 477 

254. Cesión de sitios fiscales. — Se concede el usufri^cto de los que 

se indican en Temuco a las Hermanas de la Providencia. 
Decreto de 30 de octubre de 1894 478 

255. Ferrocarril a Carahue, pasando por Nueva Imperial,— Se con- 

cede permiso a don Severo Fuentes para construir un 
ferrocarril a vapor. Lei de 17 de junio de 1893 479 

256. Puente sobre el Cautín. — Se acepta la propuesta hecha por 

don Gustavo E. Verniory para su construcción. Decreto 

de 25 de julio de 1893 481 

257. Hijuelas ñscaUs para militares, — Se autoriza al Presidente 

de la República para conceder hijuelas a los jefes que se 
retiren con arreglo a la lei de 2 de febrero de 1892. Lei 
de 19 de enero de 1894 .' 481 

258. Hijuelas fiscales para multares. — Se aprueba el plano i se 

ordena la adjudicación con arreglo a la lei anterior. De- 
creto de 12 de setiembre de 1894 484 

259. Hijuelas fiscales para militares — Se otorga a los agraciados 

la posesión de las que se indican. Decreto de 22 de se- 
tiembre de 189i 485 
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260. Hijuelas fiscales para militares, — Se autoriza al Inspector 

Jeneral de Tierras i Colonización para que reduzca a 
escritura pública el decreto anterior. Decreto de 17 de 
noviembre de 1894 486 

261. Población Freiré, — Se aprueba el plano para la fundación 

de la población de este nombre. Decreto de 21 de noviem 
bredel895 487 

262. Paseo público en Temuco. — Se concede a don Niel Mikkelsen 

el usufructo de tres hectáreas de terrenos con este objeto. 
Decreto de 23 de diciembre de 1895 487 

IMPERIAL 

263. Archioo de iUalos, — So ordena se archiven en la notaría de 

Imperial loa protocolos i espedientes de informaciones de 
posesión qiie existieren en la Gobernación. Decreto de 22 
de noviembre de 1878 488 

264. Archivei'o de li Gobernaciofi de Tolten,—Se ordena pase al 

departamento de Imperial. Decreto de 20 do junio de 

1887 489 

265. Navegación por vapor en el rio ImpeHaL — Se aprueba un con- 

■ 

trato para establecer la navegación por vapor en este rio. 
Decreto de 24 de setiembre de 1885 489 

266. Navegación por vapor en el rio Imperio/. — Se modifican las 

bases del contrato anterior. Decreto de 13 de julio de 

1887 490 

267. Navegación por vapor en el rio Imperial. — Se dicta el Regla- 

mento para el servicio de los Prácticos. Decreto de 12 de 

octubre de 1887 491 

Nota. — Canal en el banco de Ru^ia- Diuca. Decreto de 31 de 
diciembre de 1895 493 

268. Población ChoIchoL — Se aprueba el plano para la fundación 

de la población de este nombre. Decreto de 30 de junio 

de 1890 497 

269. Funflos fUcales. — Se ordena tomar posesión de los que se 

indican al sur del rio Tirúa. Decreto de £7 de mayo de 1893 497 

270. Fundos (¡selles, — Se ordena reivindicar los que se indican en 

los altos de Tirúa. Decreto de 29 de mayo de 189^J 498 

271. Isla de Doña Inéit, — Se le escluye de la subasta i se ordena 

cuidar no sea ocupada por particulares ni por indijenas. 
Decreto de 19 de junio de 1893 .% 498 
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272. Ida de Doña InS^. — Se arrienda a don Isidoro ErrAzuriz. 

Decreto de 19 de marzo de 1894 499 

373. SÍIÍ08 fiscales. — Se destinan con el objeto que se espresa los 
que se indican en Nueva Imperial i Lautaro. Decreto de 
24 de octubre de 1894 500 

274. Población Troovlhice. — Se aprueba el plano para la funda- 

ción de la población de este nombre. Decreto de 27 de 
junio de 1895 601 

275. Población Carahue, —Se aprueba el plano para la fundación 

de la población de este nombre. Decreto de 3 do diciem- 
bre de 1895 501 
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275 bis. Prácticos para Lebtt, — Se organiza un Cuerpo de Prácticos 

para el puerto do Lebu. Decreto de 5 de enero de 1869. 503 

276. Ciudnd de Lebu. — Se concede el título de ciudad al puerto 

de este nombre. Decreto do 10 de enero de 1874 503 

277. Permiso para ronstruir un muelle. — Se concede, bajo ciertas 

condiciones, a don Adolfo Lorenzen. Decreto le 12 do 

abril de 1872 504 

278. Permiso para conüniir un muelle. — Se concede, bajo ciertas 

condiciones, a Duhart Hermanos. Decreto de 1 1 de marzo 
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condiciones, a Ebensperger Hermanos. Decreto de 13 de 
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281. Ferrocarril de Concepción a Ríos de Curanilahue. — Se con- 

cede permiso a don Gustavo Lcnz para construir un fe 
rrocarril a vapor. Lei de 23 de octubre de 1884 507 

282. Ferrocanü defioncf^pcion a Rios de Curanilahue, Se aprue- 
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Decreto do 21 de marzo de 1S88 510 
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283. Ferrocarril de Concepción a Rios de Carinilaline. — Se auto 

riza a la Compañía de Arauco para entregar al aervicio 
público una sección. Decreto de 24 de diciembre de 1888. 610 
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tiembre de 1873 555 

322. Permiso para construir un muélU, — Se concede bajo ciertas 

condiciones a don Tomas R. Albarracin. Decreto de 29 

de setiembre de 1874 556 

323. Navegación por vapor entre Viddiüia i el embarcadero de las 

Cruces, Calle-Calle i Futa. — Se autoriza al Presidente do 
la República para conceder una subvención a la empresa 
que la establezca. Lei de 13 de enero de 1872 557 

324. Navegación por vapor en H rio Valdirii — Se dicta la orde- 

nanza respectiva. Decreto do 9 de julio de 187Í 557 

325. Ntivej/acion por va¿ior entre Valdioia, el emhar^Mdero a Las 

Oruces\^ Calle- CaVe i Futa. — Se aceptan las propuestas 
presentadas por don Nicolás Jaramillo. Decreto de 9 de 
noviembre de 1872 559 

326. Usufructo de terreóos ñ-'ic^desa faKO- de Lia mnnicpxUdalen, 

— Se concede por quince años a favor de las municipali- 
dades de Valdivia, Llanquihue i Chiloé. Loi de 21 de 
agosto de 1877 560 

Nota, — Nómina de lacs propiedades arrendadas por las res 
pectivas municipalidades a la fecha de la caducidad de la 
cesión: 

Contratos celebrados por la Municipalidad de Valdivia. ... 561 

Contratos celebrados por la Municipalidad do Llanquihue. 576 

Contratos celebrados por la Municipalidad de Osorno 730 

CQUtratoQ celebrados por la Municipalidad de Carelmapu. . . 747 
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Contratos celebrados por la Municipalidad de Ancud 764 

Contratos celebrados por la Municipalidad de Castro 833 

Contratos celebrados por la Municipalidad de Quinchao.... 925 

327. Concesión de terrenos fiscales. — So conceden al Cuerpo de 

Bomberos de Valdivia en el lugar que se indica. Decreto 

do 26 de setiembre de 1878 938 

328. Gratificación al injeniero don Guillernw Frick. — Se concede a 

don Guillermo Frick una gratificación de siete mil pesos 
por sus servicios prestados en la investigación i mensura 
de los terrenos fiscales. Lei de 29 de setiembre de 1884. 938 

329. Archivo de la Notarla de Imperial. — Se ordena que el espre- 

sado archivo pase a la Notaría de Valdivia. Decreto de 

20 de marzo de 1888 , 939 

330. Mah.con en Corral — Se a^ rueban los planos para la obra 

i se ordena su ejecución. Decreto de 31 do agosto de 1 892. 939 

331. Uso de desagües con servicio de agiia potable. — Se declara obli- 

gatorio en la ciudad de Valdivia. Lei de 23 de enero de 

1895 940 

UNION 

332. Puerto de Rio Bumo. — Se declara puerto habilitado el de 

sembocadero de Rio Bueno. Decreto de 16 de abril de 

1846 942 

333. Gesion de terrenos fiscales. — ^« autoriza al Presidente de la 

República para ceder, a favor de la villa de Rio Bueno, 

los terrenos que se espresan. Lei de 3 de octubre de 1872. 943 

334. Plan de seniles pf^^fa la éntrala de buques a Rio Bueno, — Se 

aprueba provisoriamente el que se indica. Decreto de 8 

de julio de 1876 943 

335. Plan de señales para la entrcuia de buques a Rio Biieno. — Se 

adiciona el plan anterior. Decreto de 5 de abril de 1877. 944 

336. Cesión de terrenos fiscides. — ^e ceden a la Municipalidad de 

la Union, para bienes comunales de Rio Bueno, los que se 
indican. Lei de 16 de agosto de 1884 945 

337. Ciudad de la Union. — Se concede el título de ciudad a la 

villa de este nombre. Decreto de 9 de diciembre de 1890. 945 
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338. Linderos de propiedades, — Se ordena se fijen en las propie- 

dades del Estado. Decreto de 26 de junio de 1853 947 

339. Territorio de Llanqtiihue. — Se erije en territorio de coloni- 

zación. Decreto de 27 de juniode 1853 948 

340. Territorio de JUanquihite. — Se fijan sus limites. Decreto de 

2 de noviembre de 1854 949 

341. Colonia de Llanquihue, — Se dicta el Reglamento para su go- 

bierno. Decreto de 28 de agosto de 1858 950 

342. Población de Melipulli. — Se ordena su fundación en el lugar 

llamado iÁstillero de Melipulli». Decreto de 27 de junio 

de 1853 956 

343: Construmon de edificios, — So ordena la construcción de va- 
rios edificios para oficinas públicas. Decreto de 28 de 
junio de 1853 957 

344. Exención a buques con inmigrantes. — Se conceden ciertas 

exenciones a favor de los buques que conduzcan inmi- 
grantes para Llanquihue. Decreto de 6 de octubre de 1853. 957 

345. Permiso para construir unmaelU^ — Se concede, bajo ciertas 

condiciones, a don Francisco Geisse. Decreto de 28 de 

febrero de 1854 959 

3 16. Títulos de propiedades de colonos. — So ordena se otorguen por 
el Intendente i se fije la cabida de cada hijuela. Decreto 
de 3 de agosto de 1858 959 

347. Títulos de propiedad de cohnos, — Se ordena se otorguen ante 

escribano i se anoten en el rejistro del Co"servador. De 

creto de 3 de setiembre de 1859 961 

348. Corta de bosques fiscales, — Se reglamenta para la provincia 

de Chiloó i territorio de Llanquihue la corta do los aler 

ees do los bosques fiscales. Decreto de 2 de julio de 1859. 962 

349. Rectificación de aaalúos. — Se ordena se practique i se con 

dona lo que se adeudare por razón de catastro, contribu- 
ción territorial o impuesto agrícola. Lei de 2 de setiembre 
d« 1863 963 
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350. Naturalización de colonos. — Se ordena hacer ante la Munici- 

palidad la declaración a que se refiere el artículo i.*' del 
decreto de 18 de julio de 1856. Decreto de 31 de agosto 
de 1864 964 

351. Navegación por vapor en la laguna Llanquihíie. — Se acuerda 

una subvención para la empresa que la establezca. Lei de 

24 de diciembre de 1864 965 

352. Navegación por vapor en la laguna Llanquihue, — Se acuerda 

una subvención a la empresa que la establezca. Decreto 

de 29 de octubre de 1868 965 

353. Navegación por vapor de lalaguní Llanquihue. — Se acuerda 

una subvención a la empresa que la establezca entre puer- 
ta Varas i üctai. Lei de 26 de julio de 1877 966 

354. Navegación poi' vapor en la laguna Llanquilíue, — Se aceptan 

las bases presentadas por don Carlos von Benderosen para 
establecerla. Decreto de 11 de diciembre de 1879 966 

353. Navegación por vaporen la f((gu7ia Llauqnihue.--Se piden 
propuestas bajo las condiciones que se esprosan. Decreto 
de 6 de setiembre de 1893 970 

356 Navegación por vapor en la laguna L^aiiquihue. — Se aceptan 
las bases presentadas por don Augusto Scbulz i don Fe- 
derico Hollstein para establecerla Decreto de 22 de 
enero de 1894 971 

357. Navegación por vapor en la ¡ag/tna Llanquihue. — So piden 

propuestas públicas bajo las condiciones que se espresan 
Decreto de 29 de octubre de 1S95 972 

358. Eocsnci'm de contribución. — Se exime de la contribución 

sobre la venta a los colonos de Llanquihue. Decreto de 7 

de agosto de 1866 973 

359. Hijuelas para colonos. — Se concede a los hijos de los colonos 

que formaren familia separada Decreto de 15 do mayo 

de 1868 974 

360. Hijuelas para colons—SQ aumenta su cabida Decreto de 

15 de mayo de 1868 975 

361. Pf^rmisn para cons'ruir nn mudle, — Se concede, bajo las 

condiciones que se indican, a don Luis Dartnell. Decreto . 

de 29 de diciembre de 1871 975 

362. Permiso para construir un muelle. — Se concede, bajo las 

condiciones que se indican, a don Eujenio Schulz. Decreto 

do 12 de abril do 1873 976 

VI 
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363. Contribución de alcabala, — Se declara la deben los colonos 

desde el 27 de junio de 1873. Decreto de U de noviembre 

de 1873 976 

364. Concedí tn de terrenos. — Se concede a don Emilio Solmini- 

hac, quien los destinará a la formación de parques artifi- 
ciales de ostras. Decreto de 29 de agosto de 18S8 977 

365. Villas de Odai i Fnitülar, — Se concede el título de villas 

a las poblaciones de estos nombres. Decreto de 30 de 
agosto de 1894 978 

Nota. — Comunicaciones oficiales sobre la erupción del vol- 
can Cal buco. 

366. Esp'ovacícn i reconocimitínto del valle i rio P aleña. — Se comi- 

siona al capitán de fragata don Ramón Serrano Montaner 
para que los practique. Decreto de 5 de enero de 1885... 991 
367. Po'jlacinn Palena. — Se ordena la fundación do una pobla- 
ción en la Isla de los Leones, en la desembocadura del 
rio Palena. Decreto de 4 do enero de 1889 992 

OSORNO 

368. Camino de Osorno a la laguna de Llanfjuihue i de ésta al seno 

df'l RdoncavL — Se ordena la formación de planos i pre 
supuestos. Decreto de 12 de felnero de 1852 993 

369. Villa de San Pablo. —Se caprueban los planos para la fun- 

dación de la villa de este noral)re en la misión del Tral 
mahue. Decreto de 9 de setiembre de 18G7 994 

370. Con-ushn de terrenos. — Se concede en el lugar que se espre- 

sa a don Carlos Sonmers para construcción de un muelle. 
Decreto de 18 de enero de 1S90 995 

371. Vid t de Cancura. — Se concede el título de villa a la pobla 

cion de este nombre. Decreto de 15 de junio de 1893... 995 

372. Ceiniuterio de Cancura, — Se autoriza la apertura de un 

cementerio en la subdelegacion de este nombre. Decreto 

de 12 de diciembre de 1893 996 

373. Inscripción de propiedades fiscales, — Se autoriza al tesorero 

fiscal para que invierta hasta seiscientos cinco pesos con 
dicho objeto. Decreto de 24 de febrero de 1894 996 

374. Navt^rjacion del rio Rahue. — Se aprueban los planos de los 

trabajos para facilitarla i se ordena su ejecución. Decreto 

íie 29 de setiembre de 1894 997 
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375. Umfru^lo de terrenos fiicales, — Se declara corresponde a la 

Municipalidad de Maullin dentro de los limites que se 
espresan. Decreto de 13 de setiembre de 188G 998 

376. Concedan de t^iTenos, — Se concede a don Emilio Solminihac, 

quien los destinará a la formación de parques artificiales 

de ostras. Decreto de 7 de marzo de 1888 999 

377. Ccncexúm de terrenos, — Se concede a don Augusto Gubler, 

en el Jugar i con el objeto q»ie se espresan. Decreto de 31 

de diciembre de 1890 999 

378. Concfsion de terrenos. — Se deroga el decreto anterior. De- 

creto de 4 de agosto de 1893 1002 

Nota. — Informaciones oficiales sobre los lavaderos de oro 
de Carelmapu 100^ 



TITULO VII 
Colonización de Chiloe 

AXCUD, CASTRO, UINCHAO 

379. Ciudad de Ancud. — Se concede título de ciudad a la villa 

de este nombre. Lei de 4 de julio de 1834 1021 

380. Muelle de Ancud. — Se ordena su reparación. Decreto do 19 

de noviembre do 1849 1022 

381. Navejacion por vapor entre ValparaUo i ios pneitos dfl sur. 

— "líe autoriza al Presidente de la República para subven- 
cionar a la empresa que la establezca. Lei de 10 de enero 
de 1851 1023 

382. Naverfocíon por vapor entre Vufpariiso i puertos d'l sur. — Se 
. acepta la propuesta hecha- por don Roberto Simpson i don 

Nicomedes Ossa. Decreto de 24 de marzo de 1851 1024 

383. Navegación por vapor entre VafparaUo i puertos del sur. — 

Se admite a don Ponciano Dávila el desistimiento que 
hace de sostener la empresa a que estaba obligado según 
contrato. Decreto de 27 de enero de 1853 1025 

384. Navegación por vapor entre Valparaíso i puertos del sur. — Se 

acepta la propuesta de Lyon Hnos., ajentes de la Compa- 

aia Inglesa de Vapores. Decreto do 93 de abril de 1863.. 1026 
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385. Navegación por vapor entre Valparaíso i puerlos dd mtr. — Se 

autoriza al Presidente de la República para subvencionar 
a la empresa que la establezca. Leí de 22 de julio 
de 1853 10i7 

386. Navetjncion por vayor entre VaJparniso, Chiloi i i'ufrio Montf, 

— Se autoriza al Presidente de la República para subven- 
cionar a la empresa que la establezca. Lei de 5 de no- 
viembre de 1857 1028 

387. Navegación por vapor entre Valpiraiso^ Chiloé i Puerto AíontL 

— So acepta la propuesta de la Compañía da Navegación 

por vapor en el Pacífico. Decreto de 12 de enero de 1858.. 1028 

388. Navegación por vapor entre Valparaiso, Cliiloé i Puerto Montt. 

— Se autoriza al Presidente de la República para subven- 
cionar a la empresa que la establezca. Lei de 18 de enero 
de 1864 1031 

389. Navegación por vapor entre CaitrOf Ancwl i Purrto Montt. — 

Se autoriza al Presidente de la República paia que sub- 
vencione a la empresa que la establezca. I.ei de 3 de 
setiembre de 1868 .' 1032 

390. Navegación por vapor entre Val¡xtrai>Oy Chiloi i Ptierfo MonH. 

— Se exime a la Compañía Sud-Americana do Vapores 
de la obligación de prolongar su línea hasta Panamá, do - 
biendo hacer el servicio al sur. Lei de 29 de diciembre 
de 1875 1032 

391. Navego don por vapor entrn Valparaxs'>y Chi/oé i Pw.rto Montt. 

— Se aprueba el contrato celebrado con la Compañía Sud- 
Americana do Vapores. Lei de 29 de diciembre de 1883.. 1033 

392. Navegación por vapor entre Va/paraihOj Chiloé iPueito Montt. 

— Se aprueba el contrato celebrado con la Compañía Sud- 
Americana de Vapores. Lei de 1.® de febrero de 1888.... 1039 

393. Navegación por vapor efitre Vafj^urais), Chiloé i Paerto McnH. 

— Se ordena que el vapor Pndf-to toque una vez íil mes en 

el puerto de Quenac. Decreto de 18 de octubre de 1692.. 1041 

394. Navegación por vapijr entre Vatp:iraÍHn^ Ckilnéi Ptw.itt Moutf, 

— Se aprueba el contrato celebrado con la Compañía Sud- 
Americana de Vapores. Lei de 21 de mayo de 1895 1042 

395. /a/v) ^* i4wrw/.— So ordena el establecimiento do un faro 

en Aicud. Lei de 7 de octubre do 1851 1047 

396. Peí m'iso pira construir un viwllf. — Se concede, bajo las con- 

diciones que se indican ; a don Roberto 13urr. Decreto de 

30 de enero de 1854 1048 
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397. Usufructo de terrenos fiscales a favor de las municipalidades. 

— ^El Fisco cede el usufructo de los terrenos baldíos a las 
municipalidades de la provincia de Chiioé. Lei de 10 de 
setiembre de 1860 1049 

398. ReetificarÁon de avalúo, — Se ordena practicarlo i se condona 

lo que se adeude por catastro, contribución territorial e 
impuesto agrícola Lei de 2 de setiembre do 18G2 1 050 

399. Villa de Fudeto, — Se aprueba la fundación de un pueblo de 

este nombre en el llano municipal de Balalelbum. Deere • 

to de 26 de octubre de 1869 1050 

400. Prácticos de Chiioé i Llanquihue, — Se dicta el Reglamento 

respectivo. Decreto do 4 de julio de 1870 1051 

401. Prácticos de Chiioé i Llanquihue, — Se modifica el Regla- 

mento anterior. Decreto de 3 do julio de 1871 1057 

402. Prácticos de Chiioé i Llanquíhui — Se modifica el Reglamen 

to anterior. Decreto de 8 de enero de 1875 1058 

403. Prdtticos de Chiioé i LlanqvLihwi, — Se moditica el Reglamen- 

to anterior. Decreto do 27 de julio de 1876 1069 

404. Pesca de ostras. — Se dicta la Ordenanza que reglamenta la 

pesca de ostras. Decreto de 17 de julio de 1874 1059 

405. Ccusa o pesca de Fvcas o Lodos Marinos, Nutrias i Chungungos, 

— Se suspende por un año en las gobernaciones marítimas - 
de Chiioé, Magallanes i costas de Juan Fernández. De- 
creto de 20de agosto de ¡892 1060 

406. Caza o pesca de Focas o Lobos marinos, Nutrias i Chungungos, 

— Se prohibe en los lugares que se indican en el decreto 
anterior, por el término de cuatro años. Lei de 19 do 
agosto de 1893 1061 

407. Concesión de terrenos.— Se concede a don Filomeno Besoain 

en el lugar que se indica. Decreto de 27 de agosto de 

1884 1061 

408. Malecón en el rto Pudeto. —Se concede permiso a don Luis 

Sigoña para construirlo en la ostensión que se indica. 
Decreto de 31 de octubre de 1885 1062 

409. Esploracioa de mantos carboniferoí. —Se concede a don Luis 

Champay en el lugar que se determina. Lei de 27 de 
enero de 1888 1063 

410. Concesión de ttrrenos, — Se concede a donjuán Echegóyen 

en el lugar que se indica, a fin de establecer parques artifi- 
ciales de ostras. Decreto de 10 de diciembre de 1890 1063 

411. Concesión de terrenos, — Se concede a don Heraclio Martínez 
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en el lugar icón el objeto que se espresan. Decreto de 21 

de mayo de 1892 1064 

412. Concisión de terrenos, — Se proroga el plazo señalado en el 

decreto anterior. Decreto de 20 de mayo de 1895 1065 

Nota, — Antecedentes de la próroga del decreto núm. 411... 1066 

CASTRO 

413. Concesión de ttrnnos. — Se concede a don Francisco José 

Euiz Tagle en el lugar que se indica. Decreto de 3 de se- 
tiembre de 1890 1067 

414. Concesión de tei'renos. — Se concede a don Francisco José 

Ruiz Tagle en el lugar que se indica. Decreto de 24 de di- 
ciembre de 1890 1068 

Ñoña. — Informe del injeniero don W. Lastarria sobre el oro 
deChiloó 1069 

TITULO VIII 
Colonización de Magallanes 

415. Territorio de Colonización. — Se erije en territorio de coloni- 

zación el establecimiento de Magallanes. Decreto de 8 de 

julio de 1853 1075 

416. Navegación por vapor por el Eét recito de Magallanes. — Se 

autoriza al Presidente de la República para subvencionar 
a la empresa que la establezca. Lei de 22 de octubre de 
1853 1076 

417. Navegación por vapor por el Estrecho de Magallanes, — Se 

concede una subvención a don Enrique Griffin. Decreto 

de 10 de diciembre de 1853 1077 

418. Navegación por vapor por el Estrecho de Magallanes, — Se 

determínala fecha desde que debe correr el plazo seña- 
lado en el decreto anterior. Decreto de 22 de diciembre 
de 1853 1081 

419. Navegación por vapor por el Estrecho de Magallanes, — Se 

proroga el plazo señalado en el decreto anterior. Decreto 

de 7 de junio de 185 4 1082 

420. Navegación por vapor por el Estrecho de Maga^lanes,'^Se 

autoriza al Presidente' de la República para subvencionar 
a la empresa que la establezca. Lei do 31 de diciembre de 
1864 1082 
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421. Navegación por vapor por el Estrecho de Magallanes. — Se 

autoriza al Presidente de la Kcpública para subvencionar, 
a la empresa que la establezca. Lei de 18 de octubre de 
1867 1083 

422. Naveg*tcion por vapor por el Edrecho de Magallanes, — Se 

aceptan las propuestas de la Compañía de Vapores de Ka 
vegacion en el Pacífico. Decreto de 23 de octubre de 1867 1084 

423. Navegación por vapor por el Estrecho de Magallanes — Se 

aprueba el contrato celebrado con la Compañía de Va^ o- 
res de Navegación en el Pacífico. Decreto de 30 de mar- 
zo de 1880 1087 

424. Navegadcn por vapor por el Estrecho de Magallanes. — Se 

prorogael contrato anterior. Decreto de 28 de abril de 

1884 1092 

425. Navegación por vapor por el Edrecho de Magallanes. — Se 

autoriza al Presidente de la Hepública para prorogar el . 
contrato anterior. Lei de 26 de enero de 1887 1093 

426. Navegación po^r vapor por el Edrecho de Magallanes, — Se 

proroga el contrato anterior. Decreto de 4 de mayo de 

1888 1099 

427. Navegación por vapor por el Edr^'cho de Magallanes, — Se 

proroga el contrato anterior. Lei de 2 de enero de 1894.. 1099 

428. Navegación per vapor por el Estrecho de Magallanes entre 

puertos de Chile i del Plata, Brasil i Europa, — Se piden 
propuestas para establecerla bajo las condiciones que se 
espresan. Decreto de 27 de setiembre de 1893 1101 

429. Co'onia de Magallanes, — Se dicta el Reglamento para su go 

bierno. Decreto de 2 de diciembre de 1857 1103 

430. Colonia de Magallanes, — Se señalan las franquicias que se 

otorgan a los colonos i se deroga el decreto anterior. De- 
creto de 24 de junio de 1895 ílüo 

431. Puerto de Punta Árenos, — Se le declara puerto menor, depen- 

diente de la Aduana de Yalparaiso. Decreto de 1 3 de 

julio de 1868 1106 

432. Liberación de derechos de aduana. — Se concede a favor de 

ciertos artículos de propiedad de los colonos. Decreto de 

21 de setiembre de 1868 1107 

433. Esplvtacion de carbón, — Se piden propuestas para esplotar 

las minas da la colonia. Decreto de 11 de noviembre de 

1868 1108 
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434. Concesión a la Sociedad Carbonífera de Magallanes. — Se le 

concede permiso para construir un muelle i autorización 
para usar los terrenos de la playa para un ferrocarril. 
Decreto de 27 de marzo de 1873 1110 

435. Concesión a la Sociedad Carbonífera de Mac/allanes, — Se le 

concede permiso para emplear en sus trabajos a los reos 
conñnados. Decreto de 31 de marzo de 1873 1111 

436. Concesión a la Socie lad Carbonífera de Mugallsines. — Se le 

concede permiso para usar terrenos físcales i cortar made 

ras. Decreto de 18 de junio de 1873 lili 

437. Concesión a la Sociedad Garboníftra, de Mafirdlanei*. — Se lo 

exime del pago de la contribución mobiliaria. Decreto de 

18 de agosto de 1879 1112 

438. Ración de víveres. — Se ííja la que debe darse a los colonos, 

empleados i confinados. t)ecrcto de 10 de agosto de 1877. 1112 

439. Ración de oioerts — Se ordena se den en dinero. Decreto de 

11 de abril de 1879 1113 

440. Permiso para comtruir un ma^Jlt'.—Se concede, bajo las con- 

diciones que se espresan, a los socios de la Mina Marta. 
Decreto de 1 1 de enero de 1881 1114 

441. J *er miso para insbordur carbón. — Se concede a los socios 

de la Mina Marta para vcrifícarlo en los puntos que so 
indican. Decreto de 11 de enero de 1881 1114 

m 

442. Aiiimales fiscales. — Se ordena el remate de la mitad de los 

que existian en Magallanes. Decreto de 7 de abril de 1881 1115 

443. Motín en Magallanes. — So autoriza al Presidente de la Re- 

pública para invertir hasta ochenta mil pesos en socorrer 
a los damnificados por el motin de 12 de noviembre de 
1877. Leide23 de enero de 1882 1117 

444. Pesca de lobos. — Se nombra una comisión para que proponga 

uri proyecto de Reglamento. Decreto de 16 de marzo de 

1883 1118 

445. D trotero del Eslrecho i camles de la Patayonia. — Se abre 

un concurso con el objeto de formar un nuevo derrotero. 
Decreto de 5 de enero de 1889 1119 

446. Población MuTwz Gamero. — Se ordena su fundación en la 

península Tierras del Rei Guillermo. Decreto de 27 de 
marzode 1889 1120 

447. DUtribiiciun i adquisición de sitios. — So deroga el artículo 

7.<* del decreto núm. 133 i se hace ostensivo a Magalla- 
nes. Decreto de 16 de noviembre do 1889 1121 
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448. Arrendamiento de terrenos, — Se fijan las bases para el rema 

te de la parte continental i se señala dia. Decreto de 9 de 

julio de 1890 1121 

449. Arrendamiento de terrenos, — Se señala nuevo dia. Decreto 

de 7 de octubre de 1890 1123 

450. Arrendamiento (le ter teños. — Se fijan las bases para el to- 

mate del fundo ^gua Fresca i se señala dia. Decreto de 

26 de octubre de 1890 1123 

451. Arrendamiento dé terrenos. — Se aprueba un contrato cele- 

brado por el Gobernador. Decreto de 6 de octubre de 

1890 1126 

452. Arrendamiento de terrenos, — Se aprueba un contrato cele- 

brado por el Gobernador. Decreto de 21 de noviembre 

de 1890 1126 

453. Arrendamiento de terrenos. — Se concede a don Gastón Blan- 

chard en el punto llamado 4[Cbiaqui>. Decreto de 10 de 
diciembre de 1890 1128 

454. Arrendamiento de terrenos. — Se autoriza la transferencia a 

don Francisco Arnoud de la mitad del arrendado por don 

José Fabres. Decreto de 29 de setiembre de 1894 1130 

455. Arrendamiento de terrenos. — Se autoriza al Presidente de la 

República para arrendar los del Fisco en las localidades i 
forma que se indican. Lei de 7 de febrero de 1893 1131 

456. Arrendamiento de terrenos. — Se nombra una comisión de 

injenieros para que proceda a la mensura e hijuelacion de 
los que deban arrendarse. Decreto de 27 de marzo de 
1893 1132 

457. Arrendamiento de terrenos. — Se fijan las bases i se señala dia 

para que tenga lugar el remate en Santiago. Decreto de 

17 de junio de 1893 ' 1132 

458. Arrendamiento de ttrrenos. — Se ordena demarcar la reserva 

de cien hectáreas a que se refiere el contrato de noviembre 
de 1884 e incluirla en la subasta. Decreto de 18 de junio 

de 1894 1134 

Nota. — Memoria de la Comisión dando cuenta de sus tra- 
bajos 1135 

469, Hospital en Punta Arenas, — Se destina una suma de dinero 

para su construcción. Decreto de 18 de mayo de 1892... 1138 

460. Valisas pirámides para el Estrecho de Magallanes. — Se acep- 
ta la propuesta de los señores Balfour Lyon i G.*^ Decreto 

de 14 de febrero de 1893 1138 

vil 
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461. Naturalización de colones, — Se ordena hacerla manifesta- 

ción prescrita por la lei ante la junta de alcaldes . Decreto 

de 5 de octubre de 1893 1139 

462. Naturalización ii colonos. — ^q deroga el decreto anterior. 

Decreto de 31 de mayo de 1894 1140 

463. / dific'iGs para i.ficinas públicas, — Se aprueban los planos i se 

ordena su ejecución. Decreto de 18 de octubre de 1893... 1140 

464. Edificios pira oficinas páhlvcaH. — Se autoriza al Gobernador 

para que contrate la construcción de los que se indican 

en Puerto Pacheco. Decreto de IG de noviembre de 1893. 1141 

465. Sitiy para iglesia parroquial. — Se reserva el que se es- 

presa con el objeto indicado. Decreto de 22 de noviembre 

de 1893 1141 

466. Edificios para oficinas piíhlícas — Se autoriza al Gobernador 

para que proceda por administración a la construcción de 
loa edificios que 'se indican. Decreto de 9 de diciembre 
de 1893 .^.... 1143 

467. Juzgado de Letras, — Se crea para Magallanes, se fija el per- 

sonal i 80 determinan los sueldos. Lei de 23 de diciembre 

de 1893 1113 

468. Cementerio de Punta Arenas.— 8q autori/.a la apertura de 

un nuevo Cementerio. Decreto de 9 de abril do 1894 1144 

469. Permiso pan construir un muelle — :re concede bajo ciertas 

condiciones a don Adolfo Stubenrauch. Decreto de 26 de 
maye de 1894 1144 

470. Visita de inspección. — Se autoriza al Gobernador para que 

pracGique una visita de inspección en el territorio. Decre- 
to de 13 de marzo de 1895 1145 

471. Promotor ia Fiscal. — Se crea para Magallanes. Decreto de 

22 de juniode 1895 1145 

472. Edificios para oficinas públicas, — Se ponen fondos a dispo- 

sición del Gobernador para que proceda a la construcción 

de los que se espresan. Decreto de 11 de julio de 1895... 1146 

473. Club Hípico de Punta Arenas. — Se modifica el decreto por 

el que se concedió título definitivo de propiedad de una 
hijuela a la Sociedad de este hombre. Decreto de 5 do 
octubre de 1895.. 1145 

474. Hijuelas fiscales para induslriales. — So conceden de la cabi- 

da que se espresa, a las personas que implanten alguna 
industria en el territorio do Magallanes. Decreto do 8 de 
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Nota, — Visita a los islotes Evanj elisias i Puerto 40 Días 
por el sub -inspector de faros don Jorje H. Slight 1149 

TIEKRA DEL FUEGO 

475. Arrendamiento de terrenos en Tierra del Fungo, — Contrato 

de arrendamiento do una parto de la Isla Grande. De- 
creto de 22 de abril de 1889 1156 

476. Arrendamiento de terrenos en Tierra del Fuego. — Se modifi- 

can las bases del contrato anterior. Decreto de 21 de 
setiembre de 1889 1158 

477. Arrendamiento de terrenos en Tierra del Fuego. — Se modifi- 

can las bases del contrato anterior. Decreto de 5 de julio 

de 1890 1159 

478. Airendamiento de terrenos en Tifírr a del Fuego. — Se autoriza 

la sustitución de otro arrendatario en el contrato de los 
decretos anteriores. Decreto do 17 de noviembre de 
1890 1159 

479. Arrenf.lamisnto de terrenos en Ti rra del Fuego, — Se aceptan 

las bases propuestas por don José Nogucira para el arren- 
damiento de una parte de la Isla Grande. Decreto de 9 
de junio de 1890 1160 

483. Arrendamiento de terrenos en Tierra dd Fuego, — Se declara 
cumplida la obligación impuesta en la cláusula V del con- 
trato anterior. Decreto de 9 de agosto de 1894 1162 

481. Práctico para Tierra del Fuego. — Se autoriza la contrata- 

ción de uno para el servicio del Cóndor. Decreto de 5 de 
setiembre de 1893 1163 

482. Población Porvenir, — Se ordena la fundación de una pobla- 

ción en la bahía de este nombre. Decreto de 20 de junio 

do 1894 1164 

483. Policía de Porvenir. -Se autoriza al Gobernador para jirar, 

con el objeto de atender a este servicio. Decreto de 23 de 
noviembre de 1894 1164 

4S4. Policía de Porvenir, — Se organiza este servicio i se ordena 
la construcción de un cuartel. Decreto de 3 de mayo de 
1895 1166 

485, Arrendamiento de la isla Wollaston.-^Se fijan las bases i se 
seSala dia para la apertura de las propuestas. Decreto de 
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486. Arrendamiento de la isHa JFoIlasfon, — Se señala nuevo dia 

para la apertura de las propuestas. Decreto de I."* de 
junio de 1896 .'. 1166 

ilota, — Diversas comunicaciones ofícialef sobre fundación 
de Puerto Toro i de los lavaderos de oro de Navarino i 
Lenox, etc 1167 

TITULO IX 
Colonización de Juan Fernández e Isla de Pascua 

487. ArretidamierUo de Juan P&mdndez. — Se autoriza al Presi- 

dente de la República para que acepte una propuesta he 

cha por don José Joaquin Larrain. Lei de 3 de febrero de 

1«29 1177 

488. Arrendamierdo de Juan Fernández, — So acepta, en la forma 

que se espresa, la propuesta de don José Joaquin Larrain. 
Decreto de 26 de febrero de 1829 1177 

489. Arrendamiento de Juan Fernández, — Se piden propuestas 

cerradas i sd señala dia para sU apertura. Decreto de 23 

de noviembre de 1876 1179 

490. Arrendamiento de Juan Fernández. — Se piden propuestas 

cerradas i se señala dia para su apertura. Decreto de 15 

de marzo de 1877 1180 

491. Arrendamiento de Jíian Fernández. — Se aceptan las pro- 

puestas hechas por don Alfredo Eodt. Decreto de 6 de 

abril de 1877 1181 

492. Arrendamierúo de Juan íernández. — Se modifican las bases 

del contrato anterior. Decreto de 6 de marzo de 1878... 1181 

493. Arrendamiento en bahía San Juan Bautista. — Se concede a 
. don Carlos Fonck i C* para establecer la fabricación de 

conservar langostas. Decreto de 11 de enero de 1895 1182 

494. Oobemaeian marítima. — Se designa a don Alfredo Derot 

para que sirva el cargo. Decreto de 18 de abril de 1893. 1183 

495. Territorio de Colonización. — Se erijen en territorio de colo- 

nización las islas de Juan Fernández i de la Mocha. De- 
creto de 16 de mayo de 1895 1184 
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Pitilla 

496. ÁrrendamierUode Islade Pascua.^Se piden propuestas ce- 

rradas i se señala dia para su apertura. Decreto de 22 de 
junio de 1896 1185 

Nota. — Descripción de Islade Pascua 1185 

497. Arrendamiento de Isla de Pascua. — Se acepta la propuesta 

de don Enrique Merlet. Decreto de 29 de agosto de 1895. 1187 

Nota — Se inserta el decreto núm. 246, de 16 de mayo de 
1864, para Santa Juana, por no haber titulo especial para 
la provincia i departamento a que pertenece... 1189 
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Disposiciones varias 

TÍTULO I 
Venta de terrenos fiscales 

498. Venta de terrenos en Corral, — Se autoriza al Presidente de 

la República para que venda a los señores Guillermo i 
Ernesto Frick los terrenos que se espresan. Lei de 10 de 
agosto de 1850 1193 

499. Venta de teirenos en Peumo, Caldera i demos. — Se autoriza 

al Presidente de la República para que ordene la venta de 
los que se indican i demás que crea conveniente. Lei de 
20 de agosto de 1867 1194 

500. Remates en Nacimiento. — Se ordena hijuelar i rematar los 

terrenos fiscales del departamento de M acimiento. Decre- 
cretodelO de enero de 1868 1194 

501. Remates en NadmierUo, — Se modifican las bases del docre- 

to anterior. Decreto de 12 de febrero de 1868 1195 
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602. Remales de Frontera de Jilalleeo, — Se fijan las bases i se seña- 
la día para que tengan lugar en Santiago. Decreto de 5 de 
agosto de 1873 1106 

503. ReviattrS de Montaña de Curaco. — Se fijan las bases i se señala 

dia para que tengan lugar en Santiago. Decreto de 16 de 
noviembre de 1874 1197 

504. Remates de Rucapillan. — Se fijan las bases i se señala dia 

para que tengan lugar en Santiago. Decreto de 4 de fe- 
brero de 1875 1199 

605. Remates de Rncapillan — Se fijan la^ bases i se señala dia 

para que tengan lugar en Angol. Decreto de 29 de julio 

de 1875 1200 

606. Remates en Purén, — Se fijan las bases i se señala dia para 

que tengan lugar en Angol. Decreto de 6 de marzo de 1877 1 200 

507. Rtmatcs al sur del MaVeco, de CJiiguaihue, de Los Sauces, de 

Paren i Lumaco. — Se fijan Lis bases i se señala dia para 
que tengan lugar en Angol. Decreto do 5 de febrero de 
1878 : 1201 

508. Remates al sur del Malleco, de Chigíiaihve, de Los Sauces, de 

Pursni Lumaco, — Se señala nuevo dia. Decreto de 8 de 
marzo de 1878 1204 

509. Remates al sur del AfalUco, de Ch¿guaihu>% de Los Sauces, de 

Paren i Lumacó. — Se señala nuevo dia. Decreto de 28 de 

marzo de 187S 1204 

6)0. Remates de Montaña de Curaso. — Se fijan las bases i se se « 
ñala dia para que tengan lugar en Angol. Decreto de 6 
de abril de 1878 1205 

511. Rematas al norte del rio Trairjxien, — Se fijan las bases i se 

señala dia para que tengan lugar en Santiago. Decreto de 

23 de mayo de 1881 1206 

512. Remates al norte del rio Traiguén, — Se señala nuevo dia. * 

Decreto de 12 de abril de 1881 1209 

513. Remates en Paren i Nahuelhuta, — Se fijan las bases i señala 

dia para que tengan lugar en Santiago, Decreto de 9 de 

abril de 18S1..*. 1209 

514. Remates entre Colín i Lumaco, Quino i Quillen, Malleco i 

Traiguén, — Se fijan las bases i se señala dia para que ten- 
gan lugar en Santiago. Decreto de 1.^ de setiembre de 1885 1211 

515. Remates entro Co'pi i Lumaco^ Quino i Quillen, Malleco i 

Traiguén, — Se modifica la forma del pago. Decreto de 5 

de diciembredc 1885 1214 
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51C. RematfS entre Colpi i Lumaco, Q'iino i QuiUeiiy Maileco i 

Tiaignen, — Se determina la fecha desde cuando deben 

correr Itos anualidades para el pago. Decreto de 20 de 

agosto de 1S87 1215 

517. Remates de AiipL^Se fijan las bases i se señala dia para 
que tenga lugar en Santiago. Decreto de 15 de julio de 
1886 1216 

618. Rema/es de Jpgof.Sa modifica la forma del pago. Decreto 

de 13 de agosto de 188G 1219 

519. Remates de AvgoL — Se reglamentan las siembras en las hi- 

juelas rematadas i por entregar. Decreto de 21 de -agosto 

de 18S6 1220 

520. Remates de ÁngoLSc determina la fecha desdo cuando 

deben correr las anualidades para el pago. Decreto de 14 

de julio do 1883 1221 

521. Remates de Victoria,^^Q fijan las bases i se señala dia para 

que tengan lugar en Síintiago. Decreto de 15 de mayo de 

1887 1222 

522. Remates en Araiico, — Se autoriza la sustitución de la ga- 

rantía hipotecaria por prenda de bonos fiscales o hipote- 
carios. Decreto de 9 de setiembre de 1887 1225 

523. Reinales da Traíjuen i Temuco — So fijan las bases i se se- 

ñala día para que tengan lugar en Traiguén. Decreto do 

2 do abril de 1889 , 1226 

524. Remates de Traiguén i Ttinuco — Aclaración del decreto 

anterior. Decreto de 1.^ de mayo de 1889 1229 

525. Remates de Traiguén i Temuco, — Se fijan las bases i se seña- 

la dia para que tengan lugar en Santiago. Decreto de 30 

de setiembre de 1889 1230 

526. Remates de Trai^juen i Ttmuco. — Se fijan las bases i se se- 

ñala dia para que tengan lugar en Traiguén. Decreto de 

30 de setiembre de 1889 1233 

527. Remates de Traiguén i Temnco. — Se fija el mínimum para 

la subasta. Decreto de 13 de diciembre de 1839 1234 

528. Remates de Traiguén, Temur/j e Imperial— Se fijan las ba- 

ses, ordenándose el remate como ensayo de colonización 
con población nacional i se señala dia para que tengan 
lugar en Traiguén, Temuco e Imperial. Decreto de 1.** 
de abril de 1890 1235 

529. Remates de Traiguén^ Temuco e Imperial. — Aclaración del 

decreto anterior. Decreto de 13 de mavo de 1890 1237 
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530. Remates de ColHpuJliy Traiguén^ Temueo e Imperial, — Se 

fijan las bases en la forma indicada en los decretos núme- 
ros 528 i 529 i se señala día para que tengan lugar en 
Collipulli, Traiguén, Temueo e Imperial. Decreto de 19 
de junio de 1890 1238 

531. Remates de Collipiilli, Traiguén, Temueo e Imperial, — Se se- 

ñala nuevo dia. Decreto de 16 de octubre de 1890 1239 

532. Remates de Ooüipulli^ Trait/uen, Temueo e Imperial, — Se 

señala nuevo dia. Decreto de 1.^ de diciembre de 1890... 1239 

533. Rematts en líalleco i Cautin, —Se exime del pago de intere- 

ses penales a los subastadores en mora de Malleco i Cau- 
tin. Decreto de 21 de noviembre de 1891 1240 

534. Remites en Nielol i otros, — Se fijan las bases i se señala 

dia para que tengan lugar en Santiago. Decreto de 12 de 
mayo de 1892 1241 

535. Remates en Nielol i otros, —Se modifican las bases del decre 

to anterior. Decreto de 8 de junio de 1892 1244 

536. Remaies entre Temueo i Cholehúl, — Se fijan las bases i se 

señala dia para tengan lugar en Traiguén. Decreto de 

12 de mayo de 1892 1245 

537. Remates enN'ielol i otros i entre Temueo i CholchoL—Se se- 

ñala el plazo de treinta dias para estender las escrituras. 
Decreto de 24 de mayo de 1892 , 1248 

538. Remates en Nielol i otros i entre Temueo i Cholchol, — Se pro- 

roga el plazo fijado en el decreto anterior. Decreto de 16 . 

de julio de 1892 1249 

539. Remates en Nielol i otros i entre Temueo i Cholchol, — Se 

escluyen del remate las hijuelas que so indican. 1 )ecreto 

de 13 de juniode 1892 1249 

Nota, — Se escluyen los que se indican en el decreto de 8 
de juniode 1892 1250 

540. Remates entre Temueo i ClwhhoL — Se ordena estender es- 

critura por las hijuelas subastadas por don Lisandro 

Anguita. Decreto de 18 de diciembre de 1894 1254 

Nota, — Circularjdel Ministerio a los Intendentes de Arauco, 
Malleco i Cautin sobre las dificultades para entregar las 
hijuelas rematadas 1254 

541. Remates entre Temueo^ Cholchol i Nueva Imperial,'"Se fijan 

las bases i se señala dia para que tengan lugar en Santia- 
go. Decreto de 15 de marzo de 1893 1256 
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542. Remates dd plano de Qttechereguas. — Se incluyen dos hijue- 
las en el remate anterior. Decreto de 2 de junio de 1893. 1260 
643. Remates entre TemucOf Cholchol i Nueoa Imperial, — Se es- 
cluyen del remate las hijuelas qué se espresan. Decretos 
de 9, 10, 12 i 13 de junio de 1893 1261 

544. Remates entre Temuco, Cholchol, Nueoa Imperial i Victoria. 

— Se ñjah las bases i so señala dia para que tengan lugar 

en Traiguén. Decreto de 15 de mayo de 1893 1263 

545. Remates entre Temuro^ Cholchol, Nueoa Imperial i Victoria. 

— Se escluyen las hijuelas que se espresan. Decretos de 

5, 16 i 17 de junio de 1893 1267 

546. Remates entre Temueo^ Cholchol, Nueoa Imperial i Victoria. 

— Se proroga el plazo para el pago de la parte de precio 

al contado. Decreto de 24 de julio de 1893 1268 

547. Remates del plano de Moncul. — Se exime a los subastadores 

de la obligación de pagar anualidades mientras estén pri- 
vados de la posesión por sentencia judicial. Decreto de 
26 de julio de 1894 1269 

548. Hijuelas ocupadas por industriales. — Se autoriza al Presi- 

dente de la República para venderles las de Malleco i Cau- 
tín i parte del departamento de Cañete, al sur del rio 
Tirúa Leide 18 de diciembre de 1893 1270 

549. Hijuelas ocupadas por industriales, — Se dicta el reglamento ^ 

para la ejecución de la lei anterior. Decreto de 4 de enero 

de 1894 1270 

5:0. Remates de Malleco, Díllo, Cura-Cautin^ Huichahue, Tolten 
i Curahue. — Se fijan las bases i se señala dia para que 
tengan lugar en Santiago. Decreto de 12 de abril de 1894. 1272 

551. Remates de Malleco, Dillo, Cura-Cautin, HuichaJiue, Tolten 

i Carahué, — Se modifican las bases del decreto anterior. 
Decreto de 16 de mavo de 1894 1276 

552. Remates del plano de Carahue. — Se determina como debe 

hacerse la entrega de unas hijuelas rematadas por don 
Da^nd Mac-Ivor. Decreto de 27 de setiembre de 1895.... 1277 

553. Remates de quintas en Lautaro. — Se fijan las bases i se seña 

la dia para que tengan lugar en Temuco. Decreto de 25 

de julio de 1894 1278 

554. Remates d** quintas en Lautaro, — Se determina la fecha desde 

que debe correr el plazo fijado para el pago del ptflcio. De 

cretodeSde octubre de 1894 1280 
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555. Reiiafes enire ChoJchol, CarahuCy Temiico, Lautaro, Huicha- 

hue, Vicloria i Q'íAcIiere.pias. — Se fijan las bases i se señala 
(lia para que tengan lugar en Santiago. Decreto de 17 do 
noviembre de 1804 1280 

556. Remates entre Chohhol, Caruliue, Temnco, Lautaro^ Iluicha- 

líue^ Victoria i Qaeeheregnas, — Se cscluyen del remate las 
hijuelas que se indicíin. Decreto de 13 de diciembre de 
1894 1285 

557. fíemaies de terrenos ffe Osorno. — Se fijan las bases i se señala 

dia para que ten^n lugar en Valdivia. Decreto de 1 6 de 

noviembre de 1894 1286 

iVc^a.— Presentación de alguno^ habitantes del departa- 
mento do Osorno. en que piden indemnización a conse- 
cuencia del remate de tierras de esa rejion 1290 

558. Reinatei 'lequintaien Lautaro. — So fijan las bases i se seña- 

la dia para que tengan lugar en Tcmuco. Decreto de 23 

de setiembre de 1895 1296 

TITULO II 
Disposiciones posteriores al I."" de enero de 1896 

5?)9. Crianza del $aJmo¡t,— Nota del Ministerio de Industria 
pidiendo datos al Intendente de Cautin con el objeto de 
establecer la crianza del salmón en los ríos de esa pro- 
vincia. Oficio de 7 de enero de 1896 1299 

560. Navegación por wifor en Ja laguna Danquihue — Se aceptan 

las bases presentadas por don Victcr Hess i doña Luisa 
von B., V. de Scbulz, para establecerla. Decreto de 11 de 
enero de 1896 1300 

561. Cable «uhmarino entre Puerto Montt i Punta Arenis, — Se 

autoriza al Presidente de la Eepública para contratar su 
construcción hasta por ciento ochenta i seis mil libras es « 
terlinas. Lei de 11 de febrero de 1896 1301 

562. G'iia^ Crónica de ¡a frontera Araucana, — Se ordena el pago 

de cierta cantidad, valor de trescientos ejemplares de esta 

obra. Decreto de 10 de febrero de 1S96 1302 

563. Oficina de Tierras i Colonización. — Se nombra al injeniero 

don Abelardo Pizarro Inspector Jeneral de Tierras i Co- 
lonización, debiendo proceder desde luego a la reorgani- 
zación de la oficina. Decreto de 11 de febrero de 1896.. .« 13C3 
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564. Impeccton de las colonias de Llanquihue i Chihé, — Se fija el 

viático que debe abonarse a dicho funcionario por cada 
dia que permanezca en comisión fuera del lugar de su 
residencia. Decreto de 11 de febrero de 189G 1303 

565. Presupuestos de gastos para el año 1806, — Se promulga la lei 

que señala los do la administración pública. — Lei de 11 

de febrero do 1896 1304 
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Nota. —Presupuesto do Colonización i Culto en lo relativo 
a Misiones 1312 

566. Inscripción de propiedades fincóles, — Se autoriza al Promotor 

Fiscal de Cañete para jimr hasta por cien pesos para aten- 
der a los gastos que demande dicha dilijencia. Decreto de 
12defebrerode 1896 1314 

567. üio de desagües j)nr medio fíe alcautarillfis o cañ'*ria^. — So 

autoriza a las Municipalidades que funcionen en ciudades 
i villas cuya población exceda de cinco mil habitantes, 
para establecer como obligación el indicado servicio. Lei 
de 19 de febrero de 1896 1315 

568. Repatriación de díilenos desvalidos. — Se autoriza al Cónsul 

Jeneral de Chile en la Arjentina para que jire hasta por 
doscientcos libras esterlinas con dicho objeto. Decreto de 
24 de febrero de 1896 1316 

569. Pirmiso para construir un muelle. — Se concede, bajo las 

condiciones que se indican, a don J. Enrique Ilobinson. 
Decreto de 6 de marzo de 1896 1317 

570. Liberación de porte, — Se concede a la comunicación telegrá 

fica que por asuntos del servicio dirija el Presidente do 
la Comisión Eadicadora de] Ihdíjenas. Decreto do 9 de 
marzo de 1896 , 1318 

571. Remate de una quinta de Lautaro. — Se fijan las bases i se 

señala dia para que tenga lugar en Temuco. Decreto de 

12 de marzo de 1896 1318 
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depósitos de carbón i un astillero para la construcción i 
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Nota. — Durante la impresión de la obra i con focha posterior al 14 de junio se ha 
promulgado la sigaionte lei, que dice relación con los núms. 596, 597, 598 i 599: 

Santiago, 24 de jidio de 1896. 

Por cuanto el ^Congreso Nacional ha prestado su aprobación al si- 
guiente 

PROYECTO DE LEÍ: 

Artículo tánico. — Se conceden a la Casa de Espósitos de Santiago 
cinco mil cuatrocientas sesenta i una hectáreas de terreno de las que se 
han reservado en la subasta de tierras fiscales al norte del Cautin, entro 
el rio i el Quillen. 

I por cuanto, oido el Consejo de Estado, he tenido a bien aprobarlo i 
sancionarlo; por tanto, promulgúese i llévese a efecto como lei de la 
República. 

JORJE MONTT. 

O. Benjifo. 



El siguiente informe se refiere al mensaje i proyecto núms. 619 i 620: 

Honorable Cámara: Vuestra Comisión de Gobierno i do Relaciones 
Plstonoros ha estudiado el proyecto de lei por el cual se concede hijuelas 
de terrenos en hxs provincias de Cautin i de Valdivia a los chilenos que, 
hallándose al presente establecidos como colonos en territorio de la Ke- 
pública Arjentina, desearen volver al país. 
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De loB antecedentes suministrados a la Comisión por el honorable 
Ministro de Kclacioncs Esteriores resulta que han inmigrado a ( hile 
mas de cuatrocientas familias de colonos, con un total de cerca de tres 
mil quinientas personas. Los animales que consigo han traido, vacunos, 
caballares, ovejunos, etc., representan un valor de ochocientos mil pesos 
n as o menos. El setenta por ciento (70%) de los hombres jefes de fa- 
milia sabe leer i escribir i con insistencia solicitan que se establezca una 
escuela para educar a sus hijos. 

En el proyecto de lei aprobado por el honorable Senado se conceden 
solo basta cincuenta hectáreas por cada padre de familia i hasta veinti 
cinco por cada hijo varón mnyor de diez años. En la práctica se ha po* 
dido ver que no es suficiente esa estension de terrenos, siendo necesario 
elevarla a ochenta i cuarenta hectáreas, respectivamente, exijiendo a los 
hijos varones la edad de dieziseis años. 

Como la ejecución de la lei exijirá desembolsos, se autoriza la inver-* 
sion de ocho mil pesos con este fin. 

La comisión habría deseado presentar a hx consideración de la hono* 
rabie Cámara un proyecto completo sobre colonización nacional tomando 
por base el que existe en la carpeta de la Comisión, pero en vista de la 
urjencia de dar una situación estable a los colonos que llegan de la Re« 
pública Arjentina, se ha apresurado a informar, por ahora, el proyecto 
de lei de que se trata. 

En vista de esttis consideraciones, creemos que podéis prestar vuestra 
consideración al proyecto aprobado por el Honorable Senado en la for 
ma siguiente: 

ÁTt L* Se autoriza al Presidente de la República para que dentro 
del plazo de un año, contado desde la promulgación de la presente lei, 
pueda conceder en las provincias de Cautin, Mallcco i Valdivia hijuelas 
hasta de ochenta hectáreas por cada padre de familia, i hasta de cua- 
renta por cada hijo varón mayor de dieziseis años, a los chilenos que, 
hallándose establecidos como colonos en territorio de la República Ar- 
jentina, hubieren regresado o regresaren al pais. 

Los concesionarios podrán gozar de las mismas ventajas otorgadas a 
los colonos estranjeros por las disposiciones vijentes. 

Art. 2.® Se autoriza al Presidente de la República para que pueda 
invertir hasta la suma de ocho mil pesos en la ejecución de esta lei. 



Santiago, 9 de. julio de 1896. — Luis A. Fergara. — Juan A. Gonzálz. 
"■^Carlos Boizard.— Daniel Fefiú, — JnUo Subercateaux. 

(Cámara de Diputados, sesión 9.* ordinaria en 17 de julio de 1896). 
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Directamente con el anterior se relaciona la siguiente moción: 

Honoi-able Cámara: Al sur del grado 43 de latitud sur, existe en el 
territorio de Chile un estenso valle que, principiando a formarse a ocho 
o nueve leguas del divortia aquarum del boquete de Nahuelpan, se os- 
tiende hacia el poniente siguiendo invariablemente el curso del rio Co 
rintos, cuyas aguas desembocan en el golfo de Corcovado del arcl.ipiélago 
de Chiloé. 

Este valle, cuya ostensión es de doscientas mil hectáreas cuadradas i 
que tiene el nombre de Valle €l6 de Octubre», fué ocupado dnrnnfe los 
últimos años de la administración |)asada por unos cuantos colonos 
vascos, que según denuncios del Intendente de Llanquihue, habian sido 
enviados a esa parte del pais por el Gobierno arjentino. 

£1 Gobierno del señor Balmaceda estableció una reclamación acerca 
de rstc punto, pero hubo de retirarla porque el señor Ministro de Rela- 
ciones Esteriores de la República Arjentina declaró que si habian lle- 
gado al Valle 1 6 de Octubre algunos colonos vascos, esos colonos nada 
tenian que hacer con el Gobierno do la República Arjentina. 

Repitióse un año después el denuncio del Intendente de Llanquihue, 
quien afirmó esta vez, en una nota oficial que existe en el Ministerio de 
Uelaciones Esteríores, el hecho de que los colonos establecidos en núes • 
tro territcrio, habian sido enviados por el Gobierno arjentino. 

Kl señor Bidmaceda renovó su reclamación en términos mas esplícitos 
i categóricos; pero. como los acontecimientos revolucionarios de 1891 
vinieron a perturbar la marcha i desarrollo de ese acontecimiento, quedó 
la dudosa colonización del Valle 16 de Octubre relegada al olvido de las 
cancillerías, hasta el dia en que fué firmado el último protocolo interna- 
cional entre Chile i la Arjentina. 

Pues bien, con fecha 17 de junio último, la honorable Cámara de Di- 
putados je la Rep 'iblica Arjentina, aprobó por unanimidad de votos, 
un proyecto de lei por el cual se otorgaron los títulos definitivos de 
propiedad en favor de las familias vascas, establecidas en el aludido 
valle chileno desde el año 1 888. 

Agrava la determinación tomada por la honorable Cámara de Dipu- 
tados de la República Arjentina la circunstancia do que el Valle 1 6 de 
Octubre so encuentra en una parte de nuestro territorio que no puede 
estar sujeta ni a la mas remota posibilidad de pertenecer al territorio 
arjentino, como tendré el honor de manifestarlo oportunamente. 

En mérito de estas consideraciones, ten o el honor de proponer a la 
honorable Cámara el siguiente 
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PROYECTO DE LEÍ: 

Artículo único. — Destinase a la colonización nacional de los agricul- 
tores chilenos establecidos en las gobernaciones de Neuquen, Rio Negro 
i Chubut, los terrenos del Valle 1 6 de Octubre, para que sean repartidos 
en la forma establecida por la lei de colonización de los repatriados do 
Neuquen, desde el 1.* de octubre del corriente. 

Santiago, julio 15 de 1896. — /. O, Buruter^ Diputado por CoUipulli* 
(Cámara de Diputados^ sesión 9.^ ordinaria en 17 de julio de 189S). 
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TÍTULO I 

Ministerio de Colonización i Oficinas 

dé su dependencia 



1. Reorganización de ios Ministerios.— Se fija su numeró, pre- 
cedencia i atribuciones. 

Santiago^ 21 junio de 1887. 

Por cuanto el Congreso Nacional ha prestado su aprobación al si- 
guiente 

PROYECTO DE LEÍ: 



DE LOS DEPARTAMENTOS DE ESTADO 

Art. I.** Habrá siete Departamentos de Kstado, a cargo de seis Mi- 
nistros del despacho, a saber: 

1.® Del Interior; 

2.® De Relaciones Esteriores i Culto; 

3.<* De Justicia e Instrucción Pública; 

4.® De Hacienda; 

B." De Guerra; 

6.® Dé Marina* 
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7.** De Industria i Obras Públicas. 

Los Departamentos de Guerra i Marina serán desempeñados por un 
solo Ministro. 

Art. 2.' Corresponde al despacho del Departamento del Interior: 

1.** Todo lo concerniente al Gobierno político de la República, a la 
conservación del réjimen constitucional i mantenimiento del orden pú- 
blico; 

2.® La ejecución de las leyes electorales relativas a los poderes públicos 
o corporaciones elejidas por votación popular; 

3/ La prorrogación de las sesiones ordinarias del Congreso i la con- 
vocación a estraordinanas; 

4.® Los decretos de rehabilitación que, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 11 de la Constitución, acordare el Senado; 

5.<* La ejecución de las leyes relativas a la policía jeneral i las demás 
medidas concernientes a esta materia; 

6.^ La demarcación de las provincias i la subdivisión territorial de 
ellas confomie a la Constitución; la creación de ciudades, villas i cual- 
quiera otra clase de poblaciones; la designación o variación de las capi- 
tales de departamentos; la creación de territorios municipales; 

7.® Los asuntos municipales que, según las disposiciones vijentes, re- 
quieran la intervención gubernativa; 

8.® El censo i estadística de la población; 

9.® Lo relativo a la beneficencia pública i a los cementerios; 

10. El establecimiento, dirección i conservación de los correos i telé- 
grafos del Estado, i la vijilancia, conforme a las leyes i decretos del 
Gobierno, en el establecimiento i esplotacion de los telégrafos pertene- 
cientes a particulares; 

11. La subvención que el Estado concede a las empresas de navegíicion, 
de ferrocarriles i do telégrafos; 

12. El nombramiento i remoción de los Consejeros de Estado que la 
Constitución atribuye al Presidente de la Kepública; 

13. El nombramiento i remoción de los empleados de la ofícina del 
despacho del Presidente de la República; 

14. La fijación de los límites territoriales de la República; 

1 5. La custodia del gran sello del Estado; 

16. La publicarion del Diario Ofir.kd. 

Art. 3." Corresponde al despacho del departamento de Relaciones 
Esteriores i Culto: 

1.° Las disposiciones relativas al mantenimiento de las relaciones con 
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las potencias estranjeras, al recibimiento de siis Ministros Diplomáticos 
i a la admisión de sus cónsules i otros ajantes comerciales; 

2.^ La formación^ observancia i ejecución de todos los tratados i 
convenciones internacionales; 

3.* Publicar i comunicar a quienes corresponda^ dentro i fuera del pais, 
la declaración de guerra; 

4.'* Nombrar todos los empleados diplomáticos^ cónsules i demás ajen* 
tes públicos del pais en el estranjero; 

5.^ Legalizar todos los documentos que deben producir efecto en el 
esterior, i los que otorgados en el estranjero deban producir efecto en 
Chile; 

6/ Todo lo relativo al ceremonial i etiqueta en las asistencias oñciales 
a que concurran el Presidente de la República i el Cuerpo Diplomático; 

7." Todo lo concerniente a las relaciones del Estado con la Iglesia i al 
servicio del Culto. 

Art. 4.® Corresponde al des^xicbo del Dei)artamento de Justicia e 
Instrucción Pública: 

1.** Todo lo que se refiere a la organización i réjimen de los juzgados 
i tribunales; 

2.® Lo concerniente al ejercicio de la atribución constitucional del 
Presidente de la República de velar por la conducta ministerial de los 
jueces i de los demás empleados del orden judicial; 

3,® Los indultos i conmutaciones de penas; 

4.^ La policía i la conservación de las cárceles, presidios, casas de re- 
clusión i corrección i demás establecimientos penales; 

5.® La organización i dirección de las guardias especiales de cárceles 
u otros establecimientos penales que sean pagados con fondos de este 
Departamento; 

6.® La espedicion de títulos de notarios, conservadores i archiveros i 
lo relativo al réjimen i buen desempeño de estos oficios i a la guarda i 
arreglo de los archivos judiciales; 

7.® La creación de las circunscripciones del Rejistro Civil i todo lo 
relativo a su servicio; 

S.^ La publicación del Boletín de las Leyes i Decretos del Gobierno i 
de la Gaceta de los Tribunales; 

9.* La estadística judicial; 

10. El desarrollo i fomento de la instrucción i educación pública; 

11. Lo relativo a la dirección, economía, policía i fomento de los es- 
tablecimientos de educación costeados cün fondos nacionales o munici- 
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pales quo no han sido atribuidos especialmente a otro Departamento i la 
supervijilancia sobre todos los demás; 

12. La creación i conservación de los museos, bibliotecas públiisas, 
observatorios astronómicos, meteoroló jicos, i de los depósitos literarios o 
de bellas artas; i 

13. La organización i custodia del Archivo Jeneral del Gobierno. 
Art. 15. Corresponde a\ despacho del Departamento de Hacienda: 
1.^ La administración de las rentas públicas i el cuidado de su recau- 
dación o inversión con arreglo a la lei; 

2.*^ La vijilancia e inspección superior sobre todas las oficinas encar* 
gadas de la recaudación, inversión administrativa, contabilidad i físcali- 
mcion de las rentas del Estado; 

3.* Lo relativo a las Casas de Moneda; 

4.^ Lo concerniente a los terrenos baldíos i demás propiedades nacio- 
nales cuya administración i conservación no estén especialmente enco- 
mendados a otro departamento, i al inventario de todos los bienes nació- 
nales de cualquiera naturaleza que sean; 

5.* Lo relativo a la deuda pública; 

6.® Todo lo concerniente al comercio interior i esterior; 

7,^ La habilitación de puertos i caletas; 

8.* La formación de la estadística de rentas i de la comercial; 

9.^ Lo concerniente a las instituciones de crédito i sociedades anóni' 
mas; i 

10. La presentación anual al Congreso de ios presupuestos de gastos 
jenerales i cuentas de inversión. 

Art. 6.* Corresponde al despacho del Depirtamento de Guerra: 

1.* El reclutamiento, organización i disciplina del Ejército de linea i 
la distribución de las fuerzas que lo componen; 

2.^ El alistamiento, organización i disciplina de la Guardia Nacional i 
su movilización; 

3.® Todo lo relativo al armamento i conservación délas plazas fuertes 
i fortalezas^ i la administración de los parques i almacenes de guerra, de 
las fábricas de armas, de municiones i de pólvora i maestranzas militares 
de propiedad fiscal; 

4." El abastecimiento de víveres i forrajes, de vestuario i de equipo 
la remonta del Ejército i de la Guardia Nacional; 

5.* £1 servicio de hacienda, de sanidad i relijioso de las fuerzas de su 
dependencia; 

6.^ Los hospitales militares i los asilos do inválidos; 
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7.° La conservación i reparación c)c I03 ci^arbele^ i 4^taas edificios que 
dependen de ól; 

8,^ Las escuelas militaron» i la íusti'uacion primaria en los puerpos del 
Ejército; i 

9.** La manutención, depósito, guarda i canje de los prísioufiFos de 
guerra. 

Art. 7.^ Corresponde al despacho del Departamento de Marina: 

1.^ £1 servicio^ conservación, reparación i abastecimiento de las naves 
de guerra i demás embarcaciones del Estado; 

2.^ La instrucción, disciplina i distribución del personal de la Armada 
i del cuerpo destinado a las guarniciones de los buques; 

3.^ La dirección de los servicios de hacienda i de sanidad de la misma; 

4.^ Lo concerniente a los arsenales i almacenes de la Marina i a la 
dirección i conservación de los diques i astilleros del Estado; 

5.° La organización i mantenimiento de los establecimientos de ense 
ñanza correspondiente a este ramo; 

6.® La división del territorio marítimo i la dirección de las oficinas 
destinadas a su servicio; 

7.^ Lo relativo a la hidrografía de la costa; 

8.® £1 alumbrado marítimo i la conservación i administración de los 
faros i telégrafos marítimos; 

9." El avalizamiento de la costa i la construcción i conservación de 
las boyas i valizas; 

10. La protección i desarrollo de la marina mercante nacional i la 
vijilancia sobre la ejecución de las leyes que la rijen; 

11. Lo relativo al engcinche de marineros i demás jente de mar; 

12. La policía de las aguas territoriales i lo concerniente a averías, 
naufrajios i salvamento en la parte que toca a la autoridad administra- 
tiva; i 

13. La espedicion de patentes de corso. 

Art. 8.^ Corresponde al despacho (Leí Departamento de Industria i 
Obras Públicas: 

I."" La protección i desarrollo de las industrias agrícolas, minera i 
fabril, i de las sociedades relativas a ellas; la dirección de los estable- 
cimientos públicos pertenecientes al Estado, que se refieren a los mis- 
mos ramos i la supervijilancia de los establecimientos particulares; la 
organización i sostenimiento de las escuelas de artes i oficios, agricul- 
tura, minería i demás escuelas de aplicación no atribuidas a otros 
Departamentos; 
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2.<* La concesión de privilejios esclusivos; 

3.' Lo relativo a la caza i a la pesca, sin i)er juicio de las atribuciones 
que corresponden al Departamento de Marina en la policía de las aguas 
territoriales; 

4.^ La reglamentación de los bosques, plantíos i la distribución de las 
aguas; 

5.^ La construcción i dirección de los ferrocarriles del EstJido; la 
vijilancia conforme a his leyes i decretos del GobiernO; en la construc 
cion o csplotacion de los ferrocarrihís particulares; 

G.^ La aportura, conservación i reparación do los caminos, puentes, 
calzad:is i vías fluviales; 

7.^ La construcción de todos los edificios nacionales, de los ditpies, 
malecones, muelles, faros i de los monumentos públicos, conforme a las 
indicaciones i con los fondos que señalen los Departamentos respectivos; 
la conservación i reparación de los mismos, en cuanto no esté especial- 
mente encomendada a otros Departamentos; 

S.^ Iji construcción de las lincas telegráficas i telefónicas pertene 
cientos al Estado; 

9.*' La apertura de canales o acequias i la desecación de laguncos, he- 
chas por cuenta del Estado; 

10. La formación de la carta catastral i domas planos del territorio 
de la Kepública; i 

11. Todo lo concerniente al ramo de colonización. 

Art. 9^ incumbe a cada Departamento el despacho de las comunica- 
ciones, decretos, reglamentos, proyectos de lei i mensajes del Presidente 
de la República i la promulgación o devolución do las leyes relativas a 
las materias que respectivamente les conciernen. 

El decreto de promulgación de la declaración de guerra será firmado 
por todos los Ministros del Despacho i archivado en el Departamento 
de Relaciones Esteriores. 

Corresponde asimismo a cada Departamento el despacho de los nom- 
bramientos, promociones, licencias i jubilaciones o retiro de los funciona- 
rios i empleados pertenecientes a los diversos ramos de su dependencia; 
i el de las pensiones i montepíos de los deudos de éstos. 
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II 



DE LOS MINISTROS 



Art. 10. Cada uno de los Departamentos de Estado enumerados en 
el artículo 1.° estará a cargo de un Ministro, SocreUirio del Despacho, 
con escepcion de los Departíimentos de GueiTa i Marina, que serán 
desempeñadas por un solo Miniátro. 

El orden de precedencia de los Ministros será el asignado por el 
citado artículo a los respectivos Departiraentos. 

Art. 1 1. En los casos de ausencia, enfermedad o renuncia de alguno 
de los Ministros, lo reemplazará, siempre que el Presidente do la Repú- 
blica no hiciere designación espresa, aquel que le suceda en el orden 
de precedencia establecido, subrogando al de Industria el Ministro del 
Interior. 

Art. 12. Los Ministros podrán tomar a nombre del Presidente de la 
Kepública todas las providencias relativas a la ejecución de las disposi- 
ciones ya adoptadas por el Gobierno. 



in 



DE LOS SUBSECRETARIOS I DEMÁS EMPLEADOS DE LAS SECRETARÍAS 

Art. 13. Habrá en cada Departamento de Estado un Subsecretario 
que será el jefe de la respectiva ofícina i tendrá la responsabilidad del 
servicio interno. 

El Subsecretario, para ser nombrado, debe estar en posesión de un 
titulo profesional, o haber sido jefe de oficina en el ramo del Departa- 
mento para que se le nombra, o tener competencia probada o recono- 
cida. 

Art. 14. Corresponde al Subsecretario: 

1.° La dirección jeneral de los trabajos de la Secretaría; 

2,^ El estudio i preparación de todos los asuntos que deben someterse 
a la resolución del Ministro, tanto en lo concerniente a la marcha ordi 
nana del servicio, cuanto en las reformas o innovaciones que convenga 
introducir en él; 

3.^ Firmar los oficios en que se traócriban decretos espedidos por el 

2 
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Presidente de la República, como asimismo usando de la fórmula <por 
el Ministros, las providencias que exija la tramitación de los asuntos 
pendientes ante el Departamento; 

4.® Autorizar las copias de los documentos del respectivo Departa- 
mento, i previa solicitud del interesado, certiñcar la existencia de dichos 
documentos; i 

5.® Legalizar las fírmas de los funcionarios dependientes del Depar* 
tamento. 

Art. 15. En los casos do inhabilidad temporal o ausencia del Subse- 
cretario de Estado, las atribuciones que )e confieren los números 3.", 4.** 
i 5.* del artículo precedente, serán desempeñadas por el jefe de sección 
que el Presidente de la Kepública designo. 

Art. 16. Podrán ser elejidos miembros del Senado o de la Cámara de 
Diputados los Subsecretarios i domas empleados de las Secretarías de 
Estado, pero deben optar entre el cargo de Senador o Diputado i sus 
respectivos empleos. 

Art. 17. Habrá, ademas, en las Secretarías, jefes de sección, oficiales 
de partes, archivero i oficiales de número de 1.* i 2.» clase. 

Podrá nombrarse también oficiales supernumerarios cuando las nece- 
sidades del servicio lo exijieren. 

Art. 18. Los jefes de sección tendrán la dirección inmediata de sus 
respectivas secciones i la responsabilidad de los trabajos (¿ue se les 
encomienden. 

Art 19. Deberán adquirir un conocimiento completo de las leyes, 
decretos i antecedentes relativos a los asuntos comprendidos en sus 
respectivas secciones, como asimismo de los establecimientos e institu- 
ciones, trabajos i funcionarios que dependan del Departamento en el 
ramo correspondiente. 

Art. 20. Los jefes de sección prepararán anualmente el presupuesto 
de gastos del Departamento en sus secciones respectivas i cuidarán de 
que se lleven en orden los libros que requiera el servicio. 

Art. 21. Corresponde al oficial de partes: 

Sellar i remitir la correspondencia oficial i enviar a las oficinas i 
funcionarios respectivos las demás piezas que se tramiten en el Depar- 
tamento; 

Llevar los libros que el Reglamento de la oficina le encargue; 

Suministrar a los interesados los datos que soliciten sobre los asuntos 
en que tengan interés, en conformidad a las instrucciones que le impartn 
di SubMcr^Urio; 
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Bemítir a su destino las copias de las piezas que haya de publicarse 
en el Diario Oficial i en el BoUlin de la» Lei/ea i Decretoi del QohiemOy 
previo el visto -bueno del jefe de la sección. 

Art. 22. Corresponde al archivero: 

La r9cepc¡on i guarda de los documentos i libros que compongan el 
archivo de la Secretaría, de cuya conservación será directamente res 
poDsable; 

La custodia del sello o sellos del Departamento; 

La conservación i cuidado de los objetos i útiles del servicio de la 
ofícina; 

Dar copia de los documentos que corran a su cargo, cuando así lo 
ordenare el Subsecretario; 

Llevar los libros que el Reglamento respectivo le encomiende. 

Art. 23. Los oficiales de número desempeñarán las funciones que 
exija el despacho de los asuntos que corrieren por la sección a que estén 
asignados i los que exija el ciu'so i despacho de todos los asuntos de la 
Secretaría. 

Los oficiales supernumerarios prestarán los mismos servicios. 

Art. 2 i. Los porteros i mensajeros que el artículo 27 asigna a cada 
Departamento, desempeñarán sus oficios en la forma que determinen los 
reglamentos i los jefes de sus respectivas oficinas. 

Art. 25. No podrá ser nombrado oficial de número, de cualquiera du 
los Departamentos de Estado, ningún individuo que no haya obtenido 
el título de bachiller en humanidades i que no haya cumplido 18 años 
de edad. 

Para ser nombrado oficial de número de primera clase, en propiedad, 
se requerirá, ademas, conocimiento de Derecho Público i Administrati- 
vo i del ramo especial que corresponda al Departamento a que el indi- 
viduo pretenda ingresar. 

Para ser nombrado jefe de sección se necesitará haber rendido el exa- 
men de Derecho Público i Administrativo, i ademas en el Departamento 
del Interior, el de Código Civil; en el Departamento de Relaciones 
Esteriores i Culto, los de Derecho Internacional, Código Civil i Derecho 
Canónico; en el Departamento de Justicia e Instrucción Pública, los de 
Código Civil i Código Penal; en el Departamento de Hacienda, los de 
Contabiiidad, Economía Política, do Código Civil i de Comercio; en los 
Departamentos de Guerra i Marina, el de Derecho Internacional; i en 
el Departamento de Industria i Obras Públicas, el de Código de Minería 
o los de Topografía i Arquitectura. 
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Art. 26. Los empleados de planta de cada Departamento serán: 

1.* En el del Interior: un Subsecretario, dos jefes de sección, un ofi- 
cial de partes, un archivero, dos oficiales de nVimero de primera clase, 
tres oficiales de número de segunda clase; 

2.® En el de Relaciones Esteriores i Culto: un Subsecretario, dos 
jefes de sección, de los cuales uno desempeñará las funciones de tra^ 
ductor o intérprete, debiendo poseer, a lo menos, los idiomas francés e 
ingles; un oficial de partes, un archivero, dos oficiales de número de 
primera clíise, tres oficiales de número de segunda clase; 

3.<* En el de Justicia e Instrucción Pública: un Subsecretario, dos. 
jefes de sección, un oficial de partes, un archivero, dos oficiales de nú- 
mero de primera clase, dos oficiales de número de segunda clase; 

4.® En el de Hacienda: un Subsecretario, dos jefes de sección, un ofi- 
cial do partes, un archivero, dos oficiales de número de primera clase^ 
tres oficicales de número de segunda clase; 

5.** En el de Guerra: un Subsecretario, dos jefes de sección, un oficial 
de partes, un archivero, dos oficiales de número de primera clase, tres 
oficiales de número de segunda clase; 

6.® En el de Marina: un Subsecretario, un jefe de sección, un oficial 
de partes i archivero, un oficial de número de primera clase, dos oficia- 
les de número de segunda clase; i 

7.® En el de Industria: un Subsecretario, tres jefes de sección, un 
oficial de partes, un archivero, tres oficiales de número de ¡srimera clase, 
tres oficiales de número de segunda clase. 

Art. 27. Cada una de las Secretarías tendrá un primero i segundo 
porteros, i mensajeros que el Presidente de la República determine. 

IV 

Art. 23. Habrá un oficial del Presidente de la República, encargado 
de su correspondencia i ausiliado, si fuere necesario, por un oficial de 
segunda clase. 

Las funciones de estos empleados terminarán con las del Presidente 
que los hubiere nombrado. 



DE LA SECRETARIA DEL CONSEJO DE ESTADO 

Art. 29. La Secretaría del Consejo de Estado será servida por los 
empleados que fija la leí de 17 de julio de 1873, debiendo gozar el 
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secretario una renta anual de dos mil quinientos pesos, i el ofícial de 
pluma la de ochocientos. 

El secretario recibirá, ademas, cien pesos anuales para gastos de escri- 
torio, 

VI 

DEL ARCHIVO JENERAL DE GOBIERNO 

Art. 30. En un archivo jeneral que estará bajo la dependencia inme- 
diata del Departamento de Justicia e Instrucción Pública, se deposita- 
rán en el mes de abril de cada año, todos los documentos existentes en 
los archivos particulares do los diversos Departamentos que tengan mas 
de cinco años de fecha, i los libros copiadores de los mismos que tengan 
mas de diez. 

Art. 31. Esta oñcina constará de tantas secccioncs cuantos sean los 
Departamentos de Estado; i estará a cargo de un archivero i dos ayu- 
dantes, cuyas funciones determinará un reglamento especial dictado por 
el Presidente do la Kepública. 

Art. 32. Los encargados del archivo jeneral no podrán manifestar ni 
entregar orijinales o en copia, los documentos existentes en él, sin orden 
escrita del Ministro o Subsecretario de Estado del Departamento res- 
pectivo. 

El que contraviniere a esta disposición, incurrirá respectivamente en 
las penas señaladas por los artículos 242 i 246 inclusive del Código Penal. 

Art. 33. El archivo jeneral tendrá para su servicio un portero. 



VII 



DE LA DOTACIÓN DE SUELDOS 

Art 34. Los empleados que establece la presente lei, gozarán de los 
siguientes sueldos anuales: 

Ministro de Estado: diez mil pesos ($ 10,000). 
Subsecretario: cinco mil pesos ($ 5,000). 
Jefes de sección: tres mil pesos ($ 3,000), 
Oficiales de partes: mil cuatrocientos pesos ($ 1,400). 
Archiveros: mil doscientos pesos ($ 1,200). 
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Oficial dé número de primera clase: mil pesos ($ 1,000). 

Oficial de número de segunda clase; ochocientos pesos ($ 800). 

Oficial supernumerario: seiscientos pesos ($ 600). 

Oficial del despacho del Presidente de la República: mil ochocientos 
pesos ($ 1,800). 

Archivero jeneral: dos mil cuatrocientos pesos ($ 2,400). 

Ayudante del archivero jeneral: seiscientos pesos ($ 600). 

Porteros primeros: trescientos sesenta pesos ($ 360). 

Porteros segundos: trescientos pesos {$ 300). 

Mensajeros a caballo: quinientos pesos ($ 500). 

Mensajeros a pié: doscientos cuarenta pesos ($ 240). 

Art. 35. Queda derogada la lei de 9 de agosto de 1853 i los decretos 
anteriores a la presente fecha, relativos a esta materia. 

ARTÍCULOS TKANSITORIOS 

1.® Un reglamento dictado por el Presidente de la República deter- 
minará en cada Departamento los deberes especiales de cada uno de los 
empleados establecidos por la presente lei, i señalará las reglas de orden 
interno de la oficina. 

2."^ Los actuales empleados que quedaren sin colocación tendrán de- 
recho a una gratificación correspondiente a seis meses del sueldo que 
disfrutaban, si tuvieren menos de diez años da servicio. 

Si el empleado hubiere servido diez años o mas i no tuviere derecho a 
jubilarse, la gratificación se aumentará en un cinco por ciento del sueldo 
anual por cada año cumplido que exceda de diez. 

3.® El Presidente de la República pondrá en vijencia las disposiciones 
de la presente lei, dentro de los noventa dias siguientes a su promul- 
gación. 

I por cuanto, oído el Consejo de Estado, he tenido a bien aprobarlo i 
sancionarlo; por tanto, promulgúese i llévese a efecto como lei de la 
República. 

José Manuel Balm aceda. 

Carlos Ántúnez, 
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2. Ramo de Colonización. — Se anexa este ramo al Ministerio de 
Relaciones Esteriores i Culto. 

Santiago, 22 de noviembre de 1888. 
Por cuanto el Congreso Nacional ha prestado su aprobación al siguiente 

PROYECTO DE LEÍ: 

Artículo único. — Lo concerniente al ramo de Colonización, que, en 
conformidad a lalei de 21 de junio de 1887, correspondo al despacho del 
Departamento de Industria i Obras Públicas, corresponderá, desde la 
fecha de la promulgación de la presente lei, al despacho del Departa < 
mentó de Belaciones Esteriores i Culto. 

I por cuanto, oído el Consejo de Estado, he tenido a bien aprobarlo 
i sancionarlo; por tanto, promulgúese i llévese a efecto como lei de la 
Bepública. 

José Manuel Balmaceda. 

Prudencio Lazcano. 



3. Sección de colonización . — Se ordena forme parte de la Sec- 
ción Consular i del Culto. 

Santiago, 4 de diciembre de 1888. 

He acordado i decreto: 

El ramo de Colonización, que por lei de 22 noviembi'e último ha pasado 
al Ministerio de Relaciones Esteriores i Culto, formará parte de les tra- 
bajos que corresponden a la Sección Consular i del Culto de este De- 
partamento. 

Anótese, comuniqúese i publiqucse. 

Balmaceda. 

Dertíétrio LastarrüL 
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Nota. — Sobre organización de Ministerios véase el S^nado-Consulto do 25 de se- 
tiembre de 1821; los decretos supremos de 8 de febrero de 1818, de 12 de agosto de 
1822, de 15 de julio de 1823, de 19 de enero de 1828, de 1." de febrero de 1837 i 
de 4 de julio de 1853; i la lei de 2 de diciembre de 1871. 



4. Reglamento del Ministerio de Relaciones Ester iores 

i Culto. — Se dicta ol reglamento respectivo. 

S<nitlng()^ 7 de mayo de 1880. 

Cumpliendo con lo dispuesto en el primer artículo transitorio de la 
lei de 21 de junio de 1887, 

Decreto: 

Art. 1.** El Ministerio de Relaciones Esteriores se divide en la Sección 
Diplomática i Consular i la de Culto i Colonización. 

Art. 2.*' Los jefes de estas secciones, (ine tienen la dirección inmediata 
de los servicios respectivos, deben dar cuenta de las faltas, irre¿;ularida- 
des i descuidos en que incurran los empleados subalternos, vijilar cons- 
tantemente el estado de los libros copiadores, despachar con oportunidad 
los trabajos que le sean encomendados i entregar, cuando mas tarde el 
10 de mayo, el presupuesto de gastos de sus correspondientes secciones 
paia el año venidero. 

Art. 3.'' El Subsecretario es reemplazado en caí?o de ausencia por el 
Jefe de la Sección Diplomática i Consular. 

Art. 4.** Las funciones de traductor c intérprete, son desempeñadas 
por el Jefe de la Sección de Culto i Colonización. 

Art. 5.** A cada uno de los Departamentos comprendidos por las Sec- 
ciones, corresponde un libro de leyes, mensajes i decretos, i uno de 
oficios. 

£1 Departamento de Relaciones Esteriores tendrá, además de los in- 
dicados: 

Uno de tratados i autógrafos del Presidente de la Kepública para 
soberanos estranjeros, i 

Uno de protocolos, comprendirndo.sc bajo esta denominación las acüía 
de conferencias diplomáticas i los documentos de todo jénero que suscri- 
ban el Ministro i cualesquiera otra persona investida o no con carácter 
oficial. 

Art. 6.® El oficial de partes lleva tres libros en que se anota la corr«8- 
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pendencia cjuo el Ministerio reciba i la que despacha, uno en (|ue se con- 
signa la inversión de los ítems variables del presupuesto, esprosándose 
en cada caso el gasto que importa, el decreto i el saldo que resulta, i 
uno en que se inserta las providencias de tramitación. 

Art, 7.** Corresponde al archivero: 

Conservar en orden todos? los dociniicntos do la oficina; 

Suministrar a los empleados superiores los antecedentes archivados 
que se le pidieren; 

Anotar diariamente luia enunciación sum iria del contenido de las 
piezas que los jefes de sección hagan llegar a su poder, i el número, la 
pijina i las demás indicaciones del volumen en que f.iercn colocadas; i 

Autorizar, con el visto-bueno del Subsecretario, las copias que le 
fueren ordenadas. 

Art. 8.® Por cada día en que, sin permiso del Subsecretario, no con- 
curran a la oficina o permanezcan on ella menos de cinco horas, los em- 
pleados perderán una treintavas parte de su sueldo mensual, sin per- 
juicio de líis consecuencias ulteriores a que dé lugar la repetición de su 

inasistencia. 

Para el efecto indicado bastará que el Subsecretario indique por es- 
crito al tesorero fiscal el número de días en que la inasistencia se hubie- 
re verificado. 

Artículo transitorio. — Kl 1.® de junio próximo se abrirán los nuevos 
libros a que se refiere este decreto; i el 1.** del mes siguiente el archivero 
habrá catalogado las convenciones i los protocolos que hasta el 1.® de 
junio existan en el Ministerio. 

Tómese razoii, publíquese e insértese en el Boletín de las Leyes 
i Decretos dd (rohierno, 

Balmaceda. 

M. Sdnchtíz FontecUla, 



OFICINAS 

5. Oficina Jeneral de Inmigración.— So da este carácter a I^ 
^oie^f^d Nfrcjorjí^rl (le Agrici|lti|r^, 
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Santiago^ 15 de dbi'ü de 1872. 

(81). — Considerando: 1.® Que es mu> conveniente para el fomento de 
la inmigi*acion i colonización en Chile el estsibleci miento de una Oficina 
de Inmigración que atienda especialmente ese importante ramo, i 2.^ Que 
la Sociedad Nacional de Agricultura se ha ofrecido para tomar a su cargo 
este servicio, 

Decreto: 

Art. 1 .^ La Sociedad Nacional de Agricultura desempeñará las funcio- 
nes de Oficina Jeneral de Inmigración en conformidad al reglamento que 
dictará con este objeto i que será sometido a 1^ aprobación del Go- 
bierno. 

Art 2.^ La Oficina de Inmigracioii se encargará de atender al desa- 
rrollo i fon^ento de las colonias que I^oi existen i de las que se establez- 
can en 1q futivirQ, pam 1q cu^l sometere a la aprobación del Gobierno las 
iae(lídas (^ue cpp^idero út^l ac^ppt^r. 

Art. 3.** Al establecer una nueva Colonia la Oficina cuidará de prepa- 
rar las hijuelas o suerte de tierra deatinadiM a los colonos i los objetos i 
útiles que deban entregánieles, i tomp-rá la9 demfi« medidla conducentes 
a recibir e instakr en sus respectivas localidades a dichos colonos. 

Art. 4.^ A propuesta de la Qfioiii^ Jeneral de Inmigrf^oíf^n estal)lecerá 
el Gobierno dentro i futra del pais las ajencias 4e ini^íiigracion que sefin 
necesarias, las que deponderári de dicha ofíoina. 

Art. 5/ La Oficina Jeneral de Inmigración s^ e|ic£^rgará de hacer 
venir del estranjero a las i>ersonas cuyos servicios deseen contratar los 
agricultores del pais, sometiéndose a las condiciones que se fijarán en el 
reglamento de que habla el articulo 1."^ 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese 
ERRÁ8URIZ. 

Adolfo Ibañez. 



4 QftCtfia Jftneral de Inniigfaftion.— Se encarga a la Sociedad 
Nacional de Agricultura correr con la iastfklf^ion de cqloqQS. 
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Santiago, diciembre IQ de 189?. 

Vistas las notas de la Sociedad Nacional de Agricultura, dp fecl^a §1 
del pasado i 1 2 del presente^ de laf^ cuales aparece que la referi<)^ SQcie 
dad, lo mismo que el centro agrícola establecido en Concepción cpn ¿[ 
nombre do «Sociedad Agrícola del Sur]^ se encuentran dispuestf^s a ^n- 
cargarse de todos los trabajos que exija la recepción e instalación en 
sus respectivos lotes de los colonos que vengan del estr^njerp p^x\ destino 
a los terrenos que el Gobierno se propone colonizar en el territorio de 
Angol, i 

Considerando: 1.^ que las numerosas e importantes atenoiones que 
rodean actualmente al Ministerio de Relaciones Esteriores i Colonización 
le impiden dedicarse a aquellos trabajos, sin perjuicio de la marcha f 
re^folqcioa espedita de otros negocios de interés naqioDf^l, \% poQtraccion 
esolusiva i personal que por su naturaleza reclaman; 

2.^ Que la Sociedad de Agricultura de Santiago i de Ooncepoien veu- 
nen las condiciones de especial competencia en materia de labores agríco- 
las, que las habilitan ventajosamente para llevar a cabo una obr^i de este 
jénero; i 

3.^ Que la Sociedad de Agricultura del Sur por la circunstancia de 
hallarse establecida en un punto que tiene inmediato contacto así con los 
puertos que habrán de designarse para el desembarque de aquellos inmi- 
grantes, como con los lugares destinados ala colonización, está Ijaninda 
a prestar en este caso un importante concurso, pudiendp con iQayQr \^ 
cuidad reconocer los terrenos e inspeccionar de cerca los trjibaios^ 

Decreto: 

La Sociedad Nacional de Agricultura de Santiago queda encargada de 
atender a los trabajos consiguientes a la llegada e instalación de los colo- 
nos estranjeros que vengan al pais para establecerlo como tales en los 
terrenos que el Gobierno les designe. 

Este encargo comprende el suministro de los ausilios que el Gobierno 
cfí|ice(l0}> ft tales colonos en calidad de préstamos, con el objeto 4^ i^^- 
litar su establecimiento inicial i de proveer a sus primer.as neaasidadea. 

La mencionada Sociedad podía delegar la ejecución del cometido que 
SQ le confía en la Sociedad de Agricultura del Sur, debiendo sin embargo 
entenderse ella sola con el Ministerio de Relaciones Esteriores f q pvif^ntQ 
concierne a la entrega de los fondos i a las cuentas de su inversión. 
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El injeniero nombrado por decreto de junio 14 del año en curso, para 
practicar ciertos trabajos preparatorios en los terrenos destinados al 
mencionado objeto, se pondrá desde esta fecha a disposición de la Socie- 



dad Nacional de Agricultura. 



Trascríbase al Gobernador de Ángol para los efectos a que hubiere 
lugar. 



Tómese razón, comuniqúese i anót.ese« 

Santa María. 



Luis AldutUíie. 



Nota. — En el Diario Oficial núra. 1114 se piihlioó una nota de la Sociedad Na- 
cional de Agticultiu*a, fecha 24 de noviembre de 1882, incluyendo un informe del 
C()usnl do Chile en San Francisco de California, don Francisco 2.° Casanueva, rela- 
tivo a la inmigración de chinos o coKes. 

1 en ol nvimero 1504 dos notas cambiadas ix>r el Ministerio i la misma Sociedad, 
fechas 27 de marzo i 10 de abril del mismo aho, relativas a la inmigración de indus- 
triales estranjeros. 



7. Ájente Jeneral de Colonización en Europa. — Se crea el 
cargo i se nombra a don Francisco de Borja Echeverría con el sueldo 
de tres mil pe^s anuales. 

Savt¡(Ufo, 10 (le octubre de 1882. 

Nómbrase Ájente Jeneral de Colonización del Gobierno de Chile en 
Europa a don Francisco de Borja Echeverría. 

Asígnase al nombrado el sueldo de tres mil pesos anuales, que se de- 
ducirán del ítem 1 de la partida 18 del presupuesto del Ministerio de 
Relaciones Esteriores i Colonización. 

Refréndese, tómese razón, comuniqúese i anótese. 

Santa Mabía. 

/. ilf. Bfdmaceda, 

Nota. — Este oargo ha sido servido sucesivamente por los seftores don Bjenjamin 
Ddvila Larrain, don Isidoro Kinixuriz, don Francisco Oandaríllas i don Nicolás 
\'ega, i a ]a fecha tiene de sueldo seis mil i^>esos oro al ano. 

En ol Difirió Oñcid m'ims. 2U6, 3566, 3680, 3740, 3931 i 3984 se publicaPon 
diversas oomunioocioDes do la Ajánela, de notable iuteiQa reUtiv^^ al spivioic a aU^ 
IGComeu4«4o, 
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8. Ájente Jeneral de Colonización en Europa. —Se estable- 
ce la forma como deben cubrirse sus jiros. 

Santiago f 31 de diciembre de 1888. 

Siendo conveniente llevar en una sola oficina la contabilidad de los 
libramientos que en £uropa espida el Ájente de Colonización para que 
los colonos, una vez en Chile, sean reembolsados de las sumas que le 
entreguen al tiempo de contratarse^ 

Decreto: 

Las tesorerías a que esos libramientos se dirijan, los pagarán, por 
cuenta de la de Santiago, con el recargo correspondiente al tipo que 
tenga el cambio en la fecha de esta operación, e inmediatamente avisar 
rán a la tesorería mencionada el valor primitivo de la letra i el recargo 
con que este valor hubiere sido cubierto en moneda nacional. 

Al pagar los libramientos que hubieren sido hechos contra ella mis- 
ma, o al rejistrar en sus libros los que hubieren sido cubiertos por otras 
tesorerías, la de Santiago cargará en una cuenta que desde esta fecha 
debe abrir el Ájente de Colonización, el importe del libramiento a la pa- 
i el recargo respectivo; oportunamente pedirá la aprobación e imputación 
de los gastos que por este motivo se hubieren verificado, i teniendo a la 
vista el decreto correspondiente, abonará en la cuenta referida igual 
valor al Ájente de Colonización, i mensualmente pondrá en conocimien 
to de este empleado las operaciones, que practicare con arreglo a las 
presentes disposiciones. 

Tómese razón, comuniqúese, publíquese e insértese en el Boldin de 
la» Lf-yes i Decretos del Gobierno. 

Balmaceda. 

Demetrio Lastarrvx. 



O. Comisión de Títulos de Merced a Indíjenas.~Se orga- 
niza dicha Comisión i se designa el personal que debe formarla. 

Santiago^ 26 de diciembre de 1883. 

He acordado i decreto: 

Organizase la comisión que estableció el artículo 2.* de la lei de 20 
de enero del presente año, nombrándose para formarla al abogado don 
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SmiÜMio Fuantvt R. i ft los injenieros don Haimundo Arríet» i don 
Teodoro Schmith. 

Tómeae razón, comuniqúese, anótese i publíquese. 

Santa María. 

Luis Aldtinaíe. 



Nota. — Se uoinbrú secretario actuario de dicha comisión a don J. Eioardo Figue- 
roa con ei sueldo de sesenta pesos mensuales por decreto de 5 de setiembre do 18S5, 
InMfto en el numero 2227 del Diario Oficial 



10. Comisión de Injenieros de Angol— Se reglamenta el ser- 
vicio de la oficina. 

Santiago, 7 de agobio de 1886. 

Teniendo presente: 

Qu«, iK)r falleoimienlo del injeniero ausiliar de la comisión de injenie- 
rod de Angol, don Adalberto Timmes, los trabajos de mensura e hijue- 
Ucion de los terrenos físcales de aquel territorio se hallan hoi esclusiva- 
mente encargados al jefe de la espresada comisión, don Teodoro Schmith; 

Que, formando también parte este injeniero de la comisión encargada 
de constituir la propiedad indíjena, no puede por sí solo atender eficaz- 
mente a los trabajos de mensura e hijuelacion; 

Que se hace, ademas indispensable dar a estos trabajos un impulso 
vigoroso a fin de terminar cuanto antes la liquidación de la propiedad 
fiscal de aquellos territorios, de manera que el Estado pueda destinarla 
sin mas retardo a los diversos fines indicados por las leyes; 

Que, para realinar este propósito, no bastaría el concurso de un solo 
injeniero ausiliar, sobre todo si se tiene en cuenta que las condiciones 
del clima en aquellas zonas inhabilitan una parte considerable del año 
para la ejecución de operaciones sobre el terreno; 

Que conviene a la vez reglamentar, siquiera sea sustancialmente, los 
servicios de los miembros de la espresada comisión de injenieros i proveer 
a U correcta percepción de sus viáticos; 

Vittfts las leyes de 4 de diciembre de 1886 1 de 4 de agosto de 1874, 
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Decreto: 

1.® £1 Jefe de la Comisión de Injenieros de Angol será ausiliado en 
los trabajos que a esa oficina corresponden por tres injenieros, que pres- 
tarán sus servicios bajo las órdenes, instrucciones i vijilanoia de aquel, 
i cada uno de los cuales gozará de un sueldo anual de mil ochocientos 
pesos ($ 1 ,800) i de un viático adicional de cuatro pesos (8 4) diarios 
mientiiis permanecieren practicando sobre el terreno i fuera de las iK)bla- 
ciones donde residan, las operaciones de mensura e hijnelacion; 

2.® Para los efectos de la percepción de estos viáticos, el Jefe de la 
Comisión certificará en cada caso, ante la Gobernación de Angol, el nú* 
mero de dias durante los cuales los hubieren devengado, indicando a la 
vez los lugares en donde hayan ejecutado sus operaciones i espreeando 
someramente el resultado de sus trabajos. Con estos antecedentes la 
Gobernación de Angol podrá decretar el pago, dando inmediata cuenta 
al Ministerio de Relaciones Esteriores i Colonización; 

3.® El pago de los viáticos devengados poi* el Jefe de la Comisión de 
Injenieros podrá hacerse con su sola afirmación escrita; 

4.* Para la movilización de los miembros do la Comisión de Injenieros, 
adquisición de materiales, pago de mozos ausiliares i demás accesorios, 
el Gobernador del territorio hará entrega al Jefe de ella, a medida que 
fuere solicitiuloi hasta la suma de mil pesos (I 1,000) anuales, de cuya 
inversión rendirá el último cuenta documentada en la forma de cos- 
tumbre. 

Los injenieros ausiliares que recibieren de su Jefe el todo o parte de 
esas sumas, se ajustarán en su inversión a las instrucciones que él les 
impartiere i pi^esentarán al mismo las planillas i documentos corres- 
pondientes; 

5.* De las operaciones que pmctique la Comisión de Injenieros se dará 
cuenta al Ministerio de Relaciones Esteriores i Colonización por el órgano 
del Gk>bernador del territorio, dentro de los meses de abril i agosto de 
cada año, debiendo remitir ígitalmcnte copia autorizada de los planos 
que se construyeren. 

Esta disposición se entenderá sin perjuicio de la vijilancia i fiscaliza- 
ción que el Gobernador de Angol queda encargado de ejercer perió- 
dicamente sobre el desempeño do las funciones atribuidas a la Comi- 
sión; 

6.^ Nómbrase injenieros ausiliai*es, en conformidad al núm. 1 de este 
decreto, a don Pedro Juan Ojeda, don Santiago Montt Vergará i don 
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Severo Fuentes, delnendo abonárseles sus sueldos respectivos por la te- 
sorería fiscal de Angol desde (|ue comiencen ji prestar sus scrM'cios. 

Tómese razón, comuniqúese i anótese. 

Santa María, 

A híJhjlI Zahartw. 

XíiTA.— Véase en el iii ni. 3.7ri3 (\v\ Diario Ofvtal una nota dirijida jx)!' el Mi- 
nisterit» relativa a los trabajos de la Comisión a la (Mial s*- lo nieomendi) las fuiíciuncs 
«juo cspresn el dírreto do 15 <k abril de 1872.-- Ksta Comisión IV' croada en virtud 
de la Ifii de 4 de dieiemlirr' de ]í^t5G \ vívanse, nnibas di-sj)Osicione8 en los Tít. I i III 
Caj». I de eíta He('o|ii]acion ni'uns. 5 i ÍÍO. 



1 1. Inspector Jeneral de Colonización.— Se crea el cargo i se 
nombra a don ^Tartin Drouilly para que lo sirva. 

Santiago, 29 de marzo de 1883. 

Visto el oficio de la Sociedad Nacional de Agncultura, núm. 7, de fecha 
!.• del qíie rije i la autorización (pie me acuerda el art. 12 de la lei de 

4 de agosto de 1874, 
Decreto : 

Comisiónase al teniente-coronel de guardias nacionales, don Martin 
Drouilly, para que en calidad de Inspector Jenei^al de Colonización i 
confoiinándose a las instrucciones que se le impartirán por el Ministerio 
de liclaciones Esteriores i Colonizacioíí o por la Sociedad Nacional de 
i^gricultura, atienda i practique los diversos trabajos que requiera la 
recepción, ubicación c instalación <le los colonos que empiecen a llegar 
en el cursu del presente año. 

£1 nombi'sdo gozará mientras dure su comisión i ademas de su sueldo 
militar una gmtificacion de mil setecientos pesos {$ 1,700) anuales, que 
le será pagada por la tesorería jeneral con imputación a la partida 23 
del presupuesto del Ministerio de Relaciones Esteiiores i Colonización. 

Refréiidese jior esta última cantidad, tómese lazon, comuniqúese i 
anótese. 

Santa María. 

¡juA'^ a Id f mate. 

NoiA^ — Esta oficina kc trasfonuó maa tarde en la de Tierras i Colonización. 
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12. Inspector Jeneral de Colonización.— Se ordena subrogue 
a la Sociedad Nacional de Agricultura en las funciones de Oficina Je- 
neral de Inmigración . 

Santiago, 11 de dicienih^e de 1888. 

Vistos los oficios números 275 i 289 de la Sociedad Nacional de Agri- 
cultura, 

Decreto : 

El inspector Jeneral de Colonización se subroga a la mencionada 
Sociedad en las atenciones que impongan el arribo i la instalación de 
colonos estranjeros, quedando, en consecuencia, sin efecto el supremo 
decreto de 16 de noviembre de 1S82. 

En la inversión de las sumas que al efecto se le acuerdan, procederá 
el Inspector Jeneral en conformidad con las disposiciones del decreto 
que por el Ministerio de Hacienda se dictó el 14 de julio de 1887, i 
rendirá la cuenta respectiva ante el correspondiente tribunal. 

Tómese ra¿on, comuniqúese, publíqucse e insértese en el Dohtin 'U 
las L^i/es i Decretos -iél Gobierno. 

BaLMACEDxV. 

Demetrio Ln^tai*i*ia. 



13. Oficina de Tierras i Colonización.— Se dicta su Reglamento. 

Santiago, 28 de diciembre d.e 1889. 

Teniendo presente que es indispensable dar la unidad correspondiente 
al servicio de tierras i colonización, cuya organización se detalla por 
primera vez en la lei de presupuestos para 1890, 

Decreto : 

Art. I.** Desde el 1.** de enero del año próximo la Ofitina de Tierras 
i Colonización dirijirá todos los servicios que se relacionan con los te' 
rrenos fiscales, según las leyes de 2 de julio de 1852, 4 de diciembre de 
18G6, 4 de agosto de 1874 i 20 de enero de 1883. 

Art. 2.^ La oficina indicada queda bajo la inmediata dependencia del 
Departamento de Colonización i le incumben las obligaciones siguientes: 
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I. Velar por la conservación de los derechos del Estado en el dominio 
o la posesión de los terrenos fiscales a que las leyes enunciadas se re- 
' fieren; 

ir. Poner en conocimiento de los respectivos promotores fiscales 
todos los actos por los cuales puedan menoscabarse esos derechos; 

I I I. Proporcionar a los promotores los medios necesarios para la 
prosecución de los juicios sobre dominio, posesión o reivindicación de 
los terrenos fiscales; 

IV. Ordenar la mensura i división de estos teirenos, i preparar su 
venta o arrendamiento en remate público, según las órdenes del Depar- 
tiimento i en conformidad con las leyes enunciadas; 

V. Atender la constitución de la propiedad indi je na i la instalación 
de los colonos; 

VI. Vijilar el cumplimiento de Las obligaciones que los particulares 
tengan contraidas en los terrenos de colonización a título de merced a 
indíjenas, concesiones a colonos, ventas o arrendamientos^ i cesiones de 
usufructos, dando cuenta al Departamento de las infracciones que no- 
tare i poniéndolas en noticia de los promotores; i 

Víí. Reunir i conservar los documentos, planos, transacciones i demás 
antecedentes relacianados con los terrenos de colonización, para formar 
el archivo del servicio. 

Art. 'Sy La Oficina de Tierras i Colonización comprenderá, por aho- 
ra, bajo su acción inmediata los territorios (]ue se encuentran hasta el 
límite sur de la provincia de Cautiii, teniendo, sin embargo, obligaciDn 
de espedir los informes (|ue se le exijan sobre los territorios mas aus 
trales. 

Art. 4.® El inspector jeneral conserva la dirección especial de la Ofi- 
cina de Colonización, i es el jefe de los demás servicios sobre que versa 
esto decreto. 

£n consecuencia, al inspector jeneral incumbe: 

I. Indicar al Departamento las cantidades que mensualmente deben 
pagarse por su oficina con imputíicion a los ítems variables del presu- 
puesto; 

ir. Proponer al mismo el nombramiento o la remoción de los em- 
pleados; 

I I I. Hacer que las diversas secciones cumplan las obligaciones de su 
cargo i las resolucionea que acordare el Departamento; 

IV. Cuidar especialmente de que haya concordancia en los trabajos 
de todas ellas, a fin de evitar las dobles adjudicaciones de terrenos; 
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V. Dar amplia publicidad a los decretos que ordenen ventas o arren- 
damientos de terrenos fiscíiles, insertando los avisos respectivos en los 
periódicos locales i en los de Santiago, desde treinta dias antes de aquél 
en que prrincipian las licitaciones; 

VI. Contratar los empleados que fueren menester para el servicio i 
cuyo salario mensual no alcance a cincuenta pesos; i 

VII. Elevar al Departamento en el mes de abril una memoria anual 
de la marcha seguida por la Oficina i sus secciones. 

Art. 5.® Son operaciones de la Oficina do Contabilidad: 

I. Hacer, por medio de órdenes dirijidas a las tesorerías fiscales i 
provistas del visto -bueno del inspector, los gastos a que se refiere el 
párrafo I del articulo precedente, debiendo espresarse en esas órdenes 
las causas que da ocasión al gasto i el nombre de la persona a quien se 
paga. 

De esta disposición se esceptAan las mensualidades de los colonos i 
los salarios de los trabajadores, mensualidades i salarios que los teso- 
reros entregarán a los directores de colonias, en virtud de una lista 
que, con el visto -bueno del inspector jeneral, les será enviada por el 
contador; 

II. Poner, con anticipación necesaria, en conocimiento del inspector 
jeneral del ramo el monto aproximativo de las cantidades que mensual- 

* 

mente haya q\ie cobrar a las tesorerías; 

III. Llevar bajo inventario una cuenta de todos los objetos que se 
hallen a cargo de la Oficina; 

IV. Formar la estadística de las enajenaciones de terrenos i de las 
colonias; 

V. Hacer las cuentas jencrales i parciales de todo el servicio forman- 
do balances semestrales, i estraordinarios siempre que el Departamento 
los pidiere; i 

VI. Atender la recepción de colonos hasta que sean éstos enviados a 
los terrenos respectivos, i reunir los elementos que a ellos deban pro- 
porcionarse. 

Art. 6.° El contador primero es el jefe de la Oficina de Contabilidad, 
i en ausencia del inspector jeneral despachará los negocios urjentes de 
colonización. 

El contador referido tiene a su cargo la estadística i el archivo. 

Uno de los directores de colonia, designado por el inspector jeneral, 
queda agregado a la Oficina Central como secretario del inspector. 

Art. 7.** Es obligación do los directores de colonias: 
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I. Recibir de los injenieros de la Comisión Topográfica los lotes de 
terrenos destinados a los colonos, a la venta o al arrendamiento^ cuidan 
do de mantener en estos lotes las señales de sus límites; 

II. Colocar en sus lotes respectivos, con los correspondientes elemen- 
tos de trabajo, a los colonos que señale la Inspección Jeneral; 

III. Pagar a los colonos sus mensualidades correspondientes, cobran 
do en las tesorerías fiscales los fondos respectivos, según se indica en el 
párrafo I, inciso final del artículo 5.^, i entregando al contador los reci 
bos de los colonos por el mes anterior; 

IV. Recorrer las instalaciones de los colonos, por lo menos una vez 
al mes, i dar cuenta a la Oficina Central de los que no cumplieren las 
condiciones de sus contratos; 

V. Mantener un libro a disposición de los colonos para que espresen 
en él los reclamos que necesitaren formular; i 

YL Cumplir todas las órdenes que con relación al servicio les fueren 
impartidas por la Inspección Jenei*al. 

Art. 8.^ La Oficina Topográfica se ocupa en la mensura i subdivisión 
de los terrenos fiscales que deben enajenarse, entrega estos terrenos a 
los compradores, i conservar los planos i demás antecedentes relativos 
a sus trabajos. 

Art. 9.^ £s obligación del jefe de la Oficina Topográfica: 
|L I. Determinar, de acuerdo con el inspector jeneral, la<3 terrenos que 
deben medirse i subdividirse, i la forma en que estas operaciones hayan 
de ejecutarse; 

II. Distribuir las tareas entre los injenieros, señalándosela un plazo 
dentro del cual deben despacharlas: este plazo será puesto por escrito 
en conocimiento de la Inspección; 

III. Comprobar la exactitud de los planos i datos que los injenieros 
pongan en su poder; 

IV. Velar porque la entrega de los lotes subastados se haga con toda 
prolijidad, para evitar reclamos i dilijeiicias posteriores; 

V. Conservar los planos orijinales i todos los trabajos ejecutados por 
la Oficina; i 

VI. £vacuar los informes que le indique la Inspección Jeneral. 
Art. 10. Corresponde a los injenieros auxiliares: 

I. Efectuar en el tiempo señalado por el jefe la mensura i división de 
los terrenos, i levantar planos de los mismos; 

II. Entregar personalmente a los subastadores los lotes que el jefe les 
indicare, con ías formalidades que determine la Inspección; i 
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III. Hacer los trabajos estraordinarios que se les. encarguen. 

Art 11. Todos los injenieros de la colonización quedan bajo la do- 
pendencia inmediata del inspector jenerai, i tienen el deber de remitir 
al jefe de la Comisión Topográfica copias de sus trabajos, i de relacio- 
narlos con los planos jenerales de la mi^ma Comisión. 

Art. 12. Es obligación de la comisión creada por el artículo 2." de la 
lei de 20 de enero de 1883: 

I. Evitar que las donaciones de terrenos se repitan a favor de un 
mismo individuo; i 

II. Dar cuenta de sus operaciones: 1." a la Inspección Jeneral, para 
que ésta resguarde los derechos fiscales contra las sorpresas en que la 
comisión pueda incurrir; i 2.** al protector de indijenas, paní que por él 
sean amparadas las correspondientes adjudicaciones. 

Are. 13. Kl presidente de esta Comisión subroga al inspector jeneml 
en el servicio de las tierras i la colonización^ cuando éste se encuentre 
imposibilitado para desempeñarlo; determina los procedimientos que 
sean menester para activar los trabajos de su oficina i para evitar los 
fniudes que procedan de falsas declaraciones, i fija, de acuerdo con la 
Inspección, las localidades en que debe tener lugar la radicación de los 
indijenas. 

En abril debe pasar a la Inspección Jeiioral un informe anual de los 
trabajos ejecutados por la comisión que preside. 

Art. 14. Incumbe a los injenieros que forman parte de esta comisión: 

I. Poner a los indijenas, con las formalidades que la Inspección Jene- 
ral establezca, en posesión de sus mercedes, demarcadas en el terreno; 

IL Levantar el plano de cada merced i remitirlo al j*efe de la Comi- 
sión Topográfica para que éste la anote en los planos posteriores, si ella 
tuviere lugar en terrenos que todavía no estuvieren mensurados; i 

III. Asistir diariamente a la Oficina Topográfica para la elaboración 
de sus trabajos, en las épocas en que no tengan que ejecutarlos fuera 
de ella. 

Art. 15. Continuarán rejidos en la forma actual los terrenos fiscales 
en que se encuentran las poblaciones a que alude el articulo 2.*" de la 
lei de 4 de diciembre de 1866, pudiendo la Inspección Jeneral, previa 
autorización del Departamento, establecer en las colonias nuevos cen- 
tros de población. 

Art 16. Por cada dia que en comisión del servicio permanezcan fuera 
del lugar de su residencia, recibirán los siguientos empleados el viáticg 
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t_ 



El inspector jcneral, el jefe de la Comisión Topográfica i el Presi- 
dente de la Comisión de Merced $ 7 

Los injenieros 4 

Los injenieros ayudantes i ausiliares 3 

Tómese razón, publíquese en el Dia-io Oñciá' e insértese en el Boletín 
de ÍOíf Leyes i Decretos dd Gobierno^ 

BALMAOEDxV. 

Juan Castellón. 

Nota. — Fué nombrado jefe de esta oficina don Martin l^rouilly, i por promoción 
de éste lo subrogó don Anfión Muñoz, quien a su vez fué reemplazado por don Ho- 
racio Echegóyen. 



14. Oficina de Tierras I Colopizaci on. — Se ordena instalarla 
en el edificio del cuartel de Traiguén. 

Santiago, 4? de enero de 1 889. 

Visto el oficio del inspector jeneral de polonizacion, de 27 de noviem- 
bre último i el presupuesto adjunto. 

Decreto: 

La Tesorería Fiscal de Traiguén pondrá a la disposición del inspe<:tor 
paencionado la suma de nueve mil trescientos sesenta i ocho pesos veinte 
centavos (? 9,368.2(>) ¡mra atender a los trabajos de reparación que van 
a efectuarse en el edificio del cuartel de Traiguén a fin de habilitarlo 
para oficina de colonización. 

Ríndase cuenta de la inversión de la cantidad espresada. 

Impútíjse el gasto a la partida 7,\ ítem 1." del presupuesto de Cglo- 
nizac^ion. 

Refréndese, tómese razón i comuniqúese. 

BaLM ACEDA. 

Demetrio Lastarria. 
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15. Oficina de Tierras i Oolonizacton.— Se fíjan los viáticos que 
deWán gozar algunos de sus empleados. 

Sanfiar/o, W de febrero de 180 i 

Teniendo presente que el supremo decreto do 26 de Diciembre do 
1889, que en su artículo 16 determinó el monto de los viáticos de que 
debian gozar los empleados de Colonización que, por razón de sus fun- 
cioneS) debieran ausentarse del lugar de su residencia, no fijó el que 
debia corresponder a otros empleados del mismo ramo que frecuente- 
mente salen del punto de su residencia a dosempefiar comisiones del 
servicio, decreto: 

Por cada dia rpie en comisión del servicio permanezcan fuera del lu- 
gar de su residencia, el contador de Colonización, el protector de indí- 
jenas i el secretario de la comisión ridicadora de indíjenas recibirán un 
viático de cuatro pesos. 

Tóniese razón, rejistrese i comuniqúese. 

MONTT. 

F. Blanco. 



16. Oñcína de Tierras i Colonización. — So ordena que la Comi- 
sión Topográficii se dedique preferentemente al estacamento definitivo 
de los caminos públicos i vecinales al Sur del Bio-Bio 

Santiar/Of 13 de junio de 1894. 

Visto el adjunto oficio del Inspector Jcneral de Tierras i Coloniza- 
cien, 

Decreto: 

La Comisión Topográfica, dependiente de la Iiíspeccion General de 
Tierras i Colonización, dedicará preferenteiuoiite sus trabajos, hasta 
nueva determinación, al estacamento difinitivo de los caminos públicos i 
vecinales que deben abrirse en los terrenos fiscales i en los que el Esta- 
do ha vendido en las rejiones situadas al sur del río Bío-Bío. 
Tómese razón, rejistrese i comuniqúese. 

MON'IT. 

M, Sánchez Fnnff*n illa. 
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17. Oficina de Tierras i Oolonizacion.— Se declara que esta ofi- 
cina comprenderá bajo su acción los fcerri torios que se encuentra al sur de 
la provincia de Cautin. 

Santiago, \2de sefienilrre de ISOé. 

Núm. 1041. — Teniendo presente que es indispensable dar la unidad 
correspondiente al servicio de tiei-ras i colonización^ quitando a la dis- 
posición del art. 3.*> del decreto de 28 de diciembre de 1889, el carácter 
provisional que ella tiene; 

En uso de la facultiid que me confieren las leyes de 2 de julio de 
1852, 4 de diciembre de 1866, 4 de agosto de 1874 i 20 de enero de 
1883, 

Decreto: 

Se declara que la inspección J enera 1 de Tierras i Colonización com- 
prenderá también bajo su acción inmediata los territorios que se encuen- 
tran al sur de la provincia de Cautin. 

Tómese razón, rejístrese i comuniqúese. 

MONTT. 

M.^Sánchez Foiitccilla, 



18. Oficina de Tierras i Oolonizacion.— So designa el perso- 
nal de injenieros en conformidad a las modificaciones hechas por la leí 
de presupuestos. 

Santiago, 7 de febrero de 1895. 

Teniendo presente que la lei de presupuestos vijente ha dado una 
nueva organización al servicio de injenieros de la Inspección Jeneral de 
Tierras i Colonización, 

Decreto: 

Nómbrase injenieros de la Sección Topográfica encargada de la men- 
sura e bijuelacion de las tierras públicas i ele las de Colonización a 1q« 
lefioreí <}ue a continuación se espresan: 
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Injeniero primero, con residencia en Puerto Montt, a don Erico Dri- 
gíilski; 

Injeniero primero, con residencia en Punta Arenas, a don Hugo Pio- 
trogrande; 

Injeniero segundo, con residencia en Temuco, a don Cristian Som- 
mcrraeier; 

Injeniero segundo, con residencia en Osorno, a don Em*ique Munizaga; 

Injeniero segundo, con residencia en Traiguén, a don Arturo Julien; 

Injeniero segundo, con residencia en Temuco i pai*a prestar sus ser- 
vicios en la Comisión Badicadora de índíjenas, a don Cristian Cornely; 

Injeniero segundo, con residencia en Valdivia, a don Manuel Gamallo; 

Injeniero segundo, con residencia en Nueva Imperial, a don Osear 
Parodi; 

Injeniero segundo, con residencia en Temuco, a don Francisco Mu» 
nizaga; 

Injeniero segundo, con residencia en Osorno, a don Juan Agustín 
Cabrera G,; 

Injeniero segundo, con residencia en Puerto Montt, a don Francisco 
Fischer; 

Injeniero segundo, con residencia en Ancud, a don Juan Manuel Paz; 

Injeniero tercero, con residencia en Temuco i para prestar sus servi- 
cios en la Comisión Rndicadora de índíjenas, a don Guillermo Bolados 
Cárter; 

Injeniero tercero, con residencia en Puerto Montt, a don Leónidas 
Pérez; 

Injeniero tercero, con residencia en Traiguén, a don Juan B. Sauvage; 

Injeniero tercero, con residencia en Ancud, a don Gh?lvarino Pérez; 

Injeniero tercero, con residencia en Temuco, a don Carlos de Neuter; 

Ayudante, con residencia en Traiguén, a don Próspero Bossugue; 

Ayudante, con residencia en Temuco, a don Hugo Tohman; i 

Ayudante, con residencia en Osorno, a don Lucio Alba. 

Las tesorerías fiscales respectivas pagarán a cada uno de los nombra- 
dos el sueldo correspondiente a contar desde el 1.** de enero del presen- 
te año. 

Tómese razón rcjístrsse i comuniqúese. 

Lui8 Barros Borgoílo, 

r 
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19. Oñcina de Tierras i Colonización. — Se deroga el decreto 

núm. 1041 de 12 de setiembre de 1894 en lo relativo a Magallanes. 

Santiago, 5 de rnovzo de 1805. 

Teniendo presente la imposibilidad en que por ahora se encuentra la 
Inspección Jeneral de Tierras i Colonización para dar debido cumpli- 
miento al decreto supremo de 12 de setiembre de 1894 en la parte que 
estiende la acción de dicha oficina hasta el territorio de Magallanes, i 
cons¡deran<lo que mientras aquel sea un territorio de colonización i no 
haya (Mitrado a formar parto del réjimen regular de la Kepública, hai 
conveniencia en que sea el Gobernador de Magallanes el encargado de 
administrar las tierras fiscales de esa rejion i de dur cumplimiento a to- 
das las medidas que dicte el Ministerio de Colonización, 

Decreto: 

Derógase el decreto supremo núm. 1,041, de 12 de setiembre de 
1S94, cu la parte que d¡s|X)ne que el teiritorio do Magallanes quede 
comprendido bajo la acción inmediata de la Inspección Jeneral de Tie- 
rras i Colonización, i se declara que los ten-itorios sometidos por dicho 
decreto a la jurisdicción de esa oficina son los correspondientes a las 
provincias de Valdivia, Llanquihue i Chiloé. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 
MONTT. 

Luis Barros Bar yo ño, 



20. Oñcina de Tierras i Oolonizacion.— Se deroga el decreto 
núm. 1,011 de 12 de setiembre dejl894 en lo relativo alas provincias 
de Llan(iuih\ie i Chilot'i. 

Santiago, 2G de niarzo de 1895. 

Visto el oíicio del Intendente de Llanquihue número 72, de fecha 15 
del mes en curso, i 

Considerando: 
1.® La conveniencia de proceder a la liquidación i arreglo definitivo 
de los diferentes títulos de propiedad de los colonos radicados en la 
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provinda de Llanquihue, tarea que ha eatado siempre a cargo del In 
tendente respectivo; 

2.® Que el decreto supremo de 28 de agosto de 1858, con ai'reglo al 
cual se ha colonizado la provincia de Llanquihue, tiene disposiciones 
perfectamente aplicables a la colonización que se va a implantar en la 
de Chiloé; i 

3.** Que hai ventajas en que los terrenos fiscales que comprende las 
provincias de Llanquihue i Chiloé se hallen administrados directamente 
por los intendentes i gobernadores respectivos que son los funcionarios 
que mas de cerca pueden fiscalizarlos i que, al mismo tiempo, son ajen- 
tes directos del Presidente do la República, 

Decreto: 

Derógase el decreto supremo número 1,041, de 19 de setiembre de 
1891, en la parte que declara que los territorios de las provincias de 
Llanquihue i Chiloé quedan comprendidos bajo la aepion inmediato de 
la Inspección Jeneral de Tierras i Colonización. 

Se declara vijente el decreto de 28 de agosto de l&bS i se hacen es- 
tensivas sus disposiciones a la provincia de Chiloé, 

Tómese razón comuniqúese i publiquese. 

MONTT. 

LuÍ8 Barros Borgofío, 



21. Ájente de Oolonlzacion para la Isla de Pascua.— Se 

nombra al capitán don Pedro Pablo Toro i se le fija un viático. 

Santiago, 29 de enero de 1889. 

Asígnase al capitán de Ejército i Ájente Oolonisador da la Isla de 
Pascua, don Pedro Pablo Toro, un vi.'itico de cien ¡jesos anuales {9 100), 
que le será abonado desde el 1.® de junio de 1688 hasta que regrese a 
esta capital después de terminada su comisión. 

Impútese el gasto al ítem 7 de la partida 7.* del presupuesto de Co- 
lonización. 

Refréndese, tómese razón ^ anótese i comuniqúese. 

Balmaceda. 

Demetrio La$tarria, 
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Nota- Con relación a esto Ájente so han dictado los sigaientes decretos: — San- 
tiago, 26 do setiembre de 1890. — Visto el decreto de 29 de enero de 1889 i núme- 
ro 594, por el caal se mandó pagar al capitán de Ejército, don Pedro Pablo Toro, 
la cantidad de cien posos ($ 100) mensuales en remuneración de sus servicios como 
ájente de Colonización do la Isla de Pascna, 

Decreto: 

La tesorería fiscal de Santiago continiiaril abonando al mencionado ájente de colo- 
nización la referida cantidad, la cml se <le lucirá del ítem 7 do la partida 7." del 
presupuesto do Colonización. 

Refréndese, tómese razón, rcjístrcá^ i connuiúiuc.?c. - Balmm'kd.v.— osé Tocor- 
nal. 



Santiago, 24 de junio de 1895. — Ho a cordado i decreto: 

Nómbrase Inspector de Coloniziciou de la Isla de Pane na, sin goce de sueldo, al 
señor don Carlos Mack. 

Anótese i comuniqúese. — Montt. — Luis Batr.s Dorgoñ), 



22. Oñcinas de inmigración ~Sc dicta el Reglamento respectivo 
i se determinan las obligaciones de la Ajoncia Jeneral de Colonización e 
Inmigración i de la Sociedad de Fomento Fabril. 

Santiago, 15 de octahrc de 1S95, 
Teniendo presente: 

1.** Que es necesario someter a reglas fijas las cor.diciones en que 
debe h.acerso k inversión de los fondos que la lei anual de presupuestos 
consulta para el servicio de inmigración; i 

2.** Que conviene reunir en un solo cuerpo las distintas disposiciones 
particulares vijentcs sobro esta materia, 

Decreto el siguiente 

Reg^lainenlo para el servicio de iiimis^racion libre 

Artículo l.<* Los inmigrantes que la Ajencia Jeneral de Colonización 
e Inmigración en Europa envié al pais o serán reclutados directamente 
por ella o serán enviados a virtud de los pedidos que le haga la Sociedad 
de Fomento Fabril. 

Art. 2." Las franquicií^s cjuo el GobieniQ 9(rccQ f^ 1q8 inmigrantes 
lerániaa aigiuentea. 
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A, — En tercera clase, desde Europa a Chile: 

Pasaje por adulto, al precio de 80 francos 

u por cada niño de 8 a 12 años, al precio de 40 u 

II por cada niño de 3 a 8 años, al precio de. 20 u 

Cada familia puedo trasportar gratuitamente un niño menor de 3 
años, los demás menores de esa edad pagarán 20 francos cada uno. 

B, — En segunda clase desde Europa a Chile; 

Pasaje por adulto, al precio de 500 francos; los pasajes de los niños 
menores de 12 años se rebajarán en esta misma proporción, teniendo en 
vista las tarifas de las compañías de vapores. 

C, — Flete libre para las máquinas i herramientas de trabajo que 
traigan consigo i que les pertenezcan^ siempre que no pesen mas de dos 
toneladas que el gasto del flete no importe en cada caso mas de 50 
francos. 

La falsa declaración o inversión indebida de les fondos concedidos 
para flete de las máquinas i herramientas de los inmigrantes serán pena- 
dos con la devolución del tlete i multa de otra suma igual. 

D. — A su desembarco en Chile los inmigrantes que vengan con certi- 
ficados de tales, espedidos por el Ájente Jeneral do Colonización e 
Inmigración, tendrán derecho al trasporte gratuito por ferrocarril para 
ellos i sus equipajes, hasta el lugar de su destino 

Al efecto, los Intendentes o (tobernadores respectivos les espedirán 
las correspondientes órdenes de pase-libres. 

Art. 3.^ La Gobernación departamental a que corresponda el puerto 
de desembarco de los inmigrantes intervendrá en esta operación i llevará 
un rejistro estadístico de este servicio, en el qu? se reproducirán las 
anotaciones contenidas en his listas que debe enviarle con cada remeda 
la Ajencia Jeneral de Colonización e Inmigración i en el que so csprc- 
sará ademas el destino que el inmigrante haya tomado después di su 
desembarco 

Art. 4.® Las Intendencias respectivas darán cuenta trimestralmente 
al Ministerio de Colonización de la parte de este servicio que ellas o las 
Grobernacioncs depedientes tengan ñ. su cargo. 

Art. 5.® A la Ajencia Jeneral de Colonización e Inmigración corres 
pondef ademas del servicio de propaganda en sus diversas esferas en 
favor de la inmigración hacia Chile el reclutamiento i envió de los in- 
migrantes proporcionándoles todas las facilidades i ventajas jwsibles i 
cerciorándose de las buenas condiciones de los inmigrantes 
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Art. 6/ La Ajencia Jeneral de Golonizacicn e Inmigración enviará 
al Ministerio de Coloniseacion, junto con cada remesa de inmigrantes, 
una lista de los que la compongan, en que se espresarán los siguientes 
datos: nombre del ya{>or que ttue la remesa, fecha del embarco, nombre 
i apellido del inmigrante, su edad, sexo, estado^ nacionalidad, oñcio, s^ 
sabe leer i escribir^ punto de salida i lugar de su desino. Se indicará 
también si son reclutados por la Ajencia Jeneral o pedidos por la Socie- 
dad de Fomento Fabril. 

Art-. T.*^ Una Ub<a semejante se enviará con cada remesa, de la parte 
que les ^nciemat a la Sociedad de Fomento Fabril i a las Gobemacio • 
nes a que correspondan los puntos de doeembarco de los innúgrantes. 

Art» ^^ La Ajencia Jeneml de Colonización e Inmigración dará 
cuenta al De|)a)rtamento de Colonización, en el mes de mar^o de cada 
año, de las operaciones que haya ejecutado en el año anterior i de la 
marcha de la oficina durante ese tiempo. 

Art. 9.^ Lá Sociedad de Fomento Fabril dará órdenes de pasajes pata 
inmigrantes ind^trialea, en conformidad a la mglamentacion qtte ella 
misma adopte pana garantir la bnena calidad de la inmigración, a toda 
persona que lo «olicite. 

£1 pago de la parte que corresponde cubrir al interesado, podrá ha- 
cerse en Chito a la misma Sociedad de Fomento Fabril o en Buropa a k 
Ajencia Jeneral de Colonización de Inmigración. 

Art 19. La Sociedad de Fomentx) Fabril remesará periódi amekiie 
los fondos que perciba, en razón de este servicio^ diractamente al Ájente 
Jeneral de Colonisacion e Inmigraron. 

Art. 11. Las Intendencias i Gobernaciones servirán a la Sociedad de 
Fomento Fabril de oficinas correspondientes para los pedidos de inmi- 
grantes qué los industriales o particulares quieran hacer. 

Art. 1 2. Las órdenes que la Sociedad de Fomento Fabril espida para 
la remisión de inmigrantes, solo serán válidas por el tíempo que la mis« 
ma orden indique, sin que ese plazo pueda exceder de cuatro meses. 

Art. 13. La Sodedad de Fomento Fabril dará cuenta de la marcha 

de este servicio al Ministerio de Colonización en el mes de abril de 
cada año. 

Tikwepe razon^ rejístrese, comuniqúese, publiqnese e insértese <&n el 
Bú^eHH de ^ Leyet i DtcreU», 

MONTT. 

Claudio Malte, 
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NüT.v. — Insert lillas dos notas pasadas por la Sociedad do Foiuunto Fabril al M{« 
uisterio de Rílacioaea Ksbeiiores i Colonizicijii sobre el servicio de imuigracion 
libre: 

Núni. 33. — SAUtiago, 1." de julio de 1893. — Seíior Ministro: Tengo el Iioiior de 
acusar recibo de la u^ta de US. miiu. 1,642 en la cual ss sirve US. pedirme una 
nómina de las órdenes de pasajes espedidas por la Sociedad desde la fecha en í[UC se 
hizo cargo del servi';io de inmigración, junto con la especificación de la nacionali- 
dad, el sexo, la e^lad i el oficio de las personas agraciadas i las demás csplicaciones 
e informes que se estimen con venientes. 

Al dar a US. la contestación de esta nota, voi a permitirme insistir brevemente 
en los propósitos que ha tenido en vista la Sociedad al consagrar sus esfuerzos a la 
tarea de promover la inmigración de obrei-os a nuestro pais, los trabajos realiisados, 
las medidas adoptadas i la condición actual del servicio de inmigración librd. 

Desde que la Sociedad de Fomento Fabril inició sus trabajos de propaganda in- 
dustrial, reconoció la necesidad de proporcionar a nuestras industrias, como base 
estíucial para su de&arrollo, obreros compiíteutes ea los diversos ramos de industria 
que exLsten en el pais i los que se implanten según el progreso de sus necesidades. 

Con este fin sus esfuerzos so dir¡jieix)n al establecimiento de una corriente de in- 
migración libre de j)ersonas honradas i laboriosas, que vinieraa a prestar su contia- 
jente a la obra de la producción nacioml en sus múltiples manifestaciones. 

La lenta poro segura cv «lucioa de nuostro pais hacia el r^jinien inlustrial, en el 
cual tenemos fundadas lai ujas lisonjeras esperanzas, hacía mas i mas Jiucosaria la 
medida de traer a Chile obreros especiales, al lado de los cuales fuesen fonnúndoso 
obreros chilenos com peten t:s i progresistas. 

Los esfuerzos de nuestra Ajeucia de Inmigr¿vcion en Europa han secundado en 
todo tiempo estas miras de la Sociedad. 

Comenzi) así a establccers? una corriente de inmigrac'on no mui numerosa, i>ero 
dd inestimable valor para nosotros. 

Lis franqu'cias que les ofrecíamos no crai mui considerables. Hubo faiiiili.vs que 
entonces gastaron mas de dos mil francos para llegar a C.-hile. Les exijíamos el pago 
completo del valor del píisaje; i si se tiene presente que costiba la mitíul el viajo a 
la Arjentiua i la cuarta parte a los Estados Unidos, se [lodrá apreciar mejor el val'>r 
de la inmigración que entonces obtuvimos. 

Muchos do los inmigrantes que arribaron a nuestras playas venían preparados 
|mra establecer pequeñas indiistriaá, (pie hemos visto surjir después en condiciones 
prósperas i halagadoras. 

Li So.iedad, por su parto, f ut' autorízi la para encargar inmigrantes industria- 
les con las franquiciis acolladas a los colonos, pigando el valor «le inc-dio pasajc> 
respecto de las personas que los fabrican t.í 3 cbilcms encargaran a sus ajeut.\s parti- 
culares en Europa, i tomó a su cargo la tarea de colocar 1í>s inmigrantes libres no 
eoRtcatados de antemano que enviaba nuestra Ajoncia. 

Durante eso tiempo mas de 600 obreras llegaron a Chile, ocupándose en su tota- 
lidad, i muclKS de ellos han establc^iiíh) industrias que eran desconocidjis o no te- 
man importancia en Chile, como el cartonaje i la herrería artística, floreciente lioi 
esta última en manos de los oV>reros rusos. 

El elevado precio del sul'.'-' di-i pasaje, que era de diez i hasta doce libras estcrli- 
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ñas, hizo que el iitorímiento de encargo de obreros fuese mui débil en a(|aclla é|K)ca, 
i esta situación vino a agi-avar^e después con la pamlizacion de la corn<;nte de inmi- 
gración (|ue se había establecido merced a los esfuerzos de la Ajencia i de la Socie- 
dad. Se comprometieron así los resultólos halagadores que so esperaban por falta de 
continuidad en los propósitos i de plan fíjo cu las resoluciones administrativas. 

Sin embargo, la Socicvlad no desmayó oti sus trabajos i re]>re¿cntó al Supromo 
Gobicnio, en cada ocnsion favorable, las mn Üdas que debían adoptarse pam iwuor 
remedio a esa situación. Kutrc esas medidas se contaba principal mente la rebaja del 
pasaje, hasta igualarlo o i)or lo menos aproxima'-lo al valor del pasaje i)ai'a la Repú- 
blica Arjentina. 

Después de continuadas jcstioncs, obtuvo la Sociedad el ausilio solicitado, qn^*- 
dando el pasaje para los inmigrantes reducido a seis libras esterlinav, la mitad del 
precio antiguo, i rebajándose proi)orcional mente el pasaje según la edad, de manera 
de facilitar la venida de obreros con sus familias. Ksta mediila tuvo bien pronto un 
resultado nnii favorable en el desarrollo del movimiento de inmigración libre. Co- 
menzaron a encargado, ]>or intermedio de la Sociedad, numerosos obreros para nues- 
tras fábricas i familias de inmigrantes ya radicados en el pais. 

La Sociedadad [onia todo su empeao en la rea'izacion de esta obra, porque estaba 
convencida de que, para el establecimiento de nuevas fábricas i la perfección de la* 
industrias existentes, eran menester obreros intelijontes e instruidos. El trabajatlor 
chileno jjosee, sin duda, condiciones de primer orden de fuerza e intolijencia, pero 
carece del aprendizaje técnico que ni se le ha ensenado ni ha tenido en donde 
recibir. 

Por otra parte, la forma de la inniigraeion sostenida por la Sociedad era la mas 
ventajosa i desprovista de cargas para el Estado, i aun cuando por el número tendría 
siempre importahcia reducida, por la calidad de los obreros asegu'aba al pais beneíi' 
cios positivr»s. 

En esta éjwca la So?ie<lad solicitó también del Supremo Gobierno que se hiciera 
para los pasajes de inmig;-ante> <le según la clase, una rebaja análoga a los de ter- 
cera, a fin de faciliJyvr la venida de obreros especialistas, contramaestres o familias 
que oxijen su trasj^orte en condiciones superiores a la jeneralidad de los inmigrantes, 
lo cual aun no se ha logrado obtener. 

Otra de las medidas pro[mestas \}ov la Socicílad al Supremo Gobierno fué re^iliza- 
da, creándose una oficina especial de inmigración con ajen tes en distintas i»artcs de 
la Reimlilica, cuando el desarrollo dado a la* construcciones }»úblicas por la aclminis- 
tracion anterior hizo n cesario establecer una coi'riento díí inmigración en gi-amlo 
escala para dar impiiUo a loj trabnjos. 

Aun cuando por la organi:i5aciou di? este servií'io. la Sociodatl se des[»rendió natu- 
ralmente de fjis tiroris <|U;í ántu«s aloiidia, vrdvi » a prcsrarle bien pronto su atención, 
con las miras d;- c i >i> -ra"'" -I ni'n'imionto inmigratorio que v.n forma gratuita se 
promovía hacia Cliilc, íiieilitando a los innngrante.s establecidos aquí la venida de 
sus famdias i relaciones i a los industriales el encargo de oblaros para sus fábricas, 
en la misma fonna en que anteriormente se realizaba. 

Solicitó i obtuvo, con este pro¡)ósito, del Supremo Gobierno la autorización nece- 
saria p-ira abrir v.i ríjisíro cu donde so inscribiesen todos los que dej^easen aprove- 
''liar las \\..itaj.u-3 íí.eódaf» .v lo? iüm¡¿íraiil..-h libreo, mejida cuya oportunidad e im- 
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portancia quedó bien pronto confirmada por lod numerosos pedidos do pasajes que 
recibió la Sociedad. 

Durante el t'cmpo que permaneció abierto este rcjistro se ])idieron pasajes para 
250 familias que comprendían mas do 750 i)crsonas. Desgracialamcntc no pudo 
continuarse este servicio a cauáa ele la supresión de la oficina de inmigración libre, 
por cuyo intermedio hacia la Sojiedad aquellos encargos. 

Pero, llegada nuevamente la hora en <pie se normalizaron los trabajos i la admi- 
nistrafiion, la Sociedad, en vista de las numerosas solicitudes que recibía continua- 
mente, judió al Supremo Gobierno la autorización conipetente para restablecjr el 
servicio de inmigración en la forma en ípie antes se ejecutaba. 

Con esta ocasión, la Sociedad renovó sus observaciones acerca de lo forma de 
inmigración por ella atendida, forma exenta de los defectos de que adolece la inmi- 
gración a granel (hidiscrimincUe innigration, como so la ha llamado), que se envió 
a Chile en la é}X)ca jmsada. 

No ya en el caso de un obrero que viene contratailo, sino aun en el de un inmi- 
grante que acude al llamado de sus parientes o amigos, i, con mayor razón, cuando 
se trata de la familia del iumig#ido que ha formado el projiósito de radicase en el 
pais, es cuando mejor se pucíie apreciar la importancia de la. inmigración escojida 
que se logra obtener, procediendo del modo que lo ha hecho i en la forma que ahora 
lo practica la Sociedad. 

En abril de 1892, reconociendo el Suprcíno Gobierno la necesidad de re«»tablecer 
el servicio, facultó a la Sociedad para abrir rejistros en que so anotasen las peticiones 
de los obreros e industriales que desean hacer venir individuos en calidad de inmi- 
grantes, i para espedir las respectivas órdenes de pasaje. 

Como condición para conceder estas órdenes, se acordó exijir el pago de la cuaita 
parte del valor del ])as3Je, 2j libras esterlinas a cada inmigrante, concediendo pasaje 
gratuito solo a las jiersonas menore-í de doce años para hacer mas fácil la venida de 
familias de obreros, las que, por conqwnersc jcneralmentc de diversas personas, ten- 
dñan que soportar en mayor escala la cnota quo so acordó fijar. Estas mcclidas tcn- 
dian a asegurar la buena cali lad de la inmigración sin entrabarla demasiado, consi- 
deración que se ha visto plenamente justificada en la práctica. 

£1 se&or Ájente Jeneral de Colonización de Chile en Europa, refiriéndose a este 
servicio, ha manifestado que de todos los medios i sistemas de reclutamiento de inmi- 
grantes cpic puedan imajinarse^ ninguno puede satisfacer mejor las exijencias de una 
buena inmigración como el establecido por la Sociedad, i al misnio tiempo ha espre- 
sado el deseo de que se alcanzase su organización definitiva para obtener la estábil i* 
dad i completo desarrollo de la corricnto inmigratoria, tan íntimamente ligado con 
el progicsfo de la iiiduslria «h'l pais. 

Durante la nueva (.q)oca (ju j s? mantuvo abitn-to ti rcjistro de inmigración, sf con- 
cedieron 100 órdenes do jia^ajo para liac r venir 056 ]>ersonas i 24 familias, cuya 
edad, sexo, pinfesion i nacionalidad fe detallan en el cuadro i las listas que van a 
continuación: 

JIESÚMBX DE LAS 0BDENE8 DK PASAJE BSPEDIDAS DURANTE EL AÑO D8 1892 

Kiimero de órdenes 195 

Número dv i)crsonas 656 



1 
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Ecltd de los personan 

Adultos 468 

Niños 188 

Sfro de los adultos 

Hombres 256 

Mujeres 212 

Familias sin determinación 24 

Profesiones 

Costil roras 78 

Mecánicos 31 

Carpin te ros 26 

Lavanderas...* 15 

Zapateros 12 

Obreros de diversas industrias 208 



Total 370 

Nadüiialidvdts 

lUlianos 383 

Franceses 97 

Españoles 79 

Alemanes 36 

Rusos 31 

De diversos países 30 

Totel 656 

Según el cuadro procedente, la i>roporcion, con respecto al sexo i a la edad de los 
inmigrantes solicitados, es de 39 por ciento para los hombres, de 32 por ciento para 
las mujeres i de 28 por ciento para los niños. Sumando las do3 últimas pro|X)rcio- 
nes, resulta que la correspondiente a los mujeres i los niños es de 60 por ciento, 
cifra digna de llamar la atención, si se tiene presente que en jcncral el valor de la 
inmigración es tanto mas considerable cuanto mayor es la cifra señalada, por(|ue, 
como ac^rtadamentíí so presume, las personas que traen o hacen venir a sus familias 
son las que han formado el propósito <le radicarse definitivamente en el pais. 

En cuanto a la projwrcion de las pcraonas conocedoras de algún oficio o industria, 
la lista respectiva señala la cifra de 56.40 por ciento, que también es digna de ser 
notada cuando se sabe que a los Estados Unidos el 50 por ciento de los inmigrantes 
que llegan carecen de estos conocimiento a. 

El resaltado dcíiuitivo del mosimionto habido el año ultimo, época a que me estoi 
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refiriendo^ no es ann conocido, pues bnen námero de lo« oKrerod encargados no han 
podido partir inmodiatamonte por tener <|ue esperar la tei'minaciou de aus oontratoa 
o el arreglo do sna negocios^ 

Hasta ahora tíone conocimiento oficial la Sociedad de la llegada del siguiente mi- 
mtín de obreros: 

Námero de personas 197 



/ 



EDAD 

Adultos 136 

Niüos 61 

SEXO 

Hombres ^9 

Mujeres 101 

PROFESIONES 

Costureras 22 

Maestros para los talleres salesianos, 12 

Comerciantes , 10 

Mecánicos.... 10 

Modistas 8 

Sastres. 7 

Lavanderas » 7 

Carpintero». 6 

Institutrices 4 

Zapateros 3 

Injeniero , 1 

Obreros de diversas industrias 14 

Obreras de id. id 4 

NACIONALIDADES 

ttMilianos 109 

Espafloles 24 

Franceses 21 

Rnsos 19 

Alemanes 11 

Austríacos 8 

Ingeses 3 

Bfrizos , 2 

Totol 197 
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Con motivo do haberse suprimido por completo el servicio de iii migración en el 
informe presentado al Congreso ]X>r la Comisión Mista do Presupuestos, amenazán- 
dose interrumpir la corriente establecida a costa de tantos i tan continuados esfuer- 
zos, la Sociedad representó al Ministerio la conveniencia de consultar en el presu- 
puesto de 1893 la suma necesaria para el ¡tago de unos quinientos pasajes do inmi- 
grantes libres. 

El se&or Ájente Jeneral de Colonización hizo ver a la Sociedad, postcríormentc, 
los inconvenientes gravísimos que se habrían seguido de la clausura violenta de la 
ofícina, sin tomar en cuenta los compromisos contraidos, burlándose en sus especta- 
tivas a numei*osas personas que aceptaron los pasajes emitidos a su favor por la So- 
ciedad, con la garantía de nuestro Gobierno. 

En efecto, quedaban cerca de quinientas peraonas que no [)odrian partir sino en el 
primer semestre siguiente, pues, como es sabido, ningún emigrante, \wr mas desvali- 
do i aislado que sea, puede marchar tan pronto como recibe la concesión de su ¡tasa- 
je. Todos ellos necesitan de algim tiem[»o para arreglar sus asuntos, abandonar sus 
ocupaciones o empleos i cancelar el ariiendo de sus habitaciones. 

Atendiendo a estas circunstancias, la Sociedad de acuci'do con el Supremo Gobier- 
no, ha resuelto dar validez a las órdenes de pasajes concedidas hasta el 1.° de agosto 
próximo, fijando ademas, como regla jeneral, en seis meses la validez de las órdenes 
que concede. 

El ensayo intentado por la Sociedad debía, a juicic del señor Ájente Jeneral, traer 
por resultado el convencimiento de que la inmigración es para nosotros una necesidad 
primordial que, lejos de postergar para mejores tiemi)os, deberíamos empeñarnos en 
satisfacer, impulsándola por todos los caminos posibles, ponqué ella importa el medio 
mas seguro de riqueza, de progreso en la industria i de engrandecimiento como 
nación. 

La Sociedad, por su parte, projniso que se elevara el [)ago que correaiiondia hacer 
a cada inmigi'ante a ia mitad del precio del pasaje. Eu vista de estas circunstancias 
i de la consideración de que a su llegada no ocasionan ningún gasto al Erario, puesto 
que vienen con su colocación asegurada de antemano, fácil era convenir en (|ue la in- 
migración mantenida por la Sociedad, siendo la menos dis^^endiosa, merecía ser aten- 
dida por el Supremo Gobierno. 

Todas estas consideracious ^lesaron, sin duda, para que aceptara la idea de la So- 
ciedad, consultándose en el presupuesto vijente la suma de 45,000 pesos destinada 
al servicio de inmigración libre i se dejara subsistente la Ajencii en Europa, aun- 
que reduciéndose su personal. 

Eu conformidad con las ideas es¡)resadas al Ministerio, el servicio de inmigración 
libre se hace hace ahoi-a extiéndese el pago de la mitad del pasaje. Corresponde, en 
consecuencia, pagar una cuota de 5 libras esterlinas, o sea 125 francos, a cada perao- 
n.'i hasta de 12 años; la mitad de esa suma por los niños hasta de 8 años i la cuarta 
fiarte por los que tengan hasta 3 ¿floa, clasiñeacion adoptada ix)r las compañias de 
vapores, las cuales así mismo conceden pasije gratuito a los niños menores de 3 
años. 

En el tiempo trascuñado desde la fecha en que se abrió nuevamente el rejistro, 16 
de abril, i la presente, se han concedidD 71 órdenes de pasajes para hacer venir 204 
personas, como se detalla en el cuadro i en las listas siguientes: 
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Niimero de órdenes 71 

Numero de personas 204 

EDAl) DE LA8 FBB80NAS 

Hasta do 12 afios 149 

Hasta de 8 años 16 

Hasta de 3 alios 28 

Menores do 3 afios 11 

fiSXO DE L08 ADOLTCS 

Hombres 83 

Mujeres 66 

Familias 6 

PUOFICSIONRS 

Costureras 15 

Agricultores 13 

Carpinteros 10 

Modistas 8 

Mecánicos 6 

Hon-eros 5 

Institutrícus 5 

Sastres 5 

Fabricantes do vidrios de color 4 

Destiladores lico.istas 3 

Obreros 3 

Viticultores 8 

Albafíiles 2 

C'garroras 2 

Cocineras 2 

Ebanistas 2 

Layandoras 2 

Molineros 2 

Peluqueros 2 

Vinicultores 2 

Za¡)atcro8 2 

I ademas una camisera, un cerrajero, un cervecero, un chanchero, un comerciante, 

un estucador, una florista, un industrial, uu litógi'afo, un maquinista, un minoro, 
UQ ortopedista, un panadero, uo pintor, uu rc'ojero, una sombrerera, uu tipógrafo i 
im veterinario. 

Todo lo ott«l haoo uu total do 117 profo^lomb^ que, oompare^do con el minero 
de penonaa, da un tanto por oiento do 67.40. 
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KAaONALIDáUES 

talianos , 73 

Franceses 60 

Españoles ,, ,., 48 

Alemanes 8 

Ingleses 5 

HiiHos 5 

Belgas 3 

Suizos 2 

Total, person s 204 

La proporción en qne ftguran los hoiiibres, las mujeres i los niños, es do 40.6 jK>r 
c ieuto para los primeros, 26.9 ^lor ciento para las mnjercs i 32.9 por ciento para los 
niños. 

Kl total para estas dos ultimas categorías es de 59.2 por ciento, cifra que denota 
la |varte qne corresponde a los trabajadores estranjeros aquí establecidos en el movi- 
miento inmigratorio. Estos obreros radicados a fírmo en el pais, alentados |K>r la 
prosperidad do sus negocios i con el ánimo de estender la esfera de sus trabajos i de 
constituir defínitivamcnte su hogar en nuestro suelo, hacen venir a las [Mirsonas de 
su familia que dejaron en la tierra natal, a sus parie itos i a sus amigos qne, bala- 
gados con la csperan/.a de encontrar también fortuna, les han encargado obtenerles 
pasajes para trasladarse a su vez a Chile i después de establecidos promover una 
nueva inmigración en el seno de sus familias, jiarientcsi relaciones. 

Esta es la marcha que constantemente se observa en la inmigración, i por eso, 
cuando se la intcrrum^xí i se ponen obstiículos a su libre desarrollo, se suelen pcixlcr 
los resultados por ella prometidos i se esterilizan los esfuerzos continuados i loa di- 
neros invertidos para sostenerla. 

Los escasos recursos con que se cuenta al presente para atender este servicio, es 
la circunstancia que impide darle todo el desarrollo de qne es susceptible i que cxi- 
jen las necesidades industriales del i>ais. 

Sin embargo, lo que so hace ahora contribuye a mantener la idea de que nuestro 
pa's está abierto a la inmigración i presta facilidades a los obreros honrados i com- 
petentes que desean establecerse entre nosotros. 

Fuera de las observaciones ya hechas relativamente al valor de la inmigración sos- 
tenido por la Sociedad, no está demás insistir en este punto, haciendo una lijera 
investigación acerca de las peraonas que solicitan los pasajes i de los favorecidas jíot 
ellos, con el ñn do responder a la objeción que se hace de estarse promoviendo la in- 
migración de (tersonas que no traen industrias nuevas al pais i que vienen a h$tcer 
mas difícil la condición de algunos gremios, como el de costureras, por ejemplo. 

Consultando el rejistro de inmigración, que contieno indicaciones tanto del nom- 
bre, profesión i domicilio del solicitante, cuanto del nombre, edad, nacionalidad i 
oñcio de las personas favorecidas, se encuentra invariablemente que los ])asiyjes b^n 
sido otorgatlos en conformidad a las mirsj} i propósitos que siempre ha sostenido li^ 
Soc iedad. Son, ya miembros de las familias de obreros aquí establecidos, ya parlen- 
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tes o amigos, obreros taiubicu o, eii fin, artesanos encar gados iior mieatiOH indus- 
trialca. 

Como ejemplos convionc citar algunos casos. 

Orden de ])asajtí número 5. — Solicitante, T. M., profesión albañil, domiciliado en 
Santiago. — Pasajes solicitados: J. M., de 70 años, padre del aolicitanto; ,í. M., de 
2G aflos de i^dad, do profesión albanil; i E. M., do 24 aflos, de profesión ooaturera, 
hennanos del solicitante: todos naturales de £s[iaña. 

Orden do iwsajje número 6. — Solicitante, N. T., de profesión maquinista, domi- 
ciliado en Santiago. — Pasajes ^ol;(.'itadc8: F. T. , de 63 años de e<lad, de profesión 
viticultor, padre del solicitante, B. T., de 27 aftos, <'e profesión viticultor; i K T., 
de 38 años de edad, con tres niños: todos naturales de Francia. 

Orden de j»asajo número 20. — Solicitante, P. S., de profesión tapicero, domicilia- 
do en Santiago. — Pasajes solicitados: E. S., de 44 años de edad, de profesión eba- 
nista; E. S., de 26 años de edad, ebanista; M. S., de 35 años de edad, de profesión 
costurera; VI. S., do 18 anos de edad, de profesión costurera; X S., de 23 años, de 
profesión camisera; J. G., de 45 años, herrero; C. G., de 40 años, modista; C. G , 
de 23 años, costurera; Á. M., de 40 años, costurera: todos naturales de Francia. 

Orden do pasa^je número 23. — ííolicitantc, S. P., de profesión fabricante de licores 
i conservas, domiciliado en Santiago. - Pasajes solicita<io8: D. P., de 25 años de 
edad, do ]írofes¡on costurera, hermana del solicitante; i J. R, de 28 años de edad 
destilador-licorista. 

En cuan lo a las órdenes de jiasajes csclusivanieute para oljreros encargados por 
nuestras fábricas, se pueden citar las (inlenes siguientes: 

Urden de pasaje número 30, otorgada a favor do un ce. vecero, un maquinista i 
.sos rcs|)ectivaH familias, de Alemania. 

Orden número 43, otorgada a favor de A. C. do 6., de 35 afloa do edad i de pro- 
fesión fabricante de cementos; i J. (i. de G., de 55 año?, madre de la anterior. 

Oi-den número 53, otorgada a favor de cuatro fabricantes de vidrios i una hermana 
de uno de ellos. 

Orden número 62, otorgada a favor do dos molineros i sus respectivas familias. 

Las anteriores consideraciones, datos e infoiinca, llevarán, estoi seguro, al ánimo 
de US. el convencimiento de los grandes servicios «pie presta i ])restai á al jmis el 
servicio de inmigración que sostiene la Sociedad i me halago con la esperanza do 
que, reconociéndolo así US., se ha de servir prestar a la Sociedad su decidido apoyo 
para continuar la obra comenzada, darle mayor amplitud i estender grado por grado 
sus l)eneticios. 

La Sociedad ruega así a Uá. que en voz de reducir las suma para el trasporte de 
inmigi-antcs industriales, se siiva US. manteui-iU, por lo m^nos, en la cifra de 45 
mil |>esos que consulta el ítem 2, de la partida 5.* del presupuesto vijente. 

A la mayor fuerza de esta petición concuricn las dificultades que encuentran para 
su desarrollo, ]or hi falta de bruzo?, algunas do las industrias mas importantes dd 
pai.s. As', por ejemplo, la inlu.stria salitrera se ve amenazada de no ]»oder entregar 
al consumo hi jíroduccion señalada para este año, i la esplotacion de las minas de 
carbón de piedra sufre por aquella misma causa. 

La circunstancia todavía de haberse entregado rrcientemente a la agíicultura 120 
mil hectáreas de terreno, agravará también los iiei juicios «pie ocasiona la falta de 
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brazos, pues calculando a razón do un individuo por cada 10 hectáreas, se necesita- 
rian 12,000 hombre jiara el cultivo de las nuevas tierras vonílidas por el Estado. 

Pero sobre todo, séame dado insistir en la necesidad do dar cierta estabilidad a 
osto cérvido, tantas veces contrariado o perturbado, para que el pais pucia sacar el 
verdadero fruto del movimiento de inmigración. 

£1 momento actual es favorable cual ninguno por las disposiciones lojisla!ivas i 
administrativas adoptadas en los Estados Unidos i que cierran las puertas a la inmt* 
gracion por las difíeultades económicas i fínancioras do la Kcpiiblica Arjcntina i del 
Hrasil, i seria realmente mni sensible que en talos circunstancias cerráramos también 
nuestras puertas no concediendo a los inmigrantes contratados por particiilares el 
pequeño ausilio que hoi les dispensa el Estado. 

Dios guarde a US. — Domingo Matte, presidente. — Julio Pérez Canto, secreta- 
rio. — AI señor Ministro de Relaciones Exteriores i Colonización. — Santiago. 



Ni\m. 219. — Santiago, 24 de diciembre do 1895. — Señor Ministro: La corriente 
de inmigración europea hacia Chile que se habia conseguido establecer a costa de 
injeutcs sacrifícios ha^ta 1890, no se ha interrumpido hasta hoi sino momentánea* 
monte on 1891, gracias a las medidas previsoras quo adoptó el Supremo Gobierno 
por influencia en cierta parto de las jestiones de la Sociedad de Fomento Fabril. 

En vez do abandonar i perder sin vuelta todos los ]>acicntes trabajos do propa- 
ganda hechos durante cerca de diez años, se convino en mantener el servicio redu- 
ciíudolo en sus proiwi-ciones como para indicar solamente que nuestro pais no estal)a 
cerrado a la inmigración honrada i labonosa. 

Con el objeto do mejor aprovechar los escasos recursos que se consultaban en el 
pro upneato, en primer lugai*, i on segundo, pira seleccionar mejor el continjente do 
inmigrac'on, se acordó exijir a los inmigrantes el pago de una parte de su pasaje. 

En esta fonna, la Ajencia de Inmigración en Paris, concede ¡tasajea a los obreros, 
comerciantes i agricultores que, según los certificados (pie presenten, juzga dignos 
de mandar al pais. 

La Sociedad, \)ox su parte, tomó a su cargo la tarea de abrir un rejistro i servir 
de intermediaria entre los inmigrantes e industriales aquí establecidos i la Ajencia 
oficial del ramo en Paris, para facilitar la venida de las familias i relaciones de los 
unos i el encargo especial de obreros para los otros. 

En esta forma so ha ejecutado el servicio en los últimos cinco años, con toda co- 
rrección i con el mayor éxito. De este modo se ha hecho fructifera la labor empren- 
dida antes de 1890, promoviendo una especie de inmigración espontánea. Al mismo 
tiempo so ha descargado al Estado i a la autoridad del cuidado de atender la llega- 
da do los inmigrantes, puesto que hoi vienen libremente i»or su cuenta, o contrata- 
dos de antemano. 

En 1894 se concedieron por la Sociedad 211 órdenes do pasajes ¡lara 507 per» 

sonas. 

Eu el alio en curso se han concedido 246 órdenes que comprenden 608 pasajes. 

Se ve, pues, que las solicitudes para traer obreros do Euroi^a aumenta mui wnsi- 
blomoiito i seria una pérdida efectiva i^ara ol pais si no so procurase facilitar oete 
ninyimieiito coaccdiendo cuantos pasajes sean neceiaríos. 
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La Ajeticia cu Paria i la Sociedad ponen ol mayor empeño on qu« la iinu'graoiou 
tenga un valor real para la industria, i ^Mireoe (juo, en gran parte, se han oouaegai- 
do estos resultados. Así, en 1804, ol ndnioro d i porsonns conocedoras de ^Igun ofi- 
cio solicitado por intermedio de la Sociedad fué el 70 por ciento del total; total tp.e 
comprendía ol 75 por ciento de adultos hombres, '¿í) por cicoto de mujeres i 19 por 
ciento de niños 

En ol año anterior, una sola familia trajo en efectivo nmade 50.000 francos, esti- 
mándoe on 200,000 francos el capital importado duraut» el añ j poi los inmigran- 
tes, sin contar con el valor de los equipajes, má<|u¡na6 i herramienta?. 

Por estas razonej, la Sociedail considera de su deber manifestar a V. 8. (pie es ya 
deficiente la suma de 3,000 libras esterlinas, o sean 40,000 posos hasta ahora con- 
sultados on oí presupuesto del Departamento al digno cargo de V. S. 

Del mismo modo, la actual dotación de la oíiinna do inmigración irn Paria, es in- 
suficiente para las variada^} fiuiciones que le corn'S¿)onilua. Eu efecto, esta oficina 
atiei de la contratación de colonos, el servicio de inmigración i la pro)3aganda en fa- 
vor del pais; sirve i*c ajencia de informaciones pam nuestros industriales, i por ul- 
timo ha tomado a su cargo la diníccon de un Musíío de productos chilenos que nues- 
tra institución está organizando en Paris. 

lia Sociedad, rn virtud de estas consi<leracioneB, seria de iqnnion que reorgani/ase 
la ajen ia de Colonización e Inmigración dándolo el [tersoual, enudumcutos i atribu- 
ciones que antes le correspondian i se elevase la suma (pie se consirifa en el presu- 
puesto hasta 6,000 libras esterlinas ^laru ausiliai* en el pago del pasaje por lo menos 
a unos mil inmigrantes en el año. 

La S<x;iedad esliera que Y. S. le prestará en e«ta vez la cooperación que siempre 
ha encontrado en el Supremo Cfobierno para mejorar i cimentar el servicio (^ue tiene 
a su cargo en consideración a las necesidades permanentes del pais, solicitando del 
Congreso Nacional las sumas necesarias. 

Dios guaiile a V. S. — J. Alberto Bravo, victípi'esideute.— J. P&rez CantOf se- 
cretario. — Al sefior Ministro de Relaciones Esteriores i Colonización. 



I otra dirijida a la Sociedad de Fomento Fabril \fOi la. Ajencia Jeueral del Go- 
bierno de Chile en Europa para la emigración i la colonizactQU. * 

Pariff, diciembre 11 de 1S95. —Señor presidente: 

Tenemos el agrado de acusar recibo de las notas de I5d. náms. 139, 149 i 160, 
del S, 15 i 29 de octubre último. 

lumediataiuente que estuvo en nuestro poder la primera de ellas comiinioamos al 
señor Lamas, «pie ya nos habia escrito de Hciiin, [preguntándonos [lor este negocio, 
que teníamos a su disposición los dos pasajes, uno da 2." clase i otra de 3.*, que él 
«lebia utilizar, según las instnicciancs enviadas por la Hociodad. 

U«sta hoi no hemos recibido respuesta a nuestra última carta; |ai*o es de presu- 
mir que esté preparando el viaje de los obreros a quienes son dMtinados esos ¡ma- 
sajes. 
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Agradecemos a usted la noticia enviada en la segunda parte de esa misma nota 
núm. 139. Ya sabíamos por comunicación del Ministerio quo el pasaje a 500 fran- 
cos en soguada clase 83 hallaba autorizado por el Supremo Gobierno. 



En el segundo oficio de los que contestamos, núm. 149, se sirve usted anunciarnos 
que la Sociedad ha resuelto que la) órdenes de pasaje es^^edidas pDr ella caducarán 
tres meses después de su fecha de espediclon, i esto a fín de aumentar en lo posible 
dentro de la escasa cantidad consultada en el presupuesto para este servicio, el nú- 
mero de emigrantes que podrá reclutar la Oñcina do Inmigración. 

Esta medida es otra nueva mauifestacion del esfuerzo iutelijentc i constante que 
debe el pais a la Sociedad de Fomento Fabril, que es tal vez la única institución pú- 
bUca penetrada de la im|)ortancia de incrementar el ]^>oblamiünto del pais |>or medio 
do la inmigración europea. 

Aprovecharemos ^tor nuestra parte esta nueva i'esoluciua de la Sociedad. 



Recibimos también con la misma nota la nómina núm. 13 de los piLsajes esjicdidos 
por la Sociedad en «I año corriente. 



En el oficio núm. 160 kc sirve usted trascribirnos la contestación que ha enviado 
a la Sociedad la casa H. C. Guillct, de Valparaíso, al ofrecimiento que a^piella le 
hizo del señor P. Faconnet oomo grabador. 

No nos ha estrañado ec manera alguna dicha respuesta, porque en los largos años 
que nos ocupamos en este negocio hemos visto siempre el esfuerzo constante del in- 
dustrial estranjeix) establecido en Chile por evitar la inmigración europea que vaya 
a competir con él en el pais. 

En este caso la afirmación de la casa Guillet no ha jiudido menos que hacernoa 
sunreir. 

I.*' Porque nadie ignora que en Europa la cspuciaIi/.acioii produci<ia por la divi- 
sión del trabajo i que forma los eximios obreros especialistas, impide que un graba- 
dor de viñetas ejecute con la misma iKJi'fecoion la escritura, i 

2.** Porque el graba lor señor Faconnet, que la casa Guillet encuentra <no nioi 
fuertc> en su arte, qs nada menos que grabador de la Manufactura Nacional de 
Sávres, el primer establecimiento do la cerámica artística en el mundo, que pertenece 
al Estado francés i ha sido i es la cuna de las artes de la porcelana en los tiempos 
modernos. 

Por otra ¿«arte, basta una mirada sobre loa grabadlos del suüor Faconnet para opí« 
nar como opinó ante nosotros al verlos uno de los primeros pintores de Chile, el se- 
ñor Hárris, calificando de bellísimos esos trabajos. 

Preocupados, pues, como vivimos, do beneficiar a nuestro pais [)3r todos los me- 
dios a nuestro alcance, hemos visto con suma complacencia publicado en los diarios 
de Chile que la Sociedad ha resuelto abrir una escuela profesional pira obraros, en la 
que habrá un curso de gi-abado. 

Aprovechamos, pues, ahora, la oportunidad para ofrecer como i»ri)fcoor al mismo 
fijñor Faconnet, que ademas de enseñar el grabado, tal cual no seria x^osiblc cncua- 
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trar profesor alguno en ol pais, hará un curso aun mas interesante quo el antedicho 
el de fototípk^ artisticaf anexo al anterior. 

£1 fotograbado, sttftor pi'esidente, reemplaza aquí do dia en dia i do mas en mas al 
grabado do cobre i do madera, hasta el estremo de que solo se usa este último en ca- 
sos mui oalifícados. 

La herniosa laminación <|tte los lectores de L'Ilustuítiok franocsa i de otros pe« 
riódicos ilustrados pueden admirar en Chitc^ no son sino simples fotogi'abados, ejecu- 
tados sí por artistas eximios, desde la plancha fotográfica hasta la impresión defi- 
nitiva. 

Esto arte, que permito grabar con la mayor perfección i aprecios reducidísimos, 
ofrecerá en Chile uu campo do trabajo a muchos obreros iutclijentes, a los diarios 
la reproducción diaria de las escenas importantes do los acontecimientos que relatan, 
la creación de periódicos ilustrados, el perfeccionamiento de las nidimentaríos traba- 
jos que 80 ejecutan hoi por cst« método ou el país, como las «Vistas de ChUe>, edi* 
tallas por Jovcr i otros álbumes semejantes, etc., etc. 

£1 material para esto trabajo es baratísimo i cualquiera puede poseer con mui 
p03o gasto un taller. Pero para que esta hidastría del mayor intcixis surja en el pais, 
es preciso preparar al obrero bajo la dirección de un maestro como el sehor Facon< 
net que propongo. 

Si la Sociedad aceptase estA oferta, bastará indicarle el sueldo que se le pagai'á, 
concederle pasaje libre en segunda clase para él, su Señora 1 una hijita de 6 años, i 
autorizar a esta oficina para que, según las instrucciones del seQor Faoonnet, ad- 
quiera por cuenta de la Sociedad el material que debe llevar para el curso. 

Desde luego vemos desde at^ui los malos ojos con que los estranjeros que esplotan 
esta industria en el p au mirarán la popularización de un arte tan sencillo i de tanto 
alcance, pero nosotros al escribir lo ant-crior no podemos sino inspirarnos en los in- 
tereses jenerales de nuestro jmis, que son los altos fines persegiiidos por la Sociedad 
de Fomento Fabril. 

Si fuera necesario, señor presidente, el scftor Facounct enviará de antemano los 
certificados correspondientes. 



Habíamos ya recibido el Reglamento para el servicio de inmignicion Ubre, dictado 
por el Supremo Gobierno, i al que usted ñus llama la atención. Ha sido dictado, 
como lo dice uno de sus considerandos, para reunir en un solo cuer|K) las disposicio- 
nes i reglas que rí jen actualmente. 

Nada mas prob^ktorio que este decreto de la necesidad de dictar una lei orgánica 
de esta importantísima enn presa pública, no solo en conformidad a lo que han hecho 
otros países de inmigración, sino mui principalmente para darle la estabilidad de 
que carece un decreto gubernativo, i hasta podría decirse, la constitucionalidad de la 
existencia de un servicio principal del Estado que vive i se modifica solo ^lor obra do 
la lei de presupuestos. 

£1 Reglamento do que venimos hablando contiene una novedad entro otras, por 
\\ cual, dadas las autorizaciones que parece contendrá el presupuesto del afio próxi- 
mo venidero, va a producirse una disiniuticlou en los envíos de eao afto. Nos rofori'» 
nios a la rebaja de precios en los pasajes. 



6Í llBOOPtíiAOÍON t)B LETlCd 

Páiecerá una paradoja que disminuyendo lo6 precios de los pasaj- s m diAminuya 
sin embargo el uiinicro de inmigrante»; do ^bstantc, es asi, como pasamos a demos* 
trarlo. 

£1 udmero de personas enviadas actualmente os ti máximum de las que es poiúble 
enviar con lo que i>ermite gastar el presupuesto; de modo que si esas » urnas son las 
mismas para 1896, que lo fueron ^lara 1895, gastando ahora el Bastado mas dinero 
en enviar cada emigr«uite, tendrá que disminuir forzosameute el número de los que 
envíe la ofíoina. 

En efecto hoi, en 1895, cada adulto cuesta al Fisco un promedio de 130 francosi 
porque so exijeu 100 del emigrante; |)ero on 1896, el Fisco ¡lagará a las oompaliias 
de vapores 150 francos por adulto, esto es, 20 francos mas, puesto que solo exije 80 
francos al emigrante. 

La disminución total tendrá que ser mas o menos de un 1 5 por ciento, snpueéts 
la suma de 8,000 libras esterlinas ¿lai-a todo el servicio de emigración industrial. 

Las mismas disminuciones ocurrirán con las rebajas de segunda clase i las propor- 
cionales en los passges para niños. 

Si se disminuye el precio do los passges os indispensable aumentar la cantidad 
total consultada en el pre8U}>uesto, ¿lórque do otro modo el efecto do la rebaja OR 
contraproducente. 



Acuso a usted recibo de la Memoría anual presentada por la Sociedad. 



Atenderemos debidamente la solicitud que don Alejandro Zambelli ha prcscnt 
a la Sociedad. 

Acompaño a usted la lista de emigrantes solicitados por la Sociedad i enviados 
mes de noviembre lUtimo. 

Sírvase usted aceptar, señor presidente, las nuevas seguridades de mi distinguida 
consideración. 

N. Vkga. 



23. Inspección de las Colonias de Llanquihue i Chiloé.- 

Se ordena la entrega de fondos al jefe de la Sección de üolonízacion^ 
don Guillermo Pérez de Arce^ a fín de que practique una visita con el 
oT)jeto indicado. 

Santiago, 26 de dicienibre de 1896. 

La tesorería físcal de Santiago pondrá a disposición del jefe de la 
Sección de Colonización del Ministerio de Relaciones Esteriores, don 
Guillermo Pérez de Arce, la suma de doscientos cincuenta pesos, con U 
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cual atenderá a los diversos gastos que le orijine la visita de inspección 
que debe practicar a las colonias de las provincias de Llanquihue i 
Chiloé. 
Impútese el gasto al ítem 4 de la partida 8.* del presupuesto de Co- 
I Ionización. 



Refréndese, tómese razón, rejístrese i comuniqúese. 
MONTT. 

Luis Barrofi Borgoño. 



Nota. — Por diversos decretos do focha 2 do noviembre do 1888; 11 de enero, 3 
de junio, 23 de mayo, 28 do junio, 29 de julio i 26 de diciembre de 1889 i 4 de ju- 
nio de 1890 S6 organizaron diversas oficinas en Santiago Valparaíso, Concepción i 
Talcahuano i)ara la recepción de inmigrantes, los que se suprimieron por docrefcos do 
21 de noviembre i 9 de diciembre de 1890. 
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TITULO II 

División administrativa i marítima 
del territorio con relación a la Colonización 



24. Creación de provincias. — Se divide la República en ocho pro- 
^áncias i se fijan sus límites. 

(57) El Presiden to de la Ilcpública de Chile, etc. 
Por cuanto el Congreso Nacional ha decretado lo siguiente: 
£1 Congreso Nacional, con fecha 28, ha sancionado lo siguiente: 
Ajt. 1.® £1 territorio de la República se divide en las ocho provincias 
siguientes: 

1 .^ Desde el despoblado de Atacama hasta la orilla norte del rio Choa- 
pa. Esta provincia se denominará la provincia de Coquimbo^ su capital 
la ciudad de la Serena; 

2.* Desdo la orilla sur del rio Choapa hasta la cuesta de Chacabuco i 
su cordón de montañas hastii el mar. Esta provincia se denominará la 
provincia de Aconcagua, su capital la ciudad de San Felipe: 

3.* Desde Chacabuco hasta la orilla norte del rio Cachapoal. Esta 
provincia se denominará la provincia de Santiago, su capital la ciudad 
de este nombro; 

4.* Desde la orilla sur del rio Cachapoal hasta el rio Maule. Esta pro- 
vincia se denominará la provincia de Colchagua, su capital la villa do 
Curicó; 

5 * Desde la orilla sur del rio Maule hasta el rio Nuble en su naci- 
miento de la cordillera, siguiendo au curso hasta su confluencia con el 
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Itata i flesde aquí el de este rio hasta su embocadura en el mar. Esta 
provincia se deiiorainará la provincia de Maule, su capital la villa de 
Cauquénes; 

6.* Desde lo? límites indicados a la anteri r, hasta lo que hoi se re- 
conoce con el gobierno de Valdivia. Est i provincia se denominará la 
provincia de Concepción, su capital la ciuda'l de este nombre: 

7.* Todo el territorio que hoi se reconoce bajo la dirección del go- 
bierno de Valdivia. Ksta provincia se denominará la provincia de Val- 
divia, su capital la ciudad del mismo nombre; 

8.** Kl Archipiélago do Chiloó Esta provincia conservar.! su nombre, 
su capital la ciudad de Castro. 

Art. 2.** Si la esperiencia demostrase (pie esta demarcación no es per- 
fecta, i que es susceptible de mejora la siguiente Lejislatura Nacional, 
en la forma que prevenga la (Constitución, la alterará según por enton- 
ces convenga. 

Art. 3.* Las capitales señaladas a las provincias podrán ser variadas 
por sus Asambleas cuando se h van constituido i sancionado sus respec 
ti vas Constituciones. 

Art. 4."* Comuniqúese :il Supremo Poíler Ejecutivo para su cumpli- 
miento i aplioftcion. 

Por tanto, ordeiio que se apliq^ie por lei. insgrtindose en el fíofetin 

Dado en el Palacio de liobieriio en .Sant¡aü:o. a 30 de agosto de 1826. 

Blanco. 

Blanco. 

■ 

Nota.— AuiKiue la pre^íMit lei hv si lo oo.iip] 'tinMití molitínala por las domas 
qu6 comprende esto mu? no título, li iiHírta'n-^s nomo un anteje lente ne«^e'ano ]wra 
la intelijentia do las otras. 



25 Arauco. — Se crea la provincia de este nombre 

Saiitlftgo, !3 (h julio de IS-")^. 

(90) Por cuanto el Congreso Xacional ha discutido i aprobado el si 
guiante 

PROYECTO DE LEU 

Art 1.** Establécese una niiev.i provincia con el nombre de Provincia 
de Atanco, ^u« comprenderá en su deinarciacioQ los territorios indíjen^a 



I DECRETOS SÜPRÍHOS SOBRE OOLONIZAOION 57 



situados al sur del rio Bio-Bio i al norte de la provincia de Valdivia, i 
los departamentos o subdelogacioues de las provincias limítrofes que, a 
juicio del Presidente de la República, conviene al servicio páblicc agre- 
gar por ahora. 

Los departamentos o subdelegaciones completamente sujetos a IfM 
autoridades constitucionales, que por ahora formaren parte de esta nue- 
va provincia, serAn rejidos por los mismos funcionarios i de la misma 
manera que las demás provincias del Estado. 

Los territorios habitados por indíjenas i los fronterizos se sujetarán a 
las autoridades i al réjimen que, atendidas sus circunstancias especiales, 
determine el Presidente de la República. 

Art. 2.** Habrá en esta provincia un intendente, un secretario, un ofi- 
cial de secretaria i un juzgsido de letras; i gozarán el sueldo de cuatro 
mil posos el intendente, de mil el secretario^ de cuatrocientos ol oficial 
de secretaría i de dos mil c.iatrocientos el juez de letras. — Lta residen- 
cia de las autoridades o la capital de la provincia la fijará el Presidente 
de la República 

Art. 3.*^ Se autoriza al Presidente de la República para dictar las 
órdenes que juzgue convenientes para el jnejor gobierno de las fronte- 
ras, para la mas eficaz protección de los indíjenas, para promover su 
mas pronta civilización i para arreglar los contratos i relaciones de co- 
mercio con ellos. 

Art. 4.*» Se constituye en dependencia directa del Presidente de la 
República la Colonia de Magallanes i las demás que se establecieren en 
el listado, i se faculta al Gobirno para que prescriba las reglas especiales 
a que el réjimen de esas colonias debe sujetarse. 

Art 0.° La autorización que confiere esti lei durará por el término 
de cuatro años, i en cada año se dará cuenta al Congreso de las disposi- 
ciones que se dictaren en virtud de ella, i se espedirán los fondos para 
los gastos que la ejecución de las providencias dictadas requiera. 

I por cuanto, oido el Consejo de Estado, he tenido a bien aprobarlo i 
sancionarlo; por tanto, dispongo se promulgue i Heve a efecto en todas 
sus partes como lei de la República. 

MONTT. 

Antonio Varas. 



26. Arauco. — Se deterrqinei el territorio i capital de |a provincia 
(Je este nombre, 

i 
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Santiago, 7 de dieieinh^e de 1852. 

Usando de la autorización que me confiere la-lei de 2 de julio del 
presente año, 

He venido en acordar i decreto: 

Art. 1.* La provincia de Arauco comprenderá por ahora en su de- 
marcación, el departamento de la Laja i todo el territorio que se halla 
situado al norte de Tolten, i al este i sur, de una línea que partiendo 
de la desembocadura dol rio Tabaleo en el Bio-Bio, siga el curso de 
aquel rio hasta la cordillera de Nahuelbuta, i de esta cordillera tome el 
curso del rio Carampangue hasta la desembocadura en el mar. 

Art. 2.* Será por ahora capital de la provincia de Arauco la ciudad 
de los Anjeles. 

Art. 3.** El teiTitorio comprendido entre el Bio-Bio i el Tolten, i 
entre los Andes i la cordillera de la costa, será rejido como territorio 
fronterizo. 

Lo mismo so observará con* el comprendido entro el Carampangue i 
el Tolten i la costa i el mar. 

Art. 4.** I-as autoridades especiales que deben rcjir este territorio, 
residirán, para el primero en la plaza de Nacimiento, i para el segundo 
en la plaza de Arauco; i serán nombradas a propuestas del Intendente. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 

MONTT. 

Avtovio Varafi, 



27. Arauco.— Se declara que la isla de Santa María forma parte de 
Arauco en la provincia de este nombre. 

Santiago, 22 de febrero d.e 1854. 

En vista de lo espuesto por ol Intendente de Concepción en la nota 
que precede. 
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Decreto: 

Declárase comprendida en la jurisdicción del territorio de Arauco de 
la provincia de este nombre, la isla de Santa Miria, i sometida^ por 
consiguiente, a las autoridades de dicho territorio. 

Tómese razón, comuniqúese i publiquese. 

MONTT. 

Antonio Varas, 



28. Arauco. — Se modifican los límites de las provincias de Concep- 
ción i Arauco. 

Santiago, 25 de feh^ero de 1854, 

Teniendo presente los inconvenientes que ba ofrecido la demarcación 
de los límites del territorio de Arauco en la provincia del mismo nom- 
bre, i conviniendo modificarla consultando el mejor servicio público, 

Decreto: 

El límite entre el territorio de Arauco en la provincia de este nombre 
i el departamento de Lautaro en la provincia de Concepción, será una 
línea que tome el curso del rio Laraquebe desde su desembocadura en 
el mar i siga por el cordón de la cordillera llamado de la costa hasta 
tocar en el territorio de Nacimiento en la cordillera de Nahuelbuta. 

Tómese razón, comuniqúese i publiquese. 

MONTT. 

Antonio Varas. 



29. Arauco. — Se erijen en territorios de colonización los departí- 
mentes de Angol, Lobu e Imperial, deja Arauco de ser territorio de 
indíjenas i se fija en Angol la capital de la provincia. 

Santiago^ 15 de juHo de 1869; 
Por cuanto el Congreso N'acional ha discutido el siguiente 
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PROYKCTO D£ hMl 

Art. 1.^ Dentro de loa limites B jados actualmente a los departamen* 
tos de Nacimiento; Arauco i Valdiria, se formarán los nuevos departa- 
mentos que se denominarán de Angol, Lebu e Imperial, bajo los limites 
siguientes: 

El de Angol se separará del de Nacimiento, por el norte con el rio 
Renaico desde su nacimiento en la cordillera hasta su desembocadura 
en el Vergara, i de allí una linea que, dirijiéndose por los cerros de 
Maitenregüe^ vaya a parar a la cima de la cordillera de Nabuelbuta 
por el sur, el río Cautín desde su nacimiento en la cordillera basta el 
punto en que entra el río Rumalhue al Imperial i por el este, la cordille- 
ra de los Andes; i por el oeste, la cima de la cordillera de Nabuelbuta i 
el curso del río Rumalhue. 

ÍA plaza de Angol será la cabecera del departamento i también lo se- 
rá, por ahora; de toda la provincia de Arauco. 

El departamento de Lebu estará sepíirado del de Arauco: por el norte, 
con el río Quiapo desde su desembocadura en el mar hasta las Anguillas 
i desde allí basta el puente de Trentren, de este punto, linea recta has- 
ta el vado de Curanilahue, siguiendo el curso de este rio basta su naci- 
Oriento en la cordillera de Nabuelbuta, por el sur, el rio Imperial; por el 
este, el limite oeste fíjado al departamento de Angol, i por el oeste, el 
mar. 

La isla de la Mocha queda comprendida dentro de este departamento, 
cuya cabecera será el puerto do Lebu. 

El gobernador tendrá mil quinientos pesos de renta anual, i se le asig- 
na un escribiente a la gobernación con trescientos pesos al ano i treinta 
para gastos de escrítorio. 

El departamento del Imperial estará separado del de Valdivia: por el 
sur, con el limite norte ñjado a la subdelegacion de San José con la del 
Toltén desde el mar hasta la confluencia del río Cruces con el Lenfucade 
i desde allí el cordón de los cerros de Huiple hasta la cordillera de los 
Andes; por el norte, el río Imperíal hasta su nacimiento en la cordillera; 
por el este, la cordillera de los Andes, i por el oeste, el mar. 

La plaza de Toltén servirá de cabecera del departamento, i tendrá loa 
mismos empleados que se han señalado para el de Lebu i coq los mis 
n^os si^eJ^Qf . 
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La subdelegacion de Culenco, del departamento de Lautaro, formará 
en adelanto parte del de Nacimiento bajo sub limites actuales. 

Art. 2.^ El departamento de la Laja quedará servido por un Gober- 
nador con la renta de dos mil pesos anuales, un escribiente con cuatro* 
cientos pesos anuales i cuarenta pesos para gastos de escritorio. 

Art 3,^ £1 juzgado de letras de la provincia continuará residiendo en 
a ciudad de los Anjeles 

Art. 4.^ Los departamentos de Angol, Lebu e Imperial, se considera* 
rán como territorios de colonización i sus autoridades dependientes in«« 
mediatas del Presidente de la República. 

Art. 5.^ £1 departamento de Arauco dejará de ser considerado en 
adelante como territorio de indijenas, pudiendo sus habitantes celebrar 
contiatos sin sujeción a la leí de 4 de diciembre de 1866. 

Art ^,^ £1 juez de letras de la provincia do Valdivia entenderá en 
todos los juicios civiles i criminales que ocurran en el departamento di 
Imperial, i el de Arauco en los que correspondan al departamento de 
Lebu, debiendo uno i otro juez sujetarse a las disposiciones de la lei de 
4 de diciembre de 1866, en los casos a que ésta se contrae. 

I por cuanto^ oído el Consejo de £stado^ he tenido a bien aprobarlo 
por tanto, promulgúese i llévese a efecto en todas sus partes como le 
de la República. 

Pérez. 

Migud Luis Amunátegui, 



30. Arauco. — Se divide en las provincias de Arauco i Bio-Bio i el 
territorio de colonización de Angol. 

Bantio-go, 13 de octubre de 1875. 
Por cuanto el (Congreso Nacional ha discutido i aprobado el siguiente 

PROYECTO DE LEI: 

Art. 1.* De la actual provincia de Arauco de los departamentos de 
Lebu e Imperial, se formarán dos provincias i un territorio de coloniz»* 
cion. Una de estas provincias se denominará Bío-fiío i k otra Arauco. 
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Art. 2° La nueva provincia dol Bío-Bío se compon dri de los depar- 
tamentos del Laja, Xacimiento i Mulchcn. De éstos, el del Laja conser- 
vará sus limites actu«ales. La ciudad de los Anjeles, su capital, lo será 
también de toda la provincia. 

Art. 3.^ £1 departamento de Nacimiento se dividirá en dos, que se 
donomincirán Nacimiento el uno i Mulchén el otro. 

El departamento de Nacimiento tendrá los límites siguientes: por el 
norte, poniente i sur, los que actualmente tiene; por el oriente, el cami- 
no público que parte de la confluencia del Bureo con el Bío-Bío i hacia 
el vado de los Huemules en el Kenaico. 

Su capital será la ciudad de Nacimiento. 

Art. 4.** £1 departamento de Mulchén estará limitado: al norte, por 
el Bío-Bío; al oriente, por la cordillera de los Andes; al sur, por el Re- 
naico; i al poniente, por el camino antedicho, que lo separa del departa- 
mento de Nacimiento. 

Su capital será la ciudad de Mulchén. 

Art. 5.'' La provincia de Arauco la formarán los departamentos de 
Arauco, Lebu, Cañete e Imperial. 

Art. 6.** Los departamentos de Arauco e Imperial conservarán sus 
límites actuales. 

Art, 7.* El actual departamento de Lebu se dividirá en dos: el do Le- 
bu i el de Cañete. 

Los límites del departamento de Lebu serán los siguientes: por el 
norte, poniente i oriente^ los que tiene en la actualidad; i por el sur, el 
estero de Kimaiquen desde su desembocadura en el Licauquen, desde 
el nacimiento de éste una líncji recta hasta la quebrada de Hueramávi- 
da, i esta misma quebrada hasta llegar a la cima de la cordíllem do Na- 
huelbuta. 

Su capital será la ciudad de Lebu, que lo será también de la provin- 
cia de Arauco. 

Art. 8." El departamento de Cañete tendrá los límites siguiente-: por 
el oriente, la cima de la cordillera de Nahuelbuta i el rio Kumalhue; por 
el sur, el rio Imperial; por el poniente, el mar, i por el norte el límite 
sur del depaitamento de Lebu — La isla Mocha pertenecerá a este de- 
partamento. 

La ciudad de Cañete será la capital del departamento. 

Art. d.^ Cada pro\'incia será rejida por los empleados siguientes, con 
la rentti anual que a continuación se espresa: 

Un Intendente; con cuatro mil pesos, seiscientos para casa i oficina 
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del despacho, en caso de no haber edificio íiscal para este objeto, i cien 
pesos para gastos de escritorio; 

Un secretariOi con mil doscientos pesos; 

ün oficial de estadistic¿i, con ocliocientos pesos; 

Un oficial primero, con quinientos pesos; 

Dos auxiliares, con trecientos sesenta i cinco pesos cada uno; 

Un juez de letras, con tres mil quinientos pesos. 

Art. 10. Los departamentos en que no esté la capital de la provincia 
tendrán los siguientes empleados, con el sueldo anual que a continuación 
se espresa: 

Un Gobernador, con rail qu'nientos j^sos, cuatrocientos para casa i 
oficina del despacho, en caso que no hubiere edificio fiscal para este ob- 
jeto, i cuarenta pesos para gastos de escritorio; 

Un oficial ausiliar, con cuatrocientos posos. 

Art. 11. El departamento de Angol con sus actuales límites, queda 
erijido en territorio de colonización, dependiente directamente del Mi- 
nisterio de ReLaciones Esteriores i Colonización. 

Art. 12. El territorio de colonización de Angol será rejido por un 
Gobernador militar. 

Tendrá así mismo un juez de letras, con el sueldo de tres mil pesos 
anuales. 

Tendrá un secretario, con el sueldo de mil posos anuales; un oficial 
de estadística^ con el de ochocientos pesos anuales, i un oficial ausiliar, 
con el de cuatrocientos. 

La oficina de correos i la tesorería que actualmente existe en Angol 
continuarán con los mismos empleados i sueldos que actualmente tienen. 

Art. 13. El Gobernador del territorio de colonización de Angol será 
también Comandante Jeneral de Armas. 

Art. 14. Las prohibiciones de la lei de 4 do diciembre de 1866 i la de 
4 de agosto de 1874 quedan derogadas en el nuevo departamento de 
Lebu i en la parte norte del departamento de Cañete, comprendida 
hasta la ribera septentrional del rio Tirúa. 

En el departamento de Imperial quedan derogadas las mismas prohi- 
biciones en el territorio comprendido entre el rio Tolten, el mar. el 
limite con Valdivia i el rio Lichuen. 

Art. 15. La venta de los terrenos indíjenas se hará conforme a las 
prescripciones del decreto de 14 de marzo de 1853. 

Art. 16. Los terrenos do indíjenas quedan cu lo sucesivo sujetos al 
pago de los derechos de alcabala. Despuei de ser vendidos pagarán 
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también la contribución territorial, debiendo procederse al avalúo de la 
renta de los fondos de indijenas en conformidad a la lei de IS de junio 
de 1874 i al supremo decreto de 23 de junio del mismo año. 

Art. 17. Los terrenos baldíos que existan en la nueva provincia i 
que hubieren sido medidos, hijuelados i tasados, se rematarán en públi- 
ca subasta, seis meses después de concluidas las operaciones de apeo. 

I por cuanto, oido el Consejo de Fstado, he tenido a bien aprobarlo i 
sancionarlo; por tanto, promulgúese i llévese a efecto como lei de la 
República. 

Federico Errázuriz. 

Eidojio Altaviirano. 

Nota. — Sobre división administrativa de A muco, véase dooretos suprenios de 
89 dt en«ro de 1876, de 4 de marzo de 1881 i de 17 i du 21 de octubre de 1885. 

Sobre división administrativa de Uio-bío, véase decretos su))rcmo8 de 13 de 
setiembre de 1869, de 9 de enero de 1871, de 24 de setiembre de 1872, de 23 de 
diciembre de 1873, do 18 de febrero de 1874, de 29 de setiembre de 1874, de 18 
de octubre de 1875, de 22 de febreto de 1876, do 26 de octubre de 1876 i de 8 i 
13 de octubre de 1888. 



31. Chiloé. — Se autoriza al Presidente de la República para variar 
la diviBion de los departamentos de la provincia de Chiloé. 

Santiago, 24 de octuh^e de 1864. 
P^r cuanto el Congreso Nacional ha discutido i aprobado el siguiente 

PROYECTO DB LEI: 

Articulo único. — Se autoriza al Presidente de la República para variar 
la división de departamentos de la provincia de Chiloé, debiendo dar 
cuenta al Congreso del resultado de esta operación en sus próximas 
sesiones. 

I por cuanto, oido el Consejo de Estado, ha tenido a bien sancionarlo; 
por tanto, promulgúese i llévese a efecto en todas sus partes como lei 
de la Repdblica. 

Manuel Montt. 

Antonio Varas, 
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32. Chiloé. — Se determinan los departamentos i limitet revpectiTos 
de la provincia do Chiloé. 

Santiago, 28 de febrero de 1855. 

Considerando : 

1.° Que los departamentos en que al presente está dividida la provin* 
cia de Chiloé no guardan ninguna proporción entra sí ni por su estén» 
8Íon, ni por su población, i que en divisiones administrativas debe con- 
sultarse esta circunstancia en cuanto sea posible; 

2 "^ Que por el gran número de departamentos, algunos han quedado 
reducidos a una población en estremo escasa e insuficiente para que la 
cabecera del departamento sea un verdadero centro administrativo, i 
para que puedan confiarse los cargos que la administración municipal 
exije a personas que tengan la idoneidad necesaria para servirlos con 
acierto; 

3.0 Que la reducida población i la corta ostensión de territorio que 
varios departamentos comprenden, no permiten contar con ningún ramo 
de entradas, ni por consiguiente organizar un servicio municipal de 
alguna eficacia en beneficio de la comunidad; 

i.° Que para dar la debida importancia a los departamentos de la 
provincia i un campo en que la municipalidad respectiva pueda traba- 
jar, contando con algunos elementos, en los objetos de su incumbencia, 
es indispensable que se fijen sus límites de manera que comprendan 
mayor número de habitantes i mayor ostensión de territorios. 

I en uso de la autoriziicion que me confiere la lei de 24 de octubre 
del año prósdmo pasado, 

Pecreto: 

Art. 1.** La provincia de Chiloó se dividirá en adelante en cuatro 
departamentos: Ancud, Castro, Quinchao i Carelmapu. 

Art. 2.0 Estos departamentos tendrán los límites que a continuación 
se espresan : 

El departamento de Ancud limitará al norte por el estrecho de Cha- 
cao; al sur por el rio Anay desde su desembocadura en el mar basta su 
oríjen, i desde este punto por una línea que vaya a tocar al pueblo de 
Dalcahue; i al este i oeste por el mar. Este departamento comprenderá 
los curatos de Ancud, Chacao, Tenaun o Dalcahue. 

£1 departamento de Castro tendrá por límites, al norte: la lína^ que 

desde la büca del rio Anay al pueblo de Dalcahue sirve de límite sur 

9 
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del departamento de Ancud; al sur, este i oeste el mar. Este departa- 
mento comprenderá los curatos de Castro, Chonchi i Lcmui. 

El departamento de Quinchaose formará de l'\s islas que al presente 
componen los departamentos de Achao i Quenac, i las demás que exis- 
ten en sus inmediíicicnes. 

El dejmrtamento de Carelmapu, (jue abrazará la parto continental de 
la provincia e islas adyacentes^ limitará al norte por el rio MauUin, al 
sur por el canal de Chacao i el ,eolfo de Ancud; al este le servirá de lí- 
mite el deslinde con el territorio de colonización de Llanquihue, i al 
oeste el mar. Comprenderá los curatos de Carelmapu i Calbnco. 

Art. 3.* I-A capital del primer departamento será la ciudad de Ancud, 
la del segundo la ciudad de Castro, la del tercero la villa do Achao, i la 
villa de Calbuco la del cuarto. 

Art. 4.® En conformidad a este decreto i a lo dispuesto por la lei de 
8 de noviembre de 1854:, solo se elejirán en la próxima elección, cuatro 
municipalidades que habrán de funcionar en las cabeceras de los cuatro 
departamentos de nueva creación enumerados en el artículo 1.*^ 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 

MONTT. 

Av ionio Varas, 



33. Chiloé. — Se determina el límite noitc del departamento de Ca- 
relmapu. 

Santiago, julio O de IS/I-k 

(92) Con lo espuesto por el intendotite de Chiloé en la precedente 
nota, se declara: 

El límite norte del departíimento de Carelmapu es el rio Maipuó en 
la parte que limita con la provincia de Valdivia, quedando por consi 
guiente comprendidos en el territorio del departamento de Carelmapu 
los distritos de Quennif, Lepigüe, Guatrunes i Cañal. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 
MONTT. 

Avtonio Varas. 

Nota. — Sobre división administrativa <lo Cliiloé, vt'an'c los decretos supremos de 
27 de junio de 1853, de 28 de febrero do 1855 i do 4, 5, O i 14 de noviembre 
4« 1885, 
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34. Llanquihue. — S3 crea la provincia do oste nombre i so fijan sus 
limites. 



Santiago, 22 de octubre de 1861. 
Por cuanto el Congreso Nacional ba disentido i aprobado el siguiente 

PUOVECTO DE LEÍ: 

Art. 1 ® Créale una nueva provincia con el nombre de Llanquihue, 
la cual comprenderá en su demarcación el territorio de colonización del 
mismo nombro, el departamento de Osorno de la provincia de Valdivia 
i el de Carelmapu de la provincia de Chiloé. 

Art. S.^ Sus límites serán: al norte, el rio Bueno desde su desembo- 
cadura en el mar hasta el punto en que se reúne al rio Pilmaiquen, i 
desde este punto el curso de este río i la laguna de Dallegüe; al orien- 
te, la cordillera de los Andes; al poniente, el mar: i al sur, el territorio 
de Magallanes. 

Art. 3.^ Esta provincia se di vi (irá en tres departamentos: Osorno, 
Carelmapu i Llanquihuu. » 

La cabecera de este illtimo, que lo es al presente del territorio de co- 
lonización, será la capital de la provincia. 

Art. 4.^ Habrá en ella un intendente^ con cuatro mil pesos de sueldo 
anual; 

Un seoTetario, con mil doscientos pesos; 

Un ofícial de estadística, con ochocientos pesos, i 

Un ofícial de número, con cuatrocientos pesos. 

Habrá también un juez de letras que ejercerá jurisdicción en todc el 
territorio de la provincia i que dependerá de la jurisdicción de la Corte 
d<í Apelaciones de Concepción. 

Iriste juez conocerá de los delitos leves que se persiguen de ofício, sin 
obstar a la jurisdicción de los subdelegados en esos mismos delitos, siem 
prc qiie hayan prevenido en su conocimiento. Le corresponde también 
poner el cúmplase a las sentencias condenatorias de los subdelegados i 
podrán reeverlas i juzgar de nuevo el delito a que se refieran, siempre 
que no hayan tenido segunda instancia i no las encuentre conforme a 
las leyes.^ 

Art. 5.^ Se declara puert^ ii^avor la capital de la provinciar eriiid« 
por €»t^ J^. 
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Art. 6.® Se autoriza al Presidente de la República, por el término de 
dos años, para que altere los límites actuales de los departamentos de 
la nueva provincia. 

I por cuanto, oído el Consejo de Estado, he tenido a bien sancionar- 
lo; por tanto, promulgúese i llévese a efecto como lei de la República. 

José Joaquín Pérez. 

Manuel Alcalde. 



36. Llanquihue. — Se determinan los límites de los departamentos 
de Llanquihue, Osorno i Carelmapu. 

Santiago, 3 de octubre de 1863. 

Vistas las notas del intendente de Llanquihue de 16 de abril i 29 de 
mayo del corriente año, i haciendo uso de la autorización que me con- 
cede el art. 6.** de la lei de 22 de octubre de 1861, 

Decreto: 

1.° Apruébase el siguiente proyecto de demarcación territorial de los 
departamentos de Llanquihue, Osorno i Carelmapu. 

2.^ £1 departamento de Llanquihue se dividirá en cinco subdelega- 
ciones i limitará al norte por la laguna i rio de Rahue; al este, por la 
cordillera de los Andes; al sur, por el rio Puelo i el seno de Reloncaví, 
i al oest«, por el río Maipué, desde su confluencia con el Negro hasta su 
confluencia con el Rahue i por una linea desde la confluencia de los rios 
Negro i Maipué hasta la punta de Huatural pasando por el salto de 
Maullin, 
« « • • •••»• •«>••« •••••••.•••■•.*••.•••■ ..«• •■•*«<■•.«*•..•.•••••••• 

8.^ El departamento de Osorno se dividirá en once subdelegaciones i 
limitará: al norte, por la laguna de Pachué i los rios Pilmaiquen i Bue- 
no; al este, por la cordillera de los Andes i el rio Maipué, desde su con- 
fluencia con el Negro hasta su desembocadura en el Rahue; al sur, una 
línea desde el cabo de San Antonio hasta el oríjen del Maipué, i el cur- 
80 de este rio hasta su confluencia con el Negro^ i la laguna i rio Rahué 
hasta su confluencia con el Maipué, i al oeste, el mar. 

• •«• • • • 

20. £1 departamento de Carelmapu se dividirá en once subdelegacio- 
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nes i limitará: al norte, por los departamentos de Osorno i Llanqmhue, 
separándolo del primero una línea desde la punta o cabo de San Anto- 
nio hasta el oríjen de Maipué i el curso de este rio hasta su confluencia 
con el Negro, i del segundo, el rio Puelo i ol seno de Reloncaví; al este, 
también por una línea desde la confluencia de los rios Negro i Maipué 
hasta la punta de Huatral, pasando por el salto del MauUin i por la 
cordillera de los Andes; al sur, por el canal de Chacao, el golfo de An- 
cud i la ensenada i rio de Coman, i al oeste, por el mar. 

• >•■ ••«• •••• •••«•• •• •••••• •••• ••>• •••• ••••••••■•«■•■•••■•••a 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 

Pérez. 

Manuel A, Tocoryíal. 



"SoT.K. — Loa artículos que hemos omitido en el decreto anterior se refieren a la 
división administrativa, sobre cuya materia pueden verse también los de 27 de junio 
de 1853, de 3 de octubre de 1863, del 8 do mayo, 16 de octubre i 3 de noviembre 
de 1885. 



36. Llanquíhue. — Se declara que la parte del territorio comprendi 
do entre los grados 42 i 47 de latitud sur, que no hubiere sido asignado 
antes a Chiloé, corresponde a la provincia de Llanquihue. 

Santiago, 26 de noviembre de 1894. 

Vista la solicitud precedente, en la que se pide se declare a qué pro- 
vincia corresponde el territorio de la República comprendido entre los 
paralelos 42® i 47° de latitud sur, teniendo presente lo informado por la 
Sección de Jeografía de la Dirección Jeneral de Obras Públicas, i con- 
siderado; 

\.^ Que la lei de 30 de agosto de 1848, que estableció la gobernación 
marítima de Magallanes, dio a su territorio por límite norte el para- 
lelo 47«; 

2.<* Que el decreto de 8 de julio de 1853, que erijió en territorio de 
colonización el Establecimiento de Magallanes, no alteró los límites fija- 
dos a aquél por la mencionada lei de 30 de agosto de 1848; 

3.** Que 1a lei de 22 de octubre de 1861 asignó a la provincia de Llart- 
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quihue por el sur el territorio comprendido hasta el territorio de Maga- 
llanes; 

4."" Que el decreto de 3 de octubre de 1663, que fijó los límites de los 
tres departamentos de la provincia de Llanquihue, dejó de comprender 
mas de cinco grados del territorio asignado a diclia provincia por la ci- 
tada lci| o sea desde algunos minutos al norte del grado cuarenta i dos 
hasta el cuarenta i siete, i 

5.^ Que para la regularidad de diversos servicios, es necesario esta, 
blecer la jurisdicción administrativa a que está sometido ese territorio- 
decreto: 

Pe declara que el territorio de la República comi)ren(lido entre los 
paralelos cuarenta i dos i cuarenta i siete de latitud sur, i que no hu- 
biere sido asignado por disposiciones anteriores a la provincia de Chiloé, 
forma parte del dep<artamento de Llanquihue, de la provincia de este 
nombre. 

Tómese razón, comuniqúese^ publíquese e insértese en el BoUiin de 
las Leyes i Decretos del GoHemo. 

MoNTT. 

Lni'ique Mac-Iver, 



37. Malleco i Cautín. — Se crean las provincias de estos nombres i 
se fijan sus límites. 

Santiago, 12 de marzo de 1887. 
Por cuanto el Congreso Nacional ha discutido i aprobado el sigin"ente 

PJROYECTO DE LEÍ: 

Art. 1.** Del territorio de colonización de Angol i de una parte de 
los departamentos de Cañete e Imperial, de la provincia de Arauco, se 
forman dos nuevas provincias, denominadas de Malleco i de Cautín. 

Art. 3.® La provincia de Malleco limitará: 

Al norte, por el límite sur do la provincia de Bio-Bio, desde la cor- 
dllleiu de Nahuelbuta; 

Al oriente, por la cima de la cordillera^ desde su intersección con el 
limite norte hasta el volcan Lonquimay; 
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Al sur, a partir de este volcan, por ol curso del riachuelo Ñire hasta 
su confluencia con el Cautín; el curso de este rio hasta el volcan de Lia* 
Ilacura, i desde aquí una recta al puente situado a inmediaciones de 
Quillen, sobre el rio de este nombre; el curso de este rio hasta su con- 
fluencia con el Lumaco, i luego el paralelo correspondiente a este punto 
de confluencia hasta la cordillera de Nahuelbuta; i 

Al occidente, la cima de esta cordillera hasta tocar el limite norte de 
la provincia. 

Art. 3.** Esta provincia se dividirá en tres departamentos, denomi- 
nados: Angol, Collipulli i Traiguén, siendo la capital del primero la 
ciudad de Av!gol, que lo será también de toda la provincia; del segundo 
la ciudad de Collipulli i del tercero la ciudad de Traiguén. 

El departamento do Angol limitará : 

Al norte, por el límite norte de la provincia, desde la confluencia del 

Kenaico con el Mininco hasta la cordillera* de Nahuelbuta; 

Al occidente, esta cordillera hasta el nacimiento del riachuelo del 

Molino; 

Al sur, el curso de este riachuelo i el del rio Bolleco hasta su conjun- 
ción en el Puren, i de aquí el rio Lumaco, formado por la confluencia 
de ambos, hasta la desembocadura del riachuelo Kanquilco; el curso de 
éste hasta la línea divisoria de las hijuelas números 643 i 644; la que- 
brada de Milladomiche hasta el riachuelo Traucura, cuyo curso so sigue 
hasta su desembocadura en el Reihue; i el de este rio hasta el vado del 
camino de Nupanqui; 

Al oriente, por este camino hasta ol fortin de Chiguaihue, i luego una 

línea que, pasando por los cerros de Pichigualihueico i Gualihuaico lie* 

gue hasta la confluencia del riachuelo Gaillin con el rio Mininco; i el 

curso de est^ rio hasta su unión con el Benaico. 

El departamento de Collipulli limitará: 

Al norte, por el rio Renaico, límite norte de la provincia, desde la 

cordillera de Pemehue hasta el punto a donde recibe al Mininco; 

Al occidente, por el departamento de Angol; 

Al sur, por el rio Reihue, desde el vado del rio de Nupanqui hasta 
8u confluencia con el riachuelo Ranquin; el curso de este riachuelo hasta 
el cerro Raquoumáhuida; la cima de la montaña de este nombre hasta 
la de Curimáhuida, i de aquí una recta al recodo del rio Dumo en la 
hijuela número 972, el curso de este rio hasta su nacimiento, i, por ulti- 
mo, la cima de la montaña que en esa parte media entre los rios Traiguén 
i Malleco hasta la cumbre de la cordillera de Pemehue; i 



1 
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Ál oriente^ esta oordiUera. 

£1 depoitamento de Traiguén limitará : 

Ai lUMrte, por el limite sur de ios departamentos do Angoi i Collipulii; 

Ai oceideote, por la cordillera de Nahuelfouta iiasta el orijen del 
Umita de ia pMHriocia; 

Al sur, por este límite, i 

Ai orienta, por la ccM'diilera de Pemehue. 

Art. 4.® La provincia de Malleco tendrá los siguientes empleadoa, 
aon la renta anual que a continuación se espresa: 

Un Intendente, con cuatro mil pesos, seiscientos para oasa i oficina 
del despacho, si no hubiere edificio fiscal, i cien pesos para gastas de 
escritorio; 

Un secretario, con mil doscientos pesos; 

Un oficial ausiliar, con quinientos pesos; 

Un oficial de estadística, con ochocientos pesos; 

Un tesorero, con tres mil pesos. 

Cada uno de los departamentos de Collipulii i Traiguén tendrá un 
Gobernador, con dos mil pesos, cuatrocientos pesos para casa, si no 
hubiere edificio fiscal; un oficial ausiliar, con quinientos pesos, i un teso- 
rero, eon mil quinientos pesos. 

Habrá, ademas, un oficial de Rejistro Civil en cada uno de los depar- 
tamentos de Angol i Collipulii, con residencia en la cabecera respec^- 
ttva. 

En el departamento de Traiguén habrá dos oficiales de ese Rejist-fo^ 
residentes en los pueblos de Traiguén i Lumaco. 

El Presidente de la República fijará los límites dentro de los cuales 
deben ejercer sus funciones estos últimos. 

La renta anual de estos empleados será de mil doscientos pesos para 
el de Angol, de novecientos para los de Collipulii i Traiguén i de ocho- 
cientos pesos el de Lumaco. 

Art. 5.* La jurisdicción del juez de letras de Angol, solo comprenderá 
en lo sucesivo la provincia de Malleco. 

Art. 6.** La provincia de Cautín limitará: 

Al norte, por el límite sur de la provincia de Malleco, desde la cordi- 
llera do Nahuelbuta hasta el volcan Lonquimay, i desde este punto una 
línea que pase por la cima del contra-fuerte i descienda al Bio-Bio, 
frente a su confluencia con el riachuelo Ramelco, i, en fin, el curso 1 
dirección de este riachuelo hasta el límite divisorio con la República 
Arjentina; 
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Al oriente, esfce mismo límite hasta enfrentar al nacimiento del rio 
Traucura; 

Al siir, por la dirección i curso de este rio i el de Pucon hasta su de- 
sembocadura en el lago Villa -Eica» la línea media de este lago i el rio 
Tolten hasta su desmbocadura; 

Al occidente, el Océano hasta la desembocadura del rio Imperial, el 
curso de este rio hasta el lugar denominado Rueadiuca en la cordillera 
de Nahuelbuta i la cima de esta cordillera hasta la intersección con el 
límite sur de la provincia de Malleco. 

Art. 7." La provincia de Oautin se dividirá en dos departamentos, 
denominados Temuoo e Imperial, siendo capital del primero la ciudad 
de Temuco, que lo será también de la provincia, i del segundo la de 
Nueva Imperial. 

Estos departamentos tendrán los límites de la provincia, quedando 
separados entre sí por una linea recta desde el vado del Campamento 
en Quillen hasta el cerro de Crul en la cerranía de Neloi, la cima mae 
occidental de esta cerranfa hasta el nacimiento del riachuelo Bolleeo, í 
de aquí ^l ai^igiu) foso abierto en dirección norte-^ur, pró^imainente 
bastíi el rio Tolten, 

Art. 8.° Esta provincia tendrá los siguientes empleados, con U fenta 
anual que a continuación se espresa: 

Un Intendente, con cuatro mil pesos, aeiecientos pesos para casa i 
oficina del ^fispacho, ni no hubiere edificio fiscal, i cien pesos para gastos 
de escritorio; 

Un secretario, con mil doscientos pesos; 

Un oficial ausiliar, con quinientos pesosj 

Un oficial de estadística, con ochocientos pesos; 

Un tesorero, con tres mil pesos. 

Los empleados especiales que el artículo 1.* transitorio de la leí de 30 
de enero de 1883 asigna a la tesorería de Angol, pasará a prestar esos 
servicios a la tesorería de Temuco, miántras ésta tenga a su cargo el pago 
del ejército del sur. 

El departamento de Imperial tendrá un Gobernador, con dos mil pe- 
sos, i cuatrocientos pesos para casa si no hubiere edificio fiscal; un oficial 
ausiliar, con quinientos pesos i un tesorero, con mil quinientos. 

Habrá también un juez de letras residente en la capital de la provin' 
cia, cuya jurisdicción se estenderá a toda ella, i un notario i secretario 
de juzgado. 
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Dos oficiales del Rojistro Civil, uno residente en la capital, con mi 
doscientos pesos i el otro en Nueva Imperial, con novecientos. 

Art. 9.^ La parte del límite norte de la provincia de Gautin desde la 
desembocadura del rio Imperial hasta el punto de partida del limite sui" 
de la provincia de Malleco, servirá en lo sucesivo de deslinde entre la 
provincia de Gautin i el departamento de Gánete do la provincia de 
Arauco, i la parte del limite norte, desde el volcan Lonquimay hasta la 
cordillera de Gostudes; deslindará igualmente la provincia de Gautin de 
la de Bio-Bio, creada por lei de 13 de octubre de 1876. 

El rio Bio-Bio servirá en lo sucesivo de línea divisoria entro los de- 
partamentos de Laja i Mulchen, quedando en esta parte modificados los 
límites que a ambos departamentos fija la citada lei de 1875. 

Art. 10. La sección restante del antiguo departamento de Imperial, 
después de la deducción indicada en el artículo 1 ® i que se halla com« 
prendida entre el limite sur de la provincia de Cautín i el limite norte 
de la provincia de Valdivia, entre la cordillera de los Andes i el Océano] 
se agrega el departamento de Valdivia de la provincia de este nombre. 

I por cuanto, oído el Gonsejo de Estado, he tenido a bien aprobarlo i 
sancionarlo; por tanto, promulgúese i llévese a efecto cotao lei de la 
República. 

José Manuel Balmaceda« 

Garlos Antúnez. 



Nota. — Sobre divifiioii administrativa de Malleco i Cautín, véase decretos supro« 
inos de 22 de junio i de l.^' de setiembre do 1887. 



38. Malleco. — Se crea el departamento de Mariluan i se fijan sus 
limetes. 

Santiago, 20 de noviembre de 1893. 

Por cuanto el Gongreso Nacional ha prestado su aprobación al si- 
guiente 

PROYECTO DE LBI: 

Art 1.® Greáse en la provincia de Malleco un nuevo departamento 
que se denominará «Mariluan^ i tendrá por capital la actual población 
de Vi ctoria. 
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Art 2.^ £1 departamento de Mariluan limitará: 

Al norte, por el deslinde sur del departamento de CoUipuUi hasta su 
intersección con el límite de la provincia de Bío-Bío; 

Al oriente, las mas altas cumbres de la cordillera de Pemehue hasta el 
nacimiento del rio Cautin a inmediaciones del volcan Lonquimai; 

Al oriento i sur el rio Cautin, desde su orí jen hasta el vado de Llalla- 
cura en dicho rio; desde este punto una línea recta hasta la cima del ce- 
rro de Adcncul i desde ahí las cumbres de la cordillera de Quechereguas 
que dividen las aguas que van al rio Traiguien, hasta tocar con el límete 
sur del departamento de Collipulli; 

Art. 3.® £1 departamenco de Mariluan tendrá los siguientes emplea- 
dos, con los sueldos anuales que se espresan: 

Un gobernador, con dos mil setecientos pesos; 

Un oBcial de pluma, con seiscientos sesenta pesos; 

Un juez de letras^ con dos mil setecientos pesos; 

Un notario conservador de bienes raices i secretario del juzgado; 

Un promotor fiscal con dos mil pesos; 

Un tesorero fiscal, con mil quinientos pesos: i 

Un administrador de correos, con ochocientos pesos. 

Mientra no haya casa fiscal, el gobernador gozará de una asignación 
anual de cuatrocientos pesos. 

Art.^ 4."* £1 Presidente de la República nombrará tres alcaldes que 
ejercerán en el departamento las funciones que les corresponden con 
arreglo a la lei de 12 de setiembre de 1887 hasta la próximas elecciones 
de municipalidad. 

Art. 5.^ Para los efectos de la jubilación se tomará en cuenta el 75 
por ciento de los sueldos asignados por esta lei. 

Artículo transitorio. — £1 Presidente de la Hepública pondrá en vijen- 
cia la presente lei dentro del término de sesenta dias después de su pu- 
blicación en el Diario 0/iciaL 

1 por cuanto, oído el Consejo de £stado, he tenido a bien aprobarlo i 
sancionarlo; por tanto, promulgúese i llévese a efecto como lei de la 
República. 

JORJE MONTT. 

Pedro MonU, 
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39. Cautín. — Se declara que la Isla de Doña ínos forma parte del 
departamonto de Imperial de la provincia de Oautiu. 

Santiago, 6 de dicievibre de 1894. 

Vistos estos antecedentes i lo informado por la sección de Jeografía 
de la Direcion Jeneral de Obras Públicas, i teniendo presento: 

J,® Que Ifts leyes de 12 de marzo de 1887 i 13 de octubre de 1875 
señalan el rio Imperial como límete occidental del departíimento de es- 
to nombre i sur de Cañete, sin determinar espresaraente a cuál de estos 
departamentos corresponde el lecho del rio; 

2.® Que la jurisdicción fluvial de este rio ha dependido del primero 
de los departameutos indicados; i 

3.® Que la isla de Doña Inés, situada entre dos brazos del rio Impe- 
rial, ha dependido igualmente, para los efectos administrativos, del 
departamento de este nombre, 

Decreto: 

Se declara que la isla de Doña lúes pertenece al diepartamento de 
Impepi^l. 

Tómese razón, comuniqúese, publíquese e insértese en el Boletín ds Uu 
Leyes i decretos del Gobierno, 

MOKTT. 

Enrique Mac-Iver, 



40. Oautin. — Se agrega al departamento de Imperial 1 subdelega- 
don de Tirúa. 

Santiago, 16 de febrei'o de 1895. 

Por cuanto el Congreso Nacional ha prestado su aprobación al si- 
guiente 

PROYECTO DK LEÍ: 

Artículo único. — Segregase del departamento de Cañete i agrégase al 
departamento de Imperial la subdelegacion de Tirúa. 
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I por cuanto^ oído el Consejo de Estado, he tenido a bien aprobarlo 
i sancionarlo; por tanto, promulgúese i llévese a efecto como lei de la 
República. 

JORJE MONTT. 

i?. Barros Luco, 

XoTA. — A Tirúa se !e asignó el número 4, scgiin el siguiente decreto: — Santiago, 
6 de abril de 1895. — Siendo necesario [utra el servicio administrativo designar el nú* 
mero do orden que en el departamento do Imperial debe corresponder a la subdelega* 
don de Tin'ia, que la loi mí mero 275 de 16 do febrero tUtimo segregó del departamen- 
to de Cañete para anexarla a aquél, decreto: La referida subdelcgaciou do Tirüa 
tendrá el número 4 en el departa:nento de Imperial. 

Tómese razón, oomunlqnese i publíqucse. — Moxtt. — R. Barros Luco^ 



41. Tierra del Fuego. — Nofei del Perito por parte de Chile en la 
Comisión Iternacional de Límites en que comunica al Ministerio de Re- 
laciones Esteriores ()ue ha quedado defínitivamente señalada en la Tie- 
rra del Fuego la línea divisoria con la República Arjentina. 

Santiago, 10 de octubre 1S95. 

Señor Ministro: 

Remito a US. copia del acta fechada en Santiago a 9 de octubre de 
1895, en la que so aprueban los trabajos de deslinde de la Tierra del 
Fuego, practicados en los años de 1894 i 1895 por la quinta sub-comi- 
sion mista. 

Me es grato poner en conocimiento de US. que por la presente acta 
queda definitivamente señalada la línea divisoria en esa rejion, con 
arreglo a lo dispuesto en el Tratado de julio de 1881 i en el Protocolo 
de mayo de 1893. 

Adjunto se servirá encontrar también US. un plano de la línea divi- 
soria de la Tierra del Fuego, según los trabajos efectuados por la ante- 
dicha comisión. 

Saluda a UvS. con toda consideración. 

Diego Pandos Arana, 

Jd señor Ministro do Relaciones Ksteriore.<<. 



k 
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^£n la ciudad de Santiago do Chile, a nueve días del mes de octubre 
de mil ochocientos noventa i cinco, reunidos los Peritos que suscriben, 
don Diego Barros Arana por parte de la Repiiblica de Chile, i don Nor- 
berto Quirno Costa por parte de la Repiblica Arjentina, con el objeto 
de tomar en consideración los trabajos del deslinde de la Tierra del 
Fuego, practicados por la quinta sub-comision mista demarcadora en 
los años 1894 i 1895, i teniendo a la vista los planos, actas e informes 
de los ayudantes comisionados por arabos Peritos para efectuar esa ope- 
ración, resolviei'on aprobarla, quedando así señalada la linea divisoria 
en esa rejion con arreglo a lo dispuesto en el TraUído de 23 de Julio 
de 1881 i Protocolo de 1.** de Mayo de 1893, por veinticinco hitos, que 
ubicado el primero en el Cabo del Espíritu Santo en el punto indicado 
por el artículo 4.° del referido Protocolo, en latitud cincuenta i dos 
grados, cuarenta minutos sud (52'' 40' sud) i lonjitud sensenta i ocho 
grados treinta i seis minutos treinta i ocho segundos i medio oeste dd 
Grccnwich (68*36*38^" oeste de G.), se prolo2:an, hacia el sur verda- 
dero en la lonjitud referida, a las distancias que so espresan a conti- 
nuación: 

Hito núm. 1 (de fierro), situado en el Cabo del Espíritu Santo, a 
cuarenta i nueve metros de la orilla del mar i a cincuenta metros de 
la orilla del mar i a cincuenta metros de altura sobre el nivel de éste. 

Desde dicho hito se tomaron arrumbamientos verdaderos a los siguien- 
tes puntos: Montt Aimond, norte cuarenta i siete grados siete minutos 
treinta segundos oeste (N. 47° 7' 30" oeste); Monte Dinero, norte tres 
grados veintidós minutos cuarenta segundos este (N. 3*» 22' 40" este); 
Cabo de las Vírjenos, norte veinticinco minuto? cuarenta segundos este 
(N. 250 40' este). 

Hito n 'im. 2 (de fierro) distancia al primero 9,794 

Id. 3 id. i.l: 14,080 

Id. 4 id. id 23.909 

Id. 5 id. id 28,377 

Id. 6 id. id 35,161 

Id. 7 id. id 40.497 

Id. 8 id. id 50.204 

Id. 9 id. id 59,984 

Id. 10 id. id 67,168 

Id. 11 id. id. 76,578 

id, 12 id. id V 88,638 
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Hito núm. 13 (de fierro) distancia al primero 98,986 

Id. 14 id. id 105,742 

Id. 15 id. id 120.792 

Id. 16 id. id 126,937 

Id. 17 id. id 136,918 

Id. 18 id. id 143,875 

Id. 19 id. id 164,184 

Id. 20 id. id 184,789 

Id. 21 (de piedras) id 196,762 

Id. 22 id. id 207,895 

Id. 23 id. id 210,873 

Id. 24 (de fierro) en la latitud 54^ 46' 54" sur. 

Id. 25 id. id. 54" 52' 51" sur. 

Este último hito número 25 quedó situado en la cumbre de la sierra 
que corre en la márjen norte del canal de Beagle. 

Los señores peritos declararon, en vista de lo espuesto, terminada la 
operación de deslinde i amojonamiento de la Tierra del Fnego, i levan- 
taron i firmaron la presente acta en dos ejemplares. 

Firmado. — Diego Barros Arana. —(?. Caro Tu-jle, pro secretario. — 
NoRBBRTO QüiRNo CosTA. — Jiian L Ochag^víiij secretario. 

Concuerda con el orijinal. - G. Caro Tagle, pro-secretario. 

Nota.— Kl límite entre Chile i la Arjentina en Tierra del Fuego fiJDdo en el Tra- 
tado de 23 de julio de 1884| ea el siguiente: 

<Art. 3.'*' En la Tierra del Fuego so trazará una línea que, partiendo del punto 
denominado Espíritu Santo, en la latitud 52° 40', so prolongará hacia el sur, coin- 
cidiendo con el meridiano occidental do Grcenwich, 68" 34', hastjt tocar con el Canal 
Beagle. La Tierra del Fuego, dividida de esta manera, será cliilon.i on la parte occi- 
dental i arjentina en la parte oriental. En cuanto a las Islas, pertonecerdn a la Ke- 
pública Arjeatina la Isla de los Estados, los islotes próximamente inmediatos a éstas 
i (lemas islis que haya sobre el Atlántico al oriente do la Tierra del Fuego i costas 
orientales d) \\ Patagonia; i pertenecerán a Chile todas las islas al sur del Canal 
Bea?le hasta el Cabo de Hornos i las que haya al occidente de la Tierra del Fuego. > 



DIVISIÓN MAKlTíMA 

42. División marítima del territorio.— Se divide en diess gobe;r 
nMones i ^9 fijan 6U9 UmituSf 
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Santiago, 30 de agosto de 1848. 
Por cuanto el Congreso Nacional ha acordado el siguiente 

PROYECTO DE LEÍ: 

Art 1.^ £1 territorio marítimo de la República forma por ahora un 
solo departamento bajo la dirección i mando de un Comandante Jeneral 
subordinado al Ministerio de Estado en el Departamento de Marina. 

Art. 2.* El territorio marítimo de la República se divide en las si- 
guientes gobernaciones marítimas : 

1.* Gobernación Marítima de Atiicama, que comprende el mar i costa 
de la República desde sus fronteras setentrionalcs hasta el paralelo de 
1a ensenada i pueblo de Chauaral, límite de la provincia por el sur; 

2.^ Gobernación Marítima de Coquimbo, que comprende el mar i costa 
de la Bepúbica desde el paralelo de la ensenada de Chaüaral por el norte 
hasta el paralelo de la boca del rio Choapa por el sur; 

3.*^ Gobernación Marítima de Aconcagua, que comprende el mar i costa 
de la República desde el paralelo de la boca del rio Choapa por el norte 
hasta el paralelo de la estromidad norte de la bahía del Horcón; 

4.* Gobernación Marítima de Valparaíso, que comprende el mar i costa 
de la República desde el paralelo de la estremidad norte de la bahía de 
Horcón por el norte, hasta el paralelo de la boca del rio Rapel por el sur; 
5.* Gobernación Marítima de Colchagua, que comprende el mar i cosía 
de la Repiiblica desde el paralelo de la boca del rio Rapel por el norte, 
hasta el paralelo de la boca del rio Mataquito por el sur; 

6." Gobernación Marítima de Maule, que comprende el mar i costa 
de la Repdblica desde el paralelo de la boca del rio Mataquito por el 
norte, hasta el paralelo de la boca del rio Itata por el sur; 

7.* Gobernación Marítima de Concepción, que comprende el mar i 
costil de la Repiiblica desde el paralelo de la boca del rio Itata por el 
norte, hasta el paralelo de la boca del rio Cautin o Imperial por el surf 
8.* Gobernación Marítima de Valdivia, que comprende el mar i costa 
de la Repdblica desde el paralelo de la boca del rio Cautin o Imperiíil 
por el norte, hasta el paralelo d« la caleta de Güeyusco por el sur; 

9.* Gobernación Marítima de Chiloé, que comprende el mar, costa e 
islas de la República desde el paralelo de la caletíi de Güeyusco por ej 
norte, hasta el paralelo de la estremidad meridional de la península de 
Tres Montes'^r el sur; 
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10. Gobernación Maritima de Magallanes, que abraza el mar, costas 
e islas do la Rei^iiblica situadas al sur del paralelo de la estremidad me- 
ridional de la península de Tres Montes; 

il. Gobernación Marítima de Juan Fernández, que comprende el mar 
e islas del mismo nombre i las de San Félix. 

Art. 3.** El puerto de Valparaiso es la capital del Departamento Ma- 
rítimo i el asiento de su gobierno militar i económico. 

Art. 4.^ Cada Gobernación Marítima se subdividirá en las subdele- 
gaciones marítimas que determine el Poder Ejecutivo, como mas conve. 
niente a la matrícula de la jente de mar, a la mejor defensa de las cos- 
tas, a la buena policía de los mares de la República i a la protección de 
los intereses fiscales. 

I por cuanto, oido el Consejo de Estado, he tenido a bien aprobarlo i 
sancionarlo; por tanto, dispongo se promulgue i lleve a efecto en todas 
sus partes como lei de la República. 

Manuel Búlnes. 

Pedro Nolasco Vidal. 



43. Subdelegacion Marítima de Lebu. — Se crea la subdelega- 
ciou de este nombre dentro de la Gobernación de Concepción. 

Santiago, 26 de octubre de 1868. 

En virtud de la autorización que me confiere el artículo 4.*^ de la lei 
de 30 de agosto do 1848, i para consultar el mejor servicio de la costa, 

Decreto : 

Art. 1.** Créase la Subdelegacion Marítima de Lebu dentro de los 
límites de la Gobernación Marítima de Concepción. El puerto de ese 
nombre será la capital de la Subdelegacion. 

Art. 2." La jurisdicción de la Subdelegacion Marítima de Lebu se 
estenderá a la mar i costil de la República comprendidtis entre el para- 
lelo de la punta do Lavapió i el de la boca del rio Imperial. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 



^íinií'ii 



Pií 



'y. 



lederico Ei^dzvriz, 
U 
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44. Gobernación Marítima de Lebu.— So fijan sus límites, 

Santiago, 16 de marzo ds 1878. 

Vista la nota precedente, 

Decreto : 

Los límites de la Gobernación Marítima de Lebu, serán; por el nort« 
la puntíi de Lavapi6, i por el sur, la boca del rio Imperial, comprendien 
do la isla de la Mocha. 

La capitíil de la C4obernacion será el puerto de LcbíL 

Tómese razón, comuniqúese i publíqucse. 

Pinto. 

AL García d^e la Huerta. 



Nota. — No conocemos la clisposicion legal qiio oreara la (¡obci nación Maiítirna 
Lebu, a posHi- <lc liaijorla buscado tMi el BoUtia i Diario O/iciat. 



45. Subdelegacion Marítima de Rio-Bueno.— Se créala Sub- 
delegación Marítima do este nombre dentro de la Gobernación de Val- 
divia. 

SiivtKtfjo, 20 dv oclnhi-e de LS75. 
Vista la nota precedente, 

Decreto: 

1.® Créase la Subdelegacion Marítima do Rio-Bueno dentro del te- 
rritorio de la Gobernación de Valdivia. La capital será el puerto de 
Rio -Bueno. 

2.® Los límites de esa subdelegacion serán: por el norte, el paralelo 
de la boca del Rio -Bueno, i al sur, el de la caleta de Güeyusco. 

3.** La subdelegacion será servida por un subdelegado, que desempe- 
fjará al mismo tiempo las f nuciónos de práctico, con el sueldo anual de 
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quinientos pesos, un patrón de bote, con doscientos pesos al año i cuatro 
marineros, con ciento noventa i dos pesos anuales cada uno. 

Tómese razón, comuniqúese i pul)líquese. 

Errázüriz. 

Ignacio Zenteno. 



46. Subdelegacion Marítima de Valdivia.— Se crea la Subde- 
g*acion Marítima de este nombre dentro de la Gobernación de Valdivia. 

Santiago, 4 lU mayó de 1882. 

Fn vista de los antecedentes adjuntos. 

Decreto : 

1.** Créase en la Gobernación Marítima de Valdivia una Subdelega- 
cion Marítima que llevará este mismo nombre i cuya capital será la ciu- 
dad así llamada. 

2.° Su jurisdicción se estenderá por los rios Vadivia, Cnices, Calle- 
Calle, Anf^achilla i Fut;i hasta el punto estremo en que alcance la in- 
fluencia (le las marcas, quedando separada de la del Corral por el estero 
de la h'nsenadilla, la parto oriental de la isla de San Francisco, la línea 
que VA de li cstremidad sur do esta isla a La Cantera i el rio de este 
nombro husta su confluencia con el Futa. 

'd.** Queda derogado el decreto de 1 1 de julio de 1870 en lo que sea 
contrario al presente. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 

Santa María. 

Carlos Castellov. 



47. Gobernación Marítima de Llanquihue.—Se erije en una 
nueva Gobernación Marítima el mar, costas e islas comprendidas dentro 
del territorio de este nombre. 

Santiago, 1.® de ochihre de 1859. 
Por cuanto el Congreso Nacional lif> aprobado el siguiente 
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PROYETO DE LEÍ: 

Artículo linico. — Se erije en una nueva Gobernación Marítima el mar, 
costas e islas comprendidas en los límites trazados al territorio de colo- 
nización de Llanquihue. 

I por cuanto, oido el Consejo de Estado, he tenido a bien aprobarlo i 
sancionarlo; por tanto, ordeno se promulgue i lleve a efecto en todas sus 
partes como leí de la República. 

Dado en Santiago, etc. 

Makuxl Montt. 

Manuel García. 



48. Qobernacion Marítima de Llanquihue. — Se fíjan sus lí 
vites. 

Santiago, 23 ele setiembre de 1862. 
Por cuanto el Congreso Nacional ha aprobado el siguiente 

PROYECTO DE LEÍ: 

Artículo único. — La Gobernación Marítima de Llanquihue, creada por 
leí de 1.** de octubre de 1859, comprenderá el mar, costas e islas que 
por la leí de 22 de octubre de 1861, se designan a la provincia de Llan- 
quihue. 

I por cuanto, oido el Consejo de Estado, he tenido a bien aprobarlo i 
sancionarlo; por tanto, ordeno se promulgue i lleve a efecto en todas sus 
partes como lei de la República. 

Dado en Santiago, etc. 

José Joaquín Pérez. 

Marcos Matwrana. 



XoTA. — Antes habia sido snbdelegacíon dependiente de la Gobernación de Chiloéi 
según el siguiente decreto: — Santiago, 9 de agosto de 1858. — Por ahora i mientras 
se forma una nuf^ra C^nhernacf on Marítima de Llanquihue, i en uso déla autorización 
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que me confiera k lei de 30 de agosto de 1848, Be erijo en la Gobernación Marítima 
de Chiloé, la Subdclegaciou Marítima de Llanquihue, que abrazará el mar, coatas o 
Ulas coDipreudidas cu el territorio de Llanquihue i determinado \yoT decreto do 27 
de junio do 1863 i 2 de noviembre do 18C4. — Tómese razón i comuniqúese. — MoNiT. 
— Manutt Oarda. 



49. Subdelegacion Marítima de Calbuco.— Se crea la Subde- 
legacion Marítima de este nombre dentro de la Gobernación de Llan- 
quihue. 

Santiago j 5 dejvlio de 1873. 

Tista la precedente nota, 

Decreto : 

1.® Créase la Subdelegacion Marítima de Calbuco en la Gobernación 
de Llanquihue. Su capital será el puerto de Calbuco. 

2.^ P^sta subdelegacion se estendorá desde la caleta de Güeyusco, en 
el Pacífico, hasta la punta de Iluatral, en el seno del Keloncaví, com* 
prendiendo el mar e islas adyacentes hasta la línea divisoria con la Go- 
bernación Marítima de Chiloó. 

Tómese rason, comuniqúese i publíquesé. 

Errázuriz. 

Aníbal Pinte. 



50. Subdelegacion Marítima de las Guaitecas.~Se crea la 
Subdelegacion Marítima do este nombre dentro do la Gobernación de 
Chiloé. 

Santiago, 21 cZe agosto de 1864 

En uso de la autorización que me confiere el artículo 4.° de la lei de 
30 de agosto de 1848, vista la conveniencia de erijir en una subdelega- 
cion marítima dependiente de la Gobernación Marítima de Chiloé el 
Archipiélago de las Guaitecas; oido el Intendente de Chiloé, he acordado 
i decreto : 

Art. 1.® Se erije en Subdelegacion Marítima de Guaitecas, depen- 
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diente de la (.Tobernacion Mar/tima de Chiloé, el archipiélago del mismo 
nombre. 

Art. 2.0 Se designa el puerto de Melinka o Punta Arena, como el 
puerto cabecera de la subdelegacion i residencia de su gobierno ma- 
rítimo. 

Tómese razón i comuniqúese. 

PÉREZ. 

J. Manuel Pinto, 



51. Subdelegacion Marítima de Isla de Pascua. --Se crea 
la Subdelegacion Marítima de este nombie dependiente de la Goberna 
cion de Vali>araiso. 

Santiago, 29 de novievibre de 1890. 

Haciendo uso de la atribución que me confiere la leí de 30 de agosto 
de 1848, 

Decreto : 

I.'' Créase una Subdelegacion Marítima en la Isla de Pascua, cuya 
jurisdicción se estenderá a las costas i a los mares de la citada isla, i 
dependerá de la Gobernación Marítima de Valparaiso. 

2/* Nómbrase subdelegado marítimo de l.i m3ncion:i'la isla al sarjento- 
mayor graduado do ejército, don Roberto Mac-Cutcheon. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 

Balmaceda. 

José F Gana. 






TÍTULO III 

Bienes fiscales, Civilización de Indijenas, 
Inmigración, Misiones de ínfleles i Po- 
blaciones. 



52. Inventario de bienes fiscales.— Se ordena lo formen los 
tesoreros ñscales en sus respectivos departamentos. 

Santi'Cigo, 14 ele abril de 1877. 

(132) Siendo necesario: 1.^ conocer con la exactitud posible los bienes 
raíces de propiedad fiscal, i los títulos de dominio que tiene el Estado; 
2.° que las oficinas fiscales tengan un inventario i tasación de las men- 
cionadas propiedades ubicadas en cada departamento; i 3.° que se fijen 
ostensiblemente los deslindes de los predios rústicos, para evitar inter 
naciones de los vecinos colindantes, 

He acordado i decreto: 

Art. 1,® Las tesorerías fiscales por sí i por medio de sus tenientes, 
formarán una relación de las propiedades fiscales ubicadas en cada de- 
partamento de su jurisdicción. 

Dicha relación contendrá con referencia a cada fundo los datos 
siguientes: 

1.® Si es rural o urbano; 
2.® Su estension i deslindes; 
3.® Objeto a que está destinado; 
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4.° Si está o no arrendado, i en el primer caso, la fecha del contratos 
nombre del arrendatario, plazo i valor del canon; 

5.** Gravámenes o servidumbres que tuviere el fundo; 

6.® Si el Fisco está en pacífica posesión, o si hai juicio pendiente, i en 
este caso, desde qué tiempo, con quién i ante qué juzgado se sigue el 
juicio; 

7*** Títulos de propiedad que tenga el Estado, mensuras, tasaciones i 
planos que pudiera haber. 

Art. 2.^ Tratándose do los ferrocarriles del Estado, corresponderá a 
la tesorería del departamento donde estuvieren las oficinas principales 
de la administración de la empresa, dar razón del costo de la línea, de 
su equipo, de las maestranzas i edifiíios pertenecientes al camino, aun- 
que estén en varios departamentos; 

Art. 3.® Las tesorerías remitirán a la Contad. uia Mayor los referidos 
datos, i esta oficina los consignará en el Rejistro Jeneral de las propie 
dades del Fstado. 

Art. 4.° De las enajenaciones, permutas i d( naciones que se hicieren 
de propiedades del Estado, se tomará nota por las respectivas tesorerías 
en su inventarío i por la Contaduría Ma3'or en el Rejistro Jeneral, ci- 
tando la lei que haya autorizado la trasmisión de dominio. 

Art. 5.** Si no se conociere la estensíon de alguna propiedad, los teso 
reros, sin perjuicio de la remisión a la Contaduría Mayor de los men- 
cionados datos, solicitarán del respectivo Intendente que el injeniero 
civil de la provincia practique la mensura, tnsacion i planos correspon- 
dientes. 

Concluida estas operaciones, el injeniero las entregará al Intendente 
para que sean remitidas al contador mayor j)or conducto del tesorero 
que haya solicitado la ejecución de dicho trabajo. 

Art. 6.^ Los injenieros encargados de la mensura se cerciorarán de 
los linderos de las pro[)ioilades, i si no estuvieren bien determinados 
los fijarán i harán practicar acotamientos en los puntos que fueren ne- 
cesarios. 

Art. 7." Los jefes de tesorerías por sí, o a su solicitud el promotor 
o ájente fiscal del respectivo departamento, harán inscribir los título- 
de propiedad del Estado que carecieren de este requisito, i con el certi, 
ficado del conservador los remitirán a la Contaduría Mayor. 

Art. 8.^ Si no hubiere títulos auténticos que acrediten el dominio 
fiscal, los referidos jefes pedirán al representante fiscal del departamento 
en que esté ubicada la propiedad, que rinda información ante la autori- 
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dad judicial, valiéndose de los medios probatorios necesarios, para que 
el juzgado, con el mérito de ellos, autorice la inscripción en el rejistro 
del conservador. 

Art 9.^ El Rejistro Jenoral de las propiedades del Estado, formado 
por la Dirección de Contabilidad encargada provisoriamente de este 
trabajo, seri remitido a la Contaduría Mayor con todos los antecedentes 
que han servido para formarlo. 

Art. 10. £1 RejistrO) los títulos de propiedad, las tasaciones i planos 
con sus respectivos índices, se conservarán con la debida seguridad en 
un archivo especial. 

Tómese razón i publíquese. 

Pinto. 

Rafael Sotoviayor, 



63. Inventario de bienes fiscales.— Se ordena a los tesoreros 
fiscales, intendentes i contador mayor diversas reglas relativas a los 
bienes fiscales que se dieren en arrendamiento. 

Santiago, 18 tie agosto de 1877. 

(241) Considerando: 

1.** Que lít Contaduría Mayor necesita tener conocimiento de los con*» 
tratos de arrendamientos do propicflades fiscales para cerciorarse- en el 
examen de las cuentas, de la exactitud de los ingresos que hubiere por 
este ramo, i para hacer también en el rejistro jcneral de dichas propie- 
dades las anotaciones indicadjis por decreto de 14 de abril último; 

2° Que para determinar si los fundos físcalcs actualmente arrendados 
deben seguir, i bajo qué condiciones, dados en arrendamiento, o si sea 
preferible enajenarlos o destinarlos a algún objeto del servicio público, 
debe el Ministerio respectivo tener oportuna noticia de la espiraciones 
de los contratos, 

He acordado i decreto: 

1.® La Contaduría ^fayor pedirá a los tesoreros fiscales una razón de 

los predios rústicos i urbanos que corran a cargo de las mismas oficinas 

o de sus tenencias, con especificación del objeto a que están destinados, 

12 
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debiendo, en Ciiso de estar arrendados, acompañarse copia autorizada de 
las escrituras de contrato. 

2.*» Cada vez que se dé en arrendamiento alguna de dichas propieda 
des, deberán las espresadas tesorerías avisarlo a la Contaduría Mayor, 
remitiéndole una copia de la contrata. 

3.*» La Contaduría Mayor pasará al Ministerio de Hacienda, en el 
mes de enero de cada ano, una razón de los fundos arrendados, con 
espresion del nombre de la propiedad, ubicación, canon i fecha en que 
termine el contrato. 

4.® Los intendentes i gobernadores darán aviso al mismo Ministerio 

de los arriendos que estén por terminar, i emitirán su opinión acerca del 

destino que sea mas conveniente dar a dichas propiedades, indicando, en 

caso de optíxr porque se den en arrendamiento, las bases bajo las cuívles 

deberán celebrarse los contratos. 

En ningún caso se procederá al arrendamiento sin orden del Go- 
oierno. 

Tómese razón i publíquese. 

Pinto. 

Rafael 8otomayo^\ 



54. Inventario de bienes fiscales. — Se ordena remitan los teso- 
reros al Ministerio de Hacienda la nómina de las propiedades que poseo 
el Estado en los respectivos departamentos. 

Santiago i 15 d^ agosto dé 1893. 

[ lios tesoreros fiscales de la Kepública remitirán al Ministerio de Ha- 
cienda, antes del L** de diciembre próximo i conforme a las instruccio- 
nes que lesjmparta la Dirección del Tesoro, una nómina de las propie- 
dades que posee el Estíido en sus respectivos departamentos. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 

MüNTT. 

Alejandro Vial 
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55. Obligaciones pecuniarias contra el Fisco. — Se ordena 

trascribir oportimamente a la oficina de coiitablilidad todo contrato que 
imponga al Fisco obligaciones pecuniarias . 

ValparaisOy 31 de marzo de 1884. 

Visto el presente oficio de la Dirección de Contabilidad, i consideran 
do que para llevar debidamente el rejistro a que se refiere el número 4 
del artículo 14 de la leí de 20 de enero de 1883 que organiza las ofici- 
nas de tesorería i contabilidad, es indis})ensable que esta última tenga 
oportuno conocimiento de torios los contratos de que derivan obligacio- 
nes pecuniarias i)ara el Fisco, 

Decreto : 

Los contratos que impusieren al Fisco obligaciones pecuniarias serán 
transcritos oportunamente a la oficina de contabilidad por el Departa- 
monto de Estado a que correspondan. 

Anótese, comuniqúese i publíquese. 

Santa Makía. 

72. Barros Luco, 



58. Deudas a favor del Fisco por vaatas de terranos — So 
ordena hacer ligiirar e.=^bo3 eré Utos en el b.ilanco de la Hacienda Pública. 



Santiago, 9 de octuMre de 1889. 

Teniendo presente que en el balance de la Hacienda Pública, no se 
hacen figurar los créditos a favor del Fisco provenientes de las ventas a 
plazo de los terrenos do colonización i de los del nuevo malecón de Val- 
parai.so, sino solo los dividendos anuales ([ue percibij por dichas ventas, 

Decreto: 

I.** Desde el próximo balance do la Hacienda Pública, la Dirección 
de Contabilidad hará incluir en el haber del indicado balance las canti- 
dades que se adeuden al Tesoro Nacional, por ventas a plazo de los 
terrenos de colonización i de los del nuevo malecón de Valparaiso; 

2,"^ Comisiónase al inspector de oficinas fiscales doA Belisario Herrera 
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Matiterola para que, en vista de las escrituras respectivas i de los datos 
que le suministren la Dirección del Tesoro i las tesorerías fiscales de 
Valparaiso i Angol, practique la liquidación correspondiente. 

Tómese razón, comuniqúese i publíque^e. 

Balmaceda. 

F. N. Oandar illas. 



57. Juntas de Almoneda. —Se establecen en las capitales de 
provincia donde no haya tesorerías principales, Juntas de Hacienda i de 
Almoneda. 

SaJitiago, 3 de juHo de 1852. 

No existiendo juntas de Hacienda i de Almoneda en las provincias 
donde no hai tesorerías principales, i conviniendo hacer ostensiva a 
ellas esta institución para legalizar ]a enajenación de especies de propie. 
dad Hscul, sin necesidad de trasladarlas a otras provincias con los per- 
juicios consiguientes, para que se verifique el remate ante la Junta de 
Almoneda i para los demás asuntos que incumben por las leyes a dichas 
Juntas, 

He acordado i decreto: 

1.® En las capitales de las provincias donde r»o haya tesorerías princi- 
pales, la Junta de Hacienda i la de Almoneda, se formarán, con los 
fines indicados, del intendente, juez do letras, teniente de ministros» 
ájente fiscal i del escribano público que actuará en los acuerdos; 

2.® De los acuerdos de la Junta de Hacienda i de los remates que 
se hagan ante la de Almoneda, se dará cuenta al ÍTobierno para su 
aprobación, remitiendo las actas en copias autorizadas por el escribano, 
sea que haya precedido o no la autorización suprema para dichos acuer- 
dos o remates. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 
MONTT. 

José Guillermo Waddington, 

KoTA. — Sobie Junta do Almoneda véase el art. 146 de las iOrdcuanzas de Inten- 
dcntc8>. 
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58. Instrumentos públicos en que sea parte o tenga ínteres 

el Fisco. — Se declara deben otorgarse ante el Notario de Hacienda. 

Santiago, mayo 29 de 1863. 

En virtud de lo espiiesto en la nota que precede, i considerado: 

1.® Que el conocimiento de las causas de Hacienda en Santiago está 
deferido al juez do derecho del Tribunal del Consulado; 

2.** Que para la mas pronta espcdicion de dichas causas es conveniente 
que haga de secretario en ellas el mismo secretario del Juzgado de 
Ck)mercio¡ i 

3.° Qne el Notario de Hacienda queda suficientemente rcnumerado 
de 8U trabajo con los derechos que percibe por el otorgamento de escri- 
turas i con la pieza que se le da para la colocación de su rejistro, 

Decreto: 

Art. ].** Quedan separadas las funciones de secretario i de notario 
de BLacienda, debiendo desempeñar el primer cargo el secretario del 
Tribunal del Consulado. 

Art. 2.** El Notario de Hacienda llevani el rejistro de todos los ins- 
trumentos públicos que se otorgaren en que fuese parte o tenga interés 
el Fisco, e intervendrá en todas aquellas dilijencias en que sea necesaria 
su presencia a juicio de los jefes de las oficinas fiscales. 

Art. 3.° El sueldo de trescientos pesos asignados en el presupueste 
«al escribano de Hacienda se dará al secretario de Hacienda. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 

Pérez. 

Domingo Santa Maria. 



59. Instrumentos públicos en que sea parte o tenga interés 

el Fisco. —Se declara deben otorgarse ante el Notario de Hacienda las 
escrituras en que el Fisco tenga interés directo o indirecto. 

Santiago, 15 fíe marzo de 1887. 

Vistos estos antecedentes, 

Se declara: 
Que con arreglo al decreto supremo do 29 de mayo de 1863, deben 
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estenderse ante los Notarios de Hacienda, no«olo las escrituras públicas 
en que el Fisco aparezca como paite principal, sino también aquellas en 
que tenga algún interés directo o indirecto, como igualmente las escri 
turas de fianzas u otras que según la Ici, mandato judicial o administra 
tivo deban otorgar los empleados públicos. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 



BaLM ACEDA. 



Affusiln Edwards 



60. Derechos en pleitos o negocios concernientes a la Ha- 
cienda Pública. — Se declara que los Notarios Públicos no tienen de- 
recho para cobrar emolumentos por las dilijencias que practiquen en 
negocios concrcniejites a la Hacienda Pública. 

Santiacjo, ÍU de rnayo de 1882. 

Vistos los precedentes oficios del Gobernador del departamento de 
Rancagna i la consulta a (|ue ellos se refieren; visto el informo del Fiscal 
de líncienda sobre el punto consultado, i considerando que el artículo 
30 de la Ici do 21 de diciembre de 18Co sobro aranceles judiciales, dice 
testualmente que: «No se cobrarán derechos al Fisco, ni al que hubiere 
sido declarado pobre para litigar en el juicio do (pie se trata»; 

Considerando: que la primera i)roposicion del precedente art'culo 
tiene un sentido absoluto i que el estar ligado copulativamente a la 
proposición siguiente no supone que esté modificado por las restricciones 
que dominan a esta última; 

Considerando: que las disposiciones legales anteriores a la leí do 21 
de diciembie de 1865 tenian encargada la [wáctica de que los escribanos 
no cobraran al Fisco derechos por ningún [)leito ni negocio relativo a la 
Hacienda Pública, i que es mui natural que el Gobierno tuviera en 
cuenta este antecedente al dictar con la debida autorización del Con- 
greso la citada lei de 21 de diciembre de 1865, 

Se declara: 
Que los Notarios Públicos no tienen derecho a cobrar emolumentos 



r 
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al Fisco por las dilijencias que practiquen dentro o fuera de sus oficinas 
en los pleitos i negocios concernientes a la Hacienda Pública. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 

Santa María. 

P. L, Citadra, 



Nota. — Insertamos la slgiiieuto sentencia do la Kxcina. Corte Suprema i que se 
rejistra en la Gaceta de tos Tribunales j afio 1892, núra. 1,829: 

KL FISCO CON SEGRETARIO JUDICIAL DK CAÑKTE, SQnUlí EXENCIÓN DE PAGO 

DEL TU A BAJO MANUAL. 

Cañete, 9 de setiembre de 1890. —Vistos: con lo espucsto por ol secretarlo i te- 
niendo adema? presento el inciso 2.° del artículo 3 del Código Civil, so declara que 
el Fiico está obligado a pagar el trabajo manual de la escritura del exhorto despa^ 
chado cu esta cansa para el stñor juez letrado de Lobu. 

Conoédeso el recurso de apelación interpuesto en subsidio por el señor promotor 
fiscal; i elévense los antos coa citación i emplazamiento de las partes. — Iaiíz. — De 
orden verbal del señor juez i por ausencia del s cretario, — Cerda. 

Santiago, 18 de octubre do 1892. — A'istos: con lo cspuesto pir el señor fiscal, se 
revoca el auto apelado de 9 de setiembre de 1890, conicnt) a f . 4, i so declara que 

debe hacerse conforme a lo pedido por el promotor fiscal en su esciito de f. 1, 

Publíquese i devuélvanse. — Amitndtegiii — Uarceló. — Alfonso.- Sanhiur,a,^^Fhres* 
— Proveído por la Exma. Cortó Suprema. — Monl^y secretario. 



61. Martilieros de Hacienda. —Se determina el rol que dc<»em 
penan en las ventáis de bienes fiscales inmuebles. 

Srmfiago, 2 de octubre de 1886. 

Considerando: 

1.® Que, según ol artículo 81 del Código de Comercio, los martilieros 
son oficiales públicos encargados de vender piblicamentc al mejor pos 
tor productos natumles, muebles o mercaderías sanas o averiades, i que, 
por lo tanto, no corresponde a dichos funcionarios subastar bienes 
raices; 

2.® Qiic la intervención que puede cometerse a los martilieros públi- 
cos en el remata de los inmuebles fiscales, debe entenderse solo como 



i 
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un servicio ausiliar a la Junta de Almoneda i al notario de Hacienda, a 
quien corresponde pregonar las fincas ofrecidas en venta, tomar razón 
de las ofertas i autorizar las adjudicaciones, 

Se declara : 

Las personas que desempeñen el cargo de martilieros de Hacienda no 
podrán intervenir en la venta de inmuebles fiscales, sino como emplea 
dos ausiliares de las Juntas de Almoneda de la correspondiente provin- 
cia, debiendo en este caso percibir por sus servicios la remuneración 
que en cada remate les acordare la espresada Junta con acuerdo del 
Ministerio de Hacienda. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 

Balmaceda. 

Agiistin Edwards, 



62 Martilieros de Hacienda.— Se determina se baga por dichos 
funcionarios la venta de bienes fiscales muebles, 

SantiagOy 21 de noviembre de 1891. 

Vista la solicitud que precede, 
Decreto: 

El remate de los bienes muebles de propiedad fiscal se efectuará en lo 
sucesivo en cada departamento por el martiliero de Hacienda respectivo. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 

MONTT. 

Joaquín Walker Martínez. 



63. Uso i goce de bienes fiscales. — Se reglamenta la tramita- 
de las solicitudes que se presenten para obtener el uso i goce de 
d cbos bienes. 

Santiago, 2 de noviembre de 1885. 

Considerando que las solicitudes particulares destinadas a obtener el 
uso i goce de propiedades nacionales o de carácter meramente fiscal van 
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tomando gradualmente gran desarrollo, lo cual exije una reglamentación 
en resguardo de los intereses del Estado, a lin de evitar que mediante 
la posesión indefinida do los ocupantes, puedan (^stos pretender anular o 
desconocer los derechos del Fisco, 

Decreto: 

1.° En los casos en que, dentro de las prescripciones de los artículos 
599 i 702 del Código Civil, se conceda por el Presidente »le la República 
permiso a algún particular para usufructuar hioiies fisícales u otras pro- 
piedades de carácter nacional, el permiso concedido no tendrá ningiin 
valor mientras no se haya reducido a escritura piiblica el respectivo 
decreto supremo; 

2.<* Los intendentes i gobernadores u otro funcionario cualquiera a 
quienes se confiase el encargo de poner al agraciado en posesión de la 
propiedad eiiyo uso se le hubiere permitido, no practicarán esta dilijen 
cia mientras no se les presente un certificado del tesorero fiscal del 
departamento en que esprese haberse estendido la correspondiente 
escritura pública i habérsele entregado una copia autorizada; 

3.' Los tesoreros fiscales llevarán un rejistro especial para anotar 
todas las escrituras públicas i los decretos en que se permita el uso de 
algún bien nacional. En este rejistro se apuntixrán los datos siguientes: 
clase del bien fiscal cuyo uso se permite, subdelegacion i distrito en que 
está situadOj sus deslindes, estension, valor calculado, fecha del decreto 
que concedió permiso, duración i condiciones de este plazo í)ara el de- 
sahucio, fecha de la escritura pública i nombre del concesionario; 

4.® Inscritas las escrituras en el rejistro indicado en el precedente 
artículo, los tesoreros las remitirán a la Dirección del Tesoro, la cual 
acusará recibo i las anotará en un rejistro jeneral que, ademas de los 
datos ánt«s indicados, contendrá el nombre de la provincia i del depar- 
tamento a que corresponda el inmueble o propiedad objeto de la 
concesión; 

5.° Todo decreto en que se conceda el uso de alguna propiedad na- 
cional quedará de hecho derogado sesenta dias después de firmado por 
el Presidente de la República si dentro de este plazo el interesado no lo 
redujere a escritura piiblica; 

G.** Las personas o establecimientos que antes de la fecha de esto 
decreto hubieren obtenido merced para usufructuar algún bien nacional, 
quedan obligados a estender, ante el notario del departamento donde 
aquel estuviere situado, una escritura pública en que se insertará el 

;3 



98 RBOOPIUkOION DS LBTE8 



decreto supremo referente a la concesión i que suscribirá a nombre del 
Gobierno el tesorero fiscal respectivo, a quien deberán ademas entregar 
una copia autorizada de dicha escritura^ debiendo practicar ambas dili- 
jencias en el término de sesenta dias, contados desde la publicación del 
presente decreto en el Diario Oficial; 

7.** Si cumplido este plazo no se hubiere estendido la escritura públi- 
ca, se entenderá hecho desde esta fecha el desahucio, en caso de que se 
hubiere establecido éste en el decreto que otorgó la concesión; 

8.^ De todo decreto en que se conceda el uso de alguna propiedad 
fiscal o nacional se mandará tomar razón en la Dirección del Tesoro, i 
ésta presentará mensualmente al Ministerio de Hacienda un estado de- 
tallado de los decretos que no hubieren sido reducidos a escritura 
pública; 

9.^ Los inspectores fiscales, al visitar las tesoreriasi examinarán con 
especial esmero el rejistro espresado en el articulo 3.® de este decreto, i 
harán constar en el acta de visita el estado en que los hayan encon- 
trado. 

Para comprobar dicho rejistro deberán los inspectores, antes de salir 
a efectuar nna visita, tomar en la Dirección del Tesoro una nómina de 
los decretos de concesiones correspondientes al departamento que van a 
visitar; 

10. Modifícase el decreto de 18 de agosto de 1877 en el sentido de 
que la Contaduría Mayor pedirá a la Dirección del Tesoro, i no a las 
tesorerías fiscales, la razón de los predios rústicos i urbanos i de los 
contratos a que dicho decreto se refiere. 

Deróganse ademas los artículos 2,^, 3.<^ i 4.* del mismo decreto; 

11. Los funcionarios que descuiden el cumplimiento de las obligacio- 
nes que les impone este decreto quedan sujetos a la responsabilidad 
establecida en el artículo 2,129 del Código Civil, sin que esto obste para 
que se impongan las penas disciplinarías que puede aplicar la autoridad 
administrativa; 

1 2. La Dirección del Tesoro queda encargada de proveer de rejistoros 
a todas las tesorerías fiscales, las que entretanto abrirán un rejistro 
provisional para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 3.<^ del 
presente decreto. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 

Santa Makía. 

H. Pérez de Aree. 
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64. Arrendamiento i uso de terrenos baldíos.— Se reglamen- 
tan las concesiones que se otorguen para su arrendamiento o uso. 



Bantiago, 22 de agosto de 1888. 



He acordado i decreto: 



Art. 1.^ Toda solicitud en que so espida el arrendamiento o el uso de 
algún terreno baldío de propiedad del Estado, se presentará al Inten- 
dente de la provincia en que se encontrare ubicado el predio. En ella se 
espresará el nombre del antiguo tenedor o la indicación de no baber sido 
ocupado con anterioridad; la cabida de la propiedad) la oalidad i condi- 
ciones especiales del terreno, sus deslindeS} su valor aproximativo, la 
duración del cotrato, i en los casos de arrendamiento^ el canon que se 
ofrezca pagar. Ademas en toda solicitud se espresará si el predio que se 
pide es urbano o rustico. 

Art. 2,^ Al Intendente ante quien se presentare una solicitud do esta 
especio elevará los antecedentes al Ministerio de Hacienda i le informa*- 
rá sobre la conveniencia de conceder el uso o el arrendamiento, oyendo 
previamente al subdelegado bajo cuya jurisdicción estuviere el predio i 
el injeniero de la provincia. 

Art. 3.** Otorgado el decreto en que se conceda el uso o el arrenda- 
miento de algún terreno baldío, se reducirá a eicritura pública i se toma- 
rá nota de ella en la Dirección del Tesoro, i en la Tesorería Fiscal del 
departamento en que se encuentre el predio, debiendo, ademas, en esta 
oficina de|X)sitarse una copia autorizada de la escritura. 

La reducción a escritura pública del indicado decreto se hará dentro 
de los noventa dias subsiguientes a la focha de éstOi bajo pona de nu^ 
lidad. 

Art. 4.^ En la primera quincena de cada año la Dirección del Tesoro 
remitirá al Ministerio de Hacienda una nómina de los contratos que se 
hubieren efectuado en el año anterior, en el cual se espresará el nombre 
del usuario o arrendatario, la cabida i deslindes de la propiedad, la indi- 
cación de que si es urbana o rural, su valor aproximativoj la duración 
del contrato, i, en los casos de arrendamiento, el canon que se percibe. 

Art. 5.^ Ningún contrato de uso o arrendamiento de terrenos baldíos 
podrá hacerse por mas de nueve años, pudiendo renovarse en favor del 
mismo usuario o arrendatario. 

Será causa de preferencia el haber sido antes arrendatario o usuario 
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del mismo predio, siempre que en él se hubieren llevado a cabo obras 
que aumenten su valor. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

1.** Todas las concesiones de uso o arrendamiento de terrenos baldíos, 
que se haj'^an autorizado hasta el presente, tendrán una duración máxi- 
ma de nueve años, contados desde la fecha de la publicación de este 
decreto en el Diano Oficial: 

2.** En la primera quincena del mes de noviembre próximo se publí 
cara en el Diaiio Oficial una nómina de las concesiones de uso o arren* 
damiento de terrenos baldíos que se hayan otorgado antes de la fecha 
de este decreto, i quedarán sin efecto las concesiones que no aparezcan 
en ella. 

Los interesados que no hayan sido incluidos podrán reclamar antes 
del 31 de diciembre próximo, debiendo publicarse la nómina definitiva 
en la primera quincena de enero de c^ida año entrante. Esta nómina se- 
rá formada por la Dirección del Tesoro, i ante esta oficina se practicarán 
las dilijencias necesarias prara la inclusión. 

Tómese razón i publíqucsc. 

Balmaceda. 

Ji. S, Sanfiientea. 



65. Arrendamiento i uso de terrenos baldíos. — Se regla- 
menta la tramitación de las solicitudes o en que se pida el arrenda- 
miento o uso de dichos bienes. 

Vcdparaiso, 14 ííe febrero ele 1893. 

Núm 369. — He acordado i decreto: 

] .<* Toda solicitud en que se pida el arrendamiento o el uso do algún 
terreno baldío de propiedad del Estado, se presentará al Intendente de 
la provincia en que se encuentre ubicado el predio. En ella se manifes- 
tará claramente el objeto a que se halla de destinar el terreno, el nombre 
del antiguo tenedor, si lo hubiere habido, la situación, cabida i deslindes 
que se solicitan, la calidafl i condiciones especiales del terreno, especifi- 
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cando si es rústico o urbano, el tiempo de la concesión i en los casos de 
arrendamiento el canon que se ofrezca pagar. 

2.^ £1 Intendente de la provincia ante quien se presentare una solici* 
tud de esta especie, elevará los antecedentes al Ministerio de Hacienda 
^ lo informará sobre la conveniencia de conceder el uso o el arrenda- 
miento, oyendo previamente al injeniero de la provincia. 

3.*» Otorgado el decreto de concesión, los interesados deberán pedir 
que se les ponga en posesión de los terrenos concedidos en el plazo 
máximo de un me^, contado desde la fecha en que se les trascriba por la 
Intendencia el decreto de que se trata. 

4.® La entrega se efectuará por el injeniero de la provincia, previo 
decreto de la Intendencia que lo comisione al efecto. Dicho injeniero 
deberá dejar demarcados visiblemente en el terreno los deslindes de la 
concesión, levantará una acta de lo obrado i formará un plano en el que 
aparezcan los mencionados deslindes i linderos colocados, el que se 
depositará en la citada oficina en la forma prescrita por el decreto de 
14 de abril de 1887 para las concesiones de sustancias minerales, todo a 
costa de los interesados. 

5.^ Efectuadas las operaciones de que se trata, se reducirá a escritura 
pública el decreto de concesión, incluyendo el acta de que habla el nú- 
mero anterior i se tomará nota de ella en la Dirección del Tesoro i en 
la Tesorería Fiscal del departamento en que se encuentre el predio, de- 
biendo depositarse ademas en esta oficina copia autorizada de la escri- 
tura. 

La reducción a escritura pública del indicado decreto se hará dentro 
de treinta dias, contados desdo la fecha del acta de entrega. 

6.*> El canon de arriendo, en los casos en <|uc lo haya, deberá pagarse 
por anualidades anticipadas, i sin este requisito no podrá el Intendente 
de la provincia dar la posesión al interesado. 

7.® En toda concesión de terrenos para edificar, el concesionario que^ 
dará obligado a cerrar los terrenos e iniciar los trabajos en el término 
de seis meses contados desde la fecha del decreto de concesión. 

8.® Se declara nula i sin ningún valor toda trasferencia de derechos 
sobre los terrenos cedidos que hagan los interesados a favor de terceros 
sin la aprobación suprema. 

9.<* No se podrá conceder terrenos para cantinas u otros negocios en 
que se espendan licores. 

10. La falta de cumplimiento de cualquiem de las disposiciones del 
presente decreto hará caducar la concesión. 
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11. Quedan subsistentes en todo lo que no fueren contrarias al presen- 
te decreto las disposiciones contenidas en el de 22 de agosto de 1888. 

Tómese razón; comuniqúese i publiqueso. 

MONTT. 

Francisco 4. Pinto. 



66. Arrendamiento i uso de terrenos baldíos.— Se declara 
que el decreto anterior no se refiere a los terrenos de colonización. 

Valparaiso, 9 de junio de 1893. 

Núm. 1,470. — Vista la nota que precede del Ministerio de Relaciones 
Esteriores, en que pide se declare que los terrenos de colonización no 
están afectas a las disposiciones del decreto de 14 de febrero del pre 
senté año, que reglamenta las concesiones de terrenos baldíos. 

Decreto: 

Las disposiciones contenidas en el decreto de 14 de febrero último no 
rejirán respecto de los terrenos a que se refieren las leyes de 4 de agosto 
de 1S74, 20 de enero de 1883 i 11 de enero próximo pasado. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 

MoMT. 

Alejandro Viul. 



67. Arrendamiento i uso de terrenos baldíos.— Se ordena in- 
dicar en la respectiva solicitud el domicilio i la profesión u oficio del 
interesado. 

Santiagv, 4 de mtiemhre de 1895, 

He acordado i decreto : 

Toda solicitud en que se pida el arrendamiento o el uso de algún 
terreno baldío de propiedad del Estado, contendrá, ademas de las indi- 
caciones espresadas en el número primero del decreto reglamentario de 
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14 de febrero de 1893, el domicilio i la profesión u oficio del interesado, 
pudiendO; en todo caso, el Intendente respectivo obligarlo a que justifi- 
que su personalidad por medio de dos personas conocidas del departa- 
mento. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 

MoNTT. 

Enrique Mac-Iver. 



63. Domicilio de personas o empresas particulares a quie* 
nes el Pisco otorgue algún permiso o concesión.— Se establece 

deben considerarse domiciliados en el pais para la resolución de las 
duestiones que se susciten con motivo de la obra para la cual se otorga 
el permiso o la concesión. 

Santiago, 28 de agosto de 1886. 

Por cnanto el Oongreao Nacional ha prestado su aprobación al si- 
gaiante 

PROYECTO DK LEÍ: 

Articulo único. — Siempre que se otorguen permiso o concesiones para 
la construcción de una obra o trabajo público, o para el goce de algún 
derecho a una persona o empresa particular, ellas o quienes sus derechos 
representen, aun cuando sean estranjeras i no residan en Chile, se con- 
siderarán domiciliadas en la República, i quedarán sujetas a las leyes 
del paiS; como si fueran chilenas, para la resolución de todas las cues- 
tiones que se susciten con motivo de la obra para la cual se otorgan el 
permiso o las concesiones. 

I por cuanto, oido el Consejo de Estado, he tenido a bien aprobarlo i 
sancionarlo; por tanto, promulgúese i llévese a efecto como leí de la 
Bepública. 

Domingo Santa María. 

Joaé Ignacio Vergara, 
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69. Contratos en representación del Fisco. — Se reglamenta 

como deben proceder los funcionarios públicos que intervengan repre- 
sentando al Finco. 

Santiago, 14 d(^ marzo de 1895. 

lio acordado i decreto: 

I." Los jefes de oficina i demás funcionarios públicos que por dispo- 
sición jeneral de la lei, o por comisión especial, suscriben, a nombre i 
en representación del Fisco, contratos de cualquier nn turaleza, deberán 
conservar en el archivo correspondiente i bajo su responsabilidiul, los 
instrumentos públicos o privados (pie se hayan estendido para formali- 
zar dichos contratos. 

Al efecto, cxijirán oportunamente de los notarios respectivos copia 
autorizada de toda escritura de compra, venta o arrendamiento de pro- 
piedades fiscales, i de toda escritura de fianza, prenda, hipoteca u otra.s 
obligaciones a favor del Estado. 

Los mismos jefes i funcionarios, antes de mandar archivar dichos 
documentos, cuidarán de que se practiquen con puntualidad las inscrip- 
ciones, notificaciones i demás trámites exijidos por la lei para la perfec 
cion de los contratos. 

2.® Los funcionarios encargados por la lei o por disposiciones espe 
cíales del (gobierno de practicar visitas de inspección en oficinas públicas 
pertenecientes a cualquier ramo de la administración, del)erán examinar 
con escrupulosidad el archivo de los respectivos documentos i harán 
constar en sus informes las omisiones o irregularidades que not-aren sin 
perjuicio de adoptar sin demora las medidas que estime conducentes a 
la niavor seiíuridad de los intereses fiscales. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 
MONTT. 

M. S. Fernández. 



CIVILIZACIÓN DE INDÍJEXAS 

70. —Pueblos de Indios. — Se ordena que los Indios pasen i resi- 
dir en villas que se fundarán con este objeto. 
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Santiago^ !.• de julio de 1813. 

Deseando el Gobierno hacer efectivos los ardientes conatos con que 
proclama la fraternidad, igualdad i prosperidad de los indios, i teniendo 
una constante ospericncia de la cstrema miseria, inercia, incivilidad, 
falta do moral i educación en que viven abandonados en los cam(K)s con 
el supuesto nombre de pueblos, i que a pesar de las providencias que 
hasta ahora han tomado (i talvcz por ellas mismas) se aumenta la degra- 
dación i vicios a que también quedaría condenada su posteridad, que 
debe ser el ornamento de la patria, dccreti, con acuerdo del Ilustre 
Senado, lo siguiente: 

1.** Todos los indios verdaderamente tales i que hoi residen en los 
que se nombran pueblos de indios, pas<arán a residir en villas formales 
que se crijirán en dos, tres o mas de los mismos pueblos designados por 
una comisión, gozando de los mismos derechos sociales de ciudadanía 
que corresponde al resto do los chilenos. 

2.^ Estas villas tendrán necesariamente una iglesia o capilla con su 
cura, soUicura o capellán, una casi consistorial, una cárcel, una escuela de 
primeras letras, escritum i doctrina cristiana, i serán delineadas con la 
regularidad, aseo i policía conveniente. 

3." Pam cada familia de indios se formará una casa de quincha o 
rancho con vlos dc¡) irtamentos a lo menos, i también su cocina i des- 
pensa, todo bien aseado. 

4." Cada indio tendrá una propiedad rural, ya sea unida a su casa, ai 
es posible, i de no en las inmediaciones de la villa. De ella podrán 
disponer con absoluto i libre dominio; pero sujetos a los estatutos de 
policía, i nuevas poblaciones que podrán añadir o modifícarse por la 
comisión. 

5.® Por la primera vez de su traslación se dará a cada familia de indio 
una yunta de bueyes con su arado, los instrumentos de labranzas mas 
comunes, las semillas para las siembras del primer año i un telar para 
tejidos ordinarios de lana. 

6 •* Las erogaciones para estos objetos deben salir del valor de los 
mismos pueblos que so remanirán públicamonto, con calidad de que 
ninguno pueda prcsoutaroc a hacer po^tur¿is i pujas, sin que por primera 
condición se allane a contribuir con el dinero o especies (que según la 
disposición de la comisión) se halla regulado o establecido para los edi- 
ficios i demás objetos con que el valor de aquel pueblo debo contribuir 
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a fin de trasladar sus indios en la nueva villa; de manera que sobre el 
presupuesto de esta porción deben hacerse en el resto las posturas i 
pujas de ellos. En la porción de cada pueblo debe incluirse también una 
hipoteca con que quede asegurada la parte de renta que corresponde a 
dicha porción para dotar el pastor eclesiásticOi el culto de la iglesia i el 
maestro de primeras letras. 

7,^ La comisión formará un reglamento político i económico, análogo 
al carácter i costumbres de los indios i las circunstancias del estado 
particular del gobierno interior de estas poblaciones. 

8.® El Grobierno desea destruir por todos modos la diferencia de 
castas en un pueblo de hermanos; por consiguiente, la comisión prote- 
jerá i procurará que en dichas villas residan también españoles, i cual- 
quiera otra clase del Estado, pudiéndose mezclar libremente las familias 
en matrimonio i demás actos de la vida natural i civil. 

9.^ Uno de los mas interesantes objetos de la comisión será el que en 
los remates intervenga la mayor legalidad, publicidad i libertad, a fin 
de incrementar el valor do dichos pueblos, i las citaciones para el último 
pregón i remate, deberán anunciarse en los papeles páblicos. 

10. Habiéndose reconocido en los voluminosos procesos formados 
sobre esta venta de pueblos de indios (decretado en otro tiempo) que el 
principal oríjen de los pleitos dimanó de los derechos de preferencia, 
vecindad, etc., que se quisieron otorgar a los postores, se declara que 
en los presentes remates no se atenderán dichos derechos de vecindad, 
ni otro alguno de preferencia que no se halle establecido espresamente 
en las leyes i en la costumbre jeneral de los remates fiscales. 

11. El Gfobíerno conoce que entre la clase ruda, abandonada i mise- 
rabie de los indios i los hacendados poderosos que les rodean, siempre 
las usurpaciones i transgresiones de deslindes, deben haberse dima- 
nado i verificado con provecho de las personas pudientes; que, por con- 
signicDte, los pleitos de restitución i saneamiento, regularmente cederán 
a favor del Ksco; sin embargo, no trata de entorpecer este interesante 
objeto, i pone por condición formal que los espresados remates se veri- 
ficarán sin cargo de eviccion ni saneamiento por parte del Fisco, pero 
que asimismo pasarán a los postores del pueblo rematado todos los 
derechos fiscales i de los indios, de manera que cada comprador pueda 
reclamar la parte que se haya usurpado a los indios i gozarla, aunque 
no entre en el precio del remate de aquel pueblo, así como será de su 
cueipta particular le que perdiese el terreno. 

12. Estando deeidido por el articulo 6.^ que las posturas a los pueblos 
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deben llevar el presupuesto de los costos que necesita la erección de las 
nuevas villas, es consiguiente qne todo el superávit de dichas posturas 
queda por fondo libre i fiscal, i este fondo que espera el Grobierno sea 
de bastante consideración (confiado en la actividad i providencias de la 
comisión) desde ahora i para siempre lo declara, aplica i consigna con 
acuerdo del Senado privativamente para fomentar la educación pública, 
científica, industrial i moral del Estado, que le componen indios i espa- 
ñoles a cuyo objeto todos los pueblos se venderán precisamente a censo 
o hipoteca perpetua o redimible para pasarse a otro fundo, cuidando la 
comisión do todos los seguros que halle por conveniente para hacer 
estables i efectivos sus créditos sin continjencias ni penalidad de los 
recaudadores, i por lo mismo procurarán consolidarlos si es posible con 
otras hipotecas o pasarlos a fundos mas acequibles por su distancia i 
valor. 

13. Como la presente materia ofrece diversas jestiones, que aquí no 
pueden especificarse i han de sobrevenir inesperadas ocurrencias para el 
verificativo de todo; i que este decreto tenga el mas pronto i debido 
cumplimiento, se establece una comisión de reducción i venta de pue- 
blos de indios a quien el Gobierno confiere todas las fa:ultades necesa- 
rias para dichos objetos hasta concluirlos enteramente, representando 
dicha comisión la autoridad del Gobierno, i dictando todas las provi- 
dencias que hallase oportunas, i dirijidas a las inmentables bases de 
este decreto, que son organizar i formar villas de las familias de indios 
i establecer un fondo seguro para la educación pública a cuyo efecto 
todas las majistraturas, todos los empleados i todos los ciudadanos del 
Estado cumplirán con las providencias que espidiere dicha comisión ¡)or 
este objeto. 

1 4. Se nombran para la espresada comisión a los Senadores doctor 
don Juan Egaña, don Joaquin Echeverría i al doctor don Gabriel de 
Tocornal. 

Trascríbase i publíquese. — francisco Antonio Pérez, — Jeté Miguel 
InfanÍ€. — AgvMn Et/zaguirre, — Camilo Ifenríquez, — Juan Egaña. — 
Joaquin da Schiverria, — Francisco Raiz Tagle, — Mariano Egaña, secre- 
tario. 



71. — Contribución de indios. — Se manda que los subdelegados 
pretéritos entrcgíien las que hubieren recaudado i rindan cuenta de los 
fondos percibidos. 
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Santiago, 14 Je abril de 1814. 

Estrauando el Gobierno que en circunstancias de los injentes gastos 
de la presente guerra, i consiguientes apuros del Erario, los subdelega- 
dos pretéritos que no hayan hasta la fecha consignado en la Tesorería 
Jeneral las cantidadeé recaudadas en su tiempo por tributos de indios, 
ni menos que hayan rendido las cuentas de esos tributos; los Ministros 
de la Tesorería Jeneral les ejecutarán i apremiarán en virtud de la 
facultad coactiva que les compete, i a sus fiadores, al entero en cajas 
del dinero que confiesen haber recaudado, sin perjuicio de estrecharlos 
a la rendición de sus cuentas para comprobar su lejítimo alcance i 
entero do la totalidad debida, i oficiando dichos Ministros a las justicias 
de la residencia de los que se hallen ausentes para que se les haga com- 
parecer por sí o sus poderes al efecto espresado. 

Kotíciese a los Ministros i trascríbase en el Monitor, 



Antonio José Irisarri. 



Agustín Diaz, 

£scribaao de Gobierno. 



72. Contribución de indios. — Se declaran libres para los actos de 
la vida social, como todos los ciudadanos chilenos, a los indíjenas; se 
suprime el empleo de protector i la contribución personal. 

BANDO 

El Director Supremo del Estado de Chile, de acuerdo con el Exorno. 
Senado: 

£1 Gobierno español; siguiendo las máximas de su inhumana política, 
conservó a los antiguos habitantes de la América bajo la denominación 
degradante de naturales. Era esta una raza abyecta, que pagando un 
tributo anual, estaba privada de toda representación política i de todo 
recurso para salir de su condición servil. Las Leyes de Indias colorían 
estos abusos, disponiendo que viviesen siempre en clase de menores 
bajo la tutela de un funcionario titulado Protector Jeneral de Natura- 
les. En una palabra, nacían esclavos^ vivian sin participar de los bene- 
ficios de la sociedad, i morían cubiertos de oprobio i miseria, id. sistema 
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liberal que ha adoptado Chile no puede permitir que esa porción pre- 
ciosa de nuestra especie contináe en tal estado de abatimiento. Por 
tanto, declaro que para lo sucesivo deben ser llamados ciudadanos 
chilenos, i libres como los demás habitantes del Estado con quienes 
tendrán igual voz i representación, concurriendo por sí tnisrao a cele- 
brar toda clase de contratos, a la defensa de sus causas, a contraer ma- 
trimonio, a comerciar, a elcjir Lis artes a que tengan inclinación i a 
ejercer las carreras de las letras i de las armas, para obtener los empleos 
políticos i militares correspondientes a su aptitud Queda libre desde 
esti fecha de la contribución de tributos. Por consecuencia de su 
igualdad con todo ciudadano, aun en lo que no se csprcse en este decreto, 
deben tener parte en las pensiones de todos los individuos de la socie- 
dad para el sosten i defensa de la madre patria, queda suprimido el 
empico de Protector Jeneral de Naturales como innecesario. 

Tómese razón de esto decreto en las o6cinas respectivas. 

Publíquesc, imprímase i circúlese. 

Palacio Directon.al de Santiago de Chile, 4 de marzo de 1819. 

O'HlGGINS. 

Echeverría, 



73. Propiedades de indíjenas i terrenos sobrantes del Es- 
tado. — Se ordena medir, tasar i vender los terrenos sobranses del Es- 
tado i se reconoce la propiedad de los poseídos por los indíjenas. 

Santiago, 10 de jx^nio de 1823. 

El Director Supremo del Estado: 

Por cuanto, de acuerdo con el Senado Conservador, he decretado: 

Art. 1.** Que cada uno de los Intendentes de las provincias nombren 
un vecino con el respectivo agrimensor, se instruya de los pueblos de 
indíjenas que existan o hayan existido en su provincia. 

Art. 2 ** Que midan i tasen las tierras sobrantes pertenecientes al 
Estado. 

Art. 3,* Que lo actual poseído, según lei por los indíjenas, se les de- 
clare en perpótua i segura propiedad. 

Art. 4 " Que las tierral sobrantes se sacarán a pública subasta ha* 



L 
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riéndose los pregones de la le i en las ciudades o villaa cabeceras, i remi- 
tan sus respeotivos espedientes a las capitales de provincia^; para que 
dando el último pregón i verificado su remate, se vendan de cuenta del 
Estado. 

Árt. 5."* Que los remates se harán por porciones, desde una hasta 
diez cuadras, para dividir la propiedad i proporcionar a muchos el que 
puedan ser propietarios. 

Por tanto, ordeno que se publique por lei, insertándose en el Bo^eiin. 

Dado en el Palacio Directorial de Santiago. 

Freiré. 

JSgaña. 



74» Terrenos sobrantes del Estado.— Se ordena llevar a efec- 
to su enajenación. 

Santiago, 28 de junio de 1830. 

He venido en acordar i decreto: 

1.° Llévese a debido efecto la lei senatoria de 10 de junio de 1823, 
que dispone la enajenación de las tierras sobrantes que hubieren en cada 
provincia pertenecientes al Estado. 

2." El agrimensor i el vecino interventor, que conforme al artículo 1.** 
de dicha lei fueren nombrados por los Intendentes para reconocer los 
pueblos de indíjenas que existan, o hayan existido en su respectiva pro* 
vincia i tasar los terrenos sobrantes, serán cubiertos de su honorario con 
el producto de la subasta de dichos terrenos, conforme a la iguala que 
hiciesen con los Intendentes. 

3.® Los Intendentes de las provincias darán cuenta al Gobierno en los 
meses de enero, abril, junio i octubre, de las dilijencias que se hubieren 
practicado en cumplimiento de la lei i decretos que se versan en la 
materia. 

4.® Comuniqúese a quienes corresponda. 

OVALLE. 

Portales. 



r 
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76. Repoblación de ciudades i estenaion déla frontera 

araucana — Se ordena la celebración de un parlamento jeneral i Bt 
decretan fondos con este objeto. 

El Director Supremo del Estado de Chile, etc. 

Por cuanto el Soberano Congreso Constituyente ha decretado lo si-, 
guíente: 

Tomando en consideración el espediente promovido para la celebra- 
ción de un parlamento jeneral con los araucanos, estension de la linea 
de demarcación de la frontera del sur, i construcciones de fuertes i re- 
ductos para su seguridad, 

Ha acordado el Congreso i decreta: 

1.^ Autorízase al Gobierno para la celebración de un parlamento je- 
neral con los araucanos. 

2.^ Apruébase el prosupuesto de los veinte mil pesos pedidos por el 
Ejecutivo para la celebración del parlamento i redención de las familias 
que existan prisioneros entre los indios, incluyendo en aquellos la can- 
tidad con que concurriera el Gobierno de Buenos Aires según la invita- 
ción hecha. 

3.** Repuéblcnso las ciudades de Angol, Imperial i Villa Rica, tin 
perjuicio de ¡isegurar, si fuere menester, la linea fronteriza al sur como 
pareciese mas conveniente^ dando cuenta a la Legislatura para bu 
sanción 

Lo que comunico a V. E. para su cumplimiento, repitiéndole los ofre- 
cimientos de mi aprecio. 

Sala del Congreso, 25 de octubre de 1823. — Juan Egaña^ Presidente. 
— Doctor Gabriel Ocampo, Secretario. 

Por tanto^ ordeno que se publique por lei, insertándose en el Boletín, 

Dado en el Palacio Directorial de Santiago, n 27 de octubre do 1823. 

Freiré. 

Malino de Egafía, 

N()TJ. — En diez de cuero do 1825 el Gobierno de la República hizo por primera 
vez con los intlios araucanos, las paces jeneraUs^ on el histórico campo de Tapihue, 
Tecino a Yumbcl, donde se habian celebrado todos los grandes parlameoto^ <üqI sigla 
XVIII, con eaoepcion del de Kegrete. 



— ' < 
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76. Casas para caciques. — Se votan fondos para construcción de 
casas para caciques. 

Santiago, 7 de setieinhre de 1848. 

Persuadido de las inmensas ventajas que se obtendiian de reducirá 
loa indios a la vida social, cuyo fin nunca jíodrá alcanzarle mientras no 
reconozcan un domicilio fijo i ad']nieran hábitos de propiedad; conven- 
cido igualmente de que el único medio de inspirarles estos hábitos 
seria reduciéndolos a vivir en habitaciones csUibles que los apegasen al 
suelo i les hiciesen contraerse al t::i1)ajo, 

He venido en acordar i dccicto: 

1.® Los ministros de la tesorería de Concepción pondrán a disposición 
del Intendente de aquella provincia la cantidad de mil pesos, que serán 
destinados a proporcionar habitaciones sólidas i estables dentro de los 
respectivos territorios a algunos de los caciques que lo soliciten; 

2.* Con la espresada suma, procederá aquel jefe a construir la casa 
que tiene prometida al cacique Colipí, en el paraje que conociere mas 
a propósito para el establecimiento de indios, debiendo entenderse que 
para la construcción de este edificio debe el cacique proporcionar las 
maderas; 

3.® El sobrante de la cantidad antedicha se destinará al mismo fin, 
prefiriendo a los caciques de mas influencia eittre los indios. 

Dedúzcase este gasto de la partida 4-4 del presupuesto del Ministerio 
del Interior para el presente año. 

Refréndese, tómese razón i comuniqúese. 

BüLNES 

Manuel Camilo Vial. 



77. Contratos sobre propiedades. — Se prescriben las formali- 
dades para su otorgamiento sobre terrenos de indíjenas ubicados en 
Arauco i Nacimiento. 

AnjclcH, 14 de marzo de 18.53, 

Considerando : 

1.** Que las ventas de terrenos de indíjenas sin intervención de una 
autoridad superior que proteja a los vendedores cor^tra los abusos que 
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pudieran cometerse para adquirir sus terrenos, i que dé a los compra- 
dores garantías contra 1:\8 protestas u objeciones de falta de pago o falt^i 
de conocimiento que a veces sin fundamento so alega por los indíjenas, 
son orí jen de pleitos i reclamaciones que producen la irregularidad o 
insubsistencia de las propiedades raices de esos territorios; 

2.® Que es esencial, para que la autoridad que gobierna a los indijenas 
se conserven en posesión independiente i sin intereses que le embíirasen 
el desempeño de sus deberes, que no entre con ellos en ninguna especio 
de negocios o contratos, usando de la facultad que me confiere la lei 
que establece la provincia de Arauco, 

Decreto: 

Art. I .'* Toda compra do terreno hecha a indijenas o de terrenos 
situados en territorio de indíjenjis, debe verificarse con intervención del 
Intendente de Arauco i del Gobernador de Indijenas del territorio res- 
pectivo que el Intendente comisione especialmente para cada caso. La 
intervención del Intendente o del funcionario comisionado por ól tendri 
por objeto asegurarse de que el indíjcna que vende presta libremente 
su consentimiento, de que el terreno que vende le pertenece realmente i 
de que sea pagado i asegurado debidamente el pago del precio con- 
venido. 

Art. 2.® La misma formalidad se observará para el empeño de terre- 
nos o para el aniemlo por un tiempo íjue excede de cinco anos. En los 
arriendos de menos tiempo intervendrá el Oobeinador de Indijenas o el 
comisario del territorio respectivo. 

Art 3." Si las íidipiisiciones de terrenos fueren de una estension de 
mas de mil cuadras, el Intendente deberá consultarbvi al Gobierno. 

Art. 4." Las ventas do terrenos do indijenas o de terrenos situados 
en los territorios de Arauco i Nacimiento, no íideudarán alcabala. 

Art. i).'' Las ventas de terrenos en loa territorio.'* de indijenas que se 
hicieren sin la intervención del Intendente de Arauco o del funcionario 
que él hubiese comisionado, son nulas. Lo mismo deberá aplicarse a los 
empeños de terreno o airiendo por mas de cinco años. 

Art. 6.° Para cada territorio de indijenas se llevará un libro en que 
se estenderiin las escrituras de venta, empeño o arriendo, üstos libros 
serán llevados, por ahora, por el secretario de la Intendencia, i para las 
ventas que se hubiesen hecho ante el Gobernador dj Indijenas por éste, 
interviniendo la ¡lersona que el Intendente hubiese designado previa- 
mente. El Intendente formará la escritiuui de venta o empeño hechos 

16 



114 MOOnLAOION DE LBYEH 



con intervención del Gobernador del territorio respectivo, se insertará 
la resolución del Intendente, en que designando los contratantes i el 
objeto del contrato hubiese comisionado al Gobernador. 

Art. 7." Ni el Intendente ni el Gobernador de Indíjenas ni ningún 
funcionario que ejerza cualquiera autoridad sobre ellos podrá comprar 
terrenos de indíjenas ni recibirlos en empeño, ni arrendarlos, ni celebrar 
ninguna especie de negocio con ellos. Kl Intendente podrá permitir a 
los comisarios u otros funcionarios que debieren vivir entre los indíje- 
nas para desempeñar sus deberes el arriendo do terrenos por un tiempo 
determinado o bajo condiciones aprobadas por éL 

Art. 8." Todos los dueños do terrenos o propietarios rurales dentro 
do los limites de los territorios- de Aiauco i Nacimiento, sea que los 
hayan adquirido por compra a los indíjenas o de cualquier otro modo, 
deberán hacer tomar razón de sus títulos en la secretaría de la Inten- 
dancia de Arauco en el térmico de un año. No se admitirán por ningún 
funcionario o autoridad como títulos bastantes los que no hubieren sido 
rejistrados en la espresada secretaría en el plazo que señala este ar- 
tículo. 

Art. 9." m Intendente de Arauco, al disponer que se tome razón de 
los títulos, hará rejistrar los que no estuvieren sujetos a contradicción. 
Los que estuviesen sujetos a jestion judicial o reclamo ante la autoridad 
administrativa, o que presentasen algún vicio o defecto que los haga 
sospechosos, serán rejistrados, anotando al márjen o al pié la jestion 
judicial, reclamo a que estuviesen sujetos o defecto de que adoleciesen, 
i para su validez se estará a la resolución que sobre la cuestión promo- 
vida se espidiese. 

Art. lO. El título de compra o adquisición anterior a este decreto, 
de que se hubiese tomado razón en la Intendencia de Arauco, no adqui- 
rirá nueva fuerza i quedará sujeto a las objeciones i reclamos a que 
hubiere lugar para los efectos o vicios de su primitivo otorgamiento. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 
MONTT. 

Antonio Varas, 



78. Contratos sobre propiedades. — Se hacen ostensivas las 
disposiciones del decreto anterior a la enajenación de terrenos ubicados 
en territorio índíjena, sean o no indíjenas los interesados en el contmto, 
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Santiago, 10 de marzo dé 1864. 

Vista la consulta del Intendente de Araiico sobre la verdadera ¡n- 
telijencia del decreto de 14 de marzo de 1853, relativo a la compra 
de terrenos situados en territorio de indíjenas i teniendo presente los 
términos jenerales en que se espresan los artículos 1.® i 4.° de dicho 
decreto, se declara: que las formalidades prescritas en el citado decreto 
deberán aplicarse a toda enajenación de terrenos en territorio de Indí- 
jenas, sean o no indíjenas los interesados en el contrato. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 

MONTT. 

Antonio Varas. 



79. Contratos sobre propiedades. —Se prorroga rl plaao para 
anotar los títulos de los que por compra a indíjenas se adquieran en 
Arauco o Nacimiento. 

Santiago, 15 de enero de 1856. 

En vista de lo espuesto por el Intendente de Arauco en la nota que 
precede, 

Decreto : 

Prorrógase hasta el 30 de junio del presente año el pla^o conoedido 
por el decreto supremo de 14 de mayo de 18*93 para qito so tome rasotí 
en la secretaría de la Intendencia de Arauco, de todos los títuloA de lo6 
terrenos i propiedades rurales que dentro del territorio de AmU6o o 
Nacimiento se adquirieren por compra a los indíjenas o de cualquier 
otro modo. 

Tómese razón i comuniqúese. 
MONTT. 

Antonio Varas, 
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80. Contratos sobre propiedades. —Se prescriben las formali- 
dades para su otorgamiento sobre terrenos de indíjenas nbiaidos en 
Valdivia. 

S(inf¡a/¡o^ 4 de dWtnnhre de 1S55. 

Considerando : 

1.® (¿ue las ventas do terrenos de indíjenas, sin intervención de una 
autoridad superior rjuc proteja a los vendedores contra los abusos que 
pudieran cometerse para adquirir sus terrenos, i que dé a los compra- 
dores garantías contra las protestas u objeciones de falta de pago o de 
consentimiento que a veces sin fundamento so alega por los indíjenas, 
son oríjen de pleitos i reclamos odiosos, que producen la inseguridad o 
subsistencia de las propiedades raices; 

2.** Que es esencial para la autoridad que gobierna provincias donde 
hayan indíjenas, se conserve en posición independiente i sin intereses 
que le embaracen el desempeño de sus deberes, que no entre con ellos 
en ninguna especie de negocio o contrato ; usando de las facultades qiie 
me confiere la lei que establece la provincia de Arauoo, 

Decreto : 

Art. !.• Toda compra de terrenos hecha en la provincia do Valdivia 
a indíjenas o persona ([uc ])ajo este car¿icter vendiere, o de terrenos 
situados en territorios do indíjenas, debe hacerse con intervención del 
Intendente de Valdivia o del Gobernador del depaitamento respectivo 
a quien el Intendente comisionare especialmente para cada caso. 

La intervención del Intendente o del funcionario comisionado por él 
tendrá por objeto asepjurarso que el indíjena que vende presta libre- 
mente su consentimiento de que el terreno que vende le pertenece real- 
mente i de que se ha piis^ido o asegurado debidamente el pago del precio 
convenido. 

Art. 2.® La misma formilidad se observará para el empeño de terre- 
nos o para el arriendo por un tiempo que exceda do cinco años. 

En los arriendos de menos tiempo intervendrá el (Jobernador respec- 
tivo. 

Art. 3.® Si las adquisiciones de terrenos fueren do una ostensión de 
mas de mil cuadras, el Intendente deberá con.^ultarlo al Gobierno. 

Art. 4.® Las ventjis de terrenos de iruiíjenas situados entre el rio Im- 
piíial i una línea que siga el curso del rio Cruces has! a San José i que 
desde este punto se dirija netamente a la costa, no adeudartin alcabala. 
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Art. 5.° Las ventas de terrenos que en los territorios de indíjenas se 
hiciere sin intervención del Intendente de Valdivia, o del funcionario 
que él hubiere comisionado, son nulas Lo mismo deberá aplicarse a los 
empeños de terrenos o arriendos por mas de cinco años. 

Art. G.*» Para cada departamento en que haya indíjenas se llevará un 
libro en que se estenderán las escrituras de venta, empeño o arriendo. 
— Estos libros serán llevados, por ahora, por el secretario de la Inten 
dencia. 

El Intendente fírmará la escritura de venta o empeño en que hubiere 
intervenido i en los do venta o empeños hechos con intervención del 
Gobernador respectivo, fírmará éste, debiendo constíir la resolución del 
Intendente en que hubiere comisionado al Gobernador, espresando la 
enajenación, compra o arriendo para que lo comisionó. 

Art 7.^ Ni el Intendente, ni los gobernadores ni ningiui funcionario 
que ejerza cualquier jénero de autoridad sobre los indíjenas, podrá 
comprar terrenos de indíjenas, ni recibirlos en empeño, ni arrendarlos, 
ni celebrar ninguna clase de negocio con ellos. 

El Intendente podrá permitir a los comisarios u otros funcionarios 
que debieren vivir entre los indíjenas para desempeñar sus deberes, el 
arriendo de terrenos por un tiem[;o determinado i bajo condiciones 
aprobadas por él. 

Art. 8." Todos los dueños de torrónos o propiedades rurales adquiri- 
dos de indíjenas o de quienes so declaren por tales, al contratar en el 
territorio de la provincia de Valdivia, desde enero do 1845 en adelante, 
sea que los hayan adquirido por compra a los indíjenas, o de cualquier 
otro modo, deberán hacer tomar razón de sus títulos en la secretaría de 
la Intendencia, en el término de dieziocho meses, contados desde la 
fecha de este decreto. 

No se admitirá por ningún funcionario o autoridad como título bas' 
tante los que no hubiesen sido rejistnidos en la espresada secretaría, en 
el plazo que señala este artículo. 

Art. 9.° El Intendente de Valdivia, al disponer que se tome razón de 
los títulos, hará rejistrar los que no estuviesen sujetos a contradicción. 
Los que estuviesen, sean sujetos a jestion judicial o reclamo ante la 
autoridad administrativa, o que presentaren algún vicio o defecto que 
los haga sospechosos, serán rejistrados, anotando al márjen o al pié la 
jestion judicial, reclamo a que estuviesen sujetos, o los defectos de que 
adoleciei'en, i para su validez se estará a la resolución que sobre la cues- 
tión promovida se espidiere. 
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Art. 10. El título de compra u otro que conformo a este decreto so 
hubieie tomado razón en la Intendencia de Valdivia, no adquiere nueva 
fuerA&i i quedará sujeto a las objeciones i reclamos a que hubiere lugar 
por los defectos o vicios de su primitivo otorgamiento. 

Tómese raxon, comuniqúese i publíquese. 

MONTT. 

Antonio Varas, 



81. Contratos sobre propiedades.— Se prescriben las formali- 
dades para su otorgamiento sobre terrenos de indíjenas ubicados en 
Llanquihue. 

Santiago, 9 de julio de 1856. 

Teniendo en consideración los mismos fundamentos que dieron oríjon 
a los supremos decretos de 14 de marzo de 18 j 3 i 4 de diciembre de 
1855, por los cualee se determinan las formalidades que deben llenarse 
en las enajenaciones de terrenos de indíjenas en las provincias de Á rauco 
i Valdivia, i en virtud de la autorización que me confiere la leí de 2 de 
julio de 1852, 

Decreto : 

Art. L* Toda compra de terrenos hecha en el territorio de coloni» 
cion de Llanquihue. dentro de los límites determinados por los decretos 
do 27 de junio de 18-~)3 i 2 de noviembre de I8fí4, a indíjenas o persona 
que bajo este carácter vendieren, o de terrenos situados en territorio 
de indíjenas, deben hacerse con intervención del intendente de Lian 
quihue. 

La intervención del Intendente tendrá por objeto asegurarse que el 
indi joña que vendo, presta libremente su consentimiento, de que el te 
rnino que vende le pertenece realmente i de que se ha pagado o asagu* 
rado debidamente el pago del precio convenido. 

Art 3.** La misma formalidad se observará para el empeño de terre- 
nos o para el arriendo por un tiempo que exceda de cinco años. En los 
arriendos de menos tiempo intervendrá el subdelegado respectivo. 

Art 3.° Si las adquisiciones de terrenos fueren de una estension de mas 
de mil cuadras, el Intendente deberá consultar al Gk)bierno. 
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Art. 4.'' Las ventas de terrenos quo en los territorios de indíjenas se 
hicieren sin intervención dol Intendente de Llanquihue o del funcionario 
que hubiese comisionado, son nulas. 

Lo mismo deberá aplicarse a los ompaños de terrenos o arriendo por 
mas de cinco años. 

Art. 5.^ £1 secretario de la Intendencia llevará un libro por cada 
subdelogacion en que haya indíjenas, en que se estenderán las escrituras 
de compra^ empeño o arriendo. 

El Intendente firmará la escritura de venta o empeño en que hubiere 
intervenido.. 

Art. 6.® Ni el Intendente, ni los subdelegados, ni ningún funcionario 
que ejerza autoridad sobre los indíjenas podrá recibirlos en empeño^ ni 
arrendarlos, ni celebrar ninguna especie de negocio con ellos. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 
MONTT. 

Antonio Varas. 



82. Terrenos de Indíjenas.— Se declara no ser necesaria la 
intervención del Intendente ni la consulta al Gobierno en las enajena- 
ciones que se hicieren en subasta pública por ejecución o por pertenecer 
dichos terrenos a menores cuando excedan de mil cuadras. 

Santiago, 17 de abril de 1856. 

Vista la consulta hecha por el Intendente de Arauco sobre la inteli- 
jencia del supremo decreto de li de marzo da 1853, i 

Teniendo presente: 

1.® Que la intervención del Intendente de la provincia en los contra 
tos relativos a terrenos situados en territorio do indíjenas tiene por 
objeto dar garantía al comprador i vendedor, i que este funcionario se 
cerciore de que los indíjenas que figuran en el contrato presten su libre 
consentimiento; 

2.*^ Que interviniendo la autoridad judicial en las ventas por ejecucio- 
nes, i en las ventas en subasta de bienes de menores, no es necesaria la 
intervención del Intendente para d»r osas garantí? s, ni para asegurarse 
del consentimiento de los indíjenas contratantes; 



' 
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3.^ Que cualquiera que sea la estension de la propiedad que se vendo 
en subasta por ejecución judicial, estando interesaílos en ella derechos 
de tercero, no es del caso hacer la consulta a que se refiero el artícüo 
3.** del decreto de II de marzo antes citado; 

4.® Que en caso de enajenación de bienes de menores, con autoridad 
judicif 1, debe dejarse toda libertad a los postores en beneficio de los 
menores, aun prescindiendo dol fin con que so ha prescrito la consult'i 
al Gobierno cuando los bici.es que se enajenan excedan de rail cuadras, 

Decreto: 

Se declara que en las enajenaciones de terrenos situados en territorio 
indíjena que se hicieren en suba-ita pública, por ejecución o por j>crtc- 
necer dichos bienes a menores, no es necesario para la validez que inter- 
venga el Intendente ni que se consulto al Gobierno cuando el terreno 
enajenado exceda de mil cuadras. Pero la escritura que debe otorgarse, 
se cstenderá en el libro que, por decreto de marzo de 1853, debe llevarse j 

en la secretaria de la Intendencia de Arauco. 

Tómese razon^ comuniqúese i publiquese. 

MONTT. 

Antonio Varas, 



83. Poderes para litigar. — Se ordena se otorguen con las formi- 
lidades prescritas en el decreto de 1 i de marzo de 1653. 

Santiago, 5 de junio de 1856. 

Vista la precedente nota, i considerando: 

1.** Que los repetidos abusos que se cometen en el otorgamiento de 
poderes conferidos por los indíjenas para ventilar en juií.io cuestiones 
de terrenos, se hace indispensable la intervención de una autoridad 
superior en esos actos; 

2.^ Que sin esta medida se dejan hasta cierto punto en pié los mismos 
vicios que trató de correjir el supremo decreto de 14 de marzo de 1853; 

3.<* Que es frecuente se instigue a los indíjenas a promover tales 
juicios, haciéndose otorgar amplísimos poderes, abusando de su falta de 
intelijencia en esta materia, usando de la autorización que me confiere 
la lei de 2 de julio de ltb2, 
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Decreto: 

^Art. 1.® Los poderes que se otorguen por los indíjenas para continuar 
en juicio cuestiones de terrenos, deberfín cstenderse con las mismas 
formalidades que las escrituras de compra -venta de esos mismos terre- 
nos, según el supremo decreto de H do marzo de 1853. 
• K=tos poderes contendrán la designación precisa do la situación i 
limite de la proj)iedad reclamada, el título en que se funden loo derechos 
del reclamante i la fecha del contrato o acto que da orí jen a la recla- 
mación. 

Art. 2 ** La autoridad encargada de intervenir en talos actos cui- 
dará de que no se otorgue poderes sino a favor de persona competente, 
escluyendo, en consecuencia, del cargo de procurador judicial a todo 
individuo reconocido como instigador o promovcdoi* de juicios entre los 
indíjenas. 

Tómese razón, comuiiíquesj i publíqueso. 

MONIT. 

Avtonio Varos. 



84. Poderes para vender. — Se ordena no tengan valor sino son 
visados por el Intendente los que otorguen los indíjenas para la venta, 
empeño o arriendo de sus terrenos por mas de cinco años. 

ISitatioyo, 28 <le marzo de 1857. 

Considerando: 

1.® Que el supremo decreto de H de marzo de 1853 prescribe como 
condición indispensable para la validez de los contratos de venta, em- 
peño o arriendo por mas de cinco años, do terrenos pertenecientes a 
indíjenas o situados en aquel territorio, la intervención del Intendente 
de la provincia o del funcionario que (A comisionare; 

2.** Que esta intervención tiene por objeto evitar fraudes, asegurándose 
de que el indijena que vende, empeña o arrienda, obra con entera liber- 
tad i dispone de lo que realmente le pertenece; 

3." Que semejantes prescripciones serian de todo punto ilusorias, 

desde que pudiendo celebrarse dichos contratos en virtud de poderes 

otorgados al efecto por los indíjenas, no se sujetase el otorgamiento de 

esos poderes a formalidades aníUogas, 

16 
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Decreto: 

Art. 1.® Los poderes que se otorguen por loa indíjoiuis ¡mna la venta, 
empeño o arriendo por mas de cinco anos, do terrenos ile su propiedad, 
no tendrán valor alguno sino después de ser visados por el Intendente 
de la provincia. 

Artf 2.<* Este funcionario no visará dichos poderes sin que le conste 
que el indíjena que los contiere obra con entera libertad. 

Tómese razon^ comuniqúese i publíquese. 

MONTT. 

Francisco Javier Ovalle. 



85. Otorgamiento de escrituras. — Se prohibe a los escribanos 
de Arauco i Nacimiento otorgar las escrituras a que se refieren los de- 
cretos de 14 de marzo de 1853 i de 5 de junio de 1856. 

SantiagOy 16 de octubre de 1863. 
Considerando: 

1.** Que de lo espuesto en la nota que precede resulta que los escri- 
banos de los departamentos de Nacimiento i de Arauco, en la provincia 
de este nombre, están estendiendo las escrituras que, según lo dispuesto 
en los decretos de 14 de marzo de 1853 i do 5 de junio de 1856, deben 
ser estendidas ante el secretario del intendente de la provincia; i 

2.° Que dichos decretos tienen fuerza de lei por haber sido dictados 
por el Presidente de la Repáblica en uso de la autorización que para 
ello le confirió la lei de 2 de julio de 1852, 

He acordado i decreto: 

Los escribanos de los depirtamontos de Nacimiento i Arauco se 
abstendrán en lo sucesivo de estendor las escrituras a que se refiere el 
presente decreto. 

Tómese razón i comuniqúese. 
PÉREZ. 

Miguel María Gücmes, 
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86. Otorg^amiento de escrituras. — Se reglamenta c6mo deben 
otorgarse las de adquisición de terrenos que haga el Estado en territorio 
de indíjenas. 

Santiago, 11 de febrero de 1868. 

Con lo espueato en el oficio precedente, i 

Considerando: 

1*^ Que por la lei de 4 de diciembre de 1866 no se ha establecido una 
nueva formalidad para el otorgamiento de las escrituras de adquisición 
de terrenos que haga el Estado en el territorio indíjena, quedando en 
consecuenoia vijentes las prescritas en el decreto de 14 de marzo de 1853; 

2/ Que por el articulo 8.** de la citada lei se dispone que el Protec- 
tor de indíjenas ejerza las funciones que atribuye a Intendentas i Go- 
bernadores el mencionado decreto de 14 de marzo do 1853, i 

3.^ Que para facilitar el otorgamiento de las escrituras de compras de 
terrenos situados a gran distancia de la cabecera de la provincia de Arau* 
00^ es conveniente que el secretario de la Intendencia ante quien deben 
otorgarse dichas escrituras, se traslade a los lagares que le designe el 
jefe del Ejército do Operaciones de la frontera. 

Decreto: 

Art. 1.' Las escrituras de adquisiciones de terrenos hechas por el 
Estado en el territorio de indíjinas, se otorgarán ante el secretario de la 
Intendencia de Arauco con intervención del protector de indíjenas. 

Art. 2.'' £1 secretario de la Intendencia de Arauco se trasladará al 
lugar que le designe el comandante en jefe de operaciones en la fronte- 
ra, siempre que éste lo considere necesario para proceder a otorgar es- 
crituras de adquisiciones de terrenos por cuenta del Estado. 

Tómese razón i comuniqúese. 

Pérez. 

il Kaiyai FonUcüUi, 



87. Otorgamiento de Escrituras. --Se establecen formalidades 
para las que otorguen los escribanos de Nacimiento^ Angol, Lebu e Im- 
perial, sobre terrenoe de Indijenat. 
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Santiago, 6 de julio de 1872. 

(174) Con lo espuesto en el oficio fecha I.** de julio, dirijido al Mi- 
nistro de Colonización, i considerando: 

Que según lo dispuesto en el artículo 5.® de la suprema leí de 1 4 de 
marzo de 1853 en lo que no sea contrario a la 4 de diciembre de 1866 
que lo declaró vijcnlo, son nulos todos los contratos sobre venta, empe- 
ños i arriendos, iK)r mas de cinco años, de terreno de indíj^nas, cuan- 
do en dichos contratos no se observasen las formalidades prescritas en 
aquella d isposicion ; 

Que con el fin de eviUir los abusos a que daba lugar la inobservancia 
de tales formalidades se prohibió a los escribanos de la provincia de A rau- 
co el que estendieían escrituras referentes a terrenos de indíjenas, se- 
gún lo dispuesto en el Supremo Decreto de 16 de octubre de 1863; 

Que no obstante estas medidas tendentes a evitar los fraudes i abu- 
sos que se cometen en la enajenación i demás actos que celebran los indí- 
jenas para trasmitir o gravar la propiedad del territorio en que se en- 
cuentran, ha llegado a noticias del Gobierno que estos abusos continúan 
con perjuicio de la propiedad del Estado, que es la que de ordinario sir- 
ve de materia para esas transacciones; i 

Que por lo tanto se hace indispensable la adopción de una medida 
que poniendo en pnictica las disposiciones indicadas evite en lo sucesi- 
vo la repetición de actos que destimyen los propósitos que al dictarlos 
se tuvieran en vista, 

Decreto: 

1.® Los escribanos públicos de los departamentos de Nacimiento, An- 
gol, Lebu e Imperial no estenderán en lo sucesivo escritura alguna so- 
bre venta, hipoteca, anticresis, arriendo o cualquiera otro contrato que 
tenga por objeto gravar o enajenar los terrenos de indíjenas de aquellos 
departamentos, sin que, por parte de los que pretenden celebrar estos 
contratos, se les presente el respectivo título escrito i competentemente 
rejistrado, del cual se tomará razón en la misma escritura, enunciándose 
la fecha, nombre del escribano que hizo la inscripción i demás circuns- 
tancias que lo determinen i especifiquen. 

2.** Si son indíjenas los que enajenan o pretenden gravar la propiedad, 
los escribanos no estenderán el respectivo instrumento, si no se les pre- 
senta la copia legalizada de la escritura que previamente ha debido 
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Otorgarse en conformidad al artículo 6.<» del Supremo Decreto de 14 de 
marzo de 1853 i artículos d.^ i 5,*^ de la le¡ de 4 de diciembre de 1866, 
cuya copia se insertará íntegramente en el mismo instrumento. 

3/ Los escribanos que en contravención a este decreto estendiercn 
las mencionadas escrituras, quedarán sujetos a ser suspendidos de sus 
oficios, debiendo los gobernadores de aquel departamento i jueces de 
primera instancia llevar a efecto esta disposición, tan pronto como la in- 
fracción les conste, i darán al mismo tiempo cuenta al (Tobicrno para 
que proceda a tomar las medidas convenientes. 

Anótese, comuniqúese i publíquese. 

EflRÁZURIZ. 

Adolfo Ibañez» 



83. Otorgamiento de Escrituras. — 5e prohibe a los escribanos 
de la provincia do Arauco otorgar, en ciertos cjisos, las de los índíjinas 
sin la concurrencia del Protector. 



Sanli'iffo, 2 de in^trzo de 1873. 

(77 j Considerando que al prescribir el artículo 8." de la lei de 4 de 
diciembre de 1863 que haya un letrado con el título de protector de in- 
díjenas que ejerza las funciones que atribuyo al Intendente i Goberna- 
dor el decreto de 14 do marzo de 1853 i represente los derechos de los 
indíjenas en toda las circunstancias que se ofreciesen, ha tenido por obs- 
jeto asegurarse de que los indíjenas comprenden los contratos que in- 
tentan otorgar, que consienten en ellos i en jeneral que las obligaciones 
que contraen son efectiviis por haber concurrido las circunstancias dis- 
puestas por la lei para la validez de un acto o declaración de voluntad; 

Que no obstante las prescripciones del citado art. 8.** los escribanos 
públicos de la provincia de Arauco otorgan escrituras en que los indí- 
jeníis, sin intervención del espresado Protector, se confiesan deudores a 
favor de terceros por cuantioscas sumas que, atendidas sus facultades, 
sin ninguna versación en los negocios, su falta de hábitos industriales, 
ofrece fundadas dudas la efectividad de los préstamos; 

Quo del estado de los pleitos pendientes sobre terrenos situados en 
territorio indijeua, remitidos por el juez de letras de Anuico, i de datos 
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fidedignos que sobre el particular se han obtenido, se ha venido en co- 
nocimiento de la frecuencia con que los indíjenas se constituyen deudo- 
res a breves plazos, de que son numerosas las ejecuciones que so ejer- 
citan en su contra, i de que los embargos que de ellos proceden se eje- 
cutan de ordinario en predios pertenecientes al Estado o en terrenos de 
que los deudores no tienen dominio legal por no habérseles discernido 
título de merced en conformidad a la citada leí, resultando de esta ma- 
nera de proceder perturbaciones que son orijen de reclamos i pleitos; 

I por último, que se hace indispcupablc dictar una medida que, ha- 
ciendo efectiva la representación de los indíjenas, garantice la eficacia 
de los contratos que se otorguen, 

Decreto: 

Los escribanos públicos de la provincia de Arauco se abstendrán de 
otorgar en lo sucesivo escritura alguna en que los indíjenas contraigan 
obligaciones personales o confieran algún derecho real, sin que concurra 
al acto, declaración o contrato el Protector de indíjenas. i 

Los escribanos que en contravención a este decreto estendiesen escri- ' 

turas, quedan sujetos a ser suspendidos de sus oficios; debiendo los go- 
bernadores de aquellos departamentos o jueces de primera instancia lle- 
var a efecto esta disposición tan pronto como la infracción le conste, i 
darán cuenta al Gobierno para que proceda a tomar las medidas con- 
cernientes. 

Anótese, comuniqúese i publíquese. 

Errázuriz. 

Adolfo Ibdhez. 



89. Otorgamiento de Escrituras.— Se estiiblece que para otor 
gar las que versen sobre contratos o poderes de los Indíjenas, se rinda 
información judicial para «acreditar la existencia del derecho que éstos 
tengan sobre el terreno materia del contrato, la que se pondrá en cono- 
cimiento del ájente fiscal. 

Siinfiago, 30 de noviembre de 1876. 

(252). Habiendo llegado a noticia del Gobierno que al ponerse en 
aplicación la leí de 13 de octubre de 1875, que permite la libre cnaje* 



I 
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nación de los tórrenos en una parte de la provincia de Araiico, no ha 
sido raro que los indíjen is celebren contratos sobro propiedades de per- 
tenencia del Estado, i es urjento poner atajo i remedio a este mal; 

Considerando: que al conferirse por los artículos 14 i 15 de la citada 
Ici la facultad de enajenar; no se ha autorizado la transferencia de los 
terrenos baldíos, sujetos en su enajenación a formalidades especiales, 
sino solo suspendido la prohibición contenida en los artículos 4/ do la 
lei de 4 de diciembre de 1866 i T).** i e.** de la lei do 4 de agosto de 1874 
quedando, en consecuencia, vijentes las demás disposiciones sobre esta 
materia contenidas en las citadas leyes; 

Considerando: que estando determinado de un modo claro i preciso 
por el artículo 6.® de la lei de 4 de diciembre de 1866 qué es lo que se 
considera como terrenos baldíos o de propiedad del Estado, no es lícito 
a los indíjenas pretender otra parte de estos terrenos sino la que deter- 
mina el artículo 8.° de la lei de 4 de agosto de 1874; 

Considerando: que es indispensable reivindicar los derechos del Es- 
tado en todos aquellos terrenos que se hayan enajenado indebidamente 
a los particulares por los indíjenas durante esta última época, 

Decreto: 

1.® En la celebración do los contratos de venta, permuta, hipoteca, 
arriendo u otros de análoga naturaleza que intenten hacer los indíjenas 
i en los poderes que con Ü eran para litigar, será menester que se acredite 
previamente, por medio de una información rendida ante el juez de le- 
tras o ante el juez de primera instancia, la existencia del derecho que 
los indíjenas tengan sobre el terreno a que se refiere el contrato o el 
poder, con especificación de los linderos, ostensión i domas circunstan- 
cias qtic permitan formar una idea exacta del terreno. 

La información con sus antecedentes será puesta en conocimiento del 
ájente fiscal, quien podrá pedir, siempre que lo crea necesario al res- 
guardo de los intereses liscalcs, que informe acerca de ella el injeniero 
de la provincia i aún que éste practique un reconocimiento del terreno. 

Llenados estos requisitos i constando que no se trata de terrenos bal- 
díos, el Contrato o el poder se llevará a efecto. 

2.** A los indíjenas que pretendan derecho sobre los terrenos poseídos 
por él Estado i que no tengan otro campo que cultivar, se les concederá 
en los toiTenos fiscales una hijuela, conforme a lo dispuesto en el artí 
culo 8." de la lei de 4 de agosto de 1874. 

3." El ájente fiscal procederá a la mayor brevedad a entablar las ac- 
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ciones judiciales conducentes al resguardo de los derechos del Estado 
que hayan sufrido perjuicio con motivo de contratos celebrados sobre 
terrenos baldíos. 

Tómese razón, comuniqúese, anótese i publíquesc. 

Pjnto. 

José Alfonso. 



90. Enajenación de terrenos del Estado, fundación de 
poblaciones en territorio indíjena i deslinde de propiedades. 

— Se autoriza al Presidente de la Kepública para enajenar los terrenos 
del Estado i los que adquiera en lo sucesivo, deslindar los de Indíjenas i 
fundar poblaciones; i so prohibe a los particulares adquirirlos dentro de 
ciertos límites. 

Sanfiayo, 4? de diciembre de 1866. 
(213), Por cuanto el Congreso Nacional ha aprobado el siguiente 

PROYECTO DE LEÍ: 

Art 1.® Fúndense poblaciones en los parajes del territorio de los in- 
díjenas ([ue el i'rosidcntc de la Kcpública designe, debiendo adquirirse 
por el Estado los terrenos de propiedad particular que conceptuare con- 
veniente para éste i los demiis objetos de la presente lei. 

Art. 2.® Los sitios en que se dividan los terrenos destinados a pobla- 
ciones, se concederán gr.ituitamcnte a los pobladores i)or el Presidente 
de la República con las condiciones que acordare para el fomento de 
aquéllas. 

Se ausiüará a los imlíjciias que quieran avecindarse en las nuevas 
poblaciones con el costo de sus habitaciones, el cual designará el Presi- 
dente de la República según las localidades. 

Art. 3." Los terrenos que el EsUiflo posee actualmente i los que en 
adelante adquiera, se venderán en subasta i)ública en lotes que no exce- 
dan de quinientas hectáreas. 

El precio mínimo que se fija para estas ventas será el de compra en 
aquellos terrenos en que el listado hubiere adquirido por este título, i 
respecto de los baldíos será el que fijen dos injenioros que so comisiona- 
rán al efecto. 
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Este precio se pagará en cincuenta años, entregándose un dos por 
ciento cada ano. 

Sin embargo, una parte de estos terrenos so destinará al estableci- 
miento de colonias de nacionales o estranjeros con arreglo a las leyes 
que rijen en esta materia. 

f Art. 4.** Los contratos traslaticios de dominio sobre terrenos situados 
en territorio de indíjenas, solo podrán celebrarse válidamente cuando el 
que enajena tenga el título escrito i rojistrado competentemente. 

Siendo indíjena alguno de los contratiintcs, se nccesitii ademas que 
el contrato se celebre con arreglo a las prescripciones del decreto de 14 
de marzo de 1853, el cual queda vijente en todo lo que no sea contrario 
a la presente lei; pero el Estado no estará sujeta a estas prescripciones 
en los contratos que celebre el ájente del Ejecutivo en los casos a que se 
refieren los artículos l.*> i 3.®, incisos 1.® i 4.'* 

Art. 5.** Para los efectos del inciso 1.® del artículo anterior, se proce- 
derá a deslindar los terrenos pertenecientes a indíjeníis por una comisión 
(le tres injenieros que designará el Presidente de la República, los cua- 
es decidirán sumariamente las cuestiones que se suscitaren sobre cada 
propiedad que deslinden, debiendo asesorarse con el juez do letras mas 
n mediato en los casos que lo estimare necesario. 

Falladas dichas cuestiones i fijados los deslindes de un modo claro i 

preciso, los injenieros estcuderán acta de todo lo obrado en un libro que 

llevará al efecto por un ministro de fó pública que servirá de sccre- 

ario, i espedirán a favor del indíjena o de indijenas poseedores un título 

(le merced a nombre de la República, insertando copia de dicha acta i 

anotando el título en otro libro que servirá de rcjistro conservador. 

Estas dilijencias serán gratuitas. 

Art. 6.* De cada esten.sion o sección de los teriitorios de indijenas en 
que el Presidente de la República mande ejecutar Ja disposición ante- 
rior, se levan tani un plano, en el cual se marcarán las posesiones asig- 
nadas a cada indíjena o a cada reducción i las que por no haber sido 
asignadas, se reputen como teirenos baldíos. 

Para los efectos de este artículo, fie reputarán como terrenos baldíos i 
de consicuiente de propiedad del Estado, todos aquellos respecto de los 
cuales no se haya probado una posesión efectiva i continuada de un año 
por lo m¿iios. 

Art 7.' Tofla operación de dcslindos se practicará con citación de los 

poseedores colindantes i con intervención del protector de indijenas, de* 

binado proceder los injeniero3 conforme a las reglas siguientes: 

17 
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1.* La ocupación efectiva i continuada por el tiempo que designa el 
inciso 2/ del artículo anterior será título bastante para que el indijena 
sea considerado como dueño; 

2.* Cuando varios indíjonas pretendan derecho a un mismo terreno, 
se considerará como dueño el que* lo haya poseido los últimos cinco 
años; 

3.^ Si varios indijenas poseyesen un terreno sin que ninguno de ellos 
pueda establecer posesión esclusiva sobre una porción determinada, se 
les considerará como comuneros, i se subdividirá por partes iguales; 

4.* Los derechos de propiedad que deberán reconocerse a favor de los 
indijenas se entenderán siempre a favor del que sea cabeza de familia, 
sea varón o mujer; 

5.^ Cuando los indijenas que ocupan un terreno posean como indivi- 
duos de una reducción dependiente de un cacique, se les tendrá a todos 
como comuneros, i se deslindará el terreno como propiedad común a 
todos ellos; 

6.* Si una octava parte de los indijenas cabezas de familia de la reduc- 
ción reconocida como propietaria de un terreno pidiese que se le asigne 
determinadamente lo que le corresponda, los injenieros procederán a 
hacer la división i demarcación de límites, asignando al cacique el triple 
de la parte de terreno que se asigne a las cabezas de familia; 

7.^ Al fijar los linderos, sea en las posesiones de indijenas particula- 
res, sea en las de una reducción, se preferirán los límites naturales, 
cuando los poseedores no presenten los límites precisos; i a fin de adop- 
tar esos límites se podrán establecer compensaciones de los terrenos 
colindantes, pero en ningún caso de aquellos en que los indi joñas tuvieren 
planteles o que destinaren a siembras. 

Art. 8.^ En los territorios fronterizos de indijenas habrá un letrado 
con el título de protector de indijenas, el cual ejercerá las funciones que 
atribuye al Intendente i Gobernadores el decreto de 1 4 de marzo de 
1853, i representará los derechos de los indijenas en todas circunstan- 
cias que se ofrezcan, i especialmente en el deslinde de sus posesiones i 
en todos los contratos traslaticios de dominio. 

Será también de su obligación defender i ajitar la resolución definiti- 
va de las cuestiones pendientes sobre validez o nulidad de los contratos 
de venta o arriendo de terrenos indijenas, efectuados con anterioridad 
a esta lei. 

Este funcionario será nombrado por el Presidente de la República por 
el tiempo que creyere necesario. 
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Art. 9.<* El protector de indijenas gozará, mientras dure su misión, 
un sueldo de tres mil quinientos pesos anuales. 

El secretario de la comisión de injenieros, durante su cargo, tendrá 
el sueldo de mil quinientos pesos anuales. 

Art. 10. El protector, los injenieros i el secretario no podrán adqui- 
rir, durante su misión, para si ni para sus parientes hasta el segundo 
grado de consanguinidad inclusive i primero de afinidad, terreno alguno 
de los indijenas. 

Art. 11. Las propiedades que no fueren de indijenas, situadas en los 
territorios fronterizos, deberán deslindarse dentro del plazo que el 
Presidente de la Kepública señalo para cada localidad, i los deslindes 
se demarcarán de un modo visible i permanente. 

El propictsirio que no cumpla con tal disposición en aquel plazo, res- 
ponderá con el valor de su propiedad por el costo de los deslindes que 
se demarcarán por cuenta del Fisco. 

Cuando la propiedad que haya de deslindarse tuviere pleito pendien- 
te, se omitirá el deslinde en la parte cuestionada, mientras se resuelva 
la litis. 

I por cuanto, oido el Consejo de Estado, he tenido a bien aprobarlo i 
sancionarla; por tanto, promulgúese i llévese a efecto en todas sus par- 
tes como lei de la República. 

José Joaquín Pérez. 

Federico Errázuriz, 



91. Enajenación de terrenos litijíosos. — Se ordena su enajena- 
ción i so prohibe a los particulares adquirirlos dentro de ciertos límites. 

Santiago, 4 de agosto de 1874. 

(228). Por cnanto el Congreso Níicional ha prestado su aprobación 
al siguiente 

PROYECTO DE LEI: 

Art. 1.° Los terrenos situados entre los ríos lienaico, por el norte; 
Malleco, por el sur; el Vergara, por el oeste; i la cordillera de los An- 
des por el este, i sobre los cuales los particulares pretendiesen algún 



132 TIKCOPILACION DE LEVKS 



derecho, se enajenarán en subasta pública i por cuenta del Estado en 
ronformidad a lo dispuesto en el artículo í^/ do la lei de 4 de diciembre 
de 1866. 

En las ventíis que se lucieren de los terrenos indicados en el inciso 
anterior, como en cualquiera otra enajenación de terrenos del Estulo 
situados en territorio indíjena, se exijirá al compraílor el pai^o al contado 
de una tercera parte del valor de la subíista i el resto se pagará por 
dividendos de un diez por ciento arnial, hipotecándose la misma propie- 
dad pcara responder al cumplimiento del contrato. 

Art. 2.*^ A los que por resoluciones judiciales justifiquen derechos de 
propiedíid sobre los terrenos enajenados, se los entregará el valor que se 
hubiere obtenido por éstos en la subasta 

Art. 3.** Los poseedores regulares o irregulares que remataren el te- 
rreno de que están en posesión i sobre el cual pretendan derechos de 
propiedad, quedarán exentos del pago inmediato prevenido en el inciso 
2.' del artículo 1.', siempre que don garantífis suficientes para responder 
al cumplimiento del contrato i de los intereses legales en caso de serles 
desfavorable el fallo judicial. 

Cesará esta exención si hubieren dos o mas que pretendiesen derecho 
de propiedad sobre el terreno subastado. 

jVrt. 4.® Se rematarán también, conforme a lo prescrito en el artículo 
1.**, los terrenos del Estado comprendidos entre los rios Bío-Bío, Vergara 
i Renaico i la cordillera de los Andes, siempre que sobre su propiedad 
los particulares pretendieren derecho i consintieren en la subasüi. 

Art. 5.** La prohibición de enajenar contenida en el inciso 1.° del ar- 
tículo 4.® de la lei de 4 de diciembre de 18G6, se estiende a las hipotecas, 
anticresis, arriendos o cualquiera otro contrato sobre terrenos situados 
en territorio indíjena. 

Art. ().** Se prohibe a los particubres la adquisición, por cualquier 
medio, de terrenos de indíjenas dentro de los límites siguientes: por el 
norte, el rio Malleco, desde su nacimiento en la cordillera de los Andes 
hasta su desembocadura en el Vergara, i do este punto siguiendo al sur 
el curso del rio Picoiquen hasta su nacimiento en la cordillera de Xa- 
huelbuta, i desde allí una línea hasta la laguna de Lanalhue, situada en 
dicha cordillera i el curso del rio Paicaví hasta su desembocadura en el 
mar; por el siu*, el límite que separa el departamento del Imperial de la 
provincia de Valdivia; por el este, la cordillera de los Andes; i por el 
oeste, el mar. 
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No rejirá esta prohibición respecto de los fundos cuyos títulos estu- 
viesen ya inscritos en la forma legal. 

Los que estén establecidos o se establecieren dentro del territorio no 
podrán pretender otro derecho que el de abono do las mejoras que hu- 
biesen introducido en ellos cuando el Estado disponga de esos terrenos* 
Esta disposición no comprende a los colonos ni a los indíjenas. 

Art. 7.® Las funciones atribuidas por el artículo 5.<* de la lei de 1866 
a la comisión de injenieros serán desempeñadas por un Ministro de la 
Corte de Apelaciones de Concepción, el cual podrá disponer al efecto de 
uno o mas injenieros de los existentes en la frontera. 

Art. 8.® A los indíjenas que no probaren la posesión a que se refieren 
los artículos 6.° i 7.® de la lei de 4 de diciembre de 1866, se le conside 
rara como colonos para el efecto de adjudicarles hijuelas sin que por ello 
queden sujetos a las condiciones impuestas a los demás colonos. 

Art 9.® La posesión notoria del estado de padre, madre, marido, mu- 
jer o hijo, se tendrá como título bastante para constituir a favor de los 
indíjenas los mismos derechos hereditarios que establecen las leyes co- 
munes en favor de los padres, cónyujes e hijos lejítimos. 

Art. 10. El protector de indíjenas representará los intereses fiscales 
en todo aquel territorio, i litigará como padre en defensa de los indios. 
En caso de implicancia, el Fisco será representado por el secretario de 
la Intendencia de Arauco, quien gozará de una gratificación de trescien- 
tos pesos anuales en remuneración de este trabajo. 

Art. 11. A los particulares que quieran establecer colonias por su 
cuenta en el territorio indíjena, se les concederá hasta ciento cincuenta 
hectáreas de terrenos planos o lomas o bien el doble de las cerranías o 
montañas, por cada familia inmigrante de Europa o de los Estados Uni- 
dos de Norte-América, previa las condiciones que estableciere el Presi- 
dente de la República en los respectivos contratos. 

A los hijos o miembros de familia mayores de diez años i a los de 
esta edad hasta la de cuatro, se les concederá a los primeros la mitad 
del terreno que señala el artículo anterior, i a los segundos una cuarta 
parte. 

En las colonias que se fundaren por el Estado en el mismo territorio 
conforme a lo dispuesto en el inciso final del artículo 3,^ de la lei de 4 
de diciembre de 1866, no se admitirá como colonos sino a inmigrantes 
de las nacionalidades antedichas. 

Art. 12. Se autoriza al Presidente de la República para comisionar, 
cuando lo estime conveniente, un empleado público que, con el carácter 



134 RBOoPILAOtOK DIB LRYfiS 



de inspector de colonización, atienda a las diversas necesidades de las 
colonias establecidas en el territorio indijena i proponga las medidas 
que convenga adoptar para su fomento. 

Este empleado gozará, mientras permanezca fuera del lugar de su 
residencia ordinaria i en el desempeño de su comisión, un viático de 
cinco pesos diarios. 

I por cuanto, oido el Consejo de Estado, he tenido a bien aprobarlo i 
sancionarlo; por tanto, ordeno se promulgue i lleve a efecto en todas 
sus partes como lei de la República. 

Federico Errázüriz. 

Adolfo Iba Hez. 



92. Adquisición de terrenos en territorio de Indíjenas.— 

Se prohibe a los pacticulares adquirirlos dentro de ciertCF límites. 

SanH%go^ 9 de novienibre de 1877. 
(324) Por cuanto el CJongreso Nacional ha a[)robado el siguiente 

PROYECTO DE LEI: 

Artículo único. — Se declara que la escepcion contenida en el inciso 
2.'' del artículo 6.® de lei de 4 de .agosto de 1874, se refiere solo a los 
fundos cuyos títulos estaban ya inscritos en forma legal a la fecha de la 
promulgación de esa lei, siendo, por lo tanto, absolutamente prohibido 
a los particulares adquirir terrenos de indíjenas dentro de los límites 
que señala el inciso 1.® del citado artículo 6." 

Se deroga el inciso 2.** del artículo 14 de la lei de 13 de octubre de 
1875, i, en consecuencia, la prohibición de que habla el inciso anterior, 
se estiende también a los territorios situados entre el rio Tolten i el lí 
mite norte de la provincia de Valdivia. 

Las prohibiciones de esta lei no son aplicables a las adquisiciones que 
pueda hacer el j Estado. 

I por cuanto, oído el Consejo de Estado, he tenido a bien siincionarlo; 
por tanto, promulgúese como lei de la Kepública, para cuyo efecto se 
publicará en el Diavio Oñéial. 

Aníbal Pinto. 

José Alfonso. 
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93. Adquisición de terrenos en territorio de Indíjenas. — 

Se hace ostensiva la prohibición de la lei anterior a otros contratos du- 
rante el plazo i dentro del área que se espresa. 

Valp(iraií<o, 20 de enero de 1883. 
Por cuanto el Congreso Nacional ha acordado el siguiente 

PROYECTO DE LEI: 

Artículo 1.® La prohibición de adquirir terrenos de indíjenas, hecha 
a los particulares en el artículo 6.® de la lei de 4 de agosto de 1874, en 
el territorio designado en dicho artículo, se estionde a las hipotecas, an- 
ticrecis, arriendos o cualquiera otro contrato en virtud de' cual se prive 
directa o indirectamente a aquéllos de la posesión o tenencia de terreno, 
sobre terrenos situados dentro de esos límites, aun cuando el indíjena o 
la reducción a quien pertenezcan tengan rejistrado su título de pro- 
piedad. 

Esta prohibición subsistirá por diez años. 

Art. 2.** Las funciones que el artículo 5.** de la lei de i de diciembre 
de 1866 atribuía a una Comisión de Injenieros i que el artículo 7." de 
la lei de 4 de agosto de 1874 confirió a un Ministro de la Corte de Ape- 
laciones de Concepción, serán dcáempeñadas por una comisión compues- 
ta de un abogado, que la presidirá, i dos injenieros nombrados por el 
Presidente de la República. 

Esta comisión se sujetará en sus procedimientos a las disposiciones de 
la citada lei de 1866. 

Si el título que la comisión tuviere que estender a favor de un indí- 
jena o de una reducción pasare de trescientas hectáreas, deberá elevarse 
el espediente en consulta al Presidente de la República acompañando un 
plano del terreno a (jue el título se refiere. 

Art. 3.*^ Restablécese el cargo de Protector de indíjenas que creó el 
artículo 8.<* de la lei de 4 de diciembre de 1866, con el sueldo que dicha 
lei le asignaba. 

Art. 4.° Esta lei comenzará a rejir desde el dia de su publicación en 
el Diario Oficial, 



136 RBCOPILACION DB LBT£S 



I por cuanto, oído el Consejo de Estado, he tenido a bien aprobarlo i 
sancionarlo; por tanto, promulgúese i llévese a efecto como leí de la Re 
pública. 

Domingo Santa María. 

L(iii< A Id uñate. 



94. Adquisición de terrenos en territorio de Indíjenas.— 

Se prorroga por diez aíios la piohibicion de la lei anterior, se hace es 
tensiva a Valdivia, [Llantiuihue, Chiloc i Magallanes i .se prohibe a los 
not4\rios estender ciertas escrituras. 

Santiago, 11 de enero de 1893. 

Por cuanto el Congreso Nacional ha prestado su aprobación al si- 
guiente 

PROYECTO DE LEI: 

Artículo !.• Prorrógase por diez años, contados desde el 20 de enero 
de 1893, la prohibición de adquirir terrenos do indíjenas, hecha a los 
particulares en el artícido G.® de la lei de 4 de agosto de 1874, ampliada 
en el artículo 1.®, inciso 1.®, de la lei de 20 de enero de 1883. 

Art. 2.® Se hacen extensivas a las provincias de Valdivia, Llanquihue 
i Chiloé i al territorio de Magallanes todas las prohibiciones sobre terre- 
nos de indíjenas contenidas en el inciso 1.^ del artículo O.** de la lei de 
4 de agosto de 1874 i en el artículo 1.** de la lei de 20 de enero de 
1883. 

Se prohibe a los noUirios estender escritura alguna de venta, hipoteca, 
anticrecis, arriendo o cualquiera otro contrato en virtud del cual se pri- 
ve directa o indirectamente a los indíjenas del dominio, posesión o te- 
nencia del terreno que ocu})an 

Art. 3.^ Esta lei comenzará a rejir desde la fecha de su publicación 
en el Diario O/iciuJ. 

I por cuanto, oído el Consejo de Estado, he tenido a bien aprobarlo 
i sancionarlo; por tanto, promulgúese i llévese a efecto en todas sus par- 
tes como lei de la República. 

JORJE MONTT. 

Idídoro Errdziiriz, 
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95. Juicios sobre terrenos ubicados en territorio Indíjena 

— Se ordena que los Ajenies fiscales, en las provincias de Arauco i Val 
divia, se hagan ¡)artcs en los juicios relativos a terrenos situados en te- 
rritorio indíjena, i que entablen los reclamos correspondientes por loa 
derechos del Fisco. 

Sa/iitiaffo, 25 de octubre de 1867. 

Considerando: 

1.** Que en los juicios que se siguen actualmente ante el juzgiido de le- 
tras de la provincia de Arauco sobre terrenos situados en el territorio in- 
díjena, puede hacer valer el Fisco derechos de propiedad en el caso do 
que los títulos de los litigantes no estuviesen arreglados a la leí; i 

2.*' Que muchos poseedores actuales de terrenos situados en el mismo 
territorio no tienen los correspondientes títulos legales de propiedad, 

Decreto: 

Art. 1.** Los agentes fiscales de las provincias de Arauco i Valdivia se 
harán parte en todos los juicios relativos a terrenos situados en territorio 
indíjena, sea que se ventile la propiedad, hipoteca o cualquiera otra acción 
que pudiera afectar los derechos a dichos terrenos; i 

Art. 2.® Los mismos funcionarios establecerán los reclamos correspon- 
dientes sobre los terrenos que, estando ilegalmenteposeidcs, deberán co- 
rresponder al Fisco. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 

PlÍREZ. 

F. Várga.'i Fontecilla. 



&6. Representación ñscal en juicios sobre terrenos de Indi- 

jenas. — Se radica la representación fiscal en el secretario de la Comisión 
de injenieros cuando por implicancia, recusación u oposición con los in- 
tereses de los Indíjenas no pueda el Protector asumirla o continujirla. 

Santiago, 16 de octubre de 1873. 

(306) Visto lo es})uesto por el Protector de indíjenas en oficio £^cha 
11 del que rije, i 

18 
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Considerando: 

1.*" Que según el artículo 8.*' de la leí de 4 de diciembre de 1866, 
corresponde a aquel funcionario la defensa de los derechos de los indíje- 
nas, quedando, en los juicios que se suscitan entre ellos i el Fisco comple- 
tamente anulada la representación fiscal, que también compete al mismo 
funcionario en las causas sobre terrenos en que tiene interés el Estado al 
sur del Bío-Bío; 

2.^ Que el Secretario de la Comisión de injenieros, siendo letrado 
puede desempeñar las funciones de repiesentante fiscal, sustituyendo al 
mencionado Protector de indíjenas, en todos los casos en que por la razón 
espresada anteriormente o por otras causas de implicancia o recusación 
se hallare inhabilitado para asumir o continuar con dicha representacioní 

3.® Que, quedahdo investidos los dos empleados a que se ha hecho 
referencia, de la defensa de los derechos del Esttido en todas las cuestiones 
que se suscíttiren acerca de la propiedad, hipoteca o cualíjuiera acción 
que se instaurase sobre terrenos situados en territorio indíjena, no se 
hace necesario la representación de los demás funcionarios que pudieren 
intervenir ert ellas, lo que produciría en la jeneralidad de los casos em- 
barazo i confusiones para la espedí ta i cumplida tramitación de los juicios, 

Decreto: 

1." El Secretario de la Comisión de injenieros de Arauco reemplazará 
al Protector de indíjenas, como representante fiscal en todas aquellas 
causas en que el último no pudiere asumir o continuar la representación 
del Estado, a consecuencia de hallarse los intereses de éste en oposición 
con los de los indíjenas que le están confiados, o por afectarle cualquiera 
causa de implicancia o recusación legal: 

2." Se radica especialmente en este funcionario la representación del 
Fisco, para todos los juicios relativos a terrenos situados en el territorio 
indíjena, sea que se ventile la propiedad o que se promueva cualquiera 
acción que pueda afectar los derechos del Estado a dichos terrenos. 

Estos mismos funcionarios quedan encargados de activar en lo posible 
la prosecución de los juicios pendientes i de iniciar todos aquellos que se 
consideren necesarios para reivindicar las propieda<les de que el Fisco 
ha sido desposeído en la provincia de Arauco. 

Tómese razón, comuniqúese, anótese i publíquese. 

Errázüriz. 

Adolfo Ibáñez. 
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97. Subrog^acion del Protector. — Se ordena reemplace el Secre- 
tario de la Comisión de injeníeros al Protector en los casos de impli- 
cancias. 

Santiago, 1.^ de iiuiyo de 1875. 

(104) Visto el oficio fecha 16 de marzo último, dirijido por el juez de 
letras de la provincia do Arauco al Ministro de Colonización, i del cual 
a{)arece que varias causas en que tiene parte el Fisco se encuentran nota- 
blemente retardadas, a consecuencia de que el Protector de indíjenas se 
halla implicado por tener que defender a éstos en las mismas causas^ i 

Considerando: 

1.® (¿ue según el artículo 10 de la lei de 4 de agosto de 1874 la defensa 
de los intereses fiscales corresponde al Protector de indíjenas i por im- 
plicancia de éste al Secretario de la Intendencia de Arauco; 

2." Que teniendo al presente el juzgado de letras su asiento en los 
Anjeles i la intendencia au asiento en Angol, hai material imposibilidad 
de que el Secretario do ósta pueda proseguir ante aquel las causas fiscales 
sin abandonar las tareas ordinarias de su empleo; 

3.® Que es indispensable adoptar alguna medida que salve los perjui- 
cios que para el Fisco resulten de la falta de un representante que am- 
pare i defienda sus intereses, 

Decreto: 

Por ahora, i mientras subsiste el inconveniente antes señalado, el Pro- 
tector de indíjenas será reemplazado en los casos de implicancia por el 
secretiirio do la Comisión de injenieros de Arauco. 

Tómese razón, anótese, comuníciuese i publíque.se. 

Errázükiz. 

José Alfonso. 



98. Protocolos de escrituras de terrenos de Indíjenas i 
espedientes de informaciones de posesión stiíliaria. -Se or 

dena se archiven en las respectivas notarías los que existieren en las 
Inte ndencias o Gobernaciones. 
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Santiago, 28 de junio de 1878. 

(132). Visto el ofi'sio número 207, fecha G de junio corriente, del 
Intendente de Arauco, 

Decreto: 
Se aprueba el decreto del espresado funcionario, que dice como sigue: 
«Siendo cojiveniente que estén reunidos en una sola oficina todos los 

documentos relativos a la constitución de los títulos de la propiedad 

territorial, 

«Decreto: 

«1.® Los protocolos de escrituras de terrenos de indijenas i los respec- 
tivos espedientes de la indagación sumaria do la posesión, que están 
actualmente archivados en la secretaría de la Intendencia i en la Gober- 
nación de Cañete, se entregarán a los noUirios de los respectivos depar- 
tamcntDs para que se reúnan al archivo jeneml de los títulos de propio 
dades raíces. 

«2.'' La entrega de los protocolos de la Intendencia se hará por el 
secretario, bajo inventario, del cual se harán dos ejemplares firmados 
por el notario i por el secretario. 

«Uno de estos ejemplares quedará archivado en la secretaría de la 
Intendencia i el otro en la notaría. 

«3.® En Cañete se hará entrega en la misma forma entre el Goberna- 
dor i el notario. 

« Del inventario que quede archivado en la Gobernación se remitirá 
una copia autorizada a la Intendencia. 

«4.^ La entrega se hará solo de los instrumentos públicos comprendi- 
dos hasta el 31 de diciembre de 1877. 

«Anótese, comuniqúese i dése cuenta al Supremo Gobierno». 

Tómese razón en la Intendencia de Arauco i publíquese en el Boletín 
de las Leyes i en el Diario Oficial, 

PmTO. 

José Alfonso. 



99. Juicios sobre propiedades de Indijenas.— Se ordena los 
representen i defiendan los promotores fiscales, i caso de incompatibili- 
dad de intereses entre el Fisco i el Indíjena, sustituirá al promotor el 
procurador de la Municipalidad respectiva. 
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Santiago, 10 de noviembre de 1884. 

Vistos los oficios fiel Gobernador de Angol, núm. 13, fecha 7 de 
febrero, i del Intendente de Arauco, núm. 296, de 26 de julio último, i 

Considerando: 

l.*^ Que aunque por la la lei de 20 de enero de 1883 se restableció el 
cargo de Protector de Indíjenas, las funciones administrativas que pu- 
dieran corresponder a este empleo, se encuentran dosempouadas por 
diversas autoridades de la República; 

2." Que en cuanto a la representíicion de los derechos de los indíje- 
nas en los lítijios sobre propiedad o posesión de sus tierras, los promo- 
tores fiscales pueden i deben ejercer esas atribuciones, 

Decreto: 

Los promotores fiscales de los departamentos fronterizos tomarán la 
defensa i representación de los indíjenas en los juicios sobre propiedad 
o posesión de sus tierras i en los contratos de compra-venta que cele- 
braron. 

En los casos de incompatibilidad de intereses entre el Fisco i el indí- 
jena, sustituirá al promotor el procurador de la Municipalidad respectiva. 

Tómese mzon, anótese, comuniqúese i publíquese. 

Santa María. 

A, Vergara élbano, 

XOTA. — Inaei^tamos a contimiacioii divorsas sentencias de la Ilnstrísinia Corto do 
A]ielar¡oncs do (.'onceprion i de laKxcclentísinm Corto Su])ronia que ostablocon laju- 
lisprndcncia uniformemente soí^in'da con n^lacion a las leyes relativas a los indíjenas; 
i «¿ne se rojistran en la Oacria de los Tribunales en el nfio i >>a¡o el niínioro <juo hv 
ospresan: 

AÑO 1886, NÚM. 1848 
•lofl^ Fruto Hnex eon Mnrlln Molir, Robro niill«ln<l «le* iinu rHcrllnni 

Oaorno, abril 28 de 1886, — Vistos: don José Frnto Saoz so ha presentado con el 
escrito de f. 1, exponiendo (jue según consta de la sentencia ejecutoriada corriente a 
ÍH. 65 del ouadorno agregado, la Ilustrísima Corte de Cor.ce))cion ha resuelto que, en 
conformidad al artículo 1817 d^l Código Civil, debe ventilarse en el juicio corrospon» 
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diente qué título tenga valor preferente, si el otorc^ado j^wr Matías Imílquco a favor 
de María Isabel Neitrai, madre de los Picliullancas, o el eatondido a favor del pare 
cíente })or los herederos de Imil<|ueo. 

Para obtener esta resolución ocurre al juzgado pidiendo se dr-clare nula la esciitura 
otorgada a favor de la Neitrai, fundándose en <|ue est*i documento no es escritura 
pública, según lo preceptuado en el artículo 1699 del Código Civil, pae5 según esa 
disposición, solo es escritura pública i auténtica el instrumento otorgado ante el 
competente funcionario e incorporado en un protocolo o r<;JLstro público. 

Estos requisitos los reúne la escritura del pareciente, mientras que la de Xeitrai 
fué otorgada por el gobernador i no está protocoli/Ada en la forma prescrita. Si bien 
ca cierto que los gobei-nadores tenían autorización ]mi'a otorgar loa instmmentos 
antes de la vijencia del Código Civil, taml)ien lo ea que con este Código cüsó esa au- 
torización. 

Siendo nulo tcdo acto o contrato a que falta alguno de los requisitos que la lei 
prescribe para el valor del mismo acto o contrato, debe, en conformidad al articulo 
1682 del mencionado Código, declararse nulo i de ningún valor el documento en el 
cual apoyan sus derechos los herederos de María Isabel Meitrai, que son, José Ma- 
nuel PichuUanca i Juan Manuel Coipuyado, en representación de sus resjíectiva'í 
mujeres María. Petscuala i Mai'ía Felipa PichuUanca. 

Contra estos herederos entabla formal demanda de nulidad absoluta del precitado 
título, pidiendo se declare válido solo el suyo, por haber sido estendido con to<las 
Ks formalidades legales. 

Los demandados, contastaudo dicen que según la resolución del Ilustrísimo Tri- 
bunal invocada jior Saez, debe resolverse cuál de los dos títulos tiene valor prefeivn- 
te, atendido solo a lo dispuesto en el artículo 1817 del Código Civil. 

El actor no se concreta a este punto sino que alega nulidades que no existen, sin 
pretender ni haber entrado primero en ¡Mjscsion de lo comprado, ni que se le haya 
hecho antes la entrega, ni (pie su título sea mas antiguo. 

La posesión de los parecientes en ese terreno i su entrega de él por Matías Imil- 
queo data del año 1850, pues en ese año don José Hernardo PichuUanca, ¡Dadre de 
los primeros, lo compró por instrumento jrivddo al citado Imilqueo; pero habiéndose 
estraviado éste, la madre do las mismas, María Isabel Neitrai, para asegurar la 
compra se hizo otorgar la escritura de 1862. De manera que est* vez la Neitrai vol- 
vió a comprar lo suyo, compra que no es válida, según lo prescrito eu el art. 1816 
del Ciidigo Civil. 

Por lo espuesto, se ve que los parecientes i sus antepasados han estado en posesión 
tranquila i no interrumpida del terreno litigado por mas de treinta años. Duiantc 
este ticmpD, a vista i paciencia de Matías Imilqueo, han ejecutado actos i>ositivo8 
de dominio. Concluyen alagando en su favor Li prescripción estraordinaria. 

Estimándose de hecho la cuestión de nulidad aducida por Saez, se señaló como 
punto de prueba en el comparendo do que da cuenta el acta de fs* 10 i 11 vta., la 
prescripción a'egada por los demandados. 

La sesión tuvo lugar el 81 de diciembre último, so produjo en olla la prueba tes- 
timonial o Instrumental que consta de autos i la? partes quedaron citadas pra 
sentencia. 
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Considerando: 

I."* Que el presLU te juicio tiene por objeto roáolver qué título debe ser preferido 
para radicar con la inscripción del dominio del fundo a que se refiere la demanda, 
si el de iSaez o el de la Ncitrai; 

2.** Que es instrumento público o auténtico el autorizado por competente funcio- 
nario; 

3.** (^ue la venta de bienes raices hecha después del 1.° de enero de 1857 no so 
reputa perfecta miéutr.is no so ha ostendido en escritura pública; 

4." Que solo 8c entiendo por escritura pública el iustnuncnto otorgado ante escri- 
bano e incorporado en un protocolo o rejistro; 

5.** Que el título de los demandados no reúne ninj^una de estas condiciones, pu2S 
ha sido autorizado por el gobernador de este departamento i no se encuentra incor- 
porado en protocolo o rejistro; 

6.° Que si bien dntes de la fechi citada han podido los gobernadores, a quienes el 
Ejecutivo facultó espresament'í en virtud de los artículos 3." i 5." de la lei de 2 de 
julio dt, 1852, que creí la provincia de Arauco, intervenir en la.s escrituras de venta 
en que tuvieran pavto in<líjenas, esta facultad ípiedó absolutamente revocada con 
los artículos 1699, 1801, 1701 i final del Código Civil; 

7."* Que el título del demandante cumple con todos los requisitos legales; 

8.** Que los demandados no han probado que hicieran antes del año ,1857 la com- 
pra privada que indican; 

9.** Que tampoco han acreditado la prescripción estraordinaria que alegan, pues 
su prueba a este respecto es deficiente, se encuentra en contradicción con la rendi. 
da por ellos mismos en el cuaderno aí^regado i con las posiciones absucltas también 
por ellos a f. . . del mismo cuaderno, en las cuales confiesan haber abandonado el 
terreno a que se refiero este juicio diez, años antes del 21 de abril de 1882, fecha do 
la citada absolución ; 

10. (^uo si biejí la prueVia do un juicio no debe, en jencral, ser tomada en cuenta 
en otro, en el presente Ciso la del cuaflcrno agregado puede tomarse en consideración 
I>ara apreciar el mayor o menor grado de voracidad do los testigos. 

Vistas las disposiciones cit^idas i lo< artículos 1681 i 1682 del Código Civil, so 
declara que es nulo i de ningún valor el título de venta a quu se refiere el consideran- 
do quinto i que. on consecuonci»», debe inscribii-se en el rejistro del Consen'ador do 
Bienes Raices el mencionado on el conHÍ<lerando sétimo. — An<^tese i reemplácese el 
papel. — Prats. — Espinott'í Pica. 

Concepción, julio 21 de 1887. — Vistos: ace])tando la esposicion de los hechos i los 
cuatro primeros considerandos de la sentencia ajicuidu i 

Teniendo, ademas, presente: 

1." Quü la escritura de 31 de julio de 1S62, en quo apoyan su «lerecho los deman- 
dados, fué otorgada ante ol soaor gobernador de Osorno, por delegación del soílior 
Intendente de Llanquihue, a virliul de la comisión especial que le conferia el supre- 
mo decreto con fuerza de lei de 4 de rlioiembre do 1855 para intervenir i autorizar 
los contratos relativcs a terrenos de indíjenas, como único funcionario para hacerlo 
yálidanieutn, i según osa comisión legal, esc instrumento es escritura pública i fué 
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ostendlda en i*cjÍ3ti*o especial, ríe donde aparece tomada la copia corriente a f . 1 del 
cuaderno acompañado con el núin. I; 

2.° Que sometido el departamento de Osorno, en qnc está el inmueble vendido, 
de la provincia de Valdivia, a ^^ne [ícrtenecia on la fecha del citado decreto, a la de 
Llanrpiiliuo, por la lei do 22 de octubre de 1861, ol Intendente que debió intervenir 
en esa escritura es el de IJan(piihuc, <|ue la mandó autorizar; 

3.** (J»ue en el supuesto de haber contradicción entre aquella disposición legal i la 
definición que <lo la escritura pública da el artículo 1G99 del Códifjo Civil, debe pre- 
valecer la primera, como lei oapcpíal para los contratos sobro terrenos do ind'jenas, 
sobre la segunda, atendido el prcro])to del artículo 4." del Código Civil; 

4." <)ue siendo, según eso, válida la referida escritura, resulta que también os an- 
terior a la de 17 de dicicmbro de l^SO, que liace valer el demandante, a lo cual so 
agrega que no estando inscrita ninguna de ellas, se manifiesta con la ])rueba rendid* 
que a virtuíl de la do 1862 se hizo entrega material do lo vendido, ¡ estas dos cir- 
cunstancias dan un doble motivo do proforeueia, según el artículo 1817 del (Vxligo 
Civil, a la escritura mas antigua. 

Por estos fundamentos, so declara «pie la única escritura ipic debe inscribirse, de 
las dos relacionadas, es la de 31 de julio de 1862, que sirvo de título a las deman- 
dados. Se revoca la sentencia antes cita<la do fecha 28 de abril de 1886, corriente a 
fs. üO. Publique 3c i devuélvanse. — Siío. — Cfal lardo. ^Escobar. — Novoa. — Pronun- 
ciada j)or la Iltma. Corte. — Soto S.dcts, 

AÑO 1887, NÚM. 229 

l.iicHH Folll roD Vlrltirlnno AhciiJo* «obre reivIiKlIrnrlon 

A^aldivia, junio 4 de 1886 — A'istoa: don Daniel Subiabro, con poder de Lucas 
Kolil, espone en su escrito de fs. 5 que su mandante es dueño do una acción i derecho 
de terreno (|ue lo corresponde por herencia de su finada madre, Josefa Lefitraoo, on 
el fundo liOs Tr:Uos, en la subdelegacion do Cudico del departamento de la Unitm, 
bajo los límites que espresa. Según ol tlocumento queacompaiia, su mandante habia 
vendido a don David Agüero la misma acción, bajo los límites indicados en la co])ia 
adjunta, i para cuyo cfocfo.se presentó ol señor Agüero ante el ex-gol)ernador don 
Luis Corvalan para que otorgase la escritura, la quo fué estendida en un libro que 
llevaba el ex-gobernador ol año 1 870, año en (pie ya los gobernadores ni los intendentes 
tenían las atribuciones que les concedia ol supremo decreto de 4 de diciembre de 1855, 
que hablan «ido derogadas iM)r leyes do 1 rio diciembre de 18C6 i de 15 de julio 
de 1«6Í); 

(iKie siendo así que otorgada por persona ca]>nz para poder autorizar escrituras jm 
blicas os nula i de ningún valor la que on copia aeompafia, mucho mas cuando no se 
encuentra rejistrada en ol conservador respectivo, i faltando esto requ'sito, el bien 
inmueble no ]>uede translorir de dominio; 

(i>uo ol decreto su])rcmo de 4 <le diciembre de LSóT» a í|Uo se refiere el ex-goberna- 
dor, que autorizaba a los intendentes i gobornndoros para estonder escrituras en te- 
rreuos de indíjonas o en que tuviera parte algum de éstos, fue «lerogado j)or lei de 4 
de diciembre de 1866 que dispuso que (leí de 14 de marzo de 1853 solo quedase vijeuto 
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eu cuanto a laa onajeuaciouoi do tot-reuos do indijenas situadoBon tenitorio de éstos, 
i por Ici de 15 de julio do 1869 so estableció que 90I0 los de|)art4monto8 de Angol 
Toltüu e Imperial se considerasen como de colonización; 

Que es de obsorvar que los auto Jiclios decretos, en cuanto mandaban que la« osori- 
tiaras do venta o em])eno (}e terrenos se ostcndiesen en un libro espocial, llevado i)or 
el secretario de la inten leacia o gobernador do indijenas, solo debieron existir basta 
el 1/ do enero de 1857, fecha eu que comenzó a r^jjv el Código Civil; 

Que en vista de lo dispuesto en los arts. 1801 i 1699 de eso Código, i estando don 
Victoriano Asenjo en posesión del terreno de su comitente i no habiéndosele querido 
eutrogar, sin embargo de liabérse'e txijido, entabla demanda en su conti^a en jucio 
do menos de mil p.sos para que se declare: 

1." Que la escritura catoodida por su mandante el 27 de setiembre do 1870 a fa- 
vor de don David Agüero i autoñzada por el ex-gobernador don Luis Corvalan es 
nula i de ningún valor; 

2.^ Que se le mande restituir en la jioscsion del fundo Los Traros, dentro de ter- 
cero dia, o en su defecto, se le })aguo ochocientos pesos en que lo estima; i 

S." Que le pague los frutos civiles i naturales i las costas del juicio. 

Don Victoriano Aseojo, contestando a fs. 12 dice que en justicia se dobe desechar 
la demanda, condenando en costas al contendor. Segim cousta de las escrituras que 
acon)[Hina, Lucas Folil vendió a don David Agüero el aSo 1870 una acción de terreno 
en el fundo Los Traros, i este daspues le vendió a él la misma acción el afio 1879; 
ambas esorituras se encuentran con tixlos los reqnititos que la leí exye para la tradi- 
ción del dominio, aunque su contendor haya dicho quo la escritura del aeftor Agüeio 
no estaba inscrita en el Conservador, la que tiene a la focha (guiñee años desde su ins* 
cripcion, quo fué el 8 de noviembre de 1870, i desde esa fecha hasta que lo vendió, 
tomó la posesión del terreno a cienoía i imciencia del vendedor PoUl, como lo ha te- 
nido él después hasta ahoiti, sin 'que nadie lo haya interrumpido; 

Que ])or los documentos acompi\fiados se ve qu3 hai dos títulos inscritos i una po- 
sesión de quince años, contados desde la inscripcicion del primero, lapso de tiempo 
mas quo suficiente para adqurir el dominio por la prescripción ordinaria que alega, 
conformo a los arts. 2493, 2507 i 2508 del Ct'xiigo Cinl; 

Quo, YiOT otra parte, aum^uo la contraria niegue el títiilo de escritura pública al 
instrumento que autorizó el ox-gobcrnador dou Luis Corvalan, por incompetencia 
de éste para tales actos, parece que el citado Código lo dispone de otro modo cuando 
dice que el instrumonto público defectuoso vale com t privado si está suscrito ytov las 
INirtes, i qu(^ el instrumento privado reconocido por ellas hace la misma fe que la es- 
critura pública, lo que sucede eu el presente caso, pues la contraria conñesa que ha 
vendido i que solo ])on[uc ci'cc encontrar defecto en la escritura que estendió entabla 

demanda- 
Las partes alegaron lo conveniente a sus derechos en el comi)arcndo de que da 
cuenta el acta de fs. 13 vta., i por auto corriente a fs. 14 vta., se estimó la cuestión 
como do derecho i se citó a lis partes para sentencia. 

Considerando: 

1.* Que Lucas Folil funda su demanda en que la cscritum de 29 de setiembre de 
JBJ'O e8 nula por no haber sido otorgad^ ftute fv^nc'Qn^rio competente; 

\9 
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2.^ Que la vonta do los bhiies raices se reputa i)orfecta desde (xuc las partes han 
otorgado la escritura pública correspondiente; 

8.^ Que la cuajenacion del terreno que se trata de i'civíndicaí' fué Lecha ]K)r nie< 
dio de la escritura citada en el primer considerando, otorgada ante el gobernador de 
la Union, íjuien procedió en coufoi*midad al supremo decreto de 4 de diciembre de 
1855; 

4.^ (>uo 03 competente para autorizar uua escritura pública cualquier notario en 
ejercicio del departamento donde se otorga o el que sea tenido públicamente como 
tal, i en el presente caso no se ha negado que el gobernador do la Union ejerciera 
osas funciones respecto de los teri'cnos de indíjenas a la fc^ha de la escritura alu- 
dida; i 

5.° (^)ue a mayor abundamiento, la escritura cstendida por Lucas Folil a favor de 
don David Agüero está inscrita desde el 8 de noviembre de 1870, i don Victoiiano 
Ascnjo adquirió de éste el ten-cno vendido [wr a<|uél a virtud de la escritura también 
inscrita de fs. 10, i no se ha desmentido por el demandante que ambos sucesivamente 
hayan tenido desde entonces posesión regular i ile buena fe de la cosa litigada. 

Visto lo preceptuado en las loyes 15, tít. 18, part. 3.* i 7.* i 8.*, tít. 23, lib. 10 
de la Nov. Recop. i arts. 1801, 2507 i 2508 del Código Civil, 



Se declara: 

I.'* Que no há lugar a la demanda; i 

2.** Quo há lugar a la pre8cr¡f)ccion alegada por el demandado. Anótese i reem- 
plácese el papel.— ilrí^i^a. — Kioseco. 

Concepción, marzo 5 de 1887. — Vistos: se confirma la sentencia apelada de 4 de 
junio último, corriente a fs. 15 vta., con costas del recurso. Publíquese i devuélvase. 
— Biso. — Martínez, — Escobar. — Novoa, — Pronunciada i>orla Iltma. CJorto. — Soto 
Salaf, 

JLRO 1892, Ni)M. 22 

•losé del €'• <|nez<i«la «Ic^l Rio ron el Fisco* sobre relvlndicAclon 

Angol, 14 de julio de 1885. — Vistos: el 8 de octubre de 1873, don José del Car- 
men Qtiezada del Rio entabló demanda reivindicatoría en contra del Fisco para que, 
declarándose en definitiva que le pertenecen la propiedad i [WBOsion de k)s terrenos 
deslindados a f . 3 i quo el Estado detenta sin dcreclio, se ordene la restitución con 
los frutos correspondientes. 

Los limites que el demandante atribuye al terreno materia de la demanda, son: al 
norte, el estero Tijeral; al ¡jonienteun zanjón que sale del rio Malleco por el costado 
oriente de las minas del Convento, en donde está la posesión de Juan Trintre i mui 
inmediata a ésta, en seguida se toma por la linca mas corta el estero o zanjón lla- 
mado Catrimalal on toda su ostensión, después, el de las Higueras hasta llegar a 
Itraquo, luego este estero hasta su confluencia con el rio Vergara i desde este punto 
hasta qiio bo junta a este rio el estero Tijeral; al sur el rio Malleoo; i al oriente una 
linea ^uo partiendo del paso de las Tosoaa en el eatero Tijerali va rectamente haata 
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el iiaciiTiieuto del estero Itraíiuo, i desde este punto, siempre en línea recta, hasta en- 
trar en el rio Malleco por la punta oriental del cerro Caucnra. 

Todo este vasto paño do terreno ([ue segiia el re])rescatante del Fisco, abraza una 
Buiierlícic de doce a «punce mil hectáreas, se halla ubicado en la cuarta subdelega- 
croa del dciMirtaniento. 

£s¡>onícndo el demandante los fundamentos do su acción, dice que el titulo de 
f. 1, inscrito en el rcjistro conservatorio correspondiente, le acuerda la propiedad i 
la posesión legal del i)rcdio allí deslindado i que no obstante, fué vencido en juicio 
sumario de pososiou; sostenido con el representante del Fisco, a consecuencia de ha- 
ber solicitado el lanzamiento de varios individuos que la autoridad adniinistrativa 
hab'a colocado en el mismo terreno con el título de colonos. 

iSin entrar por ahora, agrega, en rollocciones críticas de esa resolución revestida 
ya de uo caKÍctcr irrevocable, me limitaré a representar al juzgado que la Nación, a 
cuyo nombre se ocupan hasta. el presento las tierras de que voi hablando, no tiene 
en ellas ni dominio, ni otro derecho jeal, porque el único título, en virtud del que 
la quieren hacer dueflo los ajentcs gubernativos de Arauco, es una escritura de com- 
pra -venta otorgada por la indíjcna Jacinta Manquihir, que sobre no haberse estendi- 
do conforme a las pres.ripcioncs de la lei, tratándose de la enajenación do bienos 
raicjs, no so haya tampoco rejistrada en el Conservador, por liaberme yo opuesto a 
su inscn|)cion en tiempo oportuno; resultando de aquí que el tal titulo, por inscri- 
birse todavía, es impotente para transferir el dominio, atendido el pi'ecepto explícito 
del art. 686 del Código Civil. 

«Por el contrario, el instrumento auténtico e inscrito en que se basa la presente 
demanda me dsk mi derecho incontrovortiblo sobre las tierras de que hago mérit), 
según el tenor litoml i olaro del art. 2505 del Código citado. > 

Hcsuolto el incidente promoví lo a f. 6 por el Protector de indíjenai, el Promotor 
Fiscal contestó esta demanda solicitando la absolución plena del Fisco por las razo- 
nes i circunstancias que menciona el liiomorial do f... 

S .sticnc allí en primer lugar, (jue el titulo en que se basa la demanda es nulo por 
defecto de solemnidades imprescindibles, pues ademas de aparecer otorgado con la 
intervención de un solo intérprete cuando todos los otorgantes indíjenas menos el 
mismo intérprete, ignoraban el idioma castellano, fué estendido auto un funcionarlo 
incompetente contra la espresa i tcnuinante dispos'cion del supremo decreto de 14 
de marzo de 1853. 

Estimando el contrato exhibido CiUio una verJadora cnajcnaciun o trasmisión do 
dom'nio de bienes raices i^ertonccicatos a indíjenas, cree el representante del Fitco 
que ha debido otorgarse ante los funcionarios (¿uc designa ese decreto i que la falta 
u omisión de este re([uisito le acarrea la nulidad absoluta. 

Mas, aun suponiendo que no afectara al contrato esto vicio, por ahora insubsana- 
ble, la dación en ])ago i la pretendida donación <pie acusa no podrian en manera al- 
guna referirse ti todo el te reno demandado, porque su valor excede en mucho al 
asignado por los otorg mies i al que rop esentAn la deuda que deseab:in finiquitar i lo 
que les era l.'cito donar sin insinuacioj. 

Por último, niega el Piomotor Fiscal, o uo acepta sin pruebas concluyentes que 
los diez indíjenas vendedores u otorgantoü de la escritura presentada hayan 9Ídodue 
ños del terreno que en ella se deslinda; paos os notorio i do fácil comprobación que a 
^ fecha del contrato vivían esparcid^^ ea el terreno <jue abar<;« U dcntanda nmne« 
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rosas redaocioiies o sgrega4os de familias indíjoiifis (|iic, sogun sus costumbres se 
manteniao en una especie de comunidad sembrando cada familia una cuadra de tie< 
rra a inmediaciones de su rivionda o pastoreando sus escasos ganados, en común 
coa las otras familias o reducciones. 

Conclu3*e declarando que aunque no atribuye valor alguno a la demanda, exhi- 
birá si necesario fuere, los títulos que acreditan el derecho Fiscal. 

£n rebeldía del demandante se dio por evacuada la réplica i se recibió la causa a 
prueba. 

Ninguna de las partes produjo justificación alguna. 

Considerando que el título en que se funda la demanda es nulo con nulidad abso- 
luta; porque ademas de haborse otorgado con la intervención de un solo intérprete, 
que era a la vez uno de los otorgantes, fué estendido ante un funcionario incompe- 
tente para autorizar contratos traslaticios de dominio de terrenos de indijeuas; i 

Considerando que el demandante no ha probado quo los indíjenas otorgantes fue- 
rau duebos del terreno quo pretenden transferible, lo cual desconoce el representante 
del Fisco. 

De conformidad con lo que dispone el citado decreto supremo de 14 de marzo de 
1853, que tiene fuerza de lei i la lei 1.% tít. 14, Part. 3/, se declara sin lugar la 
demanda. — ^Anótese i consúltese, si no se apelare. Reemplácese el papel. — Gruz. — 
Bélmarf secretario. 

Santiago, 26 de marzo de 1892. — Vistos: se confirma la sentencia apelada de 14 
de julio de 1885, corriente a f. 37. Tómese razón en el Tiibunal de Cuentas i en la 
Tesorería Fiscal do Angol. — Publíquese i devuélvanse. — AimmátepU. — Abalos. — 
B,.rceló, — Riáo, — Sanhusza. — Flores, — Proveído por la Excma. Corte Suprema. — 
ilárfjutz de la P. ata, secretario interino. 

AÑO 1892, NÚM. 2392 

rramelfte* Marlbll con el Flfw>o« Hobre opMlrlos n Inscrlpelon. 

Cafiete, 22 de agosto de 1889. — Vistos: Lázaro Francisco Maribil cacique de Tra- 
bnlhue, demandando al Fisco dice: que en la oficina del Conservador de éste depar- 
t amento se está publicando un aviso a petición del señor Promotor Fiscal, por el cual 
se pretende inscribir a favor del Fisco todos los terrenos comprendidoa entre el río 
Paicovi i el Imperial, la cordillera do Nahuelbuta, el río Riemalhue i el mar, ubica- 
dos en este departamento; que dentro de estos límites se comprende su heredad com- 
puesta de dos retazos de terrenos denominados el uno Ruca Diuca i el otro que abra- 
za los potreros llamados Canchicahuin, Trabulhue, Perales i Tranco, deslindados 
como sigue: al norte, el estero Cubin, que baja de la cordillera, encerrando a Pera- 
les i Tranco; al este, terrenos de Antonio Cayupí; al sur, unos barrancos que llegan 
las montañas; i al oeste, terrenos de Ignacio Zebul, separados por el estero Macho- 
eo; Ruca Diuca deslinda como sigue: al norte, la cordillera Taquihuo; al este, el es- 
tero Cólico; al sur, la monta&a Trumacai; i al poniente, el riachuelo Cullinco; 

Que sus bisabuelos [)aternos don Lázaro Maribil i don Bartolo Paillacura, ambos 
poderosos caciques de la Imperial, poseyeron los terrenos últimamente deslindados. 
Quienes los trasmitieron a su posteridad ^asta pi^ar a él. 
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Por el dooiiinento número 1, dice, verá el juzgado que el rerereudo ptdre mishme- 
ro don Juan Esteban Huñnau acredita haber sido recibido ])or su abuelo Bartolo 
Paillacura con la deferencia correspondiente en sus tierras de Ruca Diuca i reoomien- 
da a los oñciales del ejército espaftol que miren con mucho afecto a él i a los suyos, 
siendo estén üdo ose documento en Ruca Diuca el 28 de enero de 1705; que por el 
documento námero 2 se ve que el ilustre capitán de infantería» comandante de la 
guarnición del Callao i gobernador de la plaza de Valdivia don Francisco Alvarado i 
Perales, que precisamente dio el nombra a uno de sus potreros, hace constar que el 
cacique don Lázaro Maribil, podre de su abuelo Alonso Nogiiel, fué fiel, leal i seguro 
vasallo de su Majestad el rei de fispaAa, le dá las gracias en nombre de su Altoea i 
lo hace saber para dejar constancia en todo tiempo de la buena fé del eapreaado oaoi* 
que; lleva este documento la fecha de 25 de marzo de 1748, siendo ñrmado en la Im- 
perial; que en el documento número 3 el Excmo. Presidente Qobemador don José de 
Manzo Velasco, de la Orden de Santiago, brigadier de los reales ejéi'citos, del Conse* 
jo de su Majestad, en su pragmática fechada en Concopoion de Chile, capital enton- 
ces del Reino, el año 1 738, ordena a todos los oñciales mayores i menores de su ^éi*- 
cito atiendan al cacique don Lázaro Maribil, padre de su recordado abuelo Alonso 
Negüel i hagan de su persona toda estimación por su fidelidad; que en el dooumctito 
número 4 el Exorno, don Domingo Ortiz do Rosas, de la Orden de Santiago, del 
Consejo de su Majestad, teniente jeueral do su reales ejércitos, capitán jeneral de eshe 
Reioo, Presidente de su Real Audiencia, en su pragmática espedida en el memorable 
TapigUe por sus departamentos el 22 de diciembre de 1746 ordenó a todos los oficia- 
les mayores i menores del ejército atendieran al cacique don Lázaro Maribil e hicie> 

i*an de su persona toda estimación por su fidelidad i servicios en la edificación de 
plazas i fuertes; 

Que ahora en nombre del Estado se pretende darle el último golpe de gracia con 
la inscripción de que se ocupa [lara dotalojarlo de lo tínico que le resta, los dos reta* 
zos de terreno ya deslindado», que ha poseído esclusiva i personalmente durante mas 
de cuarenta año8 a la fecha de la demanda, verificando todos aquellos actos a que da 
derecho solo el dominio. 

Por estos fundamentos se opone a la insci'i|)CÍon aludida, demandando en tal senti- 
do al Fisco i pide al Juzgado no dé lugar a esa inscripción solamente por lo que res 
pecta a los dos retazos de terreno deslindados anteriorinente, debiendo, en consecuen- 
cia, ametalársele cu la posoHÍon de ellos. 

El Promotor Fiscal constestando espone: que los antecedentes que acompaña el 
demandante ni los estima auténticos ni son los que tienen valor, suponiéndolos efec- 
tivos, para acreditar el dominio que pretende tenor el demandante al fundo Ruca 
Diuca i demás terrenos que enumera en la demanda; que ya ha manifestado cual es 
el medio único de probar rl dominio de un tcn-eno en la rcjion ind/jina: el título de 
merced otorgado a nombre de la República en conformidad a lo dispuesto en las leyes 
de 1806, 1874 i 1883, pues sin este tíbilo de nada le valen los que acom^iefia el de- 
mandante; que en cuanto a la posesión material de la cosa tampoco la tiene i para sa- 
ber esto le basta observar que el terreno que dice 801* siiyo el actor comprende muchos 
miles de cuadras i es sabido que los indíjcnas no cultivan ni gozan mas allá de una 
docena de cuadras, i ix>r eso aunque se diga de contrario que está en posesión, él 
dice es falso, por que es imposible que suceda; i esto es suponiendo que pudiera tener 
la posesión legal del terreno, lo que dentro de las leyes citádab no se ptiedé^ ()ñé si 
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fueran ciertos los documentos adjuntos a la demanda i le favorecieran de algún modo, 
lo que niega, solo le servirían p;ni que so tuvieran presentes al darle la hijuela de 
merced que le corresponde. 

Por lo demás, negando todo lo que ahima el demandante, Yúc¡fii al Juzgado se sir- 
va no dar lugar a la demanda i ordenar se inscriba el título físca^ 

La cansa se vecibió a prueba i no se produjo niuguna ]K)r las partes i se citó [>ara 
sentencia. 

Consideran. lo: 

1.** Que es obligación del actor probar su acción i no probándola debe absolvci^se 
al demandado; 

2.^ Que el demandante no ha justifícado I03 hechos cu que funda su demanda, ti 
ha pretendido siquiera hacerlo, pues los documentos acompañados no tienen valor 
legal; 

3.** Que no se ha deducido objeción contra el título fiscal que en compulsa se 
acompafla a f . 14 vta., i por lo tanto, no hai para qué entrar a establecer su verda- 
dero valor legal. 

Por las consideraciones espuestas i en conformidad a lo prescrito en las leyes de 4 
do diciembre de 1866, 4 de agosto de 1874, 1.% tít. 14, Part. 3.* i art. 1698 del 
Código Civil, se declara: que el Fisco queda absuelto de la deminda de f. 5, inter- 
puesta jwr Lázaro Fracisco Maribil. 

Se deja a las partes su derecho a salvo para que lo hagan valer en forma i como 
vieren convenirles. 

Ejecutoriada que sea esta sentencia, notifítpiese al Conservador respectivo para loa 
efectos de la inscripción del título fiscal. Anótese i consúltese. —i*/ ríitro 6a¿;; K. — 
Justo P. Salamanca, secretario. 

Santiago, 15 de noviembre de 1892. — Vistos: se apmeba la sentencia consultada 
de 22 de agoslo de 1889, comente a foja 33 vta. Tómese razón en el Tribunal de 
Cuentas i en la Tesorería Fiscal do Cañete. Publiquesc i devuélvanse. — Amundíepui, 
— Barceló. — Alfonso, — Sanhueza, — Florea, — Proveído por la Excelentísima Corte 
Sujirema, — Montf, secretario. 

AÑO 1894, KÚM. 2637 

Pedro t'oyupl con el FÍKeo« üobre nniiMiro poNeNorfo 

Cañete, 27 de diciembre d© 1893.-- Vistos: Pedro Coyupi dice »[ue es dueño i |x> 
seedor e^ común con sus tíos, hermanos i sobrinos de una propiedad como de dos mil 
hectáreas, ubicada en bu mayor parte en la 9.'^ subdclegacion de eslc dc}>artameuto. 

Agrega que no obstante su ]:)oscsion de mas de veinte años, el Fisco subastó en 
junio del ptescnte año la mayor parto de los terrenos de Coyupi; que se considera 
espuesto a ser despojado de un momento a otro, por lo que se querella do amparo 
posesorio ofreciendo información sumaria para acreditar su poesesion de mas de vein- 
te a&os; que el Fisco subastó la mayor parte de su propiedad, i que el Fisco no ha 
pO:iei(lo jamas el terreno de&liudado a f. 1. 



r 
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Con la información de f. 3 a f. 4, rendida con citación del se&or Promotor Fiscal, 
acredita plenamente lo dicho en su querella. 

En esta virtud, teniendo presente lo dispuesto en los artículos 918 i 921 del Có; 
digo Civili am^iaro a Podro Coyupt en la ix>sesion del terreno que deslinda en su re* 
cordada querella de f. 1 i en la parte que se halla situada en este de|iartameuto, i so 
reservan al Fisco sus derechos i)ara que los haga valer en la forma que viere conve* 
nirle. Anótese, i si no se apelare, consiiltesc. — Mardones F, — Aguayo if., seci*etario. 

Santiago, 24 do octubre de 1894. — Vistos: reproduciendo la parte espositiva de la 
Bcnteucia apelada de 27 de diciembre de 1893, que en compulsa se rejlstra a f . 4; i 

Teniendo presente: que no se han alegado ni se han acreditado actos de perturba- 
ción que hagan procedente el ejeroicio de la acción posesoria que concede el art. 921 
del Código Civil desde que los procedimientos de h\¡uelacion i de subasta de los te- 
rrenos a que se reñere el querellante i que áon los fundamentas de su acción, se han 
ejecutado por el Gobierno, en conformidad a los preceptos de las leyes de 4 de di- 
cíembro de 1866 i 4 do agosto do 1874, se revoca la roferida sentencia apelada i se 
declara sin lugar la acción posesoria deducida en el escrito copiado a f. 1 . 

Tómese razón en el Tribunal de Cuentas i en la tesorería fiscal de Cañete. Devuél- 
vanse. Publiquese. 

Acordada con el voto de los señores Ministros Barceló, Alfonso, Sanhucza, Flores 
i Umttia, contra el de los señores Presidente Risopatron i Ministro Amnnátcguí, 
quienes opinan por la confirmación. 

El señor Risopatron funda la confírmaciun en las consideraciones que tiene es- 
puestas en su voto es^iecial de 20 del corriente en la causa de don Juan Napoleón 
Gutierres con don Dionisio González Hueliñir. 

Se previene también que el señor Urrutia acepta la parto resolutiva en esta sen- 
tencia, por los fundamentos que consigna en voto especial. — RUtopatron, — Amuná- 
ttffui. — Barctló.— A'/onso, — Sanhueza, — Florea, — X. í/rrí*/ia. —Proveído por la 
Kxcina. Corte dupreniu. — Moidt^ secretario. 

vuru L«~)'tCLU. 

En el juicio posesoiio seguido ]ior don Pedro Coyupi contra el Fisco para que se le 
ampare en la posesión de unos terrenos, el infrascrito ha opinado con la mayoría del 
Tribunal por la revocación de la sentencia a])elada de 27 de diciembre de 1803, pro- 
nunciada iK)r el juez letrado de Caftetf\ por la consideración ipie sigue: 

El querellan Ui se funda on el hecho de que el Fisco prot«ín<lo vender unos terrciion 
de que aíinél se considera poseedor chc-Iusívo. Agiega quü dichos terrenos fueron hi- 
juelados como de propiedad fiscal por la eoniision encargarla de efectuar esta o]iera- 
ciou Yov las leyes de 4 do diciembre de 1866 i de 4 de agosto de 1874. 

De i'stos antecedentes so deduce que el i|uercllaiitf en la acción deducida pretende 
que los actos de dominio o [losesion ejecutados o que pretende ejecutar el Fisco sobic 
los terrenos indicados son irregulares i consiguientemente es|)oliatorios de los dere- 
chos que corresponden al verdadero poseedor. 

A juicio del infrascrito, las reclamaciones a que den lugar los actos fiscales prove- 
nientes de las operaciones ejecuta las por la comisión hijucladora, no x^ieden ser nía* 
teria do un juicio posesorio, así co nio no pueden serlo las acciones que sujiercu de 
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actos de cualquiera autoridad i*eoonocidA {wr leí i que procedo en ejercicio d« sus 
facultades privativas. La cstralimitacion de funciouc», el procedimiento mas o monos 
irregular de dichas facultades, puedeu dar mérito ])ara juicios ordinarioa de lato co. 
uociniiento, petx) no es licito apreciar estos licchos i resolverlos breve i snmariatiiente 
como debe hacerse en un juicio posesorio. 

Tal es la doctrina que, a juicio del iufr&^icrito, se desprende del precepto de las 
leyes 5.^ i 6/, tft. 34, lib. 11 de la Novísima Ilecopilacion. I por tales anteceden- 
tes cree que no procede eu este juicio la querella, .sin i)erjuicio de la acción ordinaria 
corres¡»ondicnte.— Santiago, 24 de octubre de 1894.-— Z. VrriUia, 

AÑO 1894, NÚM. 2643 

Vfrt^Ho I ■«•»««■«• Llaiicaleo con el Pliifi», nob .^ aMpAfo i^oAMiorlo * 

Cañete, 17 de febrero de 1894. — Vistos: Victorio i Huenuqueo Llancaleo dicen 
que eu uniou de otros dos hermanos, son dueftos i poseedores del terreno Cotripüye, 
ubicado en la 9.* subdelegacion de Cañete, fundo que e8 como de trescientas hectá- 
i^eas, limitado al norte, con terrenos de Lorenzo Llancaleo; al oriente i sur, oon el rio 
Imperial, i al i)oniente, con un bude que los separa con terrenos de Pedro Miliaqueo 
i Luis Santibañez; que sus padres poseyeren el terreno durante mas de ciooaenta 
a&os, construyendo, sembrando i oortoudo madeiiis, sin que nadie pretendiera inte- 
rrumpirlos; que los recurrentes i ñ\\n hermanos lian continuado ejercitando iguales 
derechos en diclio terreno, \íqt mas de treinta años, sin que nadie los molestara; que 
el Fisco les midió su propiedad i se las dividió eu dos hijuelas signadas con los 
niims. 22 i 23 del plano de Moncul, hijuelas que fueron rematadas en junio del año 
p.uado ante la Junta de Almoneda de Santiago i arljudicadas a don Juan Marín, 
quien pretende despojarlos do ellas; i que ]»ara evitar que se los prive de la posesión 
ad(piirída Icjítimamente se querellan de amparo, ofreciendo información sumaria i 
pidiendo que se les ambaro en la posesión, condenan lo al Fis:o en los |>erjuicio8 
causados. 

8c maudó recibir la iurorniacion con citación del seiior Promotor Fiscal. 

Con la información def. 3vta. af. 5 acreditan los querellantes su {losesíon de 
mas de veinticinco afios en el terreno deslindado antorlorinente, i el acto perturba 
torio del remate fiscal verificado en junio del año pasado. 

Con el mérito do lo espuesto i teniendo presente lo otxlenado por los orts. 918 i 
921 del (/ódigo Civil, amparo a Victorio i HuenuijucD Llancaleo en la posesión del 
terreno Catrípuye situado en la 9.*^ subdelegacion de este departamento i deslindado 
como se espresa mas arriba; reservo al Fisco sits derechos ptra que los haga valer en 
la forma que viera convenirle. Anótese i si no se apelare conít'iltese, 1 reemplácese 
una foja de paficl. — Mai'doms V. — Agiunyo *^, secretario. 

Santiago, 24 de octubre dj 1894. — Vistos: repro<luciendo la parte es|)ositiva de 
la sentencia con&ultada de 17 de febrero del presente año, comente a f . 7; i 

Teniendo presente: que no se han alegado ni se han acreditado actos de perturba- 
ción que hagan i)rocedeute el ejercicio de la acción {losesoria que concede el art. 921 
del Código Civil, desde que los procedimientos d^ hijuelacion i de subasta de kn te- 
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iTonos a que se refiere el querolUnte, i que son loa fundamentos de %\i accioU) se han 
ejecutado por el Gobierno en conformidad a los preceptos do las loyos de 4 de di- 
ciciobre de 1866 i 4 de agosto de 1874, se i-ovoca la referida ssntcncia consultada i 
se declara sin lugar la acción posesoria deducida en el escrito de f. 1. 

Tómese razón en el Tribunal de Cuentas i en la tesorería físoal de Cadete. Devuél- 
vanse 1 pnblíquese. 

Acordada con el voto de los señoree Ministros Barceló, Alfonso, Banhueza, Flores 
i UrruUa contra el del seflor Presidente Risoimtron, (|nien opina por la oonfínnacion. 

El sefior Risopatron funda la confirmación en las considoracionos que tiene espues- 
tas en su voto especial de 20 del corriente en la causa de don Juan Napoleón Gu- 
tiérrez con don Dionisio González Hueliñir. 

Se prcvicno también que el señor UiTutia acepta la paite resolutiva de esta sen- 
tencia por fundamentos que consigna en voto especial do lioi. — Risopatron. — Bar- 
celó. — Alfons). — Sanhueza. — Flores. — L, l/rrtU'a. — Proveído por lu Excma. Corte 
Suprema. — Monít, secretario. 

r 

AÑO 1894, NÜM. 2653 

lM»iili(l4i f¿oiiSfk1«c H* C9U Snnn !r» tJtatlerrez, nobrí^ oiioiiirloii n lnscrlnclon 

Angol, 27 de febrero de 1894. — Vistos: a f . 2 se presentó don Dionisio González 
Hueliñir interponiendo denianda de oposición a inscripción, i dice: 

Que en el diario El ColoiiOy que se edita en esta localidad, ha visto qiio se publica 
un aviso para los efectos de procederse a la inscripción do un titulo de compra- venta 
otorgado por el Fisco a favor de don Juan Napoleón Gutiérrez, ante el notario de 
Santiago don Nicanor Yanetti, con fecha 24 de noviembre de 1873. 

La propiedad vendida se compone de las hijuelas niíms. 70 i 71, ubicadas en 
este departamento i compren»Hda9 conjuntamcnt«5 dentro de lo.s siguieotea deslindes: 
por el norte con el estero Cancura i la hijuela núni. 69; por el oriente, con la hijue- 
la núm. 43; jK)r el sur, con la hijuela núm. 55; i por el poniente, con la hijuela num. 66. 

Dichas hijuelas, dice el demandante, le pertenecen csohisivamonte i \x)v tal moti- 
\t) viene en oponerse a la Insciipcion del título de la referencia, i en pedir que desde 
luego se ordene la suspensión de la i»u1)licacion de avisos. 

Don Francisco Ottone, como mandatario de don Juan Napoleón Gutiérrez, con- 
testando a f. 4, dice: 

i^^ue il demandante (iouzaloz Huolihir he opone a la inscrí])cion del titulo en refe- 
h>itcia, fundándose en que las hijuelas números 70 i 71 son de su propiedad, pero 
sin acompañar titulo alguno que acredite semejante aserción. 

Que el demandante confiesa que Gutiérrez compró efectivamente al Fisco, en re- 
mate, las espresadas hijuelas, hecho (pío fácilmente puede acreditarse con la respec- 
tiva etcritura. 

(jue aun cuando el demandante no esprese en ([Ui'. funda ^)U dominio a dichas hi- 
juelas, sin tmbargo, fácil se hace antiri}»arque tal fundamento no puede ser otro que 
la dodaraoioi] hecha por la Excmn. Corte Supitmia en ^ent^ncia de fecha 27 de mayo 

20 
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do 1884 respecto a que loe iudijenas González Hueliñir eran comuneros 6on el Fisco 
en las hijuelas números 43, 54, 55, 56, 70 i 71. 

Que no habiendo reconocido el Fisco posesión a los espresados González en parte 
alguna de las precitadas hijuelas, se consideró autorizado para pi-oceder al remate de 
ellas, i así lo hizo, en cumplimiento de lo dispuesto por la lei de 4 de d.cicmbre de 
1876. 

Que recoQocida por sentoneia de 27 do mayo de 1884 la posesión proindiviso de 
los indíjeuas Gronzalez, la comiaion radicadom de títulos, creada por lei de 4 de agos- 
to de 1874, procedió a otorgarles títulos de merced en las hijuelas números 55 1 56, 
con todas las foroialidades exijidas por la Ici, hasta ser ratiñcados por el Supremo 
Gobierno con fecha 22 de enero de 1890. 

Que siendo esto así, la cuestión queda reducida a sabor ai la comisión radicadoi» 
deslindó en debida forma los terrenos que a los indijcnas González Huelifiir les co- 
rrespondían dentro de las bijaelas 43, 54, 55, 56, 70 i 71, 

£n vista de lo espuesto, dice el demandado que se hace preciso aceptar que los 
mencionados indíjenas no pueden alegar derecho alguno a las hijuelas numeres 70 i 
71, i en consecuencia, que se debo desechar la demanda de oposición i ordenarse que 
se proceda a la inscripción del título en cuestión, condenándose en las costas del jui- 
cio al demandante. 

Dada la naturaleza del juicio, se citó a las partes a compai-endo i se siguió la cau- 
sa por todos sus trámites, habiendo el demandado formulado incidente de tachas en 
contra de los testigos del demandante, se&ores Anaclcto 2.^ Lermanda i José Esteban 
Becard, incidente coya resolución se reservó i)ara deñnitiva. 

Se citó para sentencia. 

Considerando, con respecto al incidente de tachas: 

Que en los juicios sumarios posesorios, de la naturaleza del presente, no es admi- 
sible el incidente de tachas. 

Pur este fundaraunto, se declara que no ha lu;|rar a las t^ichaH üpnei>tas [>or el de- 
niaudado (?n contra de lus testigos del demandante, .scñon.v'i I^criuanda I Uemrd. 

Considerando, con respecto a la cuestión priuci¿)al: 

1 .° Que en el presente juicio, siendo como lo ea de caracter posesorio, no debe to- 
niarsc en cuenta el dominio invocado por el demandado; 

2.° (^uc solo podrá insteurar acción posesoria el que ha estedo en posesión tran- 
quila i no interrumpida durante un año completo; 

8.** (}ae la posesión del suelo se de])erá probar por hechos ix)sitivos de aquellos a 
que solo da derecho el dominio, como ser el corto de maderas, construcción de edifi- 
cios, cerramientos, plantaciones o sementeras i otros de igual significación, llevados 
a cabo sin el consentimiento del que disputa la ^josesion; 

1.** (¿ue el demandante, con la prueba rendida al tenor del iuterrogatoiio de f, 
46, ha justiñcado que ha estado en posesión del ten'eno litigado desde hace mas de 
veinte afios i que ha tenido talajes en él, que ha hecho siembras, cierroH i planta- 
ciones; 

6.^ Que el demandado no ha rendido prueba alguna para acreditar su posesión en 
el ospresado ten-eno; 

Por estos fundamentos i de conformidad con lo preceptuado por los arte. 918, 
923, 925 i 1698 del Código Civil, se declara que ha lugar a la oposición a iuscrip- 



I DECRETOS SUPREMOS SOBRE COLONIZACIÓN 156 

cioQ deducida por don Dionisio González Huoliñir en su memorial de f. 2, i en con- 
secuencia, que ol demandado don Juan XaiK>lcon Gutieircz, no puedo proceder a la 
inscripción de üu título do compra en remate de las hijuelas númeix» 70 i 71, ubi- 
cadas en este departamento i cnyos deslindes so lian consignado mas arriba. 

Anótese, i teniendo el Fisco int^re» directo en el presente juic'o, consúltese a la 
Excma. Corte. 

Se habilita el feriado solo para loa efectos de pronunciar la presente sentencia. 
Reemplácese el papel común de qile se ha hecho uso. — MaeJeay. — fitMimí, secre- 
tario. 

Santiago, 20 de octubre do 1S94. — Teniendo ademas preseate lo resuelto por esta 
Corte en la sentencia de 27 de mayo de 1884, compulsada a f. 19; i que en el iire^ 
senté caso no se trat.v de resolver si el teiTeno cuestionado pertenece al Fisco o al 
reclamante, si no Eolo de suspender por ahora la inscripción, esto es, la entrega a 
Guticn-cz del terror:© que ha comprado al Fisco i que González sostiene que le per- 
tenece i do que dice está actualmente cu posesión, mientras no se resuelva en el res- 
¡lectivo juicio el derecho de una u otra do las partes al terreno mencionado; se con- 
firma la sentencia apelada de 27 do febrero último, corriente a f. 58, con costas del 
recurso. 

Tómese razón en el Tribunal de Cuentas i en la Tes creria Fiscal de Angol. — Publí- 
queso i devuelvan. e. 

Acordada con los votos do los scriores Presidente Risopatron i Ministros Amuuáte- 
gui, Barccló, Sanhueza i Urrutia contra el del seíkor Ministro Flores, que opinó por 
quo 80 declarase sin lugar la oposición formuladla en el escrito de demanda, revocán- 
dose, en consecuencia, la senteucia a}ielada, fundada en razones (pie es^^one en voto 
especial. El señor Presidente Risopatron fundó también su opinión confirmatoria en 
voto es^xicial.^ — Risopatron, — A miin-itegui. — liar celó. — Sanhueza, — Flores, — L, 
Urrutia, —Proveído por la Excma. Corte Suprema. - MonU^ secretario. 

VOTO ESPKCIAL 

£n la cansa ];>osc6oria entre Dionisio González Huelifiir i don Napoleón Gutiérrez, 
en quo el prímero se opone a la inscrii>cion de un título de compra hecha por el se- 
gundo al Fisco, el Tribunal ha conformimado la sentencia en que se da lugar a la 
demanda de oposición i el infrascrito, opinando en el mismo sentido, ha ci'eido del 
caso cHpouer en el presente voto especial los fundamentos de su opinión, a causa de 
las varias cue.stiones i|ue se han relacionado con los derechos de ]^)ososion i propiedad 
de los indijenas, las cuales, por su gravedad e importancia, rcíiuicren sean presen- 
tadas con algún mayor (lesurrollo las divoi'sas leyes que considera decisivas de la 
materia. 



Esas leyes bou: 

La de 2 de julio de 1S52, ([ue creó la provincia de Arauco. 

Supremos decretos de 7 de diciembre de ese año i 25 de febrero do 1854, que sc- 
fialaron su$ límites i capital. 
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Supremo decreto de 14 de marzo de 1863, que estableció reglas especiales páralos 
contratos sobre lerrenos de territorio indijnna. 

Lei de 4 de diciembre de 1 866, quo mamló f.>rmar culouias eu dicho territorio. 

Lci de 15 de julio do 1869, que cruó los departamentos de Arauco, Lebu i Cañete 
en la baja íroutcra* 

La lei do 4 de agosto de 1S74, (\\ie mando enajenar terrenos en el territorio 
^Vi-aucano, completando la de 1866. 

La do 13 de octubre de 1875 que f-ninó las dos provineian de Bío-Bío i do Arau- 
co. La priniera comprendió la Alta Frontera i la segunda la que se llama Baja 
Frontera. 

La de 20 de enero de 1883. 

La d«5 4 de noviembre de 1877. 

La do l.'^ do marzo do de 1887, (lUc formó las dos provincias actuales de Malleco 
i de Cautín. 

1[ 

El 2>unt<^ radical (]uc ha debido resolverse en vista de todas estas disix>sicioB08 
legales consiste en saber si ellas, eu medio de las medidas prescritas para colonizar 
el territoiio araucano, han reconocido los dcre<;ho3 de posesión i de propiedad en los 
indíjenas, que son los quo se presentan en tela de juicio en los asuntos sometidos a 
la abtual decisión. Para esto se hace necesario consignar afpií los pasajes mas condu- 
cen tes contenidos en estas leyes. 

La primera de todas, de don 'le se derivó el ri^jirneu especial establecido en todo 
aquel territorio, fué la de 2 de jul'o do 1852, que creó a la antigua provincia de 
Arauco, comprendiendo en ella toda la rejion que bol abarcan las cuatro actuales 
provincias de Bío-Bío, Malleco, Arauco i Cautir. En ella se dispuso que los territo- 
rios habitados por indijenas i los fronterizos, esto es, entre los nos Bio Bío i el límite 
con Valdivia, se sujetarían a las autoridd<lcs i al réjiraen que determinase el Presi- 
dente de la República, i se autorizó a este ])ara dictar las ordenanzas quo juzgase 
mas conveni^^ntís al mejor gobierno de las fronteras pnra la niaü etica/, protección de 
los indíjenas, ¡lara promover su mas pronta civilización i { ara arreglar los contrato» 
i rehicioncü do comercio con ellos. I).; esos distintos objetos, el relativo a los contra- 
tos se llenó con el mencionado decrsto de 14 dj marzo de 1853, el cual iw^uirió in- 
terviniese en ellos la autoridad gubernativa pura asegurarse de quo el indyoua no 
solo es dueño de lo i]Uc vende, sino de «pie i)resta libremente su consentimiento. 

Conviene notar aquí, para la mejor íutelijencia de la frase <ltis fronteras^ empica- 
da en plural, que cu el lenguaje tinto vulgar como oticial se consideraba dividido 
por el cordón de cerros llamados Cordillera >ahuclbuta, todo el teirrno fronterizo 
comprendido entre el Bio Hío i el límite con la provincia de Valdivia en dos seccio- 
nes, i de las cuales se llanmb.i Alta Frontera la comprendida entre los Andes i Na- 
huclbnta i Unja Frontera la comprendida entre Nahuelbuti i el mar. 

Debe también notarse tpie esta facultad estraordinaría o especial l'evaba consigo 
el límite prevenido en el inciso final del artículo 27 do la Constitución, en cuanto a 
los derechos de ¡»ropie lad asegúralos por el artículo 10 de la misma. 

Soa por el natural respeto a las disiyjsiciones constitucionales « jwr otras con!»¡de- 
raoiones, es \in hecho que en esta lci se dispone que en las secciones de territorio d« 
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cata provincia sujetas a las autoridades constitucionales, no rcjirá esto rójinien ea- 
traordinario sino el mismo que en laa demás provincias tlol Estado. 

£n tercer lugir debe uotai'sc, lo que ya conduce a la cuestión actual, a saber, que 
en el he;dio de establecer el decreto do 1853 la intervención de la autoridad guber- 
nativa en los contratos de enajenación, empeño o arriendo, celebrados por éstos con 
el objeto de asegurarse, como dico el artículo 1.**, de que «el iudíjcua que vende 

empeña o arrienda, presta libromonte su consentimienio, de que el terreno que ven- '. 

de le jKírtenece realmente i de que sea i»agado o asegurado debidamente el pago del 

precio convenido*; que en este liojlio, rei»ito, se reconoce esplícitamente el derecho « 

de propiedad de los indíjcnas; ponjue mal po<lrian éstos enajenar terrenos si no tuvie- ^^ 

ran en ellos a'gun «lerccho que sea objeto de la enajen icion o de otro contrato. 

Recoaoce igualmente ese derecho de propiedad al establecer esas formaliilados tui- 
tivas, no solo para los contratos celebrados por indíjcnas sino también jiara los que 
cclebreu, sobre territorios situados en territorio indíjena, otros contratante^s que los 
hayan adquirido de los indijenas. 

III 

V^iuo mas tarde la lei do 4 de íliciembre de 1866, que mandó fundar poblaciones 
en el teiTitorio «le los indíjcnas, i en ella, lejos de desconocei'se los derecho^ do pro- 
piedad i posesión de éstoí, se contienen disposicicnes que espresamente los mandan 
respetAr. Demuestran esra tesis las razones siguientes: 

1.* Se mandan adquirir por el Estado los terrenos do pro|.iodad particular allí 
existentes, distinguiéndolos (art. %^) de los cjue el Estado ix)sca actualmente, para 
vender unos i otros con los fines que se propone esta lei; 

2.* Establese como requisito para los contratos traslaticios de dominio sobre esos 
terrenos el tener título inscrito (art. 4.^) el enojenante, i siendo indíjena el que ena- 
jena, (lo cual no podria suceder si a los ojos de la Ici no tuviera derecho que poder 
enajenar) subsisten las formalidades del decreto de 14 de marzo de 1S5H tintes citado; 

3.* Mas {Mira que eso nuevo requisito del titulo inscrito tenga efecto, se manfla 
proceder (art. 5." i 6.") a deslindar los terrenos portcnocientcs a indíjcnas (nuevo re- 
conocimiento do sus derechos) por una comisión de injenieíos que deberá consignar 
en actos escritas en libros esi^ecialcs i demarcar en planos levantados al efecto las 
deslindaciones que hicieren i los títulos que espidieren. A<pií vuelve a reconocerse que 
solo serán reputados como terrenos baldíos o de propiedad del Estado, aquellos sobre 
los cualts no se prolmiu una posesión efectiva i continnada do un año por lo menos. 

Es evidente entonces que los que sean de esta manera poseiios no son dol Estado, 
sino de los posoetlores, ya sean indijeuívs o ya c A^.^A habiente» que deriven su derecho 
de los indijenas; 

4.*^ Este reconocimiento está repetido mas espresamente en el artículo 7.'*, al estA 
blecer que la ocupación referida será título lastunte para que el imUjeim sta considc' 
rodo como dueüj i que intervenga en las dilijencias un defeuhor público de sus 
derechos titulado Protutor de indijenas, el cual deberá adomas hacer las veces del 
Intendente o Gobernador en los contratos traslatic'os de dominio que celebraren; 

S.*^ De hecho ha sido reconcido por el Supremo Gobierno eso dominio i esa [X}8e- 
sion do loH íudíjeuas en los contritos de adquisición do terreips í^uc eu cumpUmifntg 
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de esta leí de 186C, ha celebrado unos con indíjenas actualmente poseedores i otros 
coa personas que de ellos los tenían ad<}UÍridos con anterioridad. 

Esta distinción de las dos clases do terrenos, los unos ñscalos i de indíjenas los 
otros, uo es arbitraria sino fundada en elementos que no ha podido menos de tomar 
en cuenta el lejislador. No siempre, ni en todas partes la ocupación del suelo por los 
indíjenas ha estado revestida de los requisitos que el derecho estínia como bastantes 
para constituir la propiedad. Si en muchas secciones del territorio esa ocu[iacion ha 
sido verificada a nombro del jefe de la tribu todavía rebelde i sin las condiciones que 
la haga trasmisible a sucesores lejítimos, en otras lo ha sido por reducciones pacíficas 
en que los caudillos i lus siibditos se han d<:dicado a esplotar el terreno en beneficio 
propio i do sus familias, sometiéndose con mas o menos regularidad a la lei del tra- 
bajo, es decir con ánimo de apropiárselo para sí i para los suyos, o con el ánimo de 
dominio que el derecho exije para regularizar la posesión. I esta posesión ha veniio 
manifestándose por medio do los cultivos, si bien a veces limitados o por medio de 
los coQti*atos que solo pueden celebrar los que se reputan dueños i poseedores. Xo era 
posible al lejislador desentenderse de este segundo estado de cosos ci desconocer los 
derechos do esta segunda clase de ocupantes del terreno, toda vez que reuniesen loa 
reípiisitos que el Código Civil estima bascantes para constituir el dominio i la pose- 
sión. Por esto mismo dedicó algunas disposiciones a favor de esta segunda clase do 
ocupantes, que no tuviesen todavía todos los requisitos do una posesión regular dis- 
tinguiendo en ol artículo 7.^ los casos en que el poseedor indíjena deberá ser conside- 
rado como dueño esclusivo i otros en que solo será mirado como comunero, con dere- 
cho a mayor o menor porción según los casos. Siempre aparece dominando en est&s 
disposiciones ol reconocimiento do la propiedad i posesión de los indíjenas, de parte 
del lejislador. 



IV 



Ya se ha visto que la leí do 1866 mandó que ol Fisco adquiriese de los particula- 
res los terrenos situados en territorios indijeñas que debían enajenarse para formar 
nuevas poblaciones o colonias, o para entregarlos a la industria en forma legalizada. 
Pues bien, la lei i>osterior de 4 de agosto de 1874, dictada con la mira de realizar ya 
las enajenaciones, contiene dos clases do disposiciones en las cuales se manifiesta de 
Duevo el reconocimiento del derecho do propiedad i posesión de los indíjenas. En las 
unas se determinan los requisitos i formalidades con que debe el Fisco realizar las 
enajenaciones i en las otras so mantienen las restricciones establecidas para los con- 
tratos uo celebrados por ú Fisco. 

En las primeras se mandan subastar tanto los terrenos adquiridos do particulares 
conforme a la lei de 1866 i que estén situado entre los ríos Renaico i Malleco, como 
los del Estado (o baldíos) situado entre el Bío-Bío i el Renaico; en estas enajenacio- 
nes no se concede mas acción a los particulares que justifiquen derechos de propiedad 
sobro los terrenos subastados, que para reclamar el valor obtenido en la subasta. 

En la segunda clase de disposiciones se mantienen las siguientes rest<icciones: 

1.* La prohibición ds enajenar váliilameuto, impuesta al quo no tenga título ins- 
arito, se hace ostensiva a las hipotecas, anticrosis, arriendos i domas contratos sobro 
lofl tórrenos situados en tenítorio indíjena; 
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2.^ £s% prohibición queda cirouiiscríta entre el rio Malloco, por el norte; los Kini • 
tes con la provincia de Vadivia, por ol sur; los Andes, por el oriento; i una línea que 
empezando por el río Picoiquiu sigue por la coixlillera do Nahnclbuta la laguna La- 
nalhne el curso del río Pacaivf i el mar; 

3/ A los particulai'es establecidos dentro de esos límites no se les reconocerá mas 
derecho que el abono de sus mejoras; 

4/ Es de notar en este lugar que a los indijenas no solo se les exceptúa espresa- 
mente en el artículo 7.^ de esta restricción, aun cuando su ocupación no reúna los 
requisitos de una i)ose3ion efectiva i continuada por un a&o a lo menos, sino que en 
el articulo 8.® se les manda considerar^como colonos para ol efecto de adjudicarlos hi- 
juela sin sujetárseles a las condiciones impuestas a los demás colonos, i que en ol ar- 
tículo 9.0 so declara como titulo bastante para constituir a su favor los derechos he- 
reditarios, la sola posesión notoria del estado de padre, madre, marido, mujer o hijo. 
No puede ser mas manifícsla la mente del Icjislador de reconocer en el indíjena su de- 
recho a la posesión i propiedad territorial, puesto que llega al estremo de equiparar 
su estado civil, las mas veces falto de baso regular con las relaciones Icjítimas do fami- 
lia a fin de darle igual aptitud para trasmitir esos derechos que la concedida por las 
leyes comunes en favor de los que derivan su estado de estas últimas relaciones; 

5/ La prohibición mencionada so renovó en la Ici de 20 do enero do 1883 (IV^le- 
tin, pajina 163) i se dispuso que subsistiese por diez anos. En esa misma Idi se insti- 
tuye de nuevo la comisión de injenieros encargada de espedir los títulos {K)r la de 
1866 i se establece el cargo do Protector de indijenas creado ix>r esta última; 

Q.*^ Debe también notarse que esa comisión de injenieros tiene el encargo, por el 

artículo 5.° de la lei de 1866, de deslindar los terrenos pertenecientes a indijenas a 
iiu de espedir los títulos exíjidos para su válida enajenación; que para ello i)odr¿in 
decidir sumariamente las cuestiones que se suscitaren sobre cada propiedad que des- 
lindaren i deberán estender actas de lo obrado autorizada por Ministro de fé, i espe- 
dir a favor del indíjena o indijenas poseedores el titulo de merced a nombre de la Re- 
])úb]ica. 



Llega ahora la presento cuestión : estos dei'ochos do propiedad i do poscMou tantas 
voces i de tantas maneras reconocidos fior la lei ¿le dan acción a los indijenas i»ara que 
les sean amparados si llegan a ser desposeídos o perturbados en ellos? Esta pregunta 
importa lo mismo que esta otra: ¿Los indijenas son chilenos, o a lo menos, son ha- 
bitantes de la República? 

Porque si lo soa, U Constitución en su art. 10, uúm. 5.^ respondo que ella les 
asegura la inviolabilidad de eso i derechos, siu que nadie, a no ser por sentencia ju- 
dicial, pueda primarlos de la mas (lequcña parte, i en su art. 99 agrega que (uira eso 
están los Tribunales cstali'ccidos por la lei. 

I que los indijenas son, no s )lamontc habitantes do la República, sino también 
chilenos, no hai que demostrarlo. Bien claro lo resuelve el bando directorial dictado 
ccn acuerdo del Senado i por lo tanto con fuerza de lei, en 4 do marzo de 1819. 

El Ejército Nacional los ha contado ojfi sus filas cuando ha tenido que restablecer 
•I órdoQ interior o reivindicar U honra o la iutegridad do U República. 
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I ])or la inversa llenos están los fastos judiciales de sentencias que demuestran 
como las leyes ^tcnalcs les obligan cuando ellos las quebrantan. 1 ai aou chilenos 
cuando la patria común necesita el continjente de su vida i de su sangre i i>ara apli- 
carlos el ligor de la lei cuando la infrinjen ¿se les cerrarán las pueitas de los Tribuna- 
les de Justicia cuando los infractores son otros i elloü U victima de la infracción? I 
si llcj^a íi demostrarse que esa infracción viene de los mismos función irios encarga- 
dos de ampararlos, el art. 99 de la Constitución con mayor razón resuelve el caso en 
su f Avor, desde que tratándose de derechos desconocidos por una parte i recUnudos 
¡)or otra, esto es, do derech<^s que son materia du juicios por ser ya controvertidos» 
no h'AÍ autoridad distinta de la judicial que pueda inmiscuirse en jiugarloa o resol- 
verlos, i aun cuando los despojadores o perturltadores de sus detechos de posesión 
fuesen las mismas autoridades judiciales, vijeiite estiila lei 2.% tít. 34, lib. 12 déla 
Novísima liecopilacion qiie manda i'estituir auu en ese caso al desposeído sin habér- 
sele oido. 

VI 

Es do todo punto inadmisible suponer que otra haya sido la mente del lejislador 
cuando ha dictado la serie de disposiciones relativas a los contratos de los indijenaa. 
La esposicion que acaba de hacerse demuestra sobradamente: 

1.^ vjue por el contrario, ha sido constante su manifiestg reconocimiento de sus 
derechos de propiedad i de posesión; 

2.° (¿uo no ha podido querer otra cosa, iK)rque las garantías constitucionales no se 
lo habrían permitido. 

£n tercer lugar siempre ha tenido cuidado el lejislador desque est« rt^jimen esccpcio- 
nil haya ido reduciendo sus límites a medida que las circunstancias han ido permi- 
tiendo la observancia de la lei común donde han ido desapareciendo las razones espe- 
[ ales que lo iM^itron necesario. 

Por esta razón al formarse por la lei do 15 de julio de 1869 los departamentos de 
Angol, Lebu o Imperial, so redujo a ellos el territorio sometido a ese réjimen espe- 
cial desde ol rio Rcnaico por el norte i poco mas tarde, al crearse la nueva pi-ovin- 
cia de Arauco por la lei de 13 de octubre de 1S75, se derogaron en el art. 14 todas 
las restricciones do las leyes de 1866 i de 1874, que como ya se ha visto, compren- 
den las del decreto de 1853, dejándolas solamente vijeute en el de¡)artanicuto de 
Angol i en la jtarto del de Cañete comprendida al sur ilel rio Tirua hasta el oriente 
con Valdivia, (¿ucdó, ])0t lo tanto, restablecido con estas dos leyes en todas sus ¿jar- 
tes el réjimen ordinario constitucional en todo el lesto de la nueva provincia de Arau- 
co situada al norte del rio Tirua i en la de Bío-Bio desdo Henaico al norte i consi- 
guientemente los conti'atos quedaron para su celebración sometidos a las mismas for- 
malidades i requisitos legales que en todo el resto de la República. Hai que advertir, 
sin embirgo, (jue la osccpcion se renovó mas tarde en la lei de 9 do noviembre de 
1877 en una pequeña sección comprendida entre el Tolten i la provincia de Valdivia. 

VII 

Ahora bien, una vez que fueron ci'eadas por la lei de 12 de marzo de 1887 las dos 
nuevas provincias de MallecoideCautin, dotándolos de tod^a lo» funcionafios i m\o^ 
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rídades coustitucioimles establecidas en las demás de la llepública, es fuera de toda 
duda que por el mismo hecho cesaron todas las restricciones de que se ha hablado, 
porque no puede concebirse que facultades «straordinarias puedau coexistir con el 
ejercicio de las atribuciones oixiinarias o normales conferidas por la Constitución i las 
ley os comunos, a no ser ])or concesión espresa do alguna lei, que en este caso no existe, 
desde que la iiienciouada de 1887 no contiene ninguna a este respecto, i })orquo ade- 
ma», aun cuando existiera, ella no podría concillarse con el art. 10 de la Constitución 
segiin el cual no pueden concederse facultades eslraordinarias sobre los derechos de 
propiedarl. 

Desde el 12 de marzo de 1887 no han quedado, pues,* vijentes mas atribuciones 
e8|iejiales que las relativas a colonización i a los terrenos baldíos o fiscales, i esto en 
virtud de autorizaciones legales no derogadas, las cuales no atañen a la cuestión pre« 
sentó ni pugnan tampoco con los derechos de propiedad garantidos por la Constitu« 
ciou. Mas si los encargados de ejercitarlas llegan a herir con ellas los derechos do 
propiedad de cualesquierji ciudadanos, sean indíjenas u otra clase de ciudadanos, su* 
jetos queilan a los Tribunales establecidos [tor la leí para juzgar de sus actos una ves 
que se hagan contenciosos. 
La razón es clara. 

Una autoridad meramente administrativa, ya sea funcionario gubernativo o ya la 
comisión de ínjeniems encargada do espedir los títulos da merced a los indtjeuas, 
no puede por medio de sus actos quitar ni menoscabar derechos. Si llega a hacerlo, 
el que se cree dueFio de esc derecho reclama a fín de que le ses. declarado i se lo ha- 
ga respetar; ese acto i eso derecho reclamado forma ya una controversia entre las 
parted, ua asunto judicial sujeto para su juzgamiento a los tribunales de justicia. 

I no puedo decirse que el acto sea administrativo, por el mero hecho de ser eje- 
cutado por funcionario o comisión que tiene este carácter, al ejercitar sus fuuciones 
de tal; porque no es el funcionario que ejecuta, sino la naturaleza propia del acto 
ejecutado, lo que caractoiiza ol asunto judicial. 

Lo mismo se diría si un tribunal de justicia ejecutase un acto que solo puede ha- 
cerse por la autoridad gubernativa, o si dictase una orden que por la Constituoiou 
es materia de lei. Ese acto i osa orden no [>erderian su naturaleza propia |M)r emanar 
de una autori'lad judicial i no tondr!a efecto alguno por la incompetencia do la auto- 
ridad. 

Si así no fuera, lias tai ia con cambiarle su nombre a un asunto o desnaturalizarlo, 
para eludir el precepto de la independencia «lo los poderes juíblicos establecido con 
espresiones tan terminantes en el art. 99 do la Constitución. I si ose precepto inhibe 
de los asuntos judiciales al Congreso mismo i al Presidente de la República, prohi* 
biéndoles aun ol avocarse causas pendientes, os de toda evidencia que con mayor ra- 
zón él rye con los funcionarios que les son inferiores en jerarquía. 



VIH 



Agiégueso a lo es[»uc<>to que la comisión de injenieros no inviste una autoridad 
que la haga competente para conferir o dar posesión. 

La \oi do 4 d(! diciembre do 1866 que la creó i a la cual se refiero la de 20 de ene- 
ro dü 1S88 (}ue la rests^bl^ciói con inotivo de haber (quedado suprimida desde U Lei 

91 
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Orgánica de Tribunales do 1875, no le confiero mas atribuciones que las sigaientcs: 
deslindar en el territorio fronterizo los terrenos üsciles o baldíos, se^Mirándolos de loa 
pertenecientes a iudijcnas o poseídos \)0v éstos, espedir a estos últimos título de 
merced que regularizasen su ^Ktsesion i los habilitasen para ser enajenados; resolver 
sumariamente entre los poseedores las cuestiones que se suscitaren sobre cada propie- 
dad que deslindaren i dejar constancia fehaciente de estas operaciones en actas auto- 
. rizadas i en planos que demarquen distintamente las posesiones asignadas i las que 
por no haber sido asignadas se reputen como terrenos baldíos. 

Como so ve, limitada su acción jurisdiccional únicamente a deslindar entrólos po- 
seedores los terrenos que se enconií'ascn poseídos, mas en manera alguna a resolv< r 
cuestiones que i'esultasen entro estos pasecdoroji i el Fisco, quedan estas última:^ so- 
metidas a los tribnual&s otxiiuarios como todas las d mas controversias judiciales 
relativas a la propiedad o a la posesión. I aun cuando se prctendi-ira asimilar a esta 
comisión meramente pericial con los jueces ordinarios, ni aun así tcndrian atribu- 
eiones de que éstos también carecen, para dar o transferir posesión fuera de los ca- 
sos en que así lo resuelvan en los juicios eorrcspondicnt(.H, con la audiencia de las 
partes i con los demás requisitos legales. 

La razón es clara. Li posesión solamente puede darla a otro o transferirla el que 
de antemano la tiene, conforme con aquellas reglas del derecho, consignadas en las 
leyes 12 i 13, tít. 34 de la Part. 7.* que dicen que nadie puedo dar a otro lo que él 
mismo no tiene i que aquello que es nuestro, sin nuf^stra voluntad no se nos puede 
quitar. 

De todo lo cual insulta que si la comisioa de injoniei^os, ya sci al espedir títulofi 
do meixM^d o ya al designar como baldío un terreno para que el Fisco jMieda enajenar- 
lo da a uno lo que ost:í poseído [X)r otro, o desposee o pnturlm al pos-edor, estrali- 
mita con líse acto sus atrib.iciones i con esa estral imitación deja de ser fnnriouaiio 
com]M-tonte i su aoto lo mismo que el ejecutaílo por los perturbadores que por con- 
secuencia de él sobrevinieren, queda sometido a la apreciación quo los tribunales ju- 
dicialep constituidos del)eu hacjr para decidir todo juicio sobre derechos controverti- 
dos como ya queda espresado, I solo en esos juicios podrán ser disentidos, prol>ados 
i resueltos, ya sumariamente o ya con conocimiento do causa, todos los hechos i*ela- 
tivos a saber si el Fisco i los indijenas son representados por ver.Iaiieros i lejítimos 
repres.'Utantes, si sus actos de ocupación son los (pi:? constituyen verdadera posj-sion 
i todos los demás que conduzcan a esclarfjcer la ventad de los derechos conti-o- 
vertidos. 

Estos principios son aplicables al presente asunto. I^ inscriiicion del titulo do 
compra hecha al Fisco por don Napoleón Cíuti'^vrez de un terreno determinadlo |>or 
los límites precisos seria para ésta el prinei[>io de la j)osersion hgal de lo comprado i 
al mismo tiomix> uno de los modos de* adquirirlo legalmente. Por lo tanto, e?a dilí- 
jencia es una verdadera perturbación de la p.-)s>sion que Ojnzalez Hueliñír dice te- 
ñera titulo de dueño, en una parte también determinada por límites pr.icisos, de loi 
mismos terrenos. 

Do aquí resulta que la posesión alcf^ada i i)iobada snmAriamento por el quorollan- 
to no es como comunero o proindiviso con (¡utirrr.'z ni con el Fi-^so d.» quÍ3n deriva 
su derecho. R(;une por lo tanto loi dos requisistw exijidoí por loj arts. 917, 918 i 
821 d^l OSdigo Civil, para qu:i deba sor amparado el poi^'dor pnturbado, 
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Tales son las i-ozones especiales que lian decidido al infrascrito a confirmar la sen- 
tencia dictada, en el sentido que acaba de espresarse. 

Santiago, 20 de octnbrp de 1894,— CdWw Rüopalron» 



VOTO ESPECIAL 



En b1 juicio SHguido entre Díoiiíhío González Huiíliñir i don Juan Naiwieon Gutié- 
rrez, sobro oposición a la inscripción de nn título del segundo i i-n el (¡xiv ha recaído 
la sentencia de prímera instancia que el tribunal coníinna por la de fsta fecha, el 
que suscribe disintiendo de la niayoiía. oi»iua por cjnc se revoque elTallo que da lu- 
gar a la doman la i se declare como indica al final, todo ello por los fundamentos 
que en soguida consigna. 

De los antt'oodt^itt's que obran í'ii »'l proceso puc<lon darse i>or establecidos los he- 
chos que signen: \^r escritura de 29 de febreio de 1868 inscrita *ui el respectivo 
rejistro el 31 de diricnbre do 1872, los indíjenas Antonio Quintriqnoo i otros ven- 
dieron a favor del Kstado una e»tcn&ion de terrenos ubica los en el lugar de Concura, 
l>ertenpoiente al teriitorio do A ngol, reservándose para sí una porción de cien hec- 
táreas. 

Dentro de los deslindes de los terrenas vendidas te fonnaron las hijnelas núms. 
43, 54, 5.'), 57, 70 i 71, toda? las cuales fueron comprendidas en el remato verificaílo 
on el me I da noviembre de 1873, habiéndose adjudicado las niíms. 70 i 71 a don 
Juan Napoleón Gutiérrez por hab:.'r sido el mejor i)ostor. 

¡^Kstendida la escritura publica de remate, previo entero de la parto do pi-ccio quo 
debia darse al contado, (íuticrrcz fué puesto en [»oscsion do los te ren:s que forma- 
ban las i>rcdichas hijaeliui niíms. 70 i 71, pero no permaneció muchos dias en esa 
ItosKsion ^íorquc al poco tiuuipo de habérsele dado fue privado de ella do óixlen judi- 
cial i para cum]tlir lo resuelto en una querella de amparo entablada por los titulados 
Dionisio i Calixto (ionzalez Hueliñir que bC d<¿cian duchos i iK)seedore9 de los terre- 
nos de las indicadas hijuelas. A contecuencia de estos ¿uccsos que seguramente mo- 
tivaron reclamos ante el Gobie no de p.u-tj de don Juan Napoleón Gutiérrez, el 
protector do indíjenas, don Cárloí Boizard, cumpliendo órdenes superiares sin duda, 
se presentó al jazgado do letras de Angol en octubre de 1876, entablando demanda 
contra Dionisio i Calixto González Hueliñir a fín de que les obligue a entregar al 
Estado los terrenos do loa hijuelas 70 i 71. 

En eso juicio se comprobó que el terreno materia de la demanda estaba compren- 
dido dentro de los deslindes del título otorgado por (^hiiutriquco i oíros a favor del 
Estado; que Quintriqueo, reputado cacíqu:* a la fecha do la venta al Fisco vivia 
pnH!Íaamente en los tcrrcno>< demandados donde también viviau varias otras familias 
de indíjenas gozando i usufructuando la tierra según \\ costumbre do los indios 
araucanos; que (^uiutriquco i demás otorgantes del titulo aludido eran poseedores o 
dueños, según dichas costumbres, del terreno vendido al Fisco, i ]>or último quo los 
demandados Dionisio i Calixto GonzaV*z Hueliñir, descendientes xrar ^Hirte materna, 
del indijeua Juan Hueliñir, s.i abuelo, eran indíjenas i unos de los que vivian en los 
terrenos que enajenó Quintriqueo, precisamente en la fecha que fo realizó la venta» 

Con estos antecedentes la sentencia de termino dictada en el asunto de 1884t do« 
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jando eatabiecido en los considerandos que lo8 GooasAlez Huolifiir eran comuneros 
con el Fisco en el dominio de los terrenos vendidos ^lor Quintríqneo en 1868, los 
absolvió de la demanda, sin perjuicio del derecho de las partes (es decir el Fisco i los 
González Hneliñir) ])ara dividirse de los terrenos {mseidos en común. 

Dictada esta sentencia, se creyó que era llegado el caso de hacer cesar la comuni- 
dad en ella declarada i estimando que ello podría conseguirse radicando o se&alando 
a los iñdíjenas González Huclinir la porción de terreno a que habian concretado su 
posesión i dominio, do conformidad con lo prescrito en la lei de 4 de diciembre de 
1866, la Comisión Radicadora o do títulos de merced a que esta lei i otras jiosterío- 
res se refíeren, procedió, llenando los trámites legales, a fíjar el derecho de Dionisio 
González Huolifiir en una estension de cuatrocientas diezinuevo hectáreas de terreno 
de los mismos que vendió al Fisco el indijena Quiutriqueo, pero no comprendidas 
en los que forman la«t hijuelas 70 i 71 de que antes se habla. 

Esta radicación o titulo de merced a favor del indijena González Hueliñir fué ra- 
tifioada por decreto supremo de 22 de enero de 1890. 

Asi las cosas i resolviendo una solicitud do don Juan Napoleón Gutiérrez que pre- 
tendía que como subastador do las híñelas 70 i 71 so le entregasen por haber vuelto 
de nuevo a poder del Elstado, se dictó el decreto supremo de 13 do setiembre de 
1892. que copiado a la letra; es como sigue: 

«Vista la solicitud que precede, los documentos que se acomi>afÍan i lo infonnado 
por el Inspector Joueral de Tierras i Colonización; i 

«Considerando: 

<1." Que don Juan Napoleón Gutiorrsz subastador en noviembre de 1878 en las 
hijuelas núms. 70 i 71 en el departamento de Angol ñié desposeído de ellai el 12 de 
enero de 1876, por auto del juzgado de letras de los A n je! es motivado por nn juicio 
que los indijenas Calixto i Dionisio González Hueliftir iniciaron contra el Fisco 
pretendiendo dominio sobre el terreno rematado por el solicitante; 

i2 ° Que los referidos indijenas fueron radicados por la Comisión de Mercedes en 
enero de 1886, habiendo sido ratiñcado el título quo les otorgó dicha comisión por 
decreto supremo de 22 de coero de 1890, quedando así terminado el juicio; 

4í3.<^ (¿ue de este modo se volvieron a poder del Fisco las indicadas hijuelas cuya 
posesión roclama el sefior Gutierres; i 

«4.0 Visto lo dispuesto en el art. 1819 del Código Civil, decreto: el Inspector de 
Tierras i Colonización hará cctregar al señor Najx)leon Gutiérrez las referidas hijne- 
lasy previo entero en la tesorería físcal de Angol del precio total de ellas. Firmado. 
—MoNTr. — Mdoro Errázuriz,> 

Hecho i)or Gutiérrez el entero del precio que dispone el derroto que so deja copia- 
do, se dictt) con fecha 1.** de febrero de 1893 el siguiente: «Visto el espediente 
adjunto, del cual a^mroco que don Juan Napoleón Gutiérrez, subastador de las hijue- 
las 70 i 71, situadas en el depirtamcnto de Angol, ha cubierto el valor total de las 
indicadas h^uclas en cumplimiento de lo dispuesto en el decreto supremo mlm. 894 
do 13 de setiembre último, decreto: el Fisco procederá a reducir a escritura pública 
el referido detreto nüm. 844 de 13 de setiembre último con todos los antecedentes 
del caso. Firmado. — MONTr. — hidnro Errázuriz.y 

En cuDiplimieuto de este decreto se estendió i ñrmó por las partes ante el notario 
de baciei^da dow Florencio Márquez de la Plata, en 16 de febrero de 1898, Ii^ escn- 
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tar* páblioa de v«nta a favor do Gutiérrez de las tantas veces menoionadas hijuelas 
ndms. 70 i 71. 

Trataudo el comprador Gutierres de haoer inscribir ol contrato i pendiente la pii- 
blioacton de las vistas qne previene el reglamento respectivo, se presentó Dionisio 
€k>nzalez Hueliftir en abril de 1893 esponiendo 'que las hijuelas 70 i 71 eran de su 
propiedad i por lo tanto se oponia a la inscripción de la escritura de venta que de 
ellas había hecho el Fisco a favor de GutieiTcz. 

Resultado del juicio seguido con motivo de esa oposición, en que González Hueli- 
fiir so ha limitado a reproducir los hechos i alegaciones que hizo valer en el de 1876^ 
ha sido la sentencia de 27 de febrero último, corriente a f. 58, que da lugar a la 
demanda que confirmada por la mayoría del Tribunal, motiva este voto disidente. 

Considerando: 

l.^Que de los antecedentes /^ue se relacionan en la esposicion que precede, prescin- 
diendo del valor legal do la radicación hecha por la Comisión de Títulos de Merced, 
sobre lo cual no es el caso de pronunciarse ahora, resulta que el Fisco es comunero 
con Dionisio González Htieliñir en el dominio de los terrenos de las hijuelas 70 i 71, 
ya que ellas forman parte de la porción comprada en 1868 al indíjena Quintriqueo; 

2.^ Que al vender el Fisco esas hijuelas a don Juan Napoleón Gutiérrez, lo que 
en realidad le transfiere es el derecho que tenia sobra la cosa vendida, es decir, el 
derecho de dominio proindiviso, contrato perfectamente licito segiin la lei, (articulo 
1812 del Código Civil) pues si la cosa es común a dos o mas personas proindiviso, 
entre las cuales no intervenga contrato de sociedad, cada uno de ellos podrá vender 
su cuota aim sin el consentimiento de los otros; 

S.** Que entre comuneros no hai prescripción, porque según la lei la posesión de 
uno sirve a los otros, a tal punto quu todo lo que interi'umpe la prescripción de tino 
de olios la interrumpe también res^iecto de los otros i (¿ue lo que a cada uno por la 
división se le confiere se considera como poseído esclusivamente por el a^judicatorio 
durante todo el tiempo que duró la indivisión; 

4." Que sobre las eosas que no pueden ganarse por prescri{icion no puede haber 
acción posesoria. 

£n virtud de las consideraciones precedentes i dis^iosicioues legales que se contie- 
nen en los arts. 718, 017, 1812 i 2504 del Código Civil, la demanda de f. 1 es inad- 
misible a juicio del infrascrito, sea (jue so con»idci*e que la acción on ella fonnulada 
es de dominio, sea ([ue se ostiuic ponusoria, coiuu se considera en la sentencia ape- 
lada i en consecuencia cree el que suscribe «pie no dobo darse lugar a la oposición de 
González Hueliñir a que don Juan Napoleón ÍTutierrez inscribii la compra hecha al 
Fisco, sin perjuicio naturalmcnto de los dercclios de aqut'l nobrc los torrónos materia 
do ese contrato. —Santiago, 20 do octubre do 1891.— Flores, 

AÑO 1894, NÓAL 2458 

4mmm Vohns LlMevpl €•■ el Placo» imbre «anereiUi 4e HMPAr* 



Cañete, 16 do fclu-ero do 1894. — Vistos: Juan Tomas Linoopí dice que es dueño i 
posaadoT de la Isla DoSa Inés, situada en el rio Imperial, que forma parte de la 9.^^ 
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sabdelegacioa del departamoDto de Gañote; que su posesión ti'anquiU i do interrum* 
pida es do mas do vcinto afios; que el 16 de noviembre do 1893 fué desalojado vio- 
Icutameote de su propiedad o isla por ciuco soldados mandados por Rodolfo Calvez, 
que obraban en viitud de órdenes del Inspoetor de Colonización, emplcido inmedia* 
to del señor Ministro reít()ectivo; que estima (pie el Fisco es quien cometió el des- 
pojo; que los soldados le .dieron de [ilanazos, le destraycron un sembrado i le co- 
mieron ocho chanchos; i concluye querella ndo8e por des])ojo contra el F seo, para lo 
cual ofrece información sumaria. 

So mandó recibir la información con citación. 

Acrodita su ])os<\sion i el despojo con la información rendida, que coiTc desde f. 3 
\* Uv. hasta f. 0. 

En mi-rito de lo csiiucslo i teniendo en consideración lo dispuesto en los arts. 918, 
926 i 927 del Código Civil, restituyo a luán Tomas Lincopí en la posesión de la re* 
forida Isla Dona Inés, situada en la 9/ sul)dc]egacion de este departamento i en el 
rio Imperial; i i*oservo di Fisco sus derechos i>ara tpic los haga valer en la forma que 
viere convenirle. Koem plácese una foja de papí^l, An Ueso i si no se a]>elarp, consúl- 
tese. — Mardüne*, — Agw^y^ 3/,, societario. 

San tiagi>, 8 de octubre de 1894. — VistíiS: visto lo d'spucsto en el art. 928 del 
Cóiligo Civil, se confinna la sentencia a[K'Uda de 16 do febrero último, corriente a 
f. 6 vta., en cuanto declara que Juan Tomas Lincopí ha sido despojado violenta- 
mente del terreno que según ha acreditado en la información tenia en su ¡)oder, de- 
biendo, en consecuencia, reslableccrMC los cosas en ol estado que tenían antes del 
desjwjo vl4)lento i sin [lerjuicio de la? occ'oncs posesorias ordinarias que |)or una i 
otra parte puedan intent^irse Publí<iueHO i devuélvanse. 

Acordatia por unanimidad, pero el señor [iresidenti* Risopatruu confirma dicha 
sentencia aceptando tuMibicn los fundamentos que ella contiene. — RfsojxUron, — 
Amnnategu*. — Barceno. — Sinhucza. -Flores, — //. Ct rut'a. — VioyMo por la Exce- 
lentísima Corte Suprema. — }/im('. societario. 

AÑO 1895, Nl'M. 1737 
fcl t^lsro r^ii Wilibnltlo l{lt'niicr« Hobrr amiMiro 

ruerto Monlt, 28 de julio de 1891. — Vistos: con el oficio de f. leí Promotor 
Fincal interpuso querella de am[>aro contra don AVilibtildo Klenner i dyo: que el Fis- 
co era duefio de una estension de terrenos ubicados en la .'í.'* subdelegacion, distrito 
numero 5.'', comprendida entre la línea Solar por el sur i tórrenos fiscales por el norte, 
cate i oste; que Klenner csfá construyendo cierros en esos terrenos^ i)erturbando así 
la 1 08e«ou que al Fisco le corres|K)ndc en una superficie de setecientas hectáreas, 
como lo espresa el oficio aludido, i que, ix)v lo tanto, se querella en contra de Klen- 
ner para que, una vez acreditados los hechos, se mande destruir o «piitar los cercos 
levantados por el querellado, que le aperciba [)ara que en lo sucesivo se abstenga do 
perturbar al Fisco en el goce do sus propiedades con una malta de quinientos prsos 
a beoefício nnioicipal i se le condene en costas, dafios i perjuicios. 

El querellado Kleunur acumpaüú, a soliiitud del querellante, una escritura inscrita 
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cíe compra-venta do trointa i ocho hoctáreas de terrenos, segim 8c veaf. 4 i se contra* 
querelló a f. 6, dicíondo: que el teiTono que está cercando no os otro que ol a quo se 
refiere la escritura aoonipafiada i cu dichos terrenos no hace otra cosa que refaccionar 
los cercos cxístcntcü desdo seis años atrás; que es inexacto lo que se espresa en el ofi- 
cio de f. I , i por lo tanto, espci-a quo el Juzgado deseche la querella, con costas. 

V.\ Promotor Fiscal espueo a f . 8 quo reconocía la validez de la escritura de f. 4, i 
quo si los terrenos vendidos por don Javier Guticn-ez a Klenner so hallan compren- 
didos dentro de la ostensión de seiscientas o setecientas hectáreas a que se refiere la 
querel'a, 1a« treinta i ocho hectiíreas do la escritura do i*. 4 quedan de hecho fuera de 
la acción deducida a nombro del Fisco. 

Se recibió la cansa a prueba rindiéndose por las [»artca la (pie se irjistra on autos i 
las fiarles fueron citadas ^lara sentencia. 

Considerando: 

(Jue los hechos espuestos en la querella de f. 1 se hallan acreditados con las decla- 
raciones de nuevo testigos conocedorcft del terreno i vecinos del mismo distrito; 

Que el querellado no ha justiQcado debidamente que los cercos hechos hayan sido 
colocados linicamento en el terreno vendido \yoT don Javier Gutiérrez i los mismos 
testigos esponen que no solamente Klenuor ha refaccionado los cercos que antes ha- 
bia sino que ha hecho otros nuevoSi justificando así los hechos denunciados en la 
querella. 

Vov estas consideraciones i visto lo preceptuado en la lei 1.", tít. 14, Part. 3.* i 
arts. 916, 918 i 921 del Código Civil, se declai-a que ha liigar a la querella i se am- 
para al Fisco en la |X)señon de los terrenos deslindados al sur i)or la línea Solar i al 
n^rte, este i oeste con terrenos fiscales cu el distrito núm. 5 de la 1.*^ Subdelegacion 
de este departamento, debiendo desti'uirse los cercos hechos indebidamente por Klen- 
ner dentro de dichcs tei renos i se le condena al pago du las costas 1 perjuicios cau- 
sados. 

Se lo apercibe con cien i>esos de multa o cincuenta dias de prisión por cada vez 
que repita los actos que han motivado la querella. Anótese i consúltese, si no fuere 
apelada. 

Hallándose ausente el señor Promotor Fiscal propietario, designase ad koc a don 
Mariano Cofre. — Alonso. — Pronunciada por el señor Juez Letrado don Roberto Alon- 
soi — Del Fino, secñetario. 

Santiago, 20 de junio de 1895.'— Vistos; teniendo ademas presente: 

1.° Que según ol ait. 590, tít. 3.", lib. 2.o del Código Civil, son bienes del EsUdo 
todas las t'erras que, estando dentro de les límites tcmtoriales, carecen de otro 
dueño; 

2.*^ Que la lei do 9 de enero de 1851 autorizó al Presidente de la República para 
dis]^H)ncr do los teiTonos baldíos que fueren necesarios para el establecimiento de co- 
lonias, i en uso de osta autorización se espidió el decreto de 27 de junio de 1S53 quo 
erijo on terrenos do colonización las tierras de Llanqnihuo comprendidas en los lími- 
tes señalados en el referido decreto de junio de 1853 i en el de 2 de noviembre do 
1854j 

3.** Que a los qne se establecen como colonos en aquel territorio se les concodou 
hijuelas de terrenos de esteusion determinada, en la forma i condiciones establecidas 
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on lofl decretos de 28 de agosto de 1858 i de 15 de marzo de 1868, i de este modo 
don Wilíbftldo Klenner es duoRo de la hijuela que bo le concedió i)or el decreto de la 
Intendencia núm. 7, de 8 de enero de 1892, segim consta de la escritura corriente 
a f . 20 ; i es dueño también lyot haberla comprado, de la hijuela de treinta i ocho hec* 
tarcas concedida auteríormentc a don Javier CfUticrrez, según consta de la escritura 
com¡mIsada a f. 3; 

4.° Que en consecuencia do los antecedentes espresados, los terrenos de Llanquihue 
que no han sido concedidos a colonos en la Forma indicada o enajenados do otro modo, 
l»erteuecen al Estado i se entiende para todos los efectos legales que éste los poseo 
mientras no se acredite que otra persona ha adquirido la posesión de ellos; 

5.° Que el inc. 2.» del nüm. 16 del art. 21 de la lei del Réjiraen Interior de 22 de 
diciembre de l*í85 ordena a los gobernadores que impidan especialmente que se ocu- 
pe parte alguna de los bienes tiscales i nacionales de uso piiblico, teniendo presente 
para el ejercicio de esta atribución, lo dispuesto cu el citado título 3.^, lib. 2.° del 
Código Civil; 

6.*» Que el núm. 17 del mismo art. 21 dis^yone que los expresados gobernadores 
exijan la restitución de los bienes nacionales poseidos u ocup dos sin derecho duran- 
te mas de un aflo, requiriendo en caso denegado al Promotor Fiscal para que la sol i* 
cite ante los Tribunales de Justicia; 

7." Que la» atribuciones que en resguardo de los derechos del £stado confiere a los 
gobernadores la citada lei del Réjinien Interior, no obstan pira que ánt«s de espirar 
el año de ocupación o posesión indebidas so pueda por parto del Fisco entablar las 
acciones posesorias correspondientes para conservar o recu[)erar la (Kisesion de sus 
bienes raices. 

Se conñrma la sentencia a{)elada de 28 dcj^mio del afio próximo ^Ktsado, corriente 
en compulsa a f. 14 vta., con declaración de que no ha lugar \)ot ahora al aiiercibimien- 
to de prisión. 

Tómese razón en el Tribunal de Cuentas i en la Tesoreí ía Fiscal de Puerto Montt. 
— Publiquese i devuélvanse. 

Acordada por los señores Presidente Alfouso i Ministros Anmnálegui, Bai-celó, Flo- 
res i Urrutia, contra el voto de los señores Ministros Risoi>atron i Sanhucza, que es- 
tuvieron por (pie se revocara la sentencia apelada i se negara lugar a la querella. 
Fundan su voto. -Alfonso. — Ámunitegiti. — fiarceló. — Riftopatron. — Scuihiieza. — 
Flores. — L. Urrv.t'a. —Proveído por la Excnia. Corte Siipveiua. Montt, secretarlo. 

VOTO ESPECIAL 

En t.'l juicio i)08t'Sürio promovido ante el .Tu/gado de Lcvtras de Llanquihue [wr ul 
Promotor Fiscal señor Caldera, contra don Willbaldo Klenner, en el cual la senten- 
cia de primera instancia da «lugar a la querella de amjMU o al Fisco en la {losesion de 
los terrenos deslindados al sur |K)r la linea Solar i al norte, cate i oeste con terrones 
Íi<icale8 en el distrito número 5 de la sudelegacion 1.*^ de este departamento, debiendo 
destruií'se los cercos hechos indebidamente \^v Kleimer dentro de dichos terrenos i 
se le condena al pago de las costas i ¡Kírjuicios causados. Se le apercibe con cien |ies(^ 
áe multa o cincuenta, dias de prisión por rada vez que repita los actos que han mo- 
tivado la querella. > 
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La Muteucia qae contiene como parte resolutiva las linea» que preceden, copiadas 
testualmonte, ha sido confirmada en esta focha con los votos de la mayoría del Tri- 
bunal, habiendo disentido los dos Miuistrpe infrascritos, cuya opinión ha sido ravo- 
oarla, desechando, en oonsecuoncia, la querella del Promotor Fiscal |)or las raaonos 
siguientes: 

Como se ve en las lineas espresadas, la resolución del Juez Letrado do puedo ser 
uiRH indeterminada en cuanto al terreno en qu». se ampiara al Fisco, como también en 
cuanto a los ceixy)8 que manda destruir i en cuanto a los actos por los cuales conmina 
a Klenner con multa i pnsion ])or cada vez que los repita. I esta indeterminación 
proviene de adolecer del mismo defecto la querella del Promotor Fiecal i la infonns- 
cion rendida, en que los testigos no hacen mns que afirmar lo que en ésta se asevera, 
i'edncido todo a ijue Klenner festá construyendo cierros en terrenos que son del Fisco^ 
perturbando, de esa manera, la posesión que en ellos le corresijondc. Dichos terrenos 
están situados en el distrito núm. G de la 3." Subdelegacion, entre la linea Solar por 
el sur i terrenos también fiscales por el norte, este i oesto 

Entretanto, la Ici 4.», tít. 3.**, lib. 11 de la Nov. Rccop., requiere que toda de- 
manda sobre cosa i*aiz debe contener la declaración no solo del lugar donde está sino 
también de sus- linderos, i tratándose solamente de ¡)08esion, que se esprese adamas 
el año i mes en que fué despojado. 

Esta última determinación del acto [)ertnrbador do la posesión resulta absoluta- 
mente indispensable, atendida la corta duración del tiemjK) en que solamente son 
admisibles, scgim el art. 920 del Código Civil, las acciones que tienen [lor objeto con* 
servar la posesión, el cual, que es de un ano, se cuenta destic la fecha del acto que 
])roduce la molestia o embarazo inferido a ella. 

Ko es menos indispensable la clara determinación de los linderos, ya sean estos ar- 
tificiales como los cerramientos, ya sean objetos materiales, que nimca faltan, según los 
accidentes naturales de los terrenos, ya sean, en último caso, referencias a unos i 
otros objetos hccbas conforme a distancias i rumbos siempre fáciles de indicar. Esta 
determinación es tan indispensable (pie sin ella las demandas no dnl)en ser rewbidas 
sino re}ielidas hasta que &e ])ongau ciertas; ¡lorque sin ella la vcnlad de los hechos 
aseverados no puede ser bien evorigmida i m<fnos imcdeii sentenciarse de manera que 
pueda ejecutarse lo juzgado con certeza de no incunir oo erroit» s contrarios a la jus- 
ticia que se ha tenido en vista. 

En el presente coso la información demuestra únicamente que Klenner ha estado 
cercando, i como ha presentado los títulos que demuestrau ser dueño i poseedor en 
aiiuel lugar, bajo límitos determinados )>or todos los costados de su propiedad, ain 
que iK)r i»arto del Fisco apaivzca ningún acto de los que el art. 925 del Código Civil 
requiere iwira pi*obar la iwsesion, resulta que lo único jwr lo cual se condena a Klen- 
ner, es por ejecutar uno de los actos mas Icjítimos i mas necesarios do todo dueíio do 
bienes raices, que cenar su propiedad, para lo cual no solo tiene derecho sino tam- 
bién obligación, como colono que ha obtenido hijuelas de terrenos adjudicadas por el 
Estado; el cual, por su parte, tiene especial obligación de mantenerlo tranquilo i sin 
I)ei turbaciones en la ¡losesion (|^ue le ha trasmitido. 

21 deber de demostrar la posesión por medio de los actos {)Ositivo8 que requiere el 
art. 92.5 citado, no pesa ni^nos sobre el Fisco que sobre cuilquiera ¿lersoua privada. 
Lejos de eximirlo de él la circunstancia do sur dueflo de los terrenos baldíos, esta 

22 
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miflma clase de dominio, que no pnedc recaer sino sobre los teiTenos quo no conocen 
otro duo&o distintOi manitiesta qne no puedo alegar este derecho sino sobre lo que no 
o^tá poseído por otro; lo cual es una razón mas ¡tara que deba demostrar, cuando se 
dice que alguien lo perturba cu alguna posesión, que en efecto ^sta posesión existe 
de antemano en virtud de los hechos ix)sitív08 a qu9 solo da derecho el dominio. 

Todo esto hace que no solo «oa inaceptable la querella sino también que la sen- 
tencia que le da lugar sea inejecutable. 

Con ella puede irse no ya a reponer al Fisco cu terrenos que están al norte de la 
linea Solar, única que aparece determinada, sino en realidad a desposeer o perturbar 
a KlcDUor en la mayor parto de su posesión; porque no apareciendo los límites cono- 
cidos que deben fijarse por los otros tros lados de norte, este i oeste, cualesquiera qne 
9c tomen, mas o menos próximos a la línea Solar, camplirán en apariencia con la 
sentencia, pero en realidad pueden convertirla en un verdadero despojo, que contra- 
rio por completo el objeto que ella se propone. 

Tal es, precisamente, el objeto que ha querido evitar lalei 4.*^ antes citada cuando 
dice: «Mandamos que poi-que la verdad de las causas se pueda mejor saber i senten- 
ciar que las demandas sean ciertas i gobre cosa cUrta > 

Santiago, junio 20 do 1S95. — Carlos Ritopatron, — Sanhuexa* 

AÑO 1895, NÚM. 2875 

fiitpedieBte de «f luin Vohims Lincopl 

Nueva Imperial, 7 de noviembre de 1894. — Vistos: el Promotor Fiscal de este 
de¡Kirtameuto espoue, que en el mes de febrero del presente año, el indíjona Juan 
Tomas Lincopí entabló contra el Fisco una quei*ellá de despojo esp:>uiendo que fuensa 
pública lo habia desalojado de la isla Doña Inés, sita en el lio Imperial i que habia 
recaído en ella la resolución de la Excelentísima Corte que en copia autorizada 
acompaña a f . 1, la cual manda restablecer las cosas al estado anterior, a virtud de 
haber sido despojado violentamente el referido Lincopí. 

Acatando dicha resolución ha restablecido a éste en la tenencia de la isla, según 
consta de la dilijencia judicial de f. 8. 

Haciendo uso de los derechos que le reserva la sentencia aludida i el articulo 928, 
inciso 2.^ del Código Civil, entabla desde luego la acción posesoria de despojo de la 
isla Doña Inés contra el indíjena Juan Tomas Lincopí. 

Funda su acción en las consideraciones siguientes: 

Consta en virtud de lo dispuesto por el artículo 1.^, inciso 2.^ de la leí de 4 de 
diciembre de 1866 que el Estado ha poseído con ánimo de señor i dueño la isla Doña 
Inés, situada en el rio Im][ierial al poniente de C^arahuc por estar esta isla dentro del 
terrítoiío fronterizo demarcado eu la Ici de 13 de octubre de 1875. 

Consta yox el titulo comente a f . 2 que el indíjena Lincopí estií radieado al sur 
del rio Imperial, i por consiguiente, no ha entrado la isla en la radicación de esto 
indíjena. 

Consta que a virtud de haberse querellado ds despojo violento jior haberlo lanzado 
de la isla, han sido restablecidas las cosas al estado que tenian antes de dicho des- 
pojo, i qne por lo tanto el Fisco ha perdido la posesión do la isla. 
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Acompaña varios documeutosi ofrece ríndir información sumaria i pide que se 
restituya al Estado en el goce do la mencionada isla, apercibiendo a Lincopí con 
priaiou si se resistiere a la entrega o si volviese a entrar en ella. 

El querellante Iiacc divci'sas observaciones sobre la lojislacion vijente en esto dopai^ 
lamento sobre terrenos tiscalos i sobre la conijHitfíncia de este Juzgado para conocer 
eo este juicio. 

Se rindió la información que corre en autos. 

Constando de los documentos acom^taüados i' de la información rendida que el 
Estado ha estado en posesión tranquili i no interrumpida de la isla Doña Inés 
durante mas de un año; que esta posesión solo fué interrumpida por Juan Tomas 
Lincopí en agosto del año próximo pasado, fdcha en que tomó posesión de dicha isla 
(lesxN)jaudo do ella al Fisco; i que restablecidas las cosas al estado que tenian antes 
del desjMyjü violento iK>r haber tomado el Estado nueva posesión de dicha isla, ésto 
ha hecho nso de la acción posesoria corresiK)ndiento dentro del término legal, oon 
ari-cglo a lo dispuesto en los artículos 918» 925, 926 i 929^ inciso 2.° del Código 
Civil, se restituye al Fisco eu la posesión de la isla Dofía Inés i se condena a Juan 
Tomas Lincopí al })ago do las costas i i)erjuicios, reservándole a ésto sus derechos 
l>ara (pie los haga valer en la fonna qvo viere convenirle. — Anótese i consúltese,— 
Bravo. — Araya, secretario. 

Xueva Liiperíal, ?2 de enero do 1894. — Vistos: no constando ds autos que Juan 
Luicopí haya resistido con violencia la orden dada por el señor Gobernador para que 
<lesocu¡)ara la isla fiscal Doña Inés ni que aquel empleara fuerza o intimación contra 
los ajcntes de dicha autoridad, sobreséase a su respecto hasta que se presenten mejo- 
res datos de investigación 1 caicélcse la ñanza (^ue tiene otorgada a su favor don 
Filaniir Lagos Soto. — Anótese. — Braoo. — Arat/fr, secretario. 

Santiago, 11 de octubre de 1895. — Vistos: acumulados los espedientes seguidos 
entre el indíjena Juan Tomas Lincopí i el Fisco relacionados con la posesión de la 
isla Doña Inés, para el efecto de ver conjuntamente las resoluciones pronunciadas en 
dichos espedientes i que htn sido apeladas, i-esultan los antecedentes que a oontinua- 
eiou se espresao: 

£u abril de 1893 (cuaderno número 1) el Gobeniador de Nueva Imperial puso^ 
con la nota de f. O, a disposición del Juez de Letras del departamento al indíjena 
Juan Tcmai Lincopí como reo de usurpación de la isla Doña Inés 1 de resistencia a 
la autoridad. 

Instniido el sumario, se dictó en 22 de enero de 1894 el auto de sobreseimiento 
de f. 28, auto de que apeló el Promotor Fiscal. 

Elevado el procoso a la Corte de Apelaciones de Concepción, esto tribunal se 
declaró incompetente por resolución do 20 de noviembre del mismo año 1894, en 
razón do ser el Fisco interesado en la causa. 

En febrero del citado año 1894 (cuaderno niímero 2) el espresado Juan Tomas 
Lincopí 80 presentó al Juzgado de Letras del departamento db Cañete querellándose 
contra el Fisco por haber sido despojado por soldados del cuerpo de Carabineros de 
la mencionarla isla Doña Inés, do que se dice dueño i de la que ha estado en posesión 
por mas de veinte años. 

Con el mérito de la información rendida se espidió el auto dé 16 de febrero de 
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1S94, oorrí^tiie a f. 9 Tueltft, eu el cual so manda resütoir a Linoepi en la poMaiou 
de la iala Dofia Inés. 

Traido este auto en consulta, se rotnvo su conocimiento i se dio vista al seftor 
Fiscal. 

En esta instancia, se apersonaron en el jutoio el procurador don Carlos Ugarte Y. 
con el [K>der sustituido do don Arturo Laiz Verbal, en representación de Lincop', i 
el procurador don Amadeo Gundclach, con el poder sustituido de don Gustavo A. 
Holley, en representación de don Isidoro Errázuríz, como arrendatario de la referida 
isla Dofia Inés. 

Vista la causa \wt esta Corte, confírmó, en conformidad al artículo 928 del Código 
Cfvil, el auto de primera instancia en cuanto declara que Juan Tomas Linoopí ha 
9Ído despojado violentamente del terreno que, segitn ha acreditado en la información 
rendida^ tenia en su poder, debiendo, en consecnencia, restablecerse las cosas en el 
edtadu que tenian antes del despojo violento i siu perjuicio de las acciones posesorias 
orilinariaa que por una i otra parte puedan intentarse. 

Según consta de la dilijoncía de f . 61, este auto se cumplió el 5 de noviembre de 
1894, haciéadose entrega de la isla a Lmcopf i quedando é)te en posesión de la casa, 
edlñcios i maderas que no alcanzó a sacar don Isidoro Brrdzuriz. 

Mientras tanto, el mismo dia 5 de noviembre (cuadcnio número 4) el Promotor 
Fiscal de Nueva Imperial se presentó al Juez de este departamento con el escrito de 
f. 10, en el cual, espresando que hace uso del derecho (jue le deja t«pedito el inciso 
2,** del citado artículo 928 i de la reserva contenida en resolución de esta Corte en 
la querella promovida por Lincopí, pido se oblit^ne a éste a restituir la isla Doña 
Inés do que ha despojado al Fisco que es el dueño i -poseedor de ella desdo hacia mas 
de tres años. 

Tramitada esta querella, se dio lugar a ella en 7 do noviembre con el mérito de 
los docnmeutos acompañados i de la infomiaciou rendida, disponiéndose que Linoopi 
Instituyen al Fisco la isla, con costas i peijuicios. 

Esta resoluoion se llevó a efocto el mismo 7 de noviembre ciUdo, como consta do 
la dilijencia do f. 34. 

Para notificar la resolución indicarla, pidió el Promotor Fiscal que se despachase 
exhorto al Juez de Cañete donde se encongaba Linoopí, i este Juez dictó en dicho 
exhorto la providencia de f. 39 en la quo, fundándose en que la cosa demandada se 
hallaba dentro del territorio ilo mu jurisdicción i eu que el fallo del Juez do Nueva 
Imx>erial pugnaba con el pronunciado [)or el Juez de Cañete, confirmado por la Corte 
Suprema, dis[>oiie se devuelva dicho exhorto al Juez de Nueva loiperial, manifes- 
ttíndole los motivos que lo han inducido a no poner el cúmplase al exhorto referido. 

Por su parte, el a|Kiderado do Lincopí se pri*scnt<> son el escrito de f. 68 (cuaderno 
niimcro 4) al Juca de Cañete osponiendo <[Uo Lincopí habia sido des(M>|ado nueva- 
mente, i pidiendo que se recabase el ausilio do la ñierza pública a ñn de dar serio 
cumplimiento a la resolución que mandaba restituir la isla a su podeniante, petición 
a ([ue se acoedió por providencia de 19 de noviembre corriente a f. 68 vuelta. De 
esta providencia apeló el Promotor Fiscal do Cañete on el escrito de f. 78. 

En ol escrito de f. 78, Linoopí pidió al Juez de Cañeto so declarase competen to 
))ara conocer de todos los asuntos que se refieren a la isla Doña Inés (lor hallarse 
ubicada dentro do loa límites del departamento i que se pidan los antecedentes al 
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Juez de Nueva Im penal, dando, en caso d**negado, por entablada la oon tienda de 
competencia. 

El Juez de Cañete aceptó en todas sus partes esta patioion. 

A f. 81 del mismo cuaderno aparece un exhorto del Juez de Nueva Imperial en 
que están insertas la petición i providencia en que éste, a solicitud del Promotor 
Fiscal del mismo departamento, se declara comfietento para conocer de las ouestiones 
relativas a Dofia Inés par estar ésta nb!cad:i dentro do los limites de su Juriadicoion, 
i promuevo contienda de compctencifl. 

Oido sobre este incidente el indíjena Lincopt, el Juez de Caheto pronunció el auto 
de f. 100 vuelta, en el cual por las razones que consi.s;na, concedo en lo do«o'utÍvo 
la ajielacion interpoesU por el Promotor a f . 73 del auto de 19 de noviembre, sus- 
pon le el procedimiento hasta que se resuelva la competencia, para lo cual manda 
elevar los antecedentes a esta Corte i a)^)orcibe al mencionado Promotor Fiscal oon 
suspenderlo durante un mes del ejercicio de la profesión de abogado i de im]ionerle 
una multa de cincuenta pesos cada vez que vueVa a usar espri^siones indecorosas en 
sus escritos. 

De este auto de f. 100 vuelta ha apelado el Promotor Fiscal de Cañete. 

Sobre la contienda de competencia que se funda en la ubicación de la isla Doña 
Iiií s, sosteniéndose por unos que se hall -i ubicada on el departamento de Oafloto i por 
otros en el departamento de Nueva Imperial, se ha oido a los jueces de uno i otro 
departamento, i solare esta contienda i sobre las demás cuestiones ventiladas ha sido 
también oido el señor Fiscal, que ha emitido la vista de f. 76 del cuaderno niim. 8, 
i sobre las cuales han presentado las partes, entre otros, loa escritos de f. 96 del 
mismo cuaderno i el de f. 49 del cuadenio número 2. 

Se han producido otros inciden tos, do los cuales, la competencia promovida a esta 
Corte por el jefe de la Comisión de títulos i mercedes a indíjenat i la negativa del 
Gobernador de Cañete a prestar fuor/a pública, han terminado y>or las resolucioues 
corrientes a f. 47 del cuaderno número 2 i por la de f. 28 del cuaderno número 3, 
il5Í como divei'sas solicitudes presentadas por las partes ipie no se relacionan por no 
tener pertinencia al presente fallo, que debe limitarse: 

1.^ A dirimir la competencia entro los jaeces letrados de Cañete i de Nueva Im- 
perial; 

2.^ A resolver las reclamaciones interpuestas oontra el auto de 7 du novienibre, 
espedido por el Juez Letrado de Nueva Im|)eríal en que ordena restituir al Fisco la 
isla Doña Iné«; 

8.** A la «palaoion interpuesta {lor el Promolor Fiscal de Cañete del auto dol Juez 
Letrado del mismo departamento, de 19 do noviembre, en que so ordena se restituya 
nuevamente a Ltncopí la isla esprosada i a()ercibe a dicho Promotor Fiscal con sus- 
pensión i multa; i 

4.° A la Apelación dtl Promotor Fiscal de Nueva Imperial del auto de sobreseí- 
miento en la causa criminal promovida a Lincopí. 

Considerando respecto de la contienda de competencia: 

I.** Que, según el inciso 7.^ del articulo 1.*" de la Ici de 15 de julio de 1869, 
articulo S." do la lei de 15 de octubre de 1675 i 9.*' de la de 12 de marzo de 1887, 
ti d«|Mrtftm«iito de 0«ftet« de la ptovinoia de Arauoo i el da Nneva Imprial d« }% 



174 BECOPXTiilOION DS LEYCS 

provincia de Cautin, que son departamentos limítrofes, tenían, «n la fecha en qiio se 
pronunciaron las resoluciones de que se trata, por límite sur i por límite norte re^ 
poctivameute el río Imperial; 

i.^ Que segnn aparece del plano acompañado a f. 70 (cuaderno número 3) la isla 
Doña Inés se halla sitúa la mas o menos en moflió de dicho rio Imperial, heclio quo 
no ha sido contradicho por las partes; 

3.° Que no estando establecido en las leyes que deslindan los departamentos refe- 
ridos que sea una u otra ribera del rio el límite entre ellos, deben entenderse que se 
estienden hasta la mitad del mismo rio i que, en consecuencia, parto de la isla Doña 
Inés pertenecía al departamento de Cañete i parte al de Nueva Imperial; 

4.° Que según el articulo 214 de la lúi orgánica do 15 do octubre de 1875, si el 
inmueble o inmuebles tjue son objeto de la acción inmueble estuviesen situados en 
diversos distritos jurisdiccionales, será comp? tente cualquiera de los jueces en cuyos 
distritos estuviesen situados; 

5.*^ Que conformo a la disposición antes trascrita, el juez de Ca5ete fué conpeteute 
para conocer do la acción de despojo que el articulo 928 del Código Civil concede al 
que ha sido despojado violentamente i que entibió ante él el indíjena Lincopí; 

6.^ Que cumplido el auto restitu torio del juez letrado de Cañete, que según el 
articulo citado no pi-oduce otro efecto que roetablecer las cosas en el estado en que 
tintes se hallaban, tanto el espresado juez de Cañete como el de Nueva Im))cr¡al eran 
igualmente competentes, a prevenir, conforme al artículo 196 de la lei orgánica 
para conocer de las acciones inmuebles que pudieran entablarse i'especto de la isla 
Doña Inés. 

Considerando respacto do las reclamaciones deducidas contra la resolución del juez 
letrado de Nueva Imperial de 7 de noviembre do 1894 i de la apelación de la pro- 
videncia del juez letrado de Cabete de 19 de noviembre del mismo año: 

1.° (^uc los territorios de indíjenis situados al sur del rio Bío-Bío i al norte de l;i 
provincia de Valdivia, aun<|ue han formado ]>artc del territorio nacional no han es- 
tado sujetos a las leyes de la Kcpúblia», i se han gobernado según las costumbres do 
sus habitantes, que han vivido independientes en estado do barbarie, hasta que se 
les ha sometido a las leyes do hi Nación, ocupando paulatina i sucesivamente aque- 
llos territorios mediante diversas medidas administrativas i especialmente por roo 
dio del empleo de la fuerza militar; 

2.^ Que no existia entre ellos ol derecho do propiedad territorial constituido en 
forma determinada i han vivido jencralm?nte en agrupaciones o reducciones mas o 
menos numerosas dependientes de uno o mas jefes o caciques que so e»tab]ccian en 
los ¡Mirajes de su elección i poj el tiemp3 de «u volunta»!; 

8.<> Que desde los primeros tiempos de la independencia se han dictado disjKxs i clones 
destinadas a definir la condición legal de I03 indijenas, reconociéndoles, en jeneral, 
im limitado derecho de propieUd e.i ol territorio ocupado por ellos, talos como el 
reglamento a favor do los ciu.ladanos indios do 1.** do junio de 1813, según ol cual 
todos les indios verdaderAmente tales debían vivir en villas formales, tener una císa 
para cada familia i pDse^r una propiedad rural; i el bando de 4 do mai^o de 1819 
que los declara libros oumo loi dernis hibitintes del Estado, no obstante que, tanto 
después como autos de dictados esas disposioiones, los indijenas han podido, en cual- 
quier parte de la Rspúblici que no sea territorio araucano, como en cualquier parte 
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de este territorio sujeto al réjimen constitucional, ejercer, como pueden ejercer hoi, 
los derechos políticos i los derechos civiles, con oscepcion del derecho de propiedad 
de terrenos cu el dicho tenitorio araucano, el cual derecho de propiedad ha estado i 
está sujeto a leyes partioulai^cs que lo constituyen i reglamentan de un modo ospo- 
oial, tanto resi>ecto de los indi j cuas, como respecto de los que no lo son; 

4,^ Que la lei de 8 de junio de 1823 mandada cumplir por decreto de 28 de junio 
do ld30| dispuso que los intendentes se instruyan de los pueblos de indíjenas que 
existan o hayan existido en sus respectivas provincias, que hagan medir las tierras 
sobrantes pertenecientes al Kstado, que lo actual poseído 9egun Ui por lot iñdfjenos 
se les declare en, perpetua i segura propiedad^ i que los terrenos sobrantes se vendan 
en subasta pública por cuenta del Estado cu pvoi^orciones desdo una ha^ta diez cu.i' 
dras |)ara dividir la propiedad; 

5." Que tanto esta lei que fíjó la posesión como base ¡Mira determinar la porción 
de terreno quo debia reputarse ])erton7ciente a los indijonos, baso que so ha repro- 
ducido en l^yes posteriores, asi como las leyes do 18 do noviembre do 1845 i do 
9 de enero de 1851 que autorizaron al Presidente de la República pai'a disponer de 
los terrenos baldios que ñieren necesarios para el establecimiento de colonos, mani- 
fiestan que, por lo que respecta al territorio araucano, eea^n leyes se han dictado en 
el concepto de que en aquel territorio eran de propiedad del Estado todos los terre- 
nos que no se declarasen do pertenencia de indíjenas; 

6.0 Que la lei de 2 de julio de 1852, completada por el decreto do 7 de diciembre 
del mismo afio, que creó la provincia de Arauco, dispone que los territorios habita- 
dos por ind(jenas i los fronterizos se sigetarán a las autoridades i al réjimen que, 
atendidas sns circunstancias especiales, determine el Presidenta de la República, i 
autoriza a ésto para dictar las órdenes que juzgue convenirles ])ara el mejor gobierno 
do las fronteras, para la mas eñcaz protección de los indíjenas, para promover su 
mas pronta civilización i para arreglar los contratos i rolarioni-s de comercio entro 
cUrs; 

7.° Que, como no obstante la loi de 10 do julio de 1323, so hacian numerosos 
contratos sobro terrenos ubic-ados en territorio araucan;), para evitar los muchos 
abusos que a este respecto se cometian, i para asegurar los derechas de los compra- 
dores i de los vendctlores, en uso de la autorización de la referida lei de 2 de julio 
de 1852, se dict'í el decreto de 14 de uiai*zo de 1853, sogunel cual, teda com- 
pra de terrenos hecha a indijena.<3 en territorio de indíjenas, sean o no indíjenas los 
interesados, conforme al decreto de 10 de nnrzo de 1854, debia verificara) con in- 
tervención del Intendente i del Gobernoilor do indíjenas del tonitorio res|iectivo, 
que el Intendente comisione especialmente ]>ara cada caso, siendo nulas las ventis- 
celebradas sin esto requisito. Las ventas debían estendcrso pur escrito i rejistrarsa en 
los libros especialmente llevados al efecto. Todos los dnefios de terrenos dentro do 
los límites del territorio do Arauco i N'acimicnto, sea quo los hayan adquirido por 
compra a indíjenas o de cuahiuier otio modo, deberán harer tomar razón de sus títu- 
los en la secretaria de la Intendencia de Arauco en el plazo indicado en el mismo 
decreto i en el dé 15 de enero de 1856; i no se admitirán por ningún funcionario o 
autoridad como títulos bástanlas los que no hubieren aido rejistrados en la oapre- 
Bada secretaría en el pla^o sefialado; 

8," Qae si bien el dosreto citado piróse rocono3'3r en loa indíjenas un derecho in- 
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dotATiiiinado do propieriad territorial, el mismo decreto establece, en ínteres del in- 
dljcna i en interés del Fisco, qnc el Intendente o funcionario que debe intervenir en 
la venta, se aseguro, para autorizarla, do que el indijena que vende presta libro- 
monte su oonsen ti miento, de que el terreno que vende lo )K»rtenece i de (juo sea jua- 
gado o se asegure debidamente el pago del precio convenido, i ordena también el 
núsmo decreto que si las adquisiciones de terrenrs fueren de una estension de mas 
de mil cuadras, deberla el Intendente consultarlas al Gobierno; 

9.*^ Que en esta situación se dictó la leí de 4 do diciembre de 1866 que ordena 
(artículo I/) fundar poblaciones en los parajes del territorio de indíjenas qne el 
Pi*esidente do la Ropiiblica designe, debiendo adquirirse por el Estado los terrenos 
do piopiedad particular qu3 conceptuase conveniente pxra esto i los demos objetos de 
la leí. 

£1 aitículo 4.** dispone que los contratos traslaticios de dominio sobre terrenos 
situados en territorio de indíjenas, solo podrán celebrarse válidamente cuando el qne 
enajena tenga título escrito i rojistrado comi>eten temen te, i si es indijena alguno do 
los contratantes, se necesita ademas del título inscrito i rejistrado, ipio el contrato 
secelttbro con arreglo a las proscripciones del decreto de 14 de marzo de 1863, no 
estando sujeto a estas restricciones el Estado en los casos a que so refícre el mismo 
articnlo 4.°; 

10. Que para los efectos del inn. 1." del citado art. 4." prescriije el art. 5.° qne se 
prooodft a deslindar los terrenos iiertenecientcs a indíjenas, por una comisión do in- 
jouirros que desigiiará el Presi«lcnto de la Kepublica, los cuales dociliráh sumaria* 
monte las cuestiones que se suscitaren sobre cada propiedad que deslindaren, debion- 
do asociarse con el Juoz do Letras ntas inmediato en los caaos (pie lo estimare ncco- 
sario, i que I falladas dichas cuestiones i iijados los deslindes de un mo<lo c!aio i 
prociso, los injonieroH estenderán auta de todo lo obrado en un libro que so llevará 
al efecto ])or un Ministro do fé pñblica que servirá do secretario i espedirán a favor 
del indijena o indíjenas ^«scedoros un titulo de merced a nombre de la Kepublica, 
insertando copia de dicha acta i anotando el titulo en o'ro libro que servirá de rejis- 
tro conservador. 

Kl art. 6.° ordena que de cada estension o sección del territorio de indíjenas eu 
que el Presidente de la República mande ejecutar Iojí disix^siciones del art. 5.**, «o 
levantará un plano en el cual se marcarán las posesiones asignadas a cada indijena o 
a cada reducción i las que, \wr no haber sido asignadas, se reputen como tcrrenoa 
btldios; i agrega que se reputarán como terrenos baldíos i de consiguiente de pro- 
piedad del Estado, toilos aijuellos respecto de los cuales no se haya prob:ido una ix>* 
sesión efectiva i continuada de un año por lo menos; i el art. 7.° que determina e[ 
modo como los injenieros deben proceder a la fijación do los dcálindes, en la división 
de ios terrenos entre indíjenas i)articulaies o entre indíjenas de una reducción, a 
quien o en favor de quien debe otorgarse la merced, etc., proscribe que la posesión 
efectiva i continuada por un año a lo mí'-nos ser¡'i titulo bastante para que el ind^ena 
sea considerado como dueño. 

La misma lei de 1866 crea el cargo de Protector de Indíjenas, el cual ejei-cerá las 
funciones (pie atribuye a los Intendentes i (iobcrnadorcs el decreto de 14 de marzo 
de 1853 i representará los derechos do los indíjenas en todas las circunstancias que 
se ofrezcan i especialmente en el deslinde de sus jiosesiones i en los coqtratoí^ trasU* 
ticios de dominio. 
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11. Qae posteriormente, la lei do 4 do agosto de 1674 que tufo por objeto prin- 
cipal ordenar la entgenaclon de ciertos terrenos, estimnUr la coloniaaoion, dando 
facilidades para adquirir terrenos con ese ol\jei», que prohibió a los partionlares ad- 
quirir, por cnalquior medio, dentro de lo!) límites iudioados en el art>t 9.^ terrenos 
de ind(jenas cuyoe títulos no estuviesen iosüritos^ prohibición que sa roprodi\¡o am« 
pijamente en la lei de 8 de noviembre de 1877 i que por la lei de 80 de enero de 
1888 se hizo estensiva a todo contrato en virtud del cual se prive directa o bidireo- 
tamonte a los indíjenas de posesión i tenencia de sus terrenos aun enando el indíjena 
o reducción a que pertenezcan tengan itgistrado su título de propiedad, establece eo 
el art. 7.^ que las funciones atribuidas por el art. 6.° de la lei de 1866 a la comisión 
de it^'enieros sea desempe&ada por un Ministro do la Corte de Apeladones de Con- 
oepoion, el cual podrá disponer al efecto do uno o mas iigenieros de los existentes en 
la frontera; ea el art. S,^ se ordena que a los indíjenas que no probasen la posesión a 
que se refieren los arts. 6.*^ i 7.^ de la lei de 4 de diciembre de 1806 se les conslde» 
rara como oolonos para los efectos de ac^ndioarles híñelas, sin que por ello queden 
sujetos a las condiciones impuestas a los demás colonos) i en el 10.** que el Protector 
de Indíjenas reprosentará los intereses ñscales i en caso de implicancia» el Fisco será 
repres?ntado ¡jor el secretario de la Intendencia de Arauoo; 

12. Que {jor fin on la mencionada lei de 10 de enero de 1888 se dispone qae las 
funciones del art. 6.^ atribuia a una comisión de injenieros i que el art« 7.^ de la lei 
de 4 de agosto de 1884 confirió a un Ministra de la Corte de Apelaciones de Concep- 
ción, serán desempeñadas por una comisión compuesta de un abogado, que la prssi> 
dirá, i dos injenieros nombrados por el Presidente de la Bepúblioa, agregando la 
misma lei que seta comisión se sigetará en sus prooedimiontoe a las disposidones de 
la citada lei de 1866, i que si el título que la comisión tuviese que estenda* a favor 
de un indijena o de una reducción pasare de tresoieutas hectáreas, deber* elevaive el 
espediente en consulta al Presidente de la Repúblioa, aoompaftando un plano del 
terreno a que el titulo se rofterc, i en el art 3.^ se restablece el cargo de protector 
de indíjenas creado por el art. 8.^ de la lei do 4 de diciembre de 1866| cargo qu 
se habla jui^ado suprimido por la lei orgánica de 1875; 

13. Que por decreto de 26 de diciembre del mismo aAo 1S88 se oi^nisó U comi- 
sión establecida en la mencionada leí de 20 de enero, i on un deci*eto posterior do 1 8 
de diciembre de 1889, fundándose en quo era indispensable dar la unidad correspon> 
diente al servicio de tierras i colonización, se dictó el reglamento jenoral, el cual 
diepone que desde el 1.° de enero de 1890, la Oficina de Tierras i Colonización diri- 
Jirá todos los servidos que so relacionen con los t«rrenos ñscales, aegun las leyes de 
7 de Julio de 1852, 4 de diciembre de 1866, 4 de agosto de 1874 i 20 de enero 
de 1888; 

14. Que segim los arts. 12, 13 i 14 de dicho Reglamento, es obligadon de la co- 
misión creada por ol art. 7.** de la lei de 20 de enero de 1883 evitar que las dona- 
ciones de ten*eno8 se rapitan a favor do un mismo individuo, dar cuenta de sus ope- 
iftciones a la Inspección Jeneral para que ésta resguarde los derechos fiscales contra 
sorpresas en que la comisicu pueda iocurrir, i al Proteotor do lnd(jenas para que 
liOT él sean ainpai'adas las correspondientes ac^udioaciones. £1 presidente de la comi 
sion debe dotcrminar los procedimientos para evitar los fraudes que procedan do 
falsas deularaciones i ^jar, do acuerdo con la Inspección, las localidailes en que debe 
tener lugar la radicación de ind^enas. 

28 



178 RECOPILACIÓN DE LEYES 

A los injenieros incumbe poner a loa indíjonas, con las formalidades que la Ins- 
pección establezca, en posesión de sus mercedes demarcadas en el terreno; 

15. Que los antocedontcs espuestos manifiestan claramente que la constitución do 
la jn'opiedad en el territorio indíjena se rije por los dos principios fundamentales 
consignados en la referida lei do 1866, esto es, que pertenecen al Estado los terrenos 
en que no se pruebe una posesión efectiva i continuada de un año por lo menos, i 
que una posesión efectiva i continurula durante un aflo por lo múnos, es titulo bastante 
para que el indíjena sea considerado dueño; de minera que los ind jenas polo tienen 
derecho como projiiedad particular de olios, a la porción de terreno que debe conce- 
dt^rseles a título de merced a nombre de la República conforme u la lei de 1866 . asi 
como los indíjenas que no reúnan las condiciones rc([ueriilas i>arA obtener merced de 
terrenos, deben ser considerados como coloaos para el efecto de adjudicarles hijuelas 
conforme a la lei de 1874; 

16. Que reconocido incontestablemente a favor de los indíjenas un derecho de 
propiedad, determinado por la iwsesion efectiva i continuada de un año por lo me- 
nos, la misma lei prescribe de un modo terminante ipie ese derecho se haga efectivo 
administrativamente por dos funcionarios especiales a quienes confiere la atribución 
esclusiva de apreciar, con intervención del empleado también especial encargado de 
vijilar i protejer ei derecho de los indíjenas, el hecho de la posesión, su efectividad 
i continuidad ])ara el efecto de espedir título de dominio a nombre del Estado; 

17. Que el procedimiento establécelo en las leyes antes cit^idas se es plica fácil- 
mente si se considera que no existen en realidad intereses opuestos entre el Fisco i 
los indíjenas, puesto que el Estado no pretende derecho a porción algiuia de terrenos 
que deban ser declarados de pertenencia de dichos indíjenas, áutes al contrario, en 
intereses de estos mismos indíjena?, i por notorias razones do conveniencia, i como 
medio práctico de dar cumplimiento a la lei, ha conferido la facultad de hacer esa 
declaración i esjxídir en consecuencia títulos de propiedad, no a los Tribunales de 
Justicia, sino a los funcionarios esi)e(;iales señalados sucesivamente en las leyes de 
1866, 1874 i 1883, funcionarios que, en el ejercicio do su ministerio, no están lla- 
mados a consultar otro interés que la correcta a]>licacion de la lei de cuya ejecución 
están especialmente encargados; 

18. Que tanto la lei de 1866 que ordena deslindar las projúedad es en el terreno, 
tomando por base el hecho de la posesión efectiva i decidir sumariamente las cues- 
tiones (pie a este respecto se susciten, deslindes i cuestiones cuya resolución, atendi- 
das las circunstancias especiales de aquel vasto i despoblado territorio i la condición 
personal de los indíjenas, ofrecía serios inconvenifutes, si hubieran de ventilai'se i 
deeidirse por los Tribunales de Justicia, así como las lemas leyes que han restrinji- 
do el ejercicio de derecho de propiciad, han sido dictadas incontestablemente en am- 
paro del interés de los indíjenas contra los abusos de los particulares i también de 
los indíjenas, o de éstos en connivencia o inducidos por aíjuéllos; 

19. Que las disposiciones que constituyen i rec^ularizan la propiedad en el territo- 
rio indíjena deben entcnder.s(í confornios con la (.'onstituciou del Estado, desde que 
se hallan consic^nadas esplícitinienti' eu loyos emanadas del no íor juíblico competen- 
te para dict irlas, i cuando no es posible discutir ni suponer «pie el lejislador ha vio- 
la lo la ('onstit.icion. do^dn ([uo los Tribunal:*s no tienen facultad para declarar que 
las leyes dictadas en la forma prescrita por la Constitución, no deben ser aplicadas 
por juzgarlas inconstitucionales, i están también conformes con los principios de 
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justicia i oqnidad quo aconsejan, en caso de ocupación de territorio nacional habita- 
do \x>i' indíjenas que viven independientes en estado do barbarie, conservarles la por» 
cion de terreno que posean verdaderamente i trabajen para la satisfacción de sus no* 
cesidades; 

20. (^)ue, en consecuencia, si bien los indíjenas pueden oomo han podido entablar 
contra el Kstado, ante los tribunales ordinarios todas las acciones que, en amparo 
del derecho de propiedad, autorizan las leyes, esto ha de ectendei-sc respecto de la 
propiedad constituida con aiToglo a las leyes especiales citadas, o respecto de la pro- 
piedad adquirida o que pueda adquirirse con arreglo a las leyes comunes; pero los 
dichos triluniKlcs no tienen, i)orque la lei no les concede atribución para conocer de 
las cuestiones que puedan suscitarse sobre si existe o no la posesión orijinaria del 
terreno araucano, ni sobre si esta [losesion reúne o no las condiciones requeridas por 
la lei ¡«ira obtener título de merceJ, ni la tienen tampoco para rever, mediante algún 
recurso legal, i para el efecto de pronunciarse sobre ellas, las resoluciones que la co- 
misión dntcs mencionada haya adoptado o adopte en ejercicio de las funciones que 
a^pecialmente le ha conferido la lei; 

21. Que de las consideraciones anteriores se desprende qne, establecido por reso- 
luciones de la Junta creada por el articulo 2." de la lei do 20 do enero de 1883 que 
el indíjena cjue no ocupa porción alguna de ten'eno o cuya ocupación no reúne los 
requisitos necesarios para que sea considerado dueño, no puede reclamar ante loa 
tribunales, contra lo resuelto por dicha Junta, amparo o restitución de la posesión 
que pretendan solo en razón de la calidad de indijona, por medio de las acciones po- 
sesorias qne ])ara conservar o recuperar la posesión de bienes raices establece el Có- 
digo Civil; 

22. (¿uc no habiendo dispuesto laá leyes especiales que se han mencionado, la 
manera de proceder para desalojar a los indíjenas que ocut)an indebidamente un te- 
rreno, ni teniendo la Junta referida facultad esprasamente conferida i>or la lei para 
ejecutar sus resohuáones debe ocurrirse a las autoridades a quienes legalmente in- 
cumbo ejecutar aquellas resoluciones o a las autoridades ante las cuales puedo el 
Fisco, del mismo modo, reclamar sus derechos. 

Con arreglo a las precedentes consideraciones i disposiciones legales citadas, 

Se declara : 

1." Que el Juez Letrado de Nueva Imperial es competente para conocer de la jes- 
tion promovida a nombre del Fisco por el Promotor Fiscal del mismo departamento, 
sobre restitución de la isla Dofln Inés; 

2.° Se confirma la resolución de 7 de noviembre de 1894, corriente a f. 82 del 
cuaderno mim. 4, espedida ]>or ol es]>resado Juez de Nueva Imf-erial solo en cuanto 
|)or dicha resolución se manda restituir al Fisco la isla Doña Inés, se suspenden en 
consecuencia los efectos de los autos a[)elados de 19 de noviembre de 1894, corrien- 
te a f. 68 vta. i de 4 de diciembre del mismo año, corriente a f. 100 vta. del cua- 
derno núm. 2, espedidos por el Juez Letrado de Cañete; 

S.** Se confirma el auto apelado de 22 de enero de 1S94, corriente a f. 28 delena- 
•leruo núm. 1, (pie nmnda s )breseer en la causa promovida contra Lincopí, enten- 
diendo que el sobreseimiento es dolinitivo. Publiques?. Devuélvanse. 

Tómese razón en el Tribunal de Cuentas i en la Tesorería Fiscal de Nueva Im- 
perial. 
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Acordad* on cuanto a la competencia por los señores Preaidenf e Alfonao i Minia- 
tros Amiinátegtii, Baroeló, Sanhueza i Flores contra el roto de los sefiores Ministros 
Risopatron i Umitia, quienes opinaron que corresponde al Juez de Cañete oonoc«r 
de todas las cuestiones que se ventilan sctualmente sobre la isla de Doña Inés, por 
creer que son la consecuencia del auto de esta Corte que dló lugar a la querella de 
despojo violento. 

SI auto de 22 de enero de 1894 ha sido confirmado por unanimidad. 

Las demaa resoluciones han sido acordadas por los señores Presidente Alfonso i 
Ministros Amunátegui Barceió, Sanhueza, Floros i Urrutia, contra el voto del señor 
Ministro Risopatron que opinó por anular todo lo obrado ante el Juez Letrado de 
Kueva Imperial, poro desechada esta Indicación, ha opinado que se revoque la men> 
donada resolución de 7 de noviembre i que se confirmen las de 19 de noviembre i de 
4 de diciembre dictadas por el Jnes Letrado de Cañete. 

El mismo señor Ministro funda su voto en el libro de acueixlos i en él espone la 
raion de la modificación que hace al auto de sobreseimiento. 

El señor Ministro Amunátegui confirma el auto de 7 de noviembre de 1894 por 
las rasones que contiene dicho auto. 

El señor Ministro Urrutia opina que, aceptada por la mayoría la oompetencia del 
Jaez de Nueva Imperial, se revoque el referido auto de 7 de noviembre i se declare 
sin lugar la querella, por las raxones consignadas en el voto emitido en 24 de octu» 
bre de 1894, en la causa entre jPedro Coyupi i el Fisco. — Alfonso, — AviunáUgui. 
— BtLTCéló, — Büopatron. — SanhuesM, — Flores, — L, Urrutia. — Proveído por la 
Ezcms. Corte Suprema. — BíonU, secretario. 

VOTO BSPKCÍAL 

En las querellas de despojos de la isla Doña Inés, entabladas por el indijena Juan 
Tomas Linoopi contra el Fisco i posteríormento por el Promotor Fiscal contra dicho 
lincopí, a las que se ha agregado un sumario criminal contra ésto por negarse a de- 
socupar la isla, el infrascrito, separándose de la mayoría del Tribunal ha opinado do 
la manera que espresará en las conclusiones al fin do este voto. Tara fundarlo pasa 
a esponer los hechos i razones que considera necesarios para resolver las cuestiones 
sometidas a la resolución de la Excma. Corte Suprema. 

ESPOSICION DE LOS HECHOS CONDUCENTES 



A virtud de un telegrama de don Horacio Echegúyen, Inspector de Colonización, 
en que denuncia el hecho de que Juan Tomas Linoopi se niega a desocupar la isla, a 
pesar de las intimaciones que por órdenes superiores le ha hecho el Gobernador de 
Nueva Imperial, don Adel Alenk Escala, lo hizo reducir a prisión i poner a disposí- 
oion del Juez de Letras para procesarlo por esa desobediencia. £n ese documento, de 
fecha 19 de abril de 1893, se dice que desde abril del año anterior, 1892, Lincopí 
omtpa la isla, i que hace mas de un año que el citado inspectcr persigue su desocupa- 
ción, sin conseguirla. 
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Confirmando el hecho el testigo Jacinto Rico afirma que fsiempre que ha tenido 
que entenderao con el indijena L'ncopí-. que vive en ella, éste so ha negado a deso- 
cuparla» i el injeniero don Hugo Pietro Grande confirma esa negativa. Oido el Pro- 
motor Fiscal don J. E. Godoy, aprecia el hecho diciendo que esa negativa no solo 
carece de los requisitos del art 457 del Código Penal para que puoda considerársela 
como usurpación do cosa ajena, o nsurpscion violenta de cosa propia, sino que no ei 
loas que el uso de un derecho que Lincopi dice tener. En oonseonencia, pide el so- 
breseimiento, i a él accede el Juex de Letras en auto de 22 de enwo de 1894, con la 
elánsnia €hasta que se presenten mejores datos de investigación». LÁncopi filé puesto 
en libertad el 16 de junio de 1893, habiendo estado preso desde el 20 de al^. 

CUADERNO D£L DESPOJO T>R LINCOPÍ EN CAÑETE 

II 

En 12 de febrero de 1894 ocurrió Juan Tomás Lincopi ante el Juzgado de Letras 
de Cañete diciendo que siendo dueño i poseedor desde mas de veinte años de la isla 
llamada Doña Inés, situada en el rio Imperial i comprendida en la 9.* subdelegacion 
del departamento de Cañete, habia s!do despojado i ospelido violentamente de ella 
por cinco soldados mandados por Rodolfo Calvez, que obraba en virtud de órdenes 
del Inspector de Colonización. Habien-^o probado con tres testigos la efectividad de 
la posesión i del despojo con las circunstancias de habérsele maltratado en su perso- 
na, destniidosele un sembrado i haciéndolo talar por animales de don Isidoro Errá- 
zuriz i matándole unos animales de su propiedad, ol Juez Letrado pronunció en 16 
del mismo mes auto restitutorio fundado en los arts. 918, 926 i 927 del Código 
Civil, reservando al Fisco sus derechos para hacerlos valer como viere convenirle. 

No habiendo sido apelado ese auto por oí Promotor Fiscal ad hoc que, en ausencia 
del propietario, habia sido nombrado i citadlo para la infoiinacion, se comisionó para 
la dílijencia rustitutoria al Juez del segundo distrito do la 9." subdelegacion, i éste 
certificó el 27 del mismo febrero, quo habiendo notificado en ^lersona el auto a don 
Isidoro Errázuriz, que vive en dicha isla, no le pudo dar cumplimiento por haberse 
éste resistido, llegando hasta amenazarlo, por lo cual suspendió la dilyencia. 

Con el mérito de ella i a petición del apoderado de Linopii se solicitó del señor 
Gobernador el ausilio de la fuerza pública, con el resultado que espresa la providen- 
cia siguiente: «Gobierno departamental de Cañete. — Cañete, 10 de marzo de 1894. 
— Núm. 89. — Visto el supremo doci-eto de 19 de junio último, no ha lugar al ausi- 
iio de la fuerza pública que se solicita Anótese i devuélvase. — Jforeno. — /. B. Silva. 
Mcretario>« 

De esta negativa se mandó en 12 de marzo dai' conocimiento al señor Intendente 
de la provincia, al señor Ministro do Justicia, a la Iltma« Corte de Concepción i a 
esta Corte, 

Al ver esta Corte en consulta el asunto, lo retuvo i pasó en dictamen al señor Fis- 
cal de Hacienda, 10 de abril de 189^4 (siéndolo, |)or hallarse de turno a la sazón, el 
señor Vial Ugarte). 
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Este fuucionario presentó una copia de titulo de int-rcoJ concedido a Juau Manuel 
Mucracan como jefe de reducción de Kolof, al sur de la isla Doña lués, i con motivo 
de nombrarse on ese documento a Lincopí como calwza de una familia compuesta de 
dos mujeres con quien se dice casado i cuatro mujeres i de cuatro varones mas, de- 
duce que el citado Lincopí ha sido radicado al sur del rio Imperial, en terrenos so- 
metidos al Juez do Letras de esto nombre, i saca de este hecho dos consecuencias: la 
una el no considerar a Lincopí (toseedor de la isla, i la otra estimar nula la sentencia 
en que lo manda restituir el Juez Letrado de Cañete, por manifiesta incompetencia 
para conocer en este asunto; i se limita por conclusión de su dictamen, suscrito en 
26 de abril citado, a pedir (pie se declare esa incompetencia como resoluciou previa. 



IV 



Sobre esta iucidencia se oyó a Lincopí i al señor Fiscal de esta Corte, i antes do 
que estos presentasen sus alegaciones, fué admitido como parte interesada en el jui- 
cio don Isidoro Krrázuriz, representado por don (lustavo A. Holley, el cual ajíoyó 
su interés al folio 25 diciendo que la sentencia del juez do Cañete «vulnera tanto 
los derechos del Fisco como los suyos propios, pues si se arrebata al primero la jk)- 
sesion de la isla, el señor Errázuriz verá perderse las valiosíis mejoras ipie ha ejecu- 
tado en ella al amparo de li posesión del EsUido... i mucho mas cuando se trata de 
un juicio sustanciado ante un juez manificstauumte incompetente^. 

También llegó al Tribunal durante esta incidencia un oficio suscrito por don 
Leoncio Rivera, como presidente do la Comisión de Títulos de Mercedes a indijenaa, 
en el cual apoyándose en el art. 5.° de la Ici de 4 de diciembre do 1866 i en el 2.** 
de la de 20 de enero de 1883 espone: «la comisión que presido es el único Tribunal 
comi)etentc para resolver sobre las cuestiones d(? ilcminio i posesión que puedan sus- 
citarse resi)ecto de los terrenos en (pu- está llamada a ejercer sus funciones; cree la 
dicha comisión <|Ue la instiuicia promovida i»or el indíjeua Lincopí no cae bajo la 
juristliccion dn los tribunales ordinjiios... i en consecuencia, veomu en la ucces-idad 
de presentarlo asi a V. K., rogándole que se sirva inhibirse del conocimiento de dicho 
juicio... i que en el caso de no ser ac^ji-Ja la inhibición... se digne dar por trabada 
a nombre de la referida Comisión de Títulos el; Merced a Indíjenas la respectiva 
contienda de competencia i elevar los antcccdcntcá al tribunal que debe dirimirla.* 



El señor Fiscal de esta Corto, don Ambrosio Montt, en su dictamen do f. 33, se 
ocupa preferentemente de esta última contienila de competencia. 

En primer lugar, la considera como una pretensión incorrecta c inaceptable en nn 
consejo administrativo dependiente del Poder Ejecutivo que ha de rever, aprobar o 
revocar sus actos pretendiendo atribuciones judiciales que su jefe, el Presidente de la 
República, no reclama ni ha reclamado ejercer. 

En segundo lugar, la considera contraria al orden constitucial i legal vijentc, ol 
cnal Cbtá fundado sobre el princiiuo do la iudcpoudcncia del Poder Judicial, esta 
blccido en ol art. 90 de la Coustituoion. 
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Eli tercer lugar, las disposiciones légalos iinterioios a la leí do 4 de diciembre de 
1866, lejos de contener parte alguna íj^uc revele el prop'wito de cacluir a los indíje- 
nas del amparo de las leyes comunes a todos los ciudadanos, están acordes en reco- 
nocerles el derecho do dominio i i^sesion en lo que poseen i solo difieren de las de- 
más leyes en cuanto establecen garantías especiales ([ue los pi*otejan en casos de ejer- 
cer o trasmitir esos derechos. 

En cuaiix) lugar ,'cse mismo espiritii es el dominante en las leyes do 18C6 i 1883 al 
establecer las comisiones que regularicen sus derechos otorgándoles títulos de merced 
sobre los terrenos que poseen; sin que ninguna de sus cláusulas autorice a suponer- 
les el ánimo de esceptuarlos de la garantía del art. 99 de la Constitución, ni de so- 
meterlos a una comisión que, siendo compuesta de individuos no letrados, decida de 
sus derechos omnímoda i arbitrariamente i sin ulterior recurso. 

Si le concede atribución para decidir las cuestiones que se susciten sobre cada 
propiedad que deslinden, esta ^mlabra no significa que puedan fallar soljro cuestUnes 
de propiedad; pues toda anfibolojía nacida del doble empleo de la voz projnedad de- 
saparece con el precepto del art. 11, que manda suspender la operación de deslinde 
sobre la propiedad que tuviere pleito pendiente liastii que &te se resuelva. 

En quinto lugar, esta falta de jurisdicción contenciosa se ve confirmada en la re- 
glamentación que ha dado a la Oficina de Tierras i Colonización el supremo decreto 
de 28 de diciembre de 1889. 

Allí so coloca a la Comisión de Títulos i al Inspector de Tien-as i Colonización 
bajo la inmediata dependencia del ^Unisterio de Estado respectivo i les designa el 
deber de vijilar los intereses del Estado i proporcionar a los promotores fiscales los 
medios necesarios para defenderlos en los juicios sobre doininio, posesión o reivindi- 
cación do los terrenos de propiedad nacional, ayudando el inspector indicado al pro- 
motor con los datos i elementos que le fuere dado allegar; lo cual supone la posibi- 
lidad, que no puede menos de ocurrir, de litijios (|ue no solo manifiesten oposición 
de intereses entre los indíjenas entre sí, o entre castos i otra clase de poseedores, sino 
entre los indíjenas i el Fisco; i como la presente contienda es de esta última ^.lase, 
por nacer do un acto de lanzamiento dispuesto \)oy el referido inspector, con ajentes 
de la fuerza de línea, lo que hace figiuar al Fisco como parte, no es posible preten- 
der que la Comisión, que es ájente del Fisco, sea el juez de la contienda: circunstan- 
cia especial que demuestra la absoluta falta de competencia de dicha Comisión de 
Títulos. 

Entra jior fin el señor Fiscal de esta Corte a opinar sobre la cuestión de despojo 
que habrá do resolverse después de resuelta la de competencia. 

Se decide por la pronta restitución de Liucopí, haciendo notar la ilegalidad de la 
negativa del Gobernador de Cañete para suministrar la fuerza pública requerida por 
el juez de letras, i resi)ecto del Inspector de Tierras i de la intervención de don Isi- 
doro Errózuriz, hace notar la circunstancia siguiente: 

Cometidos los actos de violencia contra Lincopí, en noviembre de 1893, i pronuu* 
ciada la sentencia restitutoria en febrero de 1894, el señor Errázuriz^ que como ocu- 
pante de la isla se resistió a cumplirla en el mismo mes, solo el 19 de marzo siguien* 
te obtuvo del Presidente de la República el decreto de arrendamiento de la dicha 
isla, esto es, habiendo ya cuestión judicial sobre ella {Hendiente i dejando a salvo el 
derecho de tercero i la responsabilidad fiscal si se lo disputase la propiedad; lo cual 
revela ademas el conocimiento de que el Supremo Gobierno no habría de someter la 
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decisión do esa litia pendiente a la Goini&iao de TlialcMi si\i«ta a m inmediata de- 
pendencia. 

VI 

Después de esto informo, resolvió esta Corte la cnestion de competencia, declaran- 
do en su auto de 13 de junio de 1894, que no debe dársele curso mientras no esté 
apoyada por la autoridad administrativa correspondiente, no pudiendo obstar entre • 
tanto a la prosecución de la causa; fundándose para ello en estas dos razones: 

1.* Que ttando U Corte Suprema el Tribunal sui^erior de la República, no ha 
reconocido la lei en ninguno de los otros la facultad de promoverle coupetcncisa, 
desde que no ha establecido autoridad que pueda dirimirlas; i 

2.*^ Quo ai bien exista tribunal qus dirima las que se susciten entre las autorida- 
des adminisiratiTss i laa judiciales, la que promueve el presidente de la Comisión do 
Tituks no aparece entablada por la autoridad Gonstitue;onal de quien depende. 

En consecoaneia, procedió a ver la causa sobre la cuestión principal del despojo, 
acerca de la cual fué oido en eatrados don Isidoro firráxuriz i las téais sostenidas por 
sn parte, fomuiladas también en el escrito de f^ 49, son laa siguientes: 

1.* Situada la isla Doñalnés en medio del río Imperial, que es el línite designado 
a los departamentas de Cañete i de Imperial por laa loyes do su creación i por loa 
supremos dacrstoe que demarcaron las respectivas subdoi^gaciones, i no habiAndo 
disposición que dakermiae a cuál de los dos pertenece la dicha isla, debe estarse a la 
intel^encia que se ha dado por las «utorídales admiuiatratlva i judicial de Nueva 
imperial desde que existen allí establecidas, las cuales la han mirado oomo pMrtene- 
eisttte al departamento de Imperial. Gomo, por otra parte, el seftor Fiscal de Sa- 
cienda en su primera aolicitud ha deducido esta cuestión de inoampstencia» no hai 
ei requisito logal para suponer que se ha prorogado jurisdicción al juoa letrado de 
Oaftete para que hi^a podido dictar su auto restitutoiio; 

3.^ Kl indio ariLUioano que no tiene titulo do morete! no puede entablar acción po- 
seaoii^ en oontra del £stado. Para sostenerla, analiza la legislación especial dictada 
para el territorio araucano. 

Do allí deduce, en primer lugar, que eatáu oompreudidos dentro de ese territorio, 
tanto la isla en cuestión como los altos de Kolof en donde se radicó a Línofpi; en 
segundo lugar, que por las Ityes do 1S66 i 1883 coii-espoude al Estado ol otorga* 
miento de títulos de merced; que él por medio de su comisión califica la posesión del 
suelo que neoesita el iud^ona, i que sus Dallos son iua|ielables i)ara ante autoiidadea 
judióaLes; que en cumplimiento do esas leyes un decreto supíneme de 1892 ordenó 
lovantar plano i formar I^juelas ide una porción do terrenos adyacentes al rio Im- 
]^)erial> ; que allí, en el campo misma, la oosiúsion de titulos de mecoed sAiguó sus 
hijuelas a los indianas ocupante i i el rosto de los terrenos quedó como baldío i do 
propiodad del Sstado; que otro deccaU) posterior escluyó del remate de 1893 la isla 
Dofta Inés, considerada como terreno baldío en al plano levantado ea 1892 i otro 
tercer deoroto la dio ea arrendamieato a don Isidoro Errázariz; que la dicha comi- 
sión matriculó a Liaco{^, a sus mi^jerea, mocetoues i familia en Kolof, al sur del Im- 
perial, es decir, lo asi^m ati kiJueJu, faltando únicamonte csteudor ea el papel el tí- 
tuiha di BMVced; ea tsrces lugar, qua aeotencia alguna jattioial podria dar a Líneopí 
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)* poMsioa cU Do&a Inés, ni obligar a la comisiou a conoedcrle merced cU ella, por« 
qn» fleo seria ir (xmira la lai de 186d, a la enal obodeoe la comisión; en cuarto logar, 
qtte l^ lei que da al Estado la facultad de hacer a los arauoaaos merced de terreno 
na IcB raooBOoe que Antes de esa título tengan verda Ura poaeaion, sino aolo mera 
tonanoia, la eoal no lee oonfiere a ellos derecho de ppMcribir ni a loa Tribúnica fa- 
otdtad para dedanrles damUdo del suolo, porque éste solo ^Hieden adquirirlo por el 
título é» merced; da lo oual de luce ademas que no pudiendo losind^enae presciibir, 
tampoco pueden hacer valer acción posesoria contra el £stado. 

8.^ £a cuanto a los hechos, afirma los que siguen: qua la isla solo oontieno unas 
veinta híctáreas de estcnsion por valor de cuatrocientos pesos, al ¡miso -que él en 
casa, establo, etc., tiene un valor áú treinta mil pesos i mas; que la rason pot que 
tie&e alU esos valores sin embargo de haberlos arrondado solo en marzo de 1893, es 
que en 1S92 cuando los Ministros do Estado visitaron la provincia de Cautín, el Go- 
bierno mandó ocupar la isl^ i el seltor Erráznriz, cuando a fiu«s de ese a!ko dejó de ser 
Ministro, ss fué a la isla con el consjntimiento del Gobierno comprometido a arren- 
dársela i que las ojctas de matrícula i radicación ñjan el terreno ocupado por Lincopi 
al sur del rio Im{)eríal | como terreno baldío la isla. 

ShNTENClA DB SEGUNDA INSTANCIA 

VII 

En vista de todo lo espu^sto i con fecha 8 de octubre de 1894, la Excma. Corte, 
a{K>yada en el artículo 928 del Código Civil, coiiUrmó la sentencia apelada de 19 de 
febrero en cuanto declara que Juan Tomas Lincopf €ha sido despojado violentamente 
del terreno que, spgun ha acreditado en la información, tenia en su poder; debiendo, 
en consecuencia, restablecerse las cosas en el estado que tenían antes del despojo 
violento i sin perjuicio de las cccioncs ¡k sewrijs ordinarias que por uua i otra parte 
puedan intentarse;^. 

Acordada nnánimemcnte, salvo el voto del infrascrito, qn© eonfirm<^ aceptando 
también los fundamentos contenidos en la sentencia confímiada. 

« 

El cumplimier to do este fallo a|)arece ejecutado en la dílijencta de 3 de noviem- 
bre, en que se espreíA que don Isidoro Erráznriz principió a desocupar la isla i en la 
del dia 5 en que se dice que un encargado suyo hizo entrega do ella a Lincopf. I 
aunque a solicitud de éste se había ()odido el ausilio de la fuerza piíblica, no aparece 
en las diKjeucia» csprcsculas que ocurriese la neoeaidad de emjilearla. 

JlKOüaSO DB AMPARO ANTB ESTA CORTE 

VIII 

Entretanto, i con motivo de la negativa del Gobernador de Cañete, fechada en 10 
de marzo, a suministrar la fuerza pública que se le {)edia para ejecutar el auto resti- 
torío del Juez Letrado de Caüetc, había ocurrido el apoderado de Lincopi a esta 
Corte en solicitud de alguna medí ^a que allanare ese inconveniente. E informando 

24 
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sobre el particular este funcionario, don J. M. Moreno, en 30 de dicho mes de marzo, 
confiesa la efectividad de su negativa i la ñinda en un supremo deci*eto de 19 de ju- 
nio de 1893, publicado en el Diario Ofieial de 23 del mismo mes i eu un telegrama 
que en 1.* del corriente (marzo de 1894) recibió del señor Ministro de Colonización, 
diciéndole: fsirvase no acceder a pedido de fuerza pública que le hagan autoridades 
jadiciales para ejecutar resoluciones en la isla Do&a Inés, pues dicha isla, por decreto 
de 19 de junio último, publicado en el Diario Oficial, está escluida de toda subasta i 
no puede ser ocupada por partietUares ni por indijenasy. 

Apreciando el seftor F.'scal don Santiago Vial Recabárren esta escusa, en su dic* 
támen em'tido en 30 de mayo, califica de abusiva i violatoria de la leí la negativa 
del Gobernador, poi*que las prevenciones gubernativas que cita no pueden tener el 
alcance que les atribuyo de resistir a los requerimientos judiciales para la decisión de 
derechos que solo los tribunales pueden calificar i definir i en el supuesto que lo tu- 
vieren, sobre ellos están las leyes a las cuales debe someter sus actos. 

Recuerda el contesto del artículo 10 de la loi orgánica de Tribunales que precep- 
túa suministrar la fuerza sin que le coiTcsponda inquirir el fundamento, la justicia o 
la legalidad con que se le pido i también el 253 del Código Fonal, que no queriendo 
dejar sin sanción este ]>recepto, designa pena al funcionario civil o militar que dejare 
do observarlo. 

Con estos antecedentes, la Excma. Corte dictó en 22 de octubre de 1894, esta re- 
solución: «Oficíese al señcr Ministro de Justicia a fin de que se sirva recavar de 
quien corresponda las medidas iiccesaiias para que se dé cumplimiento por el Gober- 
nador de Cañete a lo dispuesto en el artículo 10 de la leí de 15 de octubre de 1875, 
prestando el ausilio de la fuerza pública que tenga a su disposición, en caso de ser re- 
querido para ello por la autoridad judicial). 



IX 



La contestación dada por el señor Miuisti'o de Justicia eu 31 de octubre se reduce 
a hacer presente que estando vijente, después de las órdenes supremas a que alude el 
Gobernador, la nueva lei do municipalidades que pone la fuerza de policía al mando 
de los alcaldes, a estos funcionarios deben diríjirse los Jueces de Letras para el ob- 
jeto espresado i que <es de esperar que legalmente requerido por el Juez de Letras 
preste el primer alcalde de Cañete el ausilio que se le pide>. 

Sin embargo del silencio que guarda esta nota acerca de las autoridades civiles 
i que, dc|)endiendo directamente del Supremo Gobierno, pueden disponer de fuerzas 
distintas de las policías, aparece que la restitución de Lincopí se dice haberse ejecutado 
sin necesidad ya de la fuerza de policía pedida a solicitud do éste, en las dilijencias 
puestas por el receptor en 3 i 5 de noviembre inmediato siguiente, de que antes 
queda hecha mención. 



I DEOBBTOS ST7PS£B£0S SOBRE OOLONIZAOION 



187 



PRIMKBA QUERELLA DEL FISCO CONTRA LINCOPÍ EN KL JUZGADO 

DE IMPERIAL 



X 



Entretanto, se habia presentado el 22 do octubre el Promotor Fiscal de Nueva 
Lnperial, entablando en a ^uel Juzgado querella de amparo posesorio sobro la dicha 
isla, contra el mismo Lincopí. 

Para fundarla aduce estos hechos: que el Fisco está en posesión tranquila i no 
interrumpida de ella hace mas do un año; que se han construido en la Isla editicios 
i cercos i héchose plantaciones, invirtiéndoae tm capital (pie se acerca a veinte mil 
pesos; que se teme fundadamente que Lincopi se presente do un momento a otro 
a turbar esa posesión; que por renuncia del arrendatario den Isidoro Errázuriz, que 
so ve amenazado de esa turbación i a virtud del auto espedido el 8 del presente por 
la Excelentísima Corte inserto en el Diario Oficial que presenta, haciendo uso 
del derecho que este auto deja espedito, invoca por parte del Estado el amparo 
posesorio del artículo 921 del Código Civil; que Lincopí esta radicado por la Comi- 
sión respectiva, no en la isla, sino al sur de ella. 

Solicita también que no se cito para la información a Lincopí, i que si se hace 
]iarte no se le oiga, tanto por la práctica fundada en la lei 6.*, título 34, libro 11 de 
la Novísima Recopilación, cuanto porque no puede invocar contra el Estado ni pose- 
sión ni dominio en lo que no lo ha sido mercedado por la Comisión, según las mismas 
teorías qua don Isidoro Errázuriz invocó ante esta Corte, como antes queda espuesto; 
pero al mismo tiempo concluye que se le ordene abstenerse de entrar a la isla bajo 
apercibimiento de prisión. 

Aunque se apoyaron los hechos indicados con vatios documentos i una información 
de testigos, el Juez Letrado de Nueva Imperial, ]K>r sentencia del 30 do octubre, 
desechó la querella por estos fundamentos: 

1.° Que esa v^uerella tiene por objeto f dejar sin efecto la sentencia ejecutoriada de 
la Excelentísima Corte Suprema (la del dia 8) acompañada en compulsa; 

«2.° Que el cumplimiento de esa sentencia en ningún caso podría mirarse ?omo 
una perturbación de la posesión, pues él importa simplemente el uso lejítimo de un 
derecho [»or parte del querellado (Linopí); i 

4L3,^ Que restablecidas las cosas al estado en que antes del dcsiwjo violento se 
hallaban i privado el Estado de la posesión de la referida isla, ya no podría entablaj 
la acción posesoria de amparo por no ser proceden te>. 



XI 



Notificado el Promotor en el mismo dia 30, no apeló, pero al siguiente dia pidió 
se le devolviesen orijinales los documentos que habia acompañado i con ellos, incluao 
el testimonio de la sentencia restitutoria de esta Corte, se presentó nuevamente ante 
el mismo Juzgado de Imperial, iniciando cuaderno distinto, el 5 de noviembre, fecha 
do la dilijencia restitutoria a Liucepí i entablando contra éste querell» de despejo 
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fundada en los mismos hechos que la anterior de amparo, con la diferencia que la 
posesión del Fisco dice ahora tener mas do tres años i que el despojo lo ejecutó Lin- 
copí el dia anterior, es decir, el dia intermedio entre las dos dilijencias restitutorias 
asentadas en los dias 3 i 5 de noviembre i también en diciembre del año pasado. 
Pide se le perciba con piision, que no se le cite ni se le admita como parte por los 
mismos motivos que adujo .en la querella de amparo. 

Rendida la información, el mismo Juez de Letras despuf's de esponer los hechos, 
fundó i resolvió esta segunda querella, el 5 de noviembre, de la manera siguiente: 
iConstaudo de los documentos acompañados i de la información rendida que el 
Estado ha estado en posesión tranquila i no interrumpida de la isla Doña Inés 
durante ñus do un año; que esta posesión fué interrumpida por Juan Tomás Liuoopi 
en agosto del año próximo pasado, fecha en que tomó posesión de dicha isla despo^ 
jando de olla al Fisco, i que restablecidas las cosas al estado que tonian antes del 
despqjo violento por haber tomado el Estado nuevamente posesión de dicha isla, éste 
ha hecho uso do la aocion posesoria correspondiente dentro del término legal, con 
arreglo a lo diapuesto en los artículos 918, 925, 926 i 928, inciso 2.^ del Códigp 
Civil, se restituye al Fisco en la posesión de la isla Doña Inés i se condena a Juan 
Tomas Lincopi al pago de las costas i perjuicios, reservándole a este sa9 derechos 
para que los haga valer en la forma que viere convenirlo. 

Al dia siguiente 8 se ejecutó esta sentencia, según la dilijencia de f. 34, cuaderno 
segundo de Imperial, entregando el receptor la isla al Promotor, el cual la trasfinó 
al arrendatario del Fisoo, hallándose ausente Liucop', i al ser ésto notificado en 5 de 
marao del presento año espuso que apelaba i decia de nulidad, siéndole concedidos 
arabos recursos en providencia de la misma fecha. 

XII 

En ese tiempo aparece Lincopi jcstionando ante el Juzgado de Cañete las sigoTcn- 
tes dil^encias: 

Con una información sumaria de tres testigos acredita que el 7 de dicho noviembre 
había sido dc8¿)ojado nuevamente de la isla i>or fuerza de caballería, dejando a su 
familia abandonada i lanzándola al dia siguiente a la ribera del rio, i que en virtud 
do este nuevo asalto don Isidoro Errázuriz entró en la posesión de la mencionada 
isla, que conserva hasta la fecha, <i pidió que con su mérito se ordenase el ansilio de 
la fuerza pública para cumplit las sentencias de ese Juzgado i de la Corte Suprema 
|)or las cuales se le manda restituir. Habiendo accedido el Juez Letrado de Cañete, 
tuvo la ejecución el resultado (¿ue espresa e^ta dilijencia del receptor Hermosilla 
fechada en Kehuantúe, noviembre 24 de 1894. 

fCertifíco que con fecha de hoi me he trasladado a la isla Doña Inés con el lin de 

notificar a don Isidoro Errázuriz {tero al llegar a las casas del señor Errázuriz, 

se me presentaron cinco carabineros armados i como veinte paisanos, de éstos trece 
armados de carabinas i otras armas i me impidieron lle^r hasta lav casas, agregando 
que lo hacían por orden del señor Errázuriz, obedeciendo la fuerza a Juan de la Cmz 
Monroy, administrador, segim se me dijo, de don Isidora Errázuriz. Este ha sido 
el motivo por qué me retiré sin poderle dar cumplimiento a lo onlenado por este 
Jn ado>. 
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Existe a f . 72 un ofício del Gobernador de Ca&ete, do la uiisma fecha 20 del dicho 
noviembre, fecha eu que ee habia decretado pedirle cinco soldados de la fuerza de 
caballería que tiene a sus órdenes {«re que acompañaran al receptor eu la dilijencia, 
contesta al Jues de Letras en estos términos: 

<El6ta Gobernación no dispone de los cinco soldados de caballería qne US. ha 
tenido a bien pedirle por oficio de cata fecha. — Dios guarde a US. — «/♦ /2, Morenos* 

XIII 

CONTIENDA DE COMPKTENCIA DE LOS DUS JUZGADOS 

Con motivo do lo cspucsto, Lincopí solicitó del Juzgado de Cañete que dir^iese 
inhibitoria al de Nueva Imperial para que se abstuviese de continuar dictando pro- 
videncias en los juicios relativos a la posesión de la isla, fundado en que el asunto 
está ya radicado ante el de Cañete, en que ademas se halla dentro de la jurisdicción 
de este departamento, cu que la Corte Supi-ema ha confirmado lo juzgado por éste, 
i en qne la intervención del de Imperial renovando la entrega a don Isidoro Erra- 
zuriz no ha hecho mas que dejar burlada con un nuevo despojo viidento, el cumplí- 
miento de la restitución ordenada jíor la Corte. Accedió el Juzgado en providencia 
de 21 de noviembre; )>ero el dia 26 recibió carta del Juzgado do Nueva imperial en 
que, a jicticion del Promotor Fiscal, se le oxije que so inhiba de conocer por estimar 
qne a este departamento i jurisdicción pertenece la mencionada isla. Esto dio lugar 
a que so oyese nuevamente a Lincopí, 1 reclamando el Promotor de Cañete de osa 
andiencia i de la nueva providencia de reposición, espresa este funcionario que al 
mandar deshacer lo hecho por el otro Juzgado sin oir al representante del Fisco 4thai 
en esto parcialidad manifiesta de US.> 

En 4 de diciembre pronunció sentencia el Juez Letrado de Cañete acerca de estos 
incidentes, declarando a f . 1 00 vuelta que concede la apelación interpuesta por el 
Promotor Fiscal don José Astroza; que apercibe a este funcionario con suspensión de 
nu mes i multa de cincuenta pesos por las espresiones indebidas empleadas contra el 
Juez; que suspende todo procedimiento en la causa hasta que se resuelva la contienda 
de competencia; que Lincopi no ha incurrido en rebeldía, i que, con citación de las 
partes, se remitan todos los antecedentes a esta Corte< El Promotor Fiscal dedujo 
nuevaa pelaoion, que lo fué concedida. 

XIV 

Los hechos conducentes que aparecen en los documentos agregados tintes de estas 
resoluciones, son: 

1.** Copia, dada a solicitud de Lincop', de un oficio del señor Intendente de Aran- 
co, don Manuel Carrera Pinto, eu 28 de diciembre do 1882 en que pido informe al 
Gobernador de Cañete sobre los razones que tenga para creer que r>stá abandonada 
la Isla de Huapi en el rio Imperial, que Lincopi reclama a nombre d-s su hermano 
Antonio, cacique de Kolof, i otro oficio de la misma autoridad, fecha 23 de marzo de 
1893, en que dice al mismo subdelegado; «De los datos reoojidos por la Intendencia 
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resalta quo el cacique Antón iha tenido de9de tiemp-» airas el loeu/rmto de la Isla 
de Huapi en él Imperial* £n coDsecuencia, US. dará las órdenes convenientes a fin 
de que sea puesto Antón en posesión de dicha isla , > 

2.0 Copia del título de merced aludido al priucipio, i concadido a Hueracan como 
jefe de reducción en Kolof al siu' del rio Imperial, en el cual son do notar laa cir- 
cunstancias siguientes: 

a) Se le asignan cuatrocientas hectáreas de terrenos para los ciento veintitrés 
individuos que componen esta reducción declarando que ino han podido ocupar efec- 
tivamente sino la estension de terreno quo por esta resolución se les concede;» 

h) Aunque aparece figurando en ella un Juan Lincopi Tomas como cabeza de una 
familia de once personas, mas no se le asigna una porción de terreno determinada; 

c) No tiene fecha especial, si bien la primera declaración está recibida en 2 de 
marzo de 1893 i la notificación estampada al pié de la resolución al Promotor Fiscal 
tiene fecha de 11 de octubre de 1894; 

d) No aparece citado ni int^-rviniendo el Protector de Indíjeuas ni que se le haya 
hecho notiñcacion ordenada al fín juntamente con la del Promotor. Este documento, 
como los demás que siguen, son los presentados por el Promotor Fiscal de Nueva 
Imperial en sus querellas de amparo i de despojo; 

3.° Opinión del Inspector de Colonización rlon Horacio Echegóyen al sefior Mi- 
nintro de Hacienda en 20 de octubre de 1894, manifestándole ol motivo por qué 
estima depender del departamento de Imperial la isla de Dona Inés; 

4.^ Telegrama del mismo funcionario al Gobernador do Nueva Imperial espedido 
en 31 de marzo de 1895, anunciándole estar radicado Lincopi fuera de la isla, que 
hace&)lo diez u once meses que se aposentó en ella para enterar un aSo de posesión i 
rogándole sea inflexible con el i otros indios que Iiacen ranchos para obtener mas 
terreno de la comisión ; 

5.° Telegrama dirijido al mismo funcionario, en 1.^ de marzo de 1894, por el 
Ministro «le Colonización, anunciándole haber recibido el suyo i haber dirijido otro 
al Gobernador de Cañete para quo niegue fuerza pública para cumplir la resolución 
del Juzgado i al Promotor Fiscal para que obtenga que la justicia no se mezcle en 
este asunto; 

6.° Otro telegrama del mismo l.^de marzo, dirijido al mismo funcionario por don 
Leoncio Rivera, comunicándole que a Lincopi, qiie pretende derechos sobre la isla 
Doña InéSf lo ha matriculado al sur del rio Imperial el 2 de marzo de 1893 en la 
reducción de Juan Manuel Hueracan, con once personas mas de su familia; 

7.*^ Copia de la trascripción de un decreto suscrito en 27 do mayo dé 1891 por 
los señores Presidente Balmaceda i Ministro M. M. Aldunate en que conceden el 
uso i goce de la isla Doña Inés, mientras el Gobierno resuelve ponerla en subasta, a 
don Moisés Campos Hermida, obligado a mantener allí la caballada de aquella guar 
nicion; 

8.° Copia de la trascripción del supremo decreto espresado, hecha el 6 de julio 
de 1893 por el mismo inspector al señor Intendente de Cautiu, solicitando el ausilio 
del caso, en la cual se encuentran estas espr siones: «(Jomo US. sabe, cumpliendo 
órdenes superiores lie querido desocupar esa i.sla hace tiempo, sin qiic hiyT, podido 
dominar la resistencia tewjz de los interesados». Agrega que al dirijirae con el 
mismo objeto al Gobernador de Cañete le hace pr&sente haberse dirijido también al 
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de Imperial, por pertenecer a su jurisdicción i<¿ Iv^ar donde habita el porfiado 
indio LincopÍT^, 

CONSIDERANDOS PARA. FUNDAR LAS CONCLUSIONES 

XV 

Considerando acerca de la contiemli de j icrisdiccioni 

l.^ Que los artículos 196 i 214 de la lei de 15 do octubre de 1875 son decisivos 
en la materia atendido su contesto literal que dice: 

<Art. 199. Siempre que según la lei fueren competentes para conocer de un mismo 
asunto dos o mas tribunales, ninguno de ellos podrá escusarse del conocimiento bajo 
el pretesto de haber otros tribunales que pucdam conocer del mi&mo asunto; pero el 
que haya prevenido en el conocimiento escluye a los demás, los cuales cesan desde 
entonces de ser competentes> ; 

«Art. 214. Si el inmueble o inmuebles que son objetos de la acción real estuvieren 
situados en diversos distritos jurisdiccionales, será competente cualquiera de los 
jueces en cuyo distrito estuvieren situados»; 

2.^ Que según las leyes que han creado los dos departamentos de Cañete i de 
Nueva Imperial, el rio Imperial es el limite de uno i otro; que ese hecho es ademas 
invocado ix>t ambas partes, i que en el plano presentado por el señor Fiscal de Ha- 
cienda en el cuaderno sobre recurso do amparo de Lincopi, la isla Doña Inés se halla 
situada al medio de dicho rio, con una leve diterencia que aparece aproximarla mas 
al de Cañete, sin que esa diferencia aparezca decisiva; 

3." Que por esta razón el indíjena Lincopí pudo dirijirse a cualquiera de los dos 
juzgados de los depirtamentos limítrofes para hacer valer la acción posesoria de res- 
titución nacida del despojo violento que le fué inferido cuando se le espulsó de la 
dicha isla el dia 13 de noviembre de 1893 i el Juez de Letras do Cañete, a quien se 
recurrió en el mes de febrero de 1894, fué competente para conocer en el asunto, 
todo en conformidad al citado artículo 214; 

4.** Que una vez que el Juzgado referido de Cañete entró a conocer, no solo quedó 
radicada su competencia, según el citado artículo 196 de la Lei Orgánica do Tribu* 
nales, sino también como único Juez que podia conocer en las cuestiones relativas a 
dicha isla entre las personalidades que ya figuraban en ellas, que eran Lincopí como 
parte querellante i los que a nombre del Fisco aparecían como parte querellada, 
i ademas por el mismo hecho quedó cscluido el Juzgado de Nueva Imperial cesando 
desde entonces de ser competente; 

5.° Que habiendo entablado el Promotor Fiscal de Nueva Imperial ante el Juz« 
gado de esc departamento primeromente su querella de amparo en 22 de octubre i 
en seguida de despojo en 5 de noviembre, esto es, en fechas posteriores al citado mes 
do febrero, en que el Juzgado de Cañete previno en el conocimiento del asunto, i 
aun con posterioridad al 8 de octubre, en que la Corte Suprema habia confirmado la 
restitución aceptando implícitamente esa competencia, ya carecía do jurisdicción, 
por haber quedado escluido i cesado <]e ser competente, como se espresa en el prece- 
dente considerando; 
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6.* Qüo respecto de la querella de despojo dol promotor de Nueva Imperial exis- 
ten otros motivos que vician de incompetencia la intervención de aquel Juzgado, a 
saber: 

A) Habiéndose pronunciado ya la Excma. Corte mandando restablecer las cosas 
al estado anterior al despojo violento inferido a Lincopl, como Tribunal llamado a 
resolver en segouda i última instancia, su sentenc'a tenia fuerza de cosa juzgada i 
ningún otro Tribunal podia dictar resolución centra lo que en ella se re%olvia, sin 
incurrir en la nulidad prescrita en el núm. 10, artículo 2.** de la lei de 1.® de marzo 
de 1837, i con tal motivo no quedaba al IVibunal de primera Instancift otra inter- 
VQDciotí que la de hacer ejecutar esa resolución, i a los deroaa tribnnalet, oomo asi- 
mismo a los promotores como funcionarios judiciales, mas que el deber de ooopormí* 
a su puntual cumplimiento una vez que fuesen requeridos por el Juzgado de primera 
instancia de la causa; 

B) Lejos de eso, al interponer querella contra la ejecución de la referida senten- 
cia, cuya copia presentaba como comprobante, solicitando el Promotor i aceptatido 
el Juez Letrado medida de reparación contra ella, como si fuera tin acto itejftimo dé 
despojo, han tratado de esi:oUador injusto no solo al desposeído, qUe en uso de ííu 
derecho habla obtenido el amparo de los tribunales competentes, sino también a estos 
mismos tribunales por el hecho do haber llenado el debet que les impone la lei de 
restituir al violentamente despojado, todo lo cual potie mas de relieve le mantfiefita 
incompetencia de todos los procedimientos obrados ante el Juzgado de Imperial, con 
escej)CÍon del auto dictado el 30 de octubre de 1894, en que, reconociendo qUe no 
ix)dia considerarse como acto de perturbación la citada sentencia de esta Ckirte, no 
dio Ingar al amparo solicitado contra ella. 

XVI 

I Considerando, acorcí de la falta do derecho para alegar la posesión i dominio qne 

I se objhtA a Lincopi, tanto \x>v don Isidoro Errdzuriz como por los promotores fiscales 

í de Imperial i Cañete i por el Fiscal de hacienda, señor Vial Ugartes 

i ]•** Que esos dcrechon están espresamente rooono?idos en favor de todos los indíje- 

l ñas en todas las disposiciones que, dictadas desdo el año 1813 hasta el 1893| forman 

'^ una lejislacion positiva especial para los territorios por ellos ooupados; 

f S.** Que Id que tienen de escepoional esas disposiciones es preoisamento, como lo 

observa el seftor Fiscal de esta Corte don Ambrosio Montt, el propósito de ixxlear de 

precauciones los contratos que celebren a fín do evitar que al desprenderse de esos 

I derechos trasmitiéndolos de cualquiera manera a otra o'ase de personas» no se les 

^ infiera perjuicio; par& lo cual se hace intervenir un defensor especial oomo protector 

d6 indíjenas i a las autoridades gubernativas para corciorarse, no solo de qne es dao- 
fio el que enajena, sino de que contrata con libre consentimiento i de que en efecto 
recibe el precio de su enujenacioii ; 

i3>° Qdü eso propósito de reconocimiento i tuición de la jtoseaion i dominio de Ioh 
indíjonas, esté confirmado en la lei de 4 do diciembre de 1866, la cual, con el fio do 
regtilarizaf lA tr&smision de la^ pi'opiedades bajo el sistema establecido en el Códigrí 
Civíl^ de que se inscriba el acto de la traiicioo, manda espedirles títulos de merced 
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de tcdo lo que efectivamente ocupen o potean, principiando por la del mismo titulo 
de merced, on rejistro destinado a ese efecto i llevado por secretario ministro de fe; 
A.° Que con el ñn indicado prescribe en los artículos 5.*', 6.^ i 7.^ a la comisión 
que debo estonder los títulos los siguientes reglas: 

A) Después de decidir sumariamente las cuestiones que se susciten entre los po- 
seedores de cada propiedad i después que la deslinden de un modo claro i preciso 
estenderá en el libro llevado por el secretario una acta de todo lo obrado i espedirá 
a favor del indíjena o indíjenas poseedores el título de merced, en que insertará dicha 
acta. Ese titulo se anotai'á en el otro libro que se servirá de rejistro conservador; 

B). La posesión u ocupación efectiva i continuada do un año por lo menos, será 
bastante para que los indíjenas sean considerados como dueños, i por. lo tanto para 
que se les estienda su título. I los terrenos sobre los cuales nn se hubiere probado 
esa posesión, serán los que se reputarán baldíos, o propiedad del Estado, que se des- 
tinarán a ser enajenados en subasta. Unos i otros se marcarán en un plano llevado 
al eíeeto; - 

Cf). Si los ocupantes o poseedores son varios, se distingue para determinar a quien 
se le mira como dueño, i se lo deslinda i mcrceda la propiedad; 

u). Entre dos o mas que disputan una misma ^posesión el dueño es el poseedor de 
los cinco últimos afios; 

v). Si la posesión no se prueba sobre porción determinada i esclusivs, serán 
comuneros i recibinin partes iguales; 

x). Si forman una familiaj al cabeza de ella (varón o roiyer) se le estenderá el 
titulo como propietario; i 

z). Si forman una reducción so les mercederá i deslindará como con dueños; pero 
basta que una octava parte de ellos pida su cuota determinada, para que a todos se 
le reparta i deslinde, asignando, eso si, al cacique el triple que a los cahetJk de 
familia; 

D), Para toda operación de deslindes deberán ser citados los colindantes i el pro< 
tector do indíjenas; 

Sy, Como complemento de estas reglas, se agrega la que el artículo 8,® de la leí 
de 4 de agosto de 1874 da para los indíjenas que no probaran la antedicha posesión 
de un afio a lo menos. A esos, como no son dueños do terrenos por ellos poseidos, se 
les concederán ligúelas, considerados como colonos, pero sin quedar si^etos a las 
condiciones impuestas a los domas colonos. 



XVÍI 



Que resulta de estas reglas que no solo se reconocen espresamcnte los derechos de 
dominio i posesión de los indijenas sino que la lei los declara dneflos antes de espe- 
dírseles el título; que ese dominio se funda en la ocupación del terreno por un año a 
lo monos, es decir, en el primero de los modos de adquirir roconocidos por el Código 
Civil que ps la ocupicion; quo el título do merced se manda inscribir en el libro que 
sirve de rejistro conservador, no como título traslaticio de dominio, proparatorio de 
una tradición que no necesita el que ya es pos?edor i dueño sino como punto de 
partida que mautfíeste cuál es el título orijinario de la propiedad para los efectos de 
las transferencias que ésta reciba en lo sucesivo. Este propósito del lojislador se ve 

25 
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confiniiado en la restricción impuesta en el articulo 4.°, de que solo puedan enajenar 
vúlidamente esos terrenos los qnc tengan título escrito i rejistradó competentemente, 

XVIII 

Que asimismo resulta de lo eapuesto que la comisión de títulos de merced no tieno 
atribución para concederlos discrecionalmonte, sino únicamente a los ocupantes o 
poseedores, ni para liiuitar o restrinjir el título a solo una parte de lo que éstos 
posean, escluyéndolc lo demás; ni para señalar porciones a los ocupantes de un lugar 
dado en otro lugar distinto de aquel donde moran i poseen con las ])crsonas que 
forman su familia; que el único caso en que se les faculta para espedir título fuera 
de lo ya ocupado o i>()seido, es a favor de los indíjenis qm no probaren posesión de 
terreno determinado, a quirnes podrán adjuilicnr hijuelas como colonos, único caso 
también en que el título adquisitivo será la liadicion iuscrita i la liiju<»la el titulo 
traslaticio de dominio. 

Que en cuanto a atribución judicial la (jue so les concedo está reducida a decidir 
sumariamente, para los efectos de la deslindacion, las cucstionos que ocurran entre 
los indíjenas poseedores; que si esas cuestiones vcisan con otra clase de personas» 
entre las cuales debe entenderse cximprendid'j el Fisco o el Kstado, en tal caso delns 
susi>ender toda operación hasta que se resuelvan por los tribunales competentes 
para decidir las cuestiones contenciosas, como se halla es.[iresamcntc dispuesto en el 
artículo 11 de la misma lei de 1866. En suma, este art culo 11 de la lei contiene 
una demostración importante acerca de la naturaleza propia de esta oi>eracion com- 
pleja i i>ericial de la esjiedicion del título de merced a los poseedores después do 
dejarlos deslindados i trauijuilos en sus posesiones, a saber: que pertenece a aquellos 
que el derecho conoce con el noml)ramiento de «actos de jurisdicción voluntaria.», 
que la lei puede encargar i en ofecrto confía a funcionarios o autoridades, ya del 
orden administrativo, ya del orden judicial, pero en las cua'es la jurisdicción sub- 
siste únicamente mientras no surjiín deiechos opuestos o en colisión acerco de las 
cosas que deben ejercersj; pues desde el momento en que por tal oposición so con- 
vierten en contenciosos, quedan sometidos para su conocimiento i decisión a los tri- 
bunales ordinarios competentes para oir a las partes en el juicio i en la fonna que 
correspondan. 

XIX 

Que esx carencia de atribuciones judiciales se ve confirmada en el supremo decreto 
de 28 de diciembre de 18S9, que organiza la oficina llamada de Tierras i Coloniza- 
ción bajo la inmediata dependencia del Ministerio de este último nombre, pues al 
darle la incumbencia de velar por los derechos do dominio i posesión del Kstado, se 
ve que todas las atribuciones que detalla s «n meramente administrativas i las que se 
rozan con \os judiciales se limitan a denunciar a los promotores los acto* que requie- 
ren su intervención i a suministrarles los documentos i medios necesarios para la 
prosocucion de los juicios que deban seguir con este objeto; reduciéndose a esa misma 
clase do facultades meramente administrativas las atribuciones de dirección i vijl- 
lAncia que confiei'e al Ins|)ector do Colonización. 
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XX 



Do lo espuesto resulta asimismo que carece de todo fundamento legal la teoría que 
atribuye a la comisión encargada do espedir los títulos de merced jurisdicción espe- 
cial para privar de sus posesiones a los indi joñas, sin mas recurso (jiie la revisión del 
Supremo Gobierno i sin poder t'stos recurrir a los tribunales ordinarios, jorque: 

1.° Si, como 3Fa queda cs{>uosto, la Ici de 1866 no contieno tales dis[>osicioae8, 
tAm]K>co las contiene la de 20 de enero de 1883, que se limitó a prorogar por diez 
anos las restricciones impuestas a los que con ellos celebren contratos, estcudicndolos 
a toda clase de contratos a mas del de compra-venta; a variar el personal com¡)etente 
de la comisión ; a restablecer el rargo de Protector de ludijcnas, i a aumentar los 
ca^os en quí' los ttulos espedidos so someten a la aprobación del Presidente de la 
República; 

2.° Ponpic ella daria por resultado escluir a los indíjenas del amparo que todos 
las habitantes de la República deben encontrar en los Tribunales de Justicia esta» 
blecidoi ¡Mira todos ellos, lo cual pugna abiertamente con el artículo 10, núm. 1.^ 
do la Constitución, que oscluye la admisión de clases de habitantes mas o menos 
privilejiados (pie otros i también con el artículo 5.° de la Lei Orgánica de los Tribu- 
nales, que establece para to los los asuntos del orden temporal, cualquiera que sea la 
calidad de las peraonas, sin mas escepciones que los asuntos espresamente designa- 
dos, entre loa cuales estos asuntos posesorios no se encuentran; 

3.° Porque i)ugna también con la garantía del núm. 5.", art. 10 citado de la Cons- 
titución, que asegura la inviolabilidad de todas las propiedades, sin ninguna distin- 
ción i sin que nadie pueda ser })rivado ni aun de una pequeña parte de olla, sino en 
virtud de se/Ur^ncta judicial, salvo el caso, de que aquí no se trata de espropiacion 
X>or causj. de utilidad del Estado calificada por lei; 

4." Porque en la inviolabilidad del derecho de propiedad se encuentra compren^ 
dido el detecho de posesión, que siendo el complemento del dominio o la manifesta- 
ción ostensible del ejercicio de esto derecho por medios prácticos i ¡X)8Ítivos, es ella 
no ya una parte cualquiera, ]}or pcqiivia qtie sea, sino la parte principal de la pro- 
gne lad de la cual el núm. 5." citado no jiermito que nadie pueda ser privado sin 
sentencia judicial; 

5," Poique ]uigna asimismo con el precepto constitucional del artículo 99, que 
reservó a los tribunales establecidos por la lei la facultad de juzgar las causas civi- 
les i criminales, inhibiendo de tal minera a todas las domas autoridades, entre las 
cuales se halla el Presidente de la República i por lo tanto todos los funcionarios 
del orden administrativo quj de él dcpenlen, que en ningún caso pueden ejercer 
funciones jiKÜciales, ni avocirse causas pendientes ni hacer revivir pi'ocesos fene- 
cidos; 

6." Ponqué asimismo es contraria al precepto del artículo 125 de la Constitución * 
según el cual ninguno puede sei- juzgado por coaiisiones especiales, sino por el tri- 
bunal señalado por la lei i establecido por ésta con anterioridad. La esclusion de 
tribunales especiales prescrita en este artículo, bajo el nombre de comiiimcs espe- 
ciales, pone de mauiñesto el principio constitucional, estatuido en los preceptos an* 
tenores, de que todos los habitantes deben tener la garantía de un mismo derech* 
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pdblico, comun a todos. Si la naturaleza de los asuntos, no la diferencia de clases, 
hace indispensables algonas escepcionea, ellas están limitadamente enumeradas en 
el artículo 6.^ de la lei orgánica de 1875 Bin comprender, como queda dicho, a los 
ind^'eoas, i en ellas es digno de notar que ninguna reconoce jurisdicción contenciosa 
a una autoridad o comisión del orden administrativo sino siempre a tribunales del 
orden o f^ero judicial; 

7.^ Porque en todo caso, i aun en la hipótesis no concedida de que tal réjimen 
escepcional hubiera existido para los juicios civiles i criminales de los indíjenas, ya 
habría dejado de existir desde que está vijento la lei de 12 de marzo de 1887, qnc 
oreó las provincias de Malleco i Cautín. Habiendo quedado desde entonces organi- 
zado todo aquel territorio bajo el mismo réjimen admiaistratívo i judi3ial que el 
resto de la Repiiblica, tanto el territorio como todos sus habitantes quedaron sujetos 
a un mismo derecho comun, lo cual en manera alguna impide que la comisión alu- 
dida continúe ejerciendo su atribución de espedir los títulos como acto de jurisdic] 
cion voluntaria, lo mismo que otros funcionarios administrativos espiden otra clase 
de títulos de merced, sin perjuicio de los derechos de terceros i de que éstos ocurran, 
desde que se hagan contenciosos, a dilucidarlos ante los tribunales competentes; 

8.** Ese supuesto sistema escepcional en territorio sujeto al derecho comun, es en- 
teramente inadmisible e inconciliable con la prohibición de facultades ortraordina- 
rias preceptuada en el art. 27, niim. 6.^, de la Constitución, fuera do las que tengan 
por objeto restri^jir las libertades personal, de imprenta o de reunión i eso sin que 
puedan durar mas de un afio mas no sobre las demás libertades i derechos, inclusive 
por lo tanto el derecho de propiedad; 

9.° Porque aun el hecho de dejar sin ser restituido al indíjena despojado por fun- 
cionarios adminlstratívos reservándole hacer valer sus derechos en otros juicios pug- 
naría con las leye:i civiles que amparan su derecho de poseedor obligado a litigar 
despojado para reivindicar sus derechos, perdería la presunción legal establecida a 
£avor del poseedor on el artículo 700 del C<Sdigo Civil con otras ventajas propias de 
que litíga como demandado i dejaría de observarse el precepto do la lei 6.' antes ci- 
tada del título 84, lib. 11 de la Nov. Recop,, que, como ya se ha visto, prescríbs a 
los tribunales restituir sin demora al que ha sido despojado sin ser oido i por auto- 
ridad ilejítima o incompetente para los asuntos judiciales. 

xxr 

Considerando acerca de la posesión de mas de un año alegada a favor del Fisco, 
PATA el caso en que por desecharse la nulidad de la sentencia restitutoría del Juez 
Iletrado de Nueva Imperial se haga necesario pronunciarse confirmándola o revo- 
cándola: 

l.<* Que los documentos presentados en copia, detallados en el número XIV i del 
telegrama del Inspector de Colonización que encabeza el sumario criminal, resulta 
confesado por este funcionario: que la ocupación de la isla por Lincopí data desde 
mayo o junio de 1892, es decir meses mas de un afio antes de la querella de despo- 
jo entablada contra él por el Promotor Fiscal i que desde abril de dicho afio 1892 
pers'gue le desocupe la isla sin conseguirlo ; 
< 2,^ Que estas esposioiones de mérito probatorio contra los que las han presenta- 
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do, demueatran que la posesión alegada a favor del Fisco i del arrendatario don Isi- 
doro Errázuriz, lejos de ser tranquila i continua por mas del afio anterior a la que- 
rella como requiere la lei para que ésta sea aceptada, no ha existido o ai ha tenido 
algiin principio de existencia ha sido constantemente disputada, lo cual al mismo 
tiempo desvirtúa las declaraciones de los testigos de la información demostrando que 
han afirmado un hecho contrario a lo que consta de los documentos existentes en 
autos. Por lo que hace a las mejoras ejecutadas por don Isidoro Errázuriz con el 
carácter de arrendatario, consta de los hechos que tiene confesados i que se esponen 
en el número VI, tesis 3.% que su contrato de arriendo so celebró en mano de 

1893, época en que ocupaba la isla Lincopí cuando ya se perseguía hacerlo salir de 
ella a pesar de su resistencia, i por lo tanto cuando la posesión alegada por su cau- 
sante el Fisco no podia mirarse como tranquila i continuada sino disputada i en oir« 
cunstancias que no permiten presumir ignorancia por su parte de los hechos que oon 
ese objeto se veríñcaban i, sobre todo, sin que su mera tenencia pueda oponerse para 
los efectos de la acción posesoria, a la posesión que a título de dueño hace valer 
Lincopí; 

3.® Que en cuanto al hecho de haber sido el Fisco o don Isidoro Errázuriz despo- 
seído, el único acto en que se hace consistir es la dilijencia de reposición de las co- 
sas al estado anterior al despojo violento inferido a Lincopí en noviembre de 1893, 
i siendo ese acto la ejecución de la sentencia de 8 de octubre do 1894, dictada des* 
pues de oidas todas las partes interesadas en el asunto i por si Tribunal superior 
comi^etente, no puede calificarse de espoliatorio, pues que la lei 2.% tít. 84, lib. 11 
de la Nov. Recp. ex\¡e para que sea tal, las dos circunstancias de haberse diotado 
contra parte no citada ni oida i por autoridad no lejitima, esto es, que no sea el Tri- 
bunal judicial competente. 

Lo que en realidad demuestran los documentos de la causa es que el despojado ha 
sido el indijena Lincopí, por actos reiterados de violencia, con empleo de la fderza 
pública, siendo el primero de estos aotos la prisión indebida ordenada en abril de 
1893 por el Gobernador de Nueva Imperial, para hacerlo procesar criminalmente 
por el solo hecho de no dejarse desposeer, i siendo el último el lanzamiento de su 
persona i familia en 24 de novionibre de 1894, ejecutado por tropa de línea que 
obedecía a las órdenes de don Isidoro Errázuriz, según lo certifica la dil\jencia de f. 
70, cuaderno de despojo. 

XXI r 

Considerando, en cuanto a la admisibilidad o procedencia de la querella deducida 
por el Promotor Fiscal de Nueva Imperial: 

1.° Que la reserva hecha a favor del Fisco en la sentencia de 8 de octubre de 

1894, en que dice fundarse, no ha sido de las acciones posesorias ordinarias, oomQ 
lo espresa dicha sentencia en su parte final; i que estas últimas son las únicas que 
pueden entenderse reservadas en el artículo 928 del Código Civil para después de 
reponerse las cosas al estado que tenían antes del despojo violento, puesto que, con- 
trovertida ya una misma posesión entre dos partes interesadas, solo puede desde en- 
tonces definirse en juicio formal, en que ambas sean oidas conforme a derecho. I 
solo en esa clase de juicio llegará U oportunidad de decidir las cuestiones insinuadas 
sobre el dominio del Fisco en la isla, sobre si Lincopí ha recibido el título de merced 
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dinpiiesto por la lei sobre el alcance que pueda darse en perjuicio de terceros al de- 
creto de 19 de junio de 1893 i sobro las demás (lUC requierau conocimiento de cansa; 
2.'* Que en todo caso es reíjuisito indiiii>en.sai)le, luoscrit » por el citado articulo 
928, que antes de todo sean restablecidas las cosas a su estado anterior i asegurado 
el rczarcimiento de daños i esto no ha sido tyecutAdo en el presenta caso, pues la 
entrega que se dice hecha en 3 i 5 de noviembre salit'udo de la isla don Isidoro Errá- 
zurizj según la dilijencia escrita por el receptor, no puede mirarse como reposición 
efectiva ni como verdadera ejecución de lo juzgado, desde quy en esas mismas cir* 
constancias estaba jestionando el Promotor Fiscal de Xueva Imperial, con la copia 
de la sentencia de esta Corte, dada a ]>eticiou del procurador <lel citado Errázuriz, a 
fin de obtener, sin citación ni autliencia de Lincopí i de un juzga io inhibido ya de 
conocer en el asunto, una resolución que deja.se sin cumplimiento la del Tribunal 
Superior, resolución que ejecutada por fuerza de línea, como dnte« se ha esiiresado 
se convirtió en un nuevo despojo violento cont!-a Lincopi. 

CONCLUSIONES 
XXIII 

Por los fundamentos espresados, opino: 

1.° Que se confirme el auto dictado en 22 de enero do 1894 en que el Juez de Le- 
tras de Xueva Imperial accede al sobreseimiento del sumario criminal, suprimiendo 
la frase «hasta que se prcseiiten nuevos dato.s de investiga^ionj^, pero agregando esta 
otra: <por no resultar delito que autorice el prcceilimiento criminal contra Juan 
Tomas Liucopív; 

2.^ Que se coiilirme asimismo ol auto dictado jior ol mismo jwv/. en 30 de octubre 
do dicho año, a f. 10, cuaderno segundo, en que se desecha la (querella de amparo de- 
ducida contra la sentencia de la Corte Suprema; 

3.** Que se declare que el juez competente })ara conocer i fallar vn los asuntos re- 
lativos a la posesión i dominio de la isla Doña Inés es el Juez de Letras de CaHote 

que se le remitan todos estos antecedentes: 
. 4.° (^uo se confirme el auto dictado por dicho juez en 4 <le dicien.brc, en cunnto 
desecha la revocatoria pedida ])or el Promotor Fiscal i en cuanto apercibe a este 
funcionario: 

5." (»hie SI- susj mudan los efectos del auto del Juez de Letras de Xueva Imperial, 
fecha 7 de noviembre de 1894, corriente a f. 32 del cuadcMio de despojo. En segun- 
do término c[ue se revoque en todas sus partes, debiendo llevarse a debido efecto la 
reposición de Lincopí, resuelta en la sentencia de esta Corte fechada en 8 de (xrtu 
bre de 189 4. 

Santiago, 11 de octubru do ISíh'. — Córlus Rísopafron. 

AÑO 1895, NÚM. 2887 

liniacio C'iij'lilno 1 oli*«» con el Fím*o« »4ibi*«* amiiuro |»o»ctioi'io 

CaüeU', 'j1 de enero de 1S94. — Vistos: Francisco Igna<'io Cayulao i Kraiifiscí) 
Tralpe dicen que en unión le otros coinuneros poseen tranquilamente i sin interrup- 
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cion desde inaa do treinta afíos ol fundo Tren -Tren, ubicado en la 9/ subdelegacion 
de Cañete; que en los remates de tierras fiscales qne tuvieron lugar en Santiago en 
los dias 21 i 22 de junio último, el Fisco enajenó la hijuela núm. 20 del plano de 
Moocul, en la ([ue se comprendo un retazo del predio Treu-Tren, i'etazo limitado así: 
al norte, el fundo Tren-Tren; al oriente, ol mismo fundo; al sur, el fundo Nchuontue 
i Lircai, i al poniente, el fundo Moncul; i se querellan de amparo contra el Fisco ofre- 
ciendo información sumaria. 

Se niaudó recibir la información con citación del sefior Promotor FíscjlI, sin que 
éste opusiera la menor defensa. 

Los querellantes acreditan su posesión i lo"* actos perturbutorios con la informa ' 
cion corriente de f. 3 a f. 5. 

£n esta virtud i teniendo presente lo dispuesto en lo arts. 918 i 921 del Código 
Civil, amparo a Ignacio Cayulao i Francisco Traipe en la posesión del i'etazo de te- 
rreno deslindado anteriormente, pero reservando al Fisco I0.4 derechos que puedan 
corresponderle para que los haga valer on la forma que viem convenirle. Anótese i si 
no se apelare, consdltcse. — Mar dones V. — A(ju-tyo Af., secretario. 

Santiago, 12 de octubre de 1895. — Vistos: rcpioduciondo la parte espositiva de la 
sentencia de primera instancia corriente a f > 5 vea. de esta compulsa; i 

Considerando: 

1.** Que en la querella inserta a f. 1, los iudijcnas Ignacio Cayulao i Francisco 
Traipe piden se les ampare en la posesión del fundo denominado '.Tren-Tren, ubica- 
do en la 9.** subdelegacion de Cañete, cuyos límites señalan ea la citada querella de 
f. 1, una parte ilel cual fundo se lialla comprondiHa cu la hijuela núm. 20 del plano 
de Moucul, vendida por el Fisco en subasta pública ante la Juut" de Almoneda do 
Santiago, en 20 o en 22 de junio de 1803; 

2." (¿ue la iK)SCsiün cuyo a*nparo solicitan los querellantes es la que pretenden 
tener o haber tenido en su calidad de indíjenas del territorio araucano; 

3.° Qne el derecho a la posesión reclamada se rije por la lei de 4 de diciembre do 
1866, la cual en el iuc. 2." del art. 6.** i en la regla 1."^ del art. 7.° prescriben que 
se reputarán como terrenos baldíos i de consiguiente de propiedad del Estado, torios 
aquellos respecto de los rúales no so haya probado una iwsesion efectiva i continua- 
da de un año por lo menos i que la ocupación efectiva i continuada de un año por lo 
menos será titulo basta:! te para que el indijcna sea considerado' dueño; 

4.*» Que la apreciación i juzgamiento del hecho do la pos jí- ion de los indíjenas, de 
la efectividad i continuidad de dicha posesión, con'esix)nden a los funciouarioa es- 
tablecidos sucesivamente por la citada loi do 1866, la dé 4 de agosto de 1874 i la 
de 20 de enero de 1883 qu es la que rijo actualmente a este respecto, a los cuales 
funcionarios confíere especialmente la Ici de 1866 la atribución de deslindar los terre- 
nos pertenccientoj a indíjenas, decidir sumariamente las cuestiones (¿no se susoitc-n 
sobre cada propiedad <(ue deslinden i una vez falladas dichas cucátiouos i lijados los 
deslindes de m\ modo claro i preciso, estender un título de merced a nombre de la 
República del modo i fonm que determina el art. 5.^ de la r.'ferida loi de 1866; 

5.** Que según el inforn:e del presidente de la comisión crea la por la lei de 20 de 
en ro do 1883, corriente a f. 14, los indíjenas reclamantes pertenecen a las reduccio- 
nes que estáu al u9yU de la hijuela núm. 20 del plano de Moucul, a lai <|U« ha do- 
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jado una reserva de setecientos hectáreas de suelo, i sgrega que la hijuela núm. 20 
eu que los dichos indijenas reclamantes pretenden tener derecho, talvez por falta de 
conocimiento del plano, estaba en la é{)oca de la fíjacion de reservas, desocupada u 
ocupada por particulares a nombre del £stado; 

6.° Que el Director Jeneral de tierras i colonización en el estenso informe de f . 15 
ratifica i confirma lo espuesto por el presidente de la comisión, i al mismo tiempo 
que sostiene en el informe espresado, con arreglo a las leyes que cita, las atribucio- 
nes de la comisión, aduce datos i consideraciones destinadas a establecer que las 
querellas como la presente, de que en muchas ocasiones no tienen conocimiento los 
indijenas a cuyo nombre se entablan, son el resultado de abusos cometidos por par- 
ticulares o por indijenas i mas comunmente de éstos en connivenoia o inducidos por 
aquéllos para burlar los derechos del Estado a los terrenos situados en la menciona- 
da subdegacion 9.% aun no bien esplorados i cubiertos todavía muchos de ellos de 
montañas impenetrables donde el trabajo es imposible a la habitual¡pereza de los 
indijenas, i donde ninguno de éstos ha querido situarse. 

Con arreglo a las precedentes consideraciones i disf osiciones lióles citadas, se 
revoca la resolución apelada de 31 de enero de 1894, corriente en compulsa a f . 5 
vta. i so absuelve al Fisco de la querella de f. 1. 

Tómese razón en el Tribunal de Cuentas i en la Tesorería Fiscal de Cañete. Pu- 
blíquese i devuélvanse. 

Acordada por los señores Presidente Alfonso i Mini->tros Barceló, Sauhueza, Flo- 
res i Urrutia, contra ol voto de los señores Ministros Amunátegui i Risopatron, los 
cuales se fundan en las razones espuestas €n la sentcucia i el señor Ministro Riso- 
patron en las mismas razones i por las consideraciones espuestas en el voto emitido 
con fecha 11 de octubre de este año en causa seguida entre Juan Tomás Lincopí i el 
Fisco. — Alfonso. — Amunátegui, — Barceló. — Rviopatron. — Sanhueza,^^ Florea, — 
L. Urrutia, — Proveído por la Excma. Corte Suprema. — MorUt, secretario. 

Igual jurisprudencia se establece eu las sentencias uúms. 2897, 2912, 2944 i 3079 
del mismo año 1896t 

xm 1895, NÚM. 3059 

Pedvo MaltaMeo com Hoberto Itadlll» I «Iro* «obre ilosiMja 

Angol, 28 de octubre de 1893. — Vistos: el Protector de indijenas so presentó a 
f . 1 a nombre de los indios Pedro Maliqueo, Agustín Lincofiin i Lorenzo Huencal- 
qnin, querellándose de despojo en contra de don Emilio Aguilera i dice: que sus re- 
pi'esentados son dueños de un retazo de terreno compuesto de ciento ochenta hectá- 
reas, ubicado a inmediaciones de esta ciudad i comprendido dentro de los deslindos 
que se consignan en el escrito de querella. 

Agrega que sus representados han poseído el terreno desde hace mas de treinta 
años ejerciendo en él actos de dominio, como ser siembras, cortes do maderas, etc., 
etc., sin que nadie les hubiera puesto obstáculos de ningún jénero; pero que en los 
primeros dias del mes de mayo de 1890, don Emilio Aguilera se ha internado en 
dicho terreno ocupando una parte con un pifio de animales i sembrando un barbecho 
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que Agimtin Linooftin tiene proparado para sembrar, impidiéndoles en absoluto la 
ocupacicn i esplotacion del resto del terreno. 

En vista de lo espueato pide que, dándose lugar a la querella, se restituya a sus 
representados en el goce del torreno despojado i se condene, ademas, al querellado 
al pago de costas i perjuicios. 

Don Emilio Aguilera se presentó a f . 11 eontraquercllándose, i dice que el terreno 
a que se hacs roferenoia en la querella lo ocupa i posee desde hace mas de dos aftos 
a nombre de su dueño el tenor Roberto Badilla, hecho que promete justificar con la 
información que ofrece i pide en conclusión que so le am^)are en la posesión i se de- 
aeche la querella, condonándose en costas al querellante. 

A f. 17 se preeoDtó don Roberto Badilla pidiendo que se citara al Fisco de eviccfon 
i saneamiento, i asi se decretó. 

£1 querellante rindió la información que corre desde f. 30 a f. 40 inclusive. 

Se citó para sentencia. 

Con el mórito de lo relacionado i teniendo presente: 

Que en loe juicios posesorios debe probarse la posesión del suelo por medio de 
hechos pditívos de aquellos a que solo da derecho el dominio como ser el corte de 
maderas, cerramientos, plantaciones, sementeras i otros de igual significación, eje- 
cutados sin el consentimiento del que disputó la posesión; 

Qne el querellante en el presente caso no ha justificado su posesión en el terreno 
de que se trata en la forma indicada en el precedente considerando, pues los testi 
goB presentados se limitan a dar sobre el particular una declaración vaga i jeneral 
diciendo únicamente que han conocido a los querellantes i)or cierto número de años 
en posofion del terreno en cuestión; 

Qne aceptando el anterior considerando, debe tenerse por improbada la querella. 

Por estos fundamentos i de conformidad con lo preceptuado por el artículo 92G 
del Código Civil, se declara sin lugar la querella de despojo, oon costas. 

Se reservan sus derechos el querellante para que los haga valer en la forma que 
mas viere convenirle. Anótese, i si no se apelare, consúltese a virtud de aparecer el 
Fisco como interesado en la cuestión. — Afaekay. — Moreiw^ secretario. 

Santiago, 16 de octubre de 1895. — Vistos: se confirma el auto apelado de 28 de 
octubre de 1893, corriente a f. 45, salvo el derecho que pueda corresponder a los 
querellantes i que puedan hacer valer en la via ordinaria, i sin perjuicio de las me- 
didas qne adopte la comisión creada por la leí de 20 de enero de 1893 respecto del 
terreno a que tengan derecho los indíjenas reclamantes. Publfquese i devuélvanse, 
trascribiéndose a la Inspección Jeneral de tierras i colonización. 

Acordada x>or loe señores Presidente Alfonso i Ministros Amunátegui, Baroeló i 
Saohueza, contra el voto de los sefiores Ministros Risopatron i Flores, que opinaron 
qne se revocase la sentencia i se diese lugar a la querella, por considerar probado el 
despojo con el hecho de haber sido sembrado por la parte querelleda el terreno que 
tenia barbechado el querellante* 

I se previene que el señor Ministro Risopatron entró a opinar sobre el fondo de 
la querella después de desechada su indicación para que se declarase que el presente 
asunto no corresponde al conocimiento de esta Corte por no sor fiscal. — Alfonso. — 
Amunitegitit — fiarcéló, — Rimpa/tron. — Sanhueza, — Flores, — Proveído \)ov la 
Bxoma. Corte Suprema. -^Jfoníf, secretario. 

26 
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Citaremos asiniíamo la aigineute de la Excraa. Corte Suprema i que do se piiblioó 
en la Gaceta : 

El ln4lU«iia t'oler» Haeyeimllla ron el Finco 

Cañete, enero 11 de 1894.— Vistos: Gotera Hueutimilla dice que en la 9.* subde- 
Icgacion de Cañete, en unión con varios cohei-ederos, tiene un retazo de terreno como 
de mil hectáreas, denominado Chomio, limitado al norte por el rio Moncul i vega de 
Machaco, ai oriente los csteritos de Illahuel i Butaco, al sur el estero Illahuel i el 
rio Moucul i al poniente este rio; que su dominio lo deriva de herencia de su padre 
i que él i sus coherederos han ejercido siempre todos los derechos que según el ar- 
ticulo 92 del Código Civil, acreditan la posesión del suelo; que en mas de quince 
años no ha sido interrumpido en su posesión; que ahora se ve amenazado de ser pri- 
va lo de cnanto le pertenece porque el Fisco incluyó este te: reno entre los que mandó 
rematar en el mes de junio del aflo pasado ante la Junta de Almoneda de Santiago 
sin qne el Fisco haya tenido jamas p sesión en ese terreno. Pide que se le admita 
información sobre lo que re acioua i que le ampai'e en su posesión, condenando al 
Fisco en costas i qne se le aperciba para que los subastadores del terreno se absten- 
gan de peijndicar al querellante. 

Se han acreditado los hechos espuestos, con citación del señor promotor fiscal, 
quien no hizo defensa alguna en favor de su representado. 

Teniendo presente la prueba rendida i lo dispuesto en las leyes 2.", tit 16, Ub. 
11 de la Novísima Recopilación, i 3.», tít. 22, i)art, 3." i artículos 918 i 991 del 
Código Civil, amparo a Colera Huentimilla en la posesión del fundo Chomio; se re- 
servan al Fisco sus derechos ¡wa que los haga valer en el tiem¡>o i forma que viere 
conveniente. 

Anótese, i si no se a^telarc, consúltese. — Mardones F. — Atjtuiyo J/. 

Santiago, 10 de diciembre de 1894. — Vistos: reproduciendo la parte cs[K>sitiva do 
la sentencia apelada i considerando: primero, que ^egun consta de los informes de la 
Inspección Jeneral do Tierras i Colonización, i especialmente de lo espuesto por el 
presidente de la Comisión do Títulos i del insi^ctor jeneral don Horacio Echegóyen 
i por el iujcnioro don Hugo Pietrogrande, el terreno a que se refiere la querella per- 
tenece al Físc », que lo ha {lose do, al menos desde el año 1881 hasta el presente, por 
medio de las personas a quienes le.« ha dado en usufructo, seuun los contratos corrien- 
tes a fojas, acompañados en esta segunda inst incia, algunas de las cuales personas 
conservan todavía en su ¡HKier parte del espresado terreno; 

Segundo, que de los mismos informes aparece que el querellante, el indfjena Co- 
tera Huentitnilla, en ningún tiempo ha tenido en su poder el terreno en cuya {jose- 
sion solicita se le ampare, el cual terreno so midió, hijueló i vendió sin reclamación 
alguna de su i)arte; resultando, al contrario, que dicho indijena ha sido matriculado 
i se halla radicado en los terrenos destinados a hijuelas de indijenae; 

Te* cero, que el m> rito probatorio de los informes i contratos indicados es preferi- 
ble al de la información sumaria con que se ha pretendido acreditar la querella. 

Visto lo dispuesto j)or la lei 1.*, tít. 14, parft. 3.*, i loi 40, tít, 32, part 3." se 
revoca la sentencia apelada de 1 1 de enero ultimo, corriente en compulsa a f 3 i se 
declara sin lugar la querella compulsada a f. 1. Tómese razoB en el TribnniU dt 
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Cuentas i en la Tesoreda Fiscal de Cañete. Devuélvanse. Acordada con los votos de 
los señores Minislroü Amunategui, Barceló, Alfonso, Sanhuoza, Flores i Urrut'-a con- 
tra el del señor presidente Rlaopatron, quien, estimando que los documentos acom- 
pañados en segunda instancia no desvirtúan el mérito de la información i*endida por 
el querellante Gotera Huentiiijilla, por cuanto demuestran cuáles han sido los actos 
perturbadores do la posesión i quiénes han sido las personas que los han ejecutado, 
opina por conñi-mar la sentencia rcsti tutoría de primera instancia refíiiéndoso en 
cuanto a las apreciaciones jurídicas al voto especial que fírniú en 20 de octubre últi- 
mo, el cual aparece publicado en la Giceí t de /os Tn'bunules de 6 del presento mes, 
núm. 4,048. El seuor ministro ürrutia tiene i)re3ente adorna* el voto que emitió en 
la causa de Coyupi con el Fis^o, de fecha 24 de octubre del presente año. — Hisopa* 
ir<n. — 4mun^lei^ti¿. — Barceló. — Alfonso, — Sinhueza. — Flores. — L. Ürrutia. — Pro- 
veído por la Excma. Corty Suprema. — Afontf. 

I finalmente las niíms. 3,S14, 3,346 i 4,143, año 1878; 842, año 1879; 77, 564, 
1,115,1,706, 1,743, 1,742, 1,759 i 1834, año 1880; 1,088, 1,362 i 3,253, año 
1,881; 2,426, a3o' 1882; 1,023, año 1884; 2,692 i 2,785, año 1885; 3,500, año 
1890; 1,511, 1780, 1803 i 1,948, año 1893; i 2,762, año 1894. 

Sobre Indíjenas, véanse los decretos uúms. 25, 26, 29 i 30. 



INMIGRACIÓN 

100. Concesiones a inmigrantes. — Se acuerdan en favor de 
los que establezcan alguna industria o de los que se dediquen a la agri- 
cultura. 

El Director Supremo Delegado de Chile. 

(213) Oído mi Consejo de Estado, he propuesto, i el Senado Con- 
servador i Lejislador ha sancionado lo siguiente: 

1.** A todo estranjero que establezca en Chile fábricas de Ci'lñamo, 
lino, cobros i otros objetos de industria nacional sobre las primeras ma 
terias que produce el país, i en objetos que apruebe constitucionalmen* 
te el Gobierno, valiéndose de manos indíjenas auxiliares, i sin usar 
alguna reserva en las elaboraciones, se le franquearán por el Estado, i 
en propiedad terrenos para su establecimiento i cultura, excepción de 
toda contribución personal, territorial e industrial en los productos de 
sus fábricas, i posesiones por un tiempo determinado; se le protejerá 
i auxiliará en cuanto pueda el Gobierno i quedará exento de toda carga 
militar o municipal por el mismo término. Los nacionales a mas de 
éstos privilejios gozarán todos los demás que estén a los alcances del 
Gobierno i Senado procurándose en cuanto sea posible formar un mon 
tepio industrial para habilitar artesanos de esta clase, con cargo de 
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reversión de los fondos que el Congreso señaló en la caja de descuentos 
o de otros que pudiesen proporcionarse. 

2,° Los estranjeros que quieran domiciliarse en Chile dedicándose a 
la agricultura, se les franquearán terrenos a discreción de las mismas 
autoridades respectivas, i excepción temporal de derechos, que no 
bajará de diez años en los frutos de los terrenos incultos que habilitaren 

Por tanto, ordeno que se guarde i ejecute por todas las personas a 
quienes toque su cumplimiento, publicándose por lei e insertándose en 
el BoUiin. 

Dado en el Palacio Director ial de Santiago de Chile, a 10 de abril de 
1824. 

ErrAzüRIZ. 

Diego José de Benavente. 



101. Colonias de naturales i estranjeros — Se autoriza al 

Presidente de la República para establecerlas en seis mil cuadras de 
terrenos baldíos, 

Santiago, 18 de noviembre de 1845. 
Por cuanto el Congreso Nacional ha acordado el siguiente 

PROYECTO DE LEI; 

• 

Art. 1.^ Se autoriza al Presidente de la República para que en seis 
mil cuadras de los terrenos baldíos que hai en el Estado, pueda estable- 
cer colonias de naturales i estranjeros que vengan al país con ánimo de 
avecindarse en él i ejerzan alguna industria útil; les asigne el número de 
cuadras que requiera el establecimiento de cada uno i las circunstancias 
que lo acompañen; para que les auxilie con los útiles, semillas i demás 
efectos necesarios para cultivar la tierra i mantenerse el primer año, i 
últimamente para que dicte cuantas providencias le parezcan conducen- 
tes a la prosperidad de la colonia. 

Art. 2.® La concesión de que habla el artículo an tenor, no podrá 
exceder de ocho cuadras de terreno por cada padre de familia, i cuatro 
mas por cada hijo mayor de catorce años que se halle bajo la patria 
potestad, si hubiere de hacerse en el territorio que media entre Bío-Bio 
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i Copiapó, ni tampoco podrá exceder de veinticinco cuadras a cada pa- 
dre de familia i doce a cada hijo mayor de diez años, en ios terrenos 
que existen aJ sur del Bio~Bío i al norte de Copiapó. 

Art 3.* £1 costo que tengan las especies de que se ha hecho mención 
en el artículo 1.^ i el trasporte do los colonos desde el punto del terri- 
torio chileno en que so hallen a aquel en que resuelvan establecerse^ se 
cubrirá por el tesoro público con la calidad de devolverse en el tiempo 
i forma que el Presidente de la República determine. 

Art. 4," Dentro de los limites de csula una de las colonias que se es- 
tablecieren entre el B'o-Bío i el Cabo de Hornos i dentro de los límites 
de las que se establecieren en los terrenos baldíos al norte del rio Co- 
piapó, no se pagarán por el término de veinte años contados desde el 
dia de la fundación, las contribuciones de diezmos, catastro, alcabala, 
ni patente. 

Art. 5.^ Todos los colonos, por el hecho de avecindarse en las coló 
nias, son chilenos, i lo declararán así ante la autoridad que señale el 
Gobierno al tiempo de tomar posesión de los terrenos que se le con- 
cedan. 

I por cuanto, oído el Consejo de Estado, he tenido a bien aprobarlo 
i sancionarlo; por tanto, dispongo se promulgue i lleve a efecto en todas 
sus partes como lei de la Eepüblica. 

Manuel Búlnes, 

ManvA Montt. 



102. Colonias de naturales i estranjeros.— Se autoriza al 

Presidente de la Repiibliea para disponer de todos los terrenos baldíos 
que fuere menester para establecerlas. 

Santiago, 9 de enero de 1851. 
Por cuanto el Congreso Nacional ha discutido i aprobado el siguiente 

POYECTO DE LEI: 

Artículo único. — Se autoriza al Presidente de la República para que 
pueda disponer de los terrenos baldíos que fueren necesarios para el 
establecimiento de colonias bajo las bases que prescribe la lei de 18* de 
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noviembre de 1845. Del uso que haga de esta autorización se dará 
anuUmente cuenta al Congreso. 

I por cuanto, oído el Consejo de Estado, he tenido a bien aprobarlo 
i sancionarlo; por tanto» disponao se promulgue i lleve a efecto en todaa 
sus partes como leí de la República. 

BÚLNES. 

Antonio Varas. 



103. Naturalización de colonos. — Se determina ]a autoridad 
ante quien debe hacerse la declaración de que trata el artículo b,"" de la 
lei de 18 de noviembre de 1845. 

SantiagOi IS de julio de 1856. 

Teniendo presente lo dispuesto en la lei de 18 de noviembre de 18*5, 
i siendo necesario designar la autoridad ante quien los colonos estran- 
jeros avecindados en la provincia do Valdivia o Llanqui hue hayan de 
hacer la declaración de que habla el artículo 5.^ de dicha lei, 2)ara obte- 
ner naturalización en la República, 

Decreto: 

Art. 1.® Los estranjeros que se establecieren como colonos en Chile i 
que desearen naturalizarse, manifestarán su designio ante la Municipa- 
lidad del Departamento en que residen. Si su residencia fuere en el 
territorio de Llanquihue, harán esta manifestación ante una comisión 
compuesta del Intendente i de los dos alcaldes. 

Art. 2.** La Municipalidad del departamento respectivo o la comisión 
de que habla el artículo anterior, en su caso, levantará una acta de cada 
declaración de esta clase que ante ella se hiciere, i después de anotada 
en un libro que llevará al efecto, la elevará orijinal al Ministerio del 
Interior. 

Art. 3.® Estas actas se pasarán por el Ministerio del Interior al Sena- 
do, para los efectos del artículo 7.® de la < onstitucion, i en vista de la 
declaración del Senado, el Presidente de la República espedirá la co- 
rrespondiente carta de naturaleza. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 

MONIT. 

Aiitoiiio Varas, 
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104. Estudio sobre Chile. — Se encarga al jefe de la Sección de 
Ferrocarriles^ etc., lo redacte para el uso de los inmigrantes. 

Santiago^ 12 de setiembre de 1888. 

He acordado i decreto: 

Comisiónase al jefe de la Sección de Ferrocarriles i Colonización del 
Ministerio de Industria i Obras Públicas, don Manuel Rodríguez Men- 
doza, para que escriba un estudio histórico -político e industrial sobre 
Chile, destinado a dar a conocer el pais a los inmigrantes libres i colonos 
que se contraten o inscriban en los rejistros de la Ajencia Jeneral de 
Colonización en Europa. 

Dicho estudio se considerará comprendido dentro de las obligaciones 
que le corresponden al mencionado jefe de Sección, el cual cuidará 
especialmente do rectificar en la referida obra las apreciaciones erróneas 
que se kian consignado en «algunas publicaciones cstranjeras acerca de 
las condiciones de seguridad i progreso de las colonias de Malleco 
Cautin, 

BALMACfiDA. 

F. Dávila Larrain. 



105. Franquicias a vapores con inmigrantes. —Se acuerdan 
a los vapores de que es consignatario don Emilio Lhoste. 

Santiago, 31 de diciembre de 1889. 

Num. 3,441. — Vistos estos cntecedentes. 

Decreto: 

Concédese a los vapores de que es consignatario don Emilio Lhoste, 
en que serán trasportados a los puertos ds la República los veinticinco 
mil inmigrantes contratados por el ájente del Supremo Gobierno en 
Europa, las mismas franquicias do que gozan los de las compañías de 
carrera establecida, debiendo sujetarse a las condiciones siguientes: 

1,* A conducir gratuitamente la correspondencia que disponga la 
Dirección Jener.il de Correos, ¿n la misma forma que lo hacen en la 
actualidad las compañías subvencionadas por el Gobierno. 
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2^ A conducir a los empleados públicos i la carga ñscal con la rebaja 
en el precio del pasaje i ñete que determina el articulo 16 del contrato 
celebrado por el Gobierno con la Compañía de Nav egacion a vapor en 
el Pacífico i aprobado por el supremo decreto de 30 de marzo de 1S80. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 

Balmaceda. 

Pedro Montt 



106. Títulos de posesión definitiva. — Se determinan los re- 
quisitos para conferir títulos de posesión definitiva a los colonos esta- 
blecidos en la Repdblica. 

Santiago, I."" de octubre de 1891. 

Núm. 1. — Vistos el informe del Inspector Jeneral de Tierras i Coló* 
nizacion, i las presentaciones hechas por los colonos estranjeros estable- 
cidos en el territorio de Angol, en las cuales reclaman contra las dispo- 
siciones dictatoriales de 17 de abril i 25 de mayo del presente año, que 
exijen como condición previa para obtener título definitivo a la propie- 
dad de sus hijuelas, el que declaren que optan por la ciudadanía chi- 
lena, i 

Considerando: 

1.** Que la Constitución no establece esta obb'gacion al estranjero que 
se radica en el pais; 

2 ** Que el decreto de 18 de julio de 1856, que reglamenta el inciso 
5.** de la lei de 18 de noviembre de 1845, dispone taxativamente que 
«los estranjeros que se establecieren como colonos en Chile i que desecu. 
ren naturalizarse, manifestarán su designio ante la municipalidad del 
departamento en que residen», lo que en manera alguna hace obligato- 
ria la declaración de ciudadanía para adquirir la propiedad; i 

3." Que la obligación impuesta en las disposiciones de abril i mayo 
citados no fué prevista ni consignada en los contratos ajustados en 
Europa entre los ajentes de inmigración i los inmigrantes; ni tampoeo 
se ajusta a lo dispuesto en las leyes vijentes, i que, por lo tanto, no 
puede ser una condición indispensable para tener derecho a la propie- 
dad que han ocupado provisoriamente, 



I DKCRBTOa BUPUWOSI SOBES COU)NIZA0I0N 209 



La Junta de Gobierno decreta: 

Los títulos de posesión definitiva 6 eran conferidos a loa oolonofi esta- 
blecidos en la República i que hayan cumplido todas las obligaciones 
impuestas por la lei, o contratos especiales, sin que para efectuar ]si, 
respectiva inscripción deba exijírsoles ninguna otra condición. 

Quedan derogadas todas las disposiciones anteriores sobre esta paa- 
toria. 

Anótese, comuniqúese, publíquese e insértese en el Boletín de las Leyes 
i Decretos dd Gobierno. 

MONTT. 

M. A Malta. 



107.— Estudio sobre Inmigración,, Colonización i Tierras 
Fiscales. — Se nombra una comisión a fin de que presente un proyec- 
to referente a estos servicios. 

Santiago, \^ de enero de 1892. 

Núm. 325.— Considerando que las leyes i decretos dictados hasta 
el presente con referencia a la repartición i enajenación de los terrenos 
fiscales de la rejion austral de la República, no establecen una lejisla- 
cion uniforme i conveniente; 

Que es necesario regularizar cuanto antes las condiciones que deba 
reunir el colono, nacional o estranjero, para que el pais reciba realmente 
los beneficios que debe esperar del título de dominio que le confiera, in- 
dicando la forma de colonización mas propicia i económica, i procuran- 
do darle condiciones de estabilidad e incremento, que evite la emigra,- 
cion del nacional, o del colono; 

Considerando que es necesario igualmente estudiar el mejor sistema 
de inmigración que convenga a los intereses nacionales; i 

Considerando, finalmente, que el territorio de Magallanes, \% Tierra del 
Fuego i las islas adyacentes, se hallan en condiciones excepcionalmente 
propicias para el desarrollo de industrias i cultivos, i que no es posible 
demorar por mas tiempo una lei jeneral que regularice la colonización 
de ese territorio, 

27 
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Decreto: 

Comisiónase a los señores don Francisco de Borja Echeverrria, don 
Eenjamin Dávila Larrain i al teniente-coronel don Augusto Orrego Cor- 
tés para que elaboren un proyecto de lei referente a la colonización, in 
migración i tierras fiscales de las provincias australes i territorio ma- 
gallan ico. 

El Ministerio de Colonización, a cu va consideración deberá fcometer- 
se dicho proyecto de lei i la Inspección Jeneral de Tierras i Coloniza- 
ción, íjuedan encargados de suministrar a la Comisión nombrada to- 
dos los antecedentes que estimare necesarios [)ara el desempeño de su 
cometido. 



Anótese^ comuniqúese i publíquesc. 

MONTT. 



Liiif^ Pereira. 



108— Flete de Máquinas i Herramientas de Inmigran- 
tas.— Se destina con este objeto el 25o/'^ de la sama consultada en el 
presupuesto para inmigración libre. 

Santiuf/o, 22 de setiembre de 1893. 

Núm. D96.-*— Vistos estos antecedentes, i considerando: 

1 .° Que el servicio de inmigración libre que corre a cargo de la So- 
ciedad de Fomento Fabril puede hacerse mas provechoso si se facilita 
1 . venida de pequeños industriales que traigan sus máquinas i herra- 
mientas, i 

2.° Que hai conveniencia en introducir en el país nuevas industrias 
que no exijan grandes instalaciones ni el empleo de gruesos capitales^ lo 
que se obtendrá auxiliando a dichos inmigrantes con alguna cantidad pa- 
ra el pago del ñete de sus máquinas i herramientas, 

Decreto: 

Art. 1.® De la suma que el presupuesto de gastos públicos acuerde 
en cada año para la inmigración libre, se destinará el 25 por ciento pa- 
ra pago de Üete de las máquinas i herramientas que pertenezcan a los 
inmignuitos que soliciten los auxilios acordados. 



i 
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Art. 2/ £1 máximum de la suma que podrá acordarse en cada caso 
determinado, no execederá de la necesaria para pago del flete de dos to 
neladas, siempre que no importe mas de 50 francos. 

Art. 3.*» La Sociedad de Fomento Fabril i la Ajencia de Inmigra- 
ción en Paris harán las concesiones en caso particular, debiendo compro- 
bar el cumplimiento de las declaraciones que hicieren los solicitantes. 

Art. 4.* La falsa declaración o inversión indebida de los fondos con- 
cedidos para flete de las máquinas i herramientas a que se refieren los 
artículos anteriores, serán penados con la devolución del flete i multa de 
otra suma igual. 

Tómese razón, anótese i comuniqúese. 

MoN'rr. 

V, Manco. 

Nova. — Esta disposic'oii cshi refumiida en el decreto mínu *22. 



MISIONES DE INFIELES 

109. Misioneros en Chillan.— Se establece el convento de Fran- 
ciscanos Recoletos. 

Santiago, 11 de enero de 1832. 

135. Guando después de haber conseguido nuestra emancipación polí- 
tica i cimentado ya el orden interior, se trabaja por dar un impulso a 
todos los ramos de prosperidad i por adelantar la civilización en todos 
los pueblos del Estado, es preciso que este conato se haga estensivo a 
todos los habitantes del Territorio de la República. Desgi*aciadamente 
existe una gran porción de hombres que, separados de la sociedad civi- 
lizada forman un conjunto de seres que mas bien parecen brutos que 
nacionales. Estos son los indios bárbaros que desparramados en hordas 
ocupan una parte considerable en el Estado. Estos infelices no tienen 
mas comunicación que, o con los malvados que huyendo por sus crímenes 
del rigor de las leyes poseen un refujio entre ellos, o con aquellos hom- 
bres a quienes conduce un interés sórdido, i que cifran su fortuna en 
prpporcionarles el fomento de toda clase de vicios, sosteniéni] oíos asi en 
el último grado de barbarie i de abyección i oríjinaiulD por Mta eauBii 
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t^rríblM males a IO0 pueblof que se bailan a sus inmodiaciones. Por estas 
consid^racioDOS el Supremo Gobierno ha creído necesario fomentar una 
sociedad de hombres filantrópicos que arrostrando los peligros, se les 
acerqueUf i procuren por medios pacíficos atraerlos a cosí umbres mas 
suaves i reducirlos a formar sociedades arregladas. Con el mismo objeto 
estos hombres benéficos deberán tener a su cargo un colejio en que se 
eduquen jóvenes, que atraerán d' entre estos mismos indios para que, 
cultivada su razón i i^oseyendo los principies de la sana moral, puedan 
trasmitirlos a sus familias i compañeros, i lo;;rar así su civilización. 

Por tanto, el Presidente de la República ha venido c*n decretar: 

Art. 1° Se establece el convento de relijiosos franciscanos de Sun II 
defonso en la ciudad de Cldllán: su comunidail se dc' ominará de Misio 
ñeros Recoletos, i vestirán el hábito gris que ante^ acostumbr ban. 

Art. 2.^ Observará(i estrictamente la regla de San Fiancisco según la 
reforma de recoletos. 

Art. 3.^ £1 principal objeto de su establecimiento es: mandar misio< 
ñeros entre loa indios bárbaros para iniciarlos en los principios de nues- 
tra sagrada relijion i procurar su civilización, sostener un colejio en su 
convento para los indios jóvenes que quieran venir a educarse. 

Art. 4." Lu^go que la cumnnidad esté establecida, se dictará un re- 
glamento por el cual deba rejirse el colejio de que habla el artículo an- 
terior; i se designarán los auxilios que para ello deban darse. 

Art. 5.^ La comunidad se gober lará según el orden que antes obser- 
vaba, en todo lo que no st^ oponga a la Constitución Política del Estado, 
i a las reglas que aquí se dicten. 

Art* 6t^ Hará la elección en terna de un presidente, que deberá ser 
individuo de su comunidad, i la pasará al Provincial de la Orden para 
que éste elija uno de los tres. 

Art. 7*^ Guando llegue el caso de proceder a estas elecciones, el Pro- 
vincial de la Orden nombrará un visitador i presidente de capítulo, que 
también deberá ser miembro de la misma comunidad, para que las 
presida. 

Art« 8.® La comunidad podrá admitir novicios, quienes deberán hacer 
su profesión ante el prelado de ella. 

Art, 9.^ Si algún relijioso de la Orden quisiese incorporarse a esta 
comunidad, podrá ser admitido, i no se le pondrá embarazo por parte del 
Provincial. 

Art. 10. No podrá el Provincial de la Orden, bajo ningún prestesto^ 
disponer de relijioso que pertenezca a esta oonunidad. 
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Art. 11. Para que los relijiosos de esta comunidad puedan desempe- 
ñar las fUnciblies escleáiásticas, fuera de sü iglesia, deberán obtener li- 
cencia del Diocesano. 

Art. 12. Deberán hacer misiones anuales en la comprensión de la 
Diótiesis, pard lo liual el prelado pasará al Diocesano üriá liSta 36 loi re- 
lijfosóa que destina a este objetó, á fin de que les señale los lugares eñ 
qiié han de desempeñarlos, i les conceda las facultades ordinarias i extra- 
ordinarias que estime necesarias. 

Art. l3. igualmente para las misiones que bagan entre los oárbatos, 
deberá el presidente de la comunid<ad pasar al Diocesano una noiicia de 
los misioneros destinados, i de los lugares de su residencia. 

Art. 1 4. Estos misioneros deberán dar al Diocesano una razón exacta 
de todas las ocurrencias de sus misiones con arreglo a las instrucciones 
que éste les mande. 

Art. 15. Para el establecimiento de esta comunidad, el Provincial de 
la Orden nombrará un presidente interino, que deberá gobernar basta 
tanto haya el suñciente número de vocales, que no podrá bajar de sietCi 
para hacer su elección como se previene en el artículo eesto^ i etitónces 
dicho Provincial nombrará al visitador i el presidente de capítulo. 

iVrt. 16. Esta comunidad gozará de la estancia denominada Los 
Qhindosí del mismo modo que lo hacía ántés. 

Art. \i. El Intendfehte de Concepcioti cuidará de t^üe á lá rháyot- 
brevedad posible sé ¡íonga a la disposición de lá bbftiliilidad todo él 
local del coilventd; i cuando festé en estado de formarse él boléjib que aquí 
se previerie, dará cuenta para procedet- a sil orgahizacibil. 

Art, 18, Se encarga particularmente al Reverendo Obispo dé Con- 
cepción dmpéñe toda sü vijilancia en el exacto cumplimiento a^ éstd 
decreto. 



Comuniqúese a quien corresponda. 

Prieto. 



Errázuriz. 



110. Misioneros en Concepción, Valdivia i Chiloé. — Se co- 
misiona al padre franciscano frai Zenón Badía para que traiga veinti- 
cuatro relijiosos de la Orden Seráfica para el Colejio de Chillan. 
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Santiago, 19 de noviertihre de 1835. 

(129) Considerando el Gobierno: 

1.® Que es uno de sus primeros i mas esenciales deberes contribuir a 
la propagación de la Relijion Católica que profesa la Nación, especial- 
mente entre aquellas jentes que no la conocen, i que i>or lo mismo son 
perjudiciales a sí mismo i a la sociedad; 

2 ® Que para tan importante fin son de absoluta necesidad obreros 
evangélicos; 

3.* Que el reducido número de los que actualmente hai en Chile, como 
es notorio, no proporciona los que son necesarios para las misiones de la 
frontera de Concepción i las provincias de Valdivia i Chiloé; 

4.* Que las representaciones dirijidas al Gobierno i clamores de las 
autoridades i vecinos de dichas provincias, no pueden ser mas frecuentas 
ni mas enérjicas; 

5.® Que una dilatada esperiencia ha manifestado al Gobierno i al p^' 
blico que son indecibles los bienes que de estas misiones resultan, en 
pro de la Relijion del Estado en jeneral i de la paz común, 

Por tanto decreto: 

1.*^ Se solicitarán de las provincias de Italia veinticuatro relijiososde 
la Orden Seráfica, para que transportados a Chile e incorporados al Co- 
lejio Chillan, puedan destinarse a las misiones indicadas; 

2.'* A estos relijioscs se les costeará el pasaje de Europa a Chile, i se 
les asignará el sueldo que gocen los demás misioneros de su clase; 

3.** Para el desempeño de tan importante encargo se comisiona al pa- 
dre franciscano frai Zenón Badía a quien para el pago de transporte do 
los relijiosos, se entregarán de pronto tres mil pesos por los ministros 
de la tesorería jeneral, los que deducirán del ramo do misiones; 

4.** El comisionado se arreglará en todo a las instrucciones que le da- 
rá el Ministro respectivo; 

S."* Refréndese i tómese razón. 

Prieto. 

Diego Portales. 



-r-»- 
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111. If^lesia misional de Arauco. — So ordena su reconstrucción. 

Santiago, 5 de nia^yo de 1847. 

(121). En virtud de haber espuesto el Intendente de Concepción, en 
nota de 23 de abril último, que la iglesia misional de Arauco se halla 
en estado de completa ruina, hasta haber venido por tierra una gran 
parte de su techo; i siendo necesario atender pronto a la construcción 
de un nuevo ediricio destinado al efecto, para que no se interrumpa el 
curso de la misión situada en aquel punto, 

He venido en acordar i decreto: 

1.® Procédase a la construcción de una nueva iglesia en la Misión de 
Arauco, junto con la pieza destinada para la escuela i demás necesarias, 
en conformidad al plano i presupuesto que pasó a este Ministerio el In 
tendente de Concepción en oficio de 17 de agosto del año anterior; 

2.** El espresado Intendente propondrá al Gobierno, a la mayor bre- 
vedad, hs personas que deban formar la comisión a quien se encargue 
la dirección e inspección de estos edificios, i nombrará igualmente la 
que deba en esta capital recibir de la Tesorería Jeneral las cantidades 
que para su construcción se decretaren. 

Tómese razón i comuniqúese. 

BÜLNES. 

' Salvador Sanfuentes. 



112. Misiones de Inñoles. — Seles ordena presentar una memo- 
ria anual de sus trabajos. 

Santiago, 20 de mayo de 1847. 

Siendo conveniente que el Gobierno tenga periódicamente una noticia 
del estado de las misiones de infieles como también de los progi-esos que 
en ellas se hagan, i debiendo contribuir la obligación de dar esta noticia 
a que los misioneros redoblen su celo por ol adelantamiento de la que 
respectivamente les está encomendada, 

He acordado i decreto: 
Artí I.*' Todo relijioso ocupado en ol servicio de algiuia Misión do 
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iiifíeldft deberá fdrmat* atlualmente \in^ memoria de ftud trabajos durante 
el año trascurrido i de los progresos que mediante ellos se hubieren 
reportado. 

Art. 2.^ Estas memorias se pasarán al fín de cada año al Prefecto de 
Misiones, quien formará con ellas una jencral, en que te especifique de- 
tenidamente lo relativo a cada misión, i la trasmitirá al Ministerio del 
Culto con la prontitud que le permita la colectación de estos datos» 

Comuniqúese. 

BÚLNES. 

Sodrudor Saiifuentes. 



113. Misioneros de inñeles. — Se ordena aprendan el idioma in- 
díjena. 

SantiO'ffOf 20 de iiiayo de 1847. 

Considerando: 

1." Que ninguno de los relijiosos que se hallan en actual ejercicio en 
las Misiones de infieles ha tomado el empeño debido en aprendet el 
idioma indíjena; 

2.® Que sin la posesión de esto requisito es mui lento, como lo La 
manifestado la esperiencia, el fruto que se recoje de la presencia del 
misionero, i poderosos los obstáculos que se ofrecen para la doctrina de 
los adultos; 

3.° Que publicada ya la gramática i el diccionario de la lengua arau- 
cana^ está removido el principal embarazo que se ofrecía para ese apren- 
dizaje, i no existe pretesto para que los misioneros se eximan del cum- 
plimiento de esta obligación, que es una de las principales que les 
incumbe, 

lie acofdado i decteto: 

Art. 1.® Todos los relijiosos a quienes en lo sucesivo se encomiende 
el servicio de alguna Misión de infieles deberán precisamente compro- 
meterse, antes de tomar posesión de su cargo, a aprender dentro de un 
tiempo determinado, que no deberá exceder de cuatro años, el idioma 
de los indios. 
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Art. 2.«» Cótnunííiueée esfeA défcéi*lhlftrtción Al Víéé-£*refeéW fl^ MiM6^ 
nes {MrA qué dUid^ dtí sü (sx&dk) «uinplitñietlbd; 

BÚLNfe»! 

Aíiít'ctíí¿)f ISanfaéiüéd, 



114. Escuelas MláidrtaleS — Se l-egUmeíitáh sus dotaciones. 

Santiago, 20 de mayo de 1847. 

Convencido ol Gobierno cíe que Uno de sus principales deberes es 
promover la mns pronta civilización do los indios, que, apesar de hallarse 
bajo la tutela de las misiones, aun permaneceh semi-Dá^baros, por 
aquellos medios que la esperiencia ha acreditado ser mas eficaces, i con- 
siderando: 

1.® Que entre estos medios debe reputarse uomo el pHncípál k WU-»- 
todofi de los hijos de los indíjenasj 

ü.^ Que para estender esa educación i aumentar el rtútüeto éédftSO 36 
nifios itidíjerías que actualmente tienen lAs escuelas mi^iotláléiS de lá j^- 
vincia de Valdivia, uno de los mej res arbitrios es dar a los tófWéfeHJfe 
que laá dif ijéh üti irttéres directo dn act^tetitíirlD, i ál íilisionefo db cada 
ftiiflion los tecUfsos licccáaMos para raatitellér a tilaytJt riAmct ó á'é jó* 
veneáj 

5;*» Qiíé el hrtbetse concedido J^ot- el Supreíno fidcretd de 30 d6 Oetu- 
bí^ de 1834, diflduehta pesdá anuales a Cada mislóiierb para la ftiáhtelt- 
Hott dé los hifiíjs Indíjcnas que pol* la distancia dé la tiilsioh a qiié \?1- 
viesen sus familias, no pudiesen concurrií* ddsdd s'Üá casas a las éScliéké, 
llft detel-lliinar él número de estos hiflds, ha sido causa de que haya de- 
pfehdidd del celd o de la indiferencia de los misíoflefos de leiiéi* en étiá 
misiones el número de doce fijado por la práctica, O el de seis i á vécéS 
«ólatüertte fel dd cuatro; 

4.* Que éáta desproporción injusta cesará aálgnando Una detét-íniriáda 
dáHtitiad al tttisioiiefo pov cada niño que a sü coáta hiantenga, 

He venido en acordar i decreto: 

Art. 1.'' La dotación mensual de diez pesos que hasta iÚitiH han go- 
zado los maestros dé las escuelas misionaléá de tíolganco, Quilagüe i 

28 
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San Juan de la Costa en el departamento de Osorno, el de la misión do 
Los Juncos en el departamento de la Union i los de las misiones de San 
José i de Valdivia en el departamento de este nombre, se aumentará a 
quince pesos, que se abonará por la Tesorería de la provincia de Valdi- 
via a cada uno de dichos maestros, con la condición precisa de que men- 
sualmente acrediten tener por lo menos veinte alumnos indíjenas que 
constantemente concurran a su respectiva escuela. 

Art. 2.® Para comprobar el requisito exijido por el artículo anterior, 
deberá presentar mes a mes cada maestro una lista nominal de los alum- 
nos indíjenas que existan en la escuela de su cargo, cuya lista será fir- 
mada por él, por el misionero i por el juez del distrito en que se en- 
cuentre la misión o por el subdelegado mismo si éste residiere en dicho 
distrito. Deberán ademas las referidas listas ser visadas por el goberna- 
dor del respectivo departamento, cuyo funcionario cuidará de infor- 
marse con frecuencia de si se comete algún abuso o hai falsedad en las 
listas que se les presenten. 

Art. 3.^ En las mismas listas deberán espresarse también nominal- 
mente los alumnos que se mantengan en la misión, i presentadas en esta 
forma a la Tesorería, no solo servirán para que ésta haga el pago del 
aumento ofrecido a ios preceptores, sino también para que abone el res- 
pectivo misionero cinco reales mensuales por cada niño indíjena que 

mantenga. 
Art. 4.^* £n la antedicha asignación de cinco reales se declaran com 

prendidos los diez pesos anuales que hasta ahora ha abonado el Fisco a 

los misioneros para gastos de papel i plumas de los niños indíjenas. 

Art. 5.° Cuando las listas que se presenten contengan un número 
menor de niños que el de veinte designados en el artículo 1.% la Teso- 
rería solo abonará a los maestros la pensión de diez pesos mensuales 
que han disfrutado hasta ahora. 

Art. 6.<* Los misioneros de Pilmaiquen i de Rio Bueno se declaran 
comprendidos en este decreto, en cuanto a su asignación para manten- 
ción de niños indíjenas. 

Art. 7.** El preceptor de la escuela de la misión de Rio Bueno conti* 
nuará gozando la asignación que se concedió por el Supremo Decreto de 
14 de marzo de 1845, con la condición que allí se le impuso; pero res- 
pecto de la escuela de Pilmaiquen, se aprovechará la primera mudanza 
de preceptor para dejarla sujeta a los sueldos i condiciones que en je 

neral establece esta disposición. 
Art. 8.^ Bl sumento de gastos qHíe lia de ocMÍonaT la presente reso 
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lucion, se deducirá de la partida destinada en el presupuesto del pre- 
sente año para fomento de las escuelas primarias. 
Tómese razón i comuniqúese. 

BÚLNES. 

Salvador Sanfitentes. 

Nota. — Los decretos que so citan no aparecen en el Boldia del aflo 1834 ni 1845, 



115. Escuela misional en Tucapel— Se establece. 

Santiago, 7 de julio de 1847. 
(143), Teniendo en consideración: 

I. Que uno de los medios mas eficaces de facilitar los buenos resulta* 
dos de las misiones, es establecer en cada una de ellas escuelas primarias 
destinadas a la educación de los hijos de los indijenas; 

II. Que la creación de un establecimiento de esta clase, es especial 
mente oportuna en la misión de Tucapel, por su situación adelantada 
entre los bárbaros; 

III. Que misioneros de esta misión, en la memoria que han pasado 
recientemente al Gobierno, han espuesto que hai su H cien te número de 
indios que solo esperan la oportunidad de la escuela en aquel paraje 
para colocar en ella sus hijos^ 

He venido en acordar i decreto: 

l.<* Se establecerá una escuela de primeras letras en la misión de Tu- 
capel de la provincia de Concepción. 

2.** Se enseñará en ella lectura, escritura, aritmética i doctrina cris- 
tiana a los hijos de los indijenas i a los de los españoles que quieran 
concurrir. 

3.® £1 preceptor será nombrado por el intendente de aquella provin- 
cia, i gozará de la asignación de diez pesos mensuales, que podrán 
aumentar hasta quince, siempre que se cumpla con la condición que 
establece el artículo siguiente. 

4.* Para gozar de este aumento sobre su renta ordinaria, deberá el 
preceptor acreditar lii cóncinrencia a su eBctida de veinte ahimníffi iti. 



1 
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dfjenaíi pót la tilfeliós, éH lá fbi»hia qüb dU{3d&D ^áta las Wtítielás ñé Itt 
provincia de Valdivia el artículo S.** del dedfefco de 30 de hláyd dil pW^ 
senté año. 

5." Al misionero se le concede también la asignación de cinco reales 
mensuales por cada niño indijena que a su costa mantenga., debiendo 
acreditarse estli circunstancia del modo designado por el artículo 3.° <lel 
mismo decreto de 20 de mayo que acaba de citarse. 

6.^ £1 gasto que demanda el cumplimiento de esto decreto se hará 
por la Tesorería principal de Concepción, i se deducirá, por este año, de 
la partida destinada para establecimiento de escuelas primarias, i para 
lo sucesivo se consultará en el presupuesto del Ministerio de Juetieia* 

Refréndese, tómese razón, comuniqúese i publíquese. 

BÚLNES. 

éalmdói^ Sáíi filantes. 



116: 69eiedad EraüjéUca.-'^Se aprueban las baseá Imra su ins^ 
talacion. 

Santiago, 24 de ahril de 1849. 

Apruébanse las precedentes bases para establece!^ 6fi Sántiilgb uH& 
áocíedad Évatljéliejí, fcdn el objeto de prdcühar lá jj^o|íágdeíitítl de la fé 
éfltre lOá jentlles chileíioá, (jiie há acordado i sóbletidd al tíobiéi-no lá 
ábtitídad dó Agrícuítürá bh sil seccibrt de tietifeficenciá Pública; ííori de- 
claración que, si en virtud de la disposiciofl del drtítjulo 16 SS llégdtl ft 
hacer en dichas bases alguna alteración sustancial, se deberá someter a 
la aprobación del Gobierno. 

Comuniqúese. 

Balvudor Sa^ifuentt8i 

tfdtA:~tiád háteH a (¡ué fie ttÜ^e él á(*kvétti pt&cddeiite, áod \M Blgúkúiñs: 
BÁSfe9 PAllA BSTÁBIiBGBIl UNA BOOlfelDAD fiTAlTJÉLlCA 

Art. 1.^ Se establece una Sociedad Evanjélica eon el objeto de ayu- 
dar a los misioneros apostólicos en la propagación de la íé con cuantos 
medios estén a su alcance para la conversión de los jentiles chilenos. 
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Art 2.® Lo0 fondos de la Sociedad Cvanjélioa son las contribuciones 
que hagan los socios, conformo a este reglamento, i la limosna que se 
recoja en todo el Estado. 

Art. 3.<* La Sociedad Evanjélica la componen todos los hermanos 
oontríbuyentes La dirijen i administran quince consejeros, cinco direc- 
tores, un secretario i un contador tesorero. 

Art. 4.^ Socios contribuyentes serán todos los que se asienten en los 
libros destinados a este objeto, obligándose a trabajar del modo que 
puedan por la propagación de la fé entre los indijenas chilenos, i ade« 
mas contribuyan con una limosna de medio real mensual, 

Art. 5.'' El consejo se compone del número de socios que señala el 
artículo 3.^ i el primer nombramiento lo hará el Iltmo. señor Arzobispo 
por el término de tres años; mandándose al año i medio la mitad de 
este cuerpo para seguir después haciéndolo en el tiempo señalado, a fin 
de que los consejeros nuevos obtengan de los antiguos el conocimiento 
en los negocios de la compañía. 

Art. 6.* Las atribuciones del consejo son: 

1.^ Examinar las entregas e inversión de los fondos; 

2.* Aprobar los presupuestos que los directores presenten; 

3.* Hacer observaciones a los directores sobre puntos interesantes a la 
Sociedad; i 

4.* Nombrar, en unión del director i en conformidad del artículo 3.**i 
los consejeros i directores a pluralidad de sufrajios en votación secreta. 

Art. 7.^ El Consejo se reunirá cada seis meses con el objeto que señala 
el artículo anterior, i cuando el limo, señor Arzobispo lo cite, o la ter- 
cera parte de los consejeros lo exijan. Con uno sobre la mitad se formará 
sala. 

Art. 8.® Si por falta de asistencia no se reuniese el Consejo a los tiem- 
pos acordados, el limo, señor Arzobispo ordenará nueva citación anun- 
ciándoles a los que se reuniesen. 

Art. 9.** El limo. Sr. Arzobispo i los limos SS. Obispos de la República 
son directores natos de la Sociedad Evanjélica, siendo el primero el jefe 
Presidente de ella. 

Art. 10. Los demás directores serán nombrados como previenen loB 
artículos 3.® i 6.** i estará a su cargo: 

1.^ Sistemar la colectación de las contribuciones i limosnas; 
2.** Propender por todos los medios que estén a los alcances de la So, 
ciedad a la propagación de la fé entre los infieles chilenos; 
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3.® Solicitar con este fin de las autoridades respectivas lo que creyeren 
útil, con acuerdo del Consejo; 

4.^ Nombrar empleados donde los juzguen necesarios; 

5.® Señalar gi-atificacion con acuerdo del Consejo; 

6.^ Solicitar de la Silla Apostólica, con acuerdo del Consejo, las indul- 
jencias i gracias que convenga pedir, i 

7.° Cada seis meses pu])licarán por la prensa el estado de la Sociedad 
i sus progresos en la conversión de los jentiles. 

Art. 11. Los Direct4ires darán cuenta anualmente al Consejo: 

1.** -De los fondos colectados i su inversión; 

2.^ De sus progresos en la conversión de los infieles chilenos; i 

3.** De las nuevas adquisiciones de la Sociedad. 

Art. 1 2. Los gastos que los Directores juzguen necesarios, serán pre- 
supuestados i pasados al Consejo para su aprobación. 

Art. 13. Los Directores formarán su reglamento interior, i el de la 
secretaria, contaduría i tesorería, nombrando los empleados necesarios 
que desempeñen estos destinos. 

Art. 14. Ninguno de los empleados de esta sociedad tiene sueldo, 
menos el del secretario i un amanuense para el tesorero, que señalarán 
los Directores. 

Art. 15. La Sociedad Evanjólica se instala bajo los auspicios de San 
Francisco Solano, cuya memoria se solemnizará conforme lo acuerde el 
señor Arzobispo. 

Art. 16. Los Directores, de acuerdo con el Consejo, podrán suprimir 
los artículos que creyeren importunos, agregando los que juzguen conve- 
nientes. 

Art. 17. Pai'a que tenga efecto la Sociedad Evanjélica se solicitará por 
la de Bene ucencia la aprobación del Supremo Gobierno. 



1 17. Misiones en Concepción i Valdivia— Se fijan sus límites. 

Santiago j 20 de agosto de 1850. 

Considerando: 

1.° Que se hallan al servicio de las misiones de la Reoública dos ór- 
denes diferentes de misioneros, i que por diáposiciones del (jobierno se 
ha encargado el deseinpeúo de las misiones Je la provincia de Concepción 
a los Recoletos Observantes, i el de las de Valdivia a los Capuchinos; 
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2.^ Que conviene prevenir todos los conflictos de jurisdicción que pu- 
dieran ocurrir entre ambas órdenes en el desempeño de sus respectivas 
funciones misionales; 

3.^ Que por la naturaleza de esas ocurrencias ninguna demarcación 
puede ser mas propia i adecuada para deslindar el territorio en que deben 
respectivamente funcionar las indicadas órdenes de misioneros, que la 
división establecida por la lei de 24 de agosto de líi36, para los obispados 
de Concepción i Chiloé, 

He venido en acordar i decreto: 

El rio Cautin o de la Imperial, será la linea divisoria para las dos ór- 
denes de misioneros que se hayan actualmente al servicio de la Eepúbli- 
ca: los Eecoletos Observantes se podrán estender hasta la ribera nort« de 
dicho rio en el desempeño de sus respectivas funciones. 

Comuniqúese i publiquese. 

BÜLNÉS. 

Máximo Mujica, 



118. Convento de Misioneros Capuchinos.--Se autoriza su 

fundación. 



Santiago, 15 de enero de 1862. 

Con lo espuesto en la precedente solicitud i lo informado sobre ella por 
el mui Reverendo Arzobispo de íáantiago i por el Fiscal do la Corte Su- 
prema de Justicia, concédese al prefecto especial de los Misioneros Ca- 
puchinos, Frai Anjelo Vijilio da Lonigo, la licencia (jue solicita para es- 
tablecer en esta capital un convento de su orden destinado a suministrar 
misioneros a las provincias del sur, i donde puedan residir i vengan a 
parar cuando fuere necesario. 

Comuniqúese. 

MONTT. 

Femando Lazcano. 
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119, Fondos i licencia al vice- Prefecto Jeneral ú^ Misio- 

n68-—Se le concede licencia i fondos para traer dos sacerdctcs para el 
Colejio de Castro. 

SanHago, 22 de julio de 1854. 

(337) Con lo espuesto por el Intendente de Chiloé en su oficio de 2G 
de abril último, núm. :i6; vistas las solicitudes del Ciuardian del Colejio 
Misional de Castro i del vice -Prefecto Jeneral de Misiones, frai Diego 
ChufFa en que se representa la necesidad de incorporar al mencionado 
Colejio dos eacerdoteB idóneos para la en señan aa de algunos ramos en 
que conviene instruir a los alumnos i la de proveer a aquella casa de 
obras de estudio i otros útiles para el servicio del culto de que carece^ 
solicitando ambos los recursos para atender a estas necesidades i el últi- 
mo, permiso i recurso para trasladarse a Europa a donde ba sido llama' 
do por su superior; i considerando que en Europa pueden conseguirse 
con ventaja los sacerdotes i ütiles de que carece el Colejio de Castro, 
vengo en decretar: 

1.® Concédese al vice-Prcfecto Jeneral de Misiones, frai Diego Chuffa 
el permiso que solicita para trasladarse a Europa, i se aprueba la desig- 
nación que hace de frai Antonio Gaviluchi para que lo subrogue en ca- 
lidad de vi ce -Prefecto interino; 

2.® Los ministros de la tesorería jeneral entregarán al vice-Prefecto 
frai Diego Chufía la cantidad de mil seiscientos pesos para que atienda 
a los gastos que le demanden su viaje de ida i vuelta a Europa, la traida 
de dos sacerdotes que posean los conocimientos necestirios para el Colé 
jio do Castro i la adquisición de los objetos de que sea mas urjente pro- 
veer a dicho Colejio, debiendo rendirse cuenta documentada de la in- 
versión de esta canti«lad que se imputará al ítem 9, partida 22 del pre- 
supuesto del Ministerio del Culto. 

Kefréndesc, tómese razón i comuniqúese. 

MONTT. 

Silvestre Ochagavia, 



120. Licencia al vice-Prefecto Jeneral de Misiones.— Se 

ordena pagar sueldos al suplente i los gastos que demande su viaje. 
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Santiago, 14 de agosto de 1854. 

(359) Habiéndose aprobado por decreto de 22 de julio último la de- 
signación de frai Antonio Gaviluchi, hecha por el vice- Prefecto JeneraK 
de Misiones, frai Diego Chuffa, p<ira que le reemplazase en calidad de 
interino, durante la licencia que se ha concedido al propietario para 
trasladarse a Europa, 

Decreto: 

1.** La tesorería principal de Concepción aboiuvrá mensualmente desde 
el 1.*" del actual, los sínodos que devengare frai Antonio Gaviluchi como 
vice -Prefecto Jeneral de Misiones interino; 

2.° En conformidad del supremo decreto de 27 de abril de 183S se 
abonarán de cuentii fiscal los costos de viaje que en cumplimiento de su 
cargo haga por mar el mencionado vice -Prefecto interino entre los puer- 
tos de las provincias de Concepción, Valdivia, Chiloó i Valparaiso. 

Tómese razón i comuniqúese. 

MONTT. 

Silvestre Ochagavía. 



121. Sínodo de Misioneros Recoletos. — Se ordena su abono 
por el ramo de Ouzada. 

Santiago, 15 de julio de 1857. 

Con lo espuesto en la nota que precede, 
Decreto: 

Desde el 1.^ de enero de 1858, la tesorería respectiva dejará de abonar 
a los rolijiosos recoletos que sirven las misiones de Nacimiento, Malven 
i Tucapel el sínodo que les está asignado, i desde esa fecha continuará 
haciéndose el mismo abono del ramo de Cruzada en la forma propuesta 
por el Reverendo Obispo de Concepción. 

Tómese razón i comuniqúese 

MONTT. 

Waklo Silva. 

2» 



4 
,1 
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122. Misiones en Tolten. — Se establece una Misión en Tolten. 

Santiago, 7 de julio de 1860. 

Con lo espuesto en la nota precedente, autorízase al Visitador i Co- 
misario Jeneral de capuchinos para que proceda a la fundación de la 
Misión de Tolten en el terreno ofrecido al efecto por los respectivos 
dueños. Para esta fundación el mencionado visitador hará uso de los 
fondos que con tal objeto tiene ya en su poder. 

Tómese razón i comuniqúese. 

MoNrr. . 

Rafael Sotomayor. 



123. Misiones en Mulchen. — Se establece una elisión en Mul- 
chen. 

Santiago, 2 de junio de 1862. 

Con lo espuesto en la nota que precede, i 

Considerando: 

1.® Que al sur de Bío-Bío i entre los rios Bueno i Mulchen, hai una 
numerosa población civilizada i que carece de los ausilios de la relijion 
por no ser convenientemente asistida por el cura a cuya feligresía per- 
tenece; 

2.® Que aunque los trabajos realizados últimamente para adelantar la 
línea de frontera, dando confianza i seguridad a los habitantes, han fa 
oilitado la aglomeración de pobladores en Mulchen, no es posible por 
ahora establecer un curato que les preste los ausilios indicados; 

3,'' Que respecto a la población indíjena puesta en contacto con la 
oivilizada, pueden lograrse ventajas importantes procumndo a aquélla 
al mismo tiempo que a ésta los beneficios de la relijion del Estado; 

4.^ Que establecida en Mulchen una Misión puede darse al misionero 
las facultades i carácter de vice-párroco, 

He venido en acordar i decreto: 
Art. 1.^ Se establece en Mulchen una Misión situada en el punto que 
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designe al efecto el Intendente de Arauco como mas conveniente para 
el servicio de la población civilizada e indijena. 

Art. 2.® Será servida por relijiosos recoletos con un sínodo igual al 
asignado a los misioneros de la misma orden que funcionen en otras mi- 
siones de su cargo. 

Art. 3.° El sínodo del misionero o misioneros que se destine a ella i 
el gasto de los útiles i paramentos sacerdotales, serán cubiertos con pro- 
ductos del ramo de Cruzada, de que para misiones de infieles puede dis- 
poner el reverendo Obispo de Concepción. 

Art. 4.® Procédase a construir un edificio sencillo i sólido apropiado 
al servicio de templo, habitación de los misioneros i escuela para niños, 
cuidando de consultar un departamento especial para habitación de los 
niños indíjenas que pueda recibir la Misión. 

Art. 5.<* Se autoriza al Intendente de Arauco para que en lo que rosta 
del presente año, i a medida que lo exija el progreso de los trabajos, 
pueda librar contra la Tenencia de Ministros de los Anjcles, hasta la 
cantidad de tres mil pesos que se concede para la fábrica del edificio a 
que se refiere el artículo anterior. 

Art. 6.® Se encarga la dirección de la obra al Intendente de Arauco^ 
debiendo rendir cuenta instruida i documentada de la inversión de lo^i 
fondos destinados a ella, los que se deducirán del item 10^ partida 18 del 
presupuesto del Ministerio del Culto. 

Art. 7.® Póngase este decreto. en conocimiento del reverendo Obispo 
de Concepción para los efectos del artículo 3.®, i en particular al que se 
refiere el 4.** inciso del preámbulo. 

Art. 8.* Concluido el edificio i no habiendo fondos del ramo de Cru- 
zada para sínodos de los misioneros i útiles del culto, el Intendente do 
Arauco dará cuenta al Gobierno para resolver lo conveniente. 

Refréndese, tómese razón i comuniqúese. 

PÉREZ. 

Manuel Alcalde, 



1 



124. Sínodo de Misioneros Capuchinos.— -Se ordena en abono 
por el ramo de Cruzada. 

Santiago, 20 de diciemhre de 1862. 

Con lo espuesto en la nota que precede i lo informado sobre ella por 
el mui Reverendo Ar^tobispo de Santiago, 
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Decreto: 

Desde el l.<* de enero de 1863 se abonará el sínodo correspondiente 
a los relijiosos capuchinos que sirven Lis misiones de Pilchuquen, San 
José, Queuli, Tolten e Imperial, de los fondos del ramo de Cruzada, sus- 
pendiéndose el pago que se hacia por his ofícinas ñscales. 

Tómese razón i comuniqúese. 

Pérez. 

Miguel M, Gvemea. 



125. Misioneros de Llanquihue.— Se aumenta la asignación por 
la manutención de los niños indijenas que asistan a sus escuelas. 



Santiago, 27 de marzo de 1868. 

Vista la nota que precede, i teniendo presente que el subido precio que 
tienen por ahora los artículos de consumo en la provincia de Llanquihue, 
hace que sea insuficiente la asignación de sesenta i dos i medio centavos 
mensuales concedida a los misioneros de San Juan de la Costa, Quüoca- 
huin i Tralmahue, paní la manutención de los indijenas que asisten a las 
escuelas establecidas en sus respectivas misiones, 

Decreto: 

Auméntese a un peso mensual la asignación de sesenta i dos i medio 
centavos concedida a los espresados misioneros para la manutención de 
cada uno de los sesenta niños que concurren a las mencionadas escuelas. 

Dedúzcase esta cantidad por el presente año de la partida 14 del pre- 
supuesto del Ministerio de Justicia, Culto e Instrucción Pública. 

Hef réndese, tómese razón i comuniqúese. 

Pérez. 

Federico Errázwriz, 



^» 



126. Misiones en Collipulli. — Se establece una misión en Ce- 
Uipulli 
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Santiago, 20 de enero de 1870. 

En atención a lo espuestx) por el intendente de A rauco en la nota qne 
precede, 

Decreto: 

Establécese una misión en la plaza de CoUipuUi, que será .servida por 
misioneros recoletos con un sínodo igual al que gozan otros misioneros de 
la misma orden que desempeñan funciones análogas en la frontera. 

La Tenencia de Ministros de Angol pondrá a disposición del Intenden- 
te de Arauco la cantidad do mil. setecientos noventa i tres pesos cincuen^ 
ta centavos para que se invierta en la construcción de la capilla i de la 
casa de habitación de los misioneros que deben servir en dicho estable- 
cimiento. 

Los espresados edificios se construirán'en conformidad al plano i pre- 
supuestos adjuntos. 

Dedúzcase la cantidad decretada del ítem 2, partida 21 del presupues- 
to del Ministerio del Culto i dése cuenta de su inversión. 

Kef réndese, tómese razón i comuniqúese. 

Pérez. 

/. Blest Oana. 



127. Misioneros de Propaganda Fide.-— Se autoriza el estable 
cimiento en los Anjeles de un convento de esta orden. 

Santiago, 17 de abril de 1877. 

(104) Vista la nota precedente i la solicitud que se acompaña, 

Decreto: 

Autorizase el establecimiento en la ciudad de los Anjeles de un con 
vento de la orden do Misioneros de Propaganda Fide. 

Comuniqúese i publíquese, 

Pinto. 

Miguel LvM AniunátegicL 
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128. Misioneros sal ecianos. — Se concede a los misioneros sale- 
cianos establecidos en Punta Arenas el uso i goce de la isla Dawson. 

Santiago, 11 de junio de 1890. 

Vista la solicitud i los antecedentes adjuntos, i 

Considerando: 

Que hai conveniencia en que el Estado favorezca i estimule a empre- 
sas que tengan por objeto civilizar a ios indijenas en la Tierra del Fuego; 
' Que a mas de los fines humanitarios que se persiguen con tal sistema^ 
también se contribuye con él a facilitar la colonización de tan apartados 
territorios de la Bepública; i, finalmente, 

Que la propuesta que se hace en la solicitud arriba mencionada no im* 
pone al Fisco gi^vámen de ninguna clase, 

Decreto: 

Se concede al £. P, José Fagnano, como superior de los misioneros 
salecianos establecidos en Punta Arena, el uso i goce de la isla Dawson, 
situada en el Estrecho de Magallanes, afín de que se establezcan en ella 
una capilla, una enfermería, una escuela destinada a la enseñanza de los 
indijenas i las demás construcciones que se creyeren necesarias para la 
esplotacion de esos terrenos. 

Esta concesión se hace por un plazo de veinte anos, contados desde la 
fecha en que se dé al mencionado padre Fagnano posesión de la mencio- 
nada isla; pero si el Estado resolviere dar otro destino a los terrenos 
otorgados, podrá reivindicarlos, dando al concesionario para los efectos 
del desahucio i con dos años de anticipación, el aviso correspondiente. 

Las mejoras en los edificios introducidas en la isla Dawson las abonará 
el Fisco a justa tasación de peritos nombrados uno por cada parte si los 
referidos misioneros no alcanzaran a disfrutíir durante diez años de los 
terrenos concedidos. 

Autorizase al Gobernador de Magallanes para que, en representación 
del Fisco, proceda a reducir a escritura pública el presente decreto. 

Tómese razón, rejístrese i comuniqúese. 

Balmaceda. 

Juan E. Mackenna, 
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1 29. Construcciones o reparaciones de ig^iesias —Se regla- 
menta la tramitación de las solicitudes respectivas. 

Santiago, 22 ele setiefmhre de 1893. 

Considerando que el supremo decreto de 21 de enero de 1882, que 
reglamenta la forma en que deben invertirse los fondos con que el Esta- 
do contribuye a la construcción o reparación de iglesias, ha ofrecido 
dificultades en la práctica, que conviene salvar; 

Que, a consecuencia de algunas de sus disposiciones, ocurre, con 
frecuencia; que las cantidades que anualmente consulta la leí de presu- 
puestos para aquel objeto, no alcanzan a invertirse en el curso del año, 
quedando sin terminarse las obras de construcción o reparación a que 
estaban destinadas; 

Que se obtiene una fructuosa i estricta distribución de las sumas que 
el Congresa Nacional concede para fábrica de templos, observando el 
réjiraen establecido para la inversión de fondos fiscales en los demás 
ramos del servicio público, 

Decreto : 

Art. 1.^ Las solicitudes de ausilio fiscal para la construcción o repa- 
ración de las iglesias catedrales, parroquiales o misionales, serán elevadas 
al Ministerio del Culto por conducto del Metropolitano, en la Arquidió- 
cesis; i por conducto de los Obispos, en las respectivas Diócesis. 

Los misioneros presentarán sus solicitudes por intermedio del corres- 
pondiente Prefecto de Misiones, 

Art. 2.^ Las solicitudes deberán ser acompañadas de todos los ante- 
cedentes i documentos que justifiquen el ausilio que se solicita, i de un 
presupuesto detallado de la obra que deba ejecutarse. 

Art. 3 '^ En la distribución de los espresados fondos, serán preferidos 
los templos cuyos trabajos reclamen mayor urjencia. 

Art. 4.^ La inversión de los fondos i la dirección de los trabajos 
correrá a cargo de una junta, que se denominará «Comisión Fiscal de 
Fábrica.» 

Esta Comisión se compondrá: 

Para las iglesias catedrales, del respectivo prelado, quien la presidirá, 
i de dos vecinos nombrados por el Gobierno, a propuesta del prelado. 

Para las iglesias parroquiales, del párroco respectivo, que la' preaidi- 
rá, i'de dos vecinos nombrados por el Gobierno, a propuesta de aquél, v 
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Para las iglesias o cdifícios misionales, la comisión se compondrá dei 
misionero encargado de la misión, que la presidirá i de dos personas 
nombradas por el Go]bierno, a propuesta del respectivo Prefecto. 

No podrán ser miembros de dicha comisión personas que tengan entre 
si relaciones de parentesco. 

Art. 5.° La Comisión Fiscal de Fábrica podrá celebrar los contratos 
que estime convenientes, para la provisión de materiales i ejecución de 
los trabajos necesarios para la obra. 

Los contratos que excedan de quinientos pesos (| 500) deberán ser 
sometidos a propuestas públicas. 

Art 6.° No podrá ser licitador ni contratista de los trabajos a cargo 
de la Comisión, la persona que tenga relaciones de parentesco, en cual 
quier grado que sea, con alguno de los miembros de ella o con el res- 
pectivo Intendente o Gobernador. 

Art. 7.® Los fondos asignados a la obra serán depositados en las teso- 
rerías fiscales, a la orden del respectivo Intendente o Gobernador, quie- 
nes solo podrán espedir libramientos sobre dichas sumas a solicitud 
del encargado de percibirlas, i en conformidad a lo dispuesto en el de- 
creto del Ministerio do Hacienda, de fecha 13 de julio de 1887. 

Art. 8." La Comisión Fiscal de Fábrica no podrá celebrar acuerdo 
sin la presencia de todos sus miembros, pero sus resoluciones pueden 
ser acordadas por mayoría. 

Art. 9.'* Terminada la obra, esta comisión rendirá cuenta instruida i 
documentada, a la brevedad posible, de la inversión de los fondos que 
hubiere percibido. 

Las cuentas serán rendidas al tribunal resi)ectivo, en conformidad a 
la lei de 20 de enero de 1888, (jue crc(') la Corte de Cuentas 

Art. 10. Queda derogado el supremo decreto de 21 de enero de 1882. 

Tómese razón, rejístrese, comuniqúese e insértese en el Boletín de las 
Lfyes i Dicroios del Gobierno, 

MONIT. 

V. Blanco. 



130. Misioneros Recoletos Franciscanos de Nueva Impe- 
ríal.— Se les concede el uso i goce de cuatro hectáreas de terrenos. 
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Santiago, 26 de noviembre de 1896. 

En vista de estos antecedentes, de los cuales resulta: 

Que los misioneros franciscanos do Nueva Imperial ocupan a título 
provisorio i con el permiso del Supremo Gobierno cuatro hectáreas de 
terreno en esa población, desde el año de 1891; 

Que han efectuado en ese predio trabajos de cerramiento, cultivo i 
construcciones desde el año de 1892; 

Con el mérito de lo informado por la Intendencia de Cautin, el Ins- 
pector Jeneral de Tierras i i 'olonizacion i el Fiscal de Hacienda; i 

Teniendo presentes las disposiciones de las leyes de 4 de diciembre de 
1866 i l.<» de febrero de 1893, 

Decreto: 

Concédese a los misioneros recoletos franciscanos de Nueva imperial 
el uso i goce de las cuatro hectáre:is de terreno que ocupan, situadas al 
norte de la Misión que mantienen en esa ciudad. 

El Gobernador respectivo, en representación del Fisco, procederá a 
reducir a escritura pública el presente decreto. 

Tómese razón, rejístrese i comuniqúese. 

MONTT. 

féwis Barros Bovgoño. 



131. Misioneros Recoletos Franciscanos en Carahue— Se 

les concede el uso i goce de media hectárea de terreno para casa misional 
i colejio de niños indijenas. 

Santiago, 26 de diciembre de 1895. 

Núm. 1,733. — En vista de estos antecedentes, i con lo infonnado por 
el Intendente de Cautin i el Inspector Jeneral de Tierras i Colonización, 

Decreto: 

Destínase al establecimiento de una casa misional i colejio de niños 
indijenas la media hectárea, actualmente desocupada, de terreno fiscal^ 
situada al costado de la plaza principal de Carahue. 

Al efecto> eonüédese a los Misionerofi» Recoletos Franci$canos el usto i 

30 
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goce de dicha propiedad con ol objeto de que implanten en ella los esta 
blecimientos indicados. 

£1 Gobernador de Imperial, en representación del Fisco, reducirá a 
escritura pública el presente decreto. 

Tómese razón, rejistrese i comuniqueie. 

MoNTT. 

LuÍ8 Bancos Borgoflo. 



POBLACIONES 
132. Apditura de calles i ensanche de poblaciones. -- Se 

dicta la Ordenanza respectiva, 

Santiago, 4 de enero de 18Jf4. 

En uso de la facultad que al Gobierno confiere el articulo 33 de la 
lei de 17 de diciembre do 1842, i siendo de necesidad dictar las disposi- 
ciones jenerales a que deben arreglarse las calles i nuevas poblaciones 
con que se ensanchan las antiguas , a fin de guardar la correspondiente 
regularidad i el orden necesario al ornato, salubridad i comodidad de 
las ciudades i villas de la República, he venido en decretar la siguiente 

ORDENANZA: 

Art, 1.** Toda nueva calle, barrio o población con que se ensanchen 
las ciudades o villas de la Kepública, se arreglará para su apertura i 
delineamiento a lo prevenido on los artículos siguientes. 

Art. 2.^ Los que quisieran fundar una nueva población o abrir ba- 
rrios o nuevas calles, ocurrirán a la autoridad gubernativa de la pro* 
viiicia esponiendo las condiciones de su proyecto, pidiendo que se de* 
signe el nombre que se ha de dar a la población, i acompañando un 
plano o diseño do los terrenos en que ésta se ha de establecer, i habien- 
do obtenido el permiso escrito que exije el articulo 33 de la lei de 7 de 
diciembre de 1842, se procederá a practicar la delineacion por el Direc- 
tor de Obras Públicas del departamento on que se hallan los terrenos, i 
si no existiera este funcionario, por otra persona nombrada por el Go. 
bernador respectivo. 

Art. 3.® Cuando en manzanas ya pobladas se abra una calle para 
comunicar o ensanchar otras antiguas, no se podrá dar a* aquéllas me- 
nos ancho que el que éstas tuvieren 
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Art 4." Si se abriere una callo en terrenos despoblados o en los su- 
burbios de una población, aun con el objeto de ensanchar o continuar 
la linea de las antiguas^ se le dará precisamente veinte varas de claro. 
Lo mismo se observará en los barrios que se agreguen a los ya formados 
o en his poblaciones que se funden por primera vez en terrenos aislados. 

Art. b/* Las calles trasversales que se abran para comunicar los nue- 
vos barrios o poblaciones tendrán el mismo ancho i se colocarán a dis- 
tancia de ciento treinta varas cada una, cortando en ángulos rectos las 
calles derechas, 

Art. 6.^ No se espedirá el permiso escrito de que trata el articulo 2.® 
de esta ordenanza si los dueños de los terrenos en que se hiciere una 
nueva población no se convienen primeramente en vender el número de 
varas que se necesite para plazas, igle7<ias i edificios fiscales i municipales 
según la tasación que se practicará por dos peritos nombrados, uno por 
el dueño de los terrenos i otro por el jefe del departamento en que ésto* 
se hallen ubicados. 

Art. 7.** La plaza mayor de toda nueva población, se establecerá de 
manera que partan dos calles principales por cada una de sus cuatro 
esquinas, formando acera derecha con la misma plaza i con la calle que 
se halle a la misma línea en esquina de frente. 

Art. 8.* Los pobladores que se establezcan en toda nueva calle o 
población dispondrán los edificios qtie construyan de modo que estén 
todos unidos i a un mismo nivel, para que guarden en cuanto sea posible 
la regularidsd necesaria a su ornato. 

Art 9.® 8e prohibe en toda nueva población edificar mojinetes sobre 
las puertas o ventanas esteriores i asimismo formar pilastras ni obras 
voladas^ a fin de que la vereda no quede interceptada por construcción 
estema de ningún j enero. 

Art. 10. La misma prohibición se cstiendea todo edificio que se 
construyere de nuevo en las poblaciones antiguas» aun cuando antes 
hubiere existido en el mismo sitio otro con las formas que ahora se 
prohiben. 

Circálese, publiquese, anótese i archívese. 

Bülní:s. 

Ramón Luis Irarrdzavál, 

Nota. — Véase bajo el 144 la disposición citada en el considerando de la orde- 
lianza; véase, Mimismo, losartfcnlos 600 i 601 d^ Oódigo Civil. 
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133. Distribución i adquisición de sitios físcalea— Se dicta 

el Reglamento respectivo para la distribución i adquisición de sitios 
fiscales en las poblaciones de los territorios de colonización. 

Santiago, 24 de abril de 1885. 

Siendo conveniente establecer de una manera uniforme las bases i 
condiciones con arreglo a los cuales deben distribuirse i adquirirse en 
definitiva los sitios fiscales en ks poblaciones de los territorios de coló- 
nizacion^ en uso de la facultad que me confiere el articulo 2° de la leí 
de 4 de diciembre de 1866, 

Decreto: 

l.'^ Los sitios en que se dividan los terrenos destinados a poblaciones 
en los territorios de colonización, inclusos aquellos que aun no estén 
vacantes en las ya fundadas, sea por no haberse concedido su posesión, 
sea por no haberse cumplido por los concesionarios con las condiciones 
impuestas, serán clasificados, para los efectos del presente decreto, en 
dos categorías. 

Pertenecerán a la primera los que se contengan en las manzanas ubi- 
cadas hasta tres cuadras en contorno de la plaza principal señalada en 
el plano respectivo, i a la segunda todos los demás. 

2.® Las personas que desearen obtener la posesión provisoria de sitios 
de una i otra clase, lo solicitarán por escrito ante el gobernador del de- 
partamento, quien lo otorgará bajo las siguientes condiciones: 

a. £1 concesionario deberá tener construida i tejada, en el término de 
un año, contado desde la fecha de la entrega, ({ue se anotará en la mis- 
ma concesión, una casa que no sea de media agua i que tenga veinte 
metros de frente por lo menos, si el sitio fuere de primera clase, i de 
doce, si fuere de segunda No podrá emplearse en la construcción de la 
casa ni en su techumbre material pajizo; 

b. Será igualmente obligado el concesionario a tener el sitio, en el 
mismo plazo, completamente cerrado con cerco de madera o con mura- 
llas de adobe u otro material sólido, que no bajen de metro i medio de 
altura; 

c. £1 concesionario queda también obligado a llenar con ripio las ve- 
redas correspondientes al frente i costados de sus sitios i a construir el 
cordón esterior de éstas con ladrillos o medias vigas de pellin. 

3.^ Todo peticionario, al solicitar el título provisorio, acompañará un 
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certificado de depósito en la Tesorería Municipal por la suma de cua- 
renta pesos, o de veinte pesos, respectivamente, según fuera de primera 
o de segunda clase el sitio pedido. Estas sumas serán devueltas a los 
concesionarios, sin intereses; cuando se les otorgue el título definitivo 
de propiedad; pero quedarán a beneficio municipal si el sitio volviese a 
poder del Fisco por no haberse dado cumplimiento a dichas concesiones. 

4.*^ Ninguna persona podrá ser concesionaria en las poblaciones de 
dichos territorios de mas de un sitio, el cual no podrá exceder de la 
octava parte de una manzana. 

Todo individuo que, por medio de terceros, o por otro espediente 
cualquiera, pretenda burlar esta disposición, perderá el derecho al sitio 
que hubiere solicitado anteriormente en su propio nombre, como igual- 
mente el depósito que hubiere hecho por esta causa, que será aplicado 
a fondos municipales. 

5.® Las quintas urbanas o sub-urbanas que hasta aquí se hub esen 
concedido a particulares i en los cuales no se hubiere dado cumplimiento 
a las condiciones impuestas al concesionario^ volverán desde luego a po- 
der del Fisco i serán divididos en ocho solares para los efectos de este 
decreto. 

6.^ Vencido el término dentro del cual ha debido darse cumplimiento 
a las condiciones señaladas en el artículo 2.°, el concesionario podrá 
presentarse ante el Gobernador pidiendo que, comprobado el cumpli- 
miento de dichas condiciones, se le otorgue el título definitivo de do- 
minio. 

Justificado el hecho por el testimonio de una comisión que el Gober- 
nador nombrará al efecto, este funcionario elevará los antecedentes con 
el informe respectivo al Ministerio de Colonización, a fin de que se es- 
pida la orden correspondiente })ara otorgar la escritura de donación a 
favor del agraciado. 

En ningún caso esta escritura, que es la que confiere la propiedad 
definitiva, será estendida a favor de otra persona que de aquella que 
hubiere obtenido el título provisorio o de las que probaren ser sus here- 
deros lejítimos. 

7.^ La colonia de Magallanes queda esceptuada de las disposiciones 
de este decreto. 

Tómese razón, comunííjuese i anótese. 

Santa María. 

A. Vergara Albano. 
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434.— Fundación de Poblaciones r— Se dictan las reglas a que 
debe Bujetarse la fundación de poblaciones en territorio indíjena. 

Santiago j 12 de marzo de 1894. 

Núm. 324.— Vistas las adjuntas comunicaciones del Intendenta de 
Malleco i del Inspector Jeneral de Tierras i Coloni/Acion; 

Teniendo pn senté las disposiciones de la leí de 4 de diciembre de 
1866 que autoriza al Presidente déla República para establecer pobla- 
ciones en el territorio indíjina; i considerando que, conforme al decreto 
Supremo de 28 de diciembre de 1889, corresponde el establecimiento 
en las colonias de nuevos centros de población a la Inspección Jeneral 
de Tierras i Colonización, 

Decreto; 

Ijü fundación de poblaciones en los terrenos que según lo prevenido 
por el decreto de 28 de diciembre de 1889, están a cargo de la Inspec- 
ción Jenersl de Tierras i Colonización, se sujetará a las disposiciones si- 
guientes: 

1,* £1 establecimiento de toda población nueva deberá ser autorizado 
previamente por el Presidente de la República; 

2.^ Obtenida la autorización anterior, la Inspección Jeneral hará los 
trabajos necesarios, confeccionará los planos de la nueva población i los 
someterá a la aprobación dol Presidente de la República, el cual, caso 
de aprobarlos, determinará el nombre que se le haya de dar, le asignará 
sus límites i fijará las reservas para construcciones fiscales^ tomando 
como bases las que proponga la Inspección Jeneral; 

3,» En el decreto en que se aprueben los planos de una población, 
podrá prescindirse de fijarle límites siempre que lo pida espresa i fun- 
dadamente la Inspección Jeneral; 

4.^ La nueva población quedará sometida a dicha autoridad para la 
concesión de los sitios que deben repartirse a los pobladores, de con- 
formidad con lo prevenido en el art. 20 de la lei de 4 de diciembre 

de 1866; 

5.* En consecuencia, la concesión provisoria délos sitios deberá ha- 
cerse por el Inspector Jeneral de Tierras i Colonización, i la definitiva 
por el Presidente de la República, sujetándose a las disposiciones del 
decreto de 24 de a^ril de 1885, que no fueren modificadas por las del 
presente; 
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6.^ En las concesiones provisorias que haga la Inspección Jeneral, no 
será necesario efectuar el depósito que el referido decreto exije, sino 
que la concesión caducará por el solo hecho de no haberse cumplido las 
condiciones que el mismo decreto impone en el término de un año, con- 
tado desde el dia en que el interesado haya entrado en posesión del 
sitio; 

7.* Para atestiguar el cumplimiento de las condiciones establecidas 
en el título provisorio, se valdrá la Inspección Jeneral del informe de 
cualquiera de los injenieros que de ella dependen; 

8.* Con el acuerdo espreso del Ministerio de Colonización, la Inspec- 
ción Jeneral podrá hacer marcar en los planos i dentro de las manza- 
nas situadas a mas de tres cuadras de la plaza principal, sitios de mas de 
un octavo de manzana, destinados a ser concedidos a industriales que en 
ellos quieran instalar sus establecimientos; i 

9.* Cuando el desarrollo de las poblaciones lo exija, el Ministerio de 
Colonización ordenará que la concesión de sitios se efectúe en completa 
conformidad con las disposiciones del decreto de 24 de abril de 1885. 
Esta medida pondrá término a la intervención de la Inspección Jeneral 
de Tierras en la distribución de los sitios. 

Tómese razón, rejístreso, comuniqúese i publíquese, 

MONTT. 

V. Blanco. 



, j 






TÍTULO IV 

Aguas, Bosques, Caminos, Caza o Pesca, 
Luces o Faros, Marcas i Muelles 



135 Medida de los Regadores — So fija la medida do los rega- 

clores. 

Savtiago, 18 de noviembre de 1819 

Conformándome con lo acordado por ol Excmo. Senado con fecha 5 del 
corriente vengo en declarar por regla jeneral: que el regador bi^'n sea del 
canal de Maipo, o de cualquier o' ro rio, se compondrá en adelante de una 
sesma de alto i cuarU de ancho, con el desnivel de quince pulgadas, el 
que 86 aprecia en setecientos cincuenta pesos^ cuya venta solo So veriñcará 
a dinero de contado; previniéndose que «isí como el que necesitare mas 
cantidad de agua que la que compone un regador se le pueden vender en 
mayor número los regadores, así el que necesitase monos nunca podrá 
b.jiír de la mitad, i (|ue los raarcí»s i boca-tom:\s soán de cuenta del com- 
prador, quedando al cuidado del Gobierno el nonib :ir pcisona de su sa- 
tisfacción que señale el lugar donde debe fijarse el marco, i abrirse la 
boca-toma con el declive insinuado. — También se declaran libres los 
razgos o tránsitos de las aguixs por cualquier terreno que pasen i sean 
convenientes al comprador, a no ser por aquellos donde haya planteles, 

en cuyo caso éstos podrán convenirse con los propietarios. 

31 
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I para que llegue a conocimiento de todos, insértese en la Gncpta Mi- 
nütériaL 

O'HlGGINS. 

Cruz. 



Nota. — La última fiarte de esta disposición se haya derogada por los artículos 
862 i 865 del Código Civil; i la insertamos [)or la que fija la medida del regador. 



136. Aguas de ríos que dividen departamentos o provin - 

Cias. — Se dicta la Ordenanza que reglamenta el uso de l<is aguas de los 
ríos que dividen provincias o departamentos. 

Santiago^ enero 3 ele 1872. 

En uso de las facultades que me confiere el articulo 11 D de la leí de 8 
de noviembre de 1854 i de acuer 'o con el Consejo de Estiido, 
He acordido i decreto: 

ORDENANZA 

Art. 1.® Cuando sobrevenga escasez de aguas cu los rios que dividen 
departamentos o provincias, de manera que sea t ecesaiio i;ara el buen 
arreglo someterlos a turno, se procederá a hacer la dislribucion de sus 
aguas entre los canales de una i otra ribera, haciéndose el repartimiento 
de la manera mas equitiitiva posible i en proporción a la cantidad de agua 
que ordinaríamonte haya llevado cada canal. Tendrán parte en esta dis- 
tribución todos aquellos canales que tengan título o merced concedida 
por autoridad competente, aquellos cuyos derechos hubiesen sido decía 
rados por los Tribunales de Justicia, o se encontrasen reconocidos sin 
contradicion, i los que tengan en su favor el título de la posesión, todos 
con las limitaciones que se indicarán mas adelante. 

Art. 2.® La distribución que prescribo el artículo anterior se hará por 
los jueces de aguas que nombrará al efecto el Presidente de la Repú 
blica. 

Aj*t. 3.® Son deberes de los jueces de aguas: 

1.® Hacer por sí mismos la distribución de las aguas entre los canales 
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de ambas riberas, con arreglo a las prescripciones de la presente orde- 



nanza; 



2.® Velar constantemente porque no se altere dicha distribución, res< 
tahlecióndola en el acto que por cualquier accidente tuviere lugar alguna 
alteración 

3.^ Proponer a los gobernadores de ambos departamentos todo lo que 
fuere conveniente pfura hacer efectivo el m}\8 equitativo i f icil reparti- 
miento do las aguas; 

4.** Pedir ausilio a los mismos funcionarios para hacer cumplir i rea- 
petar las marcaciones que hicieren en las bocas de los canales; 

5.° Tener los inspectores necesarios nombrados i pagados por ellos, 
que le ayuden a velar porque se ejecuten los repartimientos con toda 
exactitud. 

Art. 4.^ Si alguno se sintiere agraviado con el repartimiento hecho 
por el juez de aguas, puede apelar al juez letrado de la cabecera del de 
partamento mas inmediato al rio, si ambos departamentos tuviesen juz- 
gados de Ictnvs, sin perjuicio de cumplirse lo mandado por iiquel, mien- 
tras se resuelve el asunto por el juzgado. 

Art 5.^ El que destruyere o alterare la demarcación del juez con el 
objeto de aumentar el caudal de una toma, serii castigado con la priva 
cion del agua por espacio de ocho días la primera vez i de quince las 
posteriores. 

Si la alteración fuere hecha por persona que no sea el dueño del ca- 
nal^ o no se hubiere hecho por su orden, sufrirá el culpable la pena de 
50 pesos de multa a beneficio de la Municipalidad a cuyo territorio per- 
teneciere el penado o a una prisión de igual número de dias. Igual ]>ena 
se impondrá, si la alteración tuviere por objeto disminuir la cantidad de 
agua fijada por el juez. 

Art. 6.*^ Las penas a que se refiere el artícido precedente ser.in im- 
puestas por el juez de aguas con apelación al juez de letras que designa 
el artículo 4", pero solo en el efecto devolutivo. 

Art. 7.'' Los dueños de canales pagarán el sueldo del juez i los gastos 
que ocasione la distribución de las aguas. ii\ valor de aquellos i do éstos 
será distribuido por el mismo juez entre los canales de una i otra ribera, 
en proporcií)n al caudal de aguas «jue corresponda a cada canal. 

Art. 8.° Si alguno se creyere perjudicado por la cuota de gastos que 
le fuere asignada tendrá apelación en lo devolutivo paia ante el juzgado 
designado en el artículo 4.® 

Tanto en este case, como en los de los artículos 4.** i G.^ el juez de le- 
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tras procederá verbal i sumariamente en cuanto lo permitan la natura-- 
leza i circanstancias del asunto. 

Art. 9.^ El dueño o dueños de cada canal deberán espresar por escri- 
to al Intendente, si el rio divide dos departamentos de una misma pro- 
vincia, en el término que éste fije, siempre que se decrete turno, cuál es 
la persona encargada do representar los intereses de su canal. 

Si el rio fuere divisorio de dos departamentos de diversas provincias, 
so dará en la misma forma el aviso al gobernador de la cabecera mas 
inmediata al rio. 

Los procuradores municipales serán los representantes de los derechos 
de las tomas de ciudad. 

El canal que no tuviere representante constituido en la forma indica-» 
da, no tendrá parte en la distribución de las aguas. 

El canal cuyo representante no pagare la cuota que le corresponde 
conforme al artículo 7.^, será privado del agua.. 

Art. 10. Las mercedes de agua que se concediesen desde la promul- 
gación da esta Ordenanza en los ríos que en ciertas épocas del año se 
sujetan a turnos a causa de que sus aguas no alcanzan a satisfacer las 
necesidades de las tomas existentes, solo darán derecho a sacar agua 
cuando dichos ríos no están sujetos a turno; poro mientras lo estén, no 
tendrán parte en la distríbucion de sus aguas. 

Art. 11. Tampoco podrán sacar agua en lo3 casos de tumo aquellos 
canales que no deben gozar de este beneficio en virtud de declaración 
hecha por sentencia de los Tribunales de Justicia, o gozarán do él en los 
términos que las sentencias declaren. 

Art. 12. Lo dispuesto en el articulo 1.^ de la presente Ordenanza so- 
bre la proporción en que deben distríbuirse las aguas, es sin perjuicio 
de los derechos particulares declarados o que en adelante se declaren 
por sentencia de los Tribunales de Justicia, cuyas resoluciones serán la 
primera regla a que deben someterse los jueces de aguas en los reparti- 
mientos que les corresponde hacer. 

Art. 13. Mientras se dicta una disposición sobre el sistema de obras 
sólidas que deben ejecutarse en los ríos para que sus aguas puedan 
ser distribuidas con exactitud según los derechos de cada canal, se harán 
malecones o pretiles que tengan en un lugar conveniente, después de es- 
traida el agua del río, una compuerta de desagüe que permita graduar 
con facilidad la porcicn de agua que deben llevar, dejando caer al rio los 
sobrantes. 
Art. 14. A fin de fijar la porción de agua que ordinaríamente lleva 
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cada canal para que sirva de base a la distribución en casos de tumo, 
según se establece en el articulo 1.® de esta Ordenanza, se tendrá una 
reunión de los representantes que deben tener los canales con arreglo a 
la disposición del artículo 9.^ 

En esta reunión, teniendo a la vista los títulos do cada canal, si los 
hubiere, se pondrán de acuerdo los interesados en la cantidad de agua 
que deba asignarse a cada uno como dotación ordinaria; sin perjuicio de 
los derechos de preferencia u otro que algunos pudieran alegar i que 
sean de la competencia de los Tribunales de J^ticia. 

Los acuerdos que se celebren en la forma indicada obligarán a los ca- 
nales cuyos representantes no hubieren concumdo a la reunión. 

Los Intendentes o Gobernadores, a quienes corresponda según lo es- 
tablecido en el ya citado artículo 9.^ harán la citación con la debida opor- 
tunidad designando el dia i la hoi*a en que debe celebrarse la reunión, 
que tendrá lugar bajo su presidencia i en la sala de su despacho. 

Si no se arribase a acuerdo en la reunión, se levantará acta para cons- 
tancia, remitiéndose al Ministro del Interior, a fin de que el Presidente 
de la República nombre un injeniero o comisión de injenieros que proce- 
da a determinar la cantidad de agua que ordinariamente debe correspon- 
der a cada canal, teniendo presente las bases establecidas en el artí- 
culo 1." 

Art. 15. Los Intendentes i Gobernadores, a quienes corresponda, cui- 
darán de avisar oportunamente cuando convenga establecer i suspender 
los turnos I atendida la escasez o abundancia do las aguas, dobiento remi- 
tir al Ministerio del Interior antecedentes sobre el número de tomas que 
existan en una i otra ribera, sobre la ostensión de caja do rio que haya 
que recorrer i vijilar i demás datos conducentes a fijar el sueldo de que 
debe gozar el juez de aguas i el número de inspectores que haya de tener 
a su servicio. 

Art 16. Los mismos funcionarios quedan encargados de vijilar por el 
exacto i fiel cumplimiento de esta Ordenanza^ debiendo dar cuenta si 
por parcialidad, omisión u otro motivo cualquiera no se hiciese una dis- 
tribución equitativa, en cuanto fuere posible, de las aguas de los rios. 

Tómese razón, comuniqúese i publiquese, 

Ebrázuriz. 
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137. Aguas de rios que dividen departamentos o provin- 
cias. — Circular del Ministerio del Interior relativa a la vijencia de la 
Ordenanza de 3 do enero de I87'i. 

Santiago, I.** de octubre de 1886. 

Habiéndose suscitado dudas en varias localidades de la República 
acerca de la vijencia de la ordenanza de 3 de enero de 1872 sobre dis- 
tribución de las aguas de los rios que dividen {>rovincias o departamen- 
tos, este Ministerio llama la atención de US. a un informe del Fiscal de 
la Corte Suprema de Justicia sobre el referido asunto, que se rejistraen 
el número 2,807 del Diario Oficial^ correspondiente al 10 de setiembre 
último. 

De dicho informe aparece claramente que solo están derogados los 
artículos 5.® i 6.* de la referida ordenanza, de los cuales el primero im- 
pone penas al que destruya o altere la demarcación hecha por el juez de 
aguas, con el objeto de aumentar el caudal <le una toma, i el segundo 
autoriza al mismo juez de aguas para aplicar esas penas. 

Dada esta intelijencia, creo del caso manifestar a US. que. con cseep- 
cion de los citados artículos, la referida ordenanza debe ser observada 
en todas sus partes. 

Dios guarde a US. 

EUSEBIO LiLLO. 
A los Intendentos. 

Nota. — La ]>i«za a quo s • refiere la oircular anterior es la siguiente: 

Informe del Fiscal de la Corte Suprema en que se declara vijente la 
Ordenanza sobre distribución de aguas de 3 de enero de 1872 

Señor Ministro: 

Po:iini el artícnlo 598 (K-1 OmIíj^o Civil, el uso i pfoce que para il riego i otros ob- 
jetos li itos corr«»8poiiflen a los particulares on los rios, están sujetos a las disposi- 
cioi os del niiñuio Código i a las ordenanziis jenerales o looales que sobr.t la materia 
se promulguen. 

Kl íirtículo 119 de la lei dn 9 de noviouibre de 1854 sobro Organizicion i Atri- 
Inuiouctt do las Muuioi[)alidadts di pnie que el '¡ictar reglas do jiolicía r?s|>ccto do 
loa rio* í|Uü d.vi-l m dfqiirti'íioiiíos o pj'oviuoiis, a)lu'e actos (juo no «pan el simple 
f^Q 4e (as riberas^ Qorre8^x>Qd6 al Fre8Íd«Qt0 4^ \^ Kepública, i ai esaa realas reoik< 
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ycton Bobrc la polida de Davegacion do los mismos u otro uso semejante, i se asig- 
nan }M!nas de policía, deberá procederse con acuerdo del Consejo de Estado. 

En uso de la facultad conferida por r ste artículo, el Presidente de la República 
dictó, de acuerdo ccn el Consejo de Elstado, la or louauza de 3 de enero de 1872 
sobre la distribución de las aguas de ios rios que dividen provincias o departamentos. 

Según esta orJenanza^ los intendentes i gobernadores a ([uienes corresponda, de- 
ben caidar de dar oportuno aviso al Ministerio do lo Interior cuando convenga esta- 
blecer i suspviider los tumos, atendida la escAsez o abundancia de las ajanas, remitien. 
do datos sobre el número de tomas que existan en uu% i otra ribera, sobre la ostensión 
de la caja del rio que haya que i-cconer, etc. 

El repartimiento de las aguas debe hacerse de la manera mas equitativa, en pro- 
porción a la cantidad que ordinariamente haya llevado cada canal; i se efectuará por 
los jueces de aguas que al efecto ha dn no:nbrar el Pres'dente do la República, i se- 
gún las reglas que la misma ordenanza establece. 

Los empleados que esta ordenanza \\fim%j>jece9 de (igwis no son mojistrados judi- 
ciales, sino simples ajentos do la autoridad gubernativa. Ni el re^iarto de aguas que 
esos ajen tes deben hacer con arreglo a la oiilcnanz%, es asunto judicial ^ en el sentido 
natural i obvio de estas palabras, sino un servicio meramente administrativo, como 
los que pueden estaVecer las municipalidades conforme al artículo 118 de la citada 
lei de 8 de noviembre de 1854. 

Por consiguiente, esi ordenanza, que está autorizada por disposiciones espreaas del 
Código Civil i do la antedicha Ici, no ha sido derogada, en cuanto regla :nenta la 
distribución de las aguis de los rios a que se refiere, por U lei de 15 de octubre de 
1875, cuyo articulo 5.^ dispone que a los tribunales que ella ostableoe estará sujeto 
el conocimiento de todos los asuntos judiciales que so promuevan en el orden tempo- 
ral dentro del territono de la Repúblici, con los únicas csccpciones que el mismo 
artículo onumura. 

Hecha la distribución ele las aguas do un rio pm' el ájente que al efecto haya nom- 
brado el Presidente la República, el due5o do cada canal que tenga derecho a esas 
aguas, queda obligado a respetarla so pena de hacerse roo del delito de usurpación 
previsto i castigado por los artículos 459, 460, 461 i 495, número 22 del Código 
Penal. 

La represión de ese delito debe ser materia de una causa criminal cuyo oonooir 
miento corres|)onde esclusivamentc a los Tribunales do Justicia, según lo dispuesto 
en el artículo 108 do la Constitución Política de la República ¡ en el artículo 1.° de 
la leí do 15 do octubre de 1875. 

Por consiguiente, resultan derogados por las antedichas disposiciones legales el 
articulo 5." de la ordenanza, que imponía ciertas penas al que destruyese o altsrase 
la demarcación hecha por el juez de aguas, con el objeto de aumentar el caudal do 
una toma, i el artículo 6.°, (pie autorizaba al mismo juez de aguas para aplicar esis 
peoas. 

Todas las domas disposiciones de la ordenanza están vijentes. 

Si existen r»*80iU(;iones gubernativas que han declarado que en materia de tumos 
i repartimiento de aguas <1o rios debo intervenir la justicia ordinari*«, ellas se han 
dicbvdo Rogiiramcnte en ca^os a que no era apücable la ordenanza de 8 de enero d0 
J872, pr tratavso de vioa í}UO no dividen depártamenos o jiroyípciíw, 
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Scgiin el art. 4.** de dicha ordenanza, o] qac so sintiere agraviado con el reparto 
hecho por el juez de agna^, puede apelar al juez letrado de la cabecera del departa- 
mento mas inmediato al rio, si ámbod departamentos tuvieron juzgados de letras, 
sin perjuicio de cumplirse lo mandado por aquel, miéutius se resuelve el asunto \^t 
el juzgado. 

Si la distríbution de las aguas debe hacerse iK>r el ájente del Poder Ejecutivo, que 
se llama juez de aguas, i si las reclamaciones a que esa distribución diere lugar han 
de interponerse ante el Juzgado de LetiTis, es claix) que los gobernadores no están 
llamados a resolver ninguna cuestión relativa a esta materia. 

Por lo tanto, el Gobernador de los Andes no tiene para qué |)edir la solución do 
las cuestiones 8.^, 4.% 5.* i 6.^ que indica en el oñcio que el Intendente de Aconcagua 
ha trascrito a US. con fecha 4 de agosto próximo [)asado. . 

Las cuestiones 1.* i 2.*, consignadas en ese oficio, deben resolverse, en sentir del 
infrascrito, conforme a lo que deja espiiesto acerca de la vijencia de la referida or- 
denanza. 

La cuestión 7.*^ dice como sigue: «Para los efeclos del articulo 22 de la Ici del Ré- 
jimen Interior ¿debe entenderse por población solamente la ciudad o todo lugar doudo 
haya pobladores? 

Dicho articulo 22 dispone lo Biguiontc: 4lSi el derecho a las aguas diere márjen a 
cuestión entre la autoridad i los |>articularcs, el Gobernador solo podrá tomar medi- 
das provisionales con el fíu de conservar los derechos de agua de \ílsí jwhlacíones.t 

El artículo 20 del Código Civil prescribe (^ue las palabras de la Ici se entenderán 
en su sentido natural i obvio, según el uso jcneral de las mismas palabras; ])ero cuan- 
do el lejislador las haya definido expresamente pai^a ciertos materias, so les dai*á en 
éstas su significado legal. 

La i)alabra población^ en el sentido en que la disposición trascrita la emplea, sig- 
nifica, según el diccionario de la leugua, <la ciudad, villa o lugar que cstA poblada i 
habitada de jen te. ]^ 

A esta defíuicion debe atenerse el Gobernador de los Andes, conforme al citado 
precepto del Código Civil. 

En cuanto al nombramiento del juez de aguas del rio Aconcagua hecho en don 
Blas González Otero, nombramiento ([ue no aparece entre los antecedentes acompa- 
ñados, debe considerársele subsistente, si no so le limitó a un tiempo determinailo que 
ya haya trascurrido. 

En virtud de lo espuesto, el Fiscal juzga que el Intendente de Aconcagua ha pro- 
cedido correctamente, conformándose a lo dispuest9 en el inciso 1.° del articulo 22 
de la lei del Rejinien Interior, al dlrijir al Gobernador de los Andes el oficio que 
trascribe en el que ha dirijido a US. con fecha 21 de agosto próximo pasado; i que 
dicho Gobernador ha debido apresurarse a dar cumplimiento a las prevenciones con 
tenidas en esc of.cio. 

Santiago, 6 de setiembre do 1886. — Hojas, 



138. JuioiOS sobre aguas. — Se reglamentan las citaciones de los 
interesados en los juicios sobre repartición de aguas o sobre derechos 
preferentes a «Has. 
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Santiago, 26 de agosto de 1887. 

Por cuanto el Congreso Nacional ha prestado su aprobación al si- 
guiente 

FROTEOTO DE LBI: 

Artículo i\nico. — En los juicios sobre repartición de aguas o sobre 
derechos preferentes a ellas, la citación de los interosados se hará, siem 
pre que la necesidad de evitar gastos considerables o notable pérdida 
de tiempo^ o el crecido número de interesados lo exijieren, por medio 
de avisos en los diarios i periódicos del departamento respectivo, publi- 
cados durante el tiempo que el juez designare para el efecto. 

A falta de diarios i periódicos en el depart;imento, la publicación se 
efectuará en alguno de los de la capitd do la provincia. 

En todo caso la publicación se hará en uno de los diarios de la capital 
de la República i gratuitamente en el Diano Oficial i en la Gaceta de 
ltS'Trihu7iale8, 

Para decretar esta forma de citación i para la designación del diario 
o diarios en que haya de hacerse la inserción de los avisos, el juez pro* 
cederá con audiencia del Ministerio público. 

I por cuanto, oido el Consejo do Estado, he tenido a bien aprobarlo i 
sancionarlo; por tanto, promulgúese i llévese a efecto como lei de la 
República. 

J. M. Balmaoeda. 

Pedro MontL 



Nota.— Sobi-e agiias véase el título 3.° i 11 del libro 2.° del Código Civil i el 
artículo 2,329; los artículos 459, 460, 461 i 495, numero 22 del Código Penal; 25 
do la loi de 17 de diciemlro de 1842; 16, 17 i 22 de la do 23 dodieiembre de 1885; 
102 i 103 de la de 12 de setiembre de 1887; 26, número 2.° de la de 21 do diciem- 
bre de 1891, i 9 del Código de Minería. 



139. Aguadas de propiedad fiscal— Se reglamentan las conce 

siones para usar las aguadas de propiedad fiscal, 

32 



250 RBOOPILAOION DE LEYES 



Santiago, 22 de aetiemhre de 1893. 

Núm. 1,351. — Teniendo en consideración que so han presentado di- 
versas solicitudes en demanda de concesiones para usar aguadas de pro- 
piedad fiscal en las provinciaa del norte de la Kepública; 

Que es menester, tanto en resguardo do los intereses jenerales como 
en beneficio de los particulares interesados, establecer las reglas a que 
deben someterse las concesiones de esa naturaleza, 

He acordado i decreto: 

Art» 1." Las personas que deseen obtener permiso para usur aguadas 
naturales en las provincias de Tacna, Tarapacá, Antofagasta, Atacama, 
Coquimbo, se presentarán sd Gobernador del departamento en que 
exista la que se pretenda usar, indicando el punto preciso de su ubica- 
ción, las condiciones i calidad de los terrenos circunvecinos i el objeto 
con que se solicita. 

Art. 2.® El Gobernador elevará la solicitud al Ministerio de industria 
i Obras Públicas, por conducto del Intendente de la provincia i con el 
informe que ella le sujiera. 

En este informe deberá espresarse si la concesión debe ser otorgada 
por plazo indefinido o temporal i si debe ser a título oneroso o gratuito. 

Art. 3.® Si se diere lugar a k concesión, en el decreto que al efecto 
se espida, se harán constar las siguientes circunstancias: 

a) Que se hace para un objeto determinado, sin perjuicio del derecho 
de terceros lejítimamente adquirido i con arreglo a las disposiciones 
vijentes o que se dictaren posteriormente sobre la materia; 

b) Que será intransferible, salvo permiso especial del Gobierno; 

c) Que caducará si se hiciere de la aguada un uso distinto de aquel 
para el cual ha sido concedida; 

d) Que caducará igualmente si antes de que trascurran sesenta dias 
después del decreto que la otorga no se redujere éste a escritura pú- 
blica. 

Art. 4.** La escritura pública a que se refiere el artículo anterior será 
suscrita por el interesado i por el tesorero fiscal del departamento res 
pectivo. Una copia autorizada se remitirá al Director del Tesoro, de- 
biendo este funcionario tomar razón de ella. 

Art. 5.' I 1 concesionario no podrá en ningún caso impedir a los par- 
ticulares el Ubre «.cceso a la agua4a cuyo uso se le coucacje, ni privar 
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tampoco del uso de ella a los estiablocimientoa rain oros o de otra natu- 
raleza que existan o puedan existir a las inmediaciones, tampoco podrá 
entorpecerse el libre tráfico de los caminos con las obras que se cons- 
truyan. 

Art. 6." Si el concesionario no hiciere de la aguada, dentro del plazo 
que se le señale, el uso para el cual se le concede, caducará la concesión. 

Art. 7.** Si el Gobierno juzgare necesario destinar a algún uso pú- 
blico las aguadas que se concedan, los concesionarios estarán obligados 
a entregarlas, teniendo derecho a que se le pague el valor efectivo de 
las obras que hubieren ejecutado para aprovecharlas. 

La tasación de este valor será hecha por dos peritos nombrados, uno 
por el gobernador del departamento i otro {)or el interesado. íin caso de 
discordia, resolverá un tercero nombrado por el juez de letras del de- 
partamento. 

Artículo transitorio. — Líis personas que antes do la fecha del presente 
decreto hubieren presentado solicitudes en demanda de concesiones para 
usar aguadas ubicadas en alguna de las provincias a que se refiere el 
artículo 1.°, deberán renovarlas sujetándose a las reglas precedente- 
mente establecidas, sin perjuidio de establecer la prioridad de su pre- 
sentación con relación a otras que se encontraren en el mismo caso para 
tener presente esta circunstancia en el momento de resolver. 

Tómese razón, comuniqúese i publíqucse. 
MONTT. 

F. Dái'ila Larrain. 



Nota. — -La Corte 'le Asolaciones de la Serena ha falla'lo una cucstioQ de compe- 
tencia quo oxÍBtia entre los juocea de letras de Serena i Elqiii, como signe: 

«Considerando: 

1.° Quo el rio Co<|n¡ml)orocorro los territorios municipales do la Serena, Yiouña 
i otros; 

2.° Que cuando ur* rio recorre dos o mas territorios municiiiales, corresponde al 
juez letrado áo IsL reJtúienci t m-iff inmediata al rio decretar o suspender ol turno, 
citar i reunir a los interesados, nombrar el juuz de agua, removerle i ñjarlo ol 
sueldo; 

3." Quo de la prueba producida por los interoHdd'ts i especialmente del informe 
pericial do los iigeuieros Foutecilla i Urra, que ss rejistra a f. 40, consta quo el juez 
Ifltrmlo d» la Serena es rd de la resideuoitt mas inmediata al rio Coquimbo; i 

4f^ Qu6^ « mftjror (abundamiento, auu en 1« bipótotii de (jue ]o« jusoei tuviemn su 
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residencia a igaal distancia del mencionado rio^i do que por esa causa ambos fueran 
competentes para conocer de los asuntos preindicados, siempre el juez letrado de al 
Serena, en razón de haber prevenido en el conocimiento do ellos, habria oscluido al 
juez letrado de Elqui, ol cual habria cesado desde entonces de ser competente. 

Visto lo dispuesto en el art. 26, inc. 2.° del ndm. 2 de la loi de 22 de diciembre 
de 1891 i art. 19tf de la lei de 15 de octubre de 1875, se declara que ol juez letra- 
do de la Serena es oom pétente para conocer en los asuntos a que se refiere la con 
tienda. 

Publiquese i remítanse los antecedentes al juez do letras de Elqul. — Parra, —Co' 
rrera JRetfnals, --Avalos. — Proveído poi la Iltma. Corte. — Briceño.^ 

I el Consejo de Estado resolvió una competencia cutre un juez letrado i un alcalde 
del modo siguiente: 

fSantiago, 12 do agosto de 1893. — Consta do los antecedentes acompañados que 
existen en ol departamento do Limache un canal o acueducto que pertenece a muchos 
propietarios i la entidad que todos juntos forman se denomina «Comunidad de 
Aguas de Arriba. > 

Para hacer la equitativa distribución do e-^tas aguas, ha sido costumbre qno los 
comunoi'os, reunidos voluntariamente ante el Gobernador, nombren un directorio que, 
en conformidad con reglas ix>r ellos mismos acordados, distribuya las aguas. 

En esta vez, i siendo necesario nombrar nuevo directorio, una parte de los accio- 
nistas acudió ante el primer alcalde i allí nombró como directores a don Pedro Piza 
rro, don Dámaso Arancibia i don José Antonio Carvajal. 

Otro grupo de accionistas se reunió en una casa particular i nombró como directo • 
res a don Francisco Zanetta, don Martin i don Federico Calderón. E^tos redi^oron a 
escritura pública sus acuerdos i con esa escritura se presentaron ante el juzgado de 
letras pidiendo providencias tendentes a conseguir que los dncDos do los fundos en 
donde están las compuertas o boca-tomas no les difícultaran el cumplimiento de sus 
resoluciones. 

El directorio nombrado ante ol alcalde se presentó también al juzgado para recla- 
mar del carácter que indebidamente se atribuían los que formaban el otro directorio. 

El juez citó entonces a comparendo, i cuando iba a toner lugar se presontó al 
juzgado una nota del primer alcalde, en la cual este funcionario manifiesta que, al 
presidir la reunión do los comuneros para nombrar directorio, ha tomado parte en 
un negocio que le está sometido por la lei de 12 de setiembre do 1887, i pide, en 
consecuencia, al juzgado, que se inhiba del conocimiento de ese mismo asunto, i, 
para el caso de insistencia, entabla desde luego la correspondiente competencia. 

El juez letrado, por auto de 21 do octubre de 1892, dijo: fNo teniendo los alcal- 
des persouoria (tara deducir competencia a las autoridades judiciales, los cuales, en 
asuntos contenciosos, deben acudir como cualquier otro litigante a los Tribunales da 
Justicia, i teniendo presente que, en el caso actual no so trata de servicios locales 
que interesen a la población en jeneral, pues él se refiere al interés de cada uno do 
os que tienen derecho a las aguas do la c Comunidad de Arriba» para regar sus res- 
pectivos predios, no ha lugar a la competencia que interpone el primer alcalde de la 
Manioiptilidad de este dopartameuto, i ocirra donde viere convenirlo. — UgarU'^ 
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Dictada esta resolución, continuó el comparendo, i según so espresa en el acta de 
f..., los presentes confirmaron la elección de los sefiores Zanetta i Calderón. 

De lo resuelto en este comparendo se ha apelado i dicho de nulidad. 

Conviene dejar constancia do que ol uso que la Municipalidad puede hacer del 
agua del canal i su derecho, nace de la concesión hecha por el directorio en acuerdo 
de 14 de febrero de 1892. En el acta de la sesión se dice: «so le permitirá de los 
regueros mencionados el agua necesaria iwra alimentar un cañón de dos pulgadas de 
diámetro, con la obligación de contiibuir con la cuota que le corresponda para la 
limpia, etc.> Esta disposición no hace a la Municipalidad comunera en el canal. 

De lo ospunto fluyen las dos siguientes cuestiones, a saber: si tiene el alcalde de- 
recho para formular la competencia ya indicada, i si el conocimiento de la cuestión 
correspondo por su naturaleza al juez o al alcalde. 

Considerando, respecto del primer punto: Que los alcaldes, como funcionarios ad- 
ministrativos tienen a su cargo atribucionei públicas determinadas por la lei, i, en 
consecuencia, el deber de impedir que otra autoridad cualquiera, sea judicial o admi- 
nistrativaj invada o desconozca esas atribuciones; 

Que para mantener la integridad de los derechos i facultades que la lei ha confe- 
rido a los alcaldes en caso de que sean desconocidos o vejados es el de la 

competencia, i en este caso el juez do letras, cu lugar de resx)etar el hecho i de ele- 
var los antecedentes al Consejo, como era de su deber, declaró sin lugar la cuestión 
de competencia i siguió conociendo en la causa. 

Considerando respecto de la cuestión de fondo: Que la entidad jurídica denomina- 
da. «Comunidad de Aguas de Arriba> no tienen estatutos que reglen sua prooedi- 
mientoB, i que el nombramiento de sus dlixíctores i el reparto de las aguas se hace 
en conformidad a lo convenido i resuelto por los mismos comuneros; 

Que no habiendo estatutos que determinen un procedimiento especial para nom- 
brar directores o administradores del Canal, los comuneros pueden reunirse libre- 
monte, sea en una casa ¡Mtrtioular, sea ante ol Gobernador, el juez o el alcalde para 
hacer el nombramiento; 

Que en este caso se presentan dos directores diciéndos^i Icgalmcnte elejidos i con 
derecho para adminbtrar el Canal, naciendo de aquí una contención que no puede 
ser resuelta sino \yor la justicia ordinaria, en confoimidad con el art. 5.*^ de la lei de 
15 de octubre de 1876; 

Que tratándose de un canal destinado al regadío do muchos fundos, el hecho de 
que ese canal paso por el recinto urbano de la ¡xiblacion de Límache, no autoriza al 
alcalde sino para dictar las medidas conducentes a mantenerlo en buen estado de 
seguridad i de limpieza. 

En virtud de estas consideraciones se declara: 

\.^ Que para mantener sus atribuciones el alcalde pup<ie iniríar cuojtioMcs de coni. 
petcncia, ú. fín de i^ne Hcan resueltas por la autori<la<l desigiiadci por la hi; i 

2.^ Que el conocimiento i resolución de las diversas cuestiones que so han suscita- 
do con motivo del nombramiento del directorio de la «Comunidad de Aguas Arriba» 
eorres[K)nde al juez de letras. 

Anótese i devuélvanse.— Jbíé AlfoiiSo.-^José Besa. — ¡¿ajenio Guzínan I. — E. 
AltamiraM, — Eduardo Matte, — Enrique Mac-Iver. — D. Toro H, — A, Bodriquez 
JET., Bocretarío« 
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Sobre utilización de lan] aguas i>ara eatableciniieutos iudfiBtriales insertamos e. 
dictamen del señor Ambrosio Montt, Fiscal de la Excma. Corte Suprema esi)edído 
en una consulta administrativa: 

Excmo. Señor: 

Se ha remitido al examen del Fiscal, i)or el oñcio especial de finos de mayo ante- 
rior del Ministerio de Industria, la solicitud que don Santiago Ossa eleva a V. E. 
para que se le autorice a utilizar las aguas del rio Maipo on un establecimiento 
industrial. 

Espone el sefior Ossa: que las munici[t.il¡davU3 de Santiago i do la Victoria le han 
concedido el permiso de derecho para construir un tranvía eléctrico por el camino 
llamado de Santa Rosa, yacente on territorio de la comprehension de un& i otra, i 
oon arreglo a las cláubulas del contrato anexo en copla auténtica que algo mas tarde, 
en enero de 1394, se diotf3 a instancias del mismo empresario una lei de espropiacion 
de los terrenos del trabado do la línea i también del requerido \yov las estaciones e 
instalaciones hidráulicas; que exijiondo estas' obras grandes fuerzas motrices cuya 
producción seria mui costosa {>or los procedimientos artificiales, le ha parecido que 
bien iK)dia apovccharsc las corrientas que de ordinario jiran con rápido declive de las 
cordilleras al mar; que el rio Maiiw es susceptible especialmente de ser utilitado iiot 
su situación i el ím})etu de su curso i sin o tusar dafto alguno a los dueflos de canales 
a quienes se dovolverian sin menoscabo las aguas de que se hiciose uso; i, fínalmente, 
que ese i demás ríos del territorio son bienes nacionales de uso oomun; i si la lei 
vijonte de cabildos atribuye a estas corporaciones la facultad de otorgar mercedes de 
regadíos, el Código Civil reserva al Presidente de la República, Administrador del 
Elstado, la concesión del empleo do Us aguas como fuerza motriz i para fínes ostrañoe 
al oultivo i fecundación de los campos. Concluye el señor Ossa esperando que Y. E 
ha de prestar acojida a su i)edimento en razón de sor notoriamente útil al (lais i a 
su desarrollo industrial i de hallarse dentro de las atribuciones constituoionalcs 
de V. E. 



Nuestros trabajos de lejislacion, hoi tan avanzados on la materia civil, criminal, 
de comercio i de minas, han tenido éxito niuclio inferior en el ramo no menos impor- 
tante i tal vez mas difícil del dominio, uso i reglamentación de los ríos i corrientes 
de propiedad nacional. En esta pai'tc, lo mismo ([ue en la del derecho procesal, nos 
han faltado modelos de fuera (|Ue no se presentan en condiciones satisfactorias, o no 
son adaptables a las circimsitancias x>cciiliare8 del sistema fluvial i de la agricultura 
de Chile. 

El Código Civil se limita a establecer algunos principios jenerales que no son sino 
meros ix>stuladoi do un desarrollo mas amplio. Declara del dominio nacional todas 
las corrientes de su volumen i curso considerable: reserva a las particulares los me- 
nores que nacen i mueren en yus predias: prescribe las reglas a que ha de Hoinr terse 
las pérdidas i accesiones de suelo en los eventos de aluviones, de crecidas violentas i 
de mutaciones paulatinas de álveo: establece el dominio de las riberas a favor de los 
propietarios colindantes, salvando Ioh doreclio.s públicos <le navegación i (lesca; i 
consigna en fín otras nnixinias fundamentales que han de servir de base al desenvol- 
vimiento ulterior i reglamentario de una lejislacion de aguas. El Código (articulo 
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598) lo confía a las ordenanzas jeiierales o locales qiU5 dicten el Prebidente de la Ra 
pública o las corporaoiouos municipales, o a un Código especial quo estatuya en 
materia tan complicada i vasta. 

Pero esta obra, con sor necesaria i aun de urjencia, aguarda todavía una ejecuoioD 
aplazada por la dificultad de emprenderla i llevarla a cabo con plena madures, esta- 
dio i acierto. Bl \yA\a no posee aun una lei de aguas. La de los ríos declarados del 
dominio nacional, so conceden i so reglan conformo a tradiciones i prácticas insegu* 
ras, poco uniformes i sin basos ciertas quo defínan el derecho de los poseedores de 
mere 'des i sus conflictos entre ellos i los adc^uircntes do títulos posteriores. 

Ko bastando el caudal de las corrientes, variable, también i espuesto a oontii\jen* 
cías, a satisfacer iutegrAmeutc a loa propietarios de canales i llenar la medida do sus 
concesiones respectivas, surjen de rigor graves e ineludibles contiendas acerca del 
modo do proceder a una distribución c<^uitativa que concilio intereses que no es 
posible atender en toda su amplitud. I no hai rogla segura para el repartimiento. 
No puede serlo la de la prioridad de la merced, ni la del monto o volumen de las 
aguas concedidas, ni el sitio o lugar de donde se do.Hprenden los canales. Sí estas 
circunstancias hubieran de establecer derecho preferente, so correría el riesgo, on el 
evento de escasez, de adjudicar todc el rio o la mayor {larte do su caudal a los que 
obtuvieron las concesiones antiguas, o las alcanzaron en medida excesiva, o poseían 
sus tierras on la rejion mas próxima a las cordilleras, dejando absolutamente frus* 
trados i sin acción a los propietarios agraciados ][K>stcrior mente i a los que han 
Ubralo sus boca-tomas en puntos mas distintes de las fuentes del rio. 

Se ha procurado armonizar en lo posible estos títulos o inteieses opuestos; pero 
como faltan los principios de un criterio uniforme, constante i seguro, el reparto de 
las aguas mal detínido por las leyes, se ha dado a menudo por las autoridades gu- 
bernativas i con arreglo a decretos i ordenanzas locales de mera ix)licía. Ellas, al 
parecer, no han tenido otra mira que la de poner término a los conflict )s de derecho 
privado que también ¡xtdian serlo de orden i do paz pública, 1 a dar solución tempo- 
ral a cuestiones que se dejaban on pié on lo to';autá al mér.to comparativo de los 
títulos i de las mercedes de los accionistas. Tal es el espíritu de los reglamentos 
parciales dictados en defecto de una lei jeneral que aun so aguarda i reclama el uso 
i goce ^mrtieular de los corrientes de dominio nacional. 

Los hal para casi todos los ríos de caudal contínjentc, cjpioso cu invierno, muí 
escaso en la estación del verano, como s n los que discurren eu la rejion central i 
norte del territorio i también algunos situados al sur del Maule. 

De antiguo existe una ordenanza de i>olicía fluvial para el valle de Copiapó. En 
Coquimbo rijo la de 30 de enero de 186S. Dos años mas tarde, en 1870, se dio la del 
rio Illapcl, i en 1869 las que res\K3ctivanicnto se aplican a la distribución do los 
esteros Kuamalata i Cogotí en los departani(intos de (.^ombarbalá i de Ovalle. B5n 
1871 se dictaron las ordenanzas que han de observarse en el rio Quíllota i otras 
corrientes do la provincia de Val])araÍ8o, i con foclia [Kístorior la de los esteros de 
Penco i la Cadena cu la provincia de O'lliggins. La do Chillan mismo, con ser llu- 
viosa esa rejion i de un rico sistema fluvial, tuvo también el reglamento de distríbu- 
cionde 1886. 

Entro las ordenanzas de afanas, todas locales i oirciinscrítas n fines mui estrechos, 
merece especial mención la dictada [lor d l*rcHÍdento de la Hopública el 8 de enero 
de 1872 para la distribución <lo los rios que dividen provincias o departamentoi* 
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Esta es de un carácter jeiicral i, consigna reglas de no |icquefia importancia i trasccn- 
dencia. No faltó quien pensase que el Ejecutivo habia talvez excedido sus facultades 
i penetrado en el recinto judic'al, o en el de la lejislacion reservada al Congreso. El 
articulo 1.^, sin duda el mas sérío, establece la calida«l i (Srdeu de los accionistas en 
el evftuto de escasez i de rcpartlc'on, prefiriendo a los antiguos concesionarios de 
niei-cedes, a los favorecidos i)or sentencias de los Tribunales, a los poseedores sin 
contradicción i posponiendo (art. 10) a los que hubieran obtenido sus mercedes des» 
pues de la fecha del decreto. Estos no concurren a la qx)ca de tumo: declaración 
mui delicada que acaso no corresix>ndia, aun con el carácter de una simple regla de 
óixlen i de ^tolicía, al Poder Ejecutivo i inedia un juzgamiento de tribunal seguido 
de un juicio contradictorio. 

Cualquiera que fnesé el derecho, preferente o secundario, de los accionistas al 
caudal del río, su gradación no podía quedar sujeta a la autoridad gubernativa, ni 
era ésta arbitro lejitimo para <letenninir la fecha de la ineíicacia o caducidad de los 
títulos. Así el decreto de 1872, dir^'ido a poner termino, siquiera temporal, a los 
con nietos del re^iartimiento de las aguas de los ríos, no corrcsix>ndió a sus designios i 
antes bien recreció las dudas i diñcultades que solo habia de i-esolver una leí. 



Ordenanzas i reglamentos con todo, i aun el mismo decreto de 3 de enero de 1872, 
de vijencia jeneral en la República, se ciñeron a estatuir sobre el goce jiailicular i 
distribución de las corrientes de los ríos para los solos efectos de la irrígacion de los 
campos. 

. Nada prcscriben sobre su empleo en los artificios, máquinas, establecimientos en 
que el agua es un ájente de fuerza motriz. 

¿Quién es, pues, el llamado a otorgar estos favores i a señalar los motivos i requi- 
sitos de su concesión? ¿Pertenece al Presidente de la República los o a mnnici])ios? ¿A 
qué leyes ha do subordinarse el uso conticgente de las aguas i la construcción de las 
obras que requieran los establecimientos hidráulicos situados en el cauce o en las 
riberas de los riosf 

He aquí las cuestiones que su;scita la petición del señor Ossa i es preciso dilucidar 
con algún detenimiento. 

No existo lei especial que las resuelva, ni aun so han preparado o estudiado pro- 
yectos en materia que solo de i)Oco acá ha venido a solicitar la atención del Congreso 
o del Gobierno. 

Es cierto que en 1885 el D-putado señor Zegers primero, i el Dipntado señor Ba- 
rros Luco, poco do)pucs, presentaron a la Cámara de que eran miembros un proyecto 
que tenia en mira el aprovechamiento de los aguas de un canal con fuerza motriz; 
jKjro esta idea, circnnsoríta asoló establecer una fccrvidiimbre legal en beneficio de los 
industriales i du gravamen de los propietarios, no su e.stieude al empleo o uso de los 
ríos ni Uo sus riberas. 

• El proyecto, largo tiemix) ¡laralizado, fué objeto de examen i do discusión bolo cu 
diciembre de 1893, i tuvo la acojida de la Cámara, si no en el contesto de las mo- 
ciones primitivas do los señores Zegers i Barros Luco, cu la forma algo alteitMÍa 
propuesta por la com'sion de aquella asamblea. Es el (^uo ha discutido el Senado en 
los primeros dias del presente junio, i ha despertado allí, a raiz de uu debate rá])ido 
pero luminoso, objeciones i dudas que piden mas amplio estudio. 
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La solicitad del señor Ossa es por cierto do gi'avedad mucho menor i no es ocasio- 
nada a croai' un conflicto con los dueños do fundos i de canales, o sea a i)oner en 
antagonismo penoso los intereses de la industria (]^ue exije la imposición de una 
servidumbre, i el derecho de propiedad que no consiente sino mui raras i caliñcadas 
limitaciones. 

Un establecimiento industrial en las márjenos de un rio, molino, fábrica, artiñcio, 
instalación eléctrica, máquina de aserrar u otra cualquiera, por lo jencral, no puedo 
ofender o amenazar a los propietarios riberanos, si no sea obligándolos a soportar la 
molestia llevadera de trazar en sus tierras, a corta distancia del cauce, la zanja que 
conduzca las aguas del punto de su estraccion al punto de su vuelta al rio. Es claro 
que la concesión ha de salvar, como desde luego lo reconoce al señor Ossa, las accio- 
nes del propietario a repetir el resarcimiento debido por el valor del rasgo i los daños 
que le infiriese el canal de desagüe. 

Mas, eliminadas estas dificultades que pueden arreglar los interesados o deben 
i-esolver los Tribunales, queda todavía la de esclarecer si corresponde a V, E. el otor- 
gamiento de la concesión, o bien a las municipalidades, i los requisitos i condiciones 
a que se han de subordinar estos favores; ya en obsequio del Estado i del público, ya 
en ínteres de los empresarios do obras análogas o concurrentes. 

Parece, desde luego, al Fiscal, que está en las atribuciones de Y. E., no en la de 
los cabildos, la concesión que persigue el señor Ossa. Ix)s rios, o sea las corrientes 
que por su volumen i su curso dilatado llevan el nombre de tales, son del dominio 
nacional, de uso público i entran en la clase de bienes e intereses colectivos a car^jo 
i bajo la administración del Jefe del Estado. Las leyes los sujetan a la acción i 
v\jilancia municipal en el espacio que recorren en el ten^torio do su comprehension 
i solo en cuanto al goce de las aguas, la construcción de tomas i marcos, concesión 
do mercedes de regadío i otros fines de índole local i limitada. 

Pero la reglamentación su^ierior de la navegación i pesca , el uso de las riberas i el 
tráfico de note o de sirga, el establecimiento de m:U[UÍnas e injénios hidráulicos en 
sus mágenes, etc., pertenece al Presidente la República nccc^riamente, i enesi>ecial 
ciuindo los rios dividen provincias o departamentos en una ostensión mas o menos 
vasta. Así lo prescriben los artículos 118 i 119 déla Ici orgánica de municipalidades 
de 8 de noviembre de 1854, las posteriores que mo han alterado estos principios 
coDstitacionalcs i de buen réjimon administrativo, i la vijcnto do 22 de diciembre de 
1891 que también los establece i consagra. 

(puedan pues fuera de duda, en concepto del Fiscal, i^ue el pedimento en examen 
no es de la competencia de las corporaciones nmnicipales, i entra en la esfera de las 
atribuciones privativas del Presidente de la República. 



La dificultad se halla un otros puntos mas oscuros «pie también se Imn de conside- 
rar i reclaman estudio i cscdarcci miento. ¿Puede el Estado disponer de las márjenes 
de un río como de los playas del mar, i conceder su uso ^lara los establecimientos 
industriales en la forma i condiciones de l&s riberas marítimos? Es de dudarlo. Nues- 
tras leyes no las asimilan, i parecen dar a los propietarios ribereños derechos mas 

amplios que los reconocidos a las de tierras contiguas a las playas. Restrinjen tam- 
bién el tráfico fluvial en el interés público i de la navcgocipn. 

Son dignas de citarse las leyes 3, 6 i 8 del título XXVÍII de la partida IIL Esta 
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últip^^ pifoUihe oaUblecer eu los ríos imolino. uiu ca^s^, niii ctinal, iiín ^rr^i, nm ca- 
UaS^, aÍQ P^ro cJifício alguno, on uu cause, uiu en ^ riberas, porque qo se emlMir- 
gue el 1^80. con^iuual», i no distingue ha ríos navQ(;ables de loa (jue no lo aoa. Su 
pyrccep(9. abarpa I09 unos i los otros. Mas parccie^ atendicfos los motivos i Iqs Qneü 
de la Ici, que solo tomó on cuenta les rios remansas, profundos, susceptibles de ua- 
vQgapiou, i no las corriónos lueuores (¡ae po^ su caudal o su rápido deoUvc uo se 
p^e^tau a ese i^provcchanúento o beneficio^ 

D.Q aijLUi era de deducir que el lejislador asimilaba la^ riberas a las playas * daudu 
\ipas i otras al Kt^tado i al goce público, i cometiendo a los dueños de los predios ad 
y^ocuteo a liinit^o,aea idénticas de dominio. Pero no sucede asi. La ^i del 6 del 
^nis^mo titulo, X^í^VIII reconoce la propiedad }iarticular do las rilHsraa, i se desvfa de 
1% ^9t\gua luáxlma ron^aua (me aplica solo a sus playas, que ellas entran con^o acce- 
sorias del rio en el dominio nacional. Las adjudica a los dueños de las uiárjenes aiu 
Qti» V^^i"^^ U^^^ ^^ ^^ algunas servidumbres necesarias («ra protejer el uso franco de 
]9f^ i|guaa i \oi der^hcs de pesca, de flote a la sirga i otros de boue6cio común. Kl 
douiinio nocional no comprende (le rigor, sogun la antigua fcSrmula, el agua, el álveo 
i la^ ól>ft(^ {(t^u^h alvfo et ríjus), sino loa dos ]>rimerQs miembros en toda su inte- 
gridad, i el tercero en la forma estrecha de un mero derecho de servidumbre^ Acaba 
U propiedad colectiva, empezando la particular alli donde llega el río on au mayor 
c^^id^ \ sin ^alir de piadre o formar brazos se^jarados. 

^^ ^1 yiejo Código, de {^artidas. 

Pi^^se ver que ejsta lejislaciou remota, medieval i confusa, si es hoi deficiente en 
K^pañi^, doQ'lc ha sido reformada sustancialm(>nte, nunca fué aplicable a un (tais de 
la^ cirfiU¥^t<^ncia8, territorio, i siste^ia fluvii^l de Chile. Los ríos de un país tau an- 
gelito i tan l^rgpi verdadera falda de laa montañas andinas, no son por lo C9niun na- 
vegables ni de flote, ni pueden servir de vias de acarreo i trasporte, mas por lo mi9- 
mq ^U^ la naturaleza les negó esta manera de aprovechamiento, ofrecen eu cambio 
Ift compeps^ciop talvez mas valiosa de ser utilizables al ríego de los oannpo? i 
<^Q ofrecer fuerzas motrices 8U{)enores a los mas imperioso? inventos de 1^ meca: 
lúc^ 

Un^ lei intelijente, en vez de guardar el cuace i preservar las corríentes de mo- 
no^scabo, debe entregar ese álveo iniitil a la csplotaciou industríal i facilitar en lo 
posible la estraccion de canales de irrigación i el establecimiento de máquinas hi- 
dráulicMis ausiliares de la industría fabril. Nuestros rios, ya que no sou fcaminos 
que andan>, según la grática espresion de Pascal, pueden convertirse en ajenies po- 
derosos de fuerza motriz \ de fecundación de la tierra; i lejos de prohibir, como las 
leyes de Partidas, la construcción en sus riberas de molinos, torres, casas, cabanas^ 
canales ni otra obra alguna, el lijislador ha de fomentar coa todo emj)eño esos tra- 
bajos i demás empresas mayores (pie exiten la actividad del pueblo, i ayuden al 
acrecentamiento de su riqueza i de su bienestar. 

No puede convenir a Chile la lejislacion fluvial, dictada en E8{>afia para el Eb^o, 
el Tajo, el Guadalquivir, o la que rije en Francia ])ara el uso de las aguas del Sena 
o del Loira, o la aplicada en Alemania al curso del Danubio, del Rihn i del Elba; i 
asi como en aquellos })aÍ8es hai interés su¡)rcmo en mantener intactas las aguai de 
esos ríos, i en remover los estorbos de su navegación como se des|)ejan los de un ca- 
mino público de tránsito vasto o incesante, asi también i con no menor ahinco nos 
hemos de esforzar en Chile por utilizar en el riegp. i en la meoáuica las oorríei^tes 
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qnc do otro mo(io quedarían estériles i aun perniciosas al tráfico que iuterrunipeo en 
sus crecidas i hacen diñcil o arriesgado. 

El ideal del csta'lista i del lejisl idor está sin duda en que, si posible fuere, no 
haya arroyo de los Andes que no dé vida a un estiblecini lento industrial o agrícola» 
i ea que lleguen las aguas al litoral niui diminutas i en cierto modo trasformadas en 
cereales, en vejetales, en productos de los campos, do la ganadería i de to las las in- 
dustrias que fecundan el riego del suelo. 

Hó aquí los anhelos dr una lejislacion intelijoiitc i previsora. En Euroim mismo, 
donde los rioa jior lo común corren remanzos i profundos se les aprovecha como ele- 
mentos de fuerza o de regalío siempre que lo jicrmito el ímpetu de su corriente, cual 
sucedo en Suiza coa los arroyas que caen de las montaña<i i en Lombardia con algu* 
nos afluentes rápidos del Pó. Los cantones helvéticos abundan cu estaUecimieutos. 
c injcnios hidráulicos, m ;linos de trigo, do aceite i de aserrar, máquinas de fábricas 
de papel i de muchas otras manufacturas, i el Rcnla lo mismo al salir del lago Le^ 
man, en Jinebra, mueve la poderosa maquinaria que eleva sus aguas á los puntos 
mis altos de la ciudad i de las colinas adyacentes. El cuidadlo de la navegación i sus 
severos reglamentos empiezan solo allí donde reposándose la corriente i yendo tran- 
quila en cauce de ribazo escarpado, ya no se presta a los beneficios de la irrigación o 
a los do una ajencia de fuerza i de movimiento. 

Tal es la tendencia que se ha de imprimir a nuestra lejislacion fluvial \ de aguas 
públicas, i puede también aplicarse a los canales que el £sta(lo permito sacar de lo^ 
ríos con beneficio que no debe ser esclusivo de los concesionarios particulaifs. Pero 
esta tarea necesaria c inaplazable apenas se halla iniciada ][x>r algunas prescripciones 
fundamentales del Código Civil, como sí ha notado arriba, i pide leyes especiales i 
ordenanzas gubernativas que definan i reglen el derecho de los particulares i \o ar- 
monicen en los conflictos que surjan del rozamiento de los intereses que no es dable 
satisfacer esclusiva e íntegramente. 

La propiedad de las aguas estraidas de un rio, fuente común i dd dominio colec- 
tivo de la nación, no es del todo idéntica a la propiedad de un terreno, de un edificio, 
de otro l)ien cualquiera debido al mero esfuerzo del trabajo tnismitido por pacto, tes- 
tamento o leyes de herenci* i sucesión. Es un derecho menos absoluto i perfecto. Lo 
constituye la acción combinada de un fivordel Estado i de uu título particular, \ ha 
de subordinarse a limiticioncs que no consiente el dominio simple i exacto de ele- 
mentos estraños i ausiliares. 

Así, pues, el concesionario de un canal, si es dueño sin reservas del razgo, de 
suelo en que jira i de las obras construidas a sus espensas, no lo es en el mismo gi'a- 
do de las aguas públicas que el Establo se ha permitido utilizar i apropiar o en cierta 
meiida, i puede tam\)ien el Esta lo, en el interés colectivo del pueWo i íí\\\ violar las 
mas puras nociones del derecho i de justicia, cor.ceder a o^roa particulares como ájon- 
tes mecánicos i jenerudorea de fuerzas motrices. Un beneficio de esta naturaleza, cou- 
ciliable con el anteriormente otorgado para el cultivo de loscamiK)s, no es un ataque 
al doniinio privado ni implica un ])rocedimien^o de espropiacion del bien ya lejiti- 
mamente adquirido; i bajo su nías severo aspecto correspouderia solo a la noción do 
una con 'lición o reserva mas ornónos esprosa perocieita i justa, puesta ]>or el Estado 
q la leí al concesionario p imitjx'o de las mercedes de agua. El rio es siempre del do- 
minio nacional i de goce común, i el po<ler pCibUí^o se halla siempre en aptitud de 
someter los canales, por mas antigua q\\e sea la merced a las reglas i limitacioHos do 
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uso que exya el ínteres del pueblo o ol advenimiento do industrias nuevas i compa- 
tibles con la del riego i fertilización do la ticiTa. 

La aplicación de las aguas públicas, aun do las ya desprendidas de los ríos o esta- 
blecimientos hidráulicos i como fuerza motriz no aiueoaza, pues, en concepto del 
Fiscal, la propiedad adquirida, de los dueños de canales, ni altera ni conmueve ios 
principios fundamentales del dereclio privado. 

Todos estos intereses caben dentio de la acción i del recinto protector de la Ici, 
cuya equidad perturbaría, no la im|X)8Ícion de una juf^ta cervidumbrc a los dueños de 
canales, sino el sacrifício en su obsequio, i sin llevarle provecho cierto, dé las indus- 
tiias que las aguas pueden ayudar sin menoscalx) de su caudal. 

Ha parecido al Fiscal que no era inoportuno ni superfino insinuar, siquiera de 
paso i rápidamente, las cuestiones que provoca las solicitudes del señor Ossa i se han 
de suscitar en las análogas que se traigan al conocimiento i resolución de V. E. No 
seria conveniente dejarlas al acaso de una apreciación aislada i particular i espuesta 
por lo mismo, a juicios inseguros i talvez contradictorios. El ínteres del pais i de sn 
desarrollo industrial reclama, cu la materia de aguas, leyes, reglamentos uniformes 
bien encadenados i que constituyan un sistema [H;rnianontc, donde el derecho priva- 
do i el público armonicen i se concierten bajo la [irotoccion de la justicia i de la 
equidad. 

Y. E. sin duda se halla en aptitud de conceder el uso do las aguas de los ríos a 
los empresarios de obras hidráulicas, molinos, máquinas, artificios, instalaciones eléc- 
tricas i demás que se desee plantear en las riberas; pero esta facultad de V. £., de- 
recho también de los ciudadanos, no se puede ejercer con acierto i eficacia sin prcs* 
críbir las reglas a que se ha ds subordinar el permiso i debe guardar el concesionario. 
; En vez de elevarse directamente a V. E. la solicitud, talvcz debiera, como lo pide 
el buen procedimiento administrativo, iniciarse ante el gobernador o intendente de 
la provincia o dejiartamento de la ubicación del rio, o del punto donde ae proyecta 
el establecimiento, llevándole los planos, documentos i demás piezas que permitan 
apreciar la nueva obra que el gobierno ha de autorizar solo después do un pleno aco- 
pio de datos e informaciones. 

Fucia buen 3 también señalar reglas para la construcción de las obras en el cauce i 
las riberas, a fin de que las represas, azudes, boca-tomas i otros trabajos se ejecuten 
en sitios, con inter\*alos i dentro de csi»acios <[ue no perjudiquen a los canales exis- 
tentes. 

Convendrá asimismo determinar la dLstiincia que ha do mediar entre los diversos 
establecimientos i la forma i jiro de las zanjas que devuelvan las aguas al cauoe 
común. 

Ni se han de olvidar tampoco los términos de vijencia i de caducidad do los per- 
misos, i muchas otras medidas dirijidas a ]>rccavcr abusos i pedimentos irregulares, 
|r)3o serios o fnntratüiijs, o a indemnizar los daños que la empresa i:;icva iiio^nrc 
al propietario ribereño. 

De estos reglamentos existen n)odelos mas o nuaios adaiitables cu Francia, en Ita« 
lia i en Suiza, donde el curso de algunos de sus ríos i la rapidez o .'mpetu de bus 
guas ha consentido el establecimiento de nitupiinas hidráulicas al servicio de las 
industrias; siendo mas susceptibles de aplicación al país, \x)V la semejanza de cos- 
tumbres i leyes i la identidad de lenguas, los dirtados en España en 1846, 1849 i 
1852. Un decreto, ordenanza jeneral, es de urjencia en Chile, i no excedería cierta- 
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mente, limitada a la luera reglamentación de las licencias i de sns loquisitos, las atri« 
bttoiones constinucionales i administrativos del Presidente do la Repáblica. 

Entretanto, i mientras so preparan^ se discuten i se dictan estas leyes i reglamen- 
tos, parece al Fisoal que puede V. E. atender i otorgar, con arreglo al derocho exis- 
tente, la solicitud en vista, i dcinis del mismo carácter i objeto i con la sola reserva 
do no perjudicir a terceros. Eáta a timbien la forma en que la presenta el peticio» 
nario sofior Ossa.~- Santiago, junio 22 de 1894. — MoniL 

I la siguiente sentencia civil de la Exma. Corto Suprema que corre en la Gaceta 
del ano 1894 bajo oí número 2,614: 

Kvperto AlleiMleti con M«»clc4lA4l del fanal «lo .Wali»o, sobre ro^tatoleclm lento 

«le un canee 

Santiago, 2 de mayo de 1S94. — Vistos: don Ruperto AUendcs, demandando a la 
Sociedad del Canal de Maipo, es{»onc: «Poseo un molino en el camino de Conchali 
que se ha movido por espacio de mas setenta ai\os con el agua del Canal de la Pól- 
vora, que administra la csprcsada sociedad 

«La fuerza motriz do que he hecho referencia es una propiedad valiosa que no 
me puede ser arrebatada por nadie. Pero ha sucedido que el Directorio del Canal de 
Maipo aprovechándose de la situación csceixiional en que so encuentra mi finca, por- 
que el arrendatario de ella la tiene abandonada, ha ordenado a su injeniero que des- 
trnya la parte prin3Í[tal de mi acueducto, quite los grandes i solidos machones de 
cal i ladrillo i la gran compuerta de fierro que me scrviau para graduar el movimien- 
to de mi rueda hidráulica i ha bajado el nivel del canal en osa parte mas de setenta 
centímetros 

«Todo eso se hizo sin mi conocimiento i solo ha llegado a mi noticia des])ues de 
terminada la obra. 

«En el estado en que so ha dejado el acueducto, no podré usar la fuerza motriz 
quedaré privado de un considerable capital industrial, fuera de que la rueda se des- 
truirá por sequedad. 

«En consecuencia, solicito so declare que la Sociedad del Canal de Maipo debo 
restablecennc el cauco al mismo estado que tenia, con costas, daños i perjuicios)^. 

En rebeldía de la sociedad demandada, se recibió la causa a prueba. 

Considerando: que de autos resultan acreditados sin contradicción los hechos si- 
guientes: 

1.° Que el molino de Santo Domingo, perteneciente a doña Severina Ariztía de 
Allendcs, ha usado como fuerza motriz de su máquina el agua del Canal do la Pól- 
vora, desde tiempos remotos, (sesenta aflos mas o monos); 

2.** Que ese molino ha estado siempre en ejercicio hasta que so destruyó por un 
incendio; 

3.^ Que en setiembre de 1891, poco después del siniestro, los empleados de la 
Sociedad del Canal de Maijx), a quien corresponde el ramal antes nombrado, bajaron 
el locho de ésto de setenta a ochenta ccntimetros, dejando en seco o colgada la ace- 
quia que conduela el agua del molino Santo Domingo; i 

4." Que el citado Ramal de la Pólvora es artificial i corro por el camino pdblico al 
costado poniente (iut-'.Trogatorio de f. 17 i 26 i certificado de f, C!). 



2'62 RROOPILACION DK LEtKS 

Considerando: (\\\o oí jniHo aotnal ha quedado reducido de enta luancra a estable- 
cer 8i la 8ocicil«d demandada pudo l)ajar el nivel del Canal de la Pólvora, como lo 
hizo en setiembre de 1.S91, 

Considerando: que el ai-ticulo 837 del Código Civil estatuye que las aguas quo 
corren por un eauc* artificial construido a eslKinsas ajenas, [lertenecen esclusivanien- 
tc a la iicraoua que con título haya constniido el cauco i luego dÍ8[)one el artículo 
2,499 la omisión de actos de mera facultad o sea de los que cada cual puede ejecu* 
tar en lo suyo sin necesidad del consentimiento de otro, no couíierc i)osesi?n a terce- 
ros ni da fundamento a })ioscri[)CÍon alguna. I como si esto no fuera bastante, agre- 
ga el mismo ailfculo, la tolerancia de actos de que no resulta gravamen, tampoco 
confiere |K>sc8Íon ni da fundamento a prescripción alguna. De manera que el deman- 
dan te, que no ha traido al juicio ningún titulo i>ara nsat las aguas del Canal de la 
Pólvora, no puede limitar a sus dueños el derecho de llevarlas por donde les plazca 
i a la altura que crean i-ouveniente para la satisfacción de sus necesida^des. 

Considerando, para mayor abundamiento: que en la dilijencia de inspección per- 
sonal a que se refiere el certificado de f. 61, el iiifrdscrito pudo formar la convicción 
de que los )»erjuicios que demanda el señor Allcudes son ilusoriosi traUindose de un 
molino que no existe, por haber desai>arecLdo con un incendio, i que en todo caso el 
trabajo hecho |K)r la sociedad demandada en el Canal de la Pólvora, no impide al 
señor AUendes (lara el restablecimiento de su molino rebinar el plan do la acequia 
que lo mueve. 

En virtud de los fundamentos legales que anteceden i con arrroglo ademas a las 

leyes 2.*, tít. 13, 1.*, tít. 14, i 32, tít. 16, píirt. 3.*, i art. 1,698 del Código Civil, 

se declara sin lugar cu todas sus partes la demanda de í. 1. Consúltese. Reemplácese 

el ¡>apel i agregúese el correspon Uente a la f 34. — flenriqae:. -^Bailados /í., socre- 
tai'io. 

Santiago, 23 de octubre de 1894. — Vistos: Considarando: 

1.'* Que don Ruj)erto Allendes no pretende derecho a iwrcion alguna del agua que 
corre ]>or el canal artificial denominado La Pólvora, liniitlndose a reclamar su dore 
cho a usar do la fuerza motriz de una parte de dicha agua que ha estraido constante- 
mente del canal por un cauce especial, agua que después de servir ]>ara mover un 
molino ([uc tenia en terreno de su propiedad i ([ue hoi no existe por haberse incen- 
diado, vuelve a intro<lucii"se en el nilsmo Canal de la Pólvora; 

2.** Que el espresado canal, que recorre una vasta cstcnsion, atravesando en su 
trayecto divei'sas propiedades i ({ue conduce agua que ]iertenece esclubivamente a los 
dueños de algunas de esas propiodoíles a cuyo riego está destinada, se halla adminis- 
trado por la Socieiad Canal de Maipo, la cual sociedad ha ordenado os trabajos que 
han dado orijen al presente juicio i que se han ejecutado, según se espone en el es- 
fcrtto de f. 51, para ex'itir desbordes ]»erjndiciales al camino público por que pasa el 
canal, i para |K>der dar a los ¡)redios inferiores la dotación completa del agua qito loé 
colares j)Onde; 

3.* Que del acta de la inspección personal e informe p *ricial que corre a f. 64, 
aparece ííuo los trabajos mencioiíados >e han hecho en la intci-seccion del cauce del 
Canal de la Pólvora con el que conduce las aguas al molino de Santo Domingo, i 
han consistido en reconstmir ia.s obras de albafíilería en el punto en que so encon- 
traba la antigua compuerta, dándole al canal en ese punto un desnivel do cincuenta 
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centímetroe mas que al cauce dunde databa la dicUa antlgtia corinptte^'ta 1 fctantál 1 
dos oóatímetros mas do ancho, «[uedando hoi día con uu claro auch'o 'de dos hVetroí \ 
cou una altura do un metro veinte centímetros; 

4.® Que el derecho de servirse de la fuerza motril de una partd del agua de un 
canal artificial en la forma en que lo ha ejercido don Ku)ierto Allende», no está (Te- 
fiuido ui reglamentado ^r la lei, de manera que si bien el áerVicio del sgua q\ke 
aprovecha el esiprosado Allendes debe mautccerse mientras el canal sé háiie en con- 
diciones de prestarlo, no puede entenderse que los duefios del calial, para mantener 
ai^uel servicio', tengan la obli;<aciou de no innoVar en la sittxaoion actual de dfcho 
eanal, i no puedan, en consecuencia, hacer en él trabajos que lo adaptan mas propifa 
i con ven ico tomento a su objetó, ui menos puede entenderse que por osa circnnütan- 
cia los duchos del agua pierdan o puedan pender el todo o parte de la que tes perte- 
nece para el riego de sus respectivos prediea; 

5.*^ Que mientras la lei no defina las obligaciones que contraen él dneüó 6 dueños 
del agua que sorra por un eanal artificial de su propiedad i ijue destinaii f emplean 
en el riego do sus respectivos predios cuando otras personas se aprov^han db la 
fuerza motriz do las mismas aguas para ñnes industriales, ño puede darse al nao qna 
Allendes ha hecho del agaa del Canal de la Pólvora, otro alcance qne 'el indicado Bu 
1% consideración anterior. 

Por estos fnndameutos i visto lo dispuesto en la lei 1.% tít. 14', part; 8*.*, ae c»n- 
firma la sentencia apulada de 2 de marzo del presente afto, corriente a f. 69. Publf- 
quese i devuélvanse, agregándose el pai)el sellado correspondiente. 

Acordada cou los votos de los se&ores Presidente RisofNitron i MinSsttDS Baroefó», 
Sanhueza i Floras, contra el de los señores Ministros Alfbnso i Urmtiav quienes o)sl- 
nan poi* revocar la sentencia, dando lugar a la demanda*, por ios Aindamentos ^ue 
consignan en su voto esi)ecial. 

Se previene que el señor Presidente acepta también los considerando^ de )i>rime^ 
instancia', i que el sefior Ministró Harceló agrega razones especiales que consigna nn 
ellibro de acuerdos. —^táro/wf ron. — Barcetó.— Alfonso. — Sanhiceta, — Plores. — té, 
ÍTfntóki.— Proveído jwr la Ilustríisima Corte. — Sfonít, secretario. 

VOTO ESPECIAL 



En &])oyo de la opinión sostenida por la mayoría del Tribunal que ha dictado ft 
sentencia de eiita fecha on el juicio seguido por don linperto Allendes con fa Socie- 
dad del Canal de Mui|x>, el infrascrito ha creido conveniente agi'egar (lor sn ^rth las 
consideraciones siguientes: 

No es necesario en este caso examinar la naturaleza del derecho reclamado por 
el espresado don Kuiierto Allendes, {>ara resolver, en < onsecuencia, si ese derecho es 
o no apropiable, i ^en'el supuesto de serlo, de qué modo puedo adquirirse. Casi uná- 
nime es la opinión del Tribunal acerca de que el hecho de mover Allendes sn molino 
con la fuerza motriz del agua que estrae del Canal de la Pólvora no se halla com. 
prendido en la disposición del articulo 2,499 del Ci)di«^o Civil. 

Resuelto está cu la sentencia uc la Corte que A leudes ha adquirido el derucho de 
esa fuerza i que no puiMie ser piivodo dt' ese derecho a voluntad do los dueños del 
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canal, i resuelto osla también ({iic ha adt|ulri(lo ese derecho por prescripcioni sin 
qne pueda suscitarse cuestión sobre cual es la especie de prescripción con (jae lo ha 
adquirido, dado el largo espacio de tiempo durante el cual lo ha ejercido. 

La cuestión versa propiamente sobre la estension del derecho cuestionado, o en 
otros términos, sobre cuáles son las obligaciones que con relación a este derecho de- 
ben soportar los dueños del canal i del agua, o sobre cuáles son los derechos que 
éstos han perdido o las restricciones que ha sufrido su dominio a consecuencia del 
derecho que Allende» ha ganado por la prescripción. 

Conviene tener presente que en el trascurso de tiempo eu que se h& mantenido ol 
estado de cosas cuya reposición se demanda, no se ha suscitado, al menos no consta 
de autos, controversia alguna entre los interesad os. AUendes ha movido su molino 
sin inconveniente, i los dueños del canal no han esperimentado molestias o embara- 
zos ni han sentido disminuidos ninguno de sus derechos de duefios. 

Preciso es también no olvidar que el mantenimiento del derecho de AUendes pue- 
de introducir profundas modiñcaciones en los derechos de los dueños del canal. Si 
aquel derecho debiera ser amparado en toda su integridad, las cuestiones que pudie- 
ran suscitarse versarían sobre si los duefios del canal pueden variar el nivel para an- 
mentar o disminuir la velocidad de la corriente, ahondar o levantar ol plano, ensan- 
char o angostar los bordes, aumentar o reducir el volumen do agua i todavía sobre 
si podrían aumentar o disminuir los riegos, enajenar en todo o en parte ol agua que 
les pertenece i sobre otras muchas circunstancias análogas. 

£n la actualidad la cuestión está reducida a determinar si debe impedirse que «e 
ahondo ol canal, porque de este modo so disminuye la altura de la calda de agua que 
sirvo para el molino i si debe imi)cdirso el ensanche de los l>ordcs de dicho canal, 
porque al no hacerlo así se aumenta el vohlmon de agua que puede conducir, lo que 
diñculta el servicio de la compuerta \)or la cual so saca el agua para el movimiento 
del dicho molino. 

La leí no ha definido los derechos i obligaciones que se contraen por razón del uso 
que sin perjuicio del ríego de las propiedades a que está destinada, so haga del agua 
de |)crtenencia ajena para el solo efecto de aprovechar su fuerza motriz. No existe 
taTn|)oco jurisprudencia establecida a este respecto. La necesidad de este uso del 
agua no era sentida en la época en que se dictó el Código Civil, i el estado indus- 
trial del país no ha dado lugar al uso frecuente de la fuerza motriz de aguas ajenas 
que haya establecido prácticas o doctrinas que pudieran servir de precedente a una 
resolución judicial. 

Si el derecho de AUendes se fundara en un título, éste deterininaria los derechos i 
obligaciones respectivas; pero tratándose de un derecho adquirido solo por el uso 
que de él se ha hecho poi* un largo lapso de tiempo i cuya ostensión i alcance la leí 
no ha establecido, la cuestión habrá de r.^solverso con aiToglo a los principios jone- 
rales prescrítos en las leyes. 

AUendes sacaba del canal agua que después de dar movimiento al molino volvía 
al mismo canal, este uso no imponía gravamen sensible a los dueños: éstos no podían 
entender naturalmente que d uso que AUendes hacía del agiia importaba la pérdida 
o la restricción do alguno de sus derechos de dueños, ni menos puede presumirse en 
ello el abandono i descuido do sus derechos que es el fundamento do la prescripción. 
No podian supo;ier que quedaban privados de la facultad de modificar su cmtl i de 
ordenar sus riegos como lo estimaren conveniente. 



I DECRETOS SUPREMOS SOBRE COLONIZACIÓN 



265 



AUendes do ha ejecutado actos iií ha hecho trabajos u obras q^iie impidan el ejer- 
cicio do algunos de esos derechos do los dueños que él tratara de ganar por la pres- 
cripción. El único derecho que los dueños del canal han perdido es el uso de la fuer- 
za motriz que emplea Atiendes en el lugar donde está el molino o en otro en que esa 
misma porción de agua pudiera ser empleada como fuerza motriz en perjuicio del 
derecho adquirido por AUendes. ' 

Se infiere do lo espuesto que si AUendes, fuera del derecho antes indicado, no ha 
menoscabado ninguno de los otros derechos de los dueños, eso derecho a la fuerza 
motriz que ha adquirido i del cual no puedo sor privado arbitrariamente, está subor- 
dinado a las condiciones regulai'es en que los dueños quieren mantener la existencia 
del canal. 

Para llegar a este resultado es indiferente qno el derecho do AUendes so califique 
de servidumbre, de simple uso o de cualquier otro modo, porque en cualquiera de 
estos casos el derecho adquirido no puede ser otro que el poseído i en las condiciones 
en que se ha tenido la posesión tantum prescriptum quantum poacesium, fuera de 
que en este caso es tanto mas aplicable la regla de que la posesión determina la ad« 
quisicion, puesto que se trata de un decreto cuya existencia no ha definido ni regla- 
mentado la lei. 

Juzga el infrascrito que en el estado actual de la lejislacion el derecho de usar la 
fuerza motriz de una agua ajena no puede ser calificado inoondicionalmente como 
servidumbre i rojirso por las leyes que reglan los derechos de esta especie. Cierto es 
que este desecho es una restricción del dominio, pero no toda restricción del domi- 
nio constituye una servidumbre, sobre todo si se considera que, atendido los diversos 
usos i las diversas formas en que puedo emplearse la referida fuerza motriz, no siem- 
pre habrá de constituir un gravamen impuesto sobi-e un predio en utilidad de otro 
predio de distinto dueño, que es como define la servidumbre el art 820. 

Cierto es que existen diversas disposiciones relativas a las aguas corrientes cuyo 
uso no ha reglamentado la lei; pero a juicio del infrascrito, estas disposiciones no 
son aplicables al caso en cuestión. 

Al establecer el Código la servidumbre natural consignada en el art 833 i que 
consiste en que el predio inferior esté sujeto a recibir las aguas quo descienden de 
nn predio superior naturalmente, ha diotado en el mismo párrafo en que el referido 
articulo se encuentra, diversas prescripciones relativas a las aguas corrientes. 

£1 agua corriente, como es notorio, forma una propiedad de carácter particular, 
por ser una cosa que se mueve constantemente en cierta dirección renovándose sin 
cesar por la imposibilidad quo on la jeneralidad de los casos existe de mantener su 
tenencia, por los diversos usos que do ellas pueden hacerse i por los variados servi- 
dos que pueden prestar, se ha hecho necesario establecer variadas disposiciones, ten- 
dentes a reglamentar su propiedad, uso i guce. 

Ya en el art. [> 9 5 se ha prescrito que los rios i todas las aguas que corren por 
cauces naturales son bienes naciouales de uso publico, i que la propiedad, uso i goce 
de las vertient-es que nacen i mueren dentro de una misma heredad pertenecen a los 
dueños de la^ riberas 

Del mismo modo, al establecer la servidumbre dol art. 833 on que la lei no hace 

otra cosa que reconocer un hecho natural proveniente do la condición especial del 

agua corriente, ha querido establecer disposiciones jenerales respecto de todas las 

aguas corrientes que no se hallen comprendidas eu el art. 595 i a que se aplica la 

34 
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aei-vidumbi-e det art. SSS, i a aguas corrientes eu que éste aiticulo no tiene apli- 
cación. 

EstAS aguas corrientes son: 

I.^ Las que correu naturalmente (>or una heredad; 

2.*^ Las que corren ¡)or entre dos heredades; 

3.° Jjas qne coiTen i)or un cauce artificial; i 

é.** Las aguas lluvias que con en por un camino público. 

En cuanto a las aguas de la primera clase, el dueño de la heredad ¡)or la cual co- 
rreu, pueden hacer de ellas, sean o no de su doiiiinio privado, todos los usos scfi&la- 
dos en el art. 1834. Puede, sin duda, consumirlas todas i su derecho no tiene otra 
limitación que el de hacer volver el sobrante; si lo hai, al acostumbrado cauce a su 
salida del ñindo. 

fil dueño de la heredad en que tiene su orijen el agua corriente, es indadablemente 
el dueño de ellas, en el sentido del árt. 834, i al dejarla lorrer naturalmente en todo 
o en parto, los dueños de los predios inferiores que están snoesivamente siigetos a la 
servidumbix) de recibir el agua espresada, adquieren tan lue^o oomo empieza a correr 
por sus respectivos fundos, el derecho de servirse de ella, del mismo modo, i el dere- 
cho de los duéfíos de los predios res|)ectivamente superiores no tiene otra limitaciou 
que la señalada en el art. 835. 

Las mismas observaciones pueden hacerse respecto de las aguas que corren por 
eritre dos heredades. 

Al tratarse de la tercera de las clases de aguas C3rnentes que ¿ntes se han men- 
cionado, la lei se limita a consignar el principio jeneral de que las aguas qae corren 
por un cauce artificial construitio a espensa ajena, pertenecen ésclüsivamente al que 
con los requisitos legales haya consti'uido el cauce i con respecto a las aguas lluvias, 
qne es la cuarta clase de agua corriente de que se ocupa el citado párrafo 1.** del 
att. 11', prescribe el art. 888 que el dueño de un predio puede servirse de ellas oomo 
quiera. 

Es dé notar que al ocuparse el Código de las aguas corrientes, cuyo ttso refgla- 
mentan a^'i los arts. 834 i 836, cuida de indicar cuál os la prescripción con que pue- 
de adquirirse el uso esclusivo del todo o de parte de ellas; que al tratar de las aguas 
lluvias cuida también de espresar que ninguna prescripción puede privar de su oso 
i nada dice de la prescripción con que puede ganarse el agua de un cauce artifícial, 
cuyo dominio declara que pertenece al dueño del cauce. 

No es del caso discutir si el uso del agua corriente que autorizan los arts. 8S4 i 
885 constituye o no una servidumbre o si solamente es un derecho especial de uso 
que la lei, atendida la naturaleza de la propiedad consistente sn agua corriente, ha 
qusrido conceder a los dueños d^ los prodios ^lor los cuales coito el agua espresada» 
en razón de estar obligados a soportar la servidumbre de recibirla, ni menos habria 
razón para investigar si el uso de las aguas lluvias es también un^ servidumbre. 

Lo que si puede establecerse desde luego es que el uso que hace el dueño del agua 
que corre por un can?e artifícial de su propiedad lo hace a virtud de su dominio so> 
bce el agua. Es el dominio de una cosa corporal de que se goza i d'spone arbitraria- 
mente en los tí'rminos del art. 582 del Código, que se adquiere i [lierdo según las 
reglas jenéiiLles. No puede oonrnndii*se el dominio del agua con la servid umbro de 
acuedncto. Esta servidumbre no consiste en el uso que del agua puede hacer el due- 
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ño. Bino en que pueda sor conducida por la heredad sirviente, como espreaamente lo 
dispone el inc. 2.<> del art. 1861. 

Veixlad és que hai uso de aguas que la loi califica de servidumbre como el derecho 
que conforme al articulo 828 se tiene do sacar agua de una fuente situada en le( he- 
redad vocioa; pero también es venlad que no puede llamarse servidumbre el derecho 
de usar el agua que se tiene conformo al articulo 837, ni podría decirse que al con- 
cederse una merced de agua conforme al artículo 860 se concodia una servidumbre. 
— Santiago, 23 de octubre de 1894. — Barctló, 

VOTO ESrKCIAL 

En la demanda de don Ruperto A lleudes contra la Sncir;dad del Cansí de Mai^io 
sobre oonstrucciones verificadas por esta Sociedad en el Canal de la Pólvora, los qué 
suscriben lian sido de opinión que se revoque la sentencia apelada, declarándose que 
ha lugsr a la demanda [»or los fundamentos que siguen: 



1 



Pretende el demandante que se restablezca a su primitivo estado el cauce del re 
ferído canal, cauce qne ha sido rebajado en su fondo \)Ox orden de la sociedad de- 
mandada. Aquel apoya su i>eticion en el hecho de haber movido |K)r espacio de mas 
de sesenta años con el t<gna del canal un molino que su esposa tiene en el camino de 
Conchalf i eñ que las obras ejecutadas actualmente dejan i)aralizacla la maquÍDaria 
en términos de no poderse aprovechar la fuerza motriz del agua con pérdida del ca- 
pital que dicha fuerza representa por el funcionamiento acostumbrado de la recorda- 
da instalación. 

Ha justificado el mismo démau'lante con numerosas i fehacientes pruebas ^úe son 
efectivos los hechos primordiales espuesios, tanto en lo refercfite a) tiehipo i forma 
del uso del agua del canal como en lo relativo a los inconvenientes i gran alteración 
del ejercicio de los derechos que corrosiK>n<leñ al molino con motivo de laá obras 
ejecutadas por la sociedad demandada. 

La justificación de estos hechos autoriza, en concepfó de los infVasoritos, las peti- 
ciones de la deiLiauda, las cuales sustancialniente tipneíi \)Ov objeto !mi>edir al dueño 
del Canal de la Pólvora toda labor en el cauce dtil banal que menoscabe la fuerza 
motriz de que se ha a})rovecliado el molino durante un largo espacio de tiem^x) i 
mientras las aguas de dicho canal, por Voluntad de sus dueños, coñ'an yrov el Yasgo 
qne actnalmente ocupan. 

Para llegar a estas conclusiones se hace necesario dilucidar ))réviamente las si- 
guientes cuestiones: 

¿Ks prescriptible el derecho de tomar las aguas de un can e artificial ajeno para 
dar movimiento a un injenio volviendo las agua.s a su acostumbrado cauce? i 

¿Cuál es la cstcnsion de este cU-recho en sus relaciones con los dueños del acue- 
ducto? 
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II 

Á juicio de los infra^rítoR, el derecho de tomar las aguas de un canco natural o 
artificial para los fines indicados constituye nna verdadera servidumbre predial, tal 
como este derecho i-eal es definido por el artículo 820 del Código Civil. 

Servidumbre predial es un gravamen impuesto a un predio en fdvor do otro pre- 
dio de distinto duefio. 

En el caso.de que se trata existe el predio dominante o sea el injenio para el cual 
se ejerce el derecho, según la definición que de los predios da el articulo 568 del 
Código, i existe asimismo el predio sirviente como lo es la heredad beneficiada con 
el acueducto considerado éste en alistracto, o bien en el espacio do terreno que ocu- 
pan las aguas en sus bordes laterales. 

El que toma las aguas para fines permanentes, grava en forma positiva i tanjlble 
al predio o predios dueS&os del acueducto. Para tomarlas, en el caso de este juicio ae 
han hecho cooipuertas qu^ tuercen la diroccion del canal ; se cstracn las aguas de su 
cauce acostumbrado en ostensión mas o menos considerable; se limita el derecho del 
dueño de las aguas para usarlas en esa parte del canal i se ocasiona o puede ocasio- 
narse menoscabo de ellas, por filtraciones u otras causas no siempre fáciles de vijilar 
en terrenos diversos del ooupado por el rasgo o canco orijinario. 

Corroboran las afirmaciones que se vienen haciendo i-cs^iecto del calificativo de 
este derecho, la circunstancia de que el Código Civil chileno, asi como el Código fran- 
cés i otros que tratan de eata materia, lej islán sobre el particular en los títulos rela- 
tivos a la servidumbre. 

En el párrafo primero que comienza por el artículo 833 se habla de las serviduní' 
hres naturalús, i entre éstas figuran: 

l.^' £1 gravamen que se puede imponer a lo) predios inferiores para recibir las 
aguas que descienden naturalmente del predio su[X)rior; 

2.° £n los artículos 834 i 83.5 s) menciona esprcsamente el derecho que tiene el 

dueño de una Jieredad^ra. tomar las aguas que corren naturalmente por ella, aunque 

no sean de au dominio privado, a fin de utilizarlas cu los menesteres domésticos, 

en el riego de la misma heredad, en dar movimiento a sus molinoa u otras máquinas, 

debiendo hacer volver el sobrante al acostumbrado cauce al salir del fundo. 

En estos preceptos do la lei no so habla de dos heredades o predios sino cu la 
acepción que a estas palabras se ha dudo mas arriba. Las dispo liciones de los artícu- 
los 834, 830 i 836 son indepcndioutes de la del artículo 833, no tienen relación al- 
guna con los casos a que se refiero este artículo i consiguientemente es otro coso de 
servidumbres naturales que se constituyen por el solo hecho de tomar aguas de uso 
público o que no sean del dominio privado del ocupante. En ellas no se trata de 
conducir aguas por teiTenos de ajeno dominio, sino de construcciones hechas en pre- 
dios del mismo ocuimnte de las aguas. IjO mismo puedo decirse respecto de la dispo- 
sición del artículo 836, relativa a las aguas que corren por entre dos heredades. 

Est9 manifiesta que el Código Civil ha considerado entro las servidumbres el mero 
derecho de tomar aguas para los fines antedichos. En su concepto, exista la servi- 
dumbre aunque no so grave a otro predio por la coustruccion material de rasgos en 
snelo ajeno. Si no constituyeran siírvidumlnv los hechos CDutemplados en los artícii 
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los 834, 835, 836, 837 i 838, debería couclnirae dentro de la lójicaque todas las dis- 
posiciones del párrafo primero, esceptuando el articulo 833, estarían fuera de lugar i 
no se sabría, por tanto, cuáles debian ser las reglas jcnerales de aplicación para re- 
solver las cuestiones respecto de tales hechos. 

No os tampoco una novedad esti doctrina en el (Código, puesto que en él so escep* 
tiian i estienden en su aplicación preceptos que eran reconocidos por la loi 4/, tit^ 
81 de la pirtida 3/, en la cual lei esiiecialmcnte se da el carácter do servidumbre 
al derecho de sacar agua do un pozo o fuente ajenos aun cuando no se grave con una 
senda o cauce al fundo sirviente. Al lado de esta servidumbre se mencionan en los 
Códigos españoles las servidumbres de acneiucto i la que consiste en el derecho de 
dar de beber a los animales de oti'o predio, las cuajes, a escepcion de la anterior, su- 
ponen la existencia do un cauce o do una senda. 

Si esto es indisputable, a juicio de los infrascrítos, también lo es que las reglas del 
Código referentes a las servidumbres que provienen de la situación de los lugares, 
se refieren i comprenden el derecho do tomar las aguas de un cauce artificial de aje- 
na propiedad, ya que este uso proviene también de la ubicación de los lugares i de 
la naturaleza misma como se ejerce la servidumbre de acueducto. 

I tanto es así que el articulo 837, comprondido en el mismo párrafo do las «ervi- 
dwnbres naturales, ha necesitado consignar una regla especial para los cauces artifi- 
ciales i do cuyo alcance se tratará mas adelanto. 

El hecho de que se haya tratado de los cauces ai*tiñciales en el espresado párrafo, 
manifiesta que el uso de aguas de dichos cauces para fines industriales u otros de los 
indicados, constituye una servidumbre de que era menester tratar en el titulo desti- 
nado a ellas. 

Es verdad que respecto de dichos cauces sienta el articulo 837 la tesis de que las 
aguas pertenecen esclusivamente al que cmi los requisitos legales los haya construi- 
do; pero también es cierto que ello es una osplicacion dada para evitar la dudosa 
interpretación que ce habría deducido do las i-cglas anteriores. 

Si no existiera el precepto del artículo 837, los riberanos tío estos cauces, como 
los riberanos do los cauces naturales, se habrían considerado con alguu derecho para 
compartir o imix»ner una comunidad, por ejemplo, con ctráctor do derecho precons- 
tituido i desde el prímer instante sobro las aguas en referencia, aun contra la volun 
tad de los dueños de canales. 

No puede deducirse del articulo 837 qno la estraccion do aguas en este caso no 
sirven para constituir un derecho de servidumbre análogo al del uso de las aguas na- 
turales. Si el uso de las aguas naturales constituye una servidumbre, en concepto 
del Código, con mayor rigor lo será el que se ejerce ]x>r tiempo legal en cauces arti- 
ficiales, ya que en aipiéllos so aprovechan aguas de la comunidad, al paso que en 
éstos se efectúa un gravamen real i efectivo sohíe predios determinados. En oste 
último caso aparecen de resalto las condiciones características do las servidumbix», i 
no habría, [K)r lo tanto, Uíjica en considerar su no existencia mediando estas cir- 
cunstancias. 

Menos puede deducirse del citado precepto qno los estraños al dominio del canal 
artificial no pueden por el lapso legal de tiempo limitar dicho dominio en parte i 
|)ara fines esi)ocia1es, poniue esto seria stiijonef qUe no era lícito estingnir por pres* 
crípcion el derecho del acueducto o del agua éu su totalidad nicnliante lá adquisición 
del dominio pleno de toda el agua particular do un fundo. 
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£n Qonaecttencia, al artículo 837 no pued^ darse otro alcanoQ que el que se indica 
mas arriba* 

Í4k interpretaciou que acaba de darse a la dupoaicion de los artículos S34, 835, 
836 i 837 es, por otra ¡jarto, la que divei^sos comentaristas i tribunales han da<lo a 
preceptos análogos de otros Códigos modernos. 

Establecido que el derecho de sacar a^a de un canal artificial para mover uj iu- 
jenio, constituye una sorvidurabreí fluye de rigor la consecuencia de que tal servi- 
dumbre es continua i aparente cuando se ha ejercido en el modo i forma en q\)e ha 
hecho la estracciou ol den\andante A lleudes. Dicha es tracción la ha efectuado ^o 
diaute la ooqstruccion de un canal, compuertas i machones, por medio de los cuales 
se ha desviado el curso del canal orijinario. Autes ae ha manifestado que estos he* 
olios han impuesto un gravámeu efectivo i tanjible a los fundos due&os del agua i, 
por consiguiente, no hai para qué repetir en este lugar que tal circunstancia aleja 
toda duda acerca de que la estraccion de aguas no se ha hecho por acto de mera to- 
lerancia de que no resultaba perjuicios a las fundos mencionados. Se deriva asimis- 
mo de lo espuesto que ha bastado el lapso de diez a&os |>ai'a a^iquirir por prescrip- 
ción el derecho cuestionado, sin necesidad de titulo alguno, conforme a lo estableci- 
do }H>r el ai-ticulo 882. 



III 



4parte de {o dicho, no hai necesidad absoluta de oomprouder entre las servidupi- 
bres el derecho en referencia para deducir i comprobar la circunstancia de que puede 
adquirirse por prescripción. 

La (tosesion invocada por Alien les se refiere a uii trascurso de n;asde sesenta años; 
de suerte que si el derecho ejercido, por no ser de servidumbre, no pudiese adquirirá^ 
ix>r prescripción de diez afios, siempre procedería su adquisición por la prescripción 
treintenal. 

Con efecto, el derecho se refiere a bienes comerciales que pueden ser poseídos. 4^ 
este respecto dice el articulo ii,498 que se gana por prescrípcion el dominio de los 
bienes corporales, raices o muebles, que están en el comercio humano i so han poseí- 
do con las condiciones legales. <&e ganan de la misma manera, dice el articulo, los 
otros derechos reales que no están especialmente esceptuados>. 

£n ningún precepto de la lei se estatuye que eete derecho de que nos ocupamos 
no pueda ser presento. Se trata do un derecho sobre una cosa sin consideración a 
determinada persona, o lo que es lo mismo de un derecho real. Su ejercicio es lejíti* 
mo, como que tiene por objeto el fomento do una importante industria; se halla ade- 
mas espresamente reconocido por los artículos citados mas arríba, i dada la forma 
como se ha hecho la estraccion de aguas, no puede so;>tencr8e con fundamento plau- 
sible que sea acto de mera tolerancia; de consigniente, es aplicable a su adquisición 
el precepto del art. 2510 relativo a la prescrípcion de treinta afios. 

Hai ademas otra consideración de igual o mayor importancia que acentúa la opi> 
nion que sostienen los infrascritos. Se funda ella en el precepto del art. 888 del Có- 
digo que dice: iSe puede adquirir i i)erder por prescrípcion un modo particular de 
ejercer la servidumbre, de la misma manera que iKxiria adquirírse o perderse la ser- 
vidumbre misma>. 
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Segua este ^rtícu> uo ea dudoso que tratándose de la aervidumbre de acnedncto^ 
para citar uu ejemplo, se podría en el predio sirviente limitar la servidumbre por 
medio de obras que privai^an al predio dominante en todo o en pavte de los beaeñ- 
oíos quet estuviere reportando, no es dudoso tampoco que el dueño del predio air- 
vioute podria, por prascripciou, estracr aguas para regar o mover sus iujenios, limi- 
tando de este modp los derechos del dueAo del acueducto a tiempo i cintidades de- 
terminadas de aguas; i siendo esto indisputable 4qué razón puede darae para n^gai;' 
la base de la prescripción a otros propietarios riberanos del canal? £1 artículo citado 
confiere el derecho de pr scripcion en jeneral sin referü'se únicamente a loa duefios 
del predio sirviente; la servidumbre de acueducto no deja de ser tal aervidumbre 
porque su ejercicio se limite por ríbcrano-i del fundo sirvieute o por 0^*08 riberauos 
contiguos; unos i otros riberanos pretenden ejercer derechos a título de señor i due- 
fio; i por lo mismo, no se divisa razón para creer que un mismo e idéntico hecho sea 
posesorio para los unos i no lo sea para loa otros. 

Parece evidente que ambas clases de riberanos pueden invocar a su favor el pre- 
cepto del art 88S, i en consecuencia, que el uso de las aguas nn la forma de que se 
liabla, sirve ¡Mira dar fundamento a una prescripción adquisitiva de un dertcho con 
la limitación correlativa do los derechos del dueño del acueducto. 



IV 



Resta a los infrascritos tratar de la segimda do las dos cuestiones formuladas al 
principio de este vot j o sea la relativa a la ostensión de los derechos del dueño del 
molino en su co-existencia con los derechos del dueño del acueducto. 

Este punto se halla resuelto \}ot los arts. 884, 2492 i siguiente del Código Civil, 
aea que el derecho de tomar aguas constituya una servidumbre o bien un derecho 
cualquiera innominado prescriptible, las consecuencias son idénticas. En el primer 
caso dice el art. 884, <el título o la jiosesion de la servidumbre por el tiempo seña 
lado en el art. 882, determina ios derechos del predio dominante i las obligaciones 
del predio sirviente». 

£n el segundo de diches eventos, no pueden corresponder al prescribiente treinta- 
ñal otros derechos que los que ha usado, esto os, el uso del agua para mover el inje- 
nio con la fuerza motriz aprovechada habitualmente, i para mientras e) acueducto, 
por voluntad de sus dueños, siga el cui-so que tiene en la actualidad. £1 derecho del 
dueño del molino no es derecho absoluto i pleno de dominio sobre las aguas, i por lo 
tanto, no le es licito impedir que los dueños de ellas cambien su curso, aumenten o 
disminuyan su dotación o ejecuten obras de ensanche en el canal. Lo único que ha 
prescrito es el derecho de servirse de las aguas como determinada fueizck r/iotriz 
mientras el cxuce o.upe el espacio de suelo en que ha ejercido su derecho. Mientras 
se rruiTUenga tal situación no puede ^emUarse en el terrena del canal ninguna labor 
que menoscabe la fuerza motriz aprovechada. 

Podrá decirse que un derecho reconocido en esta forma es eventual; pero esto ea 
lo que sucede con toda limitación de las servidumbres: eventuales son todos los de- 
rechos que las limitan. 

A pesar de lo establecido por el art. 888 no se impide ni puede impedirse el aban- 
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dono del acueducto o de la servidumbra a voluntad de sus dueños, según lo prescribe 
el art. 871 i otros al respecto. 

La proposición a que arriban los infi-aacritos es también, a su juicio, la mas equi- 
tativa, pues consulta ella los derechos co -existentes de los predios dominante i sir- 
viente mientras existe la servidumbre. Una proposición contraria equivaldría a con- 
ceder derechos ilimitados al duefio del canal, negándolos en absoluto al duefio de 
molino durante la permanencia del acueducto. 

Talea son los fundamentos en que apoyan ]o8 infi'ascritos la revocatoria de la sen- 
tencia apelada. — Santiago, 23 de octubre de 1894. — Josi Alfonso. — Leopoldo 
UrnUia. 



BOSQUES 

d.40. — Bosques. — Se deroga la disposición de las Ordenazas de Mi- 
nas que autorizan su denuncio. 

Santiago, 16 dé judio de 1871. 

(113). Por cuanto el Congreso Nacional ba prestado su aprobación 
al siguiente 

PROYECTO DE LEl: 

Artículo único. — Se derogan las ordenanzas de Minas en cuanto au- 
torizan los denuncios de bosques. 

I por cuanto^ oído el Consejo de Estado, lo he aprobado i sanciona- 
do; por tanto, ordeno se promulgue i lleve a efecto como leí de la Re- 
pública. 

José Joaquín Pérez. 

José A. Qandarülas. 



141. — Bosques. — Se autoriza la corta de los denunciados solo du- 
rante tres años, se prohibe cortarlos en las cercanías de las aguadas i se 
autoriza al Presidente para reglamentar su explotación. 

Santiago, 13 de julio dé 1872. 

(184). Por cuanto el Congreso Nacional ha discutido i aprobado el si- 
guiente 
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PROYECTO DE LEÍ: 

Art. 1.® Loa denuncios de bosques hechos con anterioridad a la pre- 
sente lei, facultan a los denunciantes que tengan hornos en labor para 
continuar ejercitando sus derechos con arreglo a Ordenanza, por el tér 
mino de tres años, contados desde la promulgación de esta lei, pudien- 
do solo cortar los árboles que se consumen durante este término. 

Quedan exentos de toda espropiacion forzada, los montes anterior- 
mente cortados i aquellos en que no se hubiesen planteado aun los es- 
tablecimientos para que se solicitaron. 

Art. 2.^ Se prohibe el corte de los árboles o arbustos en los lugares 
en que existen o en que aparecieren vertientes. 

Esta prohibición rejirá con todos los árboles i arbustos silvestres si- 
tuados a menos de cuatrocientos metros arriba i a menos de doscientos 
metros a cada lado de los manantiales; pero no rejirá con los árboles i 
arbustos situados cerca de los manantiales que nacen en terrenos planos 
regados. 

Art. 3.® El Presidente de la República dictará un reglamento que de- 
termine las reglas a que ha de someterse la esplotacion de los bosques 
en cada departamento^ pudiendo prohibir el corte de árboles en los cer- 
ros hasta una altura que evite la destrucción del terreno vejetal. 

Art. 4.^ Esta lei comenzará a rejir desde el dia de su promulgación. 

I por cuanto, oído el Consejo de Estado, lo he aprobado i sanciona- 
do; por tanto, ordeno se promulge i lleve a efecto como lei de la Re- 
pública. 

Federico Errázuriz. 

Ramón Barros Limo. 



1^42. — Bosques. — Se dictii el Reglamento para su esplotacion. 

Santiago, 13 (Í6 niayo de 1873. 

(148). Visto el proyecto presentado por la Comisión nombrada para 

la reglamentación de la corta de bosques i en uso de las facultades que 

me concede el art. ^.^ de la lei do 13 de julio de 1872, 

85 
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He acordado i decreto: 

Art. 1.** Queda prohibido en toda la República, tanto en los fundos 
pertenecientes al Estado como en los pertenecientes a particulares: 

1." (vortar los árboles o arbustos silvestres situados a menos de coa- 
trocientOB metros sobre los manantiales que nazcan en los cerros i los 
situados a menos de doscientos de sus orillas desde el punto en que la 
vertiente tenga orijen hasta aquel en que llegue al plan; 

2.? Cortar o destruir de cualquier modo los árboles situados a menos 
de doscientos metros de radio de los manantiales que nazcan en ierre* 
nos planos no regados; 

3.^ Cortar o destruir los árboles que existen sobre cerros desde la me* 
dianía do sus faldas hasta la cima. 

£1 propietario calculará por sí mismo la línea medianera, i no incu- 
rrirá en la multa que lleva consigo la infracción de la prohibición, sino 
en el caso do que se le pruebe haber destruido el monte o cortado árbo* 
les mas arriba de la línea que marque las dos terceras partes de la altu* 
ra de las faldas del cerro. 

£n la cordillera de los Andes, para la determinación de la altura, se 
considerará como cima la linea horizontal de las «mas bajas nieves per 
petuas. 

La prohibición establecida en este inciso no rejirá con los árboles si- 
tuados en cerros cuya elevación no alcance a sesenta metros desde su 
base; 

4.^ La roza de los bosques por medio del fuego desde el límite norte 
de la Repáblica hasta el Bío-Bío. 

£n las comarcas situadas al sur de este rio podrá hacerse la roza a 
fuego, previo el permiso del Gobernador, quien lo concederá cuando se 
trate únicamente de habilitar terrenos para la agricultura; sin perjuicio 
de la prohibiciones establecidas en los tres incisos precedentes, i exi- 
jiendo las garantías convenientes para evitar mayor destrucción que la 
que se pretende i todo perjuicio a terceros. 

Art. 2.** La esplotacion de los bosques pertenecientes al Estado que 
fueren esplotados de conformidad con las prescripciones del artículo 
anterior, se hará por medio de arrendamientos, los que se efectuarán en 
conformidad a las leyes. El Intendente de la provincia en cuyo terri- 
torio se encuentra el bosijue, fíjará las condicionerde cada contrato i lo 
firmará en representación del Estado, debiendo ademas someterlo a la 
aprobación del Gobierno. 
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Art. 3.<* Habrá un inspector jeneral de bosques, un inspector en oa- 
da departamento i un guarda en cada subdelegacion. 

Ck>rrei^nde al inspector: 

1.^ impartir a los inspectores las instrucciones que encuentre eotiye* 
nientes para formar la estadística do los bosques de la República i para 
hacer nuevas plantaciones, remitiéndoles, al efecto, plantas i semillas; 

2.^ Dar cuenta al Grobierno de las necesidades i abusos que note en el 
ramo de bosques i proponerle los medios oportunos para remediarlos; 

3.® Administrar ios fondos que se destinen al fomento de planta- 
ciones. 

Los inspectores cuidarán en sus respectivos departamentos de cum- 
plir las instrucciones que les impirta el inspector jeneral i de suminis- 
trar a éste cuantos datos les pida o juzguen ellos conducentes a la con* 
servacion i fomentos de los bosques. 

Los guardas obrarán en conformidad a las órdenes e instrucciones qtte 
reciban de los inspectores. 

Art. 4.'' Toda persona tiene derecho de denunciarla infracción délas 
disposiciones contenidas en el art. 1 .® de este reglamento, ante el ins- 
pector respectivo. Kste, oyendo al dueño del fundo, podrá suspender 
provisoriamente la corta, remitiendo los antecedentes al juez letrado 
del lugar i dando aviso al procurador municipal para que se haga parte 
en el juicio. 

Art. 5.** La multa en que incurrirá el infractor de las prohibiciones 
contenidas en el arU 1." será de cincuenta a quinientos pewM, determi- 
nándolas el juez según la gravedad de la infracción. 

De la cantidad a que la multa asciende se harán cuatro partesi dos de 
las cuales percibirá la Municipalidad, una será para el procurador mu- 
nicipal i la otra parte para el denunciante. 

Las Municipalidades que durante el curso del año hubieren recibido 
alguna cantidad proveniente de multas impuestas a los infractores de 
este Reglamento enviarán en el mes de diciembre la mitad de lo que 
por esa causa hubieren percibido al inspector jeneral de bosques, qnwn 
la aplicará al objeto indicado en los námeros I i 3 del primer inciso del 
art. 3.*^. 

Art. 6.^ Los jueces letrados, cada vez que tengan noticia de algún in- 
cendio ocurrido en los montes del territorio de su jurisdicción, levan-* 
taran de oficio un sumario indagatorio a fin de averiguar si el hecho ha 
sucedido fortuita o intoncionalmente i proceder en consecuencia 

Art. 7.^ Por ahora i miénti-as el Gobierno no disponga otra coea^ el 
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presidente de la Sociedad Nacional de Agricultura desempeñará las fun- 
ciones de inspector jeneral de los bosques; los gobernadores departa- 
mentales las correspondientes a los inspectores i los subdelegados las de 
los guardas de sus respectivas subdelegaciones. 

Tómese razón i publiquese. 



Ebbázuriz, 



Bamon Ba/rroa Luco. 



143. — Bosques Fiscales. — Se ordena dejar una reserva en la cor- 
dillera de los Andes i de la costa. 



Santiago. 1& de enero de 1879. 

(6). Siendo conveniente prevenir oportunamente los males que se orí- 
jinan con la destrucción completa de los bosques. 

Decreto: 

En las ventas de terrenos fiscales que en lo sucesivo se efectúen en el 
departamento de Angol, i en las provincias de Arauco, Valdivia i Llan- 
quihue, se reservará una faja de montaña que no baje de diez kilóme- 
tros de espesor, partiendo de la parte oriental del primer cordón de 
cerro de la cordillera de los Andes hacia el poniente o valle central i en 
toda su ostensión de norte a sur. 

Esta faja de montaña se demarcará por un camino de veinte metros 
do ancho, que se irá abriendo a proporción que el Gobierno disponga 
de aquellos campos para su venta u otro uso cualquiera. 

En la cordillera de la costa u otros cerros cubiertos de bosques que 
se encuentren en los territorios designados, se reservará igualmente un 
kilómetro de bosque en todos sus costados i a partir de la mayor 
altura. 

Solo el Estado podrá hacer uso de los ]x)squos que se reserva i bajo 
ningún título permitirán las autoridades que los particulares hagan uso 
de las maderas ni ejerzan ningún acto de dominio o posesión sobre esos 



I DB0RBT08 SUPREMOS SOBRB OOLONIZAOION 



277 



campos, tomando, en consecuencia, las medidas necesarias para que se 
cumpla esta disposición. 

Comuniqúese, anótese i publíquese. 



Pinto. 



Alejandro Fierro. 



Nota.— Sobre boíjqiios véaso ol inciso 2.° del art. 6.** dol Código de Minería vi- 
jente desde ol I.® de enero de 1889; como también el Decreto do 2 de julio de 1869 
inserto en el título VI, Llanqiiihue, del capítulo II. 



CAMINOS 

144. Caminos, canales, puentes i calzadas. — Se reglamenta 
su conservación i fomento. 



Santiago, dicieiríbre 17 de 1842. 

Por cuanto el Congreso Nacional ha acordado el siguiente proyect 
de.lei: 

CAPÍTULO I 

BB LA DIRB'oGION 



Art. l-^ La Dirección de caminos, canales, puentes i calzadas será 
desempeñada por una junta establecida en cada provincia de la Bepú 
blica i por el Cuerpo de Injenieros que Jotormina esta lei. 

Art. 2.^ Las juntas provinciales se compondrán del Intendente de la 
provincia, del alcalde de primera elección de la Municipalidad de la 
cabecera de la provincia que, en los casos de imposibilidad, será reem 
plazado por el de segunda elección o por el rejidor mas antiguo, i de 
un agrimensor residente en la misma pravinciaj nombrado por el Go* 
bierno. 

Art 3.® (Derogado), 

Art, 4/ (Derogadc), 

Art. S,^ Son atribuoionei da lai juntas provinoialM, volar sobro ol 
oitado do loi oaminoii qo pormitir lo mu4on iln lu ooniontixaiontQ { 
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Aprobación; proponer al Gobierno la variación de k»6 viejos, la apertura 
de los nuevos e informarle cuanto sea conducente para mejorarlos; 
hacer ejecutar los trabajoa que se acuerden, i librar las cantidades ne- 
cesarias contra los administradores de los fondos destinados a estos 
objetos. 

Arfc, 6.^ 6in perjuicio de los deberes de las juntas pro\inciales, corres- 
ponde a las Municipalidades, en su respectivo departamento o distrito^ 
no solo proponer a la junta provincial la apertura o construcción de 
nuevos caminos, puentes o calzadas o su notable reparación i mejora, 
sino también acordarlas por sí misma, dando cuenta a la junta siempre 
que su costo hubiere de hacerse puramente con fondos de la Municipa- 
lidad, guardando en estas obras las disposiciones de las leyes i regla- 
mentos espedidos sobre la materia, i las prevenciones jenerales que 
tuviere hechas^ o particulares que tuviere a bien hacer la junta provin- 
oial, «in proceder jamas en contravención de ellas. 

Árt. 7,"* Corresponde asimismo a la Municipalidad acordar la repa- 
ración diaria i constante, necesaria para la conservación i buen estado 
permanente de los caminos, puentes i calzadas deduciendo los giistos 
que exijieren estas obras de los fondos de propios u otros arbitrios que 
pftra estA repmucion ordinaria estuviesen especialmente señalados en el 
departamento o fuesen de costumbre en él, o haciendo efectiva la obli- 
gación de los vecinos respectivos a contribuir a la reparación de estas 
obnis. La misma facultad tiene el gobernador en toda la estensfon del 
departi\mento, i los subdelegados en su competente distrito. 

Los acuerdos de la Municipalidad sobre esta materia se pondrán en 
ejecución por el Gobernador o subdelegado respectivo. 

Art. 8.^ La oonservaeion de los caminos, puentes i calzadas; la ob 
lervaoion de todas las leyes i órdenes espedidas sobre esta materia por 
las autoridades competentes i señaladamente por la junta provincial; i 
en Jeneral la policía, buen orden i cuidado sobre estos ramos, corres- 
ponde a los gobernadores, subdelogsdos e inspectores, quienes la ejer- 
cerán por si u obedeciendo los inferiores las órdenes de sus superiores, 
i valiéndose de los ajentes subalternos de policía que estén bajo su ju- 
risdiflcion o de los comisionados que tuvieren a bien nombrar. 

Art. 9° Son atribuciones del Cuerpo de Injenieros proponer al Qo 
bierno todas las medidas conducentes a las mejoras de los caminos, sus 
variaciones, aperturas de nuevos i de canales, construcción de puentes i 
ealiadaa; mantener oomunioacion con las juntas provinciales i con los 
enoargadoi de 1» recaudación i depósito de los fondos anexos. Los debe 
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roB i ocupaciones del Cuerpo de Injenieros i los deberes de las jun- 
tas provinciales en sus relaciones con el Cuerpo de Injenieros, serán 
determinados por los decretos que oportunamente espidiere el Gobierno. 

Art. 10. {DenMfodo). 

Art 11. (Dtrogado), 

Art 12. {Derogado). 

Art* 13. {Derogado). 

CAPÍTULO II 

DB LOS FONDOS DBL RAMO DE CAMINOS 

Art. 14. Se adjudican para la construcción, apertura, composición i 
conservación de los caminos, canales, puentes i calzadas, todos los fondos 
que produzcan los derechos de peaje, pontazgo i navegación de los rios 
i canales, que están actualmente establecidos, i que en adelante se es- 
tablecieren , el valor de las multas que designa esta lei i la cantidad que 
la Lejislatura señale anualmente para estos objetos. 

Art. 15. La inversión de estos fundos se har»4 con arreglo a los pla- 
nos i presupuestos que aprobare el Presidente de la República, i en 
virtud de los decretos que éste espidiere. 

Art. 16. Los derechos de peaje, pontazgo i navegación establecidos 
hasta el dia, que estén aplicados a fondos de propios de ciudades o 
villas continuarán perteneciendo a dichos propios, mientras que estén 
destinados a objetos preferentes al que se propone esta lei; pero el Go- 
bierno decretará su incorporación a fondos jenerales de caminos, cana- 
les, puentes i calzadas, cuando lo crea conveniente. 

Art. 17. Los derechos de peaje, pontazgo i navegación, se fijarán por 
leyes especiales para cada caso; subsistiendo mientras tanto los esta- 
blecidos al presente en la forma que actualmente se hallan, 

Art. 18. Las obras o trabajos costeados con los fondos de que se 
trata, pueden ejecutarse por comisiones, bajo la inmediata inspección de 
la 1 ireccion por medio de alguno o algunos de sus miembros, i también 
por subasta o contratas, interviniendo siempre en el cumplimiento de 
éstos las mismas Direcciones. 

CAPITULO III 

DB LOS CAMINOS 



Art. ID. Los caminos se dividen en caminos públicos i caminos ye^ 
cinales. 
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Axt, 20. Los caminos públicos son los que sirven de comunicación 
de una ciudad, villa o lugar con otra ciudad, villa o lugar. 

Art. 21. El ancho de todo camino público que corra por cerros o 
cuestas^ será de dieziseis varas de claro. 

Art 22. El que pase por terrenos planos tendrá veintiséis varas de 
claro, i cada orilla o costado nna zanja o foso de dos varas de ancho i 
dos de profundidad. La tierra que se saque de estos fosos, se echará en 
el medio del camino, para que tome éste una forma convexa. 

Art. 23. Las aguas que se recojan en los fosos i provengan de las 
lluvias, tendrán su salida por bajo de puentes o por encima de calzadas 
empedradas, según lo permita el terreno. 

Art. 24. Los propietarios de los terrenos colindantes son obligados a 
recibir estas aguas, pero precisamente se les avisará con anterioridad, 
o se les oirá sumariamente sobre elIo> para solo el efecto de evitarles los 
perjuicios cuando sea posible. 

Art. 25. Las aguas que procedan de las tierras vecinas o que se lle- 
ven para riegos, solo podrán pasar por los caminos i zanjas, cruzando 
aquellos bajo de puentes de seis varas de estension a lo menos, cons- 
truidos de materiales sólidos i costeados por los dueños de las misma 
aguas, o atravesando las zanjas sobre arcos o canoas, o en el modo que 
acordare la junta provincial. £s prohibido ccnducir las aguas por e 1 
terreno de los caminos siguiendo su dirección. 

Art. 26. Los vecinos que quieran plantar árboles, lo harán a la ori- 
lla esterior de las zanjas, i serán dueños de ellos; pero para cortarlos 
darán aviso al gobernador o subdelegado respectivo, quienes solo con- 
cederán el permiso con arreglo a las instrucciones que hubieren recibido 
de la junta provincial. 

Art. 27. £s prohibido levantar obras, sacar tierras, hacer excavacio- 
nes i derramar agua en lo interior de los caminos. £1 que causare algún 
perjuicio de esta u otra nuturaleza, es obligado a su reparación 

(Derogado). 

Art. 28. Los fundos colindantes de los caminos quedan gravados 
con la carga de dar tierras, piedras u otros materiales para los terraple- 
nes^ salvo la justa compensación de los perjuicios que por la estraccion 
se les infieran. 

Art. 29. Los propietarios de los terrenos que estén actualmente sin 
cierros, son obligados a dejar las treinta varas de ancho para el camino 
i lai MQJA9 qtt6 eitableoe el artloulo 22. Cuando loi oaminos «ean el 
término de doi propiedadeii o^a una dejará la mitad. 
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Art. 30. El terreno que quede por un c<amino abandonado, servirá 
para compensar el que se ocupe en el nuevo. 

Art. 31. Los caminos que pasen al lado de propiedades actualmente 
cerradas por tapias se conservarán en el estado que tienen, pero si hu- 
biesen de tapiarse de nuevo, se retirarán a la distancia dicha. Los go- 
bernadores i subdelegados velarán sobre el exacto cumplimiento de este 
artículo. 

Art. 32. Se esceptúan las calles de las poblaciones i sus suburbios 
que por la corta estensiou de las propiedades i su mucho valor, no se 
obligarán a retirarse, sin recibir los dueños de ellas la justa compen- 
sación. 

• Art. 33. En los suburbios de esta capital i demás poblaciones de la 
República no podrá emprenderse la apertura o delineacion de nuevas 
calles, ni edificar estendiendo la tínea de las antiguas, sin permiso es- 
crito de la Dirección déla provincia; i el Gobierno dictará las ordenan- 
zas especiales a que deben arreglarse las nuevas poblaciones con que se 
ensanchen las antiguas. 

Art. 34. Cada cinco leguas se establecerá una plaza do una cuadra 
cuadrada, que sirva para los alojamientos de las tropas empleadas en el 
carguío. En el centro de ella se levantará una columna con inscripción 
de la distancia en que se halla de las capitales de la República i de la 
provincia respectiva. 

Art. 35. Este terreno será comprado por el público; pero si algún 
propietario lo dejase por su cuenta, tendrá derecho para cobrar el piso 
o alojamiento. 

Art. 36. Los inspectores son obligados a dar aviso de palabra o por 
escrito al intendente, gobernador o subdelegado, de los pantanos, puen- 
tes rotos o cualquier otro embarazo que ocurra en el tránsito. 

Art. 37. Los caminos vecinales son aquellos que cumunican los fun- 
dos particulares con los caminos públicos. Estos tendrán cuando menos 
diez i seis varas de ancho, i podrán ser variados de consentimiento da 
los interesados i con permiso de la Dirección de la provincia. 

Art. 38. {Derogado). 

Artículos afiieionales 



1.® Todos los caminos públicos i calles que hayan sido variados sin 
permiso de h autoridad competente; i loa terrenos de dioboe caminos i 
calles de que el público haya sido despojado por usurpaciones de los 
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propietarios de terrenos colindantes, serán restituidos a su antiguo esta- 
do, sea cual fuere el tiempo trascurrido, de^de que las espresadas va- 
riaciones o usurpaciones se efectuaron. 

2.^ Las juntas provinciales i los gobernadores de los departamentos 
decretarun i harán ejecutar las restituciones deque se trata en el ar^ 
ticulo anterior, procurando en estos casos conciliar la rectificación de los 
caminos con la elección de los terrenos mas sólidos i firmes para oondu- 
cirios. 

3.^ Se dispondrá igualmente por las juntas provinciales que toda ace- 
quia o canal, que corra en la actualidad por el terreno de un camino 
público con menoscabo o reducción de las xeintiseis varas libres de ca- 
pacidad en su ancho que le señala esta leí, sean conducidos por los te- 
rrenos colindantes, dándose a los interesados o dueños el tiempo de plaao 
que prudentemente parezca necesario' para el trabajo, según las circuns- 
tancias, i lo mismo se ejecutará respecto de los caminos vecinales, que 
nunca deberán tener menos de diez i seis varas libres para el tránsito 

4,^ (Derogado). 

5.® £1 Presidente de la República, en uso de sus facultades, dictará 
los reglamentos i ordenanzas necesarias para hacer efectivas todas las 
disposiciones de esta lei. 

6,« {Derogado), 

?.• (D^ogadc). 

I por cuanto, oído el Consejo de Kstado, he tenido a bien aprobarlo 
i sancionarlo; por tanto, dispongo se promulgue i lleve a efecto en to* 
das. sus partes como lei de la República. 

BúLNES. 

Ramón Luis JrarrázavaL 



145. Materiales para la compostura de caminos. — Se declara 

no debe abonarse a los propietarios de los fundos el valor de la tierra, 
ripio, piedras, etc. empleados en la compostura de los caminos. 

Santiago, 17 de diciembre de 1846. 

Estando dispuesto por el artículo 28 de la lei de 17 de diciembre de 
1842^ €que los fundos colindantes de los caminos quedan gravados con 
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la carga de dar tierras, piedras i otros mateiiales para los terraplenes»^ 
He venido en acordar: 

I.» Se derogan los decretos de 22 de abril i 3 de mayo de 1844 por 
los que se mandó pagar al administrador de la hacienda de doña Dolo- 
ros Prado el ripio i piedra necesarios para la construcción del camino en- 
tre Santiago i Valparaíso, i se deroga también cualquiera otra disposi- 
ción semejante. 

2/ En lo sucesivo no se abonai*á a propietario alguno la tierra, ripio, 
piedras, ni los demás materiales que fueren necesarios para el terrap'en 
de los caminos que pasaren por los fundos de donde se estraigan. 

Tómese razón, comuniqúese i publíqueso. 

BtÍLNES. 

Manv^l Gaviilo Viali 



146. Tránsito por los caminos. — ?e establecen diversas reglas 
relativas al tránsito de las carretas por los caminos. 

Loa AnjeleSy 1& de abril de 1847. 

Constando de los informes del Cuerpo de Injenieros que la descompo- 
sición de los caminos públicos procede en gran parte de los abusos que 
cometen los conductores de carros, unas veces dirijiéndolos desde adon 
tro, otras marchando i muchos sin dejar ningún intervalo de separación, 
amenudo echando mano de las piednis que forman los terraplenes para 
detener las ruedas^ lo cual no solo orijina la destrucción de tos trabajos, 
sino que causa estorbo a los demás traficantes; i resultando por último 
diversos usos abusivos que inutilizan o estorban el tránsito de los ca* 
minos, 

He venido en acordar i decreto: 

Art 1." Toda carreta que transite por los caminos públicos llevará 
chocos de madera para contener las ruedas en los casos necesarios. 

Art. 2.® £n los lugares altos en las cuestas, en los puentes, en todo 
punto estrecho i pendiente donde pueda haber riesgo de desbarranque, 
e causarse algún mal a los tj'anseuntes de a pié o en carruajes, los con- 
ductores de los carros se pondrán delante de los bueyes i los conducirán 
asi hasta que hayan cesado los riesgos que se trata de evitar. 
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Art. 3,* Siempre que caminen juntos dos o mas carros, habrán de 
guardar entre sí una distancia que no baje de doce varas. 

Art. 4." líingun carro podrá detenerse en los puntos estrechos de 
caminos ni, en las calles de las poblaciones cubriendo las dos acera 
pues debe quedar libre el paso para los demás tmfícantos. 

Art. 5.^ Siempre que al llegar a una puente u otro lugar estrecho* 
se presentaren carros en dirección encontrada, deberá detenerse el que 
estuviere mas distante hasta que pase el mas inmediato, a no ser que 
hubiere camino para ambos. También se detendrán i cederán la prefe- 
rencia en el paso al que anduviere con mas celeridad, en el caso de ser 
tirado por caballos, i a los carruajes que condujeren pasajeros. 

Art. 6.® Mientras se lleva a efecto el artículo 34 de la lei de 17 de 
diciembre de 1842, los carreteros o conductores de carros no podrán 
alojarse en las cuestas, portezuelos, ni en ningún otro punto de los ca- 
minos, debiendo elejir los lugares abiertos que haya al lado de éstos. 

Art. 7.^ La infracción de ciulquiera de las disposiciones anteriores 
será castigada en cada vez con la multa de un peso. 

Art. 8.® Los jueces i demás encargados de la ejecución de las dispo- 
siciones gubernativas i los celadores e inspectores de caminos, quedan 
encargados del cumplimiento de este decreto. 

Rejístrese i comuniqúese. 

BiJLNES. 

Manuel Camilo Vial, 



147. Camineros.- -Se dicta el Reglamento de camineros. 

Santiago, 19 de julio de 1863. 

Siendo indispensable para el cuidado i conservación de los caminos, 
el establecimiento de camineros que cuiden de ellos, que reparen inme« 
diatamente los daños que esperímentan con el tranco, i que estén esclu- 
sivamente destinados a mantener espeditas i corrientes las vías de co 
municacioij de mayor importancia i conveniencia, decreto el siguiente 
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REQLiVMBNTO PARá. EL SERVICIO DE CAmNEROS 

Art. 1.® Se establece el servicio de camineros para el cuidado i con- 
servación de los caminos públicos de importancia que hubiesen sido re- 
parados i compuestos de una manera formal. 

Ail). 2.^ Los caminos en que se establecen camineros se dividirán en 
porciones de una estension determinada, según la naturaleza del suelo 
porque corren i el estado en que se hallen^ a juicio del Director de Inje* 
nieros; i a cada una de estas secciones se asignará un caminero. 

Art. 3.^ Los camineros que correspondan a un camino o a una sección 
que no baje de veinte leguas de estension, se organizarán en brigada, i 
cada brigada en escuadras^ sometidas a un inspector caminero aquellas, i 
cada escuadra a un caminero jefe. 

Art. 4.^ Los inspectores camineros para los trabajos de cuidado i 
conservación permanente que deberán buscarse entre personas que reu 
nan los conocimientos especiales que requiere el buen servicio, serán 
nombrados por el Gobierno a propuesta del Director de Injenieros; i por 
éste, a propuesta del inspector, los jefes de camineros. Los simples ca» 
mineros serán nombrados por el injeniero asignado al camino en que 
trabajen, i éste podrá separarlos asi como los camineros jefes instruyen- 
do al Director. La separación de un inspector se hará con aprobación 
del Grobierno. 

Art. 5.^ Para ser nombrado caminero se requiere: 1.® Keunir las con- 
diciones de salud i robustez para el trabajo diario i asiduo; 2.^ Compro- 
bar su buena conducta con certificados de las autoridades del lugar de 
su residencia, o con atestación o garantía firmadas de personas de cono- 
cida honradez. 

Art. 6.® Los inspectores camineros o brigadieres tendrán la inspec- 
ción o dirección del camino o sección que les estuviere confiado, lo reco- 
rrerán a lo menos una vez por semana, i cuidarán de que se cumplan 
las órdenes del injeniero, i de que los camineros desempeñen sus deberes. 

Art. 7.*^ Los cabos camineros tienen la inspección de la estension de 
camino confiado a su cuidado, fuera de la porción de camino que les 
está encargada, i que será menor que la señalada a cada caminero. 

Art. 8.® Los camineros destinados especialmente a una sección o a 
cuidar do una parte determinada de camino, podrán ser reunidos por 
escuadras o brigadas para trabajos de la misma clase que sean urjontes. 
cuando el injeniero encargado del camino lo dispusiere. 
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Art. 9.® Los camineros trabajarán todo el año de sol a sol, excepto los 
dias festivos, con las intemperies acostumbradas eh loa trabajos de esta 
clase. La lluvia no será en ningún caso motivo para que un caminero 
deje de trabajar; debiendo por el contrarío esmerarse en correjir los da- 
ños que ella cause al camino. En los dias festivos deberán recorrerlo 
para evitar que les hagan daño. 

Art 10. Los camineros prestarán su ausilio a los pasajeros en cfial- 
quier accidente, i ejercerán en la estension de camino que les está con- 
fiada las funciones de ajentes de policía. 

Art. 11. Los injenieros, i aun los brígadieres o inspectores, podrán 
asignar tareas a los camineros desde uno hasta seis dias^ siempre que la 
naturaleza de los trabajos que deben ejecutar lo permita. La sumaría 
indicación de estas tareas se escribirá en la parte de la libreta del cami- 
nero reservada a <$rdenes del servicio. 

Art. 12. £1 caminero, bien sea que trabaje por tare», odiaadia, 
deberá conformarse en su trabajo a las órdenes que reciba, i cuando* do 
haya trabajos especiales, se contraerá a mantener el camino libre de 
todo estorbo, unido, seco i compacto. Debe, en consecuencia: 1.^ Dar 
salida a las aguas que se aposaren en el camino, i facilicar el curso de 
las que se reunieren en las zanjas de los costados 2.^ Quitar lo mas 
pronto posible el lodo del camino, llenar con materiales a propósito loe 
hoyos que se formaren, i reponer a su lugar las piedras que el uso del 
camino o cualquiera otra causa hicieren salir; 3." Preparar i reunir de 
trecho en trecho piedras para las reparaciones que fueren ocurríendo; 
4.^ Velar por la conservación de los leguaríos, líneas telegráficas, u otros 
objetos de servicio público que en él hubiere. 

Art. 13. En el empleo de materiales i en la oportunidad i forma de 
las reparaciones de los daños de los caminos ya construidos, el caminero 
se someterá a las direcciones que diere el injeniero. £n la parte de ca- 
minos no reparados formalmente, los camineros cuidarán de conservarlos 
espeditos, atendiendo al lugar en que la comunicación esté mas eiaba. 
razada, sin esperar para esto orden. 

Cada caminero tendrá un jalón indicador de dos metros de alto con 
una punta de fierro para enterrarlo, i en la superior tendrá una plancha 
o tabla en que estén escritos caminero i el número de la sección que le 
esté encomendada Este jalón lo colocará el caminero a la orilla del ca- 
mino cerca del punto en que trabaje. Los camineros tendrán ademas un 
distintivo, i su número en el sombrero conforme a lo que prescriba el 
director del Cuerpo de Injenieros. 
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Árt. 14. Los camineros deberán vivir a la inmediación del camino 
dentro de la sección a que estuvieren asignados. 

Art. 15. Se proveerá a cada caminero de los objetos siguientes: 

Una carretilla de mano. 

Una pala de fierro. 

Una de madera. 

Una hacha. 

Una barreta. 

Un rastrillo endientado de 6erro 

Un rastrillo de madera. 

Un rapapico. 

Un pizón. 

Un balde. 

Un combo. 

4Jn martillo. 

Un cordel de 20 metros. 
Art 16. Los camineros cuidarán de conservar sus herxamientaa en buen 
estado de servicio, i el brigadier o inspector les hará reponer con su sa* 
lario las que por su culpa se inutilizaren o perdieren. 

Art. 17. Cada caminero tendrá una libreta en que se anoten las ob- 
servaciones a que den lugar sus trabajos i su conducta, lab órdenes e 
instrucciones a que deba conformarse para que el brigadier o jefe de 
camineros las hagan cumplir, i la indicación de las tareas que se le se 
ñaiare Esta libreta deberán presentarla al injeniero, brigadier, camine 
ro jefe, o a otra persona comisionada por la autoridad para tomar cono- 
cimiento de ella. 

Art. 18. Délas herramientas i útiles de los camineros llevará una 
razón el inspector i se anotará en la libreta respectiva. Conforme a esa 
razón se hará entreg^i a los camineros en caso de variación o separación, 
i por ella se les exijirá las faltas que hubieren. El inspector pasará cada 
bimestre una revista de herramientas para renovar las que no estuvie- 
ren últiles i hacer reponer las que faltaren, o que por culpa del camine 
ro se hubieren inutilizado. 

Art. 19. Los sueldos de los inspectores, jefes i camineros, se determí* 
narán por el Gobierno en vista del camino a que se destinan. 

Tómese mzon, comuníqiiese i publíquese. 

MONIT. 

Antonio Kcw*a«. 
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148.— Apertura i reparación de caminos.— Se reglamenta la 
in versión de los fondos que se destinan para este objeto. 

SantiagOy 23 de diciembre de 1871. 

Teniendo presente que es necesario dictar algunas reglas para proce 
dér con mejor acierto en los trabajos de los caminos públicos i para 
asegurar la cumplida inversión de los caudales que se destinan a ese fín. 

He acordado i decreto: 

Art. 1.*^ Las juntas de caminos indicarán anualmente a la Dirección 
del Cuerpo de Injenieros los trabajos que con mas urjencia reclame el 
interés de la provincia a que pertenezcan. 

Sea que se trate de la formación de caminos nuevos o de reparar los 
antiguos, la junta acompañará a su informe un presupuesto aproxima- 
tivo del gasto que dichas obras ocasionen i cuidará de que el espresado 
informe sea remitido a la Dirección Jencral en el mes de setiembre de 
cada aijo. 

Art. 2.® Para proceder a la apertura o reparación de los caminos pú- 
blicos se observará el orden siguiente: 

Se atenderá en primer lugar, a los camines que unan los centros de la 
población con las estaciones de las lineas férreas; en segundo lugar, los 
destinados a unir las capitales de provincias entre sí; en tercer lugar, 
los que ligan la capital con la cabecera de los departamentos; en cuarto 
i ugar, los que van desde la capital a los puertos; en quinto lugar, los 
que ligan las capitales de los departamentos entre sí; en sesto lugar, los 
que conducen desde la capital del deparUimento a los puertos; i en sé- 
timo lugar, los que ponen en relación la cabecera del departamento con 
1 os pueblos, vilhvs o aldeas del mismo. 

Entre dos o mas caminos públicos del mismo orden se dará siempre 
la preferencia a aquel en que los vecinos cooperan más eficazmente, ya 
sea cediendo los terrenos necesarios, o ya contribuyendo con dinero, 
materiales u otros elementos. 

Art. 3.» Antes de proceder a la apertura o reparación de un camino 
público, la Dirección de Injenieros dará aviso al intendente respectivo 
i éste lo comunicará al gobernador que corresponda para los efectos in- 
dicados en los artículos siguientes. 

Art. 4.** Se seguirá trabajando en los caminos públicos que actual- 
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mente están en apertura o reparación hasta dejarlo en ol mejor estulo 
posible. 

£1 director de injonieros pasará desde luego a cada intendente una 
relación de los caminos que so encuentren en el caso del inciso pre» 
cedente. 

Art. 5.° Los injenieros on comisión no prodrán admitir a los emplea- 
dos de su dependencia ni cuenta ni planillas semanales ni otro docu- 
mento de pago sin que esteft comprobados i fírmados por el subdele*- 
gado o inspector del distrito do ide so ocupan los trabajadores o donde 
se han empleiulo los materiales que en aquellos documentos se i ela- 
cionan. 

Art. 6.® Los 3ubdele>;ados o inspectores quedan desde ahora obligadoe 
a comprobar i fírmar semmalmente los documentos de pago que loe 
inspectores de caminos, cabos i cabezas do cuadrillas hagan en sus res. 
pectiva faenas» i tomar todas aquellas medidas que tiendan a asegurai* 
la cumplida inversión de los fondos que a ese objeto se destinan, ya sea 
verifícando por sí mismos las planillas en cualquier dia do la semana, 
poniéndoles fecha i firma i anotando Ins observaciones que croan del ca* 
so, o bien haciendo que los pagos semanales s ■ efectúen en su presencia, 
pero en el lugar mas a propósito i mas inmediato a la faena. 

Los empleados déla dependencia del injeniero en comisión. esUin 
obligados a presentar a los subdelegados e inspectores cuando visiten las 
faenas todas las planilbis do peones con la anotación corriente de losdias 
que cada individuo haya trabajado i la lista de Lis canelas emplead iS 
en el acarreo de materiales^ i por último deben dar todas las esplicacio- 
nes que aquellos funcionarios deseen obtener para desempeñar mejor su 
cometido. 

Art. r.*" En aquellos lugares en que el subdelec;ado o inspector por 
cualquier circunstancia no se presentase a la faena para verificarla docu- 
mentación de los pagos, el empleado jefe de la faena respectiva podrá 
hacer esos pagos espresando en el documento o documentos aquella cir- 
cunstancia. 

Art. S.^ Comprobados i fírmados los documentos en el modo indica 
do. el inspector de camino^, i, en su defecto, el cabo de cuadrilla las 
presentará mensual mente con la respectiva cuent^i al gobernador del de 
partamento donde exista la faena, paiu que al pió de este último docu 

mentó certifíque si las lirmas que han clebido eiistampársé aKpié dé- ellos 

* ...» 

son las de los funcionarios de su dependencia^ i baga a drchad mientas i 

documentos las observaciones que crea convenientes. 
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Llenado este requisito, el gobernador los devolverá inmediatamente 
para los fines del caso al empleado que se los presente. 

Art. 9.** Beunidos en esta forma todos los documentos relativos a una 
provincia, el injeniero residente los presentará con la cuenta jeneral de 
los gastos al intendente, quien cerciorado de que los respectivos gober- 
nadores han hecho las certificaciones de que trata el articulo anterior, 
pondrá al respaldo de dicha cuenta la respectiva constancia i las obser- 
vaciones que crea del caso. ^ Hecho ésto, los devolverá al injeniero para 
que éste los remita a la Dirección. 

Art. 10. La Diretcion no admitirá ninguna cuenta de gastos hechos 
en las vías públicas fuera del departamento de Santiago, sin que la 
espresada cuenta venga certificada en la forma que indican los artículos 
precedentes. 

Art. n. Los injenieros residentes en una provincia están subordina- 
dos al intendente respectivo, como los demás empleados públicos, sin 
que esto obste a la dependencia mas especial i directa en que quedan 
respecto del director del Cuerpo de Injenieros. 

En casos urjentes los intendentes podrán indicar a los injenieros los 
trabajos que hayan de ejecutar, i en este caso aquellos funcionarios 
darán aviso inmediato a la Dirección. 

Si los trabajos que el intendente cree útiles no revisten carácter de 
urjencia, no podrá ordenar que se ejecuten sin ponerse antes de acuerdo 
con el director jeneral, ni podrá tampoco dificultar el cumplimiento do 
las órdenes que la Dirección haya impartido. 

Art. 12. En los quince primeros dias subsiguientes al vencimiento 
de cada trimestre, la Dirección de Injenieros pasará al Ministerio del 
Interior una razón de los trabajos que se bajean ejecutado en los cami- 
nos i de los gastos hechos en cada uno de ellos 

Esta razón se publicará por la prensa. 

Tómese razon^ comuniqúese i publiquese. 

Errízuaiz. 

Eidojio Altamirano. 



149. Reparación de caminos.— Se dictan las reglas a que debe 
sujetaníe la inversión de fondos fiscales destinados a la reparación de 
caminos i los trabajos mismos de esta reparación. 
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Santiago, 7 de mayo de 1878. 

Teniendo presente: 

1.^ Q ue con el sistema que se observa en la aplicación de los fondo 
destinados a la apertura i arreglo de caminos, son mui limitados los 
trabajos de esta especie que se llevan a efecto, comparativamente con 
los que reclama el buen servicio público; 

2.® Que en la imposibilidad de atender las numerosas necesidades que 
en este ramo del servicio se hacen sentir en todas las provincias de la 
Bepública^ es justo preferir aquellos caminos para cuya apertura o arre- 
glo contribuyan los vecinos interesados, siendo ademas esta circunstan 
cía una prueba evidente de la urjencia de los trabajos; 

3.^ Que reglamentando la inversión de los fondos que se dedican 
anualmente para dichos trabajos, so conseguirá dar a éstos un impulso 
mayor que el que tienen en la actualidad, sin imponer otros gravámenes 

Estado; i 

4.^ Que conviene eximir a los injenieros de las atenciones que les de 
manda tener a su cargo los pagos do trabajadores, compra do materiales, 
arreglo de cuentas, etc., a fin do que puedan contrnerse con mayor espe- 
dicion a la dirección profesional de h& obras que se los encomienden, 

He acordado i decreto: 

Art. 1.* Del 15 de setiembre al 15 de octubre de eada año, los inje- 
nieros civiles residentes en las provincias, o en su defecto loe empleados 
principales de caminos que hagan sus veces, recorrerán los caminos de 
la^ sección territorial que les esté asignada i pasarán a los intendentes 
respectivos un informe acerca del estado en que dichos caminos se en- 
cuentren, como asimismo de las reparaciones que sea necesario ejecutarj 
con especificación de las mas urjentes i acompañando un presupuesto 
circunstanciado del costo estimativo de cada una de ellas. 

Los mencionados injenieros o empleados de caminos remitirán tam- 
bién a la Dirección do Iiijonioros Civiles un duplicado del informo i de 

■ 

todos los demás datos que suministren a los intendentes, con las espli- 
caciones necesarias para él estudio de las materias. 

Art 2."* £n el mismo mes de setiembre los gobernadores pedirán a 
los subdelegados de su departamento un informe especial del estado de 
los caminos, puentes, piísaje^ de rios, etc., de sus respectivas subdelega- 
ciones, con especificaciones de las obras i reparaciones que conceptúen 
mas urjentes, i su costo aproximativo. 



ád2 tlBXíOl'lLAClON DR LÉVjfiB 

Los gobernadores cuidarán do que estos informes se hallen en su po- 
der antes del 1 5 de octubre. 

Art. 3." Ilecibido el informe jeneral del injeniero, los intendentes 
comuTiicarán a cada uno de los gobernadores de su dependencia lo rela- 
tivo a los caminos de su departamento. 

. Cada gobernador reunirá inmediatamente a la respectiva junta de- 
partamental, establecida por el articulo 22, con el objeto de que tome 
conocimiento de los informes del injeniero i subdelegado i se pronuncie, 
previas las investigaciones que de ella misma acordare hacer, sobre la 
piayor i menor importancia i urjencia de las reparaciones indicadas, 
pudiendo la junta proponer otras que, a su juicio, sea igualmente nece- 
sarias i urjentes. 

, La misma junta nombmrá comisiones que se encarguen de excitar el 
¡celo de los vecinos i de practicar las dilijencias que fueren del caso para 
el efecto de saber cuál de los trabajos designados por la junta puedan 
contar para su ejecución con ausilios suministrados por los vecinos res- 
pectivos, sea en dinero o en valores representados por materiales, servi- 
dos u otros elementos. Las comisiones cuidarán de dejar testimonios 
autorizados de los compromisos que contraigan a este respecto. 

Los gobernadores prestarán a los comisionados todas las facilidades 
posibles para el mejor éxito de su comisión. 

Art. 4.** En los departamentos que sean capitales de provincia, los 
intendentes i las juntíxs provinciales de caminos darán oportuno cum- 
plimiento a los artículos que ariteceden. 

Art. 5.® Con el mérito de los antecedentes a que aluden los artículos 
anteriores, i obrando de acuerdo con las juntas departamentales los 
gobernadores indicarán a los intendentes los caminos cuya reparación 
merezca preferencia. Esta será, en lo jeneral, determinada por la mayor 
fcuota de suscricion do los vecinos. No obstante, si consideraciones 
especiales aconsejaren atender relativamente a cualquiem de los otros 
Inótivos de preferencia indicados en el artículo 2.* del decreto de 23 de 
diciembre de 1871, se hará así presente para la resolución ulterior de la 
Üiate'ria. " " 

Art. 6.® En vista de lo que espoiigan los gobernadores, quienes remi- 
tirán todos los antecedentes del caso a los intendentes de que dependen 
estos funcionarios, de acuerdo con las juntas provinciales establecidas 
por la leí, determinarán cuáles sean los caminos de toda la provincia en 
Jeneral a cuya reparación deba atenderse preferentemente i pasarán un 
informe sobre esto al Ministerio del Interior. 



I DECRETOS SUPIIBHOS SOBRE OOLONIZAGIOK 



393: 



Art. 7.* Oyendo el dictíimen de, la Dirección de Injenieroa Civiles, 
el Gobierno pondrá oportunamente a disposición de los intendenteft las; 
cantidades que queden autorizados para invertir de fondos físcalea en 
los caminos de toda la provincia i designará definitivamente los trabajos 
a que deba atenderse con preferencia. 

Art. 8.^ Salvo los casos de escepcion a que alude la paite final del 
articulo 5.^ no se dará principio a los trabajos hasta tanto que los yioiGinos 
enteren en alguna oficina páblica las cuotas en dinero que hayan pro« 
metido dar desde luego, i mientras no se obliguen, en la forma .q:iie; 
determinen los intendentes» a hacer efectivas oportunamen};e las demasi 
euotas en dinero i las suscriciones en servicio o especies que hubieren 
ofrecido. Los intendentes cuidarán de adoptar las üiedidas necesarias; 
para garantir el exacto cumplimiento de las obligaciones contraidaa por 
los particulares. 

Art. 9.^ Las reparaciones de todo camino páblico deberán limitarse a 
la parte del ancho do la vía que baste para el tráfico, no excediendo éd 
diez metros 

Art. 10. Por regla jeneral, los trabajos de camino se harán en licita- 
ción, reuniéndose dos o mas secciones en un mismo remate, si asi pare- 
ciere conveniente, lo que resolverá el intendente de la- provincia,! de 
acuerdo con la junta de caminos. Se esceptúa el caso en que un trabajo 
valga monos de doscientos pesos según presupuesto i no. seia. posible 
unirlo con otro én una misma licitación de modo que. el. valor de ámboa 
exceda de esa suma 

Art. 11. El intendente i los gobernadores respectivos pedirán pro- 
puestas con veinte dias de anticipación para hhs obras que hayan de 
ejecutarse en los departiimentos de su inmediato mando,- publicando 
avisos en los periódicos de los propios departamentos, i en donde no loa 
hubiere, en periódicos en la capital de la provincia, sin perjuicio, en. este 
caso, de fijar también carteles en lugares públicos. 

En dichos avisos i carteles se espresará: . ;.......-. 



1." Que no será aceptada ninguna propuesta (jue . excedtv del valor 
fijado a la obra en el presupuesto, correspondientoj . . • 

2.'* Que los licitadores estarán obligados a recibir por su valor espe- 
cies o servicios con que contribuyan los vecinos; 

3." .Que las obras serán ejecutjxdas con arreglo a las indicaciones de[ 
injeniero civil residente en la provincia o del empleado que haga, sus 
veces ; 
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4.*' Los licitadores deberán ofrecer fianza satisfactoria por una suma 
igual al valor de su propuesta para responder de la puntual ejecución de 
los trabajos o de los cargos a que diere lugar su mal cumplimiento; 

5.^ Que deberán indicar el término dentro del cual se comprometan a 
entregar el trabajo. 

Art. 12. £1 día fijado para la admisión i apertura de las propuestas, 
se abrirán éstas en presencia del intendente i gobernador i de los miem- 
bros de la respectiva junta que asistieren, pudiendo también concurrir 
al acto los interesados. Los espresados funcionarios decidirán cuál de las 
propuestas que se presentan reuniendo los requisitos exijidos, deba acep- 
tarse como mas ventajosa, atendido el menor precio, las garantías de 
buena ejecución i demás circunstancias del caso. 

Art. 13. Si hecha una licitación no hubiere postores o si las pro- 
puestas que se presentaren no fueren aceptables, o si ocurriere el caso, a 
que a lude la parto final del articulo 10, se ejecutará el trabajo por con- 
trata particular que celebiará el intendente de acuerdo con la junta pro* 
vincial en el departamento cabecera, i en los demás de la provincia, el 
gobernador de acuerdo con la junta departamental i aprobación del in- 
tendente. 

Estos contratos, lo mismo que la licitación, no podrán exceder en 
ningún caso del valor fijado a la obra en el presupuesto. 

Art. 1 i. Los injenicros civiles o los empleados principales de caminos 
que hag^n sus veces en las respectivas provincias, vijilarán constante- 
mente la ejecución de las obras que se hagan por licitación o por contra- 
ta a fin de que se cumpla debidamente lo convenido; requierirán a los 
contratistas por la reconstniccion o reparación de lo que fuere mal eje- 
cutado; espedirán las certificaciones que fueren precisas para los pagos 
que deban hacérseles; se recibirán de las obras una vez concluidas; i 
darán cuenta a los intendentes tanto de lo que ocurra en el curso de los 
trabajos, como de su terminación. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en este articulo, los vecinos que hubie- 
ren contribuido con erogaciones para la reparación de un camino, ten- 
drá siempre el derecho de nombrar una comisión o delegado que inspec- 
cione los trabajos i haga ante la respectiva autoridad local todas las 
observaciones que su ejecución le sujiera. 

Art. 15. En caso de desacuerdo entre el contratista o licitador i el 
injeniero o empleado que haga sus veces, decidirá sin ulterior recurso la 
junta provincial de caminos. 

Art. 16. Si el contratista o licitador incurriere en mora sin mediar 
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caso fortuito, el intendente o gobernador respectivo tendrá la facultad 
de hacer ejecutar la obra a costa del moroso; pudiendo, sin embargo, 
señalarles un plazo prudencial para que cumplan lo pactado^ si asi lo 
estimaren preferible. 

Art. 17. Los licitadores i contratistas, al suscribir sus respectivos con* 
tratos, declararán que les son conocidas toda? las dispasiciones del pre- 
sente decreto i que se someten a ellas 

Art. 18. Solo en los casos en que no fuere posible ejecutar conve- 
nientemente un trabajo por licitación o por contrato, se hará por cuenta 
del Fisco, lo que se declarará i acordará por las autoridades correspon- 
dientes en la misma forma que prescribe el artículo 13. 

En tal evento, la ejecución de la obra será puesta bajo la dirección 
de una comisión de vecinos nombrada por el intendente o gobernador 
respectivo. 

£1 injeniero civil de la provincia o el empleado de caminos que haga 
sus veces, prestarán los servicios de su competencia para que sean soli- 
citados por la comisión; i en todo caso ejercerán respecto do los trabajos 
i atribuciones de vijilancia análogas a las que les asigna el artícelo 14; 
objetarán lo que no encuentren arreglado; darán parte a la autoridad si 
sus indicaciones no fueren atendidas; visarán las planillas de ^stos que 
hayan de pasarse al intendente o gobernador para su pago, poniendo su 
visto bueno o consignando sus observaciones, si las tuviere; i se recibi- 
rán de las obras, concluidas que sean. 

Art. 19. Sea que el arreglo de un camino se haga por contratas o 
por cuenta del Fisco, los intendentes o gobernadores, para efectuar el 
pago de los trabajos, jirarán libremente contra las oRcinas respectivas 
disponiendo que las^sumas a que éstas asciendan, se deduzcan por iguales 
partes, o proporcionalmente, de los fondos suministrados por el Gobierno 
i de aquellos con que hayan contribuido íos vecinos. 

Art. 20. {Derogado). 
"7 Art. 21, Las disposiciones del presento docrsto, en orden a la mane* 
ra de ejecutar las reparaciones de los caminos, son también aplicables a 
los trabajos de construcción dd nuevas vías públicas, cuya apertura auto- 
rizare el Grobierno, previa la aprobación de planos i presupuestos pre- 
sentados por la Dirección Jeneral de Injenieros i adquisición en debida 
forma de los terrenos necesarios. Pero en tales trabajos, cualquiera que 
sea la forma en que se ejecuten, por licitación, por contmta o por cuenta 
fiscal, el injeniero civil delegado de la Dirección tendrá a su cargo hacer 
cumplir estrictamente las indicaciones consignadas en los planos apro- 



296 RBCOPILAOION DB LRTKS 



bados, exijiendo la inmediata suspensión de toda obra que no se ajustare 
a elloB. 

Art. 22. P^ra los efectos de lo que se ordena en este decreto, créanse 
juntas departamentales de caminos, com[)uest{is del gobernador del de- 
partamento i de un municipal i tres vecinos nombrados por el inten - 
dente de la provinria, a propuesta del gobernador. 

Ademas de las atribuciones ya indicadas, será incumbencia de esta 
junta velar por el buen estado de los caminos, hacer las indicaciones 
conducentes al mejoramiento de ellos, i dar los informes que les pida el 
p;obernador del departamento o el intendente de la provincia 

Tómese raaon. comuniqúese i pnblíqucse 

Pinto. 

Vicente Reyes, 



150. Fondos para caminos. - So reglamenta la inversión de fon- 
dos en los trabajes de caminos. 

Santiago, 30 de marzo de 1880. 

He acordado i decreto: 

Art. 1/* Los fondos que se concedan para la npertura, reparación o 
conservación de los caminos se pondrán, en joneral, a disposición de los 
intendentes de provincias, indicando en todo caso con precisión, el ca- 
mino o sección del oimino i el departamento en que se encuentran si 
tuados, 

Art 2.° I-os funcionarios a quienes se autorice para invertir fomlos 
en trabajos de caminos, jirar¿ln seraanalmente o on la forma estjibleciJa 
en loa contratos que se celebren, contra las tesurerías fiscales respectivas 
a favor del contratista o empresario de dichos trabajos por el valor de la 
obra ejecutada. 

Para avaluar el trabajo ejecutado se tomará como base del estodo 'e 
pago, la serie de precios establecidos en los presu^.uestos, con arreglo 
a los cuales se hubiese hecho ia adjudicación. Los estados de pagos se 
estondenin en formularios impresos i serán formados i firmados por el 
injcniero de la provincia i en su defecto por el inspector de los trabajos 
i visados por el intendente o gobernador respectivo, 
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Art. 3.° Si loa trabajos se ejecutaren por administración, solo se pon- 
drá a disposición del inspector del trabajo los fondos indispensables 
para atender n los p;igos urjentes i díanos, garantiasando este ant'cipo, 
ya sea por medio de la retención de una parte del sueldo o de otro modo 
i^jualmente eficaz. 

Las planilhs .-eran formadas i firmadas por el inspector o maryodomo 
i visadas por uno de los vecinos a que se re iere el artículo 10 i por el 
subde'egado o inspector respectivo. . 

Ar . 4.® Los intendentes i gobernadores remitirán a la bireccion de 
Obnis Páblicas, ei mismo dia en que efectúen los pagos a que ellos se 
refieren, un duplicado de los estados i un resumen de las planillas de 
pago, esta oficina los anotará en los libros respectivos i dará cuenta al 
Ministerio de Industria i Obras Públicas do cualquiera omisión, error o 
irregularidad que en ellos notase. 

Art. 5.** Todo funcionario o persona a quien se hubiese autorizado 
para invertir fondos en trabajos de caminos, deberá rendir oportuna- 
mente cuenta documentada de la inversión de dichas cantidades a la 
Dirección de Obras Públicas, la que por su parte la rendirá bimestral 
mente . al Tribunal de Cuentas, espresando los reparos que le hubiese 
ofrecido. 

Art. 6." Para los efectos indicados en el artículo anterior, la Direc 
cion de Obras Públicas asentará el cargo respectivo a dichos funciona- 
rios o personas i semestral raen te pondrá en conocimiento del Ministerio 
de Industria i Obras Páblicas la nómina de los que no hubieren rendido 
con oportunidad sus cuentas. 

Art 7." Los intendentes i gobernadores respectivos enviarán men 
sualmcnte al Ministerio de Industria i Obras Públicas un estado de los 
trabajos que se hubieren ejecutado en los caminos, en los que se anota 
rán 1.** La designación de los caminos para los cuales se hubieren con 
cedido fondos; 2 ** VA detalle de los trabajos ejocut-ados durante el mes, 
tales como el número de metros de camino reparado, la naturaleza de 
esta rep;vracion, los puentes que so hubieren construido i reparado, etc., 
etc.; 3." I a cantidad concedida por el Fisco para los trabajos, 4.^ Las 
sumas con que hubieren contribuido los vecinos, ya sea en especie o en 
dinero; 5.'' la cantidad invertida en la obra hasta la fecha del estado; 
6.^ El saldo disponible i las demás observaciones que estimaren opor^ 
tuno agregar, indicándose si los trabajos se ejecutan por administración 
o por contrato, listos estados serán firmados por el injeniero de la pro 

88 
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vincia i visados por el intendente o gobernador, quien dispondrá, ade- 
más, su publicación en uno de los periódicos de la localidad. 

Art. 8.*^ Todos los contratos que se celebren para los trabajos de 
caminos se ajustarán con intervención del injeniero de la provincia i, 
por lo menos, de uno do los miembros de la junta departamental de 
caminos. 

En todo caso se dará al injeniero una copia de dichos contratos, quien 
los anotará en un libro que llevar4 especialmente con este objeto. 

Para los efectos indicados en el art. 4.<» se enviará, también, por el 
intendente o gobernador respectivo un duplicívdo de esos contratos a la 
Dirección de Obras Páblicas. 

Art. 9.® Las juntas departamentales de caminos, creadas por decreto 
de 7 de mayo de 1878, serán nombradas en el mes de enero de cada año, 
eu la forma que dicho decreto determina. Se trascribirá oportunamente 
al Ministerio de Obras Páblicas la lista de los miembros que la com- 
pongan. 

Desde luego procederán los intendentes i gobernadores a designar las 
personas que compondrán las juntas departamentales de caminos por lo 
que resta del presente año. 

Art. 10. Sea que el trabajo se ejecute por medio do contrato o direc- 
tamente por la administración, el intendente o gobernador nombrará 
uno o mas vecinos para que, en las divcrsiis secciones en que se dividie- 
re para este efecto el camino, vijilcn el ñel cumplimiento del contrato 
i la correcta ejecución de los trabajos, debiendo dar cuenta al intendente 
o gobernador de cualquiera irregularidad que en ellos notare. Esta 
designación se pondrá en conocimiento del ingeniero de la provincia, 

Art. 11. Mensualmente se publicará en el Boletin del Ministerio de In- 
dustria i Obras Públicas un resumen de los estados a que se refiere el 
art. 7.0 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 

Balmacedü, 

E S, Sanf nenies. 



151. -Censura, fijación i qullooi^traje de lo3 caminos. —Se 

ordena practicarlos por la IJireccion do Obras Públicas. 
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Santiago, 10 de abril de 1889. 

He acordado i decreto: 

Art. 1.® La Dirección de Obras Pdblicas por medio de los injenieros 
do provincia o de los que fuere necesario nombrar especialmente, prac- 
ticará la mensura, fijación i quilometraje de todos los caminos de la 
República. 

Para estos efectos se suministrará a cada injeniero de provincia el 
contorno de la que le estuviere asignada, en una escala de 1/100,000, 
con indicación de las principales ciudades i ríos que en olla existan. 

Art. 2.® Los injenieros fijarán en la carta el rumbo de los caminos 
tanto públicos como vecinales, del modo mas exacto posible, marcarán 
en la misma carta las distancias de cinco en cinco quilómetros; las ciu- 
dades, villas, lugares, o fundos que atraviesen; los ríos, esteros, canales i 
zanjas de desagües, los puentes, i en jeneral, todas aquellas circunstan- 
cias que fuere necesario anotar para fijar con precisión el camino en 
toda su lonjitnd. 

Art. 3,^ Los mismos injenieros indicarán por escrito respecto de cada 
camino: 

1.^ La designación del camino i su lonjitud total; 

2.® Los diferentes terrenos o materiales que forman la calzada; 

3.® Los lugares de donde puede estraerse el ripio necesarío para las 
reparaciones o el material mas apropiado para las mismas; 

4.<* Las distancias a que estos puntos se encuentran del camino; 

5.^ £1 número de puentes, indicando el material da que se componen, 
8U lonjitud i si son fiscales o particulares; 

6.^ £1 ancho del camino de cinco en cinco quilómetros; i 

7.® Los demás datos conducentes al cabal conocimiento del camino. 

Todas estas indicaciones se harán con referencia a la carta de que 
trata el artículo precedente. 

Art. 4.^ En los caminos públicos, o sea, los que sirven de comunica- 
ción de una ciudad, villa o lugar con otra ciudad, villa o lugar, se cla- 
varán postea de fierro de cinco en cinco quilómetros, a una profundidad 
conveniente que asegure su estabilidad i en los que se indicará el núme- 
ro de quilómetros que les corresponde. 

La numeración será continua desdo la capital de la provincia hasta 
las capitales de departamento, en las cuales so iniciará una nueva nu- 
meración que solo concluirá a la terminación del camino. 
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El quilómetro cero se colocará en el límite de la parte urbana ele la 
ciudad. 

Art. 5.® A medida que los injenieros remitan a la. [ )ireccion de Obras 
Públicas los datos enumerados en los arts. 2° i Sy^ formará ésta la carta 
jeneral de los caminos de la República. 

Art 6.*' Los injenieros de provincia darán cuenta mensualmente a 
la Dirección, del estado en que se encuentren los trabajos ordenados por 
este decreto. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 
Balmaceda. 



E. 8. Sanfvsntes. 



162. Reparación de caminos. — Se reglamenta la reparación 
radical de los caminos. 



Santiago, 10 de abril de 1889. 



He acordado i decreto: 



Art. 1."* De los fondos consultados anualmente para la atención i 
reparación de los caminos i vías fluviales se destinará una parte para 
conservar los caminos en estado transitable i el resto se empleará en 
repararlos por provincias, gradualmente o de un modo definitivo. 

Art. 2.® Reparado que sea completamente un camino o una scccioa 
de él, se contratará en licitación pública su conservación anual. 

£n la conservación del camino se comprenderá también la de los 
puentes menores que existan en él. 

Art 3.° En las propuestas que se pidan se considerarán como motivos 
de preferencia para su aceptación, la circunstancia de ser el proponente 
vecino de la sección del camino de cuya conservación so trata^ i la mejor 
garantía que se ofrezca. 

Art. i.^ El contratista deberá conservar el camino, durante todo el 
tiempo de su contrato, en perfecto estado de tráfico i en las mismas 
condiciones en que lo hubiere recibido. 

Ejecutará inmediatamente las reparaciones que fuesen necesarias, 
impedirá los derrames de agiias, reparará los puentes, reponiendo los 
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materiales que se habieren destruido o deteriorado, mantendrá perfecta- 
mente limpias i espeditas las zanjas de desagüe i, en jeneral, ejercerá 
una vijilancia continua en toda la sección del camino que se le hubiere 
adjudicado. 

En caso necesario, el contratista dará cuenta por escrito a la autori- 
dad local, siempre que los colindantes de los caminos contravengan a las 
leyes i ordenanzas vijentes a fín de que aquella instaure las acciones 
respectivas contra dichos vecinos. 

Art. 5.® Tanto los subdelegados como los inspectores i en jeneral 
cualquiera persona que tenga interés en ello, denunciará al intendente o 
gobernador respectivo cualquier deterioro, por insignificante que él sea^ 
que noten en el camino i que no hubiere sido reparado oportunamente 
por el contratista. 

£1 intendente o gobernador notificará inmediatamente al contratista, 
fijándole un término breve, para que proceda a ejecutar la reparación 
necesaria. 

Espirado el término sin que la reparación se hubiere ejecutado, el 
intendente o gobernador la hará ejecutar sin pérdida de tiempo con 
cargo a la fianza i retenciones del contratista. 

Art. G.*' Los contratos para la conservación de los caminos se efec- 
tuarán por una suma alzada i por cada sección en que, para este efecto, 
Ee dividiere el camino. 

Un mismo contratista podrá tomar a su cargo dos o mas secciones 
del camino. 

Loa pagos se efectuarán por trimestres vencidos i en cada uno de 
ellos se retendr.i al contratista en tesorería el diez por ciento del valor 
a que él ascienda retención que solo se devolverá junto con el lUtimo 
pago del año, previa conatiincia de haberse observado todas las condi- 
ciones del contrato. 

Art. 7.*^ Para responder por el fiel cumplimiento del contrato, todo 
adjudicatario rendirá una fianza a satisfacción del intendente o gobér. 
nador respectivo, equivalente al diez por ciento del valor de su pro- 
puesta. 

Art. 8 "^ Si después de publicarse avisos dos veces consecutivas no se 
presentasen proponentes en condiciones aceptables, el intendente o go- 
bernador, de acuerdo con la junta departamental, podrá contratar priva- 
damente con uno o mas vecinos del camino su conservación anual. 

Tanto estos contratos como los que se celebren en licitación pública 
serán sometidos a la aprobación del Gobierno. 
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Art. 9.® Solo en el caso en que no fuere posible contratar la conser- 
vacion de un camino se procederá al nombramiento de caminero, en 
conformidad a lo. dispuesto en el reglamento de 19 de julio de 1853. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 

Balmaceda 

E, S. Sanfuentes. 



153. Trabajos de caminos.— Circular dirijida a los intenden- 
tes i gobernadores. 

XiiiiBterio de Indostría i Obras Públicas. 

Santiago^ 10 de abrü de 1889. 

Ija reparación i conservación de los caminos, puentes i calzadas exije 
en la actualidad una atención asidua i constante de parte de todos 
los funcionarios a quienes la lei o disposiciones administrativas dan 
intervención en dichos trabajos. £1 tráfico espedito por todas las vías 
de comunicación es un elemento de riqueza i prospeiídad nacional que 
no es dado desatender i que debemos fomentar por cuantos medios estén 
a nuestro alcance^ cumpliendo i haciendo cumplir estrictamente lo dis 
puesto en las leyes i decretos del Presidente de la República que regla 
mentan este ramo del servicio público. 

Ante todo, estima el Ministerio que debe precederse a reparar radi- 
calmente los caminos i puentes, de un modo gradual, en cuanto lo 
permitan los fondos consultados en el presupuesto jeneral de gastos, 
principiando natuiulmente por los caminos públicos i elijiendo entre 
éstos los principales, o sea los que representan el mayor movimiento 
del tráfico en la provincia. Reparados de un modo radical los caminos 
i puentes es fácil atender a su conservación por medio de los contratos 
que se celebren con este objeto. 

Ahora bien, el único medio de que estos trabajos se ejecuten en bue- 
nas condiciones i de una manera definitiva, consiste en la vijíl&ncia 
constiinte i en la fiscalización escrupulosa, dirijida principalmente a 
constatar las obras hechas i la inversión de fondos. No se escapará a 
US. la capital importancia que para el buen éxito de las medidas adop- 
tadas en el ramo de caminos tiene la inspección inmediata de la autorí- 
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dad, pues confiados, en jcneral, los trabajos a funcionarios irresponsables 
o a personas cuyo interés consiste solo en el lucro que obtienen, no se 
logrará nunca que ellos se ejecuten en condiciones convenientes. En 
consecuencia, a mas de los informen que US. se procurará por los me- 
dios que creyere mas conducentes, es indispensable que US. visite per- 
sonalmente, i con la frecuencia que la distancia a que se encuentren las 
faenas lo permita, los trabajos de los caminos del departamento. Esta 
visita que US. hará al lugar mismo de los trabajos producirá, sin duda, 
resultados muchos mas eficaces que cuantos informes puedan suminis- 
trársele. 

En el folleto adjunto encontrará US. todas las leyes i decretos vijen- 
tes en lo relativo a la apertura, reparación i conservicion de los caminos 
i a la inversión de las cantidades que para estos objetos se destinan. No 
obstante de que su simple lectura manifiesta la importancia que debe 
atribuirse a la mayor parte de esas disposiciones, creo cohveniente lla- 
mar la atención de US. a aquellas cuyo cumplimiento debe ser motivo 
de una atención constante i preferente. 

* 

Un estudio atento de la lei de 17 de diciembre de 184*2, concordada 
con las leyes dictadas con posterioridad i que la modifican en parte^ 
indicará a US. los medios de que puede disponer para impedir todo de- 
terioro en los caminos i la base de los procedimientos que deben seguirse 
en su apertura, reparación i conservación. En conformidad a esa lei i 
a las de 12 de setiembre de 18S7 i 26 de enero de 1888, la dirección 
del servicio de caminos de la provincia es desempeñada por una junta 
compuesta del intendente, del primor alcalde de la Municipalidad de la 
cabecera de la provincia, que, en los casos de imposibilidad, es reempla- 
zado por el segundo o tercer alcalde o por los rejidores según el orden 
de precedencia, i del injeniero de la provincia. 

Derogado por la lei de 15 de octubre de 1875 el artículo 38 de la lei 
de 17 de diciembre citada que atribuía a dich:i junta una jurisdicción 
administrativo-contenciosa, sus atribuciones han quedado reducidas a 
las enumeradas en el articulo 5.* modificadas todavía en lo relativo a 
los libramientos que, en conformidad a los decretos que se dicten, debe 
ordenarlos US. previa presentación de las cuentas respectivas, visadas, 
en todo caso, por el injeniero de la provincia i ademas, en los departa- 
mentos^ por uno de los miembros de la junta departamental de caminos 
que para este efecto puede designar ella misma en su primera reunión. 

A mas de la junta provincial cuyas atribuciones so refieren al servicio 
de caminos en toda la provincia, el decreto de 7 de mayo de 1878 esta 
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blece en su articulo 22, juntas departamentales compuestas del gober- 
nador del departamento i do un municipal i' tres vecinos nombrados por 
el intendente de la provincia a propuesta del gobernador. Las personas 
que compongan estas juntas serán designadas por US. en los primeros 
dias del mes de enero i esta designación cuidará US. de ponerla oportu- 
namente en conocimiento del Ministerio. 

Las principales atribuciones de las juntas departamentales de cami 
nos se encuentran consignadas en los artículos 3r, 12 i 13 del decreto 
de 7 .de mayo: ellas deben tomar conocimiento de los informes presen* 
tados por los injenieros i subdelegados; pronunciarse sobre la mayor o 
menor importancia i urjencia de las reparaciones; asistir a la apertura 
de las propuestas i concurrir a su admisión o rechazo, etc,. etc. En los 
departamentos cabeceras de provincia las atribuciones de esas juntas 
son desempeñadas por las juntas provinciales a que he hecho refe - 
rencia. 

No debe olvidarse tampoco la injerencia que las leyes i decretos vi 
jentes dan en estos trabajos a los injenieros de provincia. La interven- 
ción del injeniero es una garantía de la seriedad de los estudios que se 
hagan i de los presupuestos que se formen, como asimismo de que las 
obras se ejecutarán en conformidad a las reglas del arte. 

Los injenieros de provincia dependientes directamente de la Direc- 
ción de Obras Públicas, están también sometidos a la vijilancia del in- 
tendente respectivo: deben formar los presupuestos <le los trabajos, 
vijilar constantemente las obras, exijir que ellas se ejecuten en confor 
midad a los contratos celebrados o a los estudios que sirvieren de base 
de ejecución, firmar los certificados de pago^ visar las planillas de gas- 
tos, recibirse de las obras una vez concluidas^ etc., etc. 

La relación armónica entre la autoridad local, el injeniero de la pro 
vincia i las juntas provinciales i departamentales de caminos, propen- 
derá indudablemente a la atención oportuna de los trabajos necesarios, 
a la buena ejecución de las obras i a la correcta inversión de los fondos 
que para ellas se concedan. 

Debo llamar mui especialmente la atención de US a lo dispuesto en 
los artículos 19 i siguientes de la lei de 17 de diciembre de 1842, pues 
si bien las propietarios de los terrenos colindantes con los caminos de- 
berían ser los primeros interesados en su conservación, se observa, por 
desgracia, que son los que contribuyen mas eficazmente a su deterioro, 
arrojando a la calzada las aguas sobrantes de sus riegos. US. debe ser 
inflexible en esta materia, persiguiendo toda infracción de la lei ante la 
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autoridad judicial i atender con prontitud los denuncios que a este res- 
pecto se le hicieren. 

Es completamente prohibido conducir las aguas por el terreno de los 
caminos, siguiendo su dirección; las zanjas que se construyen a los lados 
solo tienen por objeto proporcionar el lastre necesario para las repara- 
ciones i servir de desagüe para las aguas lluvias. Las agu*as que pro- 
vienen de los fundos vecinos, ya sean derrames o aguas destinadas al 
regadío, solo pueden atravesar los caminos bajo puentes do seis varas 
(5 m. 01(5) de estcnsion. construidos de materiales sólidos i costeados 
por los dueños de las mismas aguas. No obstante estas disposiciones ter 
minantes de la lei, raro es el camino en el que no se arrojen las aguas 
sobrantes embarazando con frecuencia el tráfico, i, contravinicíndolíis 
también, pocos son los vecinos que construyen los p*.iontc3 que la lei 
exije sobre los canales o acequias de su propiedad que atraviesan los 
caminos. US. debe, en consecuencia, poner atajo inmediato a los derra, 
mes, requerir a los vecinos a fin de que los impidan i dcm indar judicial- 
mente a los que por su desidia o negativa a cumplir sus órdenes, los 
orijinaren. Desde luego notificara también a los propietarios para que, 
dentro de un término prudencial, procedan a construir los puentes que 
exije la lei sobre todas las corrientes de agua que atraviesen los cami- 
nos i que les pertenezcan. A este propósito no olvide US. que en con- 
formidad al artículo 495 del Código Penal será castigado con prisión de 
uno a cuarenta dias, conmutable en multa do uno a sesenta pesaos el 
que infrinjiere las leyes o reglamentos sobre apertura, conservación i 
reparación de los caminos, comprendidos naturalmente en éstos los 
puentes necesarios para el tr.ifico. Dispondrá US., en consecuencia, que 
el promotor o tesorero fiscal inicie, en representación del Fisco los jui- 
cios respectivos lo.^ que, en atención a la naturaleza de la pena impues- 
ta^ deberán entablarse ante los jueces de subdelegacion con arreglo a 
lo dispuesto en el artículo 33 do la lei de 15 de octubre de 1875, sobre 
organización i atribuciones do los tribunales. 

La circunstancia do que loa puentes que los particulares deben cons- 
truir sean de material sólido, no ol)sta a que US , previo informe de 
injeniero de provincia, permita la construcción de puentes de madera, 
siempre que llenen los requisitos de firmeza i estabilidad que la lei ha 
tenido en vista para establecer aquella prescripción. Así, por ejemplo, 
en los canales o acequias cuya profundidad no permita que la obra de 
albañilería se ejecute de manera que el nivel del puente no sea muí su- 
perior al do la calzada, cr. preferible que éste se construya de material 

39 
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de madera» \ en todo ci^o, siempre que la construcción sea perfecta- 
mente sólida, en concepto del injeniero. 

Debe notarse» ademas, que es prohibido levantar obras, sacar tierras, 
hacer excavaciones i derramar aguas en el interior de los caminos, A 
ma9 de la reparación a que es obligado en estos casos el vecino que con- 
traviniere al artículo 27 de la lei de 17 de diciembre citada, está sujeto 
a la pena establecida en el articulo 495 del Código Penal, la que, no obs* 
tante la disposición de aquel artículo, no podrá imponerla ya US. sino 
el íuez de subdelegacion respectivo. 

I^unca insistiré lo bastante en la circunstancia de que, pai*a que la 
aplicación de estas disposiciones produzca su debido efecto, es indispen* 
sable que su cumplimiento se exija a todos los propietarios colindantes^ 
flÍB distinción alguna i que los juicios que fuere necesario iniciar so 
prosigan con toda actividad, de modo que en ningún caso puedan bur« 
larse laa órdenes que US. impartiere en ejecución de las leyes i decretoa 
vijentes. 

Importa notar también que los propietarios de loa fundos colindanUa 
de los caminos están gravados con la carga de dar tierras, piedras u otros 
materiales pai*a los terraplenes i solo tienen derecho a la justa qompen 
sacion de los perjuicios que por la estraccion se les infirieran. Asi, pues» 
si el matei*ial que puede estraerse de las z<anjas del camino no ea apro- 
piado para las reparaciones, US. puede tomarlo de loa fundos colindan* 
tas» procediendo en lo posible de acuerdo con los propietarios. 

£1 ancho de todo camino pdblico que corra por cerros o cuestas debe 
ser de 16 yai*as (13 m. 376) de claro i el que pase por terrenos planos 
debe tener 26 varas (21 m. 736) de claro i a cada orilla o costado una 
«anja o foso de 2 varas (1 m. 672) de ancho i 2 (1 m. 672) de profun* 
didad. Los propietarios de los terrenos que estén actualmente sin cier* 
1:08 están obligados a dejar las 30 varas (25 m. 080) de ancho para el 
camino^ i si éste es el término de dos propiedades, cada una dejará la mi* 
tad. Los caminos que pasen al lado de propiedades actualmente cerra- 
das por tapias se conservarán en el estado que tienen, pero si hu- 
bieren de tapiarse de nuevo^ ordenará US. que se deje el ancho legal del 
camina 

1/39 procedimientos que se observen para atender a la reparación { 
conservación de los caminos, puentes i calzadas, exijen de US. una aten- 
ción preferente, a fín (ie q\ie los fondos que se concedan se inviertan con 
toda corrección i que los trabajos se ejecuten convenientemente. Las 
disposioion^s <{ue rijen «n esta materia las encontrará US. en los deera- 



" '■' ' .11 ...... .1 i. . I ^ »f»»^^ 

to» d« 19 de julio de I8l>a, %Z da di^^embi^dQ 1871, 7 d«iiii^d« 1878 

i en los dictados últimamente i cuya trascripoiofi \% M^uiito« 

La base de todo trabajo en materia de caminos debe ser ]a mas am- 
pb'a publicidad. Espuesto naturalmente US. a obUner inferm^ «npados 
que estravíen su criterio, debe excitar el celo de los vecinos por medio 
de la pabli«»QÍQn d^ todoa los antecedentes relativos a caminos a fin de 
que loa interesados llamen la atención de US. sobre las irregularida- 
des que se cometieren, de manera que piieda «ubflaiuiphit e&n CiporliH 
nidad. 

Cuidará US., por tanto, de dar a la publicidad, en la ciudad cabecera 
de cada departcimento^ a las disposiciones supremas que concedan fondos 
par^k 1^ repartición de determnadosi oaminoe^ deap^t%i^o dci eato modo 
la vijilancia de los interesados^ qvie eev4n <\8i otn^ téM^U>si {«i>^04MríQii 
con que US. podrá contar par* que le iufarmtMi í^eer^ de \m Uebajcn* 

La misma publicidad deberá darse a los resúmenes que mensualmente 
deberá enviar US. al Ministerio en cumplimiento del art. 7.* del decre- 
to de 30 de marzx^. 

inmediatamente de recibir US. la transcripción del decreto reapectivOi 
pedirá las propuestas para la ejecución de las obras, oon arreglo a las 
espeeiflcacionos jenerales que se le enviarán i a las especiales que ñiera 
necesario dictar. En casos urjentes podrá US. reducir el plazo indicado 
en el art, ) 1 del decreto de 7 de mayo de 1 878, procurando siempre (jue 
la petición de propuestas llegue a noticia de los vecinos que mas interés 
tengan en las reparaciones Si con los fondos acordados para el cQjpiino 
no pudiere atenderse a todos los trab«ajos que consultare el presupuesto 
1q reducirá US^ de acuerdo con uno o mas QiiQwbroa dQ \h junti^ de 
caminos, a las secciones puya reparación fuere maa urjente« 

£n la inversión de los fondos tendrá US, un cuidadp eaerup^Uoao (k fin 
de que ge constaten ]os gastos con toda exactitud* 

A este efecto el conocimiento que US, tome pereonalinent^ de Im 
obras contribuirá con mucho a que la inversión se haga eorreet^in^nto» 
Siempre que loa trabajos se ejecuten por administración, procurará US. 
que los vecinos en ellos interesados adelanten los fondos ps^ra tes gaafcoa 
diarios» trasformándolos hasta ció* to punto eri empresarios dfi los ti^« 
bajos, i» en períodos prudenciales, o bien a, la concluaion de ka obmi, 
lea abonará US. las cuentas que presenten debidamente justifiQ^da9« en 
la forma que los decretos supremos determinan. 

Finalmente, debo prevenir a US. que este Ministerio ae propone exi- 
jíf el exacto ounipU'nlientQ dé iqdad láa dispóaicioRea vij^nt^ r^lfttívcka 
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a caminos i espera que US. por su parte cumplirá i hará cumplir estric- 
tamente dichas disposiciones. 



Dios guarde a US. 



E. S. Sanfubntes. 



A todos los Intondentes i Gobernadores. 



154. — Fondos para caminos. — Se faculta a los intendentes para 
delegar en los respectivos gobernadores las autorizaciones para jirar 
contra las tesorerías por los fondos destinados a caminos. 

Santiago, 31 de julio de 1889. 

Vista la nota que precede i los decretos últimamente dictados, por los 
que se autoriza a los intendentes para jirar contra las respectivas teso- 
rerías fiscales de la provincia por las cantidades que en ellos se indican, 
destinadas a cubrir los gastos que demanden los trabajos do reparación 
de los caminos i puentes que en los referidos decretos se espresan, 

Decreto: 

1." Se autoriza a los intendentes para que puedan delegar en los go- 
bernadores, cuando lo estimaren conveniente para el servicio público, 
las autorizaciones para jirar contra las tesorerías fiscales respectivas en 
cuanto se refieran a cantidades que deban invertirse en trabajos de 
caminos i puentes que se han de ejecutar dentro del departamento su- 
jeto a la jurisdicción de cada gobernador. 

Estas delegaciones se entenderán hechas sin perjuicio de la responsa^ 
bilidad directa que afecta a ios intendentes por la inversión que los 
gobernadores den a las cantidades que comprendan las delegaciones, i 
de la obligación de rendir cuenta documentada de las autorizaciones 
para invertir fondos en dichos trabajos que les imponen los ya mencio- 
nados decretos. 

2.® Los intendentes deberán, además, dar cuenta a la Dirección del 
Tesoro de las delegaciones que hagan a virtud de lo dispuesto en el 
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presente decreto, con especifícacion de las cantidades a que ellas se 
refieren i de los caminos i puentes en que deban inrertirse. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 

Balmaceda. 

Jorje Rieaco. 

Nota. — Insertamos la siguiente sentencia civil que se rejistra bajo el número 2614 
del año 1895 de la Ouceta de los Tribunales: 

El Fiíieo con iMMom G. de CoimIIIo« so1>r« apertam de camino 

Leba, 6 de octubre de 1887 — Vistos: el señor Promotor Fiscal de este departa- 
mento en el escrito de f. 17 dice que a requerimiento de la autoridad administrativa, 
deduce demanda contra la señora Isidora de Cousiño para que so declare que ea pú- 
blico i debe devolverse al tráfico jeneral un camino que dicha señora ha cerrado úl< 
tiraamente. 

Fundando la demanda espone: que hoce muchisimos años, mas de treinta, que 
oxistia esc camino por el cual tmficaban los vecinos del departamento de Lebu i los 
del do Lautaro, que tenia por capital a la ciudad de Santa Juana. 

Al principio los artículos de comercio que so trasportaban de uno a otro pimto 
oran conducidos a lomo de bestias; pero después habiendo incrementado los negocios 
el trasporto se hizo en carretas, pero siempre por el camino indicado. 

Las cosas continuaron así hasta que la señora Isidora Cousiño i otros individuos 
cerraron esa vía de comunicación en los dos puntos que indica el informe del inje* 
niero de esta provincia i que sirve de antecedente a la demanda. 

Con fecha 14 de abril del año próximo pasado, la Intendencia a virtud de un re- 
clamo hecho por los vecioos de esto departamento i con el mérito de un informo sus- 
crito por el injeniero de la provincia i por dos subdelegados, mandó abrir aquel 
camino, notiñcándose al efecto a las personas que lo habian obstruido para que lo des- 
pejaran. Pero la señora Cousiño, a quien se hizo saber el decreto de apertura, solo 
últimamente interpuso reclamo en contra de él, por lo que la Intendencia creyendo 
que el caso, atendido el tiempo trascurrido, caía ya dentro de lo prescrito por el inc 
17 del arfc. 21 de la lei de 22 de diciembre de 1885, ordenó dejar sin efecto el de- 
creto en la parte relativa a la señora Cousiño i requirió al Ministerio Público para 
que demandase la devolución del camino tantas veces indicado, por ser éste público 
i carecer aquélla de derecho para cerrai'Io. 

Contestando a la demanda don Pedro N. Rodríguez por la señora Isidora de Cou« 
sino, pide que no so dé lugar a ella, con costas. 

Espone que de la csposicion misma que hace el Promotor Fiscal aparece que el ca- 
mino de qiie se trata no es público sino del dominio privado de la demandada; que 
solo en virtud de haber sido requerido por la autoridad administrativa para que 
reclamara su apertura, el ájente fiscal se ha visto en la necesidad de sostener que el 
comercio entre el departamento de Lebu i Santa Juana, se hacia x)or aquel camino, 
cuando la verdad es que ésto fué abierto i construido por la señora Cousiño en su 
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^intdK^ Loé Rtoés )MiVii l^ AieiVMterc» d« «Kto t>radto, cotmudo Coto loe trAb&jo* d« 
apertura dou i ^ a tfou a l €k>iiisal^( <(ue la eiix:unfl4aneiá do quii una o fiíuchat vcees 
oomerciantos de SanU Juana hubiesen pasado ¡lor él, no signífíca nada, pjrque si tal 
oo»a sucedió fué bojilando la viji1&\\t^& id \m t;n\^W«dt:»s t)ig t>ds %i*d8 ti^ \i6t nier^ 
tolerancia de ellos. 

Lo esencial de la cuestión es establecer (|uc el camino fué abtórto i co^lStruido por 
la seAMi t)% vMVsiHb i que siempre, desde la focha de su construcción ha estado ce- 
rrado de fírme eu sus dos estremos, es decir, en las partes del fundo donde principia 
i donde voncluyo. 

fiai mas lodatia: según el art. 2.^ de la leí de 1 7 de diciembre de lB42, ton ca- 
minos públicos los ípic sirven do comunicación dj \ina ciudad, villa o lugar óóli ótira 
ciudad, villa o lugar; ostt defínicion no cuadra absolutamente al camino de Los Rios 
porque i)óY h, \iiiú's del Sttt Sólo llega ha^la ol fundo Pilpilco, de pl-o]nedád de la su- 
cesión de dou Vicencio Reyes, donde si es cierto que existe otro camino, no es menos 
cierto que sicmpi'é 6c h*a mantfebiiVo cerrado al Jíáblifo, cortío lo pVueba de una ma- 
behi elocuente el hecho dé habei^ so)ií::itadíi, no l)a mucho ticm^K) antic este Ja^gádo, 
«Üón «losó ^taVlá AV'ellO üná servidumbre de tvánslto por esc iiredi'o. 

Conviene tamhien hacer i>resente que ese juicio se falló en contra dó 'ái préténcio- 
ñus del señor Avello i que }k)co después de pronunciada la sentencia, áe CiCvo a la 
Intendencia la solicrtud que en copia tesliuionia.la corro a IT. 1 , de modo que &iíi te- 
mor de equivocación p\tede decirse que aquella sjlicitud fué debida a inspiraciones 
del señor Avello para oonsegi'ur adannistrativamente aurirsc paso por él lundo Pil- 
pllcó, ya que no diabla {todidt) conseguirlo judicial niCn te; asi aunque isá pieza apare- 
ce suscrita por mas de cien ñrmas, no tiene importancia alguna. 

Otra prueba mas de que es privado el camino que atraviesa el fundo l^ilpilco su- 
ministra la sentencia (H'onuiuúada recientemente en el juicio seguido ante este Juz- 
gaÁo por don t^afcual Oon^alez contra don Juan de la Cruz Saavedra sobre amparo 
|iosesorioi I aunque uno i otro camino son distintos, se hallan en iguales condiciones 
|>or lo que se jmodc demostrar mejor que el que paisa por Los Kios es también de domi- 
nio privado^ 

En el escrito de réplica el Promotor Fiscal csiK)ne que el camino que demanda 
|>one en comunicación tres ciudades: Lebu, Cañete i Santa Juana. 

DiLfdicaudo el apoderado de la sedora Goyenechea de Cousino des|>ues de indicar 
loB 4imites del fundo Les Ríos, afirme que ese predio no está cruzado |)or camino pú- 
Uíco «%iino t que tos depai-tameAtos de Lebu i de Lautaro han estado -sienqn'e uni<Íos 
{KM* ihntMHiiios púMices^ nno que i^&He de la ciudad de San da Juana, atraviesa o^ 
jNieblo de A' aneo i llega «a esta ciudad (Lebuj i oiré que teniendo el mismo ^into 
de paitida, corta de norte a sur el fundo rescaliezado, <le 4)ro¿Ned«d de don José 
}¡íitiiim Avtti^ i se junta coa el cattM»« ¡^^lio*» qiie comunica ks cíutWcs de Cañete 
i de Lebu. 

fie 4«ei)M^ la eaütea « )N*neb.v L«r |)arte8 p<>od^jeron 1 « que exiete «n «tttoe% 

Kii el «neri^H d^ L 34 el «^ide^-nde de U s«ftoi*a 60y««ee4iea de Ceu«4ie eapuee ^nc 
telo iper UA ^f>rer k'^X^ M^trad^ que el Ainde ^s Rios tt^ «6tá att«\'eMde |)or «a- 
«nuM fiúUiee «IguiMK en *«ida la verdad %e qno esUte el qu« comumea les |MieUoi do 
A t & n o i <S«fte^ jp^t^ «{«M este tauMne c% muí <d¿r€i«e del ^«e «b materia del juioie. 

&b cM |Ara «ir «euteoeia «{Mj^Mw^^ne k» fiuica «tej^ou <«k Innim praeteu 
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Considerando: 

l,° Que loa oaminos oonstraidos a esi^ensaa de personas p&rtioulares en tierras que 
los pertenzcaUy no sjn bienes nacionales, aunque los dueños permitan su uso i gooe a 
todos; 

S.° Qtte dofta loiddra Gk)yett«chM de CoXMíiio h« |)rob*d<» dOn «I tMtimonfo 4» los 
testigos que ileclaran al tenor de la artKulocioQ cuarta dfll ititerragatom 4ii f« SS| qM 
el camino materia de este juicio fué construido a sus espebteii t pora el aorvigto poiÜ^ 
culor del fundo Los Rios do su propiedad; 

3.^ Que la prueba producida por la parte del Fisco para acreditar es público, es 
mui inferior a la rendida por la seüoia Ooyeuechea de Cousiflo, ya por ser menor el 
número do testigos ya por la vaguedad i contradicción de sus dichos, ya porque sien* 
do dé reciente fecha la oonstriicoioii del camino litigado» no citan uingun heoho que 
revele que él fuera construido a caponsas del Fisco. 

Por lo espuesto i vistas las leyes áO i 41, t(t. 16, Part 9.° i art. 592 del Código 
Civil, se desecha la demanda. Anótese. — A. Montt. — Orellann^ secretario* 

Santiago, 6 de setiembre do 1895.— ^Vistos: se aprueba la «en tendía cOfiaaltadm ^% 
6 de octubre de 1894, corriente a f . 115» 

Tómese razón en el Tribunal de Cuentas i en la Tesorería Fiscal de Lebu. Publí- 
qnese i devuélvanse. — A I f orno, — A munátegui, — RÍ8opatron . — Sanhueza. — Flores, 
L, ¿/irru^úi.— Proveído por la £xGma« Oorte Suprema. >-^99i¿¿i tecretetio. 



155. — Pasajes de rios. — Se autoriza al Presidente detei Repúbti* 
ca para establecer lanchas para el pasaje de los rios. 

Santiago, 23 dé offósto dé 1877. 

(226) Por cuanto el Congreso Nacional ha prestado su aprobaci<Ni «I 
siguiente 

PROYECTO DE LEÍ: 

Artículo único. — áe autoriza al Presidente de la Uepública para que 
invierta hasta la suma de ocho mil pesos en facilitar la comunicación 
entre los distintos puntos de la República, estableciendo lanchas en los 
rios en que fuere necesario. 

Esta autorización durará por el término de tres meses. 

I por cuanto, oído el Consejo de Estado, lo he aprobarlo i sancionado; 
por tanto, promulgúese i llévese a efecto como lei de la República. 

Aníbal Pinto. 

Jo9é Vi/útorii^ DmMirrtow 



i«M 
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CAZA o PESCA 
166.~Focas o lobos marinos, nutrias i chungungos.— Se 

dicta la ordenanza que reglamenta su caza o pesca en las costas, islas i 
mares territoriales de Chile. 

Sanfitiago, 17 de agosto de 1892. 

Núm. 1,623. — Do acuerdo con el Consejo de Estado he tenido a bien 
aprobar la siguiente 

ORDENANZA QUP: REGLAMENTA LA CAZA O PESCA DE FOCAS O LOBOS 
MARINOS, NUTRIAS I CHUNGÜNGOS EN LAS COSTAS, LSL AS I 

MARES TERRITORIALES DE CHILE 

Art. 1.® Solo los chilenos i los estranjeros domiciliados en Chile, 
podrán cazar o pescar focas o lobos marinos, nutrias i cbungungos en 
las costas, islas i mares territoriales de la República, conforme a lo dis- 
puesto en el art. 611 del Código Civil. 

No podrán emplearse en la caza o pesca, a que se refiere esfca Orde- 
nanza, otras naves que las chilenas que rcuan los requisitos exijidos por 
la lei de navegación para ser c^sideradas como t:\lcs, (]uedando absolu- 
tamente escluidas del ejercicio de esta industria las naves cstran- 
jeras. 

Art. 2.® Para los efectos de esta Ordenanza^ las costas, islas i mares 
territoriales de Chile, se considerarán divididos en tantas zonas como 
gobernaciones marítimas existan en la República. 

La estension de cada zona seri la de la gobernación marítima res- 
pectiva. 

Art. 3.® Queda absolutamente prohibida la caza o pesca de focjis o 
lobos marínos, nutrias i chungungos durante los meses do noviembre, 
diciembre, enero i febrero de cada año. 

Art. 4.® Los buques o einbarc icionco nac onalcs que se dediquen a 
esta caza opesca^ deberán obtener un permiso csj)ccial Je la Comandan- 
cia Jeneral do Marina, que se concederá después de oii- el informe de 
las autoridades locales i previo el otorgamiento de una fianza, para res- 
ponder a los cargos que pudieran resultar contra el concesionaria 
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£1 monto de esta fianza será de doscientos pesos para las embarca- 
ciones de monos de veinticinco toneladas i de mil pesos para las de 
mayor porte. 

La infracción de este artículo será penada con una multa de diez a 
cincuenta pesos por cada animal que se haya cazado o pescado sin el 
permiso correspondiente, sin perjuicio del comiso del producto de la 
caza o pesca. 

Art. 5.® El permiso a que se refiere el artículo anterior no podrá 
otorgarse por mas de una temporada, i espresará ademas: 

1.° La zona dentro de la cual deberá la nave ejercer la industria, no 
pudiendo est.enderse a mas do una zona; i 

2.** El número de focas o lobos marinos, nutrias i chungungDS que se 
autoriza al concesionario para cazar o pescar. 

Los contrav.ntoros do las disposiciones de este artículo serán penados 
con la multa a que se refiere el artículo anterior i con la pérdida do las 
especies que hubieren cazado o pescado, fuera de la zona espresada en 
el permiso o excediendo el número fijado en él. 

Art. 6.® El permiso a que se refiere el art 4 ** no exime a la nave que 
lo hubiere obtenido, do las obligaciones que le imi)one el tít IV de la 
lei de navegación. 

Art. 7.** Queda absolutamente prohibido cazar o pescar, entre las 
especies a que se refiere esta Ordenanza, las hembras de cuilquiera edad 
i los machos menores de un año. 

Los infractores de esta disposición incurrirán en una multa de 
cincuenta a cien pesos por cada infracción i en el comiso de la es- 
pecie. 

Art. 8.** Queda asimismo prohibido, bajo las penas determinadas en 
el artículo anterior, emplear en la caza o pesca armas de fuego u otros 
medios que puedan ahuyentar las especies de los lugares de su morada 
habitual. 

Art. 9.** Terminada la espedicion de pesca, todo buque deberá regre- 
sar al puerto donde hubiese zarpado, para que la autoridad correspon- 
diente pueda ordenar la cancelación de la fianza otorgada, siempre que 
no hubiere infrinjido las disposiciones de esta Ordenanza. 

Art. 10. El Presidente de la República podrá suspender en absoluto 
la caza o pesca en una o mas zonas determinadas, cuando así lo exijiese 
la propagación de las especies i el porvenir do la industria. 

Art. 11. Esta Ordenanza comenzará a rejir desde la fecha de su pro- 

40 



Si 4 ftfiCOPlLAdiON Í>Í LÉVEd 



mulgacion i todas las naves que se dediquen a la pesca deberán llevar 
un ejémpiat d« ella, bajo la multa de die^ posos« 

Tómese razón, comuniqúese i publíquesc. 

MONW. 

F. Dávüa Larrain. 

K«rA.----V^ftm» hm núiM» ^04, 405 i 4««% 



LUCES O FAROS 
157. Luces o Faros para las costas de Chile.— Se comisiona 

al Capitán de fnagata don Kamon Serrano Montaner para que recórm la 
costa al sur de Valparaíso coa el objeto de elejir i marcar los puntos en 
que deba colocarse luces o faros i demás que se indica 

Santiago, 12 de enero de 1892. 

Sección 1.* nám. 40. — Vista la nota precedente, 

Decreto: 

Comisiónase al capitán de fragata don Kamon Serrano Montaner, pa- 
ra que recorra la costa de Valparaíso al sur con el ojeto de elejir i mar- 
car los puntos en que d«ba colocarse luces o faros; practicar un arrum- 
bamiento jeneral de la costa; hacer la determinación telegráílca de la 
lonjitud de aquellos punttiS que presenten facilidades i sean de recono- 
cida importancia; i, finalmente, hacer el plano o la verificación de los 
puntos que se indiquen en instrucciones especiales. 

En dicha comisión deberá el nombrado conformarse a las instruccio- 
nes escritas que les suministrará el Ministerio de Marina, en conformi- 
dad a las que se impartieron con fecha 31 de julio de 1889 para el de- 
sempeño do la comisión cocfíada a don Francisco Vidal Gormaz con el 
objeto de fijar la ubicación de faros o luces desde Arica hasta Valpa- 
raíso. 

Anótese, comuniqúese i publíquese. 

MONTT. 

V, Blando, 
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158. Luces O Faros para las costas dd Chile. -^Se nombra ootí 

el objeto que presente un plan para construir feto», uhli cOtftiíiOtt for^ 

Santiago, 5 cZe JicZío cíe 18^3. 

Secftwn 1*, ñúwéro l,ldd.— He acordado i decrelóí 

Nómbrase una comisión compuesta del Director de la Escuela Naval; 
del Inspector de Faros; del capitán do Puerto do Valparaiso; de dos jefes 
de Marina, que designarA el Comandante Jenoral de Marina i de este 
mismo funcionario, que será presidente de la comisión a fin dé qlió pre- 
sente al Gobierno, a la brevedad posible, un plan para construir áisteóia- 
da mente, dentro de tres o cUatro años» los faros que necesite el país para 
el alumbrado de su costa. 

£sta comisión funcionará en Valparaiso. 

Anótese i comuniqúese. 

MoííiT. 

Isidoro ErrázuH^. 



MARCAS 

159. Marcas de barras de cobre. ^So ordena lleven la d« la res 
pectiva fundición para {)odier ser esportadas. 

ValparuiAso, 9)utyo 21 ii« 18S9« 

£1 Presidente de la República: 

(111) Considerando: 

1.* Qíie se íiíin liecbo al Gobierno serios reclamo* por el coYnercio es- 
tranjero en jeneral, i particularmente por el de Norte -América, ftobvela 
mala fé de algunos propietarios de fundiciones de cobre, que introducen 
en el interior de las barras escorian u otros metales estraños de inferior 
tmlor; 

^^ Que «lite proooobr deBacredita uno de aueitrds priaeipales «rlént^ 
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lo de retorno, con grave perjuicio de las casas que cumplen con exacti- 
tud i buena fé sus contratos; 

3.^ Que puedan ocasionar en el mercado rebaja en el precio de los 
cobres chilenos; 

I deseando atender debidamente los justos reclamos que se le han he- 
cho, fomentar nuestra industria, apoyándola en el crédito, evitar en 
cuanto le sea posible toda ocasión de fraude i de mala fé en los contratos, 
i dar garantías i seguridades al comercio, ha acordado i decreta: 

Art. 1.® Todo dueño o propietario de fundición de cobre adoptará 
una marca grande, por lo menos de una pulgada, que deberá estampar 
sobre cada una de las barras que salieren de su fundición. 

2.® Cada dueño o propietario de fundición pasará al gobernador de- 
partamental del distrito donde estuviere su establecimiento, un diseño 
do la marca que hubiese adoptado, la que afianzará con su firma. El go- 
bernador departamental las remitirá al Intendente de la provincia, i óste 
las comunicará al Gobierno i a las Aduanas de su dependencia. 

3,** Si dos o mas propietarios presentasen una misma marca, no se les 
permitirá acer uso de ella, sino que será preferida la de aquel que la 
hubiese remitido primero al gobernador departíimental, i las otras se 
devolverán a sus dueños para que las varíen. 

4.® Este decreto principiará a observarse a los seis meses después de 
su publicación, contados desde el dia que ésta se hiciere en el periódico 
oficial. 

5." Después del término fijado en el artículo anterior, ninguna de las 
Aduanas de la República permitirá embarcar l)arras de cobre que no 
estén señaladas con sus respectivas marcas; i los interesados, al márjen 
de las pólizas que corrieren al efecto, deberán poner la marca del cobre 
que desean esportar. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 

Frieto. 

Joaquín Tocorna^-. 



160. Marcas de barras de cobre. — Se ordena la renovación de 
las marcas adoptadas. 

Santiago, setiembre 15 de 1851. 

(175). Habiendo acreditado la esperioncia que no es suficiente para 
prevenir los abusos que pueden comet<yse, la marca que solo debe es- 
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tamparse en las barras de cobre con arreglo al Supremo Decreto de 21 
de mayo de 1839, i dispuéstose en consecuencia, por el art. 8.® cap. 3.*^ 
de la Ordenanza de Aduanas^ que dicha marca sea de una pulgada a lo 
monos i compuesta del apellido del dueño de la fundición i otro signo; 
no pudiendo esta disposición comprender a los establecimientos que 
tienen marca adoptada de antemano en virtud del decreto citado^ 

He acordado i decreto: 

1.** Los dueños de fundiciones de cobre que antes do esta fecha hu- 
biesen adoptado o usen marcas en las barras que salen del estableci- 
miento conforme a lo dispuesto por el decreto de 21 de mayo de 1839, 
la renovarán en el término de ocho mescs^ contados desde la publica- 
ción del presente decreto^ figurando en ella el apellido del dueño con 
todas sus letras i otros signos arbitrarios, debiendo ser del tamaño de 
una pulgada a lo menos. 

2.® El dueño de fundición pasará al gobernador del departamento 
donde se halle situado el establecimiento, un diseño de la marca rono~ 
vada conforme a lo prevenido en el artículo anterior, o de la que por la 
primera vez se adopte en virtud del artículo citado de la Ordenanza de 
Aduanas, afianzándola con su firma. El gobernador la remitirá al inten- 
dente de la provincia i éste la comunicará al Gobierno i a las Aduanas 
de su dependencia, espresando el nombre del dueño de la fundición i el 
lugar donde se hallare establecida. 

3.^ Si llegase a suceder que dos o mas presentasen una misma marca, 
será preferida la de aquel que la hubiere remitido primero al Gobierno 
las otras se devolverán a sus dueños para que las varíen. 

4.<> Después del término fijado en el artículo primero para las marcas 
que deben renovarse, no se permitirá por las Aduanas de la República 
embarcar barras de cobro que no estén señaladas con la marca prescri • 
ta, i que las pólizas que al efecto se corrieren, no lleven al mar jen figu- 
rada dicha marca. 

Tómese razón, comuniqúese i publíqueso. 

BÚLNES. 

Jerónimo Urmeneta. 

161. Marcas. — So ordena a los dueños de molinos marquen los 
sacos de harina que elaboren en ellos. 
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So^ntijoLgo, 2 de jrjuniQ de 1850* 

Deseanda evitar ©n euanto sea posible lo» fraudes que pudieran come- 
fcerse con perjuicio de la fe de los contratos i del crédito de uno de los 
principales ranK>s de nuestra industria^ 

Vengo en decretar: 

Art. 1.** Todo dueño de molino de trigo deberá desde el 1.** de no- 
viembre del prssente año, marcar cada saco de harina que salga de su 
establecimiento con el nombre del molino o del duefio, i a mas, con un 
signo o la marca que tuviere a bien adoptar. 

Art. 2.*^ De la marca que se adopte se pasará un diseño con espre- 
sion del nombre del dueño del esbibleci miento al gobernador del depar- 
tamento en que existe el molino, afianzando el interesado con su fírma 
el indicado signo El gobernador la remitirá al intendente de la pro vtn 
cia, i éste la comunicará al Gobierno i a las Aduanas de su dependencia* 

Art. 9.^ Si dos o mas propietarios presentasen una misma marca, no 
podrán hacer uso de ella sino el que primero la hubiere comunicado al 
gobernador, i las otras se devolverán a sus dueños para que las var/en. 

Art. 4.* Las Aduanas de la República no permitirán después del dia 
fijado en el art. 1.®, que se embarquen sacos de harina que no lleven la 
marca i nombre con que deben ir señalados; i los interesados deberán 
estampar dicha marca i nombre al márjen de la póliza que corran para 
la esportacion. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese, 
BtfLNFÍÍ, 

Jeránimo Urm^neta^ 



i62. Marcas de fábricas i de comercio.— Se establece i re- 
glamenta un rejistro para la inscripción de marcas de fábricas i de co- 
mercio nacionales i estran jeras. 

Santiago, 12 de noviembre de 1874. 

Por cuanto el Congreso Nacional ha prestado su aprobación al si- 
guiente 
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PROYECTO DE LEÍ: 

Art. 1.^ Se abre un rejistro para inscribir las marcas de fabrico^ o de 
comercio, nacionales o estranjeras. 

Art. 2.** Se designan bajo el nombre de marcas de fábrica^ aquellas 
que se coloquen sobre objetos elaborados o fabricados en Chile a en el 
estranjero por los industriales o agricultores, i bajo el nombre de mar-» 
cas comerciales aquellas que el comerciante adopte para poner sobre los 
objetos que venda. 

Art. 3.** Se consideran como marcas o rótulos de fábrica o de comer* 
ció, los nombres propios, los emblemas i todo otro signo que adopte el 
fabricante o comerciante para distinguir los objetos que fabrique q 
venda. 

Sin embargo, los rótulos de fábrica llevarán, para los efectos legiUes, 
la inscripción de Marca de fábrica o simplemente las iniciales U. (h F\^ 
i las marcas o rótulos de comercio la inscripción de Marca Gomera o 
bien la inscripción de M. C 

Art. 4.* El nombre de un fundo rústico, molino, fundición Q fíbricu 
será del esclusivo uso del propietario del fundo, molino, fundición o 
fábrica. 

Art. 5.** El que inscribe en el rejistro una marca de fábrica o de co- 
merciOy tiene la propiedad esclusiva de ella. 

Art. 6.® La transferencia que se baga de una marca o el permiso que 
se otorgue para que otro haga uso de ella, debe anotarse en el rejistro, 
previo el anuncio al público por medio de avisos durante diez dias. 

Árt. 7,^ La inscripción de las marcas de fábrica o de comercio deberá 
renovarse cada diez años, i en caso de no efectuarse la nueva inscrípcign 
se dará por caducada. 

Art. 8.* El rejistro a que se refiere el artículo l.'^ se abrirá en la ofi- 
cina de la Sociedad Nacional de A-^ricultura bajo la dirección del Pre- 
sidente de ésta o de un delegado nombrado por el Censejo. En este oaso 
el nombramiento del delegado debe recaer en uno de los miembros del 
Consejo Directivo de dicha Sociedad. 

Art. 9.*> La partida del rejistro debe contener el dia i la hora en que 
SQ hace la inscripción; el nombre del propietario, su profesión i domici- 
Iíqh el lugar en que esté establecida la fábrica; el jénorQ de industrial o 
de comercio para que va a servir la marca, como asimismo un faositn)! 
4e olla, Se ^rega,rá, ademas, a la inscripción ^ núi^dra 'de árdw que 
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corresponda a la marca depositada i también las otras indicaciones que 
se crean necesarias. 

Tanto la partida del rejistro como la copia que so dará al interesado 
serán firmadas por el Presidente de la Sociedad Nacional do Agricul- 
tura o su delegado, por el interesado i dos testigos. 

Art. 10. Se pagará como derecho a la Sociedad Nacional do Agricul 
tura doce pesos por inscripción de una marca de fábrica, tres pesos por 
la de comercio i un peso por la copia auto izada de una u otra. 

Art. 11. El que falsifique, adultere o use fraudulentamente las mar- 
cas o rótulos de que habla la presente lei, sufrirá la pena que designe el 
Código Penal. 

Art. 12. Los objetos revestidos con marcas falsificadas caerán en 
comiso a beneficio del perjudicado. Los utensilios de la falsificación 
serán destruidos. 

Art. 13. Todos los años en el mes de agosto, se publicará en el pe- 
riódico oficial, una lista de las marcas que hayan sido rejistradas. 

I por cuanto, oido el Consejo de Estado, lo he aprobado i sancionado; 
por tanto, ordeno se promulgue i lleve a efecto en todas sus partes como 
lei de la República. 

Federico Ebrázubiz. 

Ramón Barros Luco. 

Nota. — Víanse los artículos 185, 190 i 191 del C<Sd¡go Penal. 



163. Marcas de animales.-— Se establece un rejistro de marca- 
ción de animales. 

Santiago, 12 de noviembre de 1874. 
Por ciíanto el Congreso Nacional ha aprobado el si¿;ucinte 

PROYECTO DE LEI: 

Art. 1.** Establécese en las tesorerías departamentales un rejistro pú- 
blico de las marcas con que se distinguen los animales vacunos i caba- 
llares. 

Art. 2.® Las marcas tendrán tíil forma que permita conocer el depar- 
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tamento a que pertenece i el número de orden que haya oorrespoiidido 
a cada uno en el rejistro. 

Art 3,^ Al tiempo de hacer la inscripción, recibirá el que la lolioito 
k marca correspondiente, pagando su valor i el derecho de inscripción 
i certificado. 

£1 valor ^e cada marca no podrá exceder de dos peaoe i un peso los 
derechos de inscripción. 

Art. 4.® Se presume dueño de un animal que lleve una marca lejis- 
trada aquel a quien ésta pertenezca, según el rejistro. 

Art. 5.® La contramarca o marca duplicada, establece igualmente una 
presunción de haber perdido el dominio del animal el dueño de aquélla, 

Art. 6,^ £1 Presidente de la República dictará los reglamentos nece- 
sarios para la ejecución de esta leí i determinará en filos la clave que 
haya de servir para la formación de las marcas. 

I por cuanto, oído el Consejo de EsUido, lo he aprobado i sancionado; 
por tanto, ordeno se promulgue i lleve a efecto en todas sus partes como 
lei de la República. 

Federico Errázuriz. 

Ramón Barros Iaíco* 



164. — Marcas de animales. —Se dicta el Reglamento para ol re- 
jistro de marcación de animales.- 

Santiago y IT de novieinhre de 1893. 

£n uso de la facultad que me concedo el art. 6.^ de la lei de 1 2 de 
noviembre del corriente año, 

Decreto : 

Art 1.° El rejistro de rajircacion de animales que establece la lei de 
12 de noviembre de 1874. se abrirá en la tesorería municipal de cada 
departamento, i correrá a cargo del jefe de la misma oficina. 

Art. 2.® El libro de rejistro contendrá seis columnas, eti las que se 
inscribirán: 

1.^ La fecha de la inscripción; 

2.® £1 nombre de la persona para quien se pide la marca; 

4Í 
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3.<> El número de la marca en el orden sucesivo en que se fueren éstas 
dando; 

4.® Un facsímil de la marca; 

5.** El nombre del fundo o fundos en que va a marcarse; 

6.® El nombre i número de la subdelegacion o subdelegaciones a que 
estos últimos pertenecen. 

Se dejará también en cada hoja un ancho márjen para anota- 
ciones. 

Art. 3.® Las marcas que se inscriban en el rejistro serán hechas con- 
forme a la clave modelo que este Heglamento determina, a cuyo fin, i 
para asegurar la exactitud en toda la República, so construirán i sella- 
rán únicamente en la Escuela de Artes i Oficios de esta ciudad, i serán 
depositadas en la oficina de la Sociedad Nacional de Agricultura. 

En caso de reposición de marcas por pérdida, deterioro u otro motivo, 
el tesorero departamental será el encargado de proporcionarlas a los 
que las solicitaren. 

Art. 4.® Las tesorerías departamentales pedirán al Presidente de la 
Sociedad Nacional de Agricultura, en el mes de enero de cada año, el 
número de marcas que juzguen necesario en vista de las solicitudes de 
los propietarios del departamento, i mientras dichas marcas no sean 
entregadas, se conservarán en depósito bajo la responsabilidad del teso- 
rero departamental, quien remitirá su valor a la Sociedad Nacional de 
Agricultura tan pronto como sea recaudado. 

Art. 5.<* El sistema que prescribe este Reglamento para la marcación 
de animales, o la clavo a que se refiere el art. 3.®, consiste en el empleo 
de signos de diferentes formas, que colocados a derecha o izquierda de 
una línea matriz vertical, representan los números de O a 9, i están 
arreglados de manera que líneas idénticas representan números diversos, 
según la colocación que tengan a la izquierda o a la derecha de la línea 
matriz. 

1.® Los signos de la izquierda designarán los números impares 1, 3, 
5, 7 i 9 i los de la derecha los pares 2, 4, O, 8 i el 0; 

2.** Estos signos serán colocados en las marcas, distantos un centíme- 
tro o mas unos de otros, designando los do míus abajo his unidades, los 
siguientes hacia arriba las decenas, centenas, etc. Por consiguiente, la 
Isctura de las cantidades se hará de arriba hacia abajo. 

3.** Los guarismos se figurarán de esto modo: 

Núm. 1 — Línea recta ascendente inclinada 60", a la izquierda de la 
línea matriz. 
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Nám. 2--Jjíiiea recta ascendente con nclinacion de 60^ a la dore» 
cha de la línea mati'iz. 

Núm. 3. — Línea recta perpendicular a la línea matriz i a la izquierda 
de ésta. 

Núm. 4. —Como la anterior, a la derecha de la línea matriz. 
Núm. 5. —Línea descendente con inclinación de 60®, a la izquierda de 
la línea matriz. 

Núm, 6. — Igual a la anterior, a la derecha de la línea matriz. 
Núm 7. — Línea igual a la que representa el número 3, con mas una 
pequeña línea perpendicular h.icii abajo en el esrremo. 
Núm 8. — Igual a la anterior i a h derocha. 

Núm. 9. — Un ángulo recto, con sus dos lados igiuiles, con el vértice 
hacia abajo unido a la línea matriz, formando un ángxilo de 55° a la 
izquierda de ella. 

Núm. 0. — La misma figura a la derecha, 
4:.° Las dimensiones de cada signo serán las siguientes: 
La línea matriz tendrá doce centímetros de lonjitud. 
Las líneas rectas horizontales de uno i otro costado, tres i medio cen- 
tímetros. 
La perpendicular do las cifras 7 i 8, uno i medio centímetros. 
Los lados de los ángulos de las cifras O i O, dos centímetros cada uno. 
La perpendicular que indica el pié, dos centímetros. 
Un centímetro quedará libre en la parto superior de la línea matriz. 
Estas dimensiones disminuirán en una cuarta parte en las marcas des 
tinadas para señalar animales vacunos pequeños i para los caballares. 

Art. 6° En conformidad a lo que determina el articulo 5.'', toda marca 
constará de una línea recta matriz, de cuya parte superior se desprenden 
los dos signos que indicarán el orden que corresponde al departamento 
que se dieren. En seguida estarán los signos del número de la marca- 
que será el correspondiente al orden eu que vayan entregándose, i una 
línea perpendicular formará el pié de ésta. 

El número do ór(L;n (pie se d irá a los departamentos, será el siguiente: 

1 Caldera 8 O valle 

2 Copiapó 9 Combarbalá 
. 3 Freirina 10 Illapel 

4 Vallenar 11 Petorca 

5 Serena 12 Putaendo 

6 Elqui 13 Ligua 

7 Coquimbo 1 1 San Felipe 
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15 Andes 37 Chillan 

16 Quillota 38 Puchacai 

17 Lixnacha 39 Coelemu 

18 Valparaíso 40 Concepción 

19 Gaaablanca 41 Talcahuano 

20 Santiago 42 Rere 

21 Victoria 43 Lautaro 

22 Melipilla 44 Laja 

23 Kancagua 45 Nacimiento 

24 Caupolican 46 Angol 

25 San Fernando 47 Arauco 

26 Cuneó 48 Lebu 

27 Vichuquen 49 Imperial 

28 Lontuó 50 Valdivia 

29 Talca 51 Union 

30 Constitución 52 Osorno 

31 Linares 53 Carelmapu 

32 San Javier de Loncomilla 54 Llanquihue 

33 Gauquenes 55 Ancud 

34 Parral 56 Castro 

35 Itata 57 Quinchao 
39 San Carlos 

ÁTt 7.® Toda persona que quiera usar una o mas marcas rejistradas, 
ocurrirá a pedirla a la tesorería departamental i el jefe de la oficina la 
entregará en el acto^ haciendo previamente la inscripción que correspon 
de en el rejistro, según el artículo 2.® Esta inscripción será firmada por 
el peticionario o su representante i por el tesorero departamental. 

Art 8.* El que pida una o mas marcas está obligado a pagar dos pe- 
sos como valor de cada una de ellas; cincuenta centavos por la inscrip- 
ción en el rejistro, i cincuenta centavos mas por el certificado que debe 
darse en papel qtie lleve el timbro de la oficina i con la firma del jefe de 
ésta. 

El certificado servirá al dueño de la marca para comprobar en cual- 
quiera parte su dominio sobre ella. 

Art. 9.^ Para que pueda tener valor la transferencia que se hiciere de 
una marca rejistrada debe inscribirse dicha transferencia en el mismo 
rejistro, haciéndose la anotación respectiva al mar jen de la partida pri- 
mitiva. Se espresará la causa de la transferencia i firmarán esta inscrip- 
ción el dueño actual de la marca i el anterior. Se cobrará por el jefe de 
la oficina los mismos derechos establecidos en el articulo precedente. 
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Art. 10. En la oficina encargada del rejistro se tendrá, en un lagax 
público, un diseño de la clavo que sirve para esplicar las cifras, hecho 
del tamaño natural que se usa en las marcas, una esplicacion escrita de 
la misma clave i una copia de la lei i del presente Reglamento. 

Art. 11. Las tesorerías departamentales pasarán a la oficina de la 
Sociedad Nacional de Agricultura una copia exacta del rejistro de mar- 
cas, a fin de que se forme así el rejistro joneral de la República. 

Art. 12. Se publicará por orden del Gobernador departamental en 
un periódico del departamento o del mas inmediato, una razón de todo« 
los animales vacunos i caballares que se hayan reunido i cuyos dueños 
no se conocieren, a pesar de tener la marca conforme a la clave de este 
Reglamento, espresándose en el aviso el departamento i el número de 
orden que la marca representa. Esta publicación se hará indefectible- 
mente cada mes por el término de ocho dias. 

Art. 13. En el caso señalado en el artículo anterior, i si el Qobema- 
dor conociere al dueño del animal o la propiedad de donde procede, 
pondrá en conocimiento de aquél o de su administrador, el encontrarse 
en la Gobernación un animal que lleva su marca, si el propietario per- 
teneciere a su departamento; o bien lo pondrá en conocimiento de la 
autoridad a cuyo departamento corresponda la marca, a fin de que dicha 
autoridad lo haga saber al interesado. 

Art. 14. Todo propietario, en cuyo fundo apareciere un animal aje- 
no, con marca rejistrada, deberá inmediatamente dar cuenta de ello a 

autoridad local mas inmediata para que sea remitido donde corres- 
ponda. 

Art, 15. Solo después de trascurridos tres meses desde que se hayan 
efectuado las delijencía? a que se refieren los artículos anteriores, po* 
drán venderse en pública subasta los animales cuyas marcas estén re- 
jistradas conforme al presente Reglamento i siempre que no hayan sido 
reclamados por sus dueños en ese lapso de tiempo. 

Art. 1 6. Si se presentare alguna persona a reclamar de la autoridad 
gubernativa un animal de los anteriormente señalados, presentando la 
marca sellada o el certificado del rejistro, en cualquier departamento de 
la República, le será entregado inmediatamente si hubiere conformidad 
entre esos comprobantes i la marca que lleva el animal, previo el pago 
de los gastos de mantenimiento de éste. 

Art. 17. Toda marca que no lleve el sello correspondiente de su fa- 
bricación, será reputada como falsa i por consiguiente no servirá para 
los reclamos de que habla el artículo anterior. 
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El que la usare o fabricare incurrirá en las responsabilidades estable- 
cidas en el Código Penal. 

Art. 18, En caso de crearse nuevos departamentos en la República 
fuera de los que existen actualmente, se empleará en ellos, para los efec- 
tos de este Reglamento i de la lei de rejistro de marcas, los números 
siguientes al último que contiene la nómina del artículo 6.<* 

Art. 19. El presente Reglamento principiará a rejir desde el 1.^ de 
marzo de 1875. 

; ARTÍCULO TRANSITORIO 

La Sociedad Nacional de Agricultura hará formar los libros de rejis- 
tro de las marcas i los remitirá a los departamentos respectivos. 

Tómese razón, comuní(]uese i publíquese. 
EURÁZÜRIZ. 

Ramón Barros Luco. 



165. — Marcas de animales. — Se determina el número que co- 
rresponde a los departamentos de Cañete i Mulchen, 

Santiago, 14 cU marzo de 1878. 

En virtud de lo dispuesto en la nota que precede i de lo dictaminado 
en el nrt. 18 del Reglamento sobre marcación de animales; 
Visto el art. G.'^ del citado. Reglamento, 

He acordado i decreto : 

El número de orden que se dará a los departamentos de Cañete i Mul- 
chen, de creación posterior, en la nómina del rejistro jcneral de marcas 
de aniraale&, será el 58 al primero, i el 59 al segundo. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 

Pinto. 

Augusto Malte. 
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MUELLES 

166. — Muelles. — Se permite su construcción a los particulares en 
los puertos de la Eepública. 

Santiago, 27 de marzo de 1851. 

(82) Considerando que para dar facilidades e impulso al comercio, es 
indispensable el establecimiento de muelles en todos los puertos de la 
República, a cuyo fin conviene permitir a los particulares que los cons- 
tniyan por su cuenta con tal que cualquiera pueda aprovecharse de ellos 
retribuyendo el beneficio, i que con el mismo objeto debe reducirse el 
oneroso derecho de muelle que actualmente se paga; en uso de la auto- 
rización que me concede la lei de 26 de diciembre de 1850, 

He acordado i decreto: 

L** Los individuos o empresas particulares podrán construir muelles 

por su cuenta en los diversos puertos de la República donde no los haya 

de propiedad fiscal, debiendo ocurrir al Gobierno para que conceda el 

permiso, previos los informes convenientes para hacerse cargo de la 

ocalidad i clase de muelle que se pretenda construir; 

2.® Si se intentase construir muelles particulares en lo6 puertos don- 
de los hubiese fiscales, el Gobierno lo permitirá o nó, tomando en con- 
sideración las circunstancias especiales del caso; 

3.® Por los muelles de particulares deberá permitirse el embarque i 
desembarque a todos los que quieran hacerlo, compensando al dueño 
con una cuota convencional, que no podrá exceder del derecho que se 
pague por los fiscales; 

4/ Los productos estranjeros i nacionales que se embarquen o desem- 
barquen por muelles fiscales, pagarán por derecho de muelle uno i me- 
dio centavo por cada tercio o bulto; 

5.® En los artículos que deberán estimarse por peso, se reputará como 
tercio cada dos quintales. 

En los artículos sujetos a medida se entenderá por tercio cada fanega; 

6.° Las maderas pagarán a razón de cincuenta centavos el ciento de 
tablas, tablones, cuartones, tijerales i viguetas; 

7.^ Por cualquiera clase do cabalgadura o de ganado vacuno que se 
embarque por el muelle, se pagará dos reales por cabeza; 
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8.** Serán libres de deracho de muelle los víveres para el consumo 
diario i el rancho de todo buque 6 igualmente los equipajes. 

Tómese razón comuniqúese i publíquese, 

BÜLNES 

Jerónimo Urmeneía. 



167. — Muelles. — »Se reglimenta la tniraitadon de las solicitudes 
para obtener permiso para su construcción. 

Savtiago, 5 de julio de 1888. 

A fin de uniformjir i simplificar los trámites o condiciones a que or- 
dinariamente se someten los permisos otorgados por el Gobierno para la 
construcción de muelles de ¡üirticulares en los puertos de la República; i 
con el objeto de uniformar la construcción de Ijis cs|)resadas obras, 

He acordado i decreto: 

Art. 1.** Siempre que los particu'aros soliciten permisos para cons' 
truir muelles, acompafiaráu a su solicitud un [)lano i presupuestos del 
que se proyecta construir, con las siguiente especificaciones: 

1.* Punto preciso de la bahía en donde se pretenda hacer ei muelle; 

2,* Edificios que estén inmediatos a él; 

3.* Designación de los otros muelles que haya en la bahía; 

4.^ Distancia entre el muelle en proyecto i las oficinas del Resguardo 
de Aduana; 

5.* Puntos de la bahía en donde jeneralmente fondean los vapores i 
los buques de vela, i el destinado para amarrar lanchas i botes durante 
la noche; 

6.* Materiales, estension, altura pescante i escalas de que constará el 
muelle; 

7.* Informes de la autoridad {ulministnitiva i capitanía del puerto 
sobre la obra en proyecto. 

Art. 2.^ Los concesionarios dejarán siempre espedita la comunicación 
por la playa^ de mo:1o que quede por lo menos un espacio de veinte me- 
tros entre la linea de los edificios i el principio del muelle; debiendo^ 
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adornas, formar en este último punto una plazuela donde puedan con 
facilidad traficar los vehículos i depositarse las mercaderías. 

Art. 3." Los muelles no podrán tener menos de cincuenta metros de 
largo por cuatro de ancho, i una altura que no baje de un metro rdftpec- 
to a la línea de la alta marea. 

Art. 4.^ Todo muelle deberá ser construido en esqueleto de fierro o 
de madera, dispuesto de modo que, dejando libre paso a las corrienteSi 
impida los embaucamientos. 

Art 5.^ El concesionario estará obligado a mantener siempre el mue- 
lle i los atracaderos convenientemente alumbrados i a conservar en el 
cabezo del muelle una luz de colores que permita distinguirlo con faci^ 
lidad. 

Art. 6.** Kl gobernador del departamento en unión del capitán del 
puerto i del injeniero de la provincia fijará el punto donde debe cons- 
truirse cada muelle i pondrá al interesado en posesión del terreno que 
se le conceda. 

Art. 7.' Siempre que en decreto de concesión se permita el embar- 
que o desembarque de pasajeros por el muelle de que se trata, su uso 
ser i libre, debiéndose construir por el concesionario una escala especial 
que reúna todas las condiciones de comodidad i seguridad ndoesarias. 

Art. 8.® £1 concesionario estará obligado a construir en el mismo 
muelle un edificio lijero que servirá para guardia de prevención del 
Resguardo i Capitanía del puerto. 

Art. 9.^ No pagarán derecho alguno las mercaderías de propiedad 
fiscal o municipal que por ellos se embarquen o desembarquen, 

Art. 10. Lí\s mercaderías de propiedad particular que se permitan 
embarcar o desembarcar, en ningún caso pagarán mas de un centavo i 
medio por cada cien kilogramos de peso calculado, o por cada cien litros^ 
si fueren artículos sujetos a medida de capacidad. 

Art. 11. r.os buques i embarcaciones menores de la Armada Nacio- 
nal podrán, sin gravamen alguno, servirse de los muelles, siempre que 
lo necesiten. 

Art. 12. Los concesionarios quedarán obligados a constiniir los pes- 
cantes necesarios para colgar, sin retribución alguna, los botes del Esta* 
do que le indiquen la Gobernación Nfarítima o el Resguardo. 

A rt. 1 3. Kn caso de que el Estado necesite hacer uso del espacio ocu- 
pado por el muelle, el concesionario estará obligado a abandonarlo, pre- 
vio aviso dado con un año de anticipación i sin que tenga derecho a co« 
brar indemnización de ningún j enero. 

42 
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Art. 14. Caducarán las concesiones si los trabajos no se hubieren 
iniciado seis meses después de otorgado un permiso, o si no se hubieren 
concluido dos afios después de dicha fecha 

También caducarán por la violación de las obligaciones que al solici- 
tante se le imponen por este decreto. El Gobierno declarará la caduci- 
dad después de oir a los funcionarios que hubiesen informado al otorgar 
el permiso. 

Art. 15. Siempre que, a consecuencia del nuevo muelle que se cons 
truya, sea necesario, a juicio del Gobierno,, aumentar el personal de 
empleados de los resguardos, será de cargo a los concesionarios el mayor 
gasto que esta circunstancia ocasione, debiendo enterar en la Tesorería 
Fiscal del departamento, por semestres anticipados, el valor correspon- 
diente. 

Art. 16. En todo permiso que so solicite para construir muelles, se 
espresará por el interesado que acepta en todas sus partes las cláusulas 
del presente decreto. 

Tómese razón i publíquese. 

Santa María. 

P. X. Cvxidra, 



167 bis. Muelles. — Se modifica el decreto anterior. 

Santiago, 17 de octubre de 1893. 

Considerando : 

Que los diversos permisos concedidos a particulares para construir 
muelles conforme a las prescripciones contenidas en el decreto de 5 de 
julio de 1883 han dejado en los puertos pocos espacios adecuados para 
la construcción de nuevos muelles; 

Que se hace necesario dictar medidas que en lo futuro resguarden los 
intereses del comercio a fin de que no pueda llegar el caso de que no 
cuenten con muelles para el embarque i desembarque de sus mercade- 
rías, por encontrarse ocupados por particulares los sitios de las bahías 
en que óstos pueden construirse, 
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Decreto : 

Los permisos que en lo futuro se concedan a particulares para cons- 
truir muelles, con arreglo a lo dispuesto por decreto de 5 de julio de 
1883, se sujetarán a las siguientes condiciones, ademas de las prescritas 
en el citado decreto de 5 de julio de 1883: 

a) Los concesionarios estjirán obligados a permitir el embarque i de- 
sembarque de mercaderías pertenecientes a particulares siempre que a 
juicio de una comisión compuesta del Gobernador del departamento, 
del injeniero de la provincia i del Gobernador marítimo no quedaren 
en la bahía otros lugares adecuados para la construcción de muelles; 

b) Las tarifas que fijen por este servicio deberán someterse a la apro- 
bación del Presidente de la Eepública, el cual podrá ordenar su modifi- 
cación cuando así lo estimare conveniente. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 

MONTT. 

Alejandro Vial. 



TÍTULO V 

Empleados Públicos i Festividades 

Nacionales 



168. Acusación de impresos. — Se ordena a los empleados pú- 
blicos acusar los impresos en que se ataque su conducta fundonaria, 

Santiago, 14 (Ze junio de 1830. 

Considerando que la imprenta bien dirijida es uno de los medios mas 
poderosos para mantener la regularidad i pureza de los empleados en el 
desempeño de sus funciones públicas; 

Considerando que el escandaloso abuso que se ha hecho de ella» con- 
virtiéndola en un instrumento de pasiones maléficas, la incapacita para 
ejercitar este saludable influjo, i la hace mas a propósito para estraviar 
que para dirijir la opinión; que aun las acusaciones fundadas que se 
lanzan por la imprenta contra aquellos que abusan de sus facultades en 
daño del público, no exitarán la atención que debieran, vertiéndose por 
un órgano habitualmente depravado; que los acusados se escudan con 
la licenciosidad de la prensa para no sincerar su conducta; i que este 
orden de cosas, confundiendo a los buenos servidores del Estado con loa 
prevaricadores, compromete igualmente el honor de todos ellos i cede 
en desdoro del Grobierno, 
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Ha venido en decretar i decreta: 

1.® Todo funcionario público, cuya conducta en lo que toca al ejerci- 
cio de su empleo, fuere atacada por la imprenta, debe acusar, por sí o 
por apoderado, al autor o editor del impreso, ante el tribunal compe- 
tente i en el término do la lei. 

2.** El que así no lo hiciere, queda suspenso de hecho en el ejercicio 
de su empleo i el fiscal le acusará con el mismo impreso ante el tribunal 
competente. 

3.** El ministro del interior queda encargad') del cumplimiento de 
este decreto. Imprímase para que llegue a noticia de todos. 

OVALT.E. 

Portales. 



169. Ceses. — Se determinan los datos que deben contener los ce- 
ses que espidan las tesorerías fiscales para empleados que deben pagarse 
por otra oficina. 

Sani'uigOy 19 de cigosto de 1872. 

Vista la nota que precede, i a fin de uniformar el procedimiento de 
las tesorerías fiscales en orden a los certificados o ceses que deben dar 
cuaido los empleados pasan de la jurisdicción de una a otra oficina, 

Decreto : 

1.® Los ceses que espidan las tesorerías fiscales contendr¿ín los datos 
siguientes: 1.® la fecha hasta, que el empleado haya sido pagado de sus 
sueldos; 2.** el cargo que tenga por anticipación, asignación, retención 
judicial o cualquiera otra causa, espresando el decreto por el que debe 
hacerse el descuento en virtud del cual ha debido sentarse, en los libros 
de la oficina que espida el ceso, la p.irtida correspjnJiente del cargo 
contra la que haya de seguir pagando el empleado; 3.** la fecha del nom 
bramiento del empleado i la del decreto supremo por el cual se traslada 
a otro de¡)artamcnto, i 4.® la partida c iteni del presupuesto respectivo 
o la lei en virtud de la cual se le abone su renta. 

2.'' Siempre que alguna Tenencia de Ministros tenga que otorgar los 
ínismos documentos, debenl dar cuenta inmediatamente a la tesorería de 
que depende, a fin de ((ue ésta haga las anotaciones correspondientes i 
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dé aviso, sin pérdida do tiempo, a la otra tesorería principal, por donde 
va a ser pagado el empleado, espresando que deja cargada a ella la can- 
tidad que éste deba por anticipación u otra causa hasta la fecha del cese. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 

Eerázüriz. 

Rainon Barros Luco. 



170. Fianzas. — Se declara que las fianzas otorgadas por empleados 
públicos so estienden a las comisiones que se les confieran en razón del 
empleo. 

Santiago, agosto I."" de 1826. 

(132). Para evitar dudas, so declara que las fianzas rendidas a favor 
fiscal por los empleados de cargo son estensivas a todos los ramos que 
les fueren encargados en todo el tiempo de su manejo. En su conse- 
cuencia, i para intelijencia de los fiadores, el Tribunal de Cuentas hará 
rectificar todas las fianzas de dichos funcionarios, verificando lo mismo 
las tesorerías por las que hubiesen rendido sus Tenientes de Minis- 
tros. 

Tómese razón, trascríbase o imprímase. 

Freiré. 

Correa de Saa, 



171. Fianzas. — Se ordena espresar en las escrituras de fianzas otor- 
gadas por empleados públicos se cstieiiden éstas a las comisiones que se 
les confieran en razón del empleo. 

Santiago, 15 de mayo de 1877. 

En las escrituras de fianza que otorguen los empleados públicos se 
hará mención espresa de la responsabilidad que afecta al fiador por los 
curgji que resulten contra el afianzado, no solo en el desempeño de las 
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funciones propúis de su empleo, sino también en el de aquellAS comisio 
nes que en razón de éste se le confieran. 

Tómese razón^ comuniqúese i publíquese. 

Pinto. 

Rafael Sotomayor. 



172. Fianzas. — Se determina la oficina a quien corresponde cance- 
lar las fianzas que fueron calificadas por oficinas suprimidas. 

Santiago, 8 de no'Aernbre de 1887. 

Visto el oficio del contador mayor en que manifiesta las dificultades 
que se presentan para la cancelación de fianzas rendidas por adminis- 
tradores de estancos i otros empleados, que fueron calificadas por jefes 
de oficinas suprimidas i que no funcionan al presente, 

Deereto: 

Las fianzas rendidas por empleados públicos en garantía de los inte- 
reses fiscales que no puedan ser canceladas por el mismo funcionario 
que las haya calificado i aceptado, como lo dispone el decreto de 3 de 
setiembre de 1 878, a causa de la supresión de oficinas u otros motivos 
semejantes, lo serán por el contador mayor, pudiendo éste designar un 
empleado de su dependencia para el otorgamiento de las escrituras de 
cancelación que se estiendan en el departamento de Santiago i un em- 
pleado del ramo de Hacienda en los demás de la Eepública. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 

BaLM ACEDA. 

Agustín Edwards, 



173. Fianzas — Se ordena las rindan los empleados ausiliares en 
los casos que la lei las exija a los de planta. 

Santiago, 22 de agosto de 1894. 

Teniendo presente que las leyes orgánicas de las oficinas encargadas 
de la recaudación, inversión, administración, contabilidad i fiscalización 
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de las rentas del Estado establecen la obligación de prestar fianza a los 
empleados que sirven en ellas; 

Que a los empleados ausiliares i siipernumei*arios de esas oficinas no 
80 les exije fianza para el desempeño de sus funciones; i 

Considerando que no exijiéndolcs fianza se contraria el espíritu del 
lejislador que la ba establecido para los empleados de planta de esas 
oficinas como garantía de los intereses del Estado que confía a su admi- 
nistración, 

He acordado i decreto: 

Art. 1.^ Los empleados ausiliares que presten sus servicios en las 
oficinas en que la leí orgánica exija fianza a los do planta, deberán ren- 
dir una equivalente al sueldo de dos años. 

Art. 2.^ Los empleados supernumerai'ios prestarán asimismo una 
fianza en los términos del articulo anterior i se entenderá ésta renovada, 
sin necesidad de nueva escritura, cada vez i por el tiempo que lo sea el 
nombramiento. 

En la escritura do fianza so espresará esta circunstancia i la de que 
el fiador respondo por todos los cargos que afecten a su afianzado en el 
período o poríodos para que sea nombrado. 

Art. 3.® Los empleados do la oficina de Emisión Fiscal que no estén 
oblig'idos a prestar fianza especial en los términos del decreto orgánico 
de 16 de enero de 1830, la prestarán en los del presente decreto. 

Árt. 4.^ lios jefes de oficina cuidarán que las disposiciones de este 
decreto tengan un estricto cumplimiento i darán aviso a la oficina pa- 
gadora para que, en virtud de lo dispuesto en el artículo 216 del Cédigo 
Penal, suspenda el pago de su sueldo al empleado omiso en la obliga» 
cion do prostar fianza sin perjuicio de las demás penas que dicho artícu* 
lo establece. 

Art. 5.° Los empleados que, en cumplimiento de estas disposiciones^ 
necesiten prestar una fianza para el desempeño de sus funciones, debe*- 
rán hacerlo dentro del término de sesenta dias, contidos desde la fecha 
do este decreto. 

Tómese itizon, comuniqúese i pubUquese. 

MoNTr. 

Carlos Riesco, 
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174. Gastos de escritorio.— Se ordena rindan los jefes de oficina 
cuenta detallada de las asignaciones para gastos de escritorio. 

San t layo, 20 ch nouioabre de 1876. 

Considerando que hastii el presente ha sido costumbre que los jefes 
de oficina reciban los fondos asignados para gastos de escritorio, sin 
llevar ni rendir cuenta de su inversión, i siendo conveniente a la recta 
administración de los caudales públicos que toda inversión de ellos, por 
pequeña que se considere^ sea debidamente justificada^ 

Decreto : 

I Los jefes de las oficinas que tengan asignados fondos para gastos de 
escritorio, llevarán por sí o por medio de alguno de los empleados que 
al efecto comisionen, una razón detallada de esos gastos, comprobándo- 
los en cuanto fuero posible, i anualmente la pasarán a la Contaduría 
Mayor para su examen. 

Esta oficina exijirá la rendición de estas cuentas cuando notare algu- 
na omisión en el cumplimiento de este decreto. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 

Pinto. 

HiKfael Sotomayor, ' 



175. Incompatibilidades. — Se est^iblecen incompatibilidades para 
los empleados públicos en razón de su jiro. 

Santiago, 23 de julio de 1825. 

Siendo prohibido estrictamente por las leyes a todo empleado, que 
pueda mezclarse por sí o interpósita persona en cualquiera clase de jiro, 
en que las obligaciones de su cargo digan influencia sobre él, 

Decreto: 

1.** Cualquiera empleado que contraviniere a las disposiciones que le 
prohiben el jiro indicado, será depuesto irremisiblemente de su destino- 

2.® Velarán sobre el cumplimiento del precedente artículo los jefes 
de las respectivas oficinas^ principalmente los de las aduanas i reaguar- 
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dos; i sobre éstos i demás empleados en jeneral las autoridades a quie- 
nes corresponda por las leyes. 

Tómese razón, trascríbase e imprímiage. 

Freiré. 

Correa de Scui. 



176. Incompatibilidades. — ?e establecen incompatibilidades para 
los empleados públicos en razón de parentesco. 

Santiago, 31 de dicie.nbre de 1889. 

Por cuanto el Congreso Nacional ha prestado su aprobación al si- 
guiente 

PROYECTO DE LEÍ: 

Art. 1.® En ninguna oficina pública, cualquiera que sea su naturaleza 
i jerarquía, establecimiento de instrucción pública, nave de la escuadra, 
batallón o rejimiento del ejército, podrán figurar empleados que estén 
ligados por el parentesco de consíinguinidad hasta el cuarto grado o de 
afinidad hasta el segundo grado inclusive con el jefe inmediato de di- 
chas oficinas, establecimientos, naves, batallones o rejimientos, ni con 
ninguno de los jefes de secciones en que estén subdivididos. 

Para los efectos de esta disposición so considerarán como oficinas 
aisladas las que dependan de una dirección central. 

Art 2." Tampoco podrá existir el parentesco indicado entre jefes de 
oficinas administrativas que, según la lei, dependan la una de la otra, 
en lo relativo a la vijilancia, responsabilidad o fiscalización de las fun- 
ciones que les conciernan, ni entre los miembros de la Corte Suprema i 
los de las Cortes de Apelaciones, ni entre éstos i los jueces letrados de 
su respectiva jurisdicción. 

Árt. 3.^ Para los efectos de esta lei no se considerará jefes de oficinas 
ni al Presidente de la República ni a los Ministros de Estado. 

Artículo transitorio. — Esta lei no se aplicará a los empleados públicos 
que en la fecha de su promulgación estuvieren desempeñando sus fun- 
ciones en las condiciones de parentesco prohibidas. 
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No obstante, ella rejirá en los casos de ascenso, traslación o promo- 
ción de estos empleados. 

I por cuanto, oído el Consejo de Estado, he tenido a bien aprobarlo i 
sancionarlo; por tanto, promulgúese i llévese a efecto en todas sus par- 
tes como lei de la Eepública. 

J. M. Balmaceda. 

Pedro Monit 

Koti. — luserUmos a continuación dos vistas del Fiscal de la Corte Suprema, se- 
ñor don Ambrosio Montt, relativas a la lei de incompatibilidades: 

Kxcmo. Señor: 

£1 profesor de terapéutica i materia médica de la Escuela de Medicina, doctor 
don Francisco R. Martínez, fué encargado en marzo último £K>r el Gobierno de cierta 
comisión cient.'ñca en Europa, i antes de dejar el país ha presentado al Rector de la 
Universidad, conforme a los preceptos de la leí do 9 de enero de 1879, una nómina 
do las personas nptos a su juicio para el desempeño de aquella asignatura durante su 
ausencia. Aparece en primer lugar en la serie, i con recomendaciones especiales, el 
doctor don Manuel F. Aguirre, catedrático actual de iisiolojía en U misma Escuela, 
viniendo en seguida los señores Manuel A. Yaras, Tcmístocles Reyes i Roberto Pol- 
hammer, todos médicos cinijanos i licenciados en la Facultad de Medicina. 

£1 Rector de la Universidad, doctor don Joaquín Aguirre, tío del sujeto propuesto 
de preferencia, se ha limitado a ti'ascríbir integro al Departamento de lustniocion 
I'ública el oficio en que el doctor Martínez le anuncia su comisión i su próximo riaje 
i le designa reemplazantes, dejando al criterio i supremo juicio de V. E. la iutcrpro' 
tacion concreta de la lei de 31 de diciembre anterior sobre incompatibilidades por 
razón de parentesco. 

El Rector de la Universidad no ac¿pta ni rechaza la propuesta do su deudo para 
la asignatura temporalmente vacante, se abstiene aun do formular los téraiiuos de 
sus dudas i de su consulta; pero bien se echa de ver que su reserva, despejada por 
el oficio que el Departamento dirije al Fiscal, 'el 16 del corriente, envuelve el con- 
flicto que causa en su ánimo, o el temor de faltar a la lei, si diere acojida a las re^ 
comendaciones del profesor permanente, o el de incurrir en injusticia eliminando en 
obsequio de su delicadeza personal un candidato meritorio. 

En realidad el oficio del Rector no lleva consigo una propuesta regular de candi- 
datos á la asignatura de terapéutica, sino el sometimiento a V. E. de las dudas que 
le asaltan acerca de la lei de incompatibilidades, a fin de que Y. 2. decida, en vista 
de su testO) su espíritu i sus miras, si el doctor don Manuel F. Aguirre puede o no 
ser incluido en la lista con la aprobación del Rector, i merecer el nombramiento del 
Presidente de la Ropáblica. 

Tal pal*ece ser al Fiscal la mente del oficio dir\jido al Departamento de Instmc- 
cioti Pública por el doctor Aguirre, i la niatetia del dictamen que el señor Ministro 
del ramo se ha servido requerir del infrascrito. Trátase aclámente por ahora de in- 
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quirir si d Rector de la Universidad puede acojor, trasmitir i recomendar como saya 
propia la propuesta de profesor suplente que le hizo el propietario, doctor Martínez < 
£ste sei'á, por lo tanto, el punto único del exornen i estudio del Fiscal. 



La leí do 31 de diciembre último prescribe que ion ninguna oficina administrati- 
va, establecimiento de instrucción pública, naves, batallones, rejiroicntos, etc., po- 
drán figurar», tales son sus propios términos, empleados <qno cst^'n ligados por pa- 
rentesco de consanguinidad o de afinidad hasta el segundo gi-ado inclusive con el 
jefe iomcdiato. La fórmula del pi*ecopto prohibitivo, «"Implia i absoluta, se ]ia11a 
exenta de toda ambigüedad, si bien las voces i frase que la espresan no sean de una 
precisión rigorosamente técnica i del lenguaje peculiar de la lejislacion. Pero, si las 
palabras de la lei, do uso familiar i coniente, pudieran adolecer de alguna vaguedad, 
no cabe duda que denotan la intención manifiesta do vedar, tanto la presencia da 
deudos inmediatos en una oficina pública determinada, cuanto, i mni especialmente, 
la presentación al Presidente de la República do personas relacionadas con ol jefe de 
una repartición aiministrativa. 

Quiere la lei no solo impedir que los jefes de oficinas tengan por subalternos a sus 
parientes, sino que puedan llevar a otras oficinas, superiores o inferiores, en la je* 
rarquía del propio ramo, individuos que susciten sospechas do parcialidad i de favor, 
i cuyo nombramiento o ascenso, siquiera sean justificados, don asidero a imputacio- 
nes ofensivas al jefe i perjudiciales a la momlidad i buena disciplina de los establo* 
cimientos del Estado. 

La lei visiblemente anhela la estirpacion radical de la corruptela del nepotismo, 
vicio pernicioso en todo réjitnen de gobierno, i mas todavía en el rójimen de una 
democracia; i sacrifica a sus designios, plausibles i saludables en jeneral, los 
títulos i aspiraciones de ciudadanos meritorios i aun los reglas ordinarias de promo- 
ción que han de presidir, i conviene amcnudo aplicar, en la promoción do las plazas 
vacantes. Estos rigores son el precio mui alto, pero justo i necesario, de todas las 
leyes políticas tendentes a moralizar la administración, o depurarla de abusos aotua« 
les o eventuales que no admiten otra forma de enmienda. 

La lei de 1889 ha venido a complementar ol plan do administración a que obede- 
cen las análogas o parecidas que se han dictado en la República, de muchos aftos a 
esta psrte, sobre acumulación de empleos, inhabilidades electorales, incompatibilidad 
de funciones ejecutivas, lejislativas i judiciales, i otras que tienen en mira el mejor 
i mas eficaz servicio de los diversos cargos del Estado. 



Definidos los términos i prapósitos de la loi do 1889, i llegando ahora a su apli* 
eaoion al caso concreto de la consulta, ¿qué relación existe entre el Rector de la Uni- 
versidad i el profesor titular propietario, interino o suplente de una asignatura en 
la Escuela do Medioina? ¿Es el Consejo de Instrucción Pública, presidido por el Reotor, 
una oficina de aquellas que la lei comprende en sus cláusulas prohibitivas? ¿Tiene el 
Roctor por la loi de 1879, organizadora de la instrucción superior i secundaria, la 
facultad do proponer por al o de acuerdo con el Consejo los profesores que han do 
llenar las vftcantes temporales o perpetuas de las cátedras; o es el Rector un mero 
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órgano o canal de trasmisión de las propuestas que eleva el jefe independiente de 
un liceo o escuela i caliñca en definitiva el Presiden to de la República? 

Estas cuestiones, de cuya solución depende la de las dudas sujeridas por el punto 
en examen, quedan decididas, a juicio del Fiscal, en vist^ del contesto i fmcs cier- 
tos de las leyes do 9 de enero de 1879 i de 31 de diciembre de 1889, que ahora se 
desea interpretar. La primera, relativa solo a instrucción pública, señala tres arbi- 
trios o procedimientos para la provisión de las cátedras vacantes o de nueva crea- 
ción: el certamen u oposición; la contratación de profesores en el estranjero; i el 
nombramiento por el Ejecutivo, a propuesta i previo examen de una comisión for- 
mada en el seno de la respectiva facultad universitaria. 

En estas distintas hipótesis el Rector de la Universidad, también presidente del 
Consejo de Instrucción Pública, o no interviene en la designación de loa candidat s, 
o solo aparece presidiendo la delegación examinadora (jue dol)e constituirse en la úl- 
tima de las tres eventualidades, i por consiguiente es mui de du<lar si las ])rohibicio- 
nes de la leí de 1889, inaplicables de toda evidencia al ciso de las asignaturas }>or 
contrata, no del todo claras en el caso de provisión por ccrtánien, ccn en la hijwte- 
8Ís del nombramiento a propuesta de la comisión que el Rector puede presidir i a 
que no está obligado a comparecer. 

Poro estas reglas, algo compUcadis i susceptibles de interpretaciones diversas, son 
referentes únicamente a la provisión de las cátedras estables de la Escuela de Medí* 
ciña, sieíido otros, i harto ma^ claros i obvios, los preceptos ap'icables al nombra- 
miento de los profesoras interinos i su^)lentes de aquel establecimiento. 

4: El profesor titular podrá proponerlo, según el inciso penúltimo del artículo 29 
de la leí de enero de 1879, ^quedando sujeta la aceptación del reemiúazantO, según 
el inciso fnml del mismo artículo, «a la calificación que de sus aptitudes i competen- 
cia hiciere .el Rector de la Universidad». Tales son los propios térmim^s de la lei. 
Ella admite varios procedimientos para la provisión de las cátedras permanentes o 
en propiedad, sometiendo la de las asignaturas de desempeño temporal, de mui corta 
duración a veces, solo al arbitrio i discernimiento del Rector, quien puede atender o 
desoír las recomendaciones del titular cotí licencia. La acción del Rector es libre i 
sin otra cortapisi o reserva que la prerrogativa constitucional i a menudo verbal del 
Presidente de la República. El Gobierno nunca repudia sus propuesttus. 

Es esta la situación en que se encuentra el profesor suplente designado al Rector 
de la Universida<l por el titular de la clase de terapéutica lector Martínez; i siendo 
cierto que entre I03 doctores Aguirre existe el parentesco de consauguinídad en se- 
gundo grado, parece evidente, en concepto del Fiscal, que no puede el sobrino <figu- 
T&Vh (según la espresion de la leí) en la lista que su t'o ha de elevar de rigor a V. E., 
sean cuales fueren las recomendacionos del titular i los merecimientos i aptitudes del 
presentado en su reemplazo. Las prohibiciones de la lei caen de lleno i con todo su 
peso en el caso en consulta. 

Ella dispone también que el Rector de la Universidad intervenga directa i C3si 
esclusivamontc en el nombramiento de los profesores interinos i suplentes de la Es- 
cuela de Medicina; a^ grado, nótese bien, que no le sería lícito, por razones de decoro 
a otras dignas de respeto, abstenerse de apreciar los méritos de los presentados, i li- 
mitar sus jestioncs a la simple trasmisión al Presi 'ente de la RepúblicA del oficio 
de propuestas del catedrático permanente. La lei de 1870, al ampliar las facultades 
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del Rector i dol Consejo, cuyos cargos organiza i constituye con mucha independen* 
cía, quiere i prescribe que esas facultades sean ejercidas en toda su plenitud i tam- 
bién sin iuternñtencias ni aletargan! lentos, i no autoriza, por lo tanto, renuncias ni 
delegaciones contrarias a sus designios i ocasionadas tal vez a procedimientos frustra- 
torios. 

£1 Rector de la Universidad nunca es un resorte pasivo i de mera trasmisión. Un 
funcionario tan alto^ llamado por su cargo a pi*esidir i aun a inspirar las delibera- 
ciones i acuerdo 1 del Consejo de Instrucción Pública, debe siempre formar su juicio, 
emitirlo como opinión al Consejo i darlo al Gobierno con el carácter de dictamen 
rara vez desoido: juicio que ha de verter de rigor en los casos, como el presente, en 
que el Presidente de la República decide oyendo únicamente su parecer i no el del 
cuerpo universitario que el Rector consulta en otras situaciones. El doctor Aguirre 
no podría, pues, escusar el suyo sobre la designación de su sobrino para la cátedra 
de terap(^utica; i como la Ici no lo permite encarecer los méritos, aun cuando sean 
raros i notorios, de un deudo próximo, ni la justicia consentirla tampoco su deseo- 
nocimiont'>, i no hai tampoco funcionario designado para el desempeño supletorio 
de estos deberes, queda en claro la consecuencia penosa, pero lojica e ineludible, de 
suprimir de la lista de candidatos el inhabilitado a «figurar» en ella por razón de 
parentesco i según los preceptos de la lei de incompatibilidad. 

£1 pensamiento del lejislador es manifíesto, i consta asimismo, no solo de la es- 
pres'on literal de sus prohibiciones, sino de los debates que dieron a conocer sus 
motivos i sus fines. Se persiguió en especial el do evitar el abuso, que se temía o ya 
se habla producido, de nombrarse en los establecimientos del Estado, de instrucción, 
de hacienda, etc., profesores i empleados de la familia del jefe o director, i de poner 
término, pronto i severo, a corruptelas (jne pudieran perturbar la disciplina i buen 
réjimen de los servicios administrativos. 

La lei no estableció escepciones; i j^endo derecho a sus designios, no se detuvo ante 
la eventualidad, realizada en el coso en examen i posible en muchos otros, de sacri- 
ficar a sus rigores los merecimientos de uu profesor distinguido o de un empleado 
idóneo i digno de promoción. 

Pudiera tal vez decirse, en el interés de conciliar o atemperar las cláusulas de la 
lei de 1889, que la iucompatibili<lad por razón do parentesco recae únicamente sobre 
los individuos de una misma familia empleados en la misma oficina, i no afectan, 
siendo tan severas como innecesarias, a las personas relacionadas con el funcionario 
que preside los departamentos, reparticiones o consejos superiores de un servicio ad- 
ministrativo. Así, por ejemplo, segim este raciocinio, si no es legal, como tampoco 
es conveniente, que haya deudos inmediatos en el ri^ctorado i cátedras de la Escuela 
de Medicina o de un liceo de provincia, seria tan lícita como inocente la propuesta 
de profesores de liceos emparentados, no con su superior inmediato, sino con el Rec- 
tor i los miembros del Consejo de Instrucción l\iblica. 

Mas estas diferencias, no dol todo desatendibles en el debate de la lei, no tienen 
cabida en su interpretación jeuuina i correcta, puesto que su to^to i su espíritu po- 
nen de resalto i en plena luz la idea i la intención de estender las incompatibilida- 
des a todos los establecimientos i funcionarios del Estado, se{)arada i conjuntamen- 
te, i ya sea que se apliquen las prohibiciones al réjimen interno de cada liceo, escuela 
n oñclna, o bien a las relaciones de familia de sus empleados i profesores con el pro* 
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sidente 6 individuos do un consejo o departamento administrativo superior. Recaeni 
pues, sobre el Rector i Consejo de Instrucción Pública. 

A este cuerpo, eje i centro do todos los establecimientos de enseñanza del Estado, 
han do convorjer por la leí las diversas ramificaciones esparcidas en el territorio do 
la República, porque del Rector i del Consejo reciben su réjimen, su reglamentación, 
sus directores, muchos de sus empleados i los profesores que no derivan sus títulos 
de un contrato ajustado por el Ejecutivo. 

Si, pues, al Rector de la Universidad se han de dirijir las propuestas de cátedras 
vacantes, que también ha de apreciar por si o asociado del Consejo, i si el Rector es 
el único llamado a trasmitirlas al Gobierno con sus juicios i recomendaciones, es evi- 
dente que el Rector ejerce una acción cierta, eñcaz i a vocea decisiva en la provisión 
de las asignaturas do los establecimientos de enscfianza del Estado, i so halla en ap- 
titud de encarecer el mérito verdadero, o corre ol riesgo de exajcrar, por afectos do 
familia, la escasa idoneidad de un candidato. 

Allí está la incompatibilidad donde se manifiesta la acción, siendo de poco mo- 
mento que el aspirante, cuyo éxito depende de las apreciaciones del Rector o del 
Consejo, quede en la oficina o liceo local de su próximo paríentOt o vaya a otros es- 
tablecimientos en que no tiene conexión alguna de familia. Siempre le perjudica la 
posibilidaíl de que su nombramiento o su ascenso soan debidos, antes que a sus mé- 
ritos propios, al influjo i calor de las pi*cdilcccioncs do parentesco. De aquí las seve- 
ridades i las prohibiciones de la lei. 



Tal es el juicio que se ha formado el Fiscal del caso que ol Ministerio do Instruc- 
ción Pública ha tenido a bien someter a su estudio. 

El Fiscal no exajera ciertamente las severidades de la lei do 31 de diciembre últi- 
mo, que, por lo demás, siendo de suyo rigorosa, no fuera propio interpretar en senti- 
do estrecho; pci-o ya que ha sido dictada i so halla en vijencia, es preciso guardarla 
en su pleno testo i en su pleno espíritu, sea con la mira de no malograr porción al- 
guna de los beneficios que se es|)cran de sus preceptos moralizadores, sea con la do 
graduar, en su funcionamiento práctico, los ventajas e inconvenientes com^iarativos 
que traigd a la administración i buen réjinicn do la República. 

Leyes do esta naturaleza, como las suntuarias i d(mas con tendencia a depurar i 
morijerar las costumbres, encuentran a menudo su escollo en su propia ]>crfeocion; i 
pues lastiman muchos intereses, no todos ilojítimos i algunos mui poderosos, i con- 
trarían hábitos tenaces i arraigados do antiguo, o que fácilmente se introducen a la 
sombra do nociones mas censurables que censuradas, no es discreto aguardar su ca- 
bal observancia do su solo prcstijio i autoridad. Tales leyes requieren de parte del 
poder público una encrjía de ejecución igual a la encrjía do resistencia que han de 
httllar en su funcionamiento. Do otro modo desfallecen en breve sus preceptos, frus- 
trándose los designios ji^ncrosos del lejislador, i, lo que es mas gravo i pernicioso, 
probándose que el abuso i la corruptela cuentan cou influjo superior i fuerzas mayo- 
res quo los anhelos del bien público. 

Esta es 1a vez primera quo so trata do inttí*prctar el testo, monto i cUuiulaa do la 
nueva lei do 31 do dicirmbro, a lo mdnoi es la primera consulta quo sobre sus pro* 
hibiciones ll'^ga al Fiscal ; i por lo miimo (|ue la olcva al Gob'erno un fancioparío de 
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oreditada delicadoza, i so presenta ea oondicionea q^ue ponen de relieve sus decoro a 
sas dudas» conviene que el Gobierno, siempre coloso do la leal i severa observancia 
éfi las leyes, esfuerce ahora, si posible fuere, su solicitud por el ñel cumplimiento de 
la de incompatibilidad recien promulgada, a fin do desalentar i alejar por entero las 
espcotativas peligrosas que pudiera sujcrir el rigor de sus preceptos i su atenuación a 
favor de consideraciones de una mal entcniida equidad. 

Santiago, 24 do abril do 1890, — Montt. 



Excmo. Señor: 

El Ministerio do Industria i Obras Públicas, en oficio do anteayer 17, ha tenido a 
bien requerir el dictámon del fiscal sobre la incompatibilidad que j)ucde suscitar el 
testo de la Ici de 31 de diciembre de 18H9 con motivo de la promoción do un em< 
pleado de los fcrrocamles del Estado. 

Se trata do nombrar a don Adolfo Vivanco jefe de la sección tercera de las líneas 
f<^rreas, puesto a que lo llevan sus aptitudes, sus servicios i su situación en este ramo 
de la administración pública, }>cro se tropieza con el inconveniente, materia de las 
dudas del Ministerio, do ser el candidato hermano del director jcneral de los ferro- 
carriles del Estado, don Benjamin Vivanco. ¿Es incompatible la presencia de estos 
dos próximos parientes en uoa oficina pública? ¿Puede considerai'so como oficina, se- 
gún los términos i los propósitos do la lei de diciembre de 1889, la Dirección Jenc- 
ral de todas las líneas férreas del Estado? Aceptadas amims premisas ¿cuál dcbieía 
sor el osoluido, el jefo superior recientemente nombrado por el Gobierno, o el subal- 
terno que posee de antiguo su destino i asciende en escala rigorosa de pi'omocion i 
an premio de sus servicios? 

A estas dudas, ciertamente serias i gravea, presta asidero el caso que el Ministerio 
someto al examen fiscal, i no se hallan resueltas, a lo menos de una manera cierta i 
bien definida, por las cláusulas de la lei que se desea interpretar i aplicar. 

Suscitase desdo luego la dificultad do precisar el sentido que la lei da a los térmi- 
nos <ofícina> i «jefo inmediato^. Oficina, en su sentido mas amplio i traslaticio, es 
todo repartimiento do administración pública, de hacienda, de guerra, aun de justi- 
cia, i en esta vasta acepción de la palabra, que talvez no corresponde a los desig* 
nios del lojislador, so hallan comprendidos todos los funcionarios, altos i pequeños, 
que sirven en oada una do las ramas del gobierno del Estado. Oficina seria así toda 
la jerarquía do los empleados de correos i telégrafos dependientes del Ministerio 
del Interior i del administrador jencral, i toda la jerarquía de los empleados de 
aduana suboi-dinados al Departamento do Hacienda i al director sni^rior do esta 
sección de las rentas públicas. 

Parece que la idea dol lojislador limitada a evitar los abusos del nepotismo, no ha 
podido ir tan lejos i que la espresion de qud se sirve ha de ser tomada en im sentido 
menos vago i mas estrecho. La incompatibilidad, si ha de ser justa i moralizadora, 
ha do circunscribirse a los funcionarios que vivon en contacto frecuonte e inmediato, 
rasidon on el mismo sitio o están sujetos a la dopondoncia próxima de sus jefes; i no 
puedo es^^endorse, tin pervertir las miras del 1' jíalador, a los empleados distantea 
(jne en diversos i remotos puntos del territorio nacional prestan servicios locales bajo 
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la dirección de un superior, también local, o aubonlinados al gobierno central según 
loB principios de la jerarquía adminÍ8trativa. 

Esta interpretación concuerda ttimbion con la reserva o frase limitativa que con- 
signa la leí al establecer la incompatibilida<i ^)or razón de parentesco. 

No «quiere qu&haya en las encinas ])áblicas, al lado del jefe inmediato, un subal- 
terno que sea su deudo en piimero i segundo grado, temiendo justamente que estos 
vinculos de afección puedan relajar la disciplina, menoscabar la autoridad del sui)e- 
rior i perturbar las condiciones del ascenso i promoción regulares. Pero est js temores, 
plausibles i saludables en una repartición local, serian excesivos i peligi*oso3 en la 
administración joneral de cada servicio del Estado, i obligarian, miis que a evitar el 
ingreso de nuevos empleados o la promoción de los antiguos, a cscpiivar el nombra- 
miento del jefe que por su presencia alteraba el funcionamiento normil de la jerar- 
quía i ocasionaba la despedida o la postergación injusta de gran número de buenos 
setTidores de la República. 

La lei de diciembre de 1889 no pudo menos de tener en viita la consecuencia a 
que había de arrastrar una interpretación tan estrecha de sus miras. Conocía el pais 
i salúa que una pobLicion escasa, apenas incrementada por la inmigración, no daba 
personal para llenar los cargos públicos con individuos ostraños a toda relación de 
parentesco, i que la? familias en Chile, de ordinario numerosas i de escaso patrimo- 
nio, buscan los empleos con ahinco i muí a menudo solicitan de preferencia los que 
tuvieron la predilección i)ateraa. No es así cstraño que haya en una casa varios in- 
dividuos consagrados al foro que lleva a la judicatura i a los ramos de servicio admi- 
nistrativo que son la tradición i a veces la enseñanza del hogar. ¿Podría, pue«, un 
majistrado sui)erior cerrar la puerta a todos los jíarientes con talento i merecimien- 
tos para desempeñar los juzgados subalternos de la República? ¿Seria justo que el 
jefe de las adumas interceptase el ingreso de sus deudos a todas las encinas de la 
renta de importaciones? ¿Ha querido la leí, por último, que el director de obras pú- 
blicas o el alministrador jeneral de los ferrocarriles del Estado, que s«n casi todos 
los del pais, oscluyan con su presencia la de los parientes injenieros, maquinistas, 
constru9tores i demás operarios que reclaman tan vasta administración? 

Estas hipótesis son excesiva* i no caben dentro de los propósitos serios, prácticos 
i moralizadores de la lei de diciembre, dirijida, ya se ha dicho i conviene repetirlo, 
a solo evitar el abuso pernicioso del nepotisino i la relajación de las reglas de disci- . 
plina, de promoción i de responsabilidad en las oficinas i)úblicas. 

I hai también otro punto de vista que ajuicio del íiscal es de no despreciable im- 
portancia i merece ser tomado en cuenta por V^^. E. al reholver el i»unto en examen. 

Los empleados públicos son ami>arados por la leí, también por el mas elemental 
sentimiento do equidad i de conveniencia del EsUdo, i no pueden ser destituidos de 
sus cargos sin causa justa i a veces sin ]>roceso regular i juzgamiento definitivo. 

Iguales, poco menos severos, son los principios que reglan la promoción. Ahora, 
pues, si el Gobierno llama al j)uesto supeiior, conforme a sus facultades constitn- 
cionales, a la persona que juzga mas idónea, i el nombramiento de este jefe esduye 
la presencia do sus parientes en todo el ramo de. la jerarquía, de rigor quedan desti- 
tuidos imo o muchos funcionarios subalternos, o se ve forzado el Gobierno a llevar- 
los a cargos que no son de su competencia, repugnan a sus hábitos c inclinación pro- 
femouftl i taman el lugar a que lejítimamente aspiraban otros empleados no rnéoo^ 



I DECRETOS SUPREMOS SOBRE COLONIZACIÓN 347 



meritorios i talvez mas aptos. Esto choca a toda noción do justicia i do buen réjimeu 
administrativo. 

La lei de diciembre, encaminada a moralizar, no ymáe interpretarse en términos 
contrarios a sus fines i propios solo a p3r turbar el ordenamiento do las oficinas que 
se propuso perfeccionar. 

He aquí las observaciones que sujieren al fiscal las dudas que ol Departamento de 
Industria se ha servido someter e su estudio. Ya otra vez, con motivo de una con- 
sulta elevada al Ministerio do Instrucción Pública por el rector de la Universidad, 
tuvo el fiscal la oportunidad de inquirir el sentido i designio de la lei de diciembre 
que latamente se examina en el dictamen de 2i de abril de 1890; i aunque arribó 
entonces a c )nclusiones distintas, en cuanto a la aplicjtcion de la lei al caso concreto 
del doctor Aguirre, no cambia ahora de juicios insinuando a V. E. una interpreta- 
ción menos rigorosa en la especie diversa i hirto mas favorable del injoniero Vivanco. 

Este no es subordinado inmediato del Director Jeneral de los ferrocarriles, ni tra- 
baja en la oficina central de Santiago, ni es propuesto al cargo por su jefe i deudo, 
siendo ademis un empleado antiguo que llc^a a mejor puesto por escala rigorosa i 
con merecimie;ntos i servicios que el (xobierno estima dignos de recompensa i de pro- 
moción. Su nombramiento, en concepto del fiscal, no repugna a los designios ni a los 
términos de la lei de dicierabra de 1889. — Santiago, 19 de noviembre de 1891. — 
Mont\ 



El siguiente decreto prohibe a los empleados dependientas del Ministerio del In- 
terior ser parto o tener interés en los contratos por compr.v de especies o ejecución 
de obras que se celebren por las oficinas a que })ertcuecen: 

Santiago, 28 de abril de 1878. — lio acordado i decreto: En los contratos que de- 
ban celebrar por cuanta del Estado funcionarios dependientes del Ministerio del In- 
terior, s<)a sobre adquisi';ion o enajenación de especies, ejecución de trabajos u otras 
materias de cualquiera naturaleza, no podrá ser parte contmtante ni tener partici- 
pación alguna interesada ninguno de los empléalos perteneció •! tes al ramo del ser- 
vicio a que dichos contratos correspondan. 

T.impoco podrán ser parte contratante, ni tener interés directo o indirecto en los 
mismos contratos, los pirientes hasta el tuarto grafio de loa funcionarios a quienes 
incumba celebrarlos a nombre del Gol)icrno, ni de los empleados principales de las 
respectivas oficinas que estén llamados por razón de su cargo a subi-ogar a aquéllos 
en ausencias, vacaciones o licencias, ni de los demás empleados de las propias ofici- 
nas o de otras del mismo ramo a quienei corresponda alguna intervcnci n en el 
cumplimiento de los referidos contratos. 

Tómese razcn, comuniqúese, publíquese e insértese en el BoUtin de las Leyes, — 
Pinto. — Vicente Reyes. 



177. Jubilación.— Se reglamentan las concesiones de jubilación a 
favor de los empleados públicos. 
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Santiago, 20 dé agosto de 1857. 
Por cuanto el Congreso Nacional ha aprobado el siguiente 

PROYECTO DE LEÍ: 

Art. l,^ Los empleados públicos que habiendo desempeñado cumpli- 
damente las funciones de su destino^ se imposibilitaren física o moral- 
mente para ejercerlas, serán jubilados con arreglo a la presente lei. 

Art. 2.® Tienen derecho a esta jubilación los empleados públicos que 
reciben sus rentas del Tesoro Nacional, o de los establecimientos de edu- 
cación dirijidos i costeados por el Estado. 

Art. 3.® No dan derecho a la jubilación: 

1 .° Los servicios públicos prestados en comisión o de otra manera que 
no fuere en desempeño de un destino permanente conferido al em- 
pleado; 

2.® Los que se presten en cargos consejiles no remunerados por el 
Tesoro Nacional; i 

3.*» Los que se presten en favor de las Municipalidades de los depar- 
tamentos o de las provincias, i cuya renta no fuere satisfecha por el 
Tesoro Público. 

Art. i.^ La imposibilidad del empleado que da derecho a la jubilación, 
ha de ser absoluta, i tal que no lo perm'ta desempeñar su destino. 

Esta imposibilidad se comprobará con documentos fehacientes i se 
calificará con audiencia del ministerio público. 

No so entenderá por imposibilitado el empleado público a cuya salud 
perjudicare el temperamento de un lugar, si en otro lugar pudiere de- 
sempeñar otro destino igual o análogo; ni aquel que imposibilitado para 
ciertos cargos pudiere ejercer otros de iguíil escala. 

Podrá no obstante concederse jubilación a los que hubieren servido 
cuarenta años i tuvieren mas de sesenta i cinco de edad. 

Art. 5.® Fara obtener la jubilación se n^ceífila haber se^rvido por maa 
de diez años i que los seroicios no 1w.yan sido interrumpidos. (Derogado por 
la Ici siguiente). 

No obstará sin embargo la interrupción si esta hubiera procedido de 
supresión dol empleo o do haber espirado el término legal de su desem- 
peño; puoa en tales cabios aprovechará el tiempo servido antes de ella. 

Art. 6.** Los empleados públicos gozarán por jubilación una cuaren- 
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tava parte do su renta por cada uno de los años de servicios que hubieren 
prestado. 

Las fracciones de año no serán tomadas en cuenta para la computación 
de la renta para la jubilación. 

Art. 7.® La jubilación de un Ministro Plenipotenciario se hará sobre 
la base del sueldo que corresponde a un Ministro do la Corte Suprema 
i la de un Encargado de Negocios con arrreglo al sueldo de un Ministro 
de la C!orte de Apelaciones de Santiago. Los empleados de a caballo de 
los Resguardos i otros en que el sueldo esté fijado, no solo en retribución 
del servicio, sino para ayuda de ciertos gastos que ocasiona su desempe- . 
ño, solo 60 tomarán en cuenta los dos tercios de dicho sueldo para com- 
putar la suma de la jubilación. 

No se contarán tampoco los sobresueldos, gratificaciones u otras recom« 
pensas estraordinarias de que gozare el empleado. 

Art. 8.^ Ningún empleado podrá jubilar con la renta de su último 
empleo, si no lo hubiere desempeñado por tres años continuos^ a no ser 
que hubiese ascendido a él desde el empleo inmediato inferior. 

Art. O."" La presente lei no comprende a los empleados militares. 

No obstante, a los que dejando este servicio pasaren sin interrupción 
a desempeñar un empleo civil, se les computará el tiempo que hubieren 
servido en la carrera militar. 

Art. 10. Queda derogada la lei sobre reforma o jubilación civil de 19 
de octubre do 1832 i cualesquiera otras disposiciones que hubiere sobro 
la materia, 

Y por cuanto, oído el Consejo de Estado; he tenido a bien aprobarlo 
i sancionarlo; por tanto^ ordeno se promulgue i lleve a efecto en todas 
sus partes como lei de la República. 

Manuel MoNrx. 

Alejandro Vial. 



173. Jubilación. — Se modifican algunas disposiciones de la lei an- 
terior. 

Santiago, 3 de setiembre de 1863. 
Por cuanto el Congreso Nacional ha aprobado el siguiente 
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PROYECTO DE LEÍ; 

Art. 1.^ Son de abono para los efectos de la jubilación los servicios 
prestados en calidad de interino, suplente o auxiliar, siempre que por 
alguna otra circunstancia no estén esceptuados del beneficio de la ju- 
bilación. 

Art. 2.^ Para obtener la jubilación se necesita haber servido mas de 
diez años, aunque los servicios hayan sido interrumpidos; pero si las in- 
terrupciones provinieren de destitución o separación motivadas por faltas 
cometidas en el desempeño del destino, los servicios prestados anterior- 
mente no aprovecharán para los efectos de la jubilación. 

I por cuanto^ oído el Consejo de Estado, he tenido a bien aprobarlo 
i sancionarlo; por tanto ordeno se promulgue i lleve a efecto en todas 
sus partes como lei de la República. 

José Joaquín Péeez. i 

Domhigo Sania MaHa, 



179. Jubilación. — Se reglamenta la tramitación i despacho de las 
solicitudes de jubilación. 

Santiago, 6 de junio de 1878. 

A fin de reglamentar la ejecución de la lei de 20 de agosto de 1857, 

Decreto: 

Art. \,^ Los empleados civiles que se encuentren imposiblitados para 
continuar prestando sus servicios i quisieren gozar del beneficio que 
acuerda la lei de 20 de agosto de 1857, deberán formar una relación del 
tiempo que han permanecido como empleados, indicando en ella la fecha 
de cada nombramiento, su naturaleza i si ha habido o nó interrupción 
de servicios^ la causa de la interrupción i la fecha en que comenzó. 

Art 2.® Esta relación terá presentada al Jefe de la oficina, quien a 
continuación de ella espresará: 

1." Los antecedentes que tuviere acerca de la conducta del ocurrente; 
2.® Su asistencia a la oficina i causas que hubieren motivado las faltas 
al servicio en que haya incurrido; i 
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3.^ £1 juicio que forme de la jubilación solicitada. 

Si el empleado fuere jefe o no sirviere en oficina establecida, deberá 
ocurrir al Intendente o Gobernador para los efectos del inciso que 
precede. 

Se esceptúa de lo dispuento en el inciso anterior a los empleados su- 
periores, que podrán dirijirsc directamente al (Jobierno. 

Árt. 3.^ Llenados los requisitos prescritos en los artículos preceden- 
tes^ el empleado se trasladará al respectivo Minislerio^ con una solicitud 
en que pida su jubilación i la relación de que trata el artículo 1.* 

Art. 4.^ El Contador Mayor deberá informar acerca del espediente 
de jubilación, verificando previamente los años de servicio i las demás 
circunstancias que contribuyan a formar un juicio exacto del tiempo que 
el solicitante ha desempeñado d»:stinos públicos, que^ según las leyes; den 
derecho a la jubilación. 

Art. 5.^ £1 espediente así informado deberá pasarse por el Ministerio 
a una junta compuesta de tres módicos facultativos, uno de los cuales 
será siempre el Protomédico, debiendo nombrarse los otros dos en el 
mes de enero de cada año por el Ministerio de Hacienda. 

Art. 6.® £1 empleado solicitante deberá presentarse a esta junta, que 
funcionará en los dias i horas que determine, para que practique un re* 
conocimiento del estado en que se encuentra su salud. 

La junta deberá reconocer al peticionario en dos o mas ocasiones has- 
ta formar un diagnóstico completo de la enfermedad que padece el que 
trata de jubilarse. 

Art. 7.* En el informe que espida deberá espresar: 

L^ Si la enfermedad es física o moral; 

2.^ Si el empleado se encuentra imposibilitado en absoluto para de- 
sempeñar toda clase de destino u ocupación fiscal; 

3.* Si la imposibilidad fuere relativa deberá espresarse qué clase de 
ocupación i en qué condiciones podría servir i cuál temperamento con- 
vendría a su salud i si éste fuere la causa de su enfermedad; i 

4.® Todas las indicaciones que hubiere sujerido el examen practicado. 

Art. 8.** Vuelto el espediente al Ministerio que corresponda, se remi 
tira al Fiscal de Hacienda para que examinando los diversos documentos 
de que se compone con relación a las leyes vijentes, dictamine acerca de 
la jubilación. 

Art. 9.* En caso de que el empleado obtenga jubilación se le abona- 
rán los gastos de trasporte. 
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Art. 10. Por cada empleado que sea reconocido por la junta de médi- 
cos facultativos se abonará diez pesos a cada uno de sus miembros. 

Este abono será de cuenta del empleado si a juicio de la junta no ha 
habido mérito para seguirse el espediente de jubilación. 

Art. 11. Para los efectos de los dos artículos que preceden se consul- 
tará anualmente por cada Ministerio, en el proyecto de Ici de Presupues- 
tos^ las cantidades que fueren necesarias. 

Art. 1 2. Cuando el empleado que necesite jubilar no pudiere a con- 
secuencia de su enfermedad moverse del lugar de su residencia, deberá 
nombrarse por el respectivo Intendente o Gobernador, comprobado el 
hecho ante la autoridad judicial, los médicos que existan en el lugar no 
excediendo de tres para que procedan con arreglo a lo dispuesto en' los 
artículos G."* i 7.® £1 espediente se enviará al respectivo Ministerio para 
las ulteriores resoluciones. 

Art. 13. Los empleados que hubieron servido mas de cuarenta años i 
tuivcren nías de sesenta i cinco de edad, deberán comprobar estas dos 
circunstancias i remitir al Ministerio de que dependan, para que con 
informe del Contador Mayor i dictamen del Fiscil del de Hacienda^ se 
acuerde lo que corresponda. 

Tómese razón i publiquese. 

Pinto. 

Augusto Matte. 



180. Jubilación. — Se fija el modo de reemplazar a los médicos 
que forman la comisión encargada de reconocer a los empleados que 
solicitan jubilación. 

Santiago, 11 de voviembre de 1880. 

A fin de evitar las demoras a que da lugar por causas de impedimen- 
tos accidentales, la integración de la comisión de médicos -facultativos 
que, en conformidad con el art. 5.« del decreto de 6 de junio de 1878, 
debe nombrarse para informar sobre la salud de los empleados civiles 
que soliciten su jubilación, 

He acordado i decreto: 
1.® Por impedimento accidental del Decano de la Facultad de Medi- 
cina, que debe formar ])arte de la comisión de médicos -facultativos 
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encargada de reconocer «a los empicados civiles que soliciten jubilación, 
entrari a reemplazarlo en cada caso particular el módico -facultativo 
que haya desempeñado aquel puesto en el período inmediatamente 
anterior. 

í¿.° Para suplir la ausencia de cualípiicra de los otros médicos de la 
comisión que deba nombrarse en el mes de enero de cada año, se desig- 
nará un reemplazante en la misma fecha en que se haga el nombra- 
miento de aquéllos, debiendo éste durar en sus funciones el mismo 
tiempo que los propietíirios. 

S.® En los casos de jubilación que se presenten en lo que resta del 
presente ano, ejercerá el cargo de suplente, el facultiitivo don Augusto 
Orrego Luco. 

Tómeso razón i publíqucse. 

Pinto 

José Alfonso. 



181. Jubilación. — Se ordena depositen previamente en aroas fis- 
cales los empleados que soliciten jubilación el valor del reconocimiento 
profesional. 

Sintiago, 4 de octubre de 1881. 

Habiéndose presentado algunas dificultades para hacer reintegrar a 
los em[>leados que solicitan jubilación, his sumas que el Fisco abona a 
los médicos facultativos que los reconocen, i a fin de dar cumplimiento 
a lo dispuesto en el inciso 2.** del art. 10 del decreto fechado el G de 
junio de \S7S que reí^lamentó la ejecución de la leí de 20 de agosto de 
1837, 

Decreto: 

L(>.s cnii)leadi)}ri civiles (pío ípiifeiercn gozar del beneficio que acuerda 
la lei de 20 de agosto de 1857, deberán dci)Oííiita:-, antes de ser exami- 
nados por la junta de médicos que ha de reconocerlos, la suma que 
importa el reconocimiento profesional, la que les será devuelta en el 
ca30 de obtcrr r la jubilación que solicitan. 

El fortificado de entero hcciio en arcas fiscales ^e acompañará al 
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pediente que se fonna al efecto, sin cuyo requisito la comisión de 
médicos -facultativos no procederá al examen del solicitante. 

Tómese razón i publíquese. 

Santa María. 

Luis Aldunale, 



Nota. — £1 sigu'ente decreto iiianiBesta la aplicauiou quo ae ba dado a la lei de 
Jubilaciou. 

SantÍAgn, 20 de oetubre do 1892. — Viato el espediente de jubilación iniciado 
por don Franeisco Demetrio Peña, del cual consta que ha servido durante veintitrés 
afios completos i que en la actualidad so encuentra absolutamente im|.o8Íbilitado 
para desempeflo de puestos públicos. 

Oído el dictamen del Fiscal de Hacienda, teniendo presente lo dispui sto en las 
leyes de 20 de agosto de 1857, 11 de enero de 1883 i 19 de cuero de 1889, i 
considerando: 

[ Que el cargo de relator no lleva envuelta jurisdicción de ninguna especie ni está 
comprendido en los diver. os grados de la jerarquía judicial, sino que pertenece al 
orden de .los func'onarios simplemente auxiliares de la administración do Justicia; 

Que en esta virtud, el puesto de fiscal do una Corte de Apelaciones no es empleo 
inmediatamente superior al de relator, c^nio también se desprende claramente de la 
lei de 19 de enero de 1889, que equiparó el servicio de este empleo al de los jueces 
de letras de la localidad respectiva solo para el cómputo de los años requeridos en 
dicha lei para obtener los puestos judiciales; 

Que supuesto el caso de que el cargo do fiscal fuera del mismo urden e inmediata- 
mente superior al de relator, don Francisco Demetrio Peña ha prestado únicamente 
el juramento exijido por la lei para desem^ieñar aquel puesto, formalidad que lo ha- 
bilita para tomar posesión de él, i que ni dentro de la letra ni del espiritu del 
articulo 146 de la lei de 16 de octubre do 1875 puede estimarse como un acto que 
lleva envuelto el ejercicio mismo del cargo. 

Decreto: 

Concédese a don Francisco Demetrio Peña jubilación como relator de la Corte de 
Apelaciones de Santiago con el goce de una p usion anual equivale ote a las veinti- 
trés cuarentavas partcj del s.tenta i cinco por ciento del sueldo de dos mil quinien- 
tos pesos asignado a su empleo. 

La Tesorería Fiscal de Santiago pairará esta pensión en la forma acostumbrada, a 
eontar desde la fecha, deduciendo el gasto por el presente affo del ítem 7, partida 
SI del presupuesto de Justicia. 

Devuélvase la suma de treinta pesos consignada en dicha tesorería para los efectos 
del decreto de 4 de octubre de 1881. 

Refréndese, tómese razón i comuniqúese. >-Münti\ — Máximo del Ca^npo, 
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182. Licencias — Se reglamenta la concesión de licencias de los 
empleados públicos. 

Santiago, 10 de setiembre de 1869. 
Por cuanto el Congreso Nacional ha aprobado el siguiente 

PROYECTO DE tEI: 

Art !.• Las licencias que se conceden a los empleados civiles que 
reciban sueldo del Erario Nacional, no podrán exceder de ocho meses, 
si tuvieren por objeto atender al restablecimiento de la salud, i de dos 
meses si fuere para asuntos particulares. 

Los plazos a que se refiere el inciso anterior, sean continuos o inte- 
rrumpidos, se entenderán con relación al año en que se solicite la li- 
:encia. 

Art 2,^ En el primer caso, el empleado tendrá derecho al abono de 
sueldo integro durante los dos primeros meses; de medio sueldo durante 
los dos subsiguientes; i durante los cuatro últimos meses, no tendrá de- 
recho a sueldo alguno. 

Kn el segundo caso, las licencias se concederán sin goce de sueldo. 

Art. S.** Los suplentes que entran a subrogar a los empleados pro- 
pietarios en los casos de licencias, i los ausi liares que fueren llamados a 
prestar sus servicios accidentalmente o por un tiempo limitado en su 
mismo nombramiento, no tendrán derecho a licencia. 

Art. i."" Los cm})lcados civiles a qtiiencs no se acuerda feriado por 
leyes vijentes, tendrán derecho a gozar do licencia por un mes en ca- 
da año. 

£1 Presidente de la República determinará el tiempo i la forma en 
que deba hacerse uso de este derecho. 

Art 5,"* Si trascurridos los plazos establecidos en la presente lei no 
se presentare el empleado a servir su destino, se tendrá esta inasisten- 
cia como causal bastante para ([ue la autoridad competente siguiendo 
los trámites legales pueda declarar vacante el empleo. Ejecutoriada la 
declaración de vacancia, el empleado cesante tendrá el plazo de tres 
meses para iniciar su espediente de jubilación, la cual se le concederá 
siempre que reúna los requisitos exijidos por la lei del caso, sin que 
obste para ello el ser empleado cesante. 

I por cuanto, oido el Con.sojo «le Estado, he tenido a tien aprobarlo i 
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sanciomirlo; por Unto, promulgúese i llévese a efecto como lei de la Re 
pública. 

JosK Joaquín Pérez. 

Melchor Concha i Toro. 



183. Licencias.— Se reglamenta la manera de usar del mes de va- 
caciones que acuerda la lei. 

Santiago, 15 de abril de 1882. 

A virtud de la autorización que me confiere el inciso 2.*', art. 4.** de 
la lei de 10 de setiembre de 1869, i 

Considerando: que el uso diverso que se observa en la práctica de las 
distintas oficinas públicas en orden a la concesión del mes de feriado 
que el art. 4.*^ de la espresada lei otorga a los empleados, dá márjen 
frecuente a procedimientos incorrectos, en daño del servicio público; 

Considerando: que es indispensable evitar i prevenir aquellos abusos 
dando reglas que armonicen, dentro del espíritu de la lei de 1869, el 
ejercicio del derecho que otorga a los emplejidos públicos, 

He acordado i decreto: 

Art. 1.* Para contar el mes de vacaciones que los empleados públicos 
tienen derecho de gozar en cada año, se entenderá éste iniciado el 1.** 
de enero i terminado el 31 de dicieml)re. 

Sin perjuicio de la regla jeneral que establece el inciso precedente, 
los empleados que tomen posesión de su destino en una época cualquie- 
ra del año posterior a la fecha inicial de 1.° de enero, podrán hacer uso 
del derecho que les otorga el artículo 4.° de la lei de 10 de setiembre 
de 1869, por un período de tiempo proporcionalmente designado por el 
jefe de la oficina entre el término máximo que acuerda la lei en un año 
completo i aquel por el cual hubieren prestado sus servicios. 

Art. 2.° El jefe de cada oficina tendrá la atribución de distribuir en 
tre sus subalternos el goce del mes de feriado, dé manera que no pue- 
dan ausentarse simultáneamente diversos empleados^ con daño del ser- 
vicio público. 

Art. 3.° Xo podrá fraccionarse el mes de vacaciones sino en dos pe- 
ríodos completos de quince dias. 
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Art. 4.** Los jefes de oficina llevarán un libro especial en el cual 
anoten las licencias concedidas a cada empleado a título de vacaciones 
i dariin cuenta a la tesorería respectiva, para los efectos de la suspensión 
de pago del sueldo, toda vez que un empleado no se presente a desera- 
penar sus funciones al siguiente día hábil de aquel en que espire lu 
licencia. 

Los esi^resados jefes serán personalmente responsables do los sueMoa 
que percibieren indebidamente los empleados que excedieren el goce 
del tiempo de vacaciones que les corresponde. 

Tómese razón, comuniqúese i publíqucse. 

Santa María. 

Luis Aldivnate. 



184. Licencias. — Se determina la autoridad a quien deben diri- 
jirse los jefes de oficina que soliciten autorización para usar del mes de 
licencia. 

Santiago, 13 de octubre de 1S82. 

Considarando que el decreto de 15 de abril del presente ano, al re* 
glamentar la manera como debe efectuarse la concesión del mes de 
vacaciones que el art. 4.° de la lei de 10 de setiembre de 1869 acuerda 
a los empleados públicos, no determina ante quién deben presentarse 
para solicitarla los jefes de oficinas, i que conviene para el buen servi- 
cio dictar una resolución sobre el particular, 

Decreto: 

Para solicitar el mes de vacaciones que la lei les concede, los jefe? de 
oficina deberán dirijirse al de la superior de que dependan, i al Minis* 
terio respectivo los de aquellas que en sus relaciones oficiales se entien- 
dan directamente oon el Ministerio. 

£1 jefe de la oficina, ante el cual se elevo la solicitud, resolverá si la 
lioonoia perjudica o nó al servicio en la época en que fuere pedida, 

Tómese razón i publíqueae 

Santa María. 

P» L. Cuadra 
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Nota. — Insertamos el aiguionte decreto quo inanifiosta la aplicación que se ha 
dado a las disposicionos auteriurüs: 

Núm. 3,538. — Santiago, 7 de setieiribrc de 1894. — Vista la solicitud de don 
Antonio O. Tirado L., méiiico de ciudad i vacuna de Ovallc, en que pide autorización 
para hacer uso del mes de feriado que acuerda la loi a los empleados p<iblicos; tenien- 
do presente el dictamen del so'ior fiscal de Hacieníla, i con videra ud o: 

Que la lei do 10 do setiembre de 1869 dispone que el Pre-identc de la República 
determinará el tiempo i la furma en que debe haccrae uso del referido mes de feriado; 

Que el decreto de 15 do abril de 1882 prescribe ([ue el jefe de cada oHcina tendrá 
la atribución de distribuir entra sus subalternos el goce del mes de feriado, de manera 
que no puedan aiisentirae simultáneamente divcr-os empleados con daho del servicio 
público; 

Que dicho decreto ha tenido en vista no solo la necesidad do no perjudicar el ser- 
vicio sino la conveniencia de no imponer gravámenes al Fisco; 

Que el decreto do 13 de octubre del mismo aüo esta Mece que el jefe de cada oficina 
ante la cual se eleva \a solicitud resolverá si la licencia perjudica o no al servicio en 
la éj>oca en íjue fuese pedida; 

Que, en consecuencia, un empleado solo puede hacer uso del mes do feriado cuan- 
do su ausencia no perjudica al servicio público i no importa un gravamen para el 
Erario; 

Que, por t^nto, no debe concederse esta cla^e de licencias al f-mpleado que no tiene 
quien lo sustituya, a menos que su ausf ruña no importe un dauo para el servicio ni 
un gravamen pai'a el Fisco, 

Decreto: 

No ha lugar a la solicituíl del medio de ciudad i vacuna de Ovalle. don Antonio 
O. Tirado, en que pido se le autorice para hacer uso »lel mss do feriado. 

Tómese razón, comuniqúese i pub'íqucje. -Monit. — Enrique Mar-Toe/', 



185. — Remoción. — Se ordena manteriür en reserva los informes 
que obraren en los espedientes sobre remoción de em[)leado3 subalternos. 

Santiago, 7 de setiembre de 1S72. 

Considerando quo, según lo dispuesto on el uámero 10, art 82 de la 
Oonstitucion del Catado se necesita para la destitución de los empleados 
Bubalternoi de las oficinas p iblicas ol informe del rospectiro jefe, i 

Que el ejercicio de esta atribución se haria en estromo embarazoso si 
los informes en que se apoya la remoción del emple ido quedasen sujetos 

a la acción de la juaticia cuando ^¡\V'i^ ello no tmbieie un motivo ]mXQ 
i previamente caliBcado de tal, 
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Decreto : 

Los informes que en cumpliento de su deber espidieren los jefes de 
oficinas públicas para pedir la remoción de los empleados subalternos 
de su dependencia, permanecerán secretos i reservados en los archivos 
i no se dará copia de ellos, a quien lo solicite sino en virtud de decreto 
supremo, después de calificar la justicia de la petición i la necesidad o 
conveniencia dft acceder a ella. 

Anótese^ comuniqúese i publíquese. 

ErrAzüriz. 

Adolfo Ibaflez. 



186.— Sueldos. — Se establece que ningún empleado civil puede 
gozar de dos o mas sueldos. 

Ningún empleado civil de cualquier clase i condición que sea, podrá 
gozar dos o mas sueldos por los destinos, ocupaciones o comisiones diver* 
sas que se le encarguen, o de que esté ya encomendado; pero el f unció* 
nario que fuere rentado, podrá elejir la asignación que le sea mas ven- 
tajosa entre la que corresponde a su empleo i las que estén asignadas a 
las comisiones i demás destinos en que se le ocupen. 

Publíquese, imprímase i circálese. 

Palacio Directorial de Santiago de Chile, noviembre 19 de 1818. 

Bernardo O'Hiqgins. 

Joaquín de Ecfteverría. 



Nota. — Esta diaposioiotí está derogada en ]o relativo a los empleados de initruo- 
oiou seoundaría i superior. Por lei de 7 de julio de 1883 no declaró oompatibla, en 
la forma que olla establece, el goce de las peusionea de retiro de loe mUitare» con ti 
sueldo de los empleados tíscales. 

Insertamos la siguiente Vista del Fiscal de la Corte Suprema, so&or Montt, sobre 
acumulación i reserva de empleos piiblicos; 

E^^omo, SoTior; 

Se han trai lo uuevaraanto al sxámen dol Fisoal, Junto oou los datos podidos tn 
itt viftft 4f 14 di majro, los sntSQsdfAtoi dt U lolM^ slsrtd» «I OpUsmo por il 
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S3í3or (Jon Zorobabcl Roilrigucz, a íiii (]e que so ordene a la tesorería departamental 
do Valparaíso, sitio de su rosidoncia i empleo, el pigo de ciertas gratiíiciiciones di.s- 
ceriiidas cu su ob.so(juio. 

Kl señor lUdriguez ganó en 1884 jior oposición la clase de oronomía política en 
la univei'sidad nacional, i muchos años mas tarde, cu noviembre de 189], obtuvo 
en propiedad el cargo de superintendente jeiieral de aduanas. Al conferirlo la Junta 
Provisoria de Gobierno este puesto tan alto, ])crmancnte i con residencia en Valpa- 
raíso, juzgó ípic podia el señor Rodríguez retener su asignatura en Santiago, según 
las disposiciones de la lei do 9 de febrero de 1879, confiándola durante sn ausencia 
a un profesor suplente. 

El señor Rodríguez se ha considerado c:i consciucncia catedrático titular de eco- 
nomía política; i habiendo escrito un testo ])ara la ensefianza elemental del ramo, 
p.d»licado el aíio autciior, alcanzó del (íobierno, previo los informes favorables del 
CDr.sojo universitario i del especial nond)rado ad 7¡oc, la gratificación de setecientos 
pesos anuales otorgada con arreglo al nrt. 45 de la lei citada de instmccion secunda- 
ria i superior. 

Espedido por V. E. el decreto que asignaba la recompensa, han asaltado al Mí 
níaterio las dudas que espresa en el oíicio dirijido eu mayo anterior al Fiscal, i rue- 
dan sobre la legalidad do un beneficio que parece adherido al empleo activo o ejerci- 
cio cierto de las funciones de jirofRsor, i frustra o a lo menos suspende en su goce la 
circunstaucii de no hal!ar»e el titular en el descmpcrio actual de su puesto de cate- 
drático. 

La lei no previene ni despeja la dificultad. Si el art. 45 no priva al profesor, aun 
temporalmente alejado do su clase, de las gratificaciones a que tiene derecho como 
autor o traductor de obra.s útiles i meritorias, el espíritu i el testo del propio artl 
culo en 8US diferentes incisos dispone a creer que la recom¡)cnsa, anexa i accesoria al 
profesorado docente, caduca o se interrumpe en el evento del abandono temporal o 
sin vuelta de lo* deberes que la leí ha querido estimular i premiar. 

Tal es la cuestión que el Dapartamonto formula en su oficio de mayo, i acerca de 
li cual so han emitido los dictámenes del Consejo universitario i do la Corte do 
Cuentas i de su fiscal. 

El Consejo por su p.irto ab-Htoniéndoss do pronunciarse sobre el punto de derecho 
en consulta, se limita a solo trascribir al Ministerio el informe de la comisión csjx!- 
cial, aceptado de u. a vez por el Consíyo, que es imaba so* el libro del señor Rodrí- 
guez digno de elojios i lo ha señalado gratificación do setecientos pesos anuales; 
mientras quo el fiscal de la Corie do Cuentas, llamado a interpretar i definir la lei 
de 1879, no vacila en ver en su a>tículo 45 la condición deque el premio ha de 
oooxistir oou las funciones activos dol profesorado; i ol tribunal, dividido eu gua 
opinloncfl, por dossufi'ajiodaoojo la solicitud del soílor Uodrignoz i por igual niiroero 
la or*e o^utraria a derecho i justicia. Es asimismo do notarle quo ol fisoal de la Corte 
afirma quo ol artículo 45 ha sido siempre aplicad > en ol soutido d^ su parecer, i los 
inlniiitros dol tribunal aoñorcs Puolraa 1 del K'o sosticuon que d Ruyo, del todo 
oontiarloi ci do priotioa constante 1 tiene uu precodonto en la sentencia d'cta:ia por 
la Ccrto Suprama en el oaso análogo dol señor Barros Arana, en 1S80. 

Esta diferonoia de opiniones, todas disoordes i autorUaJas por la coni potencia do 
los informantes, si justifica las dudas mui plauflíblcs del M niatorlo, no ayuda por 
cierto al físcil infrascrita a eso^orecer la dificultad que provoca el ¡sedimento del 
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soüor Rodríguez i autos bioa lo infundo una justa doacon fianza en sus propios jui- 
c os. El caso llega así a ser gi*avc, juiude repetirse, i como prcsenhi los caracteres do 
una vor.ta'lcra contención, lo nías sc¿;uro i lo mas regular es (|uc V. E. , llamado a 
reconocer solo los derechos cieitos i a ordenar I03 pagos exentos du tcdo i-eparo, so 
abstenga de pronunciaráe i remita el asunto al conocimiento i fallo de los tribuna- 
les. Este proceúimiento, fuera de ser el mas correcto, ontra también en las previsio- 
nes del mismo solicitante, quien, al otorgar el poder especial do fs , encarga a su 
mandatario el señor Barrios Mendc:'. «el cobro judicial o estrajudicial do la gratifica* 
clon de I03 setecientos posos. > De donde naturalmente so infiero quo la materia en 
su concepto es litijiosa, no do la peculiar i esclusiva compctcneia administrativa, i 
que si V. E. no la acspta como solicitud, la reclamación será llevada a la justicia 
oi-dinaria como demanda contra el Fisco. 

La dignidad i el ])restijio del Gobio. 110 exijen se evite en lo i^osible el dictar re- 
sohici-jne.s v.ilederas i eficaces solo cuando son favorables, i nada deciden ni aun 
enervan el dorocho repetido en ol evento de ser advcráas. V. E. ha do precaver su 
autoriJad do esta penosa i desairada continjcncia, siendo también mui satisfactorio 
para el peticionario, i mas conformo a la índole del premio debido a sus talentos i 
esfuerzos, que la gratificación llegue a sus manos después do la plena demostración 
de sn derecho, del oxAmcn prolijo do la lei do 1879 i de una sentencia revisada por 
la Corte Suproma de la República. El ejemplo del sorior Baños Arana, que el ñs- 
cal no conoce en sus pormenores, contribuye también aprobar que la via judicial es 
la mas recta i segura, i ya ha sido la preferida en controversias emanadas de la intc- 
lijencia i aplicac'on do los puntos dadosos de Ift lei ds 1879. 



El Fiscal con todo no escusará emitir sus juicios, como !o piden el Ministerio i los 
deberes de su cargo, sobro ciertas disposiciones do aquella lei que a su jiarecer son 
obvias i no consienten versiones opuestas. 

Ha sostenido otra vez, i pei-scvera con mayor convencimiento en su perouacion, 
que el empleo de profesor on la Universidad nacional, radicada en Santiago, es legal 
i i*calnícnte incompatiMc con las funciones confiadas al titular en otroa lugares de 
la Kepública, con mayor razón si el cirgo es permanente. Fué este el parecer quo. 
o:nitió en el caso del señor Renjifo, profesor do práctica forense, nombrado hot V. E. 
Intendente do Valfaraiso. Entiende el Fiscal (]uc V. E. adhirió a su opinión, i no 
oabo duda quo la clase, declarada vacante, fué adsc:ita a otro catedrático. 

El suceso ocurrió en mayo do 1892; i como el decreto en favor del soñor Rodríguez 
se dictó en noviombic de ISDl, antes del pleno resta blco i miento del órdeu coustitii* 
cíonal, CB de colojir (pie la Junta Provisoria lo libró en ojorcicio de sus ]^x)dcr6i auor- 
malos, o que ol Gobierno de V. E., ya cKtrictamo.to ajustado, en 1892, p. los prooe< 
dimi'Utoa rogiilares, croyó mas conformo a la loi, cual de cierto lo era, la incompa* 
tib lliaddel omploo do profosov cou los ¡>u stoi administrativos d.sempoñtidos fiiora 
á% U capital. 

I el ooao del sefior Rodrigue?, os todavía mas obvio quo oí dol sohov Konjifo. Esto 
fu¿ invoi^tido du un oArgo precario, de índole ¡lolítica, do nombramiento ÍAcultatlvOi 
do corta dur clon, siempre revocable al arbitrio de V. E.: mientras quo ol profesor 
de ecoiionne política fué llamado en propiedard a fundones permanentes i los mas 

4G 
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olevadaa en el (Si*den de loa empleados de aduana, estables i fírmes hasta el punto de 
no poder Y. £. privarlo de su puesto sin la anuencia del Senado o de la Comisión 
Conservadora en receso do las (/amaras. 

¿Cómo, pues, se reservó al señor Rodríguez, superintendente jencral de aduanas, 
la cátedra que no lo fué lícito retener al jefe [Kilítico de V'aliiaraisu? £1 Fiscal no 
acierta s justifícar ni a osplicarso los mot'vos de la diferoncia, en vista de los pro 
09ptosí espíritu uniforme de la lei de 1879 i de los principios jeneraics de la admi- 
nistración pública en el ¡^ais; i requerido hoi a espresar su parecer s >bre el favor 
acordado en noviembre de 1891 al catedrático universitario de economía política, 
forzosamente i con mayor fundamento ha do mantener el dictamen recaído en mayo 
de 1892, en el caso mui parecido del profesor de práctica forense. 

El articulo 29 de la lei de 1879, de donde se pratonde deduoir la acumulación o 
com^iatibilidad de un cjrgo activo i de un cargo suspenso i sin funciones, no presta 
asidero a una interpretación tan violenta i arbitraria, a todas luces adversa al espí- 
ritu i designios perseguidos por el lejislador en ese i demás estatutos que sientan las 
bases morales, de buen orden i de servicio efíoaz de los empleados de la República. 
En el lugar citado, destinado a solo reglar la pi'ovision ordinaiia, accidental o suple- 
toria de las asignaturas no sujetas a concurso u oposición, se previenen las eventua- 
lidades de las vacantes temporales en que es p eciso nombrar un profesor interino 
mientras se elije el propietario o éste ejerce otro puesto. 

Es evidente, en concepto dol físcal, que la lei se refíere únicamente a los casos en 
que la ausencia del titular es de corta duración, proviene de necesidades transitorias 
de la administración del Estado, de empleos fujitivos o comisiones para señalados 
objetos, i de ninguna manera autoriza el procedimiento pernicioso, condenado ])or 
las mas elementales doctrinas de moralidad i buen gobierno, de confiar a un ciuda- 
dano un puesto permanente i activo reservándole otro ¡)uesto igualmente estable, 
pero pasivo i sin labor. 

Tal error, si por acaso lo padeciese la lei, viciaría por completo su plan i frustraría 
el pro^KSsito, visible en todas sus cláusulas, d ) ennoblecer el profesorado, alentar a 
sus duras tareas por el incentivo de la promoción regular, i cerrar las y'utí corrupto- 
ras del favoritismo i de la acumulación do funciones, honores i emolumentos. 

No hai celo verdadero i anhelo de sobresalir i alcanzar distinción i premio sino 
en el profesor que adquiere su ptiesto fírme, grado por grado i en propiedad, exacta- 
mente como los militares en la jerarquía inamovible del ejército, o los jueces en la 
majistratura; yendo el desaliento, cuando nó el descuido i abandono de sus deberes, 
al ánimo del que interinamente i [K>r tiempo indcñnido i precario ocupa sin autori- 
dad i con pocas esperanzas de as^ens-» una plaza del dominio permanente del titular 
que posee otra mas lucrativa, do honra mayor i también libre del riesgo do exonera- 
ción. El suplente viene a ser así un descontento perenne i en ciei'to modo de condi* 
oion parecida a la del inquilino o colono que labra i cultiva con desmayo el campo 
del dueño de la heredad. 

Las leyes de la República, basadas en los principios del derecho, de la justicia, de 
la mas severa moralidad, no se compadecen segurameate con estos abusos de índole 
feudal, ya estir])ados de raíz do la antigua lejislacíon española que los toleraba; i 
buscando oon ahinco los medios do afianzar ku corrección e impodir los artificios frus- 
trfttoríM, han llerado aa rigor hasta ol punto estromado, a vocos indiscreto i i)eijtt* 
dloUl, de eitftbleeer incompjktibilidadei imajinariai i de vedar el desempeño ooiijttAto 
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i activo do funciones uo aolo conciliables sino do mutuo auxilio i provecho cierto al 
público. 

En estas vias de ex^jcraoion i de perseguimiento de ideales absolutos, tan propias 
de países nuevos i que se hallan en perenne ensayo, no hemos sabido detenernos en 
los términos de lo útil, de la justa medida, de lo cuerdo i practicable, llegando, de 
miedo a caer en el abuso, a poner trabas al ejercicio simultáneo de cargos que, en 
voz de pugnar entro >í, se ayudan i coutribuyen a su mas acortado servicio. Así, \wt 
ejemplo, se ha vedado en el ramo de instrucción pública que el profesor de derecho 
sea miembro del Cougroio Nacional, sin reivarar que el profundo conocimiento de las 
ciencias jurídicas i el dominio de sus mas altas teorías, eleva i fecunda la labor del 
lejislador, i que el criterio priVctico del congresal, aplicado a una asignatura univer* 
sitaría, corrijo las ilusiones i quimeras de que suoleu adolecer los espíritus consagra, 
dos a estudios especulativos i alejados de las contiendas políticas. E^te concierto- 
útil en las cámaras, mas útil todavía en las aulas, queda sacrificado al ideal, purita- 
no en demasía, de cerrar el ingreso en la repreincutacion nacional a todo asalariado 
del Fiíco, siquiera lo 8e:i enol tranquilo empleo de profesor de las ciencias de derecho 
i con los exiguos sueldos as'gnados a su noble labor. 



Déjase ver si una lejislacion de tan austero carácter, toda encaminada a evitar la 
acumulación de cargos públicos, pueda autorizar el abuso notorio i pernicioso de 
permitir reservas de empUos permanentes al funcionario investido de otros empleos 
mayores, también estables, do creoida"» rentas i de goce inconmovible i seguro. Para 
atenuar o disculpar esta corruptela se ha dicho, en lo toe inte al caso materia con- 
creta en examen, que no faltan precedentes, i aun so ha sostenido, si bien hallando 
pronta contradicción, que la lei do 1879 i su artículo 29 han sido a menudo inter- 
pretados en sentido favorable a la solicitud del señor Rodríguez. 

El fiícal no desconoce ciertauícnte 1* verdad parcial de la afirmación i cm fre- 
cuencia ha tenidj oportunidad, en cumplimiento de las obligaciones do su cargo, de 
denunciar a V. E. prácticas semejantes i no mas legales ni justificadas, encareciendo 
a Y. E. la necesidad do desplegar el pleno de su autoridad, igiial por su naturaleza 
a la suma de sus deberes, en la corrección do un mal que se agrava i recrece cada 
dia, pues su repo lición es de consecuencias en estremo serias i amenaza pervertir la 
administración i el buen réjimen de la República. 

Los precedentes ov Chile, lo ha dicho i lo repite el Fiscal, son por lo común esco- 
llos que se han de evitar i no ejemplos dignos do enseñanza de imitación, porque 
siendo el pais nuevo, hallúndoso en estado do oducauion administrativa i de prueba 
de instituciones mui avanzarlas, i no estando tampoco el criterio público depurado 
do resabios i de tradiciones viciosas, las nuevas levos de reforma nacen con escaso 
vigor, desfallecen a poco de diotadas i no tardan en ver frustrados sus preceptos a 
favor de artificios, do intorprotaciones sutiles i ele aplicaciones que pronto asumen la 
autoridad peligrosa de ejemplos i procedentes. Maa ni V. E. ni los tribunales pue- 
den reconocer como tales, al acordar i librar sus decretos i sentencias, sino los deri- 
vados do la lei misma, de su espíritu, designios i testo; i ya que haya antimonias 
reales en sus cláusulas, o osprosionos ambiguas en su letra, lo mas acorta lo será 
liempro reaolvor Im dud^ S9guu los dict^do^ aaperiores del bioa publico ¡ de U nmi 
pura mor4id«d. 
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Quiere el Fiscal suponer que nuestra lejislacion administrativa, todavía impoi-foo- 
ta i no exenta de vacíos, nada estatuya en punto a reservas de empleos en beneficio 
de titulares provistos de otras funciones lejos de la capital i aun fuera del territorio. 
¿Podría V. E. vacilar, en vista de la obvia conveniencia pública, al proveer sobro 
una solicitud de retonoion de cargo? ¿Toleraria la equidad do V. E. el constituir de 
un lado una serie de privilejiados con derechos a doblos empleos, uno activo, otro 
de reaervj, i de otro lado una clase de mentantes en prolongado o pcranne interina- 
to mal contentos de sus puestos i desprovistos de la autoridad, celo i dilijcncia pro- 
pios solo de los funcionarios en goce honrado i firme de sus cargos? ¿Es posible que 
los empleos mas delicados de 1 1 República, cátedras universitarias, sub- secretarías 
de Estado se hallen en comisión supletoria i temporal, miiíntras sus titularos dentro 
o fuera de la capital i de la República son promovidos por sus merecimientos o ap* 
titudes, a puestos de dignidad i sueldos mayores? 

Jja mas elemental justicia responde a estas fáciles preguntas. En Chile, como en 
todo pais de réjimen bien oiilenado, es un axioma de administración pública, de go- 
bierno, do ejército, de majiatratura, de iglesia, del conjunto de los repartimientos 
del sei*vic'o del Estado, la provisión en permanencia de las funciones i empleos, no 
oabiendo los interinatos sino en los espacios (pie promedian entre la vacancia i el 
nombramiento del nuevo titular, i mui rara vez en el del suplente que [lor corto 
tiempo reemplaza al propietario investido de una comisión especial, elevada i tem- 
poral. 

La administración do V. E., no lo duda el Fiscal, so esforzará por ajustarse rigo- 
rosamente a tan saludables principios, conújiendo con firmeza los errores ocurridos 
o siquiera evitando en el futuro las desviaciones que se advi'írtan i no pueden coho- 
nestar prácticas viciosas i abusivas. 



Parece, pues, al Fiscal, ya que ha de emitir su opinión acerca de la solicitud del 
señor Rodríguez, que no fué legal ni conveniente el decreto do noviembre de 1891, 
donde se le reservó, al conferirle el empleo de superintendente de aduanas, la asig- 
natura de economía política en la universidad nacional, i ([ue por este motivo es muí 
dudoso que se halle V. E. en aptitud de ordenar el pago do la gratificación, por lo 
demás mui merecida, scfialada o propuesta por la comisión especial i consejo uni- 
versitario en premio del testo do enseñanza publicado en lS9á par aquel distingui- 
do profesor. La obra es digna do recompensa mas alta, de quilates mejore?, i exenta 
sobre todo de la mas lijcra tacha do ilegalidad. 

F.l Fiscal no solo dofiore al juicio do lo comisión, merecedora de jdena confianza, 
sino que juzgando con criterio propio el libro, quo ha loido despacio I con atención 
oomplacida, lo estima digno de todo onoaveclmionto i on grado igunlmonto honroso a 
su autor i a las letras nacionales. Es on su humildo conoopto uno do los mejores testos 
de ona;:&anza esorito on Chile, no diatindo mucho dol Dorecho Internacional de 
Bollo, quo tolavía no tlcao su parooido eii las aulas dud-amorlcanas, ni snporíor en 
la lulsum España. £1 tratado do ooonomía pali'tlca dol soñor Rodriguez sobrosale en- 
tro las obras do su jénoro pDr el ordonamlonto de su método, la lucidez do h osposl* 
clon, d acoplo do saber, la frecuente elegancia del estilo, la pureza del lenjuajc, sien* 
do así en su rico conjunto un libro quo hará útil i grato a los alumnos, también a 
los lectores menos jóvenes i mas preparados, el estudio de doctrinas áridas i oscuras 
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por lo jeacral, i do edcaso atractivo. Li rjcompousa de setecientos pcdOM anuales es 
módica i poco adecuada en parangón del valer de la obra; pero sea cual fuere, mez- 
quina o suficiente, no prtcdo ser decorosamente discernido sino dentro del recinto 
bien trázalo i bien nieJido de la leí; i pues surjcu dudas sobre la reserva de la cáte- 
dra que poseia el scñcr Rodri^aicz al ser elevado al empleo de superintendente de 
aduanas en 1S91, i la objetan el Fiscal i dos vocales del Tribunal de Cuentas, pare- 
ce al infrascrito, cuyos juicios se dejan arriba espucstos con algún detenimiento, <pie 
V. E. se ha de abstener de pronunciarse i debe remitir el asunto al conocimiento i 
fallo de los tribunales. 

Santiago, 24 de setiembie de 1895. — Monjt. 



187. — SueMos.— Se establece no se pague sueldo igual o mayor, al 
del Jefe del Estado, a ningún empleado público. 

El Director Supremo del Estado de Chile etc. 

Por cuanto el Soberano Congreso Constituyente ha decretado lo si- 
guiente. 

El Soberano Congreso ha sancionado i decreta: 

1.® En lo civil, militar i eclesiástico no pagará el Estado sueldo ma- 
yor, ni aun igual que el que goza el Supremo Director 

2.® En las provincias subalternas guardándose el mismo orden, serán 
todos los sueldos siempre inferiores al de la primera autoridad de cada 
una de ellas; esceptuándose las rentas de los S. S. Obispos que existen, 
o que so crearen en lo sucesivo, 

Lo que comunico a V E. para su cumplimiento, promulgación e im- 
presión. Sala del Congreso, noviembre 6 de 1823. 

Joan Eüaña, 

Providente. 

I)t. Gabriel OcaDipo, 

Secretario. 

Por tanto, ordeno que se publique por lei insertándose en el Boletín, 
Dado en el Palacio Director ialjde San tingo, a 3 de noviembre de 1823. 

Freiré 

Mariano de Egaña. 
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188. — Sueldos. — Se determina la fecha desde que devengan suel- 
dos los empleados que necesitan trasladarse del lugar donde residen. 

Santiago, junio 21 de 1881. 

(148). Vistos estos antecedentes^ se declara: 

Que los empleados piiblicos que para entrar en el ejercicio de sus 
empleos necesitan trasladarse del lugar donde residen habitualmente a 
lugar donde deben ejercer sus funciones, tienen derecho h1 sueldo res- 
pectivo desde el dia en que emprendan su viaje para tomar posesión 
de sus destinos. 

Tómese razón, comuniqúese i publíquese 



Pinto 



José Alfonso. 



180. — Varias disposiciones relativas a nombramientos, licencias, 
interinatos, reemplazos, suplencias, anticipos i gastos de viaje de los 
empleados públicos. 



Núm. 446. 



Valparaíso, 22 de febrero de 1889. 



Considerando: 

1.'' Que es necesario para el buen servicio de las tesorerías i otras ofi- 
cinas fiscales reunir en un solo cuerpo las diversas disposiciones dicta- 
das respecto a los pagos que se hacen con arreglo al presupuesto i leyes 
especiales i a los nombramientos, licencia, interinatos, reemplazos, su- 
plencias, anticipos i gastos de viaje de los empleados públicos; 

2.** Que conviene poner en armonía dichas disposiciones i dictar algu- 
nas otras tendentes a completarlas i a procurar una mayor fiscalización 
en la inversión de los fondos públicos; 

3.° Que es indispensable hacer una declaración que sirva de regla 
jeneral respecto a la definición de empleados propietarios, interinos, 
suplentes^ accidentales, ausiliares i supernumerarios. 

He acordado i decreto las siguientes instfuccíones: 
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1.* La vijencia de la Leí de Presupuestos principia el i.* de enero i 
termina el 31 de diciembre de cada año. 

Las partidas de gastos fijos del presupuesto deben pagarse por las 
respectivas oficinas, sin necesidad de decreto ni otra lei que el mismo 
presupuesto. 

2.*^ Los gastos no comprendidos en el número anterior se cubren en 
virtud de decreto firmado por el Presidente de la Kepública i el Minis- 
tro del ramO; refrendado, rejistrado i tomado razón en la forma esta- 
blecida al respecto. 

3.** Las tesorerías no procederán a verificar pagos sin que la Dirección 
del Tesoro les trascriba el respectivo decreto. 

4.*^ No es permitido imputar g-astos a leyes anteriorea a la fecha del 
presupuesto vi j ente, salvo el caso en que la lei haya sido promulgada 
después de la presentación al Congreso del presupuesto correspondiente 
al ano en que se decreta el pago. 

Tampoco es permitido imputar a las partidas tijas o variables del pre- 
supuesto de un aüo gastos hechos eu años anteriores, ni alterar los suel* 
dos de los empleados públicos lijados por lei, bajo la forma de comi- 
siones o gratificaciones^ ni, por último, aplicar los ítem del presupuesto 
a distintos objetos üe aquel a que hun sido destinados. 

5.*^ No se podrá exceder la suma fijada en cada ítems o paitida de los 
presupuestos de gastos, salvo en los casos siguientes: 

L" L)e le^ es posteriores a la promulgación de los presupuestos; 

2.® De sentencias ejecutorias dictadas por autoridad competente; 

3.^ De comisiones que hubiere que pagar por las operaciones de em- 
presas industriales o comerciales pertenecientes a la nación; 

4.° De exijencias impostergables de provisión o de servicio que sean 
condición de la empiesa misma i que no se hubiesen podido prever; 

5.® De aplicación a empleados que recibieren gratificaciones, mayores 
sueldos o pasaren a hospitales, eu conformidad a los preceptos de las 
leyes correspondientes. (Lei de 16 do setiembre de 1884). 

II 

6.» Todo decreto supremo que ordene un pago deberá ser remitido 
por el Ministerio que lo espida a la Dirección de Contabilidad con todos 
sus antecedentes para los efectos de la refrendación* 



368 RECOriLAflON DE LEYES 



Entre los antecedentes de cada decreto so acompa fiará la correspon- 
diente Irascripcion para la Dirección del Tesoro. 

El director de Contabilidad, o en su defecto el subdirector, compro 
bará, antes de darle curso, si hai fondos suficientes en el ítem del pre- 
supuesto a que deba imputarse el gasto i si la imputación corresponde 
a la glosa del ítem i i)artida del presupuesto. 

Si a juicio de esa oficina resultare que la imputíicion no es correcta o 
que el gasto excediere los fondos consultados, devolverá el decreto al 
Ministerio de orijen con las observaciones del caso. Si el Ministerio in- 
sistiera, le daiá curso. 

7.* La oficina de Contabilidad remiiirá los decretos con sus respecti 
vos antecedentes al Tribunal de Cuentas páralos efectos de la lomi de 
razo.i i el cumplimiento de las disposiciones do los números X i XI del 
art. o/* de la leí de 20 de enero de 1888. 

8.* Una vez practicada por el Tribunal de Cuentas la toma de razón, 
remitirá el decreto al director del Tesoro, el cual, si no lo encuentra 
observable, desglosará la tras^.rip:ion correspondiente i le dará curso 
después de efectuar el rejistro que estiiblece el art. 15 de la lei de 16 de 
setiembre de 1884. 

9.* La Dirección del Tesoro remitirá los decretos a la Dirección de 
Contabilidad para que esta oficina los devuelva, ya definitivamente dili- 
jenciados, al Ministerio que los ha espedido, cancelándose los recibos 
que hubiere dado al efecto. 

10. Todo decreto que ordene un pago deberá publicarse íntegro en el 
D'mrio Oficial^ a lo menos en su parte dispositiva, salvo que en el mismo 
decreto se ordene su reserva, eti cuyo caso se observará lo prescrito en 
el art. 36 de la lei de 20 de enero de 1883. 

11. Para facilitar el cumplimiento del presente decreto, las órdenes 
de pago que se dicten con cargo a variables del presupuesto o a leyes 
especiales, llevará al final la siguiente disposición: 

«Refréndese, tómele razón, rejistrcsc i comuniqúese.» 

12. Los datos que necesiten lo.s divcr.süs M i nistcrio^j sobre inversión 
de fondo con cargo a partidas variables del [jresupuejsto o a leyes espe- 
ciales serán suministrados p;jr Li Dirección de Contabilidad. 

13. Los intendentes o gobernadores, cuaml) jiren contra las tcscre- 
rias fiscales en uso de la facultad que les confiero el núm. 14 del art. 21 
de la lei del Réjimen Interior, deberán dar cuenta inmediatíi al Ministe 
rio correspondiente i a la Dirección de Contabilidad, acompañando copia 
de la orden que hava lil)r:\cl() coníra la tesorería. 
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Igual aviso dará el tesorero respectivo a la Dirección del Tesoro para 
que recabe la aprobación Suprema i se designo en olla el item i partida 
del presupuesto a que deba aplicarse el gasto. 

Mientras no se dicte el decreto de aprobación de estos gastos, serán 
de cargo i responsabilidad de los intendentes o gobcrnodoretf que los 
hubieren dictado. (Decreto de 30 de noviembre de 188S). 

III 

14. Los funcionarios, establecimientos o personas que fueren autori- 
zados para la construcción de obras físcaics o para cualquier otro gasto 
del servicio público, jirarán contra los tesoreros del respectivo departa- 
mento por las sumas que sean necesarias para el pago de les trabajed 
totales Q parciales de las obras en ejecución o termintvdas. 

15. Lo4 jiros o decretos de pagos se liarJin nocosariAmoDte a la orden 
del acreedor, del contratista o do la persona encargada do la ejecución 
de la obra, i en ellos se csprcsará el oríjcn del pago. 

En ningún caso se estraerán de tesorería los fondos autorizados para 
una obra dada sin que se designe la persona a quien se adeuden i otor- 
gue el correspondiente recibo en la respectiva oficina 

16. Las tesorerías fiscales solo cubrirán los jiros o decretos que reúnan 
los requisitos enunciados en los artículos precedentes. 

17. Los tesoreros abrirán un libro ausiliar para llevar una cuenta por 
separado a cada autorización, i no darán cumplimiento á las órdenes o 
jiros que excedan ,del monto de la suma acordada. 

18. Los funcionarios, establecimientos o personas a cuyo favor se es- 
pidan las autorizaciones supremas, quedan obligados a presentar sus cuen- 
tas documentadas al Tribunal de Cuentas, conforme a la leí de 20 de 
enero de 1883 i demás disposiciones actiuilmente en vijencia 

19. Los inspectores fiscales que visiten las tesorerías cuidarán de exa- 
minar las cuentas parciales a que se refiere el art. 1 7, compi*obando los 
jiros u órdenes correspondientes, i darán cuentii a la Dirección de Con- 
tabilidad de cualquiera irregularidad que notaren. (Decreto de 14 de 
julio de 1887). 

20. Los funcionarios, estiiblecimientos o personas a quienes se hubiere 
mandado entregar fondos para invertirlos en un objeto del servicio públi- 
co, a virtud de lo dispuesto en el articulo 17 do la lei de 20 de enero 
de 1883, [msarán a la Dirección de Contabilidad mes a me%, en estracto^ 
lina nómina de las cantidades ]>arcialos ^ que hubieren dado inversión. 

47 
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Dicha oficina se encargará de hacer un resumen jeneral, que se eleva- 
rá al Ministerio de Hacienda. 

21. Los sueldos^ jubilaciones, pensiones, retiros i asignaciones serán 
pagados por mensualidades vencidas. 

22. A ningún] empleado^ cualquiera que sea el ramo del servicio de 
que dependa^ se concederá anticipo de sueldos, a monos que por causas 
del mismo servicio tenga que mudar de residencia. En este caso, el anti- 
cipo deberá garantirse con fianza de supervivencia i será reintegrado 
con la cuarta parte del haber mensual. (Decreto de 29 de enero de 1856). 

23. Todo empleado tiene derecho a sueldo desde el dia que principie 
a prestar servicios después de la fecha de su nombramiento, o desde el 
dia que se indique en el decreto respectivo. 

Si para desempeñar su empleo necesita trasladarse de un punto a otro 
de la República, gozará de sueldo desde el dia que emprenda su viaje. 
Ese tiempo será comprobado con un certificado del Gobernador del 
departamento o jefe administrativo de la localidad. (Decreto supremo 
de 21 de junio de 1881). 

24. La traslación de un empleado de un punto a otro de lá Bepública 
para tomar posesión de su empleo será de cuenta fiscal, no compren- 
diéndose en estos gastos el trasporte de la familia. 

25. No se pagará de cuenta fiscal la traslación de empleados que per 
mutan sus destinos. (Decreto supremo de 14 de octubre de 1882). 

26. £n los lugares donde no hai empresas de trasporte, se les paga a 
los empleados militares un bagaje de dos pesos por cada cinco kilóme- 
tros a los jefes i un peso por igual distancia a los subi^lternos. (Decreto 
supremo de 18 de junio do 1872). 

27. A ningún empleado se le podrá abonar sueldo, conceder licencias 
o vacaciones, ni mandarlo agregar a oti*a oficina mientras no haya toma- 
do posesión de su empleo, comprobada en la forma que deteimina el' 
articulo 1.^ del decreto supremo de 16 de octubre de 1858. 

28. No tiene derecho a sueldo el empleado que no hubiere rendido 
la fianza a que está obligado por la lei. (Articulo 216 del Código Penal). 

29. Ningún empleado civil puede gozar de dos o mas sueldos. (Lei 
de 19 de noviembre de 1818). 

Esceptúanse de esta regla jeneral los empleados de instrucción secun- 
daria i superior que, según ]el articulo 43 de la lei de 9 de enero de 1879, 
pueden percibir en un mismo establecimiento de instrucción pública un 
sueldo íntegro, i de dos tercios del otro o de los otros, i los profesores 
de instrucción Secundaria que pueden gozar de dos sueldos íntegros. 



I DHORETOd SUPREMOS SOBRft fX>LONIZAOION 371 

30. A los empleados promovidos de un empleo a otro se les debe asis- 
tir con el sueldo del empleo que dejan hasta el dia que toman posesión del 
nuevo empleo, lo cual se atestiguará ante la respectiva oficina pagadora 
por medio de un certificado del jefe del empleado promovido. Este cer- 
tificado se debe acompañar a los documentos de pago que se remiten al 
Tribunal de Cuentas. (R. O. de 4 de mayó de 1792). 

Si la promoción recayese en empleados de la misma otícina, se pagará 
el nuevo sueldo desde la fecha del decreto en que se hace el nuevo nom- 
bramiento. 

31. A los empleados militares que sean promovidos a un nuevo ém* 
pleo se les pagará el sueldo correspondiente al ascenso desde la fecha en 
que se hubiere puesto el cúmplase a los despachos. (Articulo 1.^ título 36 
do la Ordenanza del Ejército). Si solo se tratare de una comisión mili- 
tar i no de un empleo que confiera ascenso, se pagará el nuevo sueldo 
conforme a lo dispuesto en la lei de 25 de setiembre de 1882. 

32. El oficial retirado que saliere temporalmente de la República con 
licencia competente, gozará del sueldo íntegro que disfrutare por el 
retiro durante un año. Si obtuviere prórroga, gozará de la mitad del 
sueldo; i en caso de excederse del término de la prórroga, no tendrá 
derecho a sueldo alguno hasta que regrese al territorio de la República. 
(Título 84, artículo 31 de la Ordenanza del Ejército). 

33. Los oficiciales del Ejército i Armada que desempeñen el cai'go de 
Intendente o Gobernador o algún empleo de secretaría, podrán optar por 
el sueldo que les corresponde por el empleo civil o por el de su grado. 
Si optan por este último, tendrán, ademas, la mitad del sueldo asignado 
al puesto civil. (Artículo 8.« de la lei de 19 de enero de 1889). 

34. No tiene derecho a sueldo el empleado que no se ha presentado 
a servir el empleo. (Lei de 16 de abril de 1823). 

35. Se suspende el pago de sueldo a todo empleado que no se pre- 
sente al servicio en el dia siguiente de cumplida la licencia o vacaciones 
que se le habia concedido. (Ordenanza del Ejército, título 84. — Véanse 
artículos 113, 114, 115, 116, 117,^118 i 119). 

36. El jefe de la oficina es responsable por los sueldos que recibieren 
indebidamente los empleados que se excedieren de la licencia o vacación. 
(Decretos supremos de 16 de octubre de 1858 i de 15 de abril de 1882). 

3?. A los empleados suspendidos de orden judicial se les pagará solo 
la mitad del sueldo, durante el juicio. 

En caso de pronunciarse sentencia absolutoria, se les devolverá la tota- 
lidad de los medios sueldos retenidos 
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Si la Busponsion fuero decretada por la autoridad judicial, por vía de 
pena, no se paga sueldo alguno al empleado suspenso. (Articulo 40 del 
Código Penal). 

38. A los empleados militares suspendidos por vía de pena correctiva 
o encausados, se los paga en unos casos la mitad i en otros el tercio del 
sueldo. (Artículos 113 i 117 de la Ordenanza Militar^ 

£1 inválido que sin licencia del comandante de armas se ausentare del 
lugar de su residencia que le está señalado, se le dará de baja en la pri- 
mera revista i perderá el derecho a la gracia de inválido. (Titulo 80, 
artículo 100 de la Ordenanza del Ejército). 

39. A los empleados que mueren en el servicio se les paga sueldo 
hasta el dia de su muerte. (Lei 5.% título 2.', libro 5.® de la Recopilación 
de Indias.) 

40. Para que los padres, viudas, hijos u otros herederos puedan reci- 
bir el sueldo insoluto del empleado fallecido, es necesario una orden 
judicial o decreto supremo que lo ordene. 



41. Son empleados físcales los que se pagan con fondos nacionales i 
tienen nombramiento del Presidente de la Kepública. 

Deben distinguirse los que sean propietarios, accidentales, auxiliares 
i supernumerarios. 

Propietario, es el nombrado para ocupar permanentemente o por un 
periodo legal una plaza vacante. 

Interino, el nombrado pAra desempeñar una plaza vacante mientras 
se provee en propiedad. 

Suplente, el nombrado para desempeñar una plazii que está ocupada, 
pero que se encuentra impedido pnra dcscmpoñarla el que la sirve. 

Accidental, el que reemplaza a oti'o por el ministerio de la lei. 

Auxiliar, el que no está consultado en la planta legal de la oRcina^ 
pero cuyo sueldo se consulta en la Lei de Presupuestos. 

(^ upernumerario, es el nombrado por tiempo determinado. 

A J. Los auxiliares pueden ser propietarios o interinos i tienen dere- 
cho a licencia i vacaciones. (Circular del Ministerio de Hacienda de 20 
de febrero de 1871). 

43. Los supernumerarios cosan on sus funciones el 31 de diciembre 
del año en que han sido nombrados i no tienen derecho a licencia ni 
vacaciones. (Artículo 3." de la lei de 10 de óctiembre do 1SÜ9). * 
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44. Todo nombramiento para ocupar un puesto vacante se supone 
en propiedad si ol decreto respectivo no espresa el carácter de interino. 

45. Los empicados propietarios a quienes se les confiriese una nueva 
comisión, retienen el puesto que desempeñan sin que sea necesario una 
declaración especial. 

46. Los reemplazantes do empleados propietarios o interinos tienen 
el carácter de suplentes sin necesidad de declaración especial. 

47. El empleado interino tiene derecho al sueldo asignado al pro- 
pietario. 

48. El suplente goisa ol sueldo íntegro del propietario si no tiene 
otro empleo público, si es empleado, ganará su sueldo i a mas la dife- 
rencia con el del puesto que pasa a desempeñar. 

49. Los empleados de aduanas, suplentes o interinos, se rijen por las 
disposiciones de los artículos 2." i 4." de la lei de 20 de enero de 1883. 

50. Los empleados suplentes de instrucción secundaria i los interinos 
o suplentes en ol orden judicial, tienen derecho al sueldo í.itegro del 
empleo. (Decretos supremos de 12 de enero de 1847 i 30 de abril de 
1879 i lei de 4 de octubre de 1858). 

No tienen derecho a mayor sueldo ni a gratificación los empleados 
que por leyes o decretos especiales estén obligados a sustituirse unos 
a otros en los casos de enfermedad o ausencia imprevista. 

51 Los reemplazos durante el mes de vacaciones de cada empleado 
deben hacerse sin retribución alguna por los empleados de la misma 
oficina. (Circular del Ministerio de Hacienda] de 20 de enero de 1871 
decreto supremo de J5 de julio de 1882). 

52. Las gratificaciones concedidas a los empleados por el desempeño 
de comisiones especiales o trabajos cstraordinarios se suspenden mien- 
tras el empleado use de licencia o vacaciones (Circular del Ministerio 
de Hacienda de 20 de febrero de 1871). 

53. Se suspende el pago de toda pensión de jubilación desde el mismo 
dia que el jubilado acepte algún puesto Cscíil, con sueldo pagado por el 
Estado. 

54. Los ajustes desueldes de empleados públicos se harán dividiendo 
en doce partes iguale.^ la renta anual i computnndo todos los meses a 
razón de treinta días. 

Tómese razón i publíquese 

Balhaceda. 

J. G, Sotomayo'i\ 
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FESTIVIDADES NACIONALES 

190. Días feriados. — Se determinan los días feriadas para los 
empleados públicos. 

Sa7}tiago, 14 Je agosto de 1824. 

(21) Deseando evitar los perjuicios que se irrogan a la sociedad por 
la multitud de dias feriados que tienen el privilejio de suspender la 
administración de justicia i el despacho de las oficinas públicas, 

He acordado i decreto: 

1." JiOS tiibunales i oficinas públicas solo dejarán de concurrir al des- 
paclio en los dias de rij^oroso precepto, designados en el Indulto Apos- 
tó ico de reducción de fiestas. 

2.^ No habrá en lo sucesivo mas dias feriados que el doce de febrero 
por el aniversario de la declaración de nuestra independencia, i el die- 
ziocho de setiembre ix)r el de la rejeneracion política de Chile, 

3." El Ministro Secretario de (.Tobierno (|ueda encargado del cum- 
plimiento de esto decreto, que se trascribirá a quienes correspondan e 
insertiirá en el BoUiin. 

Fheirk. 

P. A. Pinto, 



Nota. — InserLamoH el Indulto Apostólico que suprimió la.s festividades de medio 
precepto i redujo el número de los dia^ f^istivos. 

Lis Jefes Supremos de la Iglesia Católica, los Romanos Pont:'tices en la plenitud 
del poder divino recibido do Jesucristo, así como custodiaron inviolable el depósito 
de la fé divina, así también templaron la disciplina ])uramente eclesiástica, según lo 
cxijian la ne esidad de los tien)pos, lugares i personas. Esta solicitud paternal se os- 
tendió frecuentemente ann u aquellos objetos que, instituidor por el aamcnto del 
culto del Señor; sin eml)argo, por el nbuso que de ellos hicieron los hombrea, 86 
convirtieron en desói-dencs, o ¡Virque, siendo obstáculo a la pública i piivada utili- 
dad, fueron convertidos en daño gravísimo. 

Por tanto, habiéndonos representado el Excmo. Señor Supremo Director del Ea- 
t4vdode Chi e los inconvenientes i perjuicios causados por la nmltiplioidad e inobsor- 
vano-a do lod dia^ (lo tiestas, nsí do modio como do rigoroso precepto, i que tales 
ioconvenlonto» perjudican al bien público i privado; Noi; en virtud de 1m faonlte* 
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des a{)ostólica8 que eapccialmonte tenemos por el Sumo Pootifioe León XII, decre- 
tamos lo quG sigue: 

I.*' EsUin derogadas todas las fiestas de solo obligación de oir misa. 

2.*^ Las fíestas de rigoroso precepto quedan reducidas solamente a las siguientes: 

Todos los domingos del aho. 

La Circunscicion del Sefior. 

La Adoración de los Santos Reyes. 

La Encarnación del Hijo de Dios. 

La Ascensión del Señor. 

Corpus Cristi. 

Los Santos Afíóstoles San Pedro i San Pablo. 

La Asunción de Nuestra Señora. 

La Natividad de Nueitra Señora. 

Vé\ dia de Todos Santos. 

La Inmaculada Concepción de Nuestra Señora. 

Pascua de Natividad de Nuestro SeBor. 

^,° Las festividades de los Santos Patronos de cada una de las ciudades, villas i 
lugares del Estado de Chile, cuando no sean contenidas en las sobredichos de rigo- 
roso precepto, so trasladarán al próximo domingo que signe. 

Por este nuevo decreto no entendemos disminuir de algnn modo el culto divino 
practicado hasta ahora en las Iglesias Catedrales, colejiales i conventuales de Regu 
lares de ambos sexos en los diaa de las fícstas derogadas; antea si, mandamos i que- 
remos que queden firmes i estables en el tiempo venidero, como lo han aido en el 
pagado todos los ofícios, misas solemnes i otras funciones. 

Amonestamos i exhortamos en Nuestro Señor Jesucristo a todas los señores Ordi. 
narios, i a todo el clero Secular i Regular, que en publicándose este nuestro indulto 
insinúen con efícacia a los fíeles cristianos, que este indulto apostólico de reducción 
do fíestas, lejos de fomentar el ocio i los vicios que de él emanan, es dir\jido única- 
mente a la observancia mas devota i mas relijiosa de aquellas fiestas que han que« 
dado. En ellas los fíeles, cesando de obrar i trabajar, tienen que emplear el tiempo 
en honrar a Dios, en asistir con el debido respeto al sacrificio incruento del altar, 
en oir la divina palabra i en aplicarse con todo empeño al interesante i único nego- 
cio de su propia salud; i a este fín principalmente conduce la devota frecuencia de 
iOS Santos Sacramentos de confesión i comunión. En fé, etc. 

Dado en Santiago de Chile, a siete de agosto de mil ochocientot veinticoatro. — 
Juan Müzi, Arzobispo de Filipi, Vicario Apostólico. — Juan Mario, — Canónigo 
MaBtai. 

Santiago, 9 de octubre do 1824. — Ejecútese, circúlese i publiquese en el Boletín, 
— Freiré. — J. A. Pinto, 

S3gan el artículo 149 do la leí de 15 de octubre de 1875, los domingos i días fes- 
tivos son feriados ])ara los jueces i majistrados de los tribunales de justicia, como 
asimismo el miércolos, jueves, viernes i sábado de la semana santa, el diezisiete, 
dio;;iocho i diezíinieve de setiembre i des<le el quince de enero hasta el prin^ero d© 

marzo, ^-^ 



■ 
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191. Di3i0 feriados — ^Se suprime el del dia doce de febrero qiie 
determinó el Senado -Consulto de 5 de febrero de 1821. 



Santiago, 8 de febrero de 1837. 

i Atendiendo a que las disposiciones dol Senado consulto do 5 de febre- 
ro de 1821, para solemnizcir el anivers rio de la declaración de nuestra 
independencia política, orijina perjuicios de consideración al servicio 
público i a las ocupaciones de los particulares, ya que los fines patrióti- 
cos a que tiende la celebi-acion de las fiestas cívicas están conseguidos con 
la reunión de todas ellas en un solo dia, que remueve los inconve- 
nientes producidos por su multiplicidad; con las facultades que me con- 
fieren el artículo 161 de la Constitución i la lei de 31 de enero del pre- 
senté aík>, 

He venido en acordar i decreto: 

La celebraciojí del 12 de febrero qtieda reducida en adelante a una 
salva de veintiún cañonazos en kis plazas i pueblos donde hubiere ar- 
tillería i repique jeneral de campanas a las doce del dia. En las casas pi\- 
blicas i de particulares, se enarbolarán banderas por todo el d¡<i, i habrá 
iluminación durante la noche. 

Comuniqúese, imprímase i circúlese. 

RÍBRICA DE S. E. 

Portales. 



192.— Funciones Públicas.— Se reglamenta el ceremonial para 
la asistencia úú las funciones públicas a que concurra el Presidente de 
la Kepública. 

Santiago, 6 de setievibrc de 1853. 

A fin de regularizar la asistencia de los funcionarios i empleados públi 
eos a Lis solemnidades nacionales a que deben concurrir, i siendo inopor 
tunas en la actualidad algunas do las disposiciones dadas sobro esta 
materia, 
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Vengo en acordar i decreto: 

Art. i.* A todos los actos públicos, civiles o relijiosos a que asista el 
Presidente de la República, concurrirán los empleados i funcionarios 
determinados en este artículo, guardando el orden de procedencia en 
que se los designa: 

A U derecha del Presidente: 

Los Ministros de Estado; 

El Comandante Jeneral de Armas, los Inspectores del Ejército i guar- 
dia nacional i los Jenerales; 

El Intendente, los Jueces do letras i los Kejidores lil Secretario i el 
Tesorero de la Municipalidad i el Procurador de ciudad, en segunda 
fila; 

El Prior i miembros del Consulado. El Asesor de este Tribunal, en 
segunda ñla; 

Los Coroneles; 

El Aiditor de Guerra; 

El Jefe del Cuerpo de Injenieros civiles e injenieros de primera clase. 

A la izquierda del Presidente: 

La Suprema Corte de Justicia i la Corte de Apelaciones. Los Relato- 
res i Secretarios de estos tribunales, en segunda ñla; 

£1 Contador Mayor, el Superintendente de la Casa de Moneda, los Teso'- 
reros nacionales i el Administrador Jeneral de Correos; 

El Contador i el Tesorero de la Casa de ^^oneda, el Tesorero de los 
Establecimientos de Beneñcencia i lo3 Contadores de resultas de la Con- 
taduría Mayor, en segunda fila; 

El Rector i el Consejo de la Universidad, el Delegado Universitario 
i el Rector del Instituto Nacional. Los SecreUrios de las facultados i 
Profesores de la Universidad, en segunda fila; 

£1 Jefe de la Oficina de Estadístici i los unciales Mayores de los Mi 
nisterios; 

Los Oficiales de la guarnición, ocupando los cstremos de ambas alas. 

En los acompañamientos abrirán la marcha las segundas filas, i cuando 
se deba formar una sola hilera, se observará el orden de precedencia que 
queda determinado, prefiriendo las colocaciones del ala derecha a las 
correspondientes de la izquierda. 

Art 2.® Los Ajenies Diplomáticos que concurrieren a las solcmnida 
des nacionales, tendrán su colocación a la derecha dsl Presidente de la 

4S 
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República, inmediatamente después de los Ministros de Estado, i los 
Consejeros de Estado, después del Cuerpo Diplomático. 

El Arzobispo i Obispos cuando concurrieren oci^parán asiento de hués- 
pedes, el primero en la Suprema Corte de Justicia, después del Presi- 
dente de este Tribunal, i los segundos, en la Corte de Apelaciones, des- 
pués del Rejente. 

Los Secretarios i Agregados de legación i los Ayudantes de los jefes 
militares ocuparán la segunda fíla en sus respectivas secciones. 

Art. 3.® Los funcionarios públicos designados en el artículo L^ que 
no pudieren concurrir a las solemnidades nacionales ordinarias o estraor- 
dinarias a que sean citados, lo harán presente en el término de veinti- 
cuatro horas al Ministerio del ramo respectivo, comprobando con certi- 
ñcado de facultativo la enfermedad que los imposibilita para la asistencia, 
bajo la pena que establece el artículo 1.® del supremo decreto de 6 de 
setiembre de 1832. A este efecto, el empleado que haga de maestro de 
ceremonias en las solemnid^ides nacionales, pasará al dia siguiente de 
haber tenido éstas lugar, una razón de los empleados que se hallen en 
el caso de este artículo, al Ministerio correspondiente, según el ramo de 
la administración a que pertenezcan. 

Quedan derogados los supremos decretos de 2 de agosto de 1832 
20 de junio de 1838. 

I ¿Tómese razón, comuniqúese i publíquese. 

MONTT. 

Silvestre Ochagavía. 



193. Funciones Públicas. — Se reglamenta el ceremonial para la 
asistencia a las funciones públicas en provincias. 

« 

Santiago y 14! de setiembre de 1889. 

A fin de regularizar la asistencia de los funcionarios i empleados pú- 
blicos a las solemnidades nacionales a que concurran, i en vista de lo 
espuesto en la nota que antecede. 

Decreto; 

1,*> Apruébase el «'guiente orden de precedencia que debe observarse 
00 lu oero^onias públioai que te ef ectiieu eu Yalparaiio; 
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A la derecha del Tiitendente:- 

Comandante jeneral de marina; 

Jeneralca i conti^a -almirantes; 

Juecei de letras; 

Intendente jeneral del Ejército i Armada; 

Jefes del Ejército i Armada; 

Delegación universitaria; 

Junta de Beneficencia; 

Consejo provincial de hijiene; 

Junta departamental de prisiones; 

Médicos de ciudad : 

Empleados públicos. 

A la izquierda: 

Ilustre Municipalidad; 

Cuerpo consular; 

Superintendente do aduanas; 

Directorio del Cuerpo de Bomberos; 

Directorio de la Cámara de Comercio; 

Directorio de la Cámara de Comercio Flspañola; 

Rector del liceo; 

Visitador de Escuelas; 

Promotores fiscales; 

Defensores de menores; 

Oficiales del Rejistro Civil; 

Empleados públicos. 

Los secretarios de la intendencia, comandancias de armas i de marina 
i de los jueces letrados ocuparán la segunda fila en sus respectivas sec- 
ciones. 

2.*" En las demás provincias, i en lo que sea posible, se observará el 
mismo orden respecto de los funcionarios i empleados que concurran a 
las ceremonias públicas. 

Anótese, comuniqúese i publiquese. 



B^LMáC^DA. 



Demetrio Laetarria, 



380 RBCX)PlLiLOION BS LETfiS 



Nota. —Por, circular Je I.** do sctiombro do 1836 88 ordenó a ios empleados piibU* 
eos, tanto cirilcs co:uo militares, concnmr a las funciones públicis sin uec:!.sidad de 
invitación especial; mns en la practica se acostumbra pasarles inyitacion. 

Por dooreto de 15 do sehiembro do 1894 se declái-ó que corres])ondia a la Corte de 
Apelación ?M do Valparaíso el lugar de la derecha del Intendente i a los relatares i se- 
cretarios la segunda i&la del lugnr que corresponde a la Corte. 
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